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AL  LECTOR 


Debido  á  la  eficaz  ayuda  del  secretario  del  Tribunal 
del  Comercio  D.  Carlos  N.  González,  podemos  dar  á  luz 
el  primer  volumen  de  los  fallos  en  materia  comercial 
pronunciados  por  el  Dr.  Luis  A.  Peyret. 

Este  libro  será  de  utilidad  al  foro  y  al  comercio. 
El  nombramiento  del  Dr.  Peyret  como  juez  de  comercio 
coincide  precisamente  con  la  fecha  que  entró  á  rejir 
el  código  reformado.  De  manera  que  el  lector  hallará 
tratadas  en  este  libro  muchas  cuestiones  nuevas  que 
han  venido  á  formar  nueva  jurisprudencia. 

Este  volumen  comprende  ciento  tres  sentencias  todas 
ellas  apeladas,  con  excepción  de  una  que  fué  consentida 
por  las  partes,  pero  que  por  la  importancia  de  la 
cuestión  que  resuelve  la  hemos  incluido  en  esta  colección. 

El  Dr.  Peyret,  á  quien  consultamos  sobre  este  asunto 
nos  manifestó  el  deseo  de  que  solo  se  publicaran  las 
sentencias  apeladas,  yá  fueran  confirmadas  ó  revocadas, 
pues,  considera  sin  importancia  para  la  jurisprudencia 
la  publicación  de  aquellas  consentidas  por  las  partes  que 
no  han  pasado  por  el  crisol  superior.  Por  esta  razón, 
solo  hemos  incluido  una  que  no  se  halla  en  estas  con- 
diciones. 

El  Editor. 
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INTRODUCCIÓN 


La  publicación  de  los  fallos  de  los  jueces  en 
forma  cómoda  para  el  estudio  ó  la  consulta,  no  sólo 
sirve  al  íoro  por  el  conocimiento  que  da  de  los 
casos  ocurrentes  y  los  antecedentes  de  ilustración 
y  autoridad  que  le  suministra,  sino  que  presta  un 
gran  concurso  al  mejor  y  más  fácil  control  de  la 
administración  de  justicia.  Por  este  medio,  en 
efecto,  puede  verificarse  en  poco  tiempo  relativa- 
mente y  con  bastante  aproximación,  la  justicia  de 
las  decisiones  de  cada  juez,  la  calidad  de  sus  tra- 
bajos y  la  cantidad  de  su  labor,  mucho  más  haciendo 
anuales  y  obligatorias  dichas  publicaciones,  como 
pienso  que  debería  establecerse.  Así  ellas  vendrían 
á  ser  en  cierto  modo  las  «  Memorias»  naturales  de 
los  tribunales,  más  justificadas  que  las  de  cantidad 
le  oficinas  administrativas,  pudiendo  por  lo  mismo 
destinarse  en  el  Presupuesto  una  partida  para  cubrir 
sus  gastos,  total  ó  parcialmente.  No  hay  para  que 
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decir  el  estímulo  que  esta  publicidad  periódica  y 
obligatoria  daría  á  los  magistrados,  sabiendo  como 
influye  la  opinión  en  los  actos  de  los  que  se  mues- 
tran más  despreocupados  y  m;is  escépticos. 

Por  tal  motivo,  aplaudo,  pues,  decididamente  l;i 
edición  de  sus  fallos  que  ha  resuelto  hacer  el  Juez 
de  Comercio  Dr.  Peyret,  á  imitación  de  otros  de 
nuestros  magistrados  que  lo  han  precedido  en  la 
toga.  Pudiera  la  repetición  de  estos  precedentes 
contribuirá  formar  una  regla  consuetudinaria  aún 
sin  ley,  de  la  que  fuera  difícil  ó  incómodo  á  los 
jueces  sustraerse,  por  la  notoriedad  de  la  ausencia, 
más  fácil  de  interpretar  en  sentido  desfavorable  que 
en  otro  sentido  en  los  que  ejercen  funciones  oficiales. 

Y  que  no  se  diga  que  la  ley  ha  satisfecho  ya  las 
reclamaciones  enunciadas,  al  menos  por  lo  que 
hace  á  los  tribunales  ordinarios  de  la  Capital,  man- 
dando que  todas  sus  sentencias  se  publiquen  en  el 
Boletín  Judicial;  porque  publicaciones  semejantes 
son  poco  leídas  al  aparecer  y  menos  consultadas 
después,  por  cantidad  de  inconvenientes  que  pre- 
sentan para  este  último  efecto,  sobre  todo,  las  impre- 
siones de  la  especie,  con  un  material  lo  más  diverso, 
distribuido  en  páginas  extensas,  sin  orden  y  sin 
Índices.  La  edición  que  encomio,  por  el  contrario, 
da  sus  trabajos  reunidos,  ordenados,  organizados, 
invitando  al  estudio  y  al  examen,  que  en  buena 
parte  puede  resultar  hecho,  por  lo  que  se  refiere  á 
la  cantidad  de  la  labor,  simplemente  con  correr  las 
páginas,  ya  que  las  sentencias  constituyen  el  prin- 
cipal trabajo  del  magistrado  y  pueden  servir  perfec- 
tamente para  indicar  el  resto. 
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En  cuanto  á  la  calidad,  no  estará  de  más  consig- 
nar que  las  sentencias  participan  á  menudo  de  los 
méritos  y  defectos  de  las  defensas  en  que  intervie- 
nen, y  así  es  natural  que  suceda,  por  la  razón  sen- 
cilla de  que  los  jueces  están  llamados  á  decidirlas 
causas,  antes  que  todo,  sobre  y  por  los  fundamentos 
expuestos  y  discutidos  por  las  partes,  como  condi- 
ción de  expedición  y  de  acierto,  debiendo  ser  raros 
los  casos  en  que  el  magistrado  se  vea  obligado  á 
acudir  á  su  biblioteca,  á  no  ser  para  verificar  las 
citas.  Tampoco  es  bueno  que  el  juez  intervenga  de 
una  manera  demasiado  activa  en  el  debate,  tra- 
yendo al  fallo  argumentos  ú  opiniones  suyas  que 
sean  nuevas  en  el  pleito,  que  no  hayan  sido  contro- 
vertidos por  los  litigantes  y  pasado  por  lo  que  con 
tanta  felicidad  se  llama  en  sentido  figurado  el  crisol 
y  el  tamiz  de  la  discusión. 

Un  defecto  tomaría  al  juez  más  tiempo  del  que 
le  corresponde  consagrar  á  cada  fallo,  empeñado 
en  consultas  que  alargarían  su  labor,  haciendo  más 
pesada  la  justicia,  por  decidir  con  razones  que  los 
contendientes  no  habían  tenido  en  vista  cuando  no 
las  habían  expuesto,  ellos  más  interesados  que 
ninguno,  los  verdaderos  interesados,  en  mostrar  y 
demostrar  todas.  El  segundo  defecto  anotado,  que 
también  comprende  al  primero  bajo  otra  faz,  expone 
al  juez  casi  á  los  mismos  errores  de  las  partes,  con 
opiniones  no  examinadas  y  discutidas  por  otro  que 
las  contradiga  á  legítimo  título,  cuando  el  mayor 

idamento  de  su  presunción  de  acierto  en  las  sen- 
^ncias  reposa  sobre  su  situación  imparcial  para 
"?cidir,  con  conocimiento  de  causa,  entre  dos  con- 
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tendientes,  cual  es  el  que  abona  mejor  su  derecho, 
no  de  ninguna  manera  por  consideraciones  excep- 
cionales de  inteligencia  ó  poruña  infusión  especial 
de  saber  que  le  dé  la  investidura  pública,  cualquiera 
que  sea  el  dicho  sanchezco  al  respecto. 

Es  cierto  que  no  siempre  las  buenas  causas  son 
bien  defendidas,  que  algunas  veces  lo  están  mejor 
las  malas  y  en  fin,  que  otras  resultan  tan  faltas  de 
aquel  amparo  la  demanda  como  la  contestación ; 
pero  en  estos  casos,  que  son  de  los  más  difíciles 
para  el  magistrado,  las  partes  no  podrán  culpar  de 
la  pérdida  de  su  derecho  á  otro,  .?ino  imputarla  á 
sus  propias  faltas,  por  no  haber  sabido  elegir 
defensores,  ya  que,  contrariamente  á  lo  afirmado 
recientemente  en  el  Congreso,  en  el  curso  de  una 
discusión,  los  abogados  y  la  buena  defensa  son  un 
elemento  concurrente  de  la  justicia,  que  casi  for- 
man una  necesidad  para  su  acertado  ministerio. 

No  importa  esto  presentar  anticipadamente  un 
motivo  general  de  excusa  ó  justificación  para  todas 
las  injusticias  de  los  magistrados,  sino  manifestar 
como  deben  ponerse  en  guardia  contra  celos  exce- 
sivos, desde  que  es  tan  fácil  también  el  error  para 
ellos  fuera  de  los  términos  expresados,  con  las 
mejores  intenciones,  las  de  hacer  absoluta  justicia. 

No  hay  que  exagerar,  sin  embargo,  el  mérito  de 
las  publicaciones  que  celebro  y  creer  que  ellas  bas- 
ten por  sí  solas  para  asegurar  una  correcta  admi- 
nistración de  justicia  ó  para  corregir  algunos  de 
los  defectos  de  organización  de  que  se  resiente  la 
nuestra,  no.  En  el  sentido  de  las  reformas,  con- 
fiaría más,  mucho  más,  en  una  de  que  apenas  si  se 
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ha  hablado  entre  nosotros :  la  transformación  de 
nuestros  juzgados  de  primera  instancia  en  tribu- 
nales plurales,  como  son  en  la  República  Francesa, 
nuestra  maestra  en  tantas  materias  de  legislación 
común  y  cuya  judicatura  goza  de  tanto  renombre 
en  el  mundo   civilizado.     Hecha   la   comparación  | 

entre  los  juzgados  unipersonales  y  los  tribunales 
plurales,  fácilmente  se  observa  que  entre  varios 
magistrados  reunidos,  los  riesgos  de  error  se  dis- 
minuven  de  una  manera  considerable ;  los  senti- 
mientos  y  las  pasiones,  naturalmente  se  hacen 
contrapeso,  ya  que  fuera  idealista  contar  sobre  su 
ausencia  en  absoluto  ;  el  cohecho  mismo,  cuya  apa- 
rición siempre  es  posible,  tiene  más  dificultades  y  ' 
menos  probabilidades  de  éxito ;  y  hasta  el  trabajo  de  ^ 
los  jueces  se  encuentra  mas  controlado  por  la  recí- 
proca acción  ó  vigilancia.  Y  que  no  se  diga  que 
para  salvar  todos  estos  escollos  está  la  segunda 
instancia,  porque  á  menudo  no  puede  repararlos,  á 
lo  menos  de  una  manera  completa,  y  porque  ella 
debe  servir  más  para  confirmar  que  para  enmendar.  . 

Por  otra  pai*te,  habría  que  agregar  que  nuestros 
juzgados  de  primera  instancia  con  cuatro  y  seis 
secretarios,  participan  de  los  tribunales  plurales  en 
los  gastos  y  algún  otro  inconveniente,  sin  las  ven- 
tajas de  un  tribunal  compensado,  desde  que  en 
definitiva  es  uno  solo  el  juez,  y  sus  auxiliares  son 
sus  subalternos,  sin  voto  verdadero  ni  responsabi- 
lidad efectiva  y  con  una  preparación  jurídica  bas- 
;ante  menor  ó  una  práctica  demasiado  escasa. 
expuestos  por  lo  mismo  á  incurrir  en  todos  los 
defectos  de  la  rutina  ó  de  la  inexperiencia,  Corres- 
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pondería,  pues,  invertir  los  términos,  componiendo 
cada  tribunal  de  primera  instancia  con  cuatro  ó 
cinco  jueces  y  uno  ó  dos  secretarios:  los  primeros 
para  decidir  las  cuestiones  ;  los  últimos  para  mane- 
jar los  autos. 

Ni  haya  que  temer  así  mayores  dilaciones,  porque 
las  reglas  del  procedimiento  y  los  reglamentos 
internos  podrían  obviar  con  toda  seguridad  los  obs- 
táculos, haciendo  que  el  despacho  fuera  más  fácil  y 
más  rápido  que  en  los  juzgados  unipersonales.  Para 
convencer  desde  luego,  sin  necesidad  de  mayores 
raciocinios,  me  bastará  citar  la  primera  fórmula  que 
se  me  ocurre,  cual  es  la  de  establecer  que  en  cada 
juicio  uno  de  los  miembros  del  tribunal  hiciera  de 
juez  principal  y  los  otros  de  consejeros  ó  controlado- 
res, con  voto,  naturalmente,  siguiendo  un  orden  dado 
de  turnos  ó  sorteos;  así  cada  tribunal  vendría  á  dar 
tantas  cortes  distintas  como  jueces  entraran  en  su 
organización,  actuando  todos  á  la  vez,  cada  uno 
como  presidente  de  tribunal  en  el  respectivo  expe- 
diente. 

Tampoco  se  tema  el  aumento  de  los  gastos,  pues 
ya  hemos  visto  que  se  trataría  más  bien  de  un 
cambio  en  el  personal  que  de  un  aumento,  siendo 
muy  probable  que  las  mejoras  de  calidad  hallasen 
su  compensación  en  otras  disminuciones  de  locales 
y  empleados  menores.  Además,  la  razón  de  eco- 
nomía no  puede  invocarse  en  esta  materia  sino  de 
una  manera  muy  transitoria,  desde  que  la  admi- 
nistración de  la  justicia  es  la  que  da  su  verdadera 
razón  de  ser  al  Estado  y  la  que  sirve  para  medir 
el  grado  de  civilización  de  los  pueblos. 
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Las  cámaras  do  apelación  también  tendrían  su 
lugar  en' esta  reforma,  aumentando  el  número  de 
sus  miembros  á  seis  ó  siete,  á  fin  de  poder  contar 
siempre  con  cinco  jueces  para  todos  los  casos,  nor- 
malmente, dentro  de  los  términos  más  comunes 
de  los  impedimentos  y  recusaciones,  sin  restrin- 
girlos innecesariamente  y  más  bien  focilitarlos,  ya 
que  se  trata  de  la  última  instancia,  en  la  cual 
pareciera  más  imperiosa  la  obligación  de  presentar 
una  cierta  cantidad  de  jueces  que  constituyan  una 
garantía  completa  para  las  partes,  tanto  por  su 
número  como  por  sus  calidades. 

El  concepto  de  la  jurisprudencia  y  su  verdadera 
autoridad  tendrían  también  que  ganar  con  este 
aumento  de  magistrados  en  las  cortes  superiores, 
impidiendo  que  un  solo  fallo  de  los  tribunales  de 
última  instancia  viniese  á  formarla  en  el  hecho, 
como  se  dice  genei'almente  en  el  lenguaje  común 
y  se  repite  entre  nosotros  hasta  en  el  foro,  con- 
fundiendo la  jurisprudencia  con  la  cosa  juzgada, 
cuando  ésta  tiene  todo  su  valor  de  autoridad,  mien- 
tras aquélla  scMo  tieme  su  autoridad  de  i'azón.  Sin 
embargo,  la  explicación  del  error  apuntado  es  sen- 
cilla: desde  que  los  mismos  jueces  que  deciden  un 
primer  caso  han  de  serlos  que  resuelvan  después, 
al  menos  dentro  de  un  término  dado,  todos  los 
nuevos  que  se  les  presenten  en  idénticas  condi- 
ciones, es  de  presumir  que  persistirán  sin  nece- 
sidad de  mayor  esfuerzo  en  su  anterior  opinión,  que 
satisface  su  amor  propio  compromíHido,  conven- 
ciéndose fácilmente  de  la  bondad  de  los  funda- 
mentos adoptados  en  aquella  ocasión,  aún  hecho 
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un  segundo  estudio  de  la  cuestión,  que  muy  á  me- 
nudo se  han  de  sentir  inclinados  á  excusar,  aunque 
más  no  sea  por  el  ahorro  de  labor. 

La  autoridad  de  la  jurisprudencia,  autoridad  de 
razón  solamente,  como  queda  dicho,  se  consti- 
tuye, en  efecto,  por  los  motivos  expuestos  en  una 
serie  de  fallos  de  los  tribunales  de  última  instancia, 
intervenidos  en  distintos  casos,  con  "di  versas  defen- 
sas, en  amplios  debates,  y  aún  pudiera  agregarse 
con  jueces  diferentes,  circunstancias  que  hacen 
innecesario  justificadamente  nuevas  discusiones  y 
nuevos  estudios  para  fundar  la  decisión  de  los  casos 
posteriores  que  ocurran,  bastando  la  referencia  á 
los  fallos  v  antecedentes  mencionados. 

Es  cierto  que  de  esta  suerte  es  más  probable 
que  se  produzcan  sentencias  contradictorias  que 
hagan  cosa  juzgada  en  sus  casos  respectivos,  antes 
que  formen  una  verdadera  jurisprudencia  y  aún 
después ;  pero  es  preferible  cien  veces  este  incon- 
veniente al  que  resulta  de  la  uniformidad  de  la 
injusticia  porque  una  primera  vez  se  erró,  en  una 
causa  que  pudo  ser  mal  presentada  ó  deficiente- 
mente estudiada.  Los  tribunales  de  justicia  son 
para  administrar  justicia  en  cada  caso,  no  para 
dictar  leyes  generales  aplicables  á  todos  en  forma 
de  decisiones  particulares  de  uno  solo  ;  y  esta  es 
también  una  de  las  razones  de  la  inmensa  autoridad 
que  se  les  confiere  legalmente  á  sus  fallos  finales : 
el  perjuicio,  si  llega  á  existir,  siempre  sería  limi- 
tado á  la  controversia  resuelta, 

Del  defecto  criticado  de  nuestros  tribunales  y  de 
la  falsa  base  atribuida  equivocadamente  á  la  juris- 
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prudencia,  se  ha  resentido  entre  nosotros  una  obra 
pública  importante,  que  bien  merece  que  se  la  cite 
por  la  enseñanza  que  el  hecho  suministra,  mostran- 
do prácticamente  cómo  las  economías  mal  entendi- 
das en  la  administración  de  justicia,  pueden  resultar 
contraproducentes  y  perjudiciales  directamente  para 
el  tesoro  público  mismo.  Me  refiero  á  la  avenida 
de  Mayo,  en  esta  ciudad,  respecto  de  la  que  ha 
bastado  un  fallo  equivocado  en  materia  de  expro- 
piación, para  aplicarlo  á  todas  las  nuevas  expropia-  j 
clones  que  debían  hacerse  en  ellas  como  bastante  ] 
jurisprudencia,  echando  al  tesoro  municipal  una  ;j 
carga  enorme  en  provecho  de  unos  cuantos,  cuyo  J 
importe  habría  bastado  para  costear  durante  años  j 
un  mayor  número  de  jueces,  y  afeado  en  definitiva  í 
la  gran  arteria  de  la  ciudad  con  construcciones  'i 
obligadas  en  terrenos  de  escasas  dimensiones.                              ? 

Naturalmente,   después  de  lo  dicho,   no  tengo  ,j 

para  qué  indicar  la  conveniencia  y  hasta  la  nece-  '  | 

sidad  de  poner  de  lado  esas  cámaras  de  apelación,  | 

de  tres  miembros;  microscópicas,  que  existen  en  'I 

algunas  provincias  y  que  ahora  se  proyecta  crear  ] 

en  lo  federal,  en  las  que  los  procedimientos  se 
ven  continuamente  interrumpidos  por  multitud  de 
impedimentos  personales  de  éstos  ó  de  sus  fami- 
lias, aparte  de  la  verdadera  obstrucción  que  les 
traen  las  recusaciones,  con  perjuicio  de  la  justicia 
y  de  la  renta  con  que  se  costea  especialmente  esta 
parte  de  la  administración  pública. 

Volviendo  al  libro  de  sentencias  del  Juez  Dr. 
Peyret,  de  mi  punto  de  vista,  con  arreglo  á  las 
ideas    y    observaciones    que  llevo  expuestas  y  al 
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mismo  aplauso  que  le  he  tributado,  debo  lamentar 
que  se  haya  reducido  á  publicar  solo  sus  sentencias 
apeladas,  si  se  exceptúan  dos  ó  tres  que  también 
figuran  en  la  colección  por  circunstancias  especia- 
les, á  pesar  de  haber  sido  modificadas  en  apelación 
ó  consentidas.  Una  sentencia  siempre  es  un  antece- 
dente, y  para  apreciar  á  un  juez  y  su  labor,  nada 
sería  mejor  que  la  publicación  completa  de  sus 
fallos  con  la  anotación  más  ó  menos  extensa  del 
resultado  de  las  apelaciones. 

Buenos  Aires,  Noviembre  de  \S^. 

R.  Levingston. 
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cimiento del  juicio   al  fuero  federal 171 


XL,III 

Sumario:  Contraía  acción  ejecutiva  de  un  pagaré  á  la  orden  equi- 
,"í  parado  por  la  ley  á  la  letra  de  cambio,  no  puede  oponer- 
f  se  la  excepción  de  inhabilidad  de  tí  tu  lo 173 

b 

[  XLIV 

f 

[  Sumario:    La  prueba  de  los  libros  de  comercio  basta  para  fundar 

^  la  condenación  del  demandado,  si  los  de  ambas  partes  dan 

el  mismo  resul  tado  que  se  pide  en  la  demanda 176 


XLV 

Sumario:  Siempre  que  se  justifique  que  los  libros  de  comercio 
existían  en  esta  capital,  el  comerciante  está  obligado  á  su 
presentación  para  que  se  verifique  la  compulsa 179 
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Sumario :  1»  Para  que  el  principio  de  prueba  escrita  haga  proce- 
dente la  testimoniales  requisito  indispensable  que  emane 
del  interesado;  la  confesión  de  un  tercero,  sin  facultad  de 
obligarse,  no  es  bastante. 

2"  Procede  la  absolución  del  demandado,  con  especial 
condenación  en  costas  al  actor,  si  se  declara  improbada 
la  acción 181 

XI.VI1 

Sumario:  La  tercería  de  dominio  deducida  por  la  esposa  sobre 
bienes  embargados  como  de  pertenencia  del  marido,  debe 
ser  desechada  si  el  tíulo  de  compra  se  encuentra  á  nom- 
bre del  ejecutado 187 

XLVIII 

SuTTiario:  La  excepción  de  inhabilidad  de  titulo,  fundada  en  el 
hecho  de  no  haberse  verificado  el  protesto  personalmente, 
es  improcedente  si  existe  el  reconocimiento  ficto  decreta- 
do en  rebeldía  del  firmante 189 

XL.IX 

Sum^ario:  1"  La  confesión  del  demandado  es  indivisible;  al  de- 
mandante corresponde  la  prueba  del  contrato  de  compra- 
venta si  el  demandado,  reconociendo  la  recepción  de  las 
mercaderías,  alega  que  lo  fueron  á  comisión. 

2"  La  prueba  testimonial  solo  es  pertinente  si  existe 
principio  de  prueba  escrita  procedente  del  que  se  pretende 
obligado 191 


Sumario:    1**  No  son  á  cargo  del  deudor   los   honorarios  y  costas 
cuando  se  verifica  el  pago  antes  de  librarse  mandamiento. 
2"  La  excepción  de  inhabilidad  de  título  opuesta  á  la  li- 
quidación de  honorarios  del  abogado  y  procurador  es  pro- 
cedente si  de  autos  no  resulta  la  obligación  de  pagarlos..    194 
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Sumario :  1*  Las  excepciones  de  novación  y  transacción  son  im- 
procedentes si  se  oponen  á  la  ejecución  de  un  pagaré  á  ia 
orden  equiparado  por  la  ley  á  la  letra  de  cambio. 

2«  La  excepción  de  espera  es  improcedente  si  el  docu- 
mento privado  en  que  se  funda  resulta  adulterado  en  la 
parte  pertinente. 

3»  Declarada  la  adulteración  de  un  documento  privado 
que  la  parte  pretende  hacer  valeren  juicio,  procede  su  re- 
misión al  Juzgado  de  Instrucción  para  la  averiguación  del 
delito 198 


Sumario :  V  No  procede  la  reivindicación  de  mercaderías  que  han 
entrado  al  dominio  del  fallido  antes  de  la  efectiva  cesa- 
ción de  pagos. 

2»  La  recepción  del  conocimiento  de  porte  á  la  orden 
importa  la  posesión  que  el  Código  establece 203 

L.1II 

Sumario:    Si  el  ejecutado  no  justifica  las  excepciones  opuestas 

debellevarse  adelante  la  ejecución 208 

L.IV 

Sumario:  1*  Justificada  la  imposibilidad  de  llevar  á  debido  cum- 
plimiento el  contrato  de  compra-venta,  la  convención 
debe  resolverse  como  si  existiera  pacto  comisorio. 

2*  Ante  la  imposibilidad  de  poder  cumplir  el  compra- 
dor el  contrato  de  compra-venta,  debe  declararse  la  re- 
solución con  pérdida  de  la  suma  dada  á  cuenta  de 
precio  que  se  conceptúa  señal  ó  arras 211 

LV 

Sumario  :  1*  El  privilegio  de  los  obreros  ó  de  aquellos  que  suminis- 
tran materiales,  no  puede  afectar  los  derechos  del  primer 
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embargante  en  tanto  no  se  justifique  y  repare  lo  que  co- 
rresponde á  la  obra,  puesto  que  sobre  las  utilidades  no 
pueden  alegar  privilegio. 

2»  Para  que  puedajuzgarse  déla  preferencia  ó  privile- 
gio de  un  crédito,  debe  justificarse  la  insolvencia  del  deu- 
dor común  ó  provocarse  la  formación  de  concurso 214 


L.VI 


Sumario:  El  comerciante  que,  á  solicitud  suya,  ha  sido  declarado 
en  estado  de  quiebra,  tiene  el  derecho  de  pedir  la  revoca- 
toria del  auto  declarativo,  si  han  desaparecido  las  causas 
que  le  obligaron  á  formular  este  pedido 223 


I-VH 

Sumario:  1«  La  falta  de  protesta  por  parte  del  tercerista  pre- 
sente al  embargo,  importa  una  presunción  vehemente  de 
que  no  tenía  la  posesión. 

2°  Debe  rechazarse  la  tercería  si  el  actor  no  justifica 
la  posesión  y  dominio  de  los  bienes  embargados 228 


L.VIII 

Sumario:    1«  La  ley  núm.  2874  dictada  por  el  Congreso  Nacional  "" 
autorizando  á  la  Municipalidad  de  la  Capital  para  conso- 
lidar su  deuda  flotante,  es  constitucional. 

2"  Los  acreedores  de  la  Municipalidad  están  [obliga- 
dos á  recibir  por  sus  créditos  los  bonos  emitidos  en 
virtud  de  esta  ley  al  tipo  fijado  en  ella 233 


L.IX 

navio:  El  factor  contratado  por  tiempo  indeterminado,  carece 
de  derecho  para  accionar  por  daños  y  perjuicios  fundado 
en  el  hecho  de  haber  sido  despedido  sin  causa 2S8 
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I  1: 


Sumario:    Para  que  la  excepción  de  espera  sea  procedente,  el  do- 


cumento  en  que   se   funda  debe  comprender  expresa- 
mente la  obligación  que  se  ejecuta 243 

liXI 

Sumario:    El  acarreador  responde  de  la  seguridad  de  los  objetos 
que  dan  origen  al  contrato  de  porte  y  está  obligado  al 
pago  de  los  daños  y  perjuicios  que  su  pérdida  ocasione  al 
\  ,  cargador  — , 247 

LXII 

Sumario  \  1*  El  defensor  de  ausentes  en  el  juicio  ejecutivo  solo 
debe  intervenir  después  de  trabado  el  embargo. 
\  2*  Para  el  ¡reconocimiento  de  la  Arma  solo  deben  pu- 
í  blicarse  los  edictos  por  el  término  expresamente  fijado, 
,  no  siendo  aplicable  lo  dispuesto  para  la  notificación  en  la 
F  demanda  ordinaria 253 
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L.XIII 

Sumario:  I-»  Si  el  pagaré  no  tiene  plazo  fijo  para  el  pago,  no  puede 
equipararse  á  la  letra  de  cambio  y,  en  consecuencia,  pro- 
cede contra  la  ejecución  la  expción  de  inliabilidad  de 
Ütulo, 

2o  La  obligación  de  pagar  sin  plazo  determinado,  re- 
quiere la  previa  fijación  judicial  del  término  para  el  pago 
á  fin  de  adquirir  fuerza  ejecutiva 258 

LXIV 

Sumario:  1°  No  puede  fundar  la  excepción  de  nulidad  el  hecho 
de  haberse  encontrado  ausente  de  su  domicilio  el  deudor 
al  serle  notificado  el  día  señalado  para  el  reconocimiento 
de  la  firma  si  la  ausencia  fuese  accidental. 

2'»  Para  que  la  obligación  que  resulta  de  un  pagaré  á 
la  orden,  si  existen  varias  firmas,  no  se  considere  solidaría 
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debe   haberse  heclio  mención   expresa  del  carácter  que 
investía  el  firmante. 

3»  Cualquiera  que  sea  el  número  de  firmantes  de  un 
pagaré  á  la  orden  se  conceptúan  todos  aceptantes,  sino 
resulta  del  mismo  que  tenga  distinto  carácter  y  en  conse- 
cuencia están  inhabilitados  para  oponer  la  excepción  de 
caducidad  de  la  letra 262 


L.XV 

Sumario:  1«  La  incompetencia,  por  razón  del  fuero,  es  improce- 
dente si  ambos  litigantes  son  extranjeros. 

2"  La  excepción  de  litis  pendencia,  fundada  en  un 
jucío  seguido  contra  un  tercero,  aunque  sea  por  igual 
*  causa,  deije  ser  desechada. 

8*  El  aceptante  no  puede  alegar  |la  falta  de  protesto 
déla  letra  para  «nervar  su  fuerza  ejecutiva  por  inhabili- 
dad del  título. 

4«  No  procede  la  nulidad  de  la  ejecución  por  defectos 
del  procedimiento  si  se  funda  en  los  anteriores  á  la  cita- 
pión  de  remate  y  no  se  opuso  como  excepción 268 

Sumario:  Es  procedente  la  excepción  de  inhabilidad  de  título  si  el 
rematador,  nombrado  judicialmente,  dirige  su  acción  con- 
tra el  ejecutante  después  de  consentida  la  sentencia  de 
remate  que  hace  responsable  de  todos  los  gastos  al  eje- 
cutado  , • 273 


I.X^'II 

SuTnario:  El  despachante  de  aduana,  en  su  carácter  de  comisio- 
nista, solo  tiene  acción  contra  el  que  trató  sus  servicios, 
sin  que  pueda  responsabilizar  al  propietario  de  las  merca- 
derías despachadas 2^ 

LXVIII 

imario:    1°  Rigiéndose  las  relaciones  entre  comitentes  y  corre- 
dor por  las  disposiones  del  mandato,  el  mandante  debe  al 
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mandatario  los  saldos  que  las  operaciones  de  Bolsa  hayan 
producido  y  que  haya  pagado  ó  garantido. 

2»  El  comitente  no  puede  alegar  la  nulidad  de  la  ope- 
ración pop  falta  de  entrega  de  los  títulos  comprados,  en 
tanto  no  justifique  que  proveyó  al  corredor  de  los  fondos 
necesarios  para  su  pago,  antes  de  la  fecha  de  la  entrega.    287 


LpXIX 

Sumario:    1"  El  término  fijado  para  el  cumplimiento  de  la  condi- 
ción solo  obliga  después  de  su  vencimiento. 

2«  Las  condiciones  licitas  estipuladas  en  los  contratos 
son  paralas  partes  obligatorias  como  la  ley  misma 297 


Sumario'.    1*»  La  posesión  de  bienes  muebles  es  presunción  de  la 
propiedad  del  poseedor. 

2»  Los  documentos  privados  no  tienen  fecha  cierta  con 
respecto  á  terceros  sino  desde  su  presentación  en  juicio. 
3»  Para  que  la  prueba  escrita  haga  procedente  la  testi- 
monial en  asuntos  de  mayor  cuantía,  el  documento  debe 
proceder  de  la  contraparte  ó  del  que  tenga  intereses  con- 
trarios á  la  prueba  que  de  él  resulte 


LiXXI 

Sumario:  1«  El  contrato  en  que  se  transfiere  la  propiedad  de  una 
cosa  mueble  por  un  precio  determinado  es  de  compra- 
venta y  no  de  locación  de  servicios, 

2«  El  contrato  de  compra-venta  subsiste,  aún  después 
de  la  muerte  de  uno  de  los  contratantes. 

3»  La  falta  de  cumplimiento  al  contrato  de  compra- 
venta hace  pasible  á  la  parte  culpable  de  los  daños  y  per- 
juicios que  cause  la  falta  de  cumplimiento. 

4»  Los  daños  y  perjuicios  por  falta  de  cumplimiento  á 
un  contrato  de  compra-venta  consisten  en  el  lucro  cesante 
para  la  parte  que  tenía  obligación  de  dar  la  cosa  mate- 
ría  del  contrato 307 
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LXXIl 

Sumario:  Es  facultativo  de  los  tribunales  de  comercio  la  conce- 
sión de  moratorias  siempre  que  no  exista  la  prueba  plena 
de  que  hay  bienes  para  el  pago  integro  de  todos  los  acree- 
dores en  virtud  de  la  espera 313 

I.XXII1 

Sumario:    !•  Justificado  el  dominio  y  la  tradición,  la  tercena  de 
dominio  debe  declararse  procedente. 
2"  La  fecha  de  la  escritura,  anterior  á  aquella  en   que 
se  contrajo  la  obligación  ejecutada,  es  presunción  de  la 
realidad  del  contrato 315 


LiXXlV 

Sum^ario:  El  ejecutado  carece  de  personería  para  discutir  y  de- 
fender derechos  de  un  tercero  fundados .  en  la  prioridad 
del  embargo. 319 

LiXXV 

Sumario:    1»  T.a  época  de  la  efectiva  cesación  de  pagos  debe  fi- 
jarse con  arreglo  á  la  fecha  del  vencimiento  de  la  primera 
obligación. 
I  2*  Es  culpable  la  quiebra  :  cuando  el  fallido  no  sehapre- 

*  sentado  en  quiebra  en  el  tiempo  y  en  la  forma  estable- 

cida por  el  Código  de  Comercio ;  cuando  con  el  propósito 
de  retardar  la  declaración  de  la  quiebra  hubiese  recu- 
rrido, en  los  seis  meses  anteriores  á  su  declaración,  á 
tomar  dinero  prestado,  descontando  su  firma  ó  valiéndose 
de  otros  medios  ruinosos  para  procurarse  recursos;  cuan- 
do se  constatarse  (|ue  en  el  período  transcurrido  desde  el 
último  inventario  hasta  la  declaración  de  í|uiebra,  hubo 
época  en  que  estuvo  en  débito  por  sus  obligaciones 
directas  de  una  cantidad  doble  del  haber  que  le  resultaba 
según  el  mismo  inventario  ;  cuando  no  hubiere  llevado 
los  libros  con  la  regularidad  determinada  por  el  Código 
de  Comercio. 
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3"  Es  fraudulenta:  si  se  descubriere  que  el  fallido  ha 
supuesto  gastos  ó  pérdidas  ó  no  justificare  la  salida  ó 
existencia  del  activo  de  su  último  inventario,  y  del  di- 
nero ó  valores  de  cualquier  género  que  hubieren  entrado 
primero  en  su  poder ;  cuando  hubiere  consumido  ó  apli- 
cado para  sus  negocios  propios,  fondos  6  efectos  que  le 
hubiesen  sido  confiados  en  depósito,  mandato  ó  comisión 
sin  autorización  del  depositante,  mandante  ó  comitente; 
cuando  no  hubiere  llevado  los  libros  que  indispensa- 
blemente debe  tener  todo  comerciante,  los  hubiere  ocul- 
tado  ó  los  presentase  truncados  ó  falsificados. 

4*»  El  fallido  sobre  quien  recayeren  indicios  de  fraude 
no  puede  ser  oído  en  la  proposición  de  concordato 322 


LXXVl 

Sumario:  No  procede,  como  dilatoria,  la  excepción  de  falta  de 
personalidad  si  se  funda  en  la  falta  del  derecho  invocado 
en  la  demanda 330 


LXXVII 

Sumario:  Debe  ser  rechazada  con  costas  la  acción  del  tercerista 
que  no  justifica  su  dominio  sobre  los  bienes  muebles 
embargados  y  cuya  posesión  tenía  el  deudor 


L.XXVII1 

S\tr7nario:  Reconocida  la  prestación  de  ios  servicios  y  que  éstos 
forman  la  profesión  ó  modo  de  vivir  del  demandante, 
procede  la  fijación  del  precio  por  peritos 336 


L.XX1X 

Sumario:    1"  Reconocida  la  autenticidad  de  una  cuenta,  asi  como 
el  hecho  de  haberla  firmado  un  dependiente  de  comer- 
cio, sus  constancias  hacen  prueba  plena  de  las  condicio- 
nes de  la  operación. 
2°  Para  que  la  compulsa  de  los  libros  de  comercio 
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formen  prueba  plena,  deben  transcribirse  sus  asientos, 
certificando  si  los  libros  llenan  los  requisitos  que  exige 
el  Código  de  Comercio 389 


L.XXX 

Sumario:  1*>  Es  improcedente  la  nulidad  déla  ejecución  fundada 
en  la  falsedad  del  protesto  si  se  reconoce  la  autenticidad 
de  la  firma. 

2"  Para  que  la  excepción  de  litis-pendencia  sea  admisi- 
ble, en  el  litigio  en  que  se  funda  debe  existir  identidad 
de  personas. 

3»  No  procede  la  excepción  de  extinción  de  la  obliga- 
ción ó  pago  si  el  ejecutante  no  intervino  en  el  contrato 
en  que  se  funda 342 


L,XXXI 

Sumario:  Consentida  ó  confirmada  la  sentencia  que  no  resuelve 
sobre  el  pago  de  intereses,  debe  ser  desechada  de  la  acción 
que,  por  medio  de  otro  juicio,  pretenda  modificar  la  cosa 
juzgada 348 


LXXXII 

Sumario:  1»  El  condómino  que  reconstruye  la  pared  medianera 
solo  está  obligado  á  volver  las  cosas  en  igual  estado, 
pero  no  al  pago  de  alquileres. 

2*»  Las  cuestiones  de  medianería  de  una  pared  sobre 
diferencia  en  el  estado  de  la  cosa  al  terminarlas  obras, 
deben  ser  resueltas  por  peritos. . • . • , :]53 


LXXXIII 

uniario:  La  inscripción  tardía  en  el  Registro  de  Comercio  es 
causa  suíiciente  para  negar  la  moratoria,  aun  cuando  la 
mayoría  de  los  acreedores  hayan  prestado  su  confor- 
midad     338 
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L.XXXIV 

Sumario:    1"  La  excepción  de  inhabilidad  de  titulo  es  inadmisible 

si  se  opone  á  la  ejecuciór  fundada  en  una  letra  de  cambio. 

2»  La  excepción  de  caducidad  de  la  letra  de  cambio 

fundada  en  la  falta  de  aviso  del  protesto  al  endosante  es 

improcedente,  si  se  justifica  su  remisión  por  correo 360 


1-XXXV 

Sumario:  No  siendo  esencial  á  la  validez  del  juicio  ejecutivo  que 
se  notifique  al  firmante  el  auto  que  da  por  reconocida  la 
firma  en  rebeldía,  el  error  en  el  domicilio  en  que  se  ha 
dejado  la  cédula  no  puede  fundar  la  excepción  de  nuli- 
dad de  la  ejecución 367 


L.XXXVI 

Sumario:    !•  La  prueba  resultante  de  los  libros  de  comercio  solo 
es  procedente  entre  comerciantes. 

2?  Reconocida  la  verdad  de  la  demanda  procede  la  con- 
denación del  demandado 370 


L.XXXVII 

Sumario:  La  prescripción  corre  aún  después  de  interpuesta  la 
demanda  y  el  término  vuelve  á  correr  desde  la  última 
diligencia  judicial 375 


L.XXXV11I 

Sumario :  Solo  procede  la  concesión  de  moratorias  si  se  justi- 
fican los  extremos  que  prescribe  el  Código  de  Comercio..    379 

L.XXXIX 

Sumario:  Alegado  que  la  compra  de  las  mercaderías  se  verificó 
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Sumario  :  1».  Aunque  el  acto  "conste  por  escritura  pública,  lu  simu- 
lación puede  probarse  por  presunciones.  —  2«.  Tratándose 
de  muebles  la  posesión  en  que  haya  continuado  el  vendedor, 
supone  la  falta  de  tradición  y  es  fuerte  presunción  de  la  si- 
mulación  del  acto. 

(confirmado) 

Y  vistos  los  presentes,  resulta: 

Que  con  fecha  10  de  Setiembre  de  1890,  y  á  f  3,  se 
presentó  don  Juan  A.  Baggio,  en  representación  de  don 
Pascual  Biangardi,  deduciendo  tercería  de  dominio  so- 
bre los  bienes  muebles  embargados  á  f.  16  de  la  ejecu- 
ción agregada  y  seguida  por  doña  Magdalena  Mauri 
contra  don  Antonio  Candori.  Funda  su  derecho  en  la 
escritura  pública  de  venta  que  acompaña  á  f .  2  por  la 
cual  consta  que  había  Biangardi  comprado  á  Candori, 
con  fecha  8  de  Octubre  de  1889,  todos  los  muebles  y 
tiles  de  su  taller  de  dorados,  sito  en  la  calle  de  Aya- 
ucho  y  Tucumán,  los  cuales  habían  sido  extraídos  con 
Tiotivo  del  embargo  referido.    Concluye  pidiendo  se  le- 
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vante  el  embargo,  se  condene  en  las  costas  al  actor  y 
se  le  dejen  á  salvo  sus  acciones  por  los  daños  y  per- 
juicios ocasionados  y  que  se  le  puedan  ocasionar, 

A  f.  4  se  confirió  traslado  á  la  ejecutante  y  al  ejecu- 
tado. La  primera  lo  evacuó  á  f .  7  pidiendo  el  rechazo 
de  la  tercería,  con  costas,  por  considerar  simulado  el 
contrato  de  compra-venta  celebrado  entre  don  Pascual 
Biangardi  y  don  Antonio  Candori. 

Expone  como  fundamento  de  su  petición: 

Que  ese  contrato  era  evidentemente  simulado,  pues  no 
tenía  nada  de  real,  y  que  se  había  celebrado  por  el  ter- 
cerista y  el  ejecutado  al  solo  objeto  de  que  Candori  no 
fuera  molestado  por  sus  acreedores;  que  el  precio  de- 
terminado en  la  escritura  era  caprichoso  y  fantástico,  el 
cual  no  estaba  justificado  por  un  balance  ni  acompañado 
de  un  inventario;  que  el  precio  se  había  pagado  con  un 
documento  á  treinta  días,  renovable  por  noventa  más, 
sin  mayor  garantía  que  la  firma  del  comprador,  no  cons- 
tando tampoco  que  ese  pagaré  se  hubiera  entregado  al 
vendedor,  ni  menos  que  se  hubiera  dado  aviso  al  co- 
mercia de  esa  venta;  que  se  había  usado  de  escritura 
pública,  no  siendo  exigida  esa  forma  por  la  ley;  que  el 
vendedor  había  continuado  al  frente  del  negocio,  tra- 
tando con  los  marchantes  á  nombre  propio,  y  que  el 
comprador  no  era  más  que  un  dependiente  de  Candori 
y  que  aún  seguía  siéndolo. 

Y  por  último,  que  la  falta  de  seriedad  de  la  referida  ope- 
ración resultaba,  además,  del  hecho  de  que  el  comprador 
no  sacara  el  testimonio  de  la  escritura  cuando  se  firmó, 
conforme  es  de  costumbre,  y  recién  lo  hizo  el  5  de  Sep- 
tiembre, días  antes  de  deducirla  tercería. 

Af.  O  el  ejecutado,  por  su  parte,  evacuó  el  traslado  que 
se  le  había  conferido,  exponiendo  que  eran  ciertos  los  he- 
chos alegados  por  el  tercerista  y  que  hacía  como  un  año 
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que  le  había  vendido  el  taller  de  dorados  á  que'  se  re- 
fería la  escritura  de  f.  2. 

A  f.  9  vuelta  se  recibió  la  causa  á  prueba  y  el  juz- 
gado se  declaró  competente  para  conocer,  habiéndose 
producido  la  que  expresa  el  certificado  del  actuario  á 
f.  71,  después  de  lo  cual  las  partes  prese,ntaron  sus  res- 
pectivos alegatos  de  f.  73  á  f.85  quedando  el  asunto  en 
estado  de  sentencia. 
Y  considerando: 

P.  Que  al  que  sostiene  un  hecho  en  juicio  le  corres- 
ponde la  prueba,  y  entonces,  la  de  la  simulación  alegada 
en  el  escrito  de  f.  7  incumbe  á  la  señora  Magdalena 
Mauri. 

2**.  Que  si  bien  la  señora  Mauri  no  ha  probado  todos  los 
hechos  que  ofreció  al  tachar  de  simulada  la  escritura  de 
f,  2,  existen  en  autos  elementos  bastantes  de  convicción 
para  decidir  el  ánimo  del  infrascrito  en  el  sentido  de 
la  simulación  alegada. 

Las  escrituras  de  f.  2,  tratándose  de  la  venta  de  bie- 
nes muebles,  es  un  exceso  de  precaución  que  hace  pre- 
sumir que  el  acto  es  puramente  simulado.  La  estipu- 
lación  de  que  el  precio  se  abonaría  en  un  pagaré  á  treinta 
días,  es  nada  más  que  un  ardid  para  disimularla  falta  de 
pago  al  contado,  y  sabido  es  que  según  la  opinión  de 
respetables  autores  y  deacuerdo  con  nuestrajurispruden- 
cia,  el  no  pago  del  precio  en  el  acto  de  otorgarse  la  es- 
critura constituye  una  presunción  grave  contraía  verdad 
del  acto. 

¿Puede  suponerse,  que  si  el  comprador  no  podía  pagar 

al  contado    todo  el   precio   ó    una  parte,    lo  hiciera    á 

♦»'einta  días? 

La  venta  sin  balance  previo  ni  inventario,  tratándose  de 

tículos  diversos,  con  un  valor  de   diez  mil  pesos  (p.  4' 

58  y  p.  4^f .  59)   es  otro  antecedente   que   predispone 
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el  ánimo  contra  la  verdad  del  acto,  porque  no  es  natural 
en  el  comercio  el  empleo  de  un  capital  de  bastante  con- 
sideración en  relación  á  la  posición  de  las  personas  que  in- 
tervienen en  este  asunto,  sin  las  precauciones  que  garan- 
tan al  adquirente  el  empleo  lucrativo  de  su  dinero  y  el  co- 
nocimiento exacto  de  lo  que  se  compra. 

3^  Que  el  hecho  confesado  por  el  actor  y  el  ejecutado 
(posiciones  5^  f.  57  y  5»  p,  f.  59)  de  no  haberse  publicado 
avisos  haciendo  conocer  al  público  la  venta,  y  especial- 
mente á  los  que  tenían  relaciones  con  la  casa,  demuestra 
la  intención  de  ocultar  el  acto  para  no  perjudicar  el  cré- 
dito de  Candori,  siendo  la  escritura  una  arma  oculta  que 
se  reservaban  para  casos  extremos. 

4\  Que  del  testimonio  de  f.  2,  resulta,  que  se  sacó  re- 
cién el  5  de  Septiembre,  al  día  siguiente  de  otorgarse  el  po- 
der de  f.l*  y  de  trabarse  el  embargo  en  los  bienes  que 
motivan  este  juicio  (f.  17deljuicio  ejecutivo),  lo  que  por  sí 
solo  acusa  presunción  grave  contra  la  verdad  del  acto,  ron- 
cordantes  con  las  que  quedan    mencionados. 

S.''  Que  aun  cuando  la  enajenación  aparece  hecha  el  8 
de  Octubre  de  1889,  resulta  del  protesto  f.  2  del  pagaré 
de  fs.  1\  de  las  cédulas  defs.  7yll,  y  de  la  diligencia  de 
embargo  del  mandamiento  de  fs.  17  deljuicio  ejecutivo, 
que  después  de  la  escritura,  Candori  siguió  en  posesión 
de  los  bienes  que  se  dicen  vendidos,  hecho  frecuente  en 
los  casos  de  simulación  que  disfraza  con  el  título  de 
dependiente,  inquilino  u  otro  carácter  parecido. 

O*.  Que  según  los  testimonios  de  fs.  67  á  69,  Candori, 
mucho  después  de  la  escritura,  mandaba  artículos  de 
la  misma  especie  que  constituye  el  negocio  que  se  pre- 
tende enajenado,  para  vender  en  remate,  por  su  cuenta 
y  orden  ;  y  como  poco  tiempo  después  del  escrito  presen- 
tado al  concurso  de  Pazos  y  Aznar,  y  cuando  se  otorgó 
la   escritura    de  f.   2,  aparece   domiciliado    en  la  casa 
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donde  se  embargaron  los  bienes  en  litigio,  la  presun- 
ción lógica  que  surge  es  que  los  artículos  reclamados 
á  dicho  concurso  salieron  de  allí,  y  entonces,  queda 
comprobado  que  en  Marzo  de  1890,  Candori  se  tituló 
dueño  del  taller  de  Ayacucho  y  Tucumán. 

7**.  Que  esto  mismo  se  comprueba  por  la  declaración 
del  escribano  que  hizo  el  protesto  del  pagaré  ejecutado, 
cuando  requerido  el  deudor,  dijo  su  dependiente  que  su 
pairan  había  saiido.  Su  patrón  no  podía  ser  otro  que 
la  persona  buscada  por  el  escribano,  esto  es,  Candori. 
8%  Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  Ley  13,  tít.  16, 
Libro  5%  R.  C.  y  Libro  10,  Tít.  9,  Nov,  R.,  se  admite 
para  demostrar  la  simulación,  la  prueba  privilegiada. 
«  Y  porque  la  materia  es,  por  su  naturaleza,  de  dificul- 
tosa probanza,  y  se  trata,  dispone  y  efectúa  entre  pocas 
personas,  y  esas,  interesadas  en  el  recato  y  secreto  y 
en  algún  caso  convendría  hacer  averiguación  de  dichas 
confianzas,  y  sería  sin  efecto  si  hubiese  de  hacerse  con 
probanzas  ordinarias,  tenemos  por  bien  y  mandamos 
que  para  probarse  bastante  las  probanzas  privilegiadas 
que  por  derecho  se  admiten  en  los  casos  de  dificultosa 
probanza  y  que  pueden  admitirse  por  testigo  las  mis- 
mas personas  entre  quienes  se  hubiesen  hecho  las  tales 
confianzas.  » 

«  E  aun  ay  otra  natura  de  probar  á  que  llaman  pre- 
sumpcion,  que  quiere  decir  tanto  como  grande  sospecha 
que  vale  tanto  en  algunos  casos  como  averiguamiento 
de  prueba.»  Part.  3%  Tít.  14,  Ley  8.  La  mayor  parte 
de  los  autores  establecen  la  misma  doctrina,  aceptada 
también  por  la  Excma.  Cámara  de  Apelaciones  en  lo 
Comercial   en  casos  análogos.   (Véase    Chardon,  dolo  y 

raudcj  tomo  2*^,  número  289). 
« La  dificultad,    dice    Bedarride,  se  encuentra    en   la 

itención  respectiva  de  las  partes.    ¿Y  cómo  aclarar  esta 
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intención  por  la  declaración  de  los  testigos?  ¿Acaso 
los  que  se  disponen  á  defraudar  tienen  la  costumbre 
de  hacer  confidencias  y  publicar  sus  proyectos? 

Será  pues  necesario  pedir  la  solución  del  litigio  á  las 
deducciones  lógicas,  á  los  hechos  del  proceso,  á  las 
constancias  que  han  precedido,  acompañado  ó  seguido 
al  contrato,  en  una  palabra,  á  las  presunciones.  (Tra- 
tado del  dolo  y  del  fraudo  en  materias  comercial  y  civil. 
Tomo  4%  número  1445).  Más  adelante,  explicando  la 
regla  que  debe  seguir  el  Juez  sobre  los  medios  propios 
para  determinar  su  opinión  en  las  acusaciones  de  fraude, 
dice:  «Pero,  sin  usurpar  sobre  las  funciones  de  la 
magistratura,  se  puede  reconocer  que  hay  ciertos  hechos 
que  tendrían  necesariamente  importante  influencia  sobre 
la  suerte  del  litigio. 

En  esta  categoría  se  colocan  las  enajenaciones  de 
todos  los  bienes,  la  calidad  de  las  partes,  la  reten- 
ción de  la  posesión  de  las  cosas  que  se  pretende  ena- 
jenadas, el  misterio  y  la  clandestinidad  de  la  operación, 
(número  1446,  obra  citada).» 

Aplicando  al  caso  siib-jtidice  las  reglas  establecidas  en 
la  doctrina  expuesta,  se  ve  claramente  que  en  los  ante- 
cedentes apuntados  existen  todos  los  elementos  nece- 
sarios para  deducir  la  simulación  del  acto  de  la  com- 
praventa celebrada  entre  Biangardi  y  Candori. 

Por  estos  fundamentos,  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
por  el  art.  221  del  Código  de  Procedimientos,  fallo 
declarando:  que  el  contrato  de  compraventa  á  que  se 
refiere  la  escritura  de  f.  2  celebrado  entre  Biangardi  y 
Candori,  es  simulado,  y  como  tal,  nulo  y  sin  ningún 
valor,  no  haciéndose  lugar  á  la  tercería  deducida  con 
costas;  estimándose  en  cien  pesos  moneda  nacional  los 
honorarios  del  Dr.  Malagarriga,  y  en    treinta  pesos  los 
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derechos  procuratorios  de  D.  José  Ruibal  por  su  escrito 
de  f.  62. 

Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  Capital  de  la 
República,  á  dos  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  uno. 

Repónganse  las  fojas  y  regístrese. — L.  A.  Peyret. — 
ante  mí:  Carlos  N,  González. 


^  Digitized  by  LjOOQIC 


II 


Sumario:  Los  gastos  de  tasación  y  venta  del  bien  hipotecado,  ai'm 
practicados  en  ejecución  seguida  por  un  tercero,  son  de  cargo 
del  acreedor  hipotecario. 


(  REFORMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta: 

Que  á  f.  3  se  presentó  D.  C.  Navarro  Lamarca,  por 
la  Compañía  de  Mandatos  y  Préstamos  del  Río  de  la 
Plata,  entablando  demanda  de  tercería  de  mejor  dere- 
cho en  los  autos  Vicente  H.  Pinero  contra  Martín  G. 
Berutti. 

Expone:  Que  Berutti  es  deudor  de  la  Compañía  por 
la  suma  de  quince  mil  pesos  oro  sellado,  provenientes 
de  un  préstamo,  más  dos  mil  veinticinco  pesos  oro, 
importe  de  intereses  al  nueve  por  ciento  anual,  todo 
lo  que  consta  de  la  obligición  hipotecaria  que  obra 
agregada  á  los  autos  que  sigue  la  misma  Compañía 
contra  Berutti  ante  el  Juzgado  del  Dr.  Posse;  que  en 
garantía  de  dicho  crédito,  y  según  consta  también  de 
la  obligación  hipotecaria  mencionada,  se  gravaron  dos 
propiedades  del  ejecutado,  una  de  las  cuales  se  ha  ven- 
dido actualmente  en  este  juicio  por  el  ejecutante  Pinero; 
que  una  de  las  cláusulas  de  la  obligación  autoriza  á  la 
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Compañía  para  exigir  el  inmediato  reembolso  del  capital 
é  intereses,  á  falta  de  pago  de  éstos  á  sus  respectivos 
vencimientos,  falta  en  la  que  ha  incurrido  Berutti 
dejando  de  pagarlos  en  los  vencimientos  de  Febrero  11, 
Agosto  11  de  1890  y  Febrero  11  de  1891 ;  que  es  eviden- 
te que  el  crédito  de  la  Compañía  es  privilegiado,  aún 
con  prescindencia  del  plazo  de  la  obligación  y  que  le 
asiste  mejor  derecho  que  al  ejecutante  desde  el  momento 
que  se  trata  de  un  crédito  hipotecario,  siendo  el  del 
ejecutado  un  simple  pagaré. 

Funda  su  derecho  en  los  art.  529  y  531  del  Código  de 

Procedimientos   y  en  el  3934  del  Código  Civil.  Pide  que 

en  oportunidad  se  le   entregue  el  importe  de   la  venta 

en  cantidad    bastante   para    cubrir   su  crédito,  con  los 

'  intereses  y  costas  del  juicio. 

Conferido  traslado  de  la  demanda  por  el  auto  de  L 
fué  evacuado  á  f .  9  por  Pinero,  manifestando:  que  si 
sustanciado  el  incidente  con  Berutti  resultan  probados 
los  hechos  alegados  por  el  tercerista,  tendrá  que  resol- 
verse áque  éste  perciba  una  suma  que  él  ha  cobrado, 
ya  que  se  paga  con  el  precio  de  una  sola  de  las  pro- 
piedades ejecutadas  el  crédito  que  está  garantido  por 
dos  propiedades;  que  no  está  conforme  que  el  tercerista 
no  permita  que  se  paguen  las  costas  causadas  en  estos 
autos  con  preferencia  á  la  suma  que  él  cobra;  que  los 
gastos  y  honorarios  producidos  han  sido  en  beneficio 
del  tercerista  y  la  ley  declara  privilegiados  los  de  jus- 
ticia; que  si  fuera  cierto  que  él  crédito  del  tercerista 
estuviese  garantido  con  la  hipoteca  que  se  dice  no  ten- 
drá inconveniente  nijhará  oposición  para  que  la  Compañía 
reciba  el  importe  del  t^freno  que  á  su  pedido  se  ha 
rematado,  descontando  las  costas  causadas  en  este  jui- 
cio por  haber  sido  producidas  en  beneficio  del  ter- 
cerista. 
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Por  el  auto  dé  f.  13  se  dio  por  contestado  en  su 
rebeldía  el  traslado   conferido  al  ejecutado. 

A  f.,  se  recibió  la  causa  á  prueba,  habiéndose  produ- 
cido durante  dicho  término  la  que  indica  el  certificado 
á  f.  34  vuelta,  quedando  la  causa  en  estado  de  ser  re- 
suelta definitivamente. 

Y  considerando : 

I"*  Que  el  ejecutante  ha  manifestado  en  el  escrito  de 
f.  9  su  conformidad  para  que  el  tercerista  reciba  el  im- 
porte del  terreno  vendido  siempre  que  se  constatara 
que  su  crédito  se  hallaba  garantido  con  la  hipoteca  men- 
cionada á  f.  3. 

2^  Que  de  la  prueba  producida  á  f.  34,  resulta  que 
efectivamente,  D.  Martín  G.  Berutti  otorgó  á  favor  del 
tercerista,  por  ante  el  escribano  D.  Juan  Bautista  Cruz 
con  fecha  11  de  agosto  de  1888,  una  escritura  hipote- 
caria, por  la  cual  consta  que  Berutti  recibió  de  la  So- 
ciedad Mandatos,  Préstamos  y  Agencias  del  Río  de  la 
Plata,  en  calidad  de  préstamo,  la  suma  de  quince  mil 
pesos  oro  sellado,  comprometiéndose  á  devolverla  den- 
tro del  término  de  cuatro  años,  coa  un  interés  de  9% 
anual,  pagadero  en  semestres  anticipados  á  oro  sellado 
ó  su  equivalente  al  cambio  corriente  en  plaza  el  día 
del  pago,  dando  en  garantía  dos  fincas  de  su  propiedad 
ubicadas  en  esta  capital,  calle  Larga  de  la  Recoleta 
núm.  150  la  primera  y  la  segunda  calle  Charcas  núm.  212. 

3**  Que  según  resulta  del  expediente  á  que  refiere  esta 
tercería,  la  finca  embargada  y  vendida  á  solicitud  del 
ejecutante  Pinero  es  la  misma  á  que  se  refiere  el  con- 
siderando anterior  ( f.  13,  autos  Pinero  Vicente  H. 
contra  Martín  G.  Berutti ). 

¥  Que  de  acuerdo  con  el  art.  3934  del  C.  Civil,  el 
acreedor  hipotecario  tiene  privilegio  para  ser  pagado  con 
preferencia  á  todo  otro    acreedor. 
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Considerando  respecto  al  pago  de  las  costas  ocasio- 
nadas en  el  juicio  ejecutivo,  que  ellas  han  sido  decla- 
radas á  cargo  del  ejecutado,  según  resulta  de  la  sentencia 
que  corre  á  f.  25  de  losi  autos  seguidos  por  Vicente  H. 
Pinero  contra  Martín  ü.  Berutti,  no  ha  lugar  á  lo  soli- 
citado á  f.  10  vuelta. 

Por  estas  consideraciones  y  concordantes  del  escrito 
de  f.  41,  fallo:  que  la  Sociedad  de  Mandatos  y  Présta- 
mos del  Río  de  la  Plata  ha  justificado  la  acción  dedu- 
cida á  f.  3  y,  en  consecuencia,  tiene  derecho  de  ser 
pagada  en  su  crédito  con  preferencia  á  Pinero  en  el 
importe  del  precio    obtenido  por    el  inmueble  vendido. 

Decláranse  las  costas  en  el  orden  causado. 

Dada  en  la  Capital  de  la  República,  á  los  diez  y  nueve 
días  del  mes  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos. 
—  Repónganse  las  fojas  y  regístrese.  —  L.  A.  Peyret. — 
Ante  mí:  Juan  G.  Araujo. 


La  modificación  de  la  Excma.  Cámara  de  Apelaciones  es  como  se  indica 
en  el  sumario,  que  las  costas  de  la  ejecución  deben  pagarse  con  el  pro- 
ducto del  inmueble  hipotecado. 
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Sumario:  La  cesación  de  pagos  del  comprador  permite  al  vendedor 
la  rescisión  del  contrato  de  venta  de  mercaderías  á  plazo 
sin  exigir  la  ñanza,  que  debe  Iser  presentada  en  tiempo 
por  el  comprador  si  pretende  el  cumplimiento  del  con- 
trato, dentro  del  plazo  estipulado  para  la  entrega. 


(revocado) 

I 

Y  vistoslos  presentes  autos,  resulta:  Que  á  f.  11  se  pre- 
sentaron los  señores  Rodolfo  J.  Parodi  y  C^.  exponiendo: 
que  como  lo  establecían  los  boletos  que  acompañaban, 
habían  comprado  por  intermedio  del  corredor  Francisco 
Garavaglio  á  D.  Eugenio  Mattaldi,  600  tercerolas  de 
alcohol  común  de  38  á  40  grados,  al  precio  de  25  cen- 
tavos %  el  litro,  y  200  damajuanas  del  mismo  líquido 
al  precio  de  cinco  pesos  veinte  centavos  cada  una.  La  fecha 
de  la  primera  compra  fué  el  6  de  Marzo  de  1889,  de- 
biendo efectuarse  la  entrega  de  los  efectos  vendidos 
desde  el  mes  de  Mayo  del  mismo  año,  á  razón  de  50 
tercerolas  mensuales,  y  estar  terminada  la  entrega  en 
Abril  de  1890. 

La  entrega  de  las  damajuanas,  dícese,  se  acordó  en 
iguales  condiciones,  conviniéndose  en  que  por  el  precio 
se  suscribirían  pagarés  á  seis  meses,  contados  desde  el 
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día  del  recibo  de  los  efectos.  En  cumplimiento  de  esos 
contratos,  Mattaldi  entregó,  según  Parodi,  desde  el  4 
de  Junio  de  1889  hasta  el  13  de  Noviembre  del  mismo 
año,  177  tercerolas,  conteniendo  un, total  de  32.005  litros, 
y  cincuenta  damajuanas  habiendo  retardado  siempre 
las  entregas,  lo  que  daba  margen  á  protestas  consecu- 
tivas, entre  las  que  se  halla  la  consignada  en  carta 
certificada  dirigida  en  17  de  Octubre  de  1889. 

Que  las  423  tercerolas  y  100  damajuanas  que  faltan 
para  integrar  la  cantidad  consignada  en  el  contrato  no 
se  ha  podido  conseguir  de  Mattaldi  las  entregue  á  pesar 
de  las  múltiples  requisiciones  hechas,  lo  que  les  ha  oca- 
sionado inmensas  pérdidas  que  justiprecian  en  veinte 
mil  pesos  %.,  perjuicios  que  han  dado  margen  á  que  su 
casa  de  comercio  tuviera  que  provocar  un  arreglo  con  sus 
acreedores.  Invocaban  en  su  favor  el  precepto  del  ar- 
tículo 467  del  Código  de  Comercio,  con  arreglo  al  cual 
pedía  se  condenase  al  demandado  al  cumplimiento  del 
contrato  con  los  perjuicios,  que  avaluaban  en  la  suma  ya 
apuntada  y  las  costas,  ó  se  les  autorizase  á  comprar  en 
plaza,  por  cuenta  de  Mattaldi,  la  mercadería  que  había 
dejado  de  entregarles. 

Consignaba  también  la  suma  en  7.184  pesos  70  centa- 
vos %.  como  una  parte  de  la  suma  que  reconocían  adeu- 
dar por  precio  de  los  efectos  entregados. 

El  traslado  que  de  esta  demanda  se  confirió  á  Mattal- 
di fué  contestado  en  su  nombre  por  Don  Rodolfo  Martín, 
en  el  escrito  que  corre  á  fojas  21  y  siguientes.  En  él  se 
expresa,  que  el  contrato  cuyo  cumplimiento  se  exige,  quedó 
resuelto  por  culpa  de  los  actores,  quienes,  varios  meses 
antes  de  finalizar  el  plazo  acordado  para  la  ejecución 
Abril  de  1890)  se  encontraron  en  la  imposibilidad  de 
iimplirlo  por  la  mala  situación  financiera  en  que  se 
lallaba  la  plaza  desde  el  mes  de  Octubre  de  1889,  situa- 
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ción  que  los  llevó  hasta  cesar  en  sus  pagos,  según  se 
desprende  de  la  carta  adjunta  dirigida  al  mismo  Mattaldi, 
y  de  la  que  salieron  mediante  un  arreglo  privado  con  los 
acreedores,  por  el  que  ofrecieron  á  éstos  el  45  %  á  plazo 
de  6,  12  y  18  meses. 

Se  agrega  que  no  es  exacto  que  hubiera  siempre  re- 
tardo en  la  entrega  de  los  efectos ;  que  una  demora  ocu- 
rrida la  ocasionó  una  ruptura  de  las  piezas  de  la  máquina 
y  que  estos  hechos  se  comunicaron  álos  actores;  que  las 
cartas  que  se  dicen  haberse  dirigido  á  Mattaldi,  reqiii- 
riéndole  el  cumplimiento  del  contrato,  no  han  llegado 
á  su  poder.  Aún  en  la  hipótesis  de  que  los  actores  no 
hubieren  suspendido  pagos  durante  el  plazo  fijado  para 
la  ejecución  del  contrato,  su  acción,  dice  Mattaldi,  sería 
improcedente,  por  haber  por  su  parte  dejado  de  llenar  las 
obligaciones  que  le  imponía,  caso  en  que  la  Ley  les  des- 
conoce derecho  á  todo  reclamo.  Rechaza  igualmente  el 
cobro  de  daños  y  perjuicios  diciendo:  que  de  su  parte 
no  ha  habido  mora  ni  culpa  en  la  inejecución  del  con- 
trato. Acepta  la  consignación  hecha,  pero  se  reserva  la 
facultad  de  exigir  los  intereses. 

Oídos  nuevamente  los  actores,  en  razón  del  documento 
presentado  al  contestar  la  demanda,  lo  hicieron  en  el  es- 
crito de  fs.  39,  repitiendo  los  hechos  enunciados  al 
instaurar  la  acción  y  sosteniendo  siempre  el  vigor  de  ese 
contrato,  y  que  era  solo  Mattaldi  quien  pretendía  elu- 
dir sus  prescripciones  á  causa  de  la  facilidad  que  hoy 
teñía  para  vender  en  plaza  las  mercaderías  que  debía 
entregarles  á  un  precio  mayor  del  pactado  en  la  con- 
vención 

Acompaña  una  nueva  carta  para  demostrar  las  requi- 
siciones que  habían  hecho  á  Mattaldi  en  razón  del  retardo 
de  éste  para  llenar  las  obligaciones  que  el  contrato  le 
imponía. 
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Recibida  la  causa  á  prueba,  prodújose  por  las  partes 
la  que  determina  el  certificado  de  fs.  106. 

Y  considerando : 

P.  Que  no  se  ha  desconocido  por  el  demandado  la  exis- 
tencia de  la  convención  invocada,  sino  que  su  defensa  se 
ha  limitado  á  sostener  que  habían  caducado  las  obligacio- 
nes nacidas  del  contrato,  por  los  hechos  que  aducía 
en  su  contestación,  hechos  que  pueden  reasumirse  en  es- 
tas dos  proposiciones:  que  el  contrato  quedó  resuelto  por 
la  im[  osibilidad  de  cumplirlo  por  parte  délos  actores,  y 
que  aún  en  la  hipótesis  de  no  ser  así,  como  Rodolfo  Pa- 
rodi  y  C^,  nunca  llenaron  las  obligaciones  que  él  les  im- 
ponía, carecerían  de  acción  j 

2**.  Que  correspondía  á  los  demandados  justificar  las 
circunstan('ias  invocadas  en  su  descargo,  pues  estable- 
cida la  existencia  de  una  obligación,  se  presume  que  ella 
persiste  mientras  que  no  se  justifique  que  se  ha  extin- 
guido por  alguno  de  los  modos  autorizados  por  la  ley; 

3**.  Que  las  únicas  diligencias  probatorias  solicitadas 
por  Mattaldi  han  sido  posiciones  á  absolverse  por  Don 
Rodolfo  Parodi  y  Don  Constantino  Aviravire,  componen- 
tes de  la  razón  social  actora. 

Las  actas  de  fs.  104  y  104  vuelta  encierran  las  res- 
puestas de  los  absolventes  sobre  los  hechos  consignados 
en  el  pliego  de  fs.  163. 

De  las  contestaciones  dadas,  no  sólo  no  resulta  que  el 
contrato  reconocido  por  Mattaldi  se  haya  rescindido  por 
un  acuerdo  ulterior,  sino  que  ni  siquiera  se  les  ha  for- 
mulado tal  pregunta  á  los  confesantes. 

Es  cierto  que  éstos  han  reconocido  que  llamaron  sus 
acreedores  á  una  reunión,  y  que  entre  los  que  citaron  se 
hallaba  Mattaldi;  pero  esto  no  induce,  en  manera  alguna, 
la  rescisión  del  contrato  de  compraventa  existente,  ni  au- 
toriza á  no  cumplirlo  en   lo  futuro,  pues  mediaba    una 
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razón  que  los  actores  citasen  á  Mattaldi  para  la  reunión 
y  era  que,  según  la  misma  expresión  de  éste,  en  esa  época, 
se  le  debían  más  de  7.000  pesos  %  por  alcohol  en- 
tregado. 

Tampoco  entrañaría  como  una  consecuencia  forzosa  la 
rescisión  del  contrato,  el  hecho  de  que  no  se  hubiera  in- 
cluido en  el  activo  del  balance  exhibido  ú  los  acreedores 
en  la  reunión,  porque  ello  podía  reconocer  por  causa  un 
olvido,  ó  el  hecho  de  ser  hipotético,  como  subordinado  al 
precio  que  en  la  plaza  tuviere  el  artículo,  el  aumento  que 
ese  contrato  llevare  al  haber. 

Como  se  ve,  nada  han  confesado  los  actores  sobre  la 
rescisión  invocada. 

4**.  Que  los  señores  Parodi  y  C^  por  su  parte  han  acre- 
ditado que  en  el  mes  de  Octubre  de  1890,  requirieron  de 
Mattaldi  el  cumplimiento  del  contrato  protestando  por  su 
falta  de  cumplimiento  (respuesta  de  Mattaldi  á  la  4^ 
pregunta  del  pliego  de  fs.  100)  lo  que  revela  que  estaba 
fuera  de  su  propósito  rescindir  ese  contrato. 

5**.  Que  Mattaldi  ha  confesado  al  contestar  las  pregun- 
tas 16  y  17  del  interrogatorio  de  fs.  100,  que  desde  el  13 
de  Noviembre  de  1889  dejó  de  entregar  el  alcohol  ven- 
dido a  los  actores,  y  que  la  causa  de  esta  suspensión  fué 
la  ruptura  de  la  máquina  de  la  fábrica. 

Tales  respuestas,  á  la  vez  que  establecen  la  causa  por 
que  Mattaldi  dejó  de  ejecutar  el  contrato,  excluyen  la 
existencia  de  la  resolución,  por  cuanto  Mattaldi  ase- 
vera que  fué  por.  esa  causa  y  no  por  otra  que  dejó  de 
llenar  las  obligaciones  del  contrato. 

6^.  Que  aun  en  el  caso  de  que  Parodi  y    C^    dejaran 
transcurrir  los  plazos  fijados  para  el  pago  del  precio  de 
los  efectos  entregados  sin  hacerlo,  esto  no  autorizaría  á 
considerar  como  rescindida  la  convención,  pues,  á  pesar' 
de  ser  implícita  la  condición  resolutoria,  en  los  contratos 
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bilaterales    del    derecho    mercantil    no    pueden  mirarse 
como  ipso  jure  resueltos    si  en  la  convención  no  se  ha 

expresa    que 


consiíínado   una    cláusula 


así  lo    declare 


(última   parte,   art.   216  del  Código  de  Comercio  y  246 
del  derogado),  cosa  que  aquí  no  se  ha  pactado. 

7°.  Que  si  bien  se  ha  reconocido  por  Mattaldi  al  absol- 
ver la  2"  posición  del  pliego  referido,  que  en  los  meses 
de  Junio  y  Julio  de  1889,  no  entregó  la  cosa  vendida 
en  la  cantidad  pactada,  de  ello  no  se  desprende  forzo- 
samente que  los  actores  hayan  recibido  perjuicios. 

La  única  prueba  rendida  acerca  de  esto  son  las  cartas 
de  Parlante,  que  obran  á  fs.  82  y  83,  en  las  que  si  se  men- 
cionan danos,  no  se  establecen  de  una  manera  concreta, 
aparte  de  ser  una  afirmación  singular  la  de  dicho  testigo. 

Por  las  razones  enumeradas,  y  de  acuerdo  con  el 
art.  534  del  Código  de  Comercio  antiguo,  bajo  cuyo 
imperio  tuvieron  lugar  los  actos  de  que  se  trata,  fallo : 
que  el  demandado  está  obligado  á  entregar  lo  que  resta 
de  la  mercadería  vendida,  hasta  la  cantidad  determinada 
en  los  contratos  de  fs.  1  á  3,  dentro  del  término  de  diez 
días  de  ejecutoriada  esta  sentencia,  y  que  en  caso  de 
faltar  á  ello,  el  actor  puede  adquirirla  en  plaza  á  costa 
de  Mattaldi.  En  cuanto  á  los  perjuicios,  no  resultando 
de  autos  comprobados  otros  que  las  costas  de  esta  de- 
manda, á  esto  solo  condeno  al  vencido.  Regulo  el  hono- 
rario del  Dr,  Oro  en  trescientos  cincuenta  pesos  moneda 
nacional,  y  los  derechos  procuratorios  de  Albino  on 
doscientos  pesos  de  igual  moneda. 

Definitivamente  juzgando,  así  lo  pronuncio,  mando  y 
firmo,  en  Buenos  Aires,  á  seis  de  Abril  de  1892.  Repón- 
ganse   los  sellos,  é  insértese    en   el    libro  respectivo.— 

,.  A.  Peyret. — Ante  mí:  Pedro  Sicouret. 

La  resolución  de  la  Excma.  Cámara  de  Apelaciones  declara  que  ios  de- 
andantes  no  han  justificado  la  acción  deducida. 
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IV 


Sumario  :  La  falta  de  entrega  en  la  debida  oportunidad  y  en  el  lugar 
del  destino  de  los  objetos  que  fundaron  el  contrato  de  trans- 
porte, obliga  á  la  empresa  á  la  devolución  del  precio  cobrado. 


(  CONFIRMADO  ) 


Y  vistos  estos  autos,  resulta;  Que  á  f .  3  y  con  fecha 
tres  de  Mayo  del  corriente  año,  se  presentó  D.  Osear 
Laserre  entablando  demanda  contra  la  Compañía  Nacional 
de  Transportes  «  Expreso  Villalonga  »  por  daños  y  perjui- 
cios. Manifiesta,  que  con  fecha  29  de  Septiembre  del 
año  anterior  encargó  á  la  Compañía  efectuar  la  entrega 
en  Río  Janeiro,  de  un  cajón  conteniendo  objetos  de  su 
uso  personal  y  de  su  esposa,  lo  cual  se  acredita  con 
el  boleto  acompañado,  abonando  la  cantidad  de  pesos 
moneda  nacional  14,35  por  flete.  Que  infinidad  de 
veces  ha  reclamado  en  esta  capital  y  en  Río  la 
entrega  de  dicho  bulto  y  ho  se  le  ha  dado  razón  de  él, 
contestándole  los  empleados  con  respuestas  evasivas. 
Que  habiendo  la  empresa  violado  el  artículo  162  del 
Código  de  Comercio,  es  responsable  de  las  pérdidas  y 
daños  que  le  ha  ocasionado  por  su  omisión  los  cual 
estima  en  5.000  $  %,  que  es  el  precio  de  los  objet< 
perdidos  entre  los  cuales  se  encuentran  algunos  que  p 
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—  to- 
ser recueruos  de  familia  son  de  precio  inestimable - 
Pide  que  se  le  condene  al  pago  de  la  cantidad  reclamada 
y  costas  del  juicio. — Corrido  traslado  de  la  demanda,  fué 
contestada  á  f.  10  por  el  señor  Isasmendi,  representante 
de  la  Compañía,  pidiendo  el  rechazo  de  la  demanda  con 
especial  cargo  de  costas,  fundándose  en  la  disposición 
del  art  167  y  173  del  Código  de  Comercio  y  agregando: 
que  el  bulto,  según  resulta  de  la  carta  de  porte,  contenía 
ropa  usada  y  que  no  está  obligado  á  indemnizar  más 
del  valor  declarado;  que  el  bulto  se  hallaba  depositado 
en  la  agencia  de  Río  y  en  el  alegato  de  fs...  expresa  que 
ya  ha  sido  devuelto  y  se  encuentra  en  esta  capital  á 
disposición  del  demandante.  Conferido  un  nuevo  traslado, 
de  acuerdo  con  el  art.  102  del  Código  de  Procedimientos, 
por  razón  del  documento  agregado  á  f.  8,  fué  evacuado 
á  f.  12,  recibiéndose  la  causa  á  prueba  por  el  auto  de 
f.  12. 

Y  considerando:  V  Que  la  demanda  instaurada  es 
por  daños  y  perjuicios  que  la  parte  actora  estima  en 
5000  $  %.  2*  Que  para  hacer  este  reclamo  la  misma 
parte  actora  se  funda  en  la  disposición  del  art.  162  del 
Código  de  Comercio,  que  establece,  que  las  empresas 
de  transportes  responden  por  las  pérdidas  ó  daños  que 
resultasen  por  malversación  ú  omisión  suya  ó  de  sus 
factores,  dependientes  ú  otros  agentes.  Pero  en  el  caso 
sub  judícej  debe  tenerse  presente  que  la  carta  de  porte 
de  fs...  es  el  título  del  contrato  entre  el  cargador  y  el 
porteador  y  que  por  su  contenido  deben  decidirse  todas  las 
contestaciones  que  ocurran  con  motivo  del  transporte 
de  los  efectos  (art.  167  del  Código  de  Comercio).  Ahora 
bien,  la  carta  de  porte  presentada  no  reúne  todos  los 
luisitos  exigidos  por  el  art.  165  del  mismo  Código; 
no  habiéndose  producido  prueba  alguna  por  el  actor, 
proveyente  carece  de  los  elementos    necesarios  para 
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determinar  el  precio  del  bulto  porteado.  3^  Que  sien- 
do esto  así,  y  aun  en  la  hipótesis  de  que  el  bulto 
se  hubiese  extraviado,  no  obstante  la  manifestación 
hecha  por  el  demandado,  qi^e  se  encuentra  en  esta 
capital  á  disposición  de  Laserre;  —  en  defecto  de  toda 
prueba  respecto  al  contenido  del  bulto,  designación  de 
los  efectos  contenidos,  clase  y  calidad,  tampoco  es  posible 
apreciar  el  valor,  por  falta  absoluta  de  medios  proba- 
torios. 4*  Que  el  demandado  ha  manifestado  en  el 
escrito  de  f.  300  que  el  bulto  ha  sido  devuelto  á  la 
agencia  de  esta  capital  por  no  haberse  presentado  per- 
sona alguna  á  reclamarlo  en  Rio.  De  consiguiente, 
el  representante  de  la  empresa  reconoce  implícitamente 
que  ha  habido  retardo  en  la  entrega,  pues  no  resulta 
probado  de  autos  que  haya  cumplido  la  disposición  del 
art.  197  del  Código  de  Comercio,  que  estatuye^  que  si  no 
fuese  posible  descubrir  al  consignatario,  ó  si  éste  se 
encontrase  ausente  del  lugar,  ó  rehusase  recibir  las 
mercaderías,  el  porteador  las  depositará  en  el  lugar  que 
determine  el  Juzgado  de  Comercio  ó  el  Juez  de  Paz,  por 
cuenta  de  quien  corresponda.  5*  Que  en  tal  virtud,  la  em- 
presa ha  reconocido  que  ha  habido  retardo  en  la  entrega  del 
bulto  y  entonces,  es  de  estricta  aplicación  lo  dispuesto 
en  el  art.  188  del  Código  de  Comercio.  6*  Que  si  bien 
en  la  carta  de  porte  no  se  ha  especificado  el  plazo  dentro 
del  cual  la  entrega  debió  verificarse,  debió  por  lo  menos, 
consignarse  á  la  orden  de  la  autoridad  judicial  del  destino 
dentro  del  plazo  determinado  por  los  usos  comerciales, 
art.  187.  Por  estas  consideraciones,  y  de  acuerdo  con 
las  disposiciones  del  art.  188  recordado,  fallo:  conde- 
nando á  la  empresa  demandada  á  devolver  al  actor  el 
precio  del  transporte  en  el  término  de  diez  días,  no 
haciéndose  lugar  á  los  daños  y  perjuicios  reclamados,  por 
no  haber    producido  prueba    al   respecto,  requisito  que 
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exige  la  misma  disposición  en  su  última  parte  y  dejando 
á  salvo  la  acción  que  puede  tener  Laserre  por  devolución 
del  bulto,  punto  que  el  Juzgado  se  abstiene  de  resolver 
por  no  haberse  deducido  petición  concreta  á  su  respecto, 
sin  especial  cargo  de  costas. — Así  lo  pronuncio,  mando 
y  firmo,  en  Buenos  Aires,  capital  de  la  República  Ar- 
gentina, á  los  doce  días  del  mes  de  Enero  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  tres. — Repónganse  los  sellos  é  insértese 
en  el  libro  respectivo.— L. A.  Peyret. — Ante  mí:  Pedro 
Sicourei. 
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Sumario:  I*,  rkínsentída  la  sentencia  que  rechaza  la  prescripción,  el 
excepcionante  puede  oponerla  en  2"  instancia  y  el  tribunal 
conocer  de  su  procedencia,—  2*.  Aun  declarada  procedente 
la  presícrípción,  delie  cí>nfirmar.se  la  s**ntencia  que  con- 
dena al  pago,  si  fué  consentida. 


(  CONFIRMADO  ) 

Vistos  estos  autos,  resulta :  A  f.  11  don  Juan  Durruty, 
en  representación  de  don  Cirilo  Ballesteros,  se  presentó 
ante  el  señor  Juez  de  lo  Civil  en  turno  manifestando  que 
su  mandante,  como  abastecedor,  había  suministrado  á 
don  Santiago  Delerio  ó  Del  Río,  la  cantidad  de  reses 
apuntadas  en  la  planilla  acompañada  en  la  que  también 
se  consignaban  los  precios  de  los  animales,  cantidades 
dadas  á  cuenta  y  fechas  en  que  habían  tenido  lugar  las 
entregas.— Que  siguiendo  el  uso  común  en  tales  negocios, 
Ballesteros  entregó  á  Del  Río  esas  reses  desde  el  1^  de 
Enero  de  1887  hasta  fin  de  Abril  de  1888,  sin  exigirle 
documento  alguno;  y  que  al  querer  arreglar  las  cuentas 
habían  tenido  la  siguiente  dificultad  insalvable,  que  era 
lo  que  daba  margen  al  pleito.— Que^  según  Del  Río,  el 
crédito  de  Ballesteros  sólo  ascendía  á  3.000  pesos  próxi- 
mamente, mientras  que  este  último,  apoyado  en  los  apun* 
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—  es- 
tes que  conservaba,  aseveraba  ser  de  10.648  pesos  %. 
Terminaba  sa  exposición  solicitando  se  fallase  el  asunto 
condenando  al  demandado  al  pago  de  esa  cantidad,  sus 
intereses  y  costas. — Después  de  un  incidente  sobre  compe- 
tencia, que  se  resolvió  declarando  que  era  la  jurisdicción 
comercial  la  que  debía  entender  en  el  asunto,  la  demanda 
fué  reformada  por  el  escrito  de  f.  33,  al  que  se  adjuntó 
una  nueva  planilla,  manifestándose  que  los  negocios  de 
Ballesteros  con  Del  Río  habían  continuado  hasta  el  fin 
del  año  de  1889  y  que  el  saldo  deudor  era  siempre  de 
10.648  pesos  %. —  La  demanda  y  su  ampliación  fueron 
contestadas  por  don  Antonio  Díaz  como  mandatario  de 
Del  Río  en  los  escritos  de  f.  35  y  37.— En  el  primero 
se  lee :  Que  es  cierto  que  Del  Río  acostumbraba  á 
comprar  al  fiado  reses  á  Ballesteros,  reses  que  vendía 
en  un  puesto  de  carne  que  tenía  establecido  en  el  mer- 
cado del  Centro;  pero  que  tales  operaciones,  como  el 
actor  mismo  lo  consigna  en  su  cuenta,  terminaron  el 
30  de  Abril  de  1888.  Que  después  que  Del  Río  conside- 
raba chancelada  toda  obligación  con  Ballesteros,  tres  ó 
cuatro  meses  antes  de  la  demanda,  se  le  presentó  éste 
haciéndole  reclamos,  para  subsanar  los  cuales  y  convi- 
niendo en  que  pudiera  haber  alguna  equivocación  en  sus 
apuntes.  Del  Río  le  ofreció  3.000  pesos  %.  Que  todavía 
por  vía  de  transacción,  está  dispuesto  á  pagar  la  misma 
suma,  aunque  sabe  que  al  actor  no  le  asiste  dere- 
cho, ni  en  la  hipótesis  de  ser  ciertos  los  hechos  que 
afirma  por  haber  transcurrido  más  de  dos  años  entre  la 
última  negociación  efectuada  y  la  interposición  de  sus 
reclamos,  plazo  en  el  que  se  prescríbela  acción  para  cobrar 
el  precio  de  las  mercaderías  vendidas  al  fiado  (art.  1004 
Código  de  Comercio  ant.  y  849  del  vigente).  Formula 
"omo  peticiones,  que  se  ordene  al  actor  manifieste  si 
ístá  conforme  en  recibir  por  chancelación  de  toda  obli- 
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gación  la  suma  de  3.000  pesos  %,  y  para  el  caso  de  que 
no  acepte,  opone  la  prescripción.  En  el  escrito  de  f.  37 
expresa  el  demandado,  refiriéndose  al  escrito  de  reforma 
de  la  demanda,  que  el  en  nada  viene  á  corroborar  ó 
prestar  fuerza  á  lo  aseverado  en  el  primero,  con  el  que, 
en  lugar  de  estar  en  armonía,  está  en  contradicción  acerca 
de  los  hechos  sobre  que  se  hace  reposar  la  acción,  pues 
según  el  escrito  de  iniciación,  las  compraventas  hechas 
por  Ballesteros  á  Del  Río,  pasaron  desde  el  I*'  de  Enero 
de  1887  hasta  Abril  de  1888  y  por  el  de  reforma,  se  las 
hace  continuar  hasta  fin  del  año  1889.  Que  prescindiendo 
de  esa  contradicción,  las  operaciones  que  registra  la 
planilla  presentada,  efectuadas  con  posterioridad  á  Abril 
de  1888,  no  las  ha  realizado  el  actor  con  Del  Río,  sino 
con  hijos  de  éste  mayores  de  edad,  que  negociaban 
;  .  por  cuenta  propia,  y  que  la  indicación  de  ella    sólo  se 

!  efectuó   para    ponerse    á   cubierto    de    la  prescripción. 

Que  aunque  podía  solicitar  la  devolución  del  escrito  y 
cuentas,  se  limita  á  pedir  se  desestimen  en  oportunidad- 
La  prueba  producida  en  la  estación  oportuna  del  juicio 
es  la  consignada  en  el  certificado  de  f.  45;  y  considerando: 
\  P   Que   de  los  hechos  relacionados    fluyen  como  cues- 

i  tiones  sóbrelas  cuales  debe  pronunciarse  el  Juzgado,  las 

r  siguientes:    ¿Ha  justificado  al  actor  la  existencia  de  la 

\  obligación  cuyo  cumplimento  exige?    ¿Se  ha  operado  la 

t  prescripción  de  la  acción  correspondiente  que  invoca  el 

;  demandado?   2^  La  prueba  que  el  actor  ha  ofrecido,  para 

F  establecer  en  autos  el  crédito  que    cobraba,  consiste  en 

^  la  de  confesión,  la  testimonial  y  un  informe  de  la  Inten- 

f  dencia  Municipal.  A  f.  49  figura  el  pliego  de  posiciones 

puestas  á    Del  Río.— Todas    las    preguntas  tendentes  á 
i.  establecer  el  monto  de  la  suma  exigida,  se  han  contes- 

I  tado  negativamente;  así,  la  3%  en  que  se  le  pedía  mani- 

l  festase  si  eran  exactas  las  partidas  de  las  cuentas  exhi- 

í 
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bidas  en  la  demanda,  fué  evacuada  en  los  siguientes 
términos:  «que  no  podía  contestar,  pero  que  todas  las 
veces  que  ha  acopiado  reses  del  señor  Balleteros  las  ha 
pagado,  agregando  al  final,  como  aclaración,  que  no 
podía  contestar  porque  no  podía  recordar  de  memoria  el 
contenido  de  esas  cuentas  ».  De  esta  diligencia  nada 
puede  inducirse  acerca  de  la  obligación  exigida.  Los  tes- 
tigos presentados  por  el  actor  son  los  señores  Felipe  Ga- 
dea,  Matías  CoUini,  Pedro  Carpy,  Julio  López,  Máximo 
Castellanos,  Ramón  Oliveira  César  y  Carlos  M.  Seeber. — 
Las  preguntas  tendentes  á  establecer  el  monto  de  lo 
cobrado  y  que  obran  en  el  interrogatorio  de  f.  66,  son  • 
la  1\  respecto  á  la  de  Gadea,  López  y  Castellanos  y  la 
2*  del  interrogatorio,  á  cuyo  tenor  se  examinó  al  testigo 
Oliveira  César;  Gadea,  á  f.  68,  ha  declarado  que  él, 
como  empleado  de  Ballesteros,  llevaba  diariamente  al 
puesto  de  Del  Río,  desde  el  año  89  al  90,  ocho,  nueve, 
diez,  once  y,  á  veces,  doce  reses  diarias.  López,  á  f .  71, 
asevera  que  como  carrero  de  Ballesteros  ha  conducido  al 
puesto  de  Del  Río  diariamente  de  7  á  12  reses,  agregando 
al  contestar  la  3^  pregunta,  que  esa  conducción  la  hizo 
desde  Octubre  de  1889  hasta  el  fin  del  mismo  mes  y  año. 
Castellanos,  á  f.  70,  manifiesta  ser  exacto  que  él  llevaba 
diariamente  á  Del  Río  de  G  á  12  reses  vacunas.  En  la 
hipótesis  de  ser  admisible  la  prueba  testimonial  para 
justificar  la  obligación  exigida,  es  evidente  que  las  aser- 
ciones de  los  testigos  enunciados  en  nada  favorecen  al 
actor.  Según  la  cuenta  presentada  con  la  demanda,  el 
número  de  reses  que  Ballesteros  figura  entregadas  diaria- 
mente á  Del  Río  alcanza  hasta  doce,  mientras  que  á 
estar  á  lo  que  los  testigos  afirman,  llegaría  á  36,  desde 
que,  según  ellos,  cada  uno  ha  llevado  en  la  misma  época 
doce  reses  diarias.  Además,  los  testigos  se  refieren  á 
reses   entregadas    con    posterioridad   á  Abril  de  1888,  y 
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,  '        según  la  cuenta  de  f.  21,  el  saldo  deudor  reconoce  por 

origen  entregas  anteriores  á  tal  fecha.  Oliveira  César 
no  precisa  ni  el  número  de  reses  que  Ballesteros  dice 
que  enviaba  á  Del  Río,  ni  las  fechas  en  que  las  remesas 
se  veriíicaron.  Carlini  y  Seeber  no  declaran  sobre  la 
?  obligación   en    sí    misma,  de   modo  que  sus  dichos  en 


f 


p 


nada  cambian  la  situación  de  Ballesteros.  Carpy,  que 
dice  ser  cierto  le  enviaba  diariamente  las  reses  que  el 
actor  afirma,  no  determina  durante  qué  tiempo,  concretán- 
dose á  decir  que  hasta  fines  de  1888.  El  informe  de  la 
Municipalidad  no  tiene  atingencia  con  este  punto  y  se 
relaciona  con  la  excepción  de  prescripción.  3**  Que  si 
[  bien  es  cierto  que  de  las  declaraciones  analizadas  nada  se 

f  desprende  acerca  de  la  existencia  del  crédito  reclamado, 

V  y  que  en  todo  caso  su  valor  se  hallaría  limitado  por  el 

?  art.  209  del  Código  de  Comercio  y  sus  concordantes  del 

f  Código  Civil  y  de  Procedimientos,  no  lo  es  menos  que  el 

demandado  ha  confesado  en  sus  contestaciones  y  en  las 
jj  posiciones  de  f.  49,  que  ha  ofrecido  á  Ballesteros  la  suma 

^  de   3000  pesos   %,  conviniendo  en    que  hubiere  alguna 

i  equivocación  en  sus  cuentas  lo  que  debe  tomarse  como 

un    reconocimiento,    4*^  Que  esta  conclusión  está  refor- 
¡.  zada  por  el  dicho  del  testigo  Oliveira  César,  quien  mani- 

í  fiesta  que  en  su  presencia,  Del  Río  le  dijo  á  Ballesteros 

;  que  tenía  deseos  de  pagarle  la  cuenta  que  le  adeudaba 

:  por  suministro  de  reses,  pero  que  iba  á  revisarla  porque 

ella  estaba  equivocada,  f.  74.    S'^    Que  en   cuanto    á  la 
i  prescripción,  era  de  cargo  del  demandado  justificar  su 

*  existencia;  la  prueba  que  ha  ofrecido  hadado  resultados 

j  negativos.   La   primera  aserción    del  actor,  de   que    las 

negociaciones  con  Del  Río  terminaron  en  Abril  de   1888, 
í  fué  notificada  dentro  del  término  que  la  ley  autoriza  para 

rectificarlos  hechos   que  se  enuncien  en  una  demanda; 
de  modo  que  de  ella  nada  puede  inducirse-    El  mismo  Del 
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Río  ha  confesado  que  Ballesteros  ha  hecho  remesas  de 
reses  con  posterioridad  á  Abril  de  1888,  n*^  3  de  su  escrito 
de  f.  38,  si  bien  expresa  que  las  hacía  para  sus  hijos  que 
eran  entonces  los  dueños  de  los  puestos  que  él  tuvo  en  el 
Mercado  del  Centro.  Sin  embargo,  el  informe  de  la  Mu- 
nicipalidad, def.  80,  dice,  que  esos  puestos  aun  figuran  á 
nombre  del  actor.  Todo  esto  está  corroborado  así,  más 
por  las  declaraciones  de  los  testigos  que  Ballesteros  ha 
presentado,  de  lo  que  resulta  que  con  posterioridad  á 
Abril  de  1888  aún  tenía  negocio.  Por  lo  expuesto,  fallo 
declarando:  que  el  demandado  debe  abonar  al  actor  la 
suma  de  3000  pesos  %  que  ha  reconocido  deberle,  dentro 
de  diez  días  de  consentida  esta  sentencia,  é  improbada  la 
prescripción  invocada;  todo  sin  especial  condenación  en 
costas,  por  no  encontrar  mérito  para  imponérselas. — Re- 
pónganse las  fojas  é  insértese  en  el  libro  respectivo. — 
Definitivamente  juzgado,  así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo, 
en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  capital  de  la  República 
Argentina,  á  troce  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
dos.— L.  A.  Peyret.— Ante  mí:  Jorge  F.  Patino. 
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Sumario  :  La  excepción  de  falta  de  personería  como  dilatoria  sólo 
puede  fundarse  en  la  incapacidad  para  comparecer  en  luicio, 
—  La  excepción  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la 
demanda,  si  el  escrito  expone  claramente  los  hechos  y  el 
derecho  del  actor,  debe  ser  rechazada.  —  La  excepción  de 
prescripción  menor  es  improcedente  si  se  opone  como  dila- 
toria ;  sólo  la  mayor  puede  resolverse  con  carácter  previo. 


(confirmado)- 

Buenos  Aires,  Abril  5  de  1893. — Vistos  estos  autos, 
resulta:  P  Que  conferido  traslado  á  los  señores  Marenco 
hijo,  Gaggiero  y  C"".  de  la  demanda  deducida  contra  ellos 
por  don  Francisco  Bollo  á  fojas  1%  se  presentaron,  á  fo- 
jas 10,  oponiendo  las  excepciones  de  falta  de  personali- 
dad en  los  demandados  y  de  defecto  legal  en  el  modo 
de  proponer  la  demanda.  —  La  primera  la  fundan  en 
que,  según  el  espíritu  y  texto  de  la  demanda,  los  ser- 
vicios cuyo  cobro  pretende  el  actor  han  sido  prestados 
á  la  sociedad  Fabiani  y  Gaggiero  que  nada  tienen  que 
ver  con  ellos,  pues  la  sociedad  fué  disuelta  en  31  de 
Marzo  de  1881,  quedando  su  activo  y  pasivo  á  cargo  de 
don  Eliseo  N.  Marenco,  como  consta  del  contrato  de 
disolución  extendido  en  aquella  fecha  ante  el  escribano 
don   Porfirio  López,  como  puede    comprobarse   pidién- 
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dose  una  copia  de  dicha  escritura.     Y  la  segunda  tiene 

su  fundamento  que  en  la  demanda  no  se  ha  cumplido  \ 

el  requisito  exigido    por   el    inciso    5'^    del    artículo  71  í 

del  Código  de  Procedimientos,  que  establece,  que  en  toda  -j 

acción  debe  exponerse    sucintamente  el  derecho  en  que  j 
se  funda,  habiéndose   limitado  el   actor  á   una  larga  y 

fatigosa  exposición  de  hechos  que  no  vienen  al  caso,  sin  ^ 

citar  un  solo  principio  legal  á    su  favor.    2^  Que  con-  j 

ferido  traslado  al  demandante,  se  le  declaró  decaído  el  < 

derecho  para  evacuarlo  por  no  haberlo  hecho  en  el  tér-  J 

mino  legal,  como  consta  de  la  providencia  de  fojas  17.  i 

—  Recibida  la  causa  á  prueba  por  el  auto  de  fojas  23,  ■, 

produjeron  los  demandados  la  que  expresa  el  certificado  1 
de  fojas  27.    Y  considerando:  1**  Que  dados  los  hechos 

en    que  se  basa  la   primera   excepción    corresponde  su  ; 

rechazo   por   improcedente,  pues  no  es  la  que  autoriza  í 

el  artículo  84  inciso  2*^  del   Código  de  Procedimientos,  \ 

desde  que  no  se  alega  hallarse  incapacitados  los  deman-  \ 

dados  para  estar  por  sí    en  juicio,    único    caso  en  que  >] 


sería  procedente  la  excepción.    Si  por  no  haberles  pres- 
tado el   actor    los    servicios   de  que  trata  la    demanda^ 


sino  á  una  sociedad  disuelta,  con  la  que  no  tiene  vin-  \ 

culación  alguna,  carece  aquél  de  derecho  para  deducir  la  j 

acción  que  ha  interpuesto,  que  es  lo  que  se  alega  como  fun-  ': 

damento  de  esa  excepción,  esta  es  una  cuestión  que  sólo  ] 

corresponde  tratarse  en  la  sentencia  definitiva,  por  cuanto 
constituye  precisamente  el  fondo  del  asunto  y  que  de  nin-  -= 

gún  modo  puede  dar  margen  á  la  excepción  de  falta  de 
personalidad  en  los  demandados,  ó  como  se  pretende,  pues 
como  queda  dicho,  esta  excepción  sólo  podría  admitirse 
si  se  alegara  la  incapacidad  de  ellos  para  estar  en  juicio 
personalmente  ó  por  medio  de  apoderado;  por  ejemplo, 
si  fueran  concursados,  menores  de  edad,  dementes  ó  se 
encontraran,  en  ñn,  en  las  condiciones  de  cualquiera  de 
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las  demás  personas  á  quienes  por  razón  de  su  incapa- 
cidad, prohibe  la  ley  estar  en  juicio  sino  por  medio  de 
sus  representantes  legales.  2**  Que  la  otra  excepción 
de  defecto  legal  también  es  improcedente  en  el  caso 
sub'judice^  desde  que  el  derecho  surge  claramente  de  los 
mismos  hechos  en; que  se  apoya  la  demanda.  S**  Que 
como  en  el  escrito  de  fojas  10  dicen  los  demandados 
que  no  contestan  la  demanda  y  sostienen  sin  embargo, 
hallarse  prescripta  la  acción  del  demandante,  parece  que 
hubieran  querido  también  oponer  la  prescripción  como 
excepción  de  previo  y  especial  pronunciamiento.  Si  esto 
fuera  así,  correspondería  también  su  rechazo  por  no  es- 
tar comprendida  entre  las  que  autoriza  el  artículo  84 
del  Código  de  Procedimientos,  ni  tratarse  de  la  prescrip- 
ción á  que  se  refiere  el  inciso  3*  del  artículo  95  del  mismo 
Código,  que  es  la  única  que  puede  deducirse  en  forma 
de  artículo  previo.  Por  estas  consideraciones,  no  hala- 
gar á  las  excepciones  opuestas  y  en  su  consecuencia, 
contéstese  el  traslado  de  lu  demanda  en  el  término  le- 
gal. Regístrese  y  repónganselas  fojas.—  L.  A.  Peyret.— 
Ante  mí:  Jorge  F.  Patino. 
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VII 


Sumario  :  1».  La  existencia  del  pagaré  en  poder  del  deudor  no  basta 
para  justificar  la  excepción  de  pago  en  cuanto  aquél  no  con- 
tenga endoso  ó  se  pruebe  por  otros  medios  que  el  acreedor 
lo  tuvo  en  su  poder.— 2*.  Los  asientos  de  los  libros  de  comer- 
cio, llevados  en  debida  forma,  forman  prueba  plena  si  el 
contrario,  comerciante  también,  no  presenta  asientos  en 
contra. 

(confirmado) 

Autos  y  vistos:  Resulta  de  su  examen:  Que  con  fecha 
29  de  Septiembre  de  1890,  se  presentó  D.  Juan  Busne- 
Ui  por  la  sociedad  anónima  «  Fábrica  de  Cales  Argen- 
tinas »,  acompañan  lo  los  documentos  agregados  de 
fs.  1  á  16,  demandando  á  los  señores  Frías  Hnos.  por 
cobro  de  3106  $  con  86  centavos  %.  Funda  su  acción 
en  la  cuenta  de  f.  62  y  en  las  papeletas  de  fs.  1  á  60 
firmada  por  los  demandados.  Obtenido  un  embargo 
preventivo,  reprodujo  en  el  escrito  de  f.  70  la  petición 
del  de  f.  65,  pidiendo  la  condenación  de  los  demanda- 
dos al  pago  de  la  suma  reclamada,  con  más  los  inte- 
reses y  costas  del  juicio.  Corrido  traslado  de  la  demanda, 
según  resulta  del  auto  de  f.  70  vuelta,  fué  evacuado  á 
f.  75,  exponiendo:  que  reconocían  las  firmas  que  suscri- 
bían las   papeletas   de  fs.    1  á  60,  pero    que   la    suma 
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—  sa- 
que ellas  representan  había  sido  satisfecha,  quedando 
sólo  un  saldo  de  $32  %;  que  su  importe  fué  abonado, 
excepción*  hecha  de  la  última  papeleta,  con  un  pagaré 
firmado  por  D.  Juan  Fabris,  por  la  suma  de  3074  $  80 
centavos,  cuyo  pago  venció  el  30  de  Mayo  de  1890 ;  que 
el  29  de  Mayo  los  demandados  pagaron 'el  descuento, 
que  en  testimonio  acompañan,  quedando  adeudando  á 
la  sociedad  la  sola  suma  de  $  32  %;  que  el  embargo 
preventivo  solicitado  y  obtenido  por  los  demandantes  les 
ha  irrogado  perjuicios  de  consideración,  los  que  debían 
pesar  sobre  los  demandantes ;  que  solicitaba  el  rechazo, 
con  costas,  de  la  acción  instaurada. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  según  resulta  del  auto 
de  f.  94,  se  produjo,  dentro  del  término,  la  que  expresa 
el  certificado  de  f.  122,  y  habiendo  alegado  las  partes, 
según  resulta  á  fs.  126  y  130,  el  Juzgado  dictó  la  pro- 
videncia de  f.  131  vuelta,  quedando  la  causa  en  estado 
de  ser  fallada. 

Y  considerando:  V  Que  reconocida  la  cuenta  de 
f.  62  por  los  demandados,  éstos  se  han  excepcionado, 
manifestando  que  habían  abonado  á  cuenta  la  cantidad 
de  3074  $  con  86  centavos  %  quedando  á  deber  tan 
solo  la  suma  de  32  $  %;  2^  Que  es  regla  en  pro- 
cedimiento, que  cuando  el  demandado  niega  el  hecho 
que  sirve  de  fundamento  á  la  demanda,  envolviendo  en 
su  negación  alguna  afirmación,  le  corresponde  probar 
los  hechos  en  que  funda  su  negativa;  3^  Que  en  el 
caso  presente,  á  los  señores  Fabris  Hnos.  correspondía 
probar  que  habían  satisfecho  la  suma  de  3074  $  86 
centavos  %  por  la  cual  se  excepcii^naban.  La  absolu- 
ción de  posiciones  de  f.  120  ha  dado  un  resultado 
negativo  para  los  demandados,  que  no  han  probado  tam- 
poco que  el  pagaré  de  f.  73,  que  les  fué  remitido  con  el 
impreso  de  f.  82,  fuera  devuelto  firmado  por  ellos.  Por 
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el  contrario,  hay  una  presunción  en  su  contra:  la  com- 
pulsa de  los  libros,  practicada  á  f.  61,  constata  que  la 
cuenta  presentada  es  conforme  en  todas  sus  partes  á 
la  de  f.  02,  y  estando  los  libros  llevados  en  las  condi- 
ciones exigidas  por  la  ley,  hacen  prueba  en  favor  de 
sus  dueños,  de  acuerdo  coa  la  prescripción  del  art.  63, 
inc.  3*  del  Código  de  Comercio.  Por  estos  fundamentos, 
fallo:  condenando  á  los  demandados  al  pago  de  la  suma 
de  3106  $  con  86  centavos  %,  importe  de  la  cuenta  con 
más  sus  intereses  y  costas  del  juicio.  Regulo  el  hono- 
rario del  Dr.  Matienzo  en  doscientos  pesos  moneda 
nacional  y  el  del  procurador  Busnelli  en  cien  pesos  de 
igual  moneda.  Definitivamente  juzgando,  así  lo  pronun- 
cio, mando  y  firmo,  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á 
doce  de  Junio  de  1891.  Repónganse  los  sellos. —  L. 
A.  Peyret.  —  Ante  mí:  Pedro  Sícouret. — 
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I  SUMAKIO:    La  omisión  de   circunstancias  que  pudieran   modificar   las 

!  bases  del  contrato  de  seguro,  importan    reticencia  y   produ- 

(*  c^n  la  nulidad    del  contrato,  — 2°.  Si  la  reticencia  en  que  se 

f  ^  funda  la  nulidad  del  contrato  de  seguro  resulta  de  buena  fe, 

el  asegurador  debe  devolver  las  primas  recibidas. 

;  (  CONFIRMADO  ) 

Vistos    estos   autos,    resulta:    que   con  fecha  29   de 
r  Marzo  de  1890,  se  presentó  D.  Ernesto  Borré,  en  repre- 

i  sentación  déla  sociedad  de  seguros  «El Ancla»,  deman- 

i  dando  á   «  La  Ítalo-Argentina  »  por  la  suma  $  4500  %, 

con  más  los  intereses  y  costas  del  juicio.  Los  hechos 
en  que  funda  su  demanda  son  los  siguientes:  afirma 
que  la  Sociedad  demandante  contrató,  con  fecha  14  de 
Diciembre  de  1889,  un  seguro  por  valor  de  $  10.000% 
con  D.  Spiro  Mancini,  contra  los  riesgos  que  por  in- 
cendio pudieran  ocurrir  en  su  casa,  situada  en  la  Boca 
del  Riachuelo,  esquina  á  las  calles  Olavarría  y  Crucero; 
que  para  garantirse  de  los  riesgos  que  pesaban  sobre 
ella,  la  Compañía  demandante  propuso  un  reaseguro  á 
la  Compañía  « La  ítalo-Argentina»  por  4500  pesos  mo- 
neda nacional,  el  que  fué  aceptado  por  ésta,  en  cuya 
virtud  expidió  la  póliza  número  376,  que  se  acompaña 
al  escrito  de  demanda;  que  con  fecha  19  de  Enero  de  1890, 
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un  incendio  destruyó  completamente  la  casa  asegurada^ 
y  una  vez  que  la  Corapai^iía  demandante  tuvo  aviso  del 
siniestro,  se    le   comunicó  á  «La  ítalo-Argentina»  con 
fecha  20  de  Enero  ;  que  á  pedido  de  ésta  se  le  envió  una 
copia  de  la  póliza  número  1.085;  que  la  Compañía  de- 
mandante no  aceptó  en  un  principio  el  reclamo  de  Man- 
cini;  y  á  fin  de  salvar  las  dificultades  que  se  suscitaran 
con  motivo  de  la  apreciación  del  valor  de  la  casa  incen- 
diada se  nombraron  dos  peritos,  uno  por  cada  parte,  los 
señores  Traverso  y  Olivarri,  los  que  con  fecha  14  de  Fe- 
brero comunicaron  á  los  interesados  su  fallo,  en  el  cual 
declaran  que  el  edificio  representaba  realmente  el  valor 
por  el  cual   estaba  asegurado,  y  que  la  Compañía  «  El 
Ancla»  debía  abonar  al  señor  Mancini  la    cantidad  de 
10.000  $,  como  indemnización  del  daño  sufrido;  que  la 
Compañía  abonó  á  Mancini,  con  fecha  15  de  Enero,  los 
10.000  $,muniéndose  del  correspondiente  recibo,  habiendo 
dado  cuenta  el  mismo  día  á  a  La  ítalo-Argentina»,  po- 
niendo á  su  disposición  todos  los  documentos  del  caso^ 
y  que  se  le  cargaba  en  su  cuenta  la  suma  de  4.500  $  % 
en  virtud  de  la  póliza  de  reaseguro  número  ;570;  que  «  La 
ítalo-Argentina  »  contestó  esta  carta  con  la  de  22  de  Fe- 
brero que  acompaña,  en  la  cual  se  hacían  observaciones 
al  pago  del  reaseguro  y  se  comunicaba  que  el  Directorio 
de  la  Sociedad  estudiaría  el  punto  antes  de  dar  una  res- 
puesta definitiva;  que  posteriormente,  con    fecha  7  de 
Marzo,  comunicó  «La   ítalo- Argentina»  á  la  Compañía 
demandante,  que  el  Directorio  hacía  suyas  las  observa- 
ciones de  la  Gerencia  contenidas  en  la  carta  de   22  de 
Febrero;  que  no  se  creía  obligado  al  pago  del  reaseguro, 
concluyendo  por  proponer  un  arbitraje  para  decidir  las 
diferencias  suscitadas.   Exponiendo  el  derecho  aplicable 
il  caso,  los  demandantes  afirman  que  las  observaciones 
contenidas  en  la  carta  de  22  de  Febrero  no  tienen  valor 
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alguno,  porque  no  existe  tal  obligación  de  marcharen  un 
todo  de  acuerdo  con  las  otras  Compañías;  que  ninguna 
Compañía  debe  perjudicar  su  crédito  y  buen  nombre  no 
pagando  lo  que  debe  porque  á  otra  Compañía  se  le  ocu- 
rran dificultades  que  ella  no  encuentra;  que  en  la  pro- 
puesta se  indicó  como  ubicación  de  la  casa  asegurada,  la 
calle  Olavarría  esquina  Crucero  iV\  700,  debiendo  decir: 
Calle  Olavarría  n^  700,  esquina  Crucero;  que  la  indica- 
ción de  la  póliza  expedida  por  los  demandantes  es  igual 
á  la  póliza  de  reaseguro  de  «  La  ítalo-Argentina  »  ;  que  es 
efectivamente  cierto  que  la  casa  asegurada  estaba  situada 
en  la  calle  Olavarría  n*^.  700,  esquina  Crucero,  pero  que 
esto  no  puede  servir  de  argumento  á  la  Compañía  de- 
mandada para  negarse  á  pagar  el  siniestro  puesto  que  la 
jt  ubicación  de  la  casa  asegurada  no  puede  dar  lugar  á  nin- 

guna duda;  que  se  trata  de  un  edificio  compuesto  de  cua- 
renta y  seis  habitaciones  altas  y  bajas,  situado  en  un 
paraje  donde  no  existe  otra  casa  tan  grande;  que  las  de- 
signaciones hechas  en  la  póliza  están  de  acuerdo  con  las 
disposiciones  de  los  artículos  644  inciso  3^  y  073  del 
Código  de  Comercio;  que  no  puede  caber  duda, en  cuanto 
á  la  ubicación  del  bien  asegurado,  porque  el  n.°  700  de 
la  calle  Crucero  no  queda  en  la  esquina  de  Olavarría,  sino 
á  algunas  cuadras  de  distancia;  que  al  proponer  el  riesgo 
se  ha  suprimido  la  segunda  parte  de  la  póliza  que  dice 
ocupaba  en  los  bajos  por  negocios,  etc.  —  La  póliza  de 
«  La  ítalo-Argentina  »  está  basada,  según  dice  ella  misma, 
en  las  declaraciones  de  la  propuesta  recibida,  es  decir, 
en  la  póliza  n^  1.085  de  la  Compañía  demandante;  que 
es  necesario  tener  presente  que  «La  ítalo-Argentina»  ha 
otorgado  una  póliza  de  reaseguro  y  no  de  seguro ;  que 
las  propuestas  de  reaseguro  son  siempre  muy  lacónicas 
y  raras  veces  se  acompañan  con  copia  de  la  póliza  ori- 
ginal, especialmente  cuando  se  trata  de  Compañías  entre 
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las  cuales  hay  reciprocidad  de  negocios  y  relaciones  amis- 
tosas; que  tanto  en  Europa  como  en  América  y  aún  en  la 
República,  se  acostumbra  á  hacer  contratos  de  reaseguro 
por  telégrafo  y  por  teléfono^  lo  que  no  sucede  nunca  cuando 
se  trata  de  un  seguro  directo.  —  «La  ítalo-Argentina» 
aceptó  la  propuesta  que  le  hizo  « El  Ancla »,  y  se  com- 
prometió á  correr  los  mismos  riesgos,  ateniéudose  á  las 
declaraciones  recibidas  por  la  Compañía  demandante,  y 
que  constan  de  la  póliza  original;  que  si  la  Compañía 
demandada  no  ha  sabido  lo  que  expresaba  esa  póliza, 
ha  sido  porque  no  lo  ha  querido,  pues  podía  haber  pedido 
que  se  remitiera  una  copia  antes  de  aceptar  la  propuesta 
de  reaseguro;  que  la  Compañía  demandada  tiene  otros 
seguros  en  la  Boca,  conoce  la  localidad  y  sabe  perfecta- 
mente que  no  existe  un  solo  edificio  del  tamaño  del  indi- 
cado, sin  que  existan  en  él  negocios  de  todas  clases ;  que 
la  Compañía  demandante  no  ha  dicho,  al  hacer  la  pro- 
puesta del  reaseguro,  que  la  casa  estuviera  ocupada  por 
familias,  y  que  por  su  parte  no  ha  existido  ninguna  de- 
claración falsa  ni  reticencia  que  hubiera  impedido  el 
contrato,  á  ser  conocido  por  «  La  ítalo-Argentina  »  :  y  que 
es  en  virtud  de  esas  razones  que  pedía  la  condena  de  los 
demandados  en  la  forma  solicitada  al  principio  del  escrito. 
— Conferido  traslado  de  la  demanda,  la  Compañía  deman- 
dada lo  evacuó  á  fs.  38,  exponiendo :  Que  si  «  La  ítalo- 
Argentina  ))  aceptó  el  reaseguro,  fué  porque  creyó  que  la 
casa  asegurada  era  de  inquilinato ;  que  una  de  las  razo- 
nes que  tenía  para  suponerlo,  era  la  prima  de  uno  y 
medio  por  ciento,  pues  regularmente  las  casas  donde  ha- 
bía negocios  pagaban  mayor  suma,  en  atención  al  mayor 
riesgo ;  que  la  Compañía  demandada  había  visto  por  su 
istema  de  ubicación  de  riesgos  que  en  la  calle  Crucero 
^  700  no  tenía  riesgos  linderos,  y  en  este  concepto  expi- 
ió  su  póliza  de  reaseguro  bajo  el  número  376;  que  la 
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póliza  expedida  por  «  La  ítalo-Argentina  »  dice ;  «  esta  pó- 
liza está  basada  en  las  declaraciones  de  la  propuesta  re- 
cibida »,  lo  que  prueba  que  la  propuesta  debe  ser  exacta  y 
que  si  no  lo  es,  la  Compañía  aseguradora  no  tiene  res- 
ponsabilidad; que  la  Compañía  demandante  se  había 
equivocado  al  proponer  el  reaseguro,  pues  declaró  que 
éste  estaba  situado  en  la  calle  Olavarría  esquina  Crucero 
n*.  700,  cuando  se  debía  decir  calle  Olavarría  n^  700  es- 
quina Crucero,  falta  que  reconocen  los  demandantes;  que 
la  clase  de  negocio  asegurado  por  «  El  Ancla  »  no  se  ase- 
guran por  el  precio  de  uno  y  medio  por  ciento  y  que 
deber  era  de  «  El  Ancla  »  hacer  á  «  La  ítalo-Argentina  » 
todas  las  prevenciones  relativas  á  la  clase  y  situación 
del  seguro;  que  el  contrato  de  reaseguro  no  es  otra  cosa 
que  un  contrato  de  seguro,  y  que  por  consiguiente,  debe 
estar  sometido  á  las  mismas  reglas  de  éste;  así,  deben 
cumplirse  al  hacerse  la  propuesta  con  las  prescripciones 
del  artículo  (>44  del  Código  de  Comercio  y  que  se  ve  que 
la  Compañía  demandante  no  ha  cumplido  con  lo  dis- 
puesto del  inciso  8,  pues  se  ocultaron  circunstancias 
como  el  destino  en  la  planta  baja  y  la  propiedad  del  te- 
rreno, cuyo  conocimiento  interesaba  evidentemente  al 
reasegurador;  que  esta  reticencia  es  de  las  comprendidas 
en  el  artículo  640  del  Código  citado  y  es  por  todo  ello 
que  pedía  el  rechazo  con  costas  de  la  acción  instaurada. 
— Recibida  la  causa  á  prueba,  fs.  54  vuelta,  se  produjo 
la  que  expresa  el  certificado  de  fs.  14i  vuelta,  y  ha- 
biendo alegado  las  partes,  el  Juzgado  llamó  á  sí  los  au- 
tos, según  resulta  á  fs.  168,  quedando  la  causa  en  estado 
de  fallarse.  Y  considerando  :  P  Que  dados  los  términos 
de  la  demanda  y  su  contestación,  surgen  las  cuestiones 
siguientes  á  resolver :  ¿  La  Compañía  demandante,  al  con- 
tratar el  reaseguro,  omitió  cumplir  con  los  requisitos  del 
artículo  644  del  Código  de  Comercio?  ¿Procede   la  nu- 
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Hilad  del  contrato  de  fs.  1,  de  acuerdo  coa  la  disposi-        '  i 

ción  del  artículo  640  del  mismo?  —  Teniendo  en  cuenta,  '] 

ante  todo,  que  el  Juzgado  no  tiene  para  qué   apreciar  la 
argumentación  que  se  hace  respecto  á  la  violación  del  me-  : 

morándum  de  fs.  30,  por  cuanto  la  Empresa  demandante 
sólo  se  ha  limitado  en  él  á  comunicar  á  la  Empresa  de- 
mandada, sin  contraer  ningún  compromiso  por  esto,  que  ^ 
había  modificado  las  primas  de  seguro  con  arreglo  á  las  ^ 
tarifas  que  en  él  menciona,  lo   cual  ha  podido  hacerlo  '^ 
en  virtud  de  facultades  propias; — 2**.  Que  también  carece 
de  importancia  la  observación  que  se  hace  poreldeman-                            v 
dado  respecto  á  la  falsa  ubicación  del  inmueble  asegura-  1 
de. —  En  efecto:  en  la  póliza  que  corre  agregada  á  f?.  1,                             ^ 
así  como  en  la  propuesta  de  fs.  28,  se  determina  de  una 
manera  clara  y  precisa  que  la  casa  asegurada  estaba  si- 
tuada en  la  calle  Olavarría  esquina   Crucero,  no  puede 
dar  lugar  á  duda  una  casa  determinada  así,  tanto  más 
cuanto  se  trataba  de  un  edificio  de  dos  pisos,  con  cua- 
renta y  seis  piezas  de  madera,  en  parajes  apartados  y  des- 
provistos de  población.  —  Además, es  de  tenerse  en  cuenta 
la  observación  que  se  hace,  que  la  Compañía  reasegura- 
dora no  ha  efectuado  un  contrato  de  esta  naturaleza  sin 
haber  conocido,  por  lo  menos,  la  situación  de  la  casa.  No  ' 
existe  en  la  calle  Crucero  n"\700  un  edificio  como  eldes- 
cripto  en  la  póliza;  así  resulta  de  las  declaraciones  de 
los  testigos  Traverso  y  Olivarri,  fs.  121  y  122,  y  del  in- 
forme de  la  Intendencia  de  la  Municipalidad,  fs.  137.  Es 
evidente,  pues,  deducir  que  la  Compañía  demandada,  al 
suscribir  la  póliza  de  fs.  1,  no  pudo  entender  que  asegu- 
raba el  tambo  situado  en  la  calle  Crucero  n".  700,  desde 
que,  en  el  mismo  escrito  de  contestación  á  la  demanda, 
confiesa  que  creía  se  trataba  de  una  casa  de  inquilinato. 
—Luego,  los  argumentos  que  se  han  analizado  en  estos 
dos  considerandos  no  pueden  servir  de  fundamento  para 
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declarar  la  nulidad  del  contrato  de  fs.  1;  —  3**.  Conside- 
rando respecto  de  la  cuestión  planteada  anteriormente: 
P.  Que  el  artículo  640  del  Código  de  Comercio,  establece 
en  el  inciso  8*^,  que  toda  póliza^ó  contrato  de  seguro,  en- 
tre otros  requisitos,  debe  contener  todas  las  circunstan- 
cias cuyo  conocimiento  pudiera  ser  de  interés  real  para 
el  asegurador,  así  como  todas  las  demás  estipulaciones 
hechas  por  las  partes; — 2**.  Que  el  artículo  640  esta- 
blece :  que  toda  declaración  falsa  ó  toda  reticencia  de 
circunstancias  del  asegurado,  aún  hecho  de  buena  fe,  que 
á  juicio  de  peritos  hubiera  impedido  el  contrato  ó  mo- 
dificado sus  condiciones,  hace  nulo  el  seguro  ;  —  3**.  Que 
según  resulta  del  informe  pericial  de  Gambini,  que  corre 
agregado  á  fs.  143,  ha  habido  reticencias  en  la  propuesta 
f  de  fs.  28,  de  las   circunstancias  mencionadas  en  el  ar- 

Á  tículo  644  del  Código  de  Comercio,  por  cuanto  la  Com- 

í  pañía  «  El  Ancla  »,  en  la  póliza  y  propuesta,  ha  omitido 

['  declarar  el  hecho  de  que  en  el  edificio  asegurado  exis- 

l  tían  almacenes  y  otros  negocios,  lo    cual,   á   su  juicio, 

modifica  completamente  el  criterio  del  riesgo ;  que  según 
el  informe  del  otro  perito  Coll,  fs.   144,1a  propuesta  de 
i  reaseguro  fué  hecha  con  omisión  del  contenido  de  la  casa 

l'  asegurada,  alterando  las  obligaciones  de  los  asegurados, 

I  y  que  la  omisión   consistió  en  no  declarar  que  existía 

\  un  almacén  de  comestibles  en  el  edificio  asegurado,  lo 

\  cual  aumenta  el  riesgo,  etc. ;  —  4*.  Que  de  acuerdo  con  el 

F  dictamen  que  se  ha  citado  anteriormente,  es  forzoso  de- 

!-    '•  ducir,  que  la  reticencia  de  las  circunstancias  indicadas 

•  ( la  cual  por  otra  parte  ha  sido  reconocida  por  la  parte 


1, 


ílr 


[,  demandante,  pues  confiesa  que  se  ha  omitido  por  olvido 


i-  involuntario  fs.  19  y  151  vuelta,  fs.  142  pos.  7*),  ha  te- 

nido que  modificar  la  prima,  y,  por  consiguiente,  el  con- 
trato de  seguro; — 5^  Que  si  bien  es  cierto  que  la  Com- 
pañía demandante  ha  comprobado  por  la  declaración  de 
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los  testigos  Somazi,  Biandi  y  Zanoletti,  fs.  128  vuelta,.  130 
y  130  vuelta,  que  la  Compañía  demandada  había  asegu- 
rado antes  de  contratar  el  reaseguro  varias  casas  de 
negocio  en  el  edificio  asegurado,  en  presencia  de  la  dispo- 
sición terminante  del  artículo  647  del  Código  de  Comercio 
que  fulmina  la  nulidad  del  contrato  en  caso  de  reticencias 
como  la  presente,  aún  hechas  de  buena  fé,  y  á  falta 
de  otra  disposición  expresa  déla  ley,  el  Juzgado  no  puede 
tomar  en  consideración  para  esquivar  la  aplicación  del 
artículo  citado,  el  hecho  de  que,  anterior  ó  posteriormente, 
la  Compañía  reaseguradora  haya  tenido  conocimiento  de 
tales  circunstancias  por  medios  indirectos;  —  6^.  Que  la 
omisión  en  la  propuesta  del  seguro  de  fs.  1,  de  la  decla- 
ración que  el  edificio  reasegurado  se  hallaba  construido 
en  tenrenos  de  propiedad  de  otras  personas,  constituye 
otra  reticencia  que  trae  consigo  la  caducidad  del  derecho 
de  indemnización  en  caso  de  incendio  (DeLalande,  pá- 
rrafo 217,  Contratos  de  Seguros ),  hecho  que  ha  sido  reco- 
nocido implícitamente  por  el  demandado.  —  En  el  escrito 
de  fs.  21  afirma  que  tal  observación  es  completamente 
ineficaz,  desde  que  no  se  ha  asegurado  el  terreno,  sino  el 
edificio  que  pertenecía  áMancini ;  — 1'\  Que  en  presencia 
de  los  hechos  analizados,  es  forzoso  deducir  que  la  opi- 
nión respecto  al  riesgo  ha  tenido  que  ser  modificada  en  el 
caso  de  haber  sido  conocidas  por  el  asegurador  las  cir- 
cunstancias omitidas.  —  Tal  es  la  opinión  del  mismo  au- 
tor, citado  en  otra  parte  por  el  representante  de  «  El  An- 
cla».—  Comentando  una  disposición  análoga  del  Código 
de  Comercio  francés,  dice:  «desde  luego, es  necesario  pe- 
netrarse bien  de  esta  idea,  que  los  tribunales  en  caso  de 
litigio  no  tienen  que  investigar  si  el  hecho  que  consti- 
a  el  agravio  del  riesgo  no  declarado,  ha  podido  tener 
no  influencia  sobre  el  hecho  del  siniestro^  debe  limi- 
te á  examinar  si  la  opinión  del  riesgo  ha  podido  ó  no 
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ser  modificada.  Lo  que  los  Jueces  deben  preguntarse,  es 
únicamente,  si  todas  las  circunstancias  del  riesgo  hubie- 
ran sido  bien  conocidas  por  el  asegurador,  éste  habría 
considerado  el  riesgo  bajo  el  mismo  aspecto?  ¿Habría 
contratado  del  mismo  modo  ?  ¿  Habría  contratado  en  las 
mismas  condiciones?  En  el  caso  que  los  magistrados, en 
conciencia  y  después  del  examen  profundo  de  los  hechos, 
respondan  negativamente,  deben  anular  el  contrato,  ó 
por  lo  menos,  pronunciar  la  caducidad  del  derecho  á  in- 
demnización. Tal  es  el  principio  que  domina  en  esta 
materia  ( De  Lalande,  Contrat  d'assurance  contre  Pincen- 
die,  pág.  152).  —  Por  estas  consideraciones,  resuelvo  afir- 
mativamente la  cuestión  planteada.  —  En  consecuencia, 
desecho  la  demanda  instaurada,  declarando  nulo  el  con- 
trato de  f,  1,  sin  especial  condenación  en  costas,  por  no 
encontrar  mérito  para  ello.  —  Asilo  pronuncio, ]mHndo  y 
firmo,  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  los  diez  días  del 
mes  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno.  — 
Repónganse  los  sellos  é  insértese  en  el  registro  respec- 
tivo.—  L.  A.  Peyrkt.  —  Ante  mí:  Pedro  Sicouret. 
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Sumario  ;  Justiticada  la  existencia  del  contrato  de  locación  de  servicios 
procede  se  condene  al  demandado  al  pago  de  los  jirestados, 
:iegún  el  valor  qne  determinen  peritos,  en  caso  de  no  haberse 
estipulado  precio. 

V 

(confirmado) 

Y  vistas  estos  autos,  resulta:  Que  á  fojas  4  se  presentó 

ante  el  juzgado  de  Paz  de  la  sección  3'^  D.  Emilio  Ba-  J 

sabilvaso,  como  representante  de  la  sociedad  anónima  \ 

«La  Sanitaria»  entablando  demanda  contra  D.  Lorenzo  '; 

Winter  por  cobro  de  la  suma  de  1259,55  pesos   moneda  ] 

nacional  con  sus  intereses,  lo  cual  decía,  representaba  el  ,; 

valor  de  obras  que  su  mandante  había  ejecutado  en   la  | 

casa  habitación  del  demandado.     Citaba  en  su  apoyo  el  i 

artículo  1636  del  Código  Civil  y  solicitaba  se  condenase  \ 

á  D.  L.  Winter  al  pago  de  la  cantidad  demandada,  in-  'v 

tereses  y  costas.  —  D.  Antonio  M.  Ruiz,  á  fojas  U,  con-  * 

testó  el  traslado  que  de  esa  acción  se  le  confirió  en  vir-  ^ 

tud  del  mandato  recibido  al  efecto  del  general  Winter.  3 

Pidió  el  rechazo  de  la  demanda  apuntando  como  razo-  7 

nes  el  no  adeudarse  á  la  empresa  actora  la  suma  que  -> 

f             exigía  y  el  no  estar  aprobados  por  la  Comisión  de  Obras  ^ 
de  Salubridad  los  planos  de  los  trabajos  practicados  en 
casa  del  demandado.  —  Dedujo  además  reconvención  para 
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que  se  intimase  al  demandante  la  aprobación  de  los  pla- 
nos. En  el  escrito  de  fojas  13  se  encuentra  la  contestación 
I  de  «La  Sanitaria»  á  la  reconvención  que  se  interpuso.     Se 

í  expresa  en  él  que  el  heclioque  «La  Sanitaria»  tomó  á  su 

I  cargo  fué  la  ejecución  de  los  trabajos  detallada  en    la 

^  cuenta  presentada  y  no  la  aprobación  de  planos.     Que 

f  en  la  cuenta  referida  nada  se  habla  de  planos  ni  se  cobra 

I  por  ellos;  que  esa  es  una  carga  del  propietario.     Abierta 

\-  la  causa  á  prueba  se  produjo  la  que  instruye  el  certi- 

f  ficado  de  fojas  18  y  nota  de  fojas  19.  — Modificada  la  ley 

de  organización  de  los  tribunales  radicóse  este  asunto 
en  el  Juzgado  del  proveyente.  Y  considerando:  1°  Que 
era  de  cargo  de  la  Empresa  «  La  Sanitaria  »  establecer 
la  existencia  del  crédito  exigido  en  su  demanda,  pues 
es  siempre  obligación  del  actor  justificar  el  derecho  que 
ejercita.  2^  Que  el  único  medio  demostrativo  que,  con 
tal  fin  ha  empleado,  ha  sido  las  posiciones  encerradas 
en  el  pliego  de  fojas  24.  3^  Que  examinados  los  aser- 
tos contenidos  en  tal  pliego  y  las  respuestas  dadas  por 
el  demandado,  resulta  que  no  hay  antecedente  que  es- 
tablezca la  obligación  en  que  esté  el  general  Winter  de 
pagar  la  suma  que  se  le  reclama,  pues  allí  se  habla 
únicamente  de  trabajos  hechos,  mas  no  de  su  valor  sobre 
lo  que  no  se  ha  rendido  prueba.  4*^  Que  de  la  circuns- 
tancia que  el  demandado  haya  reconocido,  contestando 
la  posición  primera,  la  ejecución  de  los  trabajos  ctí^o 
precio  se  exige,  no  puede  inducirse  también  se  haya 
f'  aceptado  la  cantidad  reclamada  por  precio,  porque  son 

^'  hechos  distintos  entre  los  que  no  existe  correlación  for- 

I  zosa  alguna.    5**  Que  si  bien  es  cierto  que  los  asertos  cou- 

f  tenidos   en   las  posiciones  importan   afirmaciones  para 

quien  las  hace,  y  en  este  sentido  habría  una  confesión 
'  de  una  parte  de  la  deuda  por  el  general  Winter,  en  la 

3^  posición  del  pliego    de  fojas  53,  al   preguntar   que  . 
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«  cómo  es  cierto  que  lo  adeudado  por  él  no  llega  á  750 
pesos  nacionales, »  de  esa  confesión  no  surge  de  una 
manera  inequívoca  el  verdadero  monto  de  la  obliga- 
ción, pues  no  llegan  á  750  todas  las  cantidades  com- 
prendidas entre  la  unidad  y  749,  por  lo  que  el  Juzgado 
tampoco  encuentra  en  ese  hecho  datos  suficientes  para 
dictar  su  fallo.  6<*  Que  probada  la  prestación  de  un  ser- 
vicio y  no  justificado  que  mediase  convención  sobre  el 
precio,  existe  la  presunción  de  que  las  partes  se  refirieron 
al  de  costumbre  para  ser  determinado  por  arbitros. — Ar- 
tículo 1627  Código  Civil.  —  Esta  presunción  es  tanto  más 
de  aplicación  en  el  presente  caso,  cuanto  de  la  primera 
pregunta  del  pliego  de  fojas  52  en  que  el  actor  ha  sido 
tenido  por  confeso,  resulta  que  nada  se  pactó  sobre  la 
cantidad  á  abonarse  por  tales  trabajos.  7»  Que  habiendo 
confesión  ficta  del  actor  de  haber  recibido  500  pesos  á 
cuenta  del  precio  de  los  trabajos  (4*  posición  del  pliego 
de  fojas  52)  debe  rebajarse  tal  cantidad  de  la  que  fijen 
los  arbitros  á  abonarse  por  el  general  Winter  á  la  em- 
presa demandante.  8*^  Que  si  es  cierto  que  la  recon- 
vención no  entraña  la  exigencia  de  una  prestación  de- 
terminada sino  de  circunstancias  de  hechos  que  más 
bien  pueden  tomarse  como  condiciones  á  que  se  pre- 
tende subordinar  la  existencia  de  la  obligación  cuyo  } 
complemento  reclaman  los  actores,  su  fundamento  ha  \ 
debido  justificarse  por  el  que  la  interpuso.  9*^  Que  si  ] 
del  pliego  de  posiciones  corriente  á  fojas  5G  y  siguien- 
tes en  que  se  ha  tenido  por  confeso  al  demandado,  pu-  ' 
diera  inducirse  que  «  La  Sanitaria  »  tomó  á  su  cargo  la 
terminación  completa  de  las  obras — posición  3^ — no  se 
hfl  probado  si  ellas  están  ó  no  terminadas.    En  efecto, 

las  posiciones  no  se  ha  exigido  confesión  sobre  tal 

ía.    Del  plano  de  fojas  11,  ninguna  conclusión  puede 

Jucir  el  Juzgado,  pues  si  bien    es   cierto  que  él    no 
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lleva  anotación  de  ningún  género,  no  se  ha  demostrado 
que  sea  práctica  ponerla  en  los  casos  de  aprobación  de 
las  obras  á  que  se  refieren  por  la  Comisión  de  las  Obras 
de  Salubridad.  El  informe  del  Departamento  de  Ingenie- 
ros es. más  bien  desfavorable  al  contrademandante,  pues 
del  hecho  de  la  construcción  de  las  obras,  que  él  ha 
reconocido  y  de  hallarse  el  plano  en  su  poder,  surgiría 
la  presunción  de  su  aprobación  con  arreglo  á  los  nú- 
meros 2  y  3  de  dicho  informe. —  Por  las  consideraciones 
que  preceden,  fallo:  declarando  que  la  Empresa  o  La  Sa- 
nitaria» ha  justificado  haber  verificado  los  trabajos  á 
que  alude  la  cuenta  de  fojas  1  y  2  por  encargo  del  ge- 
neral Winter  y  que  éste  está  obligado  á  abonarle  por 
ellos  la  suma  que  fijen  arbitros,  de  la  que  deberá  reba- 
jarse la  cantidad  de  500  pesos  que  el  demandado  ha  an- 
ticipado.—Desestimo  la  reconvención  por  las  razones 
aducidas  en  los  considerandos  8  y  9  y  mando  que  las  cos- 
tas se  paguen  en  el  orden  causadas,  por  no  encontrar 
mérito  para  imponerlas  á  ninguna  de  las  partes. 

Así  lo  pronuncio,  mando,  y  firmo,  en  la  Capital  de  la 
República  Argentina,  á  doce  de  Septiembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos.  —  Repónganse  las  fojas  y  regís- 
trese.—L.  A.  Peyret.  —  Ar^te  mí:    Jorge  F.  Patino. 
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Sumario  :  l^  Los  ciependientes  de  oficinas  autorizadas  para  otorgar 
instrumentos  púbJiros  nr»  pueden  ser  testigos  de  las  escritu- 
ras que  se  otorgan  ante  otro  escribano.  —  2®.  Es  nula  la 
escritura  de  compraventa  otorgada  ante  testigos  inhábiles.— 
8*.  El  ejecutante  tiene  personería  para  pedir  la  nulidad  de 
la  escritura  en  que  se  funda  la  tercería. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  Que  D.  Gerardo  Mora- 
les, en  representación  de  D.  Pablo  Guissani  y  Luis- 
Róvida,  se  presentó  á  f.  6  solicitando  el  levantamiento 
del  embargo  trabado  sobre  una  finca  situada  en  la  calle 
Salta  núms.  3378  y  3380  á  solicitud  de  D.  Domingo  V. 
Masson  en  los  autos  ejecutivos  seguidos  contra  D.  Luís 
Bologna.  Manifiesta  que  Bologna  ha  tenido  sobre  esta 
propiedad  un  derecho  de  condominio  por  haberla  com- 
prado conjuntamente  con  D.  David  Guissani,  en  21 
de  Octubre  de  1890;  que  en  4  de  Diciembre  del  mismo 
año,  Guissani  y  Bologna,  vendieron  dicha  propiedad  á 
D.  Luis  Róvida  y  Pablo  Guissani  por  escritura  pasada 
ante  el  Escribano  Tristán  N.  Almandos,  cuyo  testimonio 
se  acompaña,  y  que  sus  representados,  propietarios 
actuales,  están  en  posesión  de  dicho  inmueble;  pide  se 
levante  el    embargo   sin  más  trámite,   imponiendo  las 
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I  costas  al  opositor  y  dejando  á  salvo  su  derecho  por  los 

-^  daños  y  perjuicios  que  le  ha  irrogado.    Habiéndose  con- 

!  ferido  traslado  al  ejecutante  y  ejecutado  por  el  auto  de 

•  f.  8,  fué  evacuado  á  f.  11  por  Masson,  exponiendo :  que 

aparte  de  las  consideraciones  que   se  reserva  y  que  le 
autorizan  á  creer  que  la  escritura  es  simulada,  pide  se 
declare  su  nulidad.    Como   fundamento  de  su  petición 
;,  manifiesta:   que   aparecen  suscribiendo  la  escritura  los 

^  testigos    Mariano    Scott  y  Miguel   García;  el    primero, 

!,  dependiente  de  la  oficina  del  Escribano  de  Registro  José 

<  Martínez.    Funda  su    derecho  en  los  arts.   986,  990  v 

1804  del  Código    Civil;  pide   se    declaren  las  costas  á 
cargo  délos  terceristas, —  Que  á  f.  14  se  dio  por  contes- 
L  tado  el  trasJado  en  rebeldía  del  ejecutado.  Que  estable- 

[  cida   la  competencia  del  Juzgado,  por  el  auto  de  f.  15 

¡^  vuelta,  se  sometió  la  causa  á  prueba,  habiéndose  produ- 

'  cido  la  que  instruye  el  certificado  del  actuario  de  f.  18. 

V  Y  considerando:   1**  Que  los  demandantes  para   acredi- 

;  tar  el   dominio  de  la   finca   embargada,  á  f.  16,  de  los 

I  autos  ejecutivos,  han  presentado  el  testimonio  de  escri- 

;  tura  de  f.    1,  de   la  cual    resulta  que  con   fecha  4   de 

i  Diciembre  de  1890,  D.  Luis  Bologno  vendió  á  D.  Pablo 

Guissani  y  Luis  Róvida  la  citada  finca  y  cuya  escritura 
fué  anotada  en  el  Registro  de  Propiedad  en  11  de    Di- 
1  ciembre  de  1890.  2^  Que  de  la  prueba  que  existe  en  autos 

resulta  efectivamente  que  el  testigo  Miguel  García,  fir- 
mante   de    la   escritura  de    f.    14,  es    dependiente    del 
Escribano    de   Registro,  D.   José   Martínez,  y   Mariano 
[  Scott,  también  testigo  de   dicho   instrumento,  es  depen- 

í  diente  del  Escribano  de  Registro  D.  Vicente  Artola.  Que 

{  el  art.  990  del  Código  Civil  establece  que  no  pueden  ser 

r  testigos  en   los    instrumentos   públicos  y   el  art.   100^ 

I  fulmina  la  nulidad  para  las  escrituras  que  no  tuviesen 

•r  la  firma  y   presencia  de  dos  testigos   en  el  acto.    Que 
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siendo  esto  así,  la  presencia  de  estos  dos  testigos  inhá- 
biles, anula  el  acto,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
art.  1004  del  Código  Civil.  Por  estos  fundamentos  y 
de  acuerdo  con  las  disposiciones  citadas,  se  declara  nula 
y  de  ningún  valor  la  escritura  otorgada  por  D.  Luis 
Bologna  y  David  Guissani  á  que  se  refiere  el  testimonio 
de  f.  1.  En  su  consecuencia,  no  ha  lugar  al  levanta- 
miento del  embargo  solicitado  á  f ,  sin  especial  conde- 
nación en  costas,  por  no  existir  mérito  para  ello  ni 
temeridad  por  parte  del  demandante.  Así  lo  pronuncio, 
mando  y  firmo,  en  Buenos  Aires,  capital  de  la  Re- 
pública Argentina,  á  veinte  de  Julio  de  1892.  Repón- 
ganse las  fojas  é  insértese  en  el  libro  respectivo. ^ — 
L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí:  Eugevio  Blanco, 
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Sumario:  l*  Solo  procede  el  concurso  civil  si  el  que  hace  cesión  dé 
bienes  no  reúne  los  requisitos  que  la  ley  exige  para  ser  con- 
siderado comerciante. 

2«  Justificado  que  el  que  ha  hecho  efectiva  cesación  de 
pagos  ejercía  el  comercio,  la  liquidación  de  sus  bienes  corres- 
ponde á  la  jurisdicción  comercial. 


(  CONFIRMADO  ) 


P'.:" 


Buenos  Aires,  Setiembre  26  de  1896. —Y  vistos:  los 
traídos  para  resolver  sobre  la  negativa  del  señor  Juez 
en  lo  Civil  á  remitir  los  autos  referentes  al  juicio  de 
cesión  de  bienes  de  don  Tomás  Duggan,  pedidos  por  el 
proveyente  con  fecha  quince  del  corriente.  Y  conside- 
rando: P  Que  eí  señor  Juez  requerido  ha  invocado 
como  fundamento  de  su  negativa  la  circunstancia  de 
no  habérsele  acompañado  los  testimonios  de  las  piezas 
en  que  se  funda  el  auto  de  quiebra,  y  no  haberse  oído 
el  dictamen  del  Agente  Fiscal.  2^  Que  sin  entrar  á  in- 
vestigar si  tal  omisión  puede  justificar  la  negativa  de 
dicho  funcionario  á  pronunciarse  sobre  la  competencia 
iniciada,  por  cuanto  esa  dificultad  ha  sido  salvada  por 
la  vista  fiscal  de  fs...,  el  Juzgado  debe  concretarse  á 
reiterar  el  oficio  inhibitorio.  3®  Que  como  lo  expresa 
dicho  señor  Juez  en   su  auto   denegativo,  él  conoce  en 
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el   concurso  civil  de   don    Tomás  Duggan,   por  cesión 
voluntaria    de    bienes   hecha   ante    su   Juzgado.     Pero^ 
como  esta    cesión  es  únicamente  permitida  por  el  art* 
718  del  Código  de  Procedimientos  al  deudor  no  comercian- 
t€j  el  proveyente  debe  manifestar  al  señor  Juez  requerido 
las  consideraciones  de  hecho  y  de  derecho  del  auto  de 
quiebra  pronunciado,  que  prima  sobre  el  concurso  civil^ 
y  cuyos  efectos  son  tan  privilegiados  que  no  pueden  ni 
siquiera  suspenderse  por  reclamación  del  mismo  con- 
cursado, según  el  texto  del  art.  1400  del  Código  de  Co- 
mercio.  4°  Que  los  extremos  exigidos  por  el   art.  1379 
del  citado  código   para  la  declaración  de  quiebra,  con- 
curren evidentemente  en  el  caso  de  don  Tomás  Duggan. 
En  efecto,  la  cesación  de  pagos  no  solamente  está  com- 
probada por  la  sentencia  de  remate  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada,  recaída  en  el  juicio  ejecutivo  por  cobro 
de  pesos  que  ha  motivado  la  quiebra,  sino  por  la  misma 
cesión  voluntaria  hecha  por  el  fallido  y  que  invoca  el 
Juez  requerido.    En  cuanto  á  la  naturaleza  de  la  deuda, 
la  cesación  de  pagos  proviene  de  un  crédito  comercial, 
estando  el  hecho  auténticamente  comprobado  por  la  letra 
á  la  orden    que  corre  en   el  juicio  ejecutivo  citado,  y 
cnyo  documento   es  papel  de    comercio. — Respecto  á  la 
calidad  de    comerciante,  este  carácter  se  encuentra  tam- 
bién establecido  en  el  auto  defs...^  con  el  testimonio 
de  escritura  pública  agregada  á  fs. . .  Este  testimonio  es 
de   un   contrato   de   sociedad  colectiva  inscripto    en  el 
Registro  Público  de  Comercio,  formada  por  don  Tomás 
Duggan  y  don  Daniel  Duggan,  únicos  asociados.    Los 
objetos  de  esa  sociedad  son  puramente  comerciales:  el 
contrato    social   establece  que  el  objeto    de  la  sociedad 
es  el  de  consignaciones  de  frutos  del  país,  compraventa 
de  haciendas,  etc.,  etc.    Don  Tomás  Duggan  es  el  Ge- 
rente habitual  de  la  sociedad,  con  todas  las  facultades 


Digitized  by 


Google 


—  52  — 

de  los  administradores  mercantiles,  y  la  razón  social  es 
Duggan  Hermanos.  Esta  sociedad  es  colectiva,  según  el 
art.  301  del  Código  de  Comercio,  y  como  tal  hace  comer- 
ciantes á  los  socios  que  la  componen,  muy  especialmf^nte 
á  don  Tomás  cuyo  nombre,  como  se  ve,  figura  en  la  razón 
social.  Sep^ún  la  definición  de  ese  artículo,  don  Tomás 
y  don  Daniel  Duggan  se  han  asociado  para  comerciar 
en  común  y,  en  tal  concepto,  hacían  el  comercio  en 
común  en  cada  acto  jurídico  de  la  sociedad.  Según  dicho 
artículo,  no  puede  formar  parte  de  la  firma  social  el 
nombre  de  personas  que  no  sean  comerciantes;  y  en  tal 
caso,  don  Tomás  Duggan,  que  hace  parte  de  la  firma 
social,  es  comerciante.  La  inscripción  del  contrato  de 
los  socios  Duggan  equivale  á  la  inscripción  individual 
de  los  mismos,  y  los  inviste  de  la  calidad  de  comercian- 
tes para  todos  los  efectos  legales  desde  el  día  de  la  ins- 
cripción, según  el  art.  32  del  Código  de  Comercio  y 
doctrina  uniforme  de  la  Excma.  Cámara  de  Apelaciones 
en  lo  Comercial,  como  puede  verse  entre  otros,  en  el 
fallo  pronunciado  con  fecha  25  de  Julio  del  corriente 
año  en  la  cuestión  de  competencia  suscitada  á  mérito 
del  concurso  Clark,  entre  el  Juez  de  Comercio  doctor  Cigo- 
rraga  y  el  de  lo  Civil  doctor  Méndez  Paz.— En  esa  resolu- 
ción, la  Cámara  estableció,  que  la  inscripción  en  el 
Registro  Público  de  Comercio  de  la  sociedad  Clark  y 
C**.,  cuando  sus  funciones  son  tan  esencialmente  comer- 
ciales y  cuando  esa  formalidad  sólo  es  impuesta  por  la 
ley  alas  sociedades  mercantiles,  equivale  ala  inscripción 
de  los  particulares  en  la  matrícula  respectiva  y  produce, 
por  consecuencia,  el  efecto  declarado  en  el  art.  32  del 
Código  de  Comercio.  Que  la  inscripción  en  la  matrícula, 
por  parte  de  los  socios  individualmente,  no  era  un  requi- 
sito indispensable,  innecesario  en  este  caso,  en  que  la 
sociedad  estaba  inscripta,  como  lo   ha   declarado  este 
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mismo  Tribunal  en  el  fallo  quef  se  registra  en  la  pág.  221 
del  tomo  2°,  serie  2%  de  modo  que  la  falta  de  inscripción 
no  puede  autorizar  argumento  ni  indicio  alguno  en 
contra  de  la  calidad  de  comerciante  que  revisten  los 
socios  de  una  sociedad  comercial.  Esta  doctrina  es  la 
consagrada  por  el  art.  1384  del  Código  de  Comercio 
cuando  establece  que  la  declaración  de  quiebra  de 
una  sociedad  colectiva  importa  la  declaración  de  quiebra 
de  todos  los  socios  que  la  componen.  Mas,  los  socios 
que  la  componen  no  podrían  ser  declarados  en  quiebra 
sino  fueran  comerciantes,  porque  esta  es  una  condición 
déla  quiebra,  según  el  art.  1379  del  recordado  Código; 
luego,  si  son  declarados  en  quiebra,  es  porque  tienen  la 
calidad  de  comerciantes.  No  influye  en  manera  alguna^ 
que  el  origen  del  crédito  comercial  radique  en  el  socio 
ó  en  la  sociedad :  la  declaración  de  quiebra  será  proce- 
dente siempre,  porque  la  calidad  de  comerciante  es  indi- 
visible, como  el  estado  civil  de  las  personas,  de  manera 
que  no  se  puede  ser  comerciante  y  no  ser  comerciante 
al  mismo  tiempo.  Esta  doctrina  se  encuentra  estable- 
cida de  una  manera  uniforme  por  los  tratadistas.  Asi, 
Bravard  Verryéres,  al  examinar  las  consecuencias  que 
surgen  de  las  obligaciones  contratadas  por  una  sociedad 
colectiva,  dice:'«  sus  miembros  se  obligan  comercialmente, 
pues  se  les  considera  haber  contraído  por  sí  mismos  ó 
por  intermedio  de  sus  mandatarios  todos  los  compro- 
misos de  la  sociedad  con  relación  á  terceros.  Podrán,, 
pues,  ser  llevados  ante  el  Tribunal  de  Comercio  y  conde- 
nados por  apremio;  más  aun,  todos  son  comerciantes^ 
porque  se  les  considera  haber  hecho  ellos  mismos,  por 
termedio  de  sus  mandatarios,  todas  las  operaciones  de 
a  sociedad.  El  pasivo  social  es  al  mismo  tiempo  el  pa- 
vo personal,  y  por  las  deudas  sociales  como  por  las 
eudas  personales  pueden  ser  declarados  en  quiebra.  » 
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—  Droit  Commercial,  tomo  1%  pág.  209.  —  Massé,  ha- 
blando de  las  cosas  que  pueden  ser  objeto  de  co- 
mercio, y  después  de  enumerar  las  letras  de  cambio, 
billetes  á  la  orden,  títulos  públicos,  haciendo,  respecto 
de  estos  últimos,  la  diferencia  entre  los  que  compran 
con  el  solo  objeto  de  emplear  en  ellos  su  capital,  y  aque- 
llos que  los  adquieren  como  objeto  de  especulación,  dice: 
«  Por  otra  distinción  se  resuelve  la  cuestión  de  saber  si 
las  acciones  ó  participaciones  en  una  sociedad  comercial, 
son  una  mercadería.  Es  necesario  distinguir  entre  las 
acciones  que  dan  á  quien  las  posee  la  calidad  de  comer- 
ciante, tales  como  la  participación  ó  interés  en  una  so- 
ciedad colectiva,  y  las  acciones  de  una  sociedad  en 
comandita  ó  anónima,  que  no  hacen  comerciante  al  titu- 
lar. Las  primeras  deben  ser  consideradas  como  una  mer- 
cadería, porque  tienen  siempre  un  objeto  comercial  y 
hacen  comerciante  al  asociado.  Las  segundas,  por  el  con 
trario,  no  constituyen  por  sí  mismas  sino  una  colocación 
de  dinero:  no  son  mercadería.» — Droit  Commercial,  tomo 
8%  pág.  533.— Dalloz,  verb.  Competencia,  tomo  2%  art.  8% 
acciones  en  materia  de  sociedades  comerciales,  núm.  292, 
dice:  «Todos  los  asociados  que  hacen  el  comercio  en 
nombre  colectivo  deben  ser  reputados  comerciantes.  Si 
la  gestión  de  una  sociedad  en  nombre  colectivo  es  con- 
fiada á  un  tercero,  éste  debe  ser  asimilado  á  los  factores 
ó  dependientes  de  los  comerciantes.»  El  mismo  autor  en 
el  segundo  suplemento,  año  1888,  pág.  649,  núm.  L%  da 
como  inconcusa  la  doctrina  en  estos  términos  :  «Cuando 
un  comercio  se  ejerce  en  sociedad,  la  calidad  de  comer- 
ciante pertenece  incontestablemente  á  los  socios  en  nombre 
colectivo,  investidos  ó  no  de  la  gerencia. »  Es  tan  evi- 
dente, que  el  hecho  de  ser  miembro  de  una  sociedad 
colectiva  da  el  carácter  de  comerciante,  que  hasta  los  co- 
manditarios que  se  entrometen  con  frecuencia  en  la  gestión 
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de  los  negocios  sociales  y  hacen  operaciones  por  su  cuen- 
ta, se  consideran  comerciantes.»— Dalloz,  Repertorio,  1882, 
part.  1%  pág.  487.  Pero,  D.  Tomás  Duggan  no  solo  es 
comerciante  por  la  naturaleza  mercantil  de  la  sociedad 
de  que  se  trata,  sino  también  por  uno  de  los  objetos  espe- 
ciales: el  de  comisión  y  consignación  que  se  especifica  en 
el  contrato.  En  el  contrato  de  comisión,  el  comisionista 
queda  directamente  obligado  hacia  la  persona  con  quien 
contrata.— Art.  223  del  Código  de  Comercio.— El  Dr.  Oba- 
rrio  dice:  «Lu  comisión  es  comercial,  porque  es  el  mandato 
para  una  ó  más  operaciones  de  comercio  individualmente 
determinadas,  porque  el  comisionista  es  un  intermediario 
en  las  negociaciones  de  los  comitentes,  revistiendo  ade- 
más él  mismo  este  carácter;  porque  se  propone  un  bene- 
ficio personal  y  realiza  comunmente  sus  actos  en  nombre 
propio  ó  de  la  razón  social  á  que  pertenece,  contrayendo 
responsabilidades  directas.  »  —  Curso  de  Derecho  Comer- 
cial, pág.  9.— Ahora  bien,  el  contrato  social  Duggan  Hnos., 
tiene  entre  sus  diversos  negocios,  como  principal,  el  de 
comisiones  y  consignaciones.  Por  consiguiente,  D.  Tomás 
Duggan,  cuyo  nombre  figura  en   la  razón  social  y  es  el 
administrador  de  la  sociedad,    ejerce  habitualmente  el 
comercio  de  comisiones,  contrayendo  responsabilidades 
directas  á  nombre  de    la  razón  social    colectiva  de  que 
hace  parte.  El  mismo  Dr.  Obarrio,  complementando  la 
doctrina,  más  adelante  dice,  en  el  contrato  de  comisión: 
«  el  que  desempeña  el  cargo  bajo  su  solo  nombre  ó  en  el  de 
la  razón  social  de  que  forma  parte,  queda  directamente 
obligado  hacia  las  personas  con  quienes  contrata.» — ^Pág. 
196,  obra  citada.— Luego,  D.  Tomás  Duggan,  quedando 
en  todos  los  actos  celebrados,  como  representante  de  la 
razón  social,  directamente  obligado,  ha  hecho  profesión 
del  comercio  y  es  comerciante  según  el  artículo  V  del 
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Código  de  Comercio.  Además,  existen  en  autos  otros  an- 
tecedentes que  justifican  la  calidad  de  comerciante  de  don 
Tomás.  En  dichos  autos,  donde  recayó  el  auto  de  quiebra, 
resultan  embargados  como  de  propiedad  de  don  Tomás  y 
mandados    rematar   sin  su  oposición,  diversos    valores 
en  títulos  y  acciones.  Esta  masa  de  valores  representa, 
pues,  verdaderas  operaciones  de  comercio  ejecutadas  por 
Duggan,  por  cuenta  propia,  que  le  imprimen  el  carácter 
de  comerciante,  pues  no  es  presumible  que  la  compra  de 
esos  títulos  no  se  haya  hecho  con  el  objeto  de  especular. — 
Art.  8%  inc.  4%  Código  de  Comercio.— 5<*  Queasí  justilicada 
la  calidad  de  comerciante  de  D.  Tomás  Duggan,  por  la 
naturaleza  del  contrato  de  sociedad  y  la  índole  de  los 
actos  ejecutados  por  él,  la  competencia  de  este  Juzgado  es 
indisputable  para   declarar   y   conocer  en    el  juicio  de 
quiebra  promovido  por  acreedor  legítimo  en  virtud  de  la 
cesación    de  pagos.   Por    estos  fundamentos,    resuelvo: 
mantener  el  auto  de  fojas  233,  no   haciendo  lugar  á  la 
remisión  solicitada  por  el  señor  Juez  en  lo  Civil  doctor 
Garay.    En  consecuencia,  oído  el  dictamen  fiscal  y  de 
acuerdo  con  lo  solicitado  á  fojas  254,  líbrese  nuevamente 
oficio  á  dicho  señor  Juez,  pidiéndole  se  inhiba  de  seguir 
conociendo  en  el  juicio  de  cesión  de  bienes  promovido  por 
don  Tomás  Duggan  y  que  remita  los  autos  á  este  Juzgado 
de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  415  del  Código 
de  Procedimientos.  Acompáñese  á  dicho  oficio  testimonio 
de  esta  resolución,  de  los  escritos  de  fs.  213,  217  y  231, 
del  contrato    de  fs.  219,   del  pagaré  de   fs.  1  y  2  y  de 
la  vista  fiscal  de  f .  263.    Hágase  saber  asimismo,  que 
en  caso  de  no  acceder  á  lo  reclamado,  se  sirva  dar  por 
entablada  la  contienda  de  competencia,  remitiendo  los 
antecedentes  á  la  Excelentísima  Cámara  de  Apelaciones 
en  lo  Civil,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  101 
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de  la  ley  orgánica  de  los  Tribunales,  y  suspendiendo 
todo  procedimiento  de  conformidad  al  artículo  420  del 
Código  de  Procedimientos. — L.  A.  Peyret. — Ante  mí: 
Juan  G.  Araujo. 
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SüMABio  :  lo.  Las  excepciones  de  falta  de  personería  é  inhabilidad  de 
título  son  inadmisibles  si  la  ejecución  se  funda  en  un  pa- 
garé á  la  orden  equiparado  por  la  ley  á  la  letra  de  cambio.— 
2».  La  excepción  de  falsedad,  fundada  en  la  agregación  de 
palabras,  es  procedente  si  tal  hecho  se  justifica,  pero 
sólo   en   la  parte  referente  á  la  agregación. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  los  presentes  autos,  resulta  :  Que  con  fecha 
4  de  Marzo  de  1890  y  á  fs.  4,  se  presentó  don  Jorge  F. 
Nuttal,  demandando  ejecutivamente  á  don  Jorge  A.  Quin- 
ton,  por  cobro  del  pagaré  de  fs.  1,  importante  la  suma 
de  5.570  $  oro  sellado,  y  solicitó,  que  por  hallarse 
debidamente  protestado,  se  librase  contra  el  deudor 
mandamiento  de  ejecución  y  embargo,  de  acuerdo  con 
lo  dispuesto  por  los  arts.  465  y  471  del  Código  de  Pro- 
cedimientos, denunciando  para  el  embargo  los  mueble  de 
la  casa  habitación  de  Quinton.  2^  Que  el  Juzgado  proveyó 
de  conformidad  á  lo  solicitado,  librando  el  mandamiento, 
el  cual  no  fué  satisfecho  por  el  deudor,  trabándose  em- 
bargo en  los  bienes  muebles  que  fueron  denunciados 
por  el  acreedor.  3^  Que  á  fs.  11  fue  citado  de  remate  el 
ejecutado,  á  pedido  de  Nuttal,  y  fs.  13,  se  presentó  Quin- 
ton deduciendo  las  excepciones   de  falta  de   personería 
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en  el  demandante  é  inhabilidad  y  falsedad  de  título, 
Expone:  que  el  pagaré  de  fs.  1  lo  firmó  don  Pedro  For- 
bes  á  su  favor,  en  Abril  de  1889,  dejándose  la  fecha 
en  blanco;  que  poco  después,  y  habiendo  desapare- 
cido la  causa  por  que  Forbes  se  lo  había  dado,  le  devol- 
vió el  pagaré  poniendo  como  prueba  de  su  chancelación 
su  firma  al  dorso,  lo  que  tuvo  lugar  en  Mayo  ó  Ju- 
nio de  1889;  que  nunca  había  entregado  ese  pagaré  á 
Nuttal  con  su  endoso,  ni  sin  él,  no  habiendo  tenido 
motivo  de  abonarle  ó  entregarle  dinero  alguno  por- 
que jamás  había  tenido  negocios  ú  obligaciones  con 
él,  ni  por  sí  ni  á  nombre  lie  otros;  que  el  documento 
no  tenía  la  fecha  «28  de  Noviembre  de  1889»  que 
figura,  ni  las  palabras  «  al  uno  y  medio  por  ciento  men- 
sual», las  que,  lo  mismo  que  la  fecha,  han  sido  agre'- 
gadas  por  manos  distintas  después  de  haber  devuelto 
el  pagaré,  como  puede  observarse;  que  aun  cuando  el 
pagaré  sea  el  mismo  que  devolvió  á  Forbes,  el  hec  lo 
de  haberle  puesto  la  fecha  que  queda  indicada  y  la 
agregación  de  las  palabras  referidas,  importa  una  fal- 
sificación de  su  contenido,  no  sabiendo  cómo  el  pagaré 
ha  llegado  á  poder  de  Nuttal,  á  quien  él  no  se  lo  ha 
entregado,  ni  prestado  su  consentimiento  para  ello.  Pide 
se  haga  lugar  á  las  excepciones  opuestas  y  se  condene 
al  ejecutante  en  las  costas  del  juicio.  4^  Corrido  tras- 
lado al  ejecutante,  lo  evacuó  solicitando  fueran  rechaza- 
das las  excepciones  por  las  razones  siguientes  :  porque 
Nuttal  era  tenedor  d^l  pagaré  y  por  consiguiente  su 
verdadero  dueño,  por  cuya  razón  no  existía  falta  de 
personería;  porque  la  excepción  de  falta  de  personería 
é  inhabilidad  de  título  no  procedían  contra  los  pagarés 
á  la  orden.— Arts.  916,  917  y  852  del  Código  de  Comercio 
antiguo. — 3^  Porque  Quinton  no  negaba  la  autenticidad  de 
su  firma  y   que  los   documentos    de  esa    clase  podían 
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darse  sin  fecha  y  llenarse  después  por  el  acreedor,  sin  que 
esto  invalidara  la  obligación;  que  esto  también  era  de 
aplicación  respecto  de  la  agregación  de  las  palabras  que 
menciona  Quinton,  á  lo  que  la  ley  no  se  oponía,  agre- 
gando que  había  reconocido  dicha  obligación  y  pedido 
esperas  para  su  pago,  como  lo  probaría  oportunamente. 
Expone  Nuttal,  como  antecedente,  que  habiendo  hecho 
una  negociación  con  don  Pedro  Forbes  sobre  la  venta 
de  un  vaporcito  y  al  mismo  tiempo  prestádole  dinero, 
Forbes  le  fué  pagando  paulatinamente  la  deuda  hasta 
quedar  reducida,  en  26  de  Mayo  de  1890,  á  5.570  $  oro ; 
qde  habiéndole  exigido  á  Forbes  una  garantía  por  esta 
suma,  éste  le  entregó  el  pagaré  de  fs.  1,  al  cual  se  le 
puso  la  fecha  que  tiene  y  se  le  agregó  de  común  acuerdo 
con  aquél,  el  interés  del  uno  y  medio  por  ciento, 
que  era  el  que  se  acostumbraba  en  las  operaciones  que 
celebraban  entre  ambos;  y  termina  sosteniendo  que  la 
firma  de  Quinton  en  el  pagaré  de  fs.  1,  era  una  garantía 
que  éste  había  dado  á  Forbes. — 5^  Que  por  el  auto  de 
f.  18,  se  recibió  la  causa  á  prueba,  habiéndose  produ- 
cido por  las  partes'  la  que  expresa  el  certificado  de  f. 
106,  quedando  la  causa  en  estado  de  sentencia,  como 
consta  á  f.  106. — Y  considerando:  P  Que  la  excepción 
de  falta  de  personería  en  el  ejecutante  no  se  halla  com- 
prendida en  las  que  determina  el  art.  852  del  Código  de 
Comercio;  que  siendo  Nuttal  el  tenedor  del  pagaré,  el 
cual  le  ha  sido  trasmitido  por  endoso  antes  de  verificarse 
el  protesto,  la  ley  presume  que  es  su  verdadero  dueño. — 
Arts.  801  y  803  del  Código  de  Comercio — 2^  Que  tratándose 
de  un  pagaré  á  la  orden,  equiparado  á  las  letras  de  cam- 
.bio  — art.  916  del  Código  de  Comercio  —  la  inhabilidad  de 
título  tampoco  es  admisible,  por  no  hallarse  comprendida 
en  las  enumeradas  en  el  art.  852,  y  atenta  la  disposición 
del  art.    813  del  Código    de    Procedimientos,  se  declara 
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improcedente.  3**   Respecto  á  la  falsedad  de  título  aun 
cuando    el  ejecutado  no   establece  expresamente    en  el 
escrito   de   f.    13    en  qué  hechos    funda  su   excepción, 
se   desprende   de  los  términos   del   de    f.    126,  que   la 
falsedad  es  parcial  y  consiste  en  que  el  pagaré,  cuando 
fué   firmado   por    Quinton,   no    contenía    las   palabras 
« al   uno   y    medio   por    ciento   mensual  »,  las    cuales, 
á  estar  á  lo  que  éste  afirma,  han  sido  agregadas  posterior- 
mente á  su  endoso  en    blanco  y  por  mano  extraña.    4* 
Que  habiendo  reconocido  el    ejecutante    al   absolver  el 
pliego  de  posiciones  de  f.  79,   pregunta  6%  que  dichas 
palabras  habían  sido  agregadas  al  documento  de  f.  1  por 
Forbes,  con  posterioridad  al  endoso  en  blanco  hecho  por 
Quinton,  y  no  habiéndose  probado  que  esa   agregación 
se  hiciera  con    su  consentimiento,   es  evidente  que  el 
ejecutado  no  está  obligado  á  esos  intereses,  por  cuanto, 
ni  se  habían  estipulado  entre  Forbes  y  Nuttal,  ni  se  ha 
demostrado  que  Quinton  ios  consintiera.  5^  Que  si  bien 
el  ejecutado  observa  el   reclamo  de  estos  intereses,  no 
desconoce  la  obligación  principal  contenida  en  el  docu- 
mento de  f.  1.    En  efecto :  Quinton  no  solo  recopoce  la 
autenticidad  del  documento  de  f.  1,  al  absolver  la  posi- 
ción cuarta  del  pliego  de  f.  83,  sino  que,  contestando  á  la 
posición  décima  del  mismo,  confiesa   haber  firmado  el 
endoso  en  blanco  de  un  pagaré  expedido  por  Forbes  por 
la  misma  cantidad  de  5.570  $oro  sellado^  con  fecha  31 
de    Marzo   de    1889.    (>^  Que    reconocida  la  obligación 
principal,  sin  haberse  hecho  observación  atendible  res- 
pecto á  su  validez  lo  mismo  que  á  la  procedencia  de  la 
ejecución,  desde  que  la  falsedad  parcial  del  pagaré  de 
f.   1  no  lo    invalida   totalmente,  porque   es   incidental 
respecto  á  los  intereses    «  del  uno  y  medio   por  ciento 
mensual  »,  debe  llevarse  adelante  la  ejecución  conforme 
í  lo  establecido   en    el  ^rt.  498  del  Código  de  Proce- 
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dimientos  únicamente  por  el  capital  de  la  obligación 
de  f.  1—7*^  Que  con  arreglo  al  art  507  del  Código  de 
Procedimientos  las  costas  del  juicio  ejecutivo  son  á 
cargo  del  ejecutado^  y  no  habiendo  éste  consignado  el 
importe  del  capital,  la  ejecución  debe  llevarse  adelante 
y  como  consecuencia,  imponerle  las  costas;  pero  es  de 
tenerse  presente  que  en  el  caso  actual,  la  pretención  del 
ejecutante  respecto  de  los  intereses  reclamados  ha  sido 
desestimada,  por  lo  que  corresponde  aplicar  la  excep- 
ción del  art.  507.  Por  estas  consideraciones  y  lo 
dispuesto  en  el  art.  498  del  Código  de  Procedimientos, 
mando  se  lleve  adelante  la  ejecución,  con  costas,  excep* 
tuando  las  producidas  por  la  articulación  de  f.  15,  que 
se  declaran  á  cargo  del  ejecutante.  Regulo  el  honorario 
del  doctor  Balbín  en  trescientos  pesos  %  y  los  dere- 
chos procuratorios  de  don  Francisco  Martearena  en  ciento 
cincuenta  de  igual  moneda,  estimándose  asi  mismo  los 
del  doctor  González,  en  cien  pesos  y  en  noventa  los  de 
don  Juan  Trant.  Y  por  esta  mi  sentencia,  definitiva- 
mente juzgando,  así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en 
la  ciudad  de  Buenos  Aires,  Capital  de  la  República 
Argentina,  á  doce  de  Setiembre  de  mil  ochocieuto  no- 
venta y  uno.  Repónganse  los  sellos  y  regístrese.— 
L.  A.  Peyret.  —  Ante  mi :    Carlos  N.  González. 
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SUHABIO  ;  1".  Bebe  rechazarse  la  excepción  de  nulidad  si  se  han 
llenado,  en  la  tramitación  del  juicio,  las  formalidades  que 
la  ley  prescribe.— 2».  Es  inadmisible  la  excepción  de  falta 
de  personería,  si  la  ejecución  se  funda  en  un  pagaré  á 
la  orden  equiparado  por  la  ley  á  la  letra  de  cambio.— 3*. 
Debe  rechazarse  la  excepción  de  incompetencia  de  juris- 
dicción, si  la  ejecución  se  funda  en  una  obligación  á  la 
orden  que  la  ley  conceptúa  comercial,  — 4°.  Debe  recha- 
zarse la  excepción  de  inhabilidad  de  título  si  no  se  pone 
en  duda  la  autenticidad  del  documento  en  que  consta  la 
obligación.— 5®.  Es  improcedente  la  excepción  de  espera, 
si  no  se  acompaña  el  documento  que  la  compruebe  y  al 
iniciarse  el  juicio  estaba  vencida  la  que  el  ejecutante  con- 
fiesa haber  concedido. 


(confirmado) 

Autos  y  vistos,  resultando: 

Que  con  fecha  30  de  Septiembre,  se  presentó  don  Manuel 
B.  Laborde,  en  representación  de  don  Juan  B.  Goñi, 
demandando  ejecutivamente  á  la  Sociedad  anónima  «  La 
Edificadora  de  La  Floresta»  fundando  su  acción  en  el 
documento  de  f.  1.  Corrido  los  trámites  del  juicio  ejecuti- 
vo y  citada  de  remate  la  Sociedad  demandada,  según  resul- 
ta á  fs.  10  vuelta,  ésta  opuso,  fundada  en  los  artículos 
487  y  488  del  Código  de  Procedimientos,  las  excepciones 
de   falta   de    personería  en  el  demandado,    inhabilidad 
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del título,  nulidad  de  la  ejecución,  espera,  incompe- 
tencia de  jurisdicción  y  novación,  pidiendo  el  rechazo 
de  la  acción  instaurada. 

Los   fundamentos    de    las    excepcionos    mencionadas 
están  consignados  en  las  consideraciones  1%  2%  3%  4* 
y  5*   del  citado  escrito  de  fs.  20.— Corrido  traslado  del 
escrito  á  fs. ..,  el  ejecutante  lo  evacuó  á  fs.  24  pidiendo 
,  su  rechazo.    Recibida  la  causa  á  prueba,  según  resulta 

del  auto  de  fs.  20  vuelta,  se  produjo  la  que  corre 
agregada  de  fs.  37  á  85.— Corrido  un  nuevo  traslado, 
según  resulta  del  auto  de  fs.  85  vuelta,  lo  evacuó  la 
Sociedad  demandada  á  fs.  88,  habiéndolo  dado  por 
contestado  en  rebeldía  del  ejecutante,  según  consta  á  fs. 
101,  habiéndose  en  el  mismo  llamado  el  Juzgado  á  sí 
los  autos,  quedando  la  causa  pronta  para  sor  fallada. 
Y  considerando: 

Respecto  á  la  1^  excepción:  P  Que  refiriéndose  al 
procedimiento,  base  de  todo  juicio,  cualquiera  que  sea 
su  naturaleza,  aunque  no  se  halle  mencionada  entre 
las  comprendidas  en  el  art.  676  del  Código  de  Comer- 
cio, siempre  es  procedente,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  el  art.  488  del  Código  de  Procedimientos,  por  cuanto 
tal  disposición  es  de  carácter  general.  Corresponde,  pues, 
analizar  los  fundamentos  en  que  se  apoya.  2**  Que  don 
José  Coelho,  como  Gerente  de  la  Sociedad  demandada, 
[  expone:  que  la  acción  debió  dirigirse  contra  el   Presi- 

f  dente  de  la  Sociedad  y  no  contra  él,  que  es  un  empleado 

f  de  mayor  ó  menor  jerarquía.    Pero,  tal  argumentación 

I  es  inadmisible  por  cuanto  según  resulta  de  la  diligencia 

I  agregada  á  fs.  11,  y  de  los  mismos  términos  del  escrito 

f  de  fs.  4,  la  acción  se  instauró  contra  la  Sociedad   anó- 

[  nima  «  La  Edificadora   de  La  Floresta »,  y  si  la  noti- 

y  ficación  de  la  demanda  se  hizo  en  la  persona  de  Coelho, 

fué  en  su  carácter  de    Gerente,  á  cuyo  cargo    está  la 
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gestión  de  los  negocios,  como  se  desprende  del  art. 
28  de  los  Estatutos  agregados  á  fs.  12  por  el  mismo. 
Si  como  manifiesta  Coelho,  no  tiene  facultad  en  su  carác- 
ter de  Gerente  para  representar  á  la  Sociedad  en  actos 
de  esta  naturaleza,  es  evidente  que  no  ha  podido  pre- 
sentar el  escrito  de  fs.  20,  y  mucho  menos  tomar,  la 
defensa  de  la  Sociedad  alegando  las  excepciones  de 
fs.   20. 

Por  lo  demás,  la  Sociedad  ha  consentido  este  proce- 
der del  Gerente,  desde  el  momento  que  habiendo  toma- 
do la  participación  que  le  correspondía  en  este  juicio— 
fs.  76--no  desconoció  la  defensa  de  su  Gerente.  Luego, 
el  hecho  mencionado  por  Coelho  no  puede  servir  de 
fundamento  para  oponer  la  excepción  de  falta  de  persone- 
ría.— Considerando  respecto  á  la  de  inhabilidad  de  título 
y  novación:  3*^  Que  la  presente  ejecución  tiene  su  ori- 
gen en  el  pagaré  de  fs.  h  concebido  á  la  orden,  equi- 
parado auna  letra  de  cambio — arts.  916  y  919del  Código 
de  Comercio  y  740  del  nuevo. — Que  contra  la  acción 
ejecutiva  de  tales  instrumentos,  no  puede  oponerse  otras 
excepciones  que  las  que  determina  el  Código  de  Comer- 
cio; de  consiguiente,  no  son  admisibles  las  de  novación 
ó  inhabilidad  de  título,  por  no  estar  incluidas  en 
aquellos  arts.  852  y  676  del  nuevo.  4*^  Que  la  excep- 
ción de  nulidad  de  la  ejecución  sólo  puede  oponerse 
cuando  se  han  violado  las  formas  establecidas  para  el 
juicio  ejecutivo — art.  489  del  Código  de  Procedimientos  — 
pero  no  resulta  de  autos  que  se  haya  omitido  ningur.o 
de  los  trámites  establecidos  por  el  título  14  del  citado 
Código.  Por  el  contrario,  consta  á  fs.  6  vuelta,  que  se 
ha  requerido  el  pago  de  la  deuda  con  el  mandamiento 
)edido  en  forma;  que  se  ha  hecho  la  citación  de 
nate;  que  se   ha   acordado   al  ejecutado   el   término 
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que  la  ley  determina  para  producir  las  pruebas  de  las 
excepciones  alegadas,  sin  omitir  ningún  trámite  de  ley 
para  producir  la  nulidad.  No  es,  pues,  posible  aceptar 
como  fundamento  de  la  excepción  el  hecho  de  que  el 
protesto  no  se  haya  verificado  en  forma.  Cualquier 
irregularidad  cometida  en  el  protesto  hace  responsable 
al  Escribano  autorizante  por  los  daños  y  perjuicios 
que  se  hayan  ocasionado  al  tenedor  del  pagaré — art. 
718  del  Código  de  Comercio,  y  894  del  antiguo, — pero, 
esta  falta  que  la  ley  castiga  con  las  penas  establecidas 
en  ella,  no  tienen  relación  alguna  con  los  trámites  de 
este  juicio  y  no  pueden  servir  de  fundamento  para 
declarar  la  nulidad  de  un  procedimiento  que  se  ha 
seguido  con  todas  las  solemnidades  establecidas  por  la 
ley.  Tampoco  ha  sido  redargüida  de  falsa  la  escritura 
í  de  fs.  2.    También  debe   tenerse  presente,  que  habién- 

f  dose  firmado    el  documento  de   fs.    1   con  fecha   7   de 

I  Mayo  de  1889,  antes  de   la  vigencia  del  nuevo  Código, 

i  debe  regirse   con   arreglo  á  las   disposiciones  del  anti* 

•^  guo.    Por  consiguiente,  verificado  el  protesto  con  arre- 

[  glo    á  la    disposición    del    art.  891    del   citado   Código, 

no  ha  sido  necesario  requerir  el  reconocimiento  judi- 
cial de  la  firma  para  despachar  el  mandamiento  —  art. 
851.  5*^  Considerando  respecto  á  la  excepción  de  incom- 
petencia de  jurisdicción:  que  siendo  el  documento  que 
sirve  de  base  á  la  ejecución  un  pagaré  á  la  orden, 
equiparado  á  las  letras  de  cambio,  se  encuentra  com- 
prendido en  la  disposición  del  art.  8%  inciso  4^  del 
Código  de  Comercio  y  arts.  4^  S**  y  7^  inciso  3''  del 
Código  antiguo,  y  por  consiguiente,  sometido  ala  juris- 
dicción comercial — art.  6*^  Código  citado. — 6^  Respecto 
á  la  excepción  de  espera:  para  que  sea  procedente,  es 
necesario  que  se  pruebe  por  escritura  pública  ó  por 
instrumento  privado  reconocido  judicialmente — art.  676. 
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Código  de  Comercio,   ley   5%    título    15,    parte   3% — lo 
cual  no  se  ha  verificado  por  el  ejecutado.    No  obstante 
la  disposición  legal  citada,  el  Juzgado  debe  tomarla  en 
consideración  porque  en  el  escrito  de  demanda  se  reco- 
noce por   el   ejecutante  que  ha    acordado  una  prórroga 
de  noventa  días  para  efectuar  el  pago,  después  de  estar 
vencida  y  protestada  la  obligación — fo.  4  y  posición  4% 
fs.  40.— Pero,  habiendo  vencido  el  plaz5  de  la  obligación 
con  fecha  tres  de  Mayo  de  1890,  la  espera  de  90  días 
acordada  nuevamente,  feneció  el   30  de  Agosto  del  mis- 
mo año,  mientras  que  la  demanda  recién  se  inició  con 
fecha  30  de  Setiembre,   es   decir,   treinta  días  después^ 
según    resulta  del    cargo   puesto    al   escrito    de    fs.    5. 
Vencido  el   nuevo  plazo  acordado  para   el   pago    de  la 
obligación,  es  evidente  que  el  ejecutado  no  puede  opo- 
ner la  excepción  de  espera. — Por  estas  consideraciones, 
fallo :  desechando  las  excepciones  opuestas,  y  con  arre- 
glo á   lo  dispuesto    en  el  art.  498  del   Código  de  Pro- 
cedimientos, mando  se  lleve  adelante  la  ejecución  hasta 
hacerse  íntegro  pago  al  acreedor  de  su  capital,  intereses 
y  costas.    Regulo  el  honorario  del  doctor  Iturralde  en 
la  cantidad  de  doscientos  cincuenta  pesos  moneda  nacio- 
nal, y  el  del  procurador  Laborde  en  ciento  cincuenta  de 
igual  moneda.    Así  lo  pronuncio,   mando    y  firmo,  en 
Buenos  Aires,  á  los  diez  y  siete  días  del  mes  de  Julio 
de  mil  ochocientos  noventa  y  uno.    Repónganse  las  fojas 
y  regístrese.  —  L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí:  Pedro  SicoureL 
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SÜMA.RIO  :  El  factor  ó  dependiente  de  comercio  interesado  en  las  utili- 
dades, que  cesa  de  prestar  sus  servicios  antes  del  vencimiento 
del  término  estipulado,  tiene  derecho  á  percibir  las  corres- 
pondientes al  periodo  en  que  haya  prestado  sus   servicios. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  V'  Que  en  4  de  Julio  de 
1890,  se  presenta  don  Emilio  Kohler,  por  intermedio  del 
procurador  Eulogio  Rodríguez,  manifestando  que  don 
Víctor  Bosco  se  obligó  á  pagarle  por  sus  servicios, 
además  de  un  salario  fijo,  el  5  %  de  los  beneficios 
netos  que  resultaren  del  balance  de  fin  de  año,  en  el 
negocio  de  la  Droguería  «  La  Industrial  »,  establecida  en 
la  calle  del  Callao  núm  416.  2^  Que  ese  compromiso  de- 
bía durar  desde  el  P  de  Marzo  de  1889,  hasta  el 
1<*  de  Mayo  de  1890,  á  pesar  de  lo  cual,  Kohler  se 
vio  obligado  á  salir  de  la  casa,  á  causa  de  no  poder 
entenderse  con  otra  persona  que  éste  había  colocado  en 
ella,  lo  cual  tuvo  lugar  el  29  de  Marzo  de  1890.  3^  Que 
á  pesar  de  las  gestiones  practicadas,  no  ha  podido 
obtener  que  Bosco  le  entregue  el  5  %  de  las  utilidades 
convenidas,  por  lo  cual  se  ve  en  la  necesidad  de  inter- 
poner esta  demanda  que  instruye  con  la  carta  contrato 
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que  corre  á  f.  1,  traducida  á  fs.  3.    Pide  se  convoque  á  j 

las  partes  á  juicio  verbal  para  nombrar  los  arbitros  que  J 

determinen  su  parte  en  la  sociedad  con  Bosco.  i! 

4''.  Conferido  traslado  de  la  demanda,  fué  evacuada  á  fs.  '^ 

23  por  Bosco,  solicitando  su  rechazo  con  imposición  de  2 

las  costas  del  juicio,  fundándose,  principalmente,  en  que  J 

se  trata  de  un  contrato  bilateral  que  impone  obligaciones  j 

recíprocas;  siendo  consiguiente  que  si  una  de  las  partes  ^ 

no  cumple  las  obligaciones  que  le  son  propias,  no  puede 
reclamar  de  la  otra  el  cumplimiento  de  las  respectivas, 
pues,  todos  los  contratos  comerciales  llevan  implícita  la 
condición  resolutoria,  y  se  rescinden  por  el  no  cum- 
plimiento por  uno  de  los  contratantes.  Cita  en  su  apo-  ¡ 
yo  lo  dispuesto  por  el  art.  016  del  Código  de  Comercio,  I 
y  sostiene  que  de  los  propios  términos  de  la  demanda,  '[ 
resulta :  que  Kohler  se  ha  retirado  de  la  casa  sin  motivo  i 
fundado  y  simplemente  por  ambición,  y  acompaña  tres  ^ 
cartas  en  apoyo  de  sus  afirmaciones  suscritas  por  el  : 
mismo.  6^  Habiéndose  resuelto  por  el  auto  de  fs.  31  que  *  ; 
por  no  tener  Kohler  el  carácter  de  socio  que  se  atribuye,  ''\ 
no  procedía  el  nombramiento  de  arbitros,  se  recibió  la  Á 
causa  á  prueba,  produciéndose  la  que  instruye  el  certi- 
ficado del  actuario  de  fs.  78.  i 

Y  considerando:  P  Que  mediando  conformidad  depar- 
tes, en  cuanto  á  la  existencia  del  contrato  del  cual  se 
hace  derivar  la  demanda,  la  cuestión  que  el  Juzgado  debe 
resolver,  se  reduce  á  averiguar,  si  por  el  hecho  de  haber 
Kohler  abandonado  el  negocio  en  que  servía,  ha  perdido 
el  derecho  de  reclamar  la  parte  de  utilidades  realizadas 
durante  el  tiempo  que  permaneció  en  el,  como  lo  sos- 
tiene el  demandado.  2°  Que  siendo  esta  la  cuestión  i 
sub  judice^  la  prueba  producida  carece  en  absoluto  de 
objeto,  porque  no  se  trata  de  la  rescisión  de  un  contrato 
existente  entre  actor   y  demandado,    ni   de   reglar  sus 
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relaciones  futuras,  sino  de  determinar,  si  Kohler  puede 
pretender  su  parte  en  las  utilidades  realizadas  durante 
el  término  que  prestó  sus  servicios,  ó  lo  que  es  lo  mismo, 
si  los  hechos  cumplidos  con  anterioridad  á  las  diver- 
f  gencias  suscitadas   entre    ambas    partes,   deben  quedar 

j  firmes  y  producir  sus  efectos  en  pro   y  en  contra  de  los 

'  contratantes.    3°  Que  la  cuestión  de    quien  sea  el  cau- 

I  sante  de  la  rescisión  del  contrato  que  las  partes  se  han 

empeñado  en    demostrar,  es    ajena  á  este    debate  y  no 
f;  puede  influir  en  manera  alguna  en  lo  relativo  á  los  he- 

f  chos  realizados    con    anterioridad    á   la   separación    de 

^  Kohler.    4*  Que    reconocida  por  el  demandado  la  exis- 

^  tencia  del  contrato  invocado  por  el  actor,  sólo  queda  por 

í  averiguar  si   la  disposición  del  art.  21G    del  Código  de 

I  Comercio  tiene  el  alcance  que  aquél  le  atribuye  al  con- 

[  testar  la  demanda  y  en  el  alegato    de  bien  probado,  lo 

[  que  importa  reducir  la  cuestión  á  un    punto  exclusiva- 

\  mente  de  derecho.    5*  Si  no  es  posible  dudar  de  que  la 

condición  resolutoria  va  implícita  en  todos  los  contratos 
comerciales  bilaterales  ó  sinalagmáticos,  para  el  caso  en 
que  una  de  las  partes  deja  de  cumplirlos,  la    rescisión 
'  que  portal  motivo  se  produce,  no  destruye  retroactiva- 

mente los  efectos  jurídicos  de  los  hechos  ya  cumplidos. 
La  rescisión  se  refiere  á   las  obligaciones  futuras,  emer- 
gentes del    contrato,  que  deja  de  existir  como  tal,  sin 
,  perjuicio  de  las  responsabilidades  á  que  puede  dar  lugar 

la  falta  de  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  impone. 
I  6»  Que  la  disposición  legal  citada  por  el  demandado  en 

apoyo  de  su   derecho,  contiene    la    consagración  de  lo 
que   precede,  pues,  establece  que    en  los  contratos    en 
!  que  hay  hechos  ya  realizados  que  se  han  cumplido,  éstos 

quedan  firmes  y  producen,  en  cuanto  á  ellos,  las  obliga- 
ciones del  contrato.  7*^  Que  por  consiguiente,  es  incues- 
tionable que  Kohler  ha  podido  demandar  el  pago  de  la 
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parte  de    utilidades   que    le    fueron    prometidas    en    el  c 

contrato  de   f.  1,  y  que  su    falta    de    cumplimiento    al 

contrato   por    el    tiempo  que    aun    faltaba,    aunque    se 

hubiese  comprobado,  no  podría   tener   otro  alcance  que 

imponerle  las  responsabilidades  futuras  y  sujetarlo,  sea 

á  la  ejecución  del  hecho  prometido,  sea  á  la  indemni-  'I 

zación   de    los    daños    y   perjuicios    causados    al    otro 

contratante.     8<»  Que,  como  se  ha  recordado,  en  este  juicio  • 

no  se  trata  de  la  rescisión  del  contrato,  ni  de  su  cum-  1 

plimiento  futuro,  sino  de  declarar  si  Kohler  tiene  ó  no  *? 

derecho  á  cobrar  su  parte  de  utilidades  por  el  lapso  de  J 

tiempo  que  sirvió  á  Bosco,  lo  cual  no  admite  discusión  | 

alguna,  en  presencia  de   la  disposición  legal  ya  citada. 

9"  Que,  resuelto    este  punto,  corresponde    establecer  el 

período  durante  el  cual  Kohler  ha  prestado  los  servicios 

á  que  se  obligó,  respecto  de  lo  cual  no   existe    confor-  í 

midad  de  partes.    10"*  Y   considerando,    respecto    de  la  ¡ 

prueba  producida   á  este  respecto:  Que  si    bien    Bosco  4 

ha  sostenido  que  Kohler  abandonó  su  casa  á  mediados  2 

de  Octubre   de  1889,  y  ha  pretendido    probarlo    por  las  ;^ 

cartas  de  fs.  9,  10  y  11,  en  las  que  Kohler  le  manifestaba  '; 

su  resolución  de  retirarse  de   su    casa,  esta  pretensión  '  ' 

se  encuentra  desmentida  por  su  propia  confesión,  porque  \ 

contestando  la  cuarta  pregunta  del  pliego  de  f.  52,  ha  con-  ': 

fesado,  que  después    del   incidente  á  que    las  cartas  se 

refieren,  fué  á  casa  de    Kohler    á   pedirle    que  volviera 

al  negocio,  y  no    ha    manifestado  que  aquél  dejase  de 

acceder  á  su  deseo,  lo  que  equivale  á  afirmar  que  cedió 

á  su  deseo.     11«  Que    aparte  de   esto,  el  mismo  Bosco 

ha  presentado  la  carta  suscrita  por  Koler,  cuya  traduc- 

'^ión  corre  á  fs.  29  y  que  lleva  la  fecha  7  de  Febrero  de  1890, 

en  que  éste  habla  de  tener  interés  en  la  casa,  y  agrega 

istas    palabras,    después    de    las  cuales  no  es  racional 

ooner  en  duda  que  Kohler   se   hallaba    por    lo  menos, 
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cuatro  meses  después  de  la  época  en  que  dice  Bosco 
que  se  retiró,  en  servicio  del  demandado ;  dice ;  «  usted 
puede  perfectamente  responderme  que  no  tengo  nada 
que  ver  en  esto;  en  ese  caso,  el  nombre  de  interesado 
que  tengo  no  tendría  razón  de  ser,  y  preferiría  ser  sim- 
ple corredor ».  12<*  Que  Bosco  no  ha  producido  prueba 
alguna  que  demuestre  lo  contrario  de  lo  que  en  esa 
carta  se  dice,  respecto  del  interés  pretendido  por 
Kohler,  siendo  de  notar,  que  le  incumbía  probar  lo  que 
afirmó  contestando  la  demanda  relativamente  á  la  salida 
tie  Kohler.  13<*  Que,  por  lo  tanto,  es  forzoso  atenerse 
á  lo  afirmado  por  el  actor  y  aceptar  que  éste  se  retiró 
de  la  droguería  recién  el  29.de  Marzo  de  1890,  con  tanta 
mayor  razón,  cuanto  que  la  negativa  de  Bosco  envuelve 
una  proposición  afirmativa,  que  estaba  obligado  á  probar, 
cosa  que  no  ha  hecho,  como  queda  demostrado. 

Por  estas  consideraciones  y  las  concordantes  del  escrito 
de  fs.  80,  fallo :  condenando  á  don  Víctor  Bosco  á  entregar 
á  don  Emilio  Kohler  el  5  %  de  las  utilidades  líquidas 
realizadas  por  su  negocio  de  Droguería  «La  Indus- 
trial» durante  el  período  comprendido  entre  el  P  de 
Marzo  de  1889,  y  el  V  de  Mayo  de  1890,  sin  especial 
condenación  en  costas,  en  virtud  de  no  haberse  solici- 
tada en  la  demanda.  Y  no  existiendo  en  autos  elemento 
alguno  que  permita  determinar  el  monto  de  las  utilidades, 
se  reserva  á  Kohler  el  derecho  de  comprobarlo  en  el 
juicio,  correspondiente.  Así  lo  pronuncio,  mando  y 
firmo,  en  Buenos  Aires,  á  los  veintisiete  días  del  mes 
de.  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno.  Regístrese 
y  repónganse  los  sellos. — L.  A.  Peyret:  ante  mí :  Garios 
Ñ.  González. 
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SuMABio  :  1°.  La  copia  de  una  cuenta  extraída  de  los  libros  de  comer- 
cio sin  citación  de  contrario,  carece  de  fuerza  probatoria 
aun  cuando  se  encuentre  debidamente  autenticada.—  2*.  La 
existencia  de  fiador  no  enerva  el  derecho  del  acreedor  para 
exigir  el  importe  de  la  deuda  al  directamente  obligado.  — 
8«.  La  concesión  de  una  quita  sólo  puede  ser  justificada  por 
prueba  escrita  emanada  del  acreedor ;  los  asientos  de  los 
libros  del  obligado  no  forman  prueba  á  su  favor. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  los  presentes  autos,  resulta:  1^  Que  con  fecha 
dos  de  Marzo  del  corriente  año,  se  presentó  don  Luis 
Simón,  en  su  calidad  de  socio  de  la  firma  social  de  Man-. 
chester  «  Adolphus  Beers  Sons  y  Simón  », — laque  fué  com- 
probada por  el  testimonio  del  contrato  cuya  traducción 
corre  á  fs.  3, — demandando  á  los  señores  Miguel  Buzzo  y  C* 
de  esta  plaza,  por  cobro  de  la  suma  de  1.169  libras  ester- 
linas, cuatro  chelines,  cinco  peniques,  ó  su  equivalente 
en  moneda  de  curso  legal  al  cambio  corriente,  importe 
de  la  cuenta  que  presentaba  debidamente  legalizada  y 
extraída  de  los  libros  de  la  casa  demandante  —  fs.  7.  —  2^ 
Que  corrido  traslado  de  la  demanda,  á  fs.  15  vuelta,  éstos 
no  lo  evacuaron  dentro  del  término  legal,  por  cuya  razón 
se  les  dio  por  contestada  en  su  rebeldía  como  consta  á 
s.  19.  —  3**  Que  á  fs  25  se   recibió   la  causa  á  prueba. 
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{  habiéndose  producido  la  que  expresa  el   certificado  del 

\  actuario  á  fs,  66,  y  presentados  por  las  partes  los  alega- 

•  tos,  en  uso  del  derecho  que  les  acuerda  el  artículo  213 

f  del  Código  de  Procedimientos,  el  asunto  quedó  enastado 

^'  de  sentencia  fs.  74. 

\  Y  considerando:  V  Que  no  obstante  el   hecho   de  ha- 

^  berse  dado  por  contestada  la  demanda  en  rebeldía  y  de 

)     -  no  existir  hechos  controvertidos,  por  no   resultar  justi- 

';  ficado  el  crédito  de  los  demandantes,  el  Juzgado  recibió 

f  la  causa  á  prueba   de  acuerdo   con  lo  dispuesto  por  el 

í.  artículo  435    del  Código  de   Procedimientos,  resolución 

►  que  importaba  imponer  al  demandante  el  deber  de  justi- 

í  ficar  los  extremos  de  su  acción,  lo  mismo  que  dar  oca- 

I'  *  sión  al  demandado    para   que  defendiera  sus  derechos, 

¡  siempre  que  en  algo  los  encontrase  afectados.  —  2^  Que 

f  los  demandados  han  limitado  su  defensa  á  sostener  (  con- 

í  testación  á  la  10^  de  las  posiciones  de  fs.  45),  que  habían 

p  celebrado  un  arreglo  con  los  señores  Adolfo  Beers  Sons 

j'  y  Simón,  por  el  cual  éstos  se  habían    comprometido  á 

hacerles  una  quita  del  40%  sobre  el  importe  de  su  cré- 
dito que  era  de  1.100  libras  con  2  chelines,  y  que  además 
se  convino  también,  en  que  500  libras  serían  pagadas  por 
don  José  Iturriaga,  socio  comanditario  del  absolvente,  á 
cuyo  efecto  éste  les  entregó  un  documento  en  que  se  con- 
signaba esa  obligación,  siendo  éstas  las  observaciones 
que  tenían  que  hacer  al  crédito  que  les  cobraban  los  de- 
mandantes. —  3*^  Que  en  vista  de  lo  expuesto,  toca  al 
Juzgado  investigar  con  presencia  de  los  autos,  si  las 
partes  han  comprobado,  en  la  estación  oportuna,  los 
derechos  que  cada  una  de  ellas  se  ha  atribuido.  —  4** 
Que  por  lo  que  hace  al  convenio  invocado  por  los  seño- 
res Miguel  Buzzo  y  C%  no  se  ha  justificado  de  nin- 
guna manera,  limitando  su  defensa  *  á  la  observación 
hecha  al  contestar  la  décima  posición  de  fs.  47,  y  á  las 
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constancias  de  sus  libros  que  exhibieron  á  pedido  del 
demandante.  El  hecho  de  que  se  haya  efectuado  en  los 
libros  el  asiento  que  aparece  en  el  estado  de  fs.  61,  no 
basta  para  probar  la  existencia  del  convenio  aludido,  pues 
que  han  debido  los  demandados  exhibir  la  prueba  escrita 
emanada  de  los  demandantes  por  medio  de  la  cual  se 
acreditara  dicho  convenio  —  artículos  208  y  2Ü9  del  Código 
de  Comercio  —  y  tan  carece  de  fundamentólo  observado 
por  Buzzo,  que  el  mismo  Iturriaga  presentado  como  tes- 
tigo á  fs.  63  vuelta,  declara  que  la  obligación  de  la  entrega 
de  las  500  £  so  había  contraído  por  Buzzo;  de  manera  que, 
aparte  de  no  haberse  justificado  el  convenio,  Buzzo  é  Itu- 
rriaga se  atribuyen  respectivamente  la  obligación  de  la 
entrega  de  las  500  £,  estando,  por  consiguiente,  en  ¡com- 
pleta contradicción. — 5^  Que  por  lo  que  respecta  á  la  legi- 
timidad del  crédito  que  reclaman  los  señores  Adolphus 
Beers  Sons  y  Simón,  sólo  aparece  de  los  autos  que  se  ha 
justificado  por  1.118  libras  esterlinas,  16  chelines, 3  peni- 
ques. Este  es  el  saldo  que  arroja  la  cuenta  corriente  á 
fs.  9,  conforme  con  la  extraída  de  los  libros  de  los  deman- 
dados corriente  a  fs.  61  y  también  con  la  confesión  hecha 
por  Buzzo,  á  fs,  47,  al  contestar  la  octava  y  décima  posi- 
ción en  que  se  reconoce  deudor  de  los  demandantes  por 
1.100  libras,  2  peniques.  En  cuanto  á  las  partidas  corres- 
pondientes á  partes  telegráficos  que  Gguran  en  dicha 
cuenta  é  intereses  adicionales,  ninguna  prueba  se  ha  produ- 
cido.—  6^  Que  por  loque  hace  á  la  cuenta  legalizada  pre- 
sentada á  fs.  6,  ella  carece  de  valor  jurídico,  pues  que, 
para  que  fuera  eficaz,  ha  debido  acreditarse  durante  el 
término  de  prueba  y  con  citación  de  los  demandados, 
'"'^mo  se  dispone  en  el  artículo  124  del  Código  de  Proce- 
mientos;  y  en  cuanto  á  la  prueba  testimonial  corriente 
\  fs.  63  á  67,  ofrecida  por  los  demandantes,  también 
rece  de  eficacia,  en  razón  de  que  el  primero  de  los 


Digitized  by 


Google 


—  76  — 

testigos,  Iturriaga,  es  enemigo  de  Buzzo,  según  lo  mani- 
fiesta, y  los  otros  dos,  Aplieca  y  Treher,  sólo  el  primero 
dice:  que  en  las  reuniones  que  se  celebraron  en  lo  de 
Buzzo  la  cuenta  era  igual  á  la  presentada,  y  el  segundo 
no  tiene  seguridad.  Además,  dicha  prueba  sólo  habría 
tenido  importancia  en  las  condiciones  previstas  por  el 
artículo  209  del  Código  de  Comercio  y  180  del  Código 
de  Procedimientos.  —  7^  Que  respecto  á  los  intereses 
que  se  cobran  por  los  demandantes,  corresponde  sean 
liquidados  al  6  por  ciento  anual  sobre  la  suma  de 
1.118  libras  esterlinas,  16  chelines,  3  peniques,  que 
aparece  justificada  en  razón  de  que  es  el  tipo  convenido 
por  los  interesados,  lo  que  así  se  comprueba  al  absol- 
verse por  Buzzo  la  segunda  de  las  posiciones  de  fs.  45, 
y  éstos  deben  computarse  desde  el  día  de  la  demanda 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  560  del  Código? 
de  Comercio. 

Por  estos  fundamentos,  los  concordantes  del  alegato 
de  fs.  68  y  lo  dispuesto  por  el  artículo  685  del  Código  de 
Comercio,  fallo:  condenando  á  los  señores  Miguel  Buzzo 
y  C*  á  pagar  á  los  demandantes,  dentro  del  término  de 
diez  días,  la  suma  de  1.118  libras  esterlinas,  16  chelines, 
3  peniques,  ó  su  equivalente  en  moneda  nacional  al 
cambio  corriente  dentro  de  los  diez  días  que  quedan 
expresados,  con  más  los  intereses  del  6  %,  desde  la  fecha 
de  la  demanda,  sin  especial  condenación  en  costas,  por 
no  encontrar  mérito  para  hacer  dicha  imposición  á  la 
parte  vencida. 

Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  ciudad  de  Bue- 
nos Aires,  Capital  de  la  República  Argentina,  á  veintisiete 
de  Julio  de  mil   ochocientos    noventa  y  uno.  —  Repó-^ 
ganse  los  sellos.  —  L.  A.  Peyret.  — Ante  mí:  Carlos  . 
González. 
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Su Af  ARIO :  1°.  Las  proporciones  en  las  utilidades  de  una  casa  de 
comercio  se  calcula  por  la  importancia  de  las  venias  quin- 
cenales y  no  subdividiendo  el  producido  del  año  en  doce 
partes. —2°.  Si  bien  el  factor  ó  dependiente  de  comercio 
tiene  derecho  al  cobro  de  un  mes  de   sueldo  al  ser  despe-  Jj 

dído,  no  puede   reclamar  la  parte  de    utilidades  asignada,  ¿ 

cuando  prestaba  servicio.  jj 

-1 

(  REFORMADO  )  ^ 

■J 

Y   vistos  estos  autos,  resulta:  Que  á  f.    tí,  D.   Félix  •{ 

Fernández,    en    representación    de    D.    Enrique   Anido,  '-^ 

demandó  á  la  razón  social   Ricardo  Arredondo   y  C*  por  ^ 

cobro  de  la  cantidad  de  832  pesos  18  centavos  moneda  M 

nacional  provenientes  de  sueldos  y  parte  que  le  corres-  'i^ 

ponde  en  las  ganancias  de  la  casa  de  los  demandados  i 

como  dependiente  interesado   durante  catorce   meses  y  J 

cayo  detalle  es:  saldo  que  arroja  la  liquidación  practi- 
cada por  los  demandados,  144  pesos  18  centavos.  Error 
en  la  liquidación:  8S  pesos.  Sueldos  por  los  meses  de 
Setiembre  y  Octubre  del  año  1888  en  que  el  demandante 
estuvo  á  las  órdenes   del  demandado :  400  pesos  y  por 

mes  de  Noviembre  del  año   1889  que  fué  despedido 

i  la    casa — art.  158   Código  de    Comercio — 200    pesos 

^neda  nacional.    Pide  el  pago  del  capital,  intereses  y 
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costas.  Eli  traslado  de  la  demanda  fué  contestado  á  f . . . 
por  D.  Germán  Méndez,  en  representación  de  la  razón 
social  demandada.  Manifiesta,  que  lo  único  que  se  debe  al 
demandante  es  la  suma  de  144  pesos  18  centavos  que  ha  , 
depositado  á  la  orden  delJuzgado,  en  el  Banco  Nacional, 
— fs.  15 — la  cual  pide  se  retenga  á  los  resultados  del 
juicio  para  responder  á  los  gastos  ocasionados.  Que 
no  existe  error  en  el  balance,  y  en  cuanto  á  los  4ÍX> 
pesos,  Anido  no  tiene  derecho  á  exigirlos  porque  fué 
despedido  de  la  casa  por  faltas  graves  cometidas  en 
su  carácter  de  dependiente;  y  que,  en  cuanto  al  sueldo 
que  pretende,  por  los  meses  que  transcurrieron  antes 
de  abrirse  la  casa,  tampoco  tiene  derecho  de  exigirlos 
porque  la  casa  no  se  obligó  á  ello.  Pide  el  rechazo  de 
la  demanda,  con  especial  condenación  en  costas.— El 
traslado  decretado  á  fs.  27,  con  arreglo  al  art.  102  del 
Código  de  Procedimientos,  fué  evacuado  á  fs.  28  por  el 
actor,  manifestando,  que  se  oponía  á  la  consignación 
verificada  por  no  alcanzar  á  cubrir  la  cantidad  adeu- 
dada, negando  además  todas  las  aseveraciones  hechas 
por  el  demandado  y  reproduciendo  los  hechos  de  la 
demanda. — Recibida  la  causa  á  prueba,  por  el  auto  de 
fs.  2,  se  ha  producido  por  las  partes  la  que  indica 
el  certificado,  del  actuario,  á  fs...,  quedando  en  estado 
de  ser  resuelta  definitivamente.  Y  considerando:  P 
Que  reconocida  por  el  demandado  la  partida  de  144 
pesos  18  centavos  á  que  se  refiere  la  cuenta  de  fs.  1  y  2, 
quedan  á  resolver  las  siguientes  cuestiones:  1»  ¿Se  ha 
cometido  en  el  balance  el  error  de  88  pesos  encontrado 
en  la  habilitación  de  Anido?  2<»  ¿Tiene  derecho  Anido 
á  los  sueldos  de  400  pesos  por  los  meses  de  Setiembre 
y  Octubre  del  año  1898?  3».  ¿Tiene  derecho  á  retribu- 
ción  por  el  mes  de  Noviembre  de  188íJ,  con  arreglo  á 
lo  [estatuido  en  el    art.  158   del  Código    de  Comercio? 
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Considerando,  respecto  á  la  primera  cuestión :  1°  Que 
según  resulta  de  la  cuenta  de  ganancias  y  pérdidas  com- 
pulsada á  fs.  68,  las  utilidades  realizadas  por  la  casa 
demandada  durante  el  período  de  cuatrocientos  cinco 
dias,  desde  el  16  de  Noviembre  de  1888  hasta  el  31  de 
Diciembre  de  1889— fs.  GO  vuelta— asciende  á  43.919,84 
pesos  %.  Anido  trabajó  en  calidad  de  dependiente  habi- 
litado con  5  %  sobre  las  utilidades  hasta  el  30  de 
Octubre  de  1889,  es  decir,  durante  un  peroído  de  345 
días.  Las  utilidades  realizadas  durante  los  345  días 
ascienden  á  37.413  pesos  20  centavos.  El  5  %  de  esa 
cantidad  asciende  á  1870  pesos  65  centavos  y,  sin 
embargo,  en  la  cuenta  de  fs.  58,  se  ha  acredita  1784  pesos 
77  centavos.  Existe  pues  una  diferencia  á  su  favor  de 
pesos  85,88. — Resuelvo  la  primera  cuestión  afirmativa- 
mente.— Considerando  respecto  á  la  segunda:  2»  Que 
negado  por  el  demandado  el  hecho  de  que  Anido  ingre- 
sara á  la  casa  en  calidad  de  empleado,  á  principios  del 
mes  de  Setiembre,  al  actor  le  incumbía  la  prueba  de 
su  afirmación— Ley  V\  Título  14,  Parte  3^ — 3<>  Que  con 
este  objeto  ha  presentado  la  carta  de  fs.  54.  Pero,  basta 
enterarse  de  su  contenido  para  persuadirse  de  que  ella 
no  constituye  un  contrato  de  locación,  ó  mandato  asala- 
riado de  servicios,  ni  se  estipula  sueldo  alguno.  Es, 
cuando  más,  una  simple  promesa  de  proporcionarle 
trabajo.  Tampoco  se  encomienda  á  Anido  operación 
alguna  desde  que  únicamente  se  le  dice  «que  tenga  prontas 
las  guías  de  Montevideo  y  Buenos  Aires  para  pasar 
circulares))  etc.  La  carta  promesa  fué  fechada  en  París 
el  18  de  Setiembre,  y  no  es  posible  que  llegase  á  poder 
del  demandante  antes  de  mediados  del  mes  de  Octubre. 
¿Cómo  afirmar,  entonces,  que  Anido  se  constituyó  en 
dependiente  de  Arredondo  desde  el  P  de  Setiembre? 
Además,  en  la  carta  no  se  estipula  combinación  alguna. 
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y  suponiendo  que  se  le  quisiera  dar  esa  interpretación, 
insubsistente  por  sí.  Anido  no  ha  probado,  como  era  su 
incumbencia,  que  aceptara  la  oferta  hecha,  la  cual,  como 
se  ha  establecido  ya,  no  era  una  oferta  sino  una  simple 
promesa.  En  cuanto  al  salario  que  cobra,  en  la  hipótesis 
de  que  hubiera  entrado  al  servicio  de  la  casa  demandada 
desde  el  primer  día  de  Setiembre,  no  podría  estimarse 
á  razón  de  200  pesos  al  mes,  porque  el  mismo  actor, 
formulando  la  posición  tercera  del  pliego  de  fs.  55, 
reconoce  que  se  había  estipulado  en  50  pesos  y  un  5  % 
en  las  utilidades.  Resuelvo  la  segunda  cuestión  nega- 
tivamente.—Considerando,  respecto  á  la  tercera:  4»  Que 
con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  art.  158  del  Código 
de  Comercio  antiguo,  el  dependiente  tiene  derecho  á  no 
ser  despedido  sin  previo  aviso  de  un  mes  y  con  derecho 
á  recibir  el  sueldo  correspondiente  á  ese  mes  cuando 
se  trata  de  ajustes  que  no  tienen  plazos  determinados 
de  duración.  Esta  disposición  de  la  ley  se  funda 
en  la  equidad.  La  expulsión  repentina  de  un  depen- 
diente podría  colocarlo  en  una  condición  difícil  y 
precaria,  sin  recursos  y  sin  tiempo  de  procurarse  otra 
colocación;  á  lo  que  debe  agregarse,  la  reciprocidad  que 
establece  la  ley,  consultando  igualmente  el  interés  del 
principal  desde  que  prohibe  á  los  factores  ó  dependientes 
abandonar  la  casa  sin  el  mismo  aviso  de  un  mes.  Se 
exceptúa  el  caso  de  notoria  mola  conducta  en  el  depen- 
diente. Ahora  bien,  los  demandados,  para  resistir  el 
cumplimiento  de  la  disposición  legal  recordada,  exponen : 
que  Anido  fué  despedido  de  la  casa  por  haber  cometido 
faltas  graves  en  el  desempeño  de  sus  deberes — fs.  18 — 
para  justificer  lo  cual,  manifiestan  que  se  negó  á  ir  á 
Montevideo  á  efectuar  una  comisión  que  se  le  confió  á 
principios  del  mes  de  Octubre  de  1889,  hecho  que  ha 
sido  reconocido  como  exacto  por  el  actor  al  absolver  las 
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I   .'      posiciones  14  y  15  del  pliego  de  fs.  70,  agregando,  que  ^ 

r  su  negativa    tenía    por   única  causa    hallarse  enfermo.  j! 

Pero  no  consti  de  autos  que  Anida  fuera  despedido  por  v 

tal  causa  en  esa  fecha,  porque  se  ha  probado  que  siguió  '  ' 

desempeñando  su  cometido  en  su  mismo  carácter  de 
dependiente  hasta  el  30  de  Octubre  del  mismo  año,  fecha 
en  que  cesó.  Así  consta  de  su  cuenta  de  fs,  58  vuelta, 
copiada  de  los  libros  de  la  razón  social  demandada. 
La  declaración  de  los  testigos  Adolfo  y  Guillermo  García 
y  Marcelino  Bares,  en  lo  que  se  refiere  á  la  fecha  en 
que  el  actor  salió  de  la  casa,  es  pues  falsa  y  no  puede 
tomarse  en  consideración.  Además,  el  hecho  analizado 
no  constituye   la  notoria   mala  conducta    de  que  habla  ' 

el  art,  158.  No  habiéndose,  pues,  demostrado  por  los 
demandados  haber  dado  á  su  dependiente  el  aviso  exi- 
gido por  la  disposición  legal  ya  recordada,  es  evidente 
que  el  actor  tiene  derecho  á   la  retribución   correspon-  ♦ 

diente  ai  mes  subsiguiente.  6»  Que  reconocido  por  los 
demandados  que  la  retribución  de  Anido  era  de  50  pesos 
al  mes,  más  un  5  %  en  las  utilidades,  la  liquidación 
de  su  salario  debe  hacerse  con  arreglo  á  estas  bases, 
tomando  de  las  utilidades  obtenidas  la  parte  proporcional 
correspondiente  á  treinta  días  que  constituye  el  mes 
comercial,  en  las  utilidades  obtenidas  por  la  casa 
durante  los  345  días  que  Anido  prestó  sus  servicios. 
Efectuada  la  operación  resultan  pesos  1G2,60  correspon- 
dientes al  5  %  de  3253  pesos  32  centavos,  fórmase  un 
total  de  212  pesos  67  centavos.  Esta  cantidad  debe 
reducirse  á  200  pesos,  por  ascender  á  esta  suma  única- 
mente la  partida  reclamada  en  el  escrito  de  demanda, 
^or  estos  fundamentos,  fallo:  condenando  á  la  razón 
^ial  Ricardo  Arredondo  y  C"^.,  á  pagar  á  don  Enrique 
^nido,  en  el  término  de  diez  días,  la  suma  de  430  pesos 
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moneda  nacional  y  los  intereses  bancarios  desde  la 
fecha  de  la  demanda,  sin  especial  condenación  en 
costas.  Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  Buenos 
Aires,  Capital  de  la  República  Argentina,  á  los  vein- 
tiún días  del  mes  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa 
y  tres.  Repónganse  las  fojas  y  regístrese.  —  L.  A.  Peyret. 
—Ante  mí:  Pedro  Sicouret. 


La  reforma  de  la  sentencia  declara,  que  los  demandados.  Arredondo 
y  C».,  deben  pagar  á  don  Enrique  Anido  la  cantidad  de  144  pesos  18 
centavos  de  que  hicieron  oblación  á  fs.  15,  y  además,  la  cantidad  de  50 
pesos  por  un  ínes  de  sueldo  con  intereses  desde  la  fecha  de  la  demanda 
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Sudario:    La  excepción   de  caducidad  por  la  falta  de  protesto  de  un  '^ 

pagaré  es  improcedente  si  la  opone  el  firmante,  que  se  con-  \ 

ceptúa  aceptante  de  la  obligación.  ; 

(confirmado) 

) 
Y  vistos:  que  con  fecha  2  de  Abril  de  1891,  se  presentó  ) 

don  Alberto  Lasarte,  en  representación  de  don  Osvaldo 
Rocha,  pidiendo  se  citara  á  don  Ezequiel  Real  de  Azúa,  l 

para   que  concurriese  á  reconocer   las   firmas  que  sus- 
cribían los  documentos  de  fs.  1,  2,  3  y  4.  ' 

Que  citado  al  efecto,  y  no  habiendo  concurrido  Real 
de  Azúa,  en  su  rebeldía  y  previo  certificado  de  fs.  15 
vuelta,  se  dieron  por  reconocidas  las  firmas,  según  el 
auto  citado. 

Que  corridos  los  trámites  del  juicio  ejecutivo,  y  tra- 
bado el  embargo  de  que  instruye  el  exhorto  de  fs.  23,  se 
citó  de  remate  al  ejecutado,  según  el  auto  de  fs.  5Ü  vuelta. 
A  fs.  53  se  opuso  la  excepción  de  caducidad  de  la  letra, 
autorizada  por  el  art.  676  del  Código  de  Comercio. — Ma- 
nifiesta el  ejecutado,  que  no  habiéndose  protestado  los 

aumentos  que  sirven  de  base   á  esta  demanda,  debían 
erse  por  perjudicados  y  perdida  toda  acción  contra  el 

-rador  y  endosante  —  art.  714  del  Código  de  Comercio. 
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Cita  en  su  apoyo  los  arts.  723  y  741  del  mismo  Código, 
que  robustecen  la  excepción  opuesta. 

Concluye  pidiendo  se  admita  la  excepción  opuesta, 
declarando  caducos  los  derechos  del  demandante,  y  el 
levantamiento  del  embargo,  con  expresa  condenación  en 
costas  al  ejecutante. 

Conferido  traslado  de  la  excepción  opuesta,  el  ejecutan- 
te lo  evacuó  á  fs.  58,  pidiendo  el  rechazo  de  la  excepcióa 
con  costas.  Afirma,  que  el  protesto  jamás  tuvo  por 
objeto  autenticar  la  firma  del  crédito,  pues,  si  ese  objeto 
tuviere,  el  que  no  se  hace  en  persona  sería  nulo,  y  que 
por  el  contrario,  el  que  no  está  hecho  en  persona,  pro- 
duce todos  los  efectos  legales,  sólo  que  no  es  ejecutivo 
sin  el  previo  reconocimiento  — art.  465  del  Código  de  Pro- 
cedimientos, inc.  6^ 

Que  el  objeto  del  protesto  es  salvar  los  derechos  contra 
los  deudores  subsidiarios,  si  bien  solidarios  en  la  res- 
ponsabilidad como  el  librador,  los  endosantes  y  los  que 
dan  aval;  que  por  otra  parte,  el  demandado  no  es  libra- 
dor, ni  endosante,  sino  aceptante,  y  contra  éstos,  ninguna 
ley  estableció  jamás  que  se  perdieran  los  derechos  por 
razón  de  protesto. — Corrido  un  nuevo  traslado,  según 
el  auto  de  fs.  67,  las  partes  lo  evacuaron  á  fs.  70  y  72, 
quedando,  con  el  auto  de  fs.  74  vuelta,  la  causa  en  estado 
de  fallo. 

Y  considerando: 

P.  Que  la  excepción  opuesta  se  funda  en  las  disposi- 
ciones de  los  arts.  676,  714,  723  y  741  del  Código  de 
Comercio. 

2^  Que  si  bien  es  cierto  que  por  el  art.  676  es  admi- 
sible la  excepción  de  caducidad  contra  la  acción  ejecutiva 
de  las  letras  de  cambio,  el  art.  741  limita  la  regla  del 
art.   740,  diciendo:  que  todo  cuanto  se  ha  establecido 
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respecto   á  las  letras  de  cambio,  servirá  igualmente  de 
regla  para  los  pagarés,  en  cuanto  pueda  ser  aplicable. 

3^  Que  en  el  caso  sub-judice,  no  se  trata  de  una  letra 
de  cambio  en  la  cual  exista  librador  y  endosante,  sino 
de  simples  pagarés  á  la  orden,  en  los  cuales  no  aparece 
otro  aceptante  distinto  del  ejecutado.  En  consecuencia, 
las  disposiciones  de  los  arts.  714  y  723,  en  que  el  ejecutado 
apoya  su  excepción,  carecen  por  completo  de  aplicación. 
La  falta  de  protesto  de  los  pagarés  de  fs.  1,  2,  3  y  4, 
no  enerva  la  acción  ejecutiva  que  tiene  contra  el  ejecutado 
la  persona  á  cuya  orden  se  extendieron  dichos  docu- 
mentos. 

Por  estas  consideraciones  y  concordantes  del  escrito 
de  fs.  58,  que  el  Juzgado  estima  arregladas  á  derecho, 
declaro  improcedente  la  excepción  opuesta  y  en  conse- 
cuencia, de  acuerdo  con  los  arts.  407  y  498  del  Código 
de  Procedimientos,  mando  se  lleve  adelante  la  ejecución 
hasta  hacerse  efectivo  el  pago  al  acreedor  con  el  pro- 
ducido de  los  bienes  embargados,  del  capital,  intereses 
y  costas. 

Regulo  el  honorario  del  Dr,  González  en  la  suma  de 
ochocientos  pesos  moneda  nacional;  los  del  procurador 
Lasarte  en  cuatrocientos  y  los  del  procurador  Toro  Mar- 
tínez en  la  de  treinta  pesos  de  igual  moneda. 

Dado  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  los  cuatro  días 
del  mes  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos. 
Repónganse  los  sellos  y  regístrese.  —  L.  A.  Peyret. — 
Ante  mí :   Pedro  Sicouret. 
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Sumario:  La  excepción  de  incompetencia  por  corresponder  á  la  jus- 
ticia federal,  debe  ser  desechada  si  se  justitica  que  ninguno 
de  los  socios  que  componen  la  razón  social  ejecutante,  por 
su  nacionalidad,  puede  dar  base  á  la  excepción. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  Que  los  señores  Cibriaa 
Hnos.  y  C^*  representados  por  el  señor  Alfonsin,  después 
de  haber  preparado  la  acción  ejecutiva  por  el  recono- 
cimiento del  documento  de  fs.. .,  dedujeron  la  respectiva 
demanda  á  fs.  6  contra  don  Eduardo  Collado,  por  cobro 
de  la  cantidad  de  mil  doscientos  cuarenta  y  siete  pesos 
con  cincuenta  centavos  moneda  nacional,  por  cuya  suma 
se  libró  mandamiento,  y  habiéndose  embargado  bienes, 
fué  citado  de  remate,  oponiendo  á  fs.  26  1a  excepción  de 
incompetencia  en  razón  de  que  él  era  extranjero,  y  los 
demandantes,  en  su  carácter  social,  argentinos. 

Los  demandantes  y  el  Agente  Fiscal  contestando  el 
traslado  conferido,  manifestaron  que  la  excepción  debía 
rechazarse  por  ser  los  actores  también  extranjeros. 

Recibidas  las  excepciones  á  prueba,  se  ha  producido 
la  que  indica  el  certificado  de  fs,   37. 

Y  considerando :  que  de  la  prueba  producida  resulta  que 
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tanto    los  actores  como  el  demandado  son  extranjeros, 

razón  por  la  cual  no  es  declinable  la  jurisdicción,  desde  .  '  Ji 

que  ese  derecho  solo  se  acuerda  al  extranjero  en  el  juicio 

que  le  promueva  un  argentino,  según  así  lo  dispone  la 

ley  de  14  de  Setiembre  de  1863. 

Por  esto,  y  de  conformidad  con  lo  dictaminado  por  el 
Agente  Fiscal  á  fs.  29,  no  ha  lugar  á  la  excepción  opuesta, 
y  de  acuerdo  con  el  art.  498  del  Código  de  Procedimientos* 
sentencio  esta  causa  de  remate,  mandando  se  lleve  ade- 
lante la  ejecución,  estimándose  los  honorarios  del  señor 
Alfonsin  en  ciento  sesenta  pesos  moneda  nacional.  Repón- 
gase la  foja,  — L.  A.  Peyuet.  —  Ante  mí:  Engento  Blanco, 
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SuMABTO:    Lávenla  de  una  acción  implica  necesariamente  la  de  todos  " 

los  derechos  o  valores  que  ella  represente  en  la  Sociedad. 

( REVOCADO  ) 

Y  vistos,  resulta  de  estos  autos:  Que  clon  Ramón  Pérez, 
en  representación  de  doña  Luisa  Arnoldi  de  Gadda  y  sus 
hijos  menores,  se  presentó  en  23  de  Julio  del  ano  1889, 
exponiendo;  Que  su  representada  fué  autorizada  para 
vender  extrajudicialmente  á  don  Luis  Cerrano  y  C'*,  y  en 
la  testamentaría  de  su  finado  esposo  don  Juan  Gadda, 
una  acción  que  tenía  el  mencionado  causante  en  aquella 
Sociedad,  pero  que  al  extenderse  la  escritura  respectiva, 
no  sólo  se  estableció  que  se  vendía  por  parte  de  la  testa- 
mentaría el  título  referido,  sino  también  todas  las  accio- 
nes y  derechos  que  en  ella  le  correspondían;  que  una  cláu- 
sula semejante,  ha  viciado  el  contenido  de  la  escritura 
pública  en  su  segunda  parte,  y  que  basta  examinar  los 
autos  testamentarios  de  don  Juan  Gadda  para  compren- 
der la  verdad  que  encierra  su  apreciación;  que  la  señora 
de  Gadda  no  se  hallaba  autorizada  para  vender  los  demás 
derechos  pertenecientes  á  la  testamentaría;  que  habiendt 
menores  interesados  faltaba  cumplir  previamente  los  re- 
quisitos establecidos  por  el  art.  59  y  441  del  Código  Civil; 
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—  so- 
que es  fuera  de  duda  que  su  representada  no  se  dio  cuenta 
del  acto  que  ejecutaba  al    firmar    la    escritura  referida, 
pues  la  acción  y  los  derechos  que   se  comprendían  en  la 
venta,  eran  intereses  completamente  distintos;  que  pos- 
teriormente, ha  tenido  ocasión  de  apercibirse  de  su  error 
y  del  perjuicio  que  había  causado  á  su  haber  y  al  de  sus 
hijos  menores,  por  lo  que  ha  creído  de  su  deber  reclamar  A 
nombre  de  ellos  y  del  suyo,  por  la  parte  que  le  corres- 
ponde, entablando  demanda  por  la  nulidad  de  la  venta  en 
lo  qye  se  refiere  á  los  demás  derechos  y  acciones  que  le 
corresponden  en  la  Sociedad  Luis  Cerrano  y  0%  pidiendo 
se  le  condene  al  pago  de  la  cantidad  que  resulte  adeudar 
una  vez  practicada  la  liquidación  que  corresponda,  con 
intereses  y  costas.  Agrega,  para  fundar   su  demanda,  los 
hechos  siguientes:  que   en    Abril  de  1875,  don  Lorenzo 
Bossio,  don  Juan  Girapasi,  don    Joaquín   Ariagno,  don 
José  Spandonari   y  don  Juan  Gadda,  constituyeron  con 
Luis  Cerrano  una  Sociedad  de  capital  é  industria,  siendo 
los  primeros  socios  capitalistas  y  el  último  socio  indus- 
trial; que  en  18  de  Junio  de  1879,  se  convino  introducir 
una  adición  al  referido  contrato,  declarándose  que  en  esa 
fecha  la  asociación  quedaba  formada  por  don  Luis  Cerra- 
no,  en  el  carácter  que  antes  tenía,  y  por  los  señores  Bossio, 
Gadda,  Repetto,  Arnori  y  Terrarosa,  como  capitalistas,  y 
que  el  capital   social    fué   dividido    en  seis  acciones  de 
200.000    pesos    de   la  antigua  moneda    ó   sean  §    8.26(3 
m/n  con  66  cents.;  que   por  la  primera  cláusula  de   la 
adición   se    elevó    también    el  haber    de    la   Sociedad  á 
2.000.000  pesos  ó  su  equivalente  en  m/n  82.676  $  con  66 
cents.,  habiendo  introducido  Bossio  8.266  $  con  86  cents, 
é  igual  suma  Repetto  y  Arnori  respectivamente;  y  por  ñw 
la  Sociedad,  otra  euma  también  igual,  importe  de  ganan- 
cias acumuladas;  de  modo  que  la  participación  de  cada 
uno  de  los  socios  quedó  establecida  en  la  siguiente  forma: 
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seis  acciones  entre  Bossio,  Repetto  y  Arnori,  divididos  pro 
porcionalraente;  Gaddauna,Terrarosa  otra,  y  por  último, 
la  novena  y  la  décima  correspondían  á  la  Sociedad;  que 
posteriormente,  Bossio  vendió  á  Luis  Cerranoy  C'"  una 
de  sus  acciones,  aumentándose,  en  consecuencia,  el  nú- 
mero de  ellas,  y  después,  Terrarosa  vendió  ala  misma 
Sociedad  dos  acciones  más,  de  modo  que  el  interés  de  la 
testamentaría  Gadda,  estaba  representado  no  sólo  en  la 
acción  que  vendió,  autorizada  legalmente,  sino  que  también 
tenía  una  parte  como  accionista  en  las  cinco  acciones 
citadas,  que  representan  á  su  vez,  las  ganancias  capita- 
lizadas de  la  Sociedad;  que  en  este  derecho,  que  nadie  ha 
cedido,  á  pesar  de  lo  que  expresa  la  escritura,  es  que  en- 
tabla la  demanda  en  la  forma  expuesta  anteriormente. 
Ampliando  la  demanda,  agrega,  que  sus  representados 
tienen  igualmente  participación  en  la  adquisición  de  la 
acción  que  vendió  la  testamentaría  de  Gadda  á  la  So- 
ciedad demandada,  así  como  el  interés  que  le  correspon- 
día á  don  Juan  Gadda  como  administrador  de  la  Sociedad 
por  el  trascurso  de  tres  años.  —  Conferido  traslado  dala 
demanda, y  después  de  haber  sido  rechazada  la  excepción 
deducida  de  falta  do  personería  del  demandado — fs.  14 — 
éste  fué  contestado  de  fs.  23  á  29,  por  el  representante  de  la 
Sociedad,  pidiendo  su  rechazo  con  especial  condenación  en 
costas. — Expone:  que  su  representado  constituyó,  en  Abril 
de  1875,  bajo  la  firma  L.  Cerrano  y  C^*  una  Sociedad  de 
capital  é  industria,  con  el  propósito  de  explotar  la  fabri- 
cación decaí  y  de  ladrillo,  según  escritura-pública;  que 
esta  Sociedad  se  componía  de  los  señores  Lorenzo  Bossio, 
Juan  Girapasi,  Joaquín  Ariagno,  José  Spandonari  y  Juan 
Gadda  como  socios  capitalistas  y  don  Luis  Cerrano  como 
socio  industrial;  que  la  Sociedad  sufrió  modificaciones  y 
fué  liquidada  en  Diciembre  de  1883  por  acuerdo  común  de 
todos  los  socios,  entre  los  cuales  se  encontraban  los  suce- 
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sores  de  Juan  Gadda,  cuya  viuda  había  enajenado  con  auto- 
rización judicial,  la  parte  que  en  la  Sociedad  correspondía 
a  su  esposo;  que  en  la  fecha  de  la  liquidación  social, 
hacía  cinco  meses  que  la  sucesión  Gadda  había  dejado 
de  tener  participación  en  la  Sociedad,  por  la  enajena- 
ción que  su  viuda  hizo  de  las  acciones  de  aquél  con  la 
autorización  judicial;  que  la  demandante  se  presentó  seis 
años  después  de  extinguida  aquella  Sociedad,  gestionando 
sus  pretendidas  acciones  que,  en  el  caso  de  existir,  esta- 
rían prescriptas  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  enelinc.  2^ 
del  art.  1003  del  Código  de  Comercio;  que  la  señora 
Gadda  no  tiene  acción  ninguna  contra  la  Sociedad,  por- 
que cinco  meses  antes  de  ser  liquidada  enajenó  las 
acciones  del  causante,  lo  cual  consta  en  escritura  pú- 
blica, por  el  piecio  de  14.466  %  con  66  cents,  m/n,  in- 
cluyendo en  esta  suma  la  cantidad  en  que  se  calcula- 
ron las  utilidades  que  podrían  corresponder  al  socio 
muerto,  en  los  negocios  sociales  realizados  hasta  la 
fecha  del  contrato  de  venta;  que,  además,  el  que  enajena 
una  acción  en  una  sociedad  anónima  no  vende  un 
título  por  su  valor  escrito,  sino  se  desprende  el  derecho 
de  intervenir  en  los  actos  sociales  y  de  aprovechar  todas 
las  ventajas  que  la  Sociedad  pueda  proporcionar  á  los 
socios;  que  la  cesión  ile  un  crédito  comprende  las  cosas 
accesorias  del  mismo  crédito— art.  566  del  Código  de  Comer- 
cio y  1458, Código  Civil;  que  cuando  la  cesión  se  hace  por 
un  precio  en  dinero,  se  considera  sujeta  á  las  disposi- 
ciones del  contrato  de  compraventa,  y  este  contrato  queda 
perfecto  desde  que  el  comprador  y  el  vendedor  convienen 
en  la  cosa  y  en  el  precio,  aunque  éste  no  se  haya  pagado, 
ni  aquélla  entregada  todavía;  que  esta  acción  debe  ser 
rechazada  por  contrariar  disposiciones  terminantes  del 
Código  Civil,  que  establecen,  que  la  nulidad  no  puede 
alegarse  por  el  que  ha  ejecutado  el  acto  sabiendo,  ó  de- 
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I  Meado  saber  el  vicio  que  lo  invalidaba— art.  1047  del  Códi- 

p  go  Civil. — Respecto  á  los  sueldos  que  se  dicen  correspon- 

j  (lían  áGaddacomo  administrador,  expone:  que  éste  ejerció 

^  li  administración  durante  dos  años  en   las   condiciones 

[  qne  se  estableció    por    los    socios,  quienes  al    practicar 

cada  balance   anual,    se    reservaban    fijar   su    sueldo  al 
administrador,   teniendo  en  vista  la  importancia  de  los 
servicios  que  hubiera  prestado,  y  cuyos  sueldos  debían 
^  .  extraerse  de  las  ganancias  de  la  Sociedad;  que  durante 

i  los  dos  años  que  Gadda  fué  administrador,  se  practicaron 

•^  los  balances  correspondientes    que    fueron    aprobadas  y 

^.  íirmados  por  todos    los  socios,  y  no  se  estableció  com- 

f  pensación  alguna,  en  virtud  de  que  los  negocios  sociales 

i  dieron  pérdidas;  que  esto  se  hizo  con  consentimiento  y 

i-  sin  reclamo  de  aquél ;  que  habiendo  transcurrido  trece  años 

I  desde  esa  administración,  no  puede  su  viuda  pretender 

f  esos  sueldos  que  no  le  corresponden.  Opone  la  preecrip- 

^'  ción,  fundándose  en  los  arts.  1003  y  1006  del  Código  de  Co- 

f  mercio  y  4027  y  4035  del  Código  Civil.— Declarado  compe- 

tente el  Juzgado  y  recibida  la  causa  á  prueba,  el  actor 
produjo  la  que  corre  de  fs,62  á89  y  el  demandado  la  que  se 
encuentra  de  fs.  90  á  113.  Presentados  los  alegatos  res- 
pectivos y  notificado  el  Ministerio  de  Menores,  el  Juzgado 
llamó  autos  para  definitiva.  —  Y  considerando:  1°  Que 
según  resulta  de  la  prueba  producida,  la  Sociedad  Luis 
Cerrano  y  C'''  de  la  cual  era  socio  capitalista  don  Juan 
Gadda,  era  propietaria  de  dos  acciones  en  la  fecha  que 
los  socios  de  común  acuerdo  modificaron  el  contrato  de 
fundación  de  la  misma,— Julio  17  de  1879 — fs.  82. — 2^  Que 
posteriormente,  la  Sociedad  adquirió  con  sus  ganancias 
una  acción  de  don  Lorenzo  Bossio,  con  fecha  23  de 
Noviembre  de  1880— fs.  72 — y  dos  acciones  de  Terrarosa, 
con  fecha  7  de  Abril  de  1883 — fs.  74 — quedando,  en  cons^ 
cuencia,  formado  el  fondo  colectivo    de  cinco    accione. 
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aparte  de  las  que  individualmente  correspondían  á  cada 
socio.  Por  consiguiente,  don  Juan  Gadda,  además  de  ser 
propietario  de  la  acción  de  200.000  $  de  la  antigua  mo- 
neda que  se  le  adjudicó  por  la  cláusula  tercera  de  la 
escritura  de  modificación  á  la  constitución  de  la  Sociedad — 
fs.  81, — era  también  propietario  de  la  parte  correspondiente 
en  las  otras  cinco  acciones  adquiridas  con  fondos  de  las 
ganancias  de  la  Sociedad  Luis  Cerrano  y  C^^,  asi  como 
de  las  utilidades  que  éstas  habían  podido  producir  en  la 
forma  establecida  anteriormente,  lo  cual  debía  resultar 
una  vez  hecha  la  liquidación  de  la  Sociedad  en  los  términos 
estipulados  en  la  escritura  de  fs.  83,  art.  7**, — 3°  Que  á 
esto  debe  agregarse  Ja  acción  que  la  sucesión  Gadda 
vendió  á  la  Sociedad, —fs... — por  cuanto  ella  fué  adquirida 
con  fondos  sociales,  en  los  cuales  Gadda  tenía  una  parte. 
En  efecto,  don  Luis  Cerrano,  al  aceptar  la  escritura  de 
fs...,  manifiesta  que  lo  hace  á  nombre  de  la  Sociedad 
Luis  Cerrano  y  C'%  de  la  cual  forma  parte  y  para  quien 
había  hecha  esta  compra,  habiendo  sido  obtenida  con 
los  fondos  sociales.  hP  Que  establecida  la  parte  de  Gadda 
en  la  Sociedad  Luis  Cerrano  y  O*  corresponde  resolver 
la  cuestión  siguiente:  ¿La  venta  de  la  cuota  individual 
■  de  Gadda,  hecha  por  la  sucesión,  importa  también  la 
venta  que  éste  tenía  en  las  otras  cinco  acciones  sociales, 
compuesta  de  las  ganancias  no  liquidadas  en  la  época 
en  que  se  firmó  por  la  viuda  la  escritura  de  fs.  70?  Evi- 
dentemente no.  La  sucesión  ha  conservado,  en  las  cinco 
acciones  sociales,  los  derechos  que  le  correspondían  antes 
de  verificarse  la  enajenación  de  su  cuota.  Ella  no  vendió 
estos  derechos  sino  una  acción  que  era  de  su  exclusiva 
propiedad.  Ninguna  cláusula  del  contrato  social  prescribe 
que  las  acciones  de  los  socios  no  podrán  ser  vendidas 
sino  comprendiendo  en  la  venta  la  parte  proporcional 
que  correspondía  á  los  socios  en  las  acciones  sociales; 
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pero  su  imprevisión,  por  más  grandes  que  sean  los  incon- 
venientes que  la  produzcan,  no  puede  autorizar  el  despojo 
de  los  derechos  adquiridos  por  los  socios  en  la  Sociedad, 
independientemente  de  sus  propias  acciones;  véase  el 
voto  del  doctor  Bunga,  causa  D  L  I  I,  pág.  436,  Fallos 
de  la  Excma.  Camarade  Apelaciones.  5**  Que  además,  del 
mismo  testimonio  que  corre  agregado  á  fs.  70,  resulta 
claramente  que  la  viuda  de  Gadda  sólo  fué  autorizada 
para  escriturar  la  acción  que  tenía  el  causante  de.  la 
sucesión  en  la  Sociedad  Luis  Cerrano  y  C'%  autorización 
que  se  halla  transcrita  íntegramente  en  dicha  escritura 
y  de  la  cual  se  había  enterado  Cerrano  ;  luego,  es  evidente 
que  éste  no  ha  podido  ignorar  que  la  señora  de  Gadda 
carecía  de  facultades  para  enajenar  los  demás  derechos 
que,  con  sus  hijos  menores,  tenían  en  la  Sociedad,  dere- 
chos que  consistían  en  la  parte  que  debía  correspon- 
derles,  una  vez  hecha  la  liquidación.  Habiéndose  al- 
terado los  términos  de  la  autorización  conferida,  y  no 
habiéndose,  por  otra  parte,  cumplido  con  los  requisitos 
del  art.  59  del  Código  Civil,  la  viuda  de  Gadda  no  ha 
podido  firmar  la  escritura  de  fs...  por  sí— art.  1331  del 
Código  Civil, — ni  por  sus  hijos  menores  sin  ultrapasar 
sus  facultades.  Este  acto  es  pues  nulo  en  lo  que  se 
refiere  á  la  venta  de  los  demás  derechos  que  Gadda  tenía 
en  la  Sociedad,  independientemente  de  su  acción  in- 
dividual. 6<*  Y  considerando  respecto  á  la  prescripción 
opuesta:  Que  se  funda  en  el  inc,  2°  del  art.  1003  del 
Código  de  Comercio,  el  cual  se  refiere  á  las  acciones  de 
terceros  contra  los  socios  no  liquidadores,  no  pudiendo 
considerarse  como  tales  á  los  herederos  de  un  socio  que 
son  los  continuadores  de  esa  persona,  y  habiéndose, 
además,  entablado  la  demanda  contra  la  Sociedad  Luis 
Cerrano  y  C^%  cuya  liquidación  no  se  ha  comprobado 
ni  ha  podido  tener  lugar  sin  la  intervención  de  los  here- 
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Jeros  de  Gadda,  es  evidente  que  dicha  disposición  no 
puede  invocarse,  ni  tener  aplicación  en  el  caso  subjudice. 
Por  estos  fundamentos,  fallo:  declarando,  que  la  escritura 
firmada  por  doña  Luisa  Arnoldi  de  Gadda,  es  nula  en 
lo  que  se  refiere  á  la  enajenación  de  los  derechos  que  su 
esposo  tenía  en  la  Sociedad  Luis  Cerrano  y  O"  y  declaro 
también,  que  la  sucesión  tiene  derecho  á  percibir  la  parte 
de  las  utilidades  que  le  corresponda  en  las  seis  acciones 
sociales  mencionadas  en  los  considerandos  anteriores,  sin 
especial  condenación  en  costas,  por  no  encontrar  mérito 
para  hacer  dicha  imposición. — Así  lo  pronuncio,  mando 
y  firmo,  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  Capital  de  la 
República  Argentina,  á  los  treinta  y  un  días  del  mes  de 
Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno.  Repónganse  los 
sellos  y  regístrese.— L.  A.  Peyret.— Ante  mí:  Carlos  N. 
González, — 


La  resolución  de  la  Excma,  Cámara  es  con  arreglo  A  lo  establecido  en 
el  sumario  de  esta  causa. 


^  i 
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Sumario:  1«  La  notiftcación  en  el  domicilio  del  firmante  es  válida  y 
produce  efectos  legales,  aun  cuando  accidentalmente  se 
encuentre  ausente,  y  la  nulidad  de  la  ejecución,  por  defecto 
de  forma  de  la  notificación,  debe  ser  desechada.— 2«  La  excep- 
ción de  caducidad  de  la  obligación,  por  la  faltxi  de  protesto 
del  pagaré,  es  improcedente  si  se  deduce  por  el  firmante. 


(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Junio  3  de  1892.  —  Y  vistos  estos  autos, 
resulta:  Que  con  fecha  28  de  Setiembre  de  1891,  se 
presentó  don  Manuel  Copello,  en  representación  de  don 
Gabriel  Giralt,  pidiendo  del  reconocimiento  de  las  firmas 
del  documento  cuyo  testimonio  correa  fs.  13  vuelta,  por 
don  Wenceslao  Ramírez  y  don  Rodolfo  Roballos. 

Citado  Ramírez,  según  consta  á  fs.  6  vuelta  y  14 
vuelta,  y  en  vista  el  certificado  de  fs,  18,  se  dictó  el 
auto  de  fs.  18  vuelta,  dando  por  reconocida  la  firma  y 
mandando  librar  mandamiento  en  forma. 

Sustanciados  los  trámites  del  juicio  ejecutivo,  y  citado 
de  remate  el  ejecutado,  según  consta  áfs.  36  vuelta,  se 
opuso  por  éste  á  fs.  45,  la  excepción  de  nulidad  del 
procedimiento^  fundado  en  que,  cuando  se  le  había  hecho 
al  ejecutado  las  citaciones  mencionadas  de  fs.  6  vuelta, 
y  14  vuelta,  éste  se   encontraba  ausente,  como  lo  mani- 
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festó  su  esposa  en  el  escrito  defs.  10;  agrega,  que  por 

otra  parte,  no  podía  exigirse  que  el  pagaré  fuese  pagado  . 

por  Ramírez  por  cuanto   había    sido    dado    en  garantía  . 
de  otro. 

El  ejecutante  á  fs.  47,  negó   las  afirmaciones   hechas  * 

en  el  escrito  en    traslado  y  pidió  su  rechazo,  con  costas.  i 

Recibida  la  causa  á  prueba,  según  el  auto  de  fs.  49  vuelta,  ;ij 

se  produjo  la  de  fs.  61  vuelta.  '} 

Y  considerando :  :\ 


Digitized  by 


Google 


P  Que  las  notificaciones  de  fs.  6  vuelta  y  14  vuelta,  i 

se  han  practicado  de  acuerdo  con  los  preceptos  del  Có-  -j 

digo  de  Procedimientos.  : 

2°  Que  el  ejecutado  no  ha  comprobado  ninguna  de  sus  . 

afirmaciones,    pues    las   posiciones  de    f.  1   no  le  han  j 

dado  resultado  favorable.  '] 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con   lo    dispuesto  en  los  arts.  j 

498  y  507    del    Código  de  Procedimientos,  se  desechan  jj 

las  excepciones  opuestas  y  llévese  adelante  la  ejecución,  "\ 

con  costas.  Í 

Regulo  el  honorario  del  doctor  Durao  en  cuatrocientos  \ 

pesos  moneda  nacional  y  en  doscientos  de  igual  moneda  | 

el  del    procurador  Copello.  —  L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí:  I 

Pedro  Sicouret.  i 


XXI 


Sumario  :    Las  diligencias  de  prueba  pedidas  en  tiempo,   deben  prac- 
ticarse antes  de  alegar. 


{  CONFIRMADO  ) 


r 


Buenos  Aires,  Agosto  8  de  1891.— Y  vistos:  para 
resolver  el  incidente  promovido  á  fs.  40  por  la  parte  de 
don  Benito  Meyer. —  Y  considerando:  P  Qae  por  el 
art.  118  del  Código  de  Procedimientos  se  dispone  que 
cuando  la  prueba  no  se  haya  podido  recibir  por  omisión 
de  las  autoridades  encargadas  de  hacerlo,  los  interesados 
podrán  exigir  que  se  practiquen  las  diligencias  ordena- 
das antes  de  los  alegatos.  2**  Que  resultando  de  los 
autos,  que  el  término  de  prueba  venció  el  día  17  de 
Junio  último,  habiendo  la  parte  de  Dewas  presentado 
los  testigos,  cuya  declaración  ha  solicitado  el  13  del  mis- 
mo mes,  es  decir,  cuatro  días  antes  de  vencer  dicho  tér- 
mino y,  por  consiguiente,  en  tiempo  hábil  para  que  esa 
pruébase  produjera  en  los  términos  de  los  arts.  184  y 
182  del  Código  de  Procedimientos.  3^  Que  si  la  prueba 
solicitada  no  se  ha  recibido  dentro  del  término,  no  ha 
sido  por  causas  imputables  á  la  parte  Dewas,  que  la 
solicitó  en  tiempo,  sino  porque  el  Juzgado  señaló  para 
la  recepción  de  dichas  declaraciones  después  de  la  fecha 
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en  que  vencía  el  término  probatorio,  por  no  permitír- 
selo antes  sus  ocupaciones  y  también  porque,  citados 
los  testigos  para  ese  acto  no  comparecieron  á  declarar, 
4**  Que  la  oposición  que  hoy  hace  la  parte  de  Meyer 
á  que  se  reciba  la  prueba  referiila,  carece  de  funda- 
mento, por  cuanto  él  consintió  la  providencia  que  la 
admitió;  y  resultn,  entonces,  que  dieha  oposición  es 
temporánea— art.  224  del  Código  de  Procedimientos — y 
que  al  solicitarse  por  Dewas  la  citación  de  los  testigos 
que  antes  había  ofrecido,  lo  ha  hecho  usando  del  dere- 
cho que  le  acuerda  el  artículo  118  citado  en  su  última 
parte.  5°  Que  por  lo  que  hace  á  la  revocatoria  del  aut© 
de  fs.  38  vuelta,  en  cuanto  manda  suspender  la  agrega- 
ción de  la  prueba,  tampoco  es  procedente,  porque  si  se 
cumpliera  el  auto  de  fs.  37  vuelta,  que  la  manda  agre- 
gar, no  sería  posible  se  recibiera  la  ofrecida  por  Dewas 
antes  de  los  alegatos,  que,  como  queda  demostrado,  tiene 
derecho  á  insistir  en  ella.  Por  esto  y  por  las  con- 
sideraciones que  se  hacen  en  el  precedente  escrito,  no  ha 
lugar  á  la  revocatoria  solicitada  á  fs.  40  del  auto  de 
fs,  38  vuelta,  y  se  concede  en  relación  el  recurso  de 
apelación  interpuesto,  debiendo  elevarse  los  autos  á  la 
Excma.  Cámara  en  la  forma  de  estilo ;  sin  especial  con- 
ídenación  en  costas,  por  no  encontrar  mérito  para  hacer 
dicha  imposición.  Repónganse  los  sellos.  — L.  A.  Peyret. 
—  Ante  mí :  Carlos  N,  González. 
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Sumario  :  Resultando  falso  el  reconocimiento  de  laflrmaá  ruego,  debe 
declararse  nula  la  ejecución  y  procedente  la  excepción  de  in- 
habilidad de  título. 

(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  Que  don  Pedro  Zarait, 
en   representación  de  don  Juan  Zarait,  solicitó  del  Juz- 
gado, que  doña  Josefa  Almirón  de  Cruz   practicara   el 
j  reconocimiento  de  un  pagaré  de  cinco  mil  pesos  moneda 

-  nacional  que  á  su  ruego  aparece  firmado  por  don  Ángel 

jl  M.  Maspero,  y  en  cuya  diligencia  pidió  se  cometiera  al 

Juez  de  Paz  del  partido  del  Pilar  por  hallarse  domiciliada 
dicha  señora  en  el  pueblo  de  Escobar,  librándose  al  efecto 
él  correspondiente  exhorto  al  señor  Juez  de  1*  Instancia 
de  la  ciudad  de  La  Plata,  con  remisión  del  pagaré  an- 
tedicho. 

Devuelto  ese  oficio,  resulta  de  la  diligencia  de  fs.  12, 
que  la  señora  de  Cruz  reconoció  como  cierto  y  verdadero 
el  pagaré  suscrito  á  su  ruego  por  don  AHgel  M.  Mas- 
pero, 

En  virtud  de  esta  diligencia,  el  actor  pidió  que  se  librara 
mandamiento  en  forma,  denunciándose  á    embargo, 
el  caso  de  que  no  pagara,   tres   cuadras  de  terreno  ( 
propiedad  de  la  referida  señora. 
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Cometida  la  diligencia  al  Juez  de  Paz  del  Pilar,  no 
se  obtuvo  el  pago  de  la  cantidad  reclamada,  por  lo  que 
el  alguacil  del  Juzgado  procedió  á  embargar  el  terreno 
que  se  mencionaba. 

Citada  de  remate  la  ejecutada,  don  Pedro  Patino  y 
Espín,  en  su  representación,  opuso  la  excepción  de  fal- 
sedad de  título  con  que  se  la  ejecuta,  fundado  en  las 
siguientes  circunstancias:  en  primer  lugar,  que  no  au- 
torizó á  nadie  su  representada  para  que  firmase  en  su 
nombre  la  obligación  que  sirve  de  base  á  la  ejecución; 
y  en  segundo  lugar,  que  es  incierto  que  haya  compa- 
recido su  representada  á  reconocer  esa  obligación  ante 
el  Juez  de  Paz  — fs.  46. 

Conferido  traslado  al  ejecutante,  éste  se  expidió  á  f.  53, 
exponiendo:  que  el  documento  referido  había  sido  reco- 
nocido sin  reserva  alguna  por  la  señora  de  Cruz  ;  que 
este  documento  fué  firmado  en  presencia  de  la  ejecutada 
por  la  persona  que  lo  hizo  á  su  ruego  ;  que  la  diligencia 
de  reconocimiento  ha  sido  hecha  ante  la  autoridad  local, 
como  resulta  de  autos  ;  y,  que  aun  en  la  hipótesis  de  que 
fueran  ciertas  las  aseveraciones  hechas  por  el  represen- 
tante de  la  señora  respecto  de  esa  diligencia,  habría  en- 
contrado la  ejecutada  recursos  legales  para  fundar  la 
nulidad,  pero  en  manera  alguna  está  habilitada  para 
oponer  la  excepción  de   falsedad. 

Recibida  á  prueba  la  excepción  opuesta,  se  ha  produ- 
cido la  que  expresa  el  certificado  de  f . . . 

Y  considerando : 

P.  Que  habiéndose  alegado  la  falsedad  de  la  diligencia 
del  reconocimiento  practicado  ante  el  Juez  de  Paz  del 
partido  del  Pilar  y  que  aparece  á  fs.  12,  es  necesario 
comenzar  por  considerar  esa  cuestión,  para  en  seguida 
resolver  la  excepción  de  falsedad  del  documento  de  f . . . 
que  igualmente  se  ha  deducido. 
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2^.  Que  si  bien  es  cierto  que  contra  la  acción  ejecu- 
tiva de  las  letras  de  cambio  no  se  admiten  otras  ex- 
cepciones sino  las  determinadas  en  el  art.  676  del  Código 
de  Comercio,  no  por  eso  debe  dejarse  de  apreciar  la 
falsedad  que  se  invoca  de  la  diligencia  de  reconocimiento, 
desde  que,  probada,  produciría  su  nulidad  y  como  con- 
secuencia forzosa,  la  del  procedimiento  ulterior. 

Que  del  análisis  de  la  prueba  rendida  nace  el  con- 
vencimiento de  que  la  diligencia  de  reconocimiento  de 
fs.  12,  practicada  por  el  Juez  de  Paz  del  Pilar,  no  es  la 
expresión  de  la  verdad,  sino  un  acto  completamente 
falso.  El  testigo  don  Emiliano  Pocesett,  que  aparece 
firmando  á  ruego  de  la  señora  de  Cruz  la  diligencia  de 
reconocimiento  aludido  —  fs.  12  —  confiesa  en  su  declara- 
ción de  fs.  129,  que  esa  diligencia  la  firmó  ;l  pedido  del 
alguacil  del  Juzgado,  no  hallándose  presente  la  señora 
de  Cruz. 

De  la  misma  declaración  del  Juez  de  Paz  á  fs.  142,  se 
deduce  que  la  diligencia  del  reconocimiento  no  es  verídica, 
puesto  que  al  contestar  evasivamente  á  la  segunda  pre- 
gunta, demuestra  claramente  que  no  ha  querido  incurrir 
en  nueva  falsedad. 

3®.  Lo  expuesto  bastaría  por  sí  solo  para  anular  la  dili- 
gencia del  reconocimiento ;  pero  hay  algo  más  que  co- 
rrobora y  confirma  la  opinión  emitida  al  respecto  por 
el  proveyente,  y  es,  que  los  testigos  Main  f.  125  vuelta— 
Alvarez  f.  137,  Maldonado  f.  139  y  Basualdo  f.  140  vuelta 
— afirman  en  sus  respectivas  declaraciones,  que  la  señora 
de  Cruz,  en  el  día  que  indica  la  diligencia  del  recono- 
cimiento no  ha  estado  en  el  pueblo  del  Pilar,  a  lo  que 
debe  agregarse  que  don  Tiburcio  Gómez,  alguacil  del 
Juzgado,  en  su  declaración  de  fs.  131,  reconoce  la  carta 
de  fs.  134  y  de  ella  resulta  que  el  reconocimiento  fué 
practicado  por  el  declarante. 
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4°.  Que  atento  lo  expuesto  en  el  anterior  considerando, 
y  habiéndose  comprobado  que  no  se  ha  practicado  el 
reconociraiento  judicial  de  la  firma  del  documento  de 
fs. .  •,  como  lo  determina  el  art.  675  del  Código  de  Comer- 
cio y  417  del  Código  de  Procedimientos,  es  evidente 
que  el  pagaré  que  ha  originado  esta  demanda  no  puede 
servir  de  base  á  un  procedimiento  ejecutivo,  desde  el 
momento  que  el  título  es  inhábil  por  falta  de  recono- 
cimiento previo. 

Por  estas  consideraciones,  fallo :  declarando  nula  la 
diligencia  de  reconocimiento  de  fs.  12,  y  en  consecuencia, 
no  haciendo  lugar  á  la  ejecución.  Levántese  el  embargo 
trabado  á  fs.,  declarándose  á  cargo  del  ejecutante  las 
costas  del  juicio,  de  acuerdo  con  el  art,  507  del  Código 
de  Procedimientos,  á  cuyo  efecto  se  regalan  los  hono- 
rarios del  doctor  Sosa  en  doscientos  pesos  moneda  na- 
cional y  los  del  procurador  Espina  en  sesenta  pesos  de 
igual  moneda. 

Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  ciudad  de 
Buenos  Aires,  á  los  veintinueve  días  del  mes  de  Agosto 
del  año  de  rail  ochocientos  noventa. —L.  A,  Peyret.— 
Ante  mí:  Eugenio  Blanco, 
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SuMABio:  Keconocida  la  procedencia  de  la  excepción  de  incompetencia 
por  ser  extranjero  el  ejecutado  de  ser  condenado  el  ejecu- 
tante €n  las  costas. 


(confirmado) 

Buenos  Aires,  Junio  21  de  1890. — Y  vistos  estos  autos, 
resulta:  Que  con  fecha  16  de  Enero  del  corriente  año, 
se  presentó  don  Daniel  C.  Amadeo,  demandando  ejecuti- 
vamente á  don  Luis  Eugenio  Bidone  por  cobro  de  la 
suma  de  20.000  pesos  de  curso  legal,  importe  del  pagaré 
de  f.  1\ 

Que  corridos  los  trámites  del  juicio  ejecutivo  y  trabado 
el  embargo  de  que  instruye  la  diligencia  de  fs.  22  vuelta, 
el  ejecutado  fué  citado  de  remate,  según  el  auto  defs.  30, 
oponiendo  las  excepciones  de  incompetencia  de  juris- 
dicción  y  compensación. 

Conferido  traslado  de  las  excepciones,  según  consta  á 
fs.  34  vuelta,  lo  evacuó  el  ejecutante  á  fs.  36  recono- 
ciendo la  primera  de  las  excepciones,  esto  es,  la  decli- 
natoria de  jurisdicción,  por  estar  conforme  en  reconoce»* 
la  calidad  de  extranjero  del  ejecutado,  pidiendo  de  siu 
embargo,  la  exoneración  de  la  condenación  en  costas 
por  cuanto  la  excepción  opuesta  es  potestativa  del  ejecu 
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tado,  citando  en  su  apoyo  resoluciones  de  la  Exorna. 
Cámara  de  Apelaciones  en  lo  Civil,  y  rechazando  la  de 
compensación,  por  ser  inexactos  los  hechos  en  que  el 
ejecutado  se  funda  para  oponerla,  pidiendo  en  su  con- 
secuencia, la  condenación  en  costas  para  éste. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  según  el  auto  de  fs.  38 
vuelta,  se  produjo  la  que  corre  agregada  de  fs,  39  á  65 
y  76,  quedando  la  causa  pronta  para  sentencia  en  vista 
de  la  providencia  de  fs.  94  vuelta. 

Y  considerando: 

l^  Que  reconocida  por  el  ejecutante  y  probada  por  el 
ejecutado  la  excepción  de  declinatoria  de  jurisdicción 
queda  inhabilitado  el  Juzgado  para  tomar  en  considera- 
ción la  de  compensación. 

2^.  Que  en  este  concepto  solo  debe  resolverse  por  el 
Juzgado  la  primera  de  aquellas,  pues  de  otro  modo 
ultrapasaría  sus  atribuciones. 

3^  Que  dado  el  carácter  de  extranjero  del  ejecutado 
le  son  aplicables  las  disposiciones  de  las  leyes  que  rigen 
el  caso,  como  asi  mismo  lo  reconoce  y  aconseja  el  Fisca^ 
en  su  vista  de  fs.  105. 

Por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto en  el  art.  100  de  la  Constitución  Nacional  y  art^ 
49  del  Código  de  Procedimientos,  se  declara  admisible 
la  excepción  opuesta,  declarándose  este  Juzgado  incom- 
petente y  debiendo  remitirse  estos  autos  al  señor  Juez 
Federal,  condenando  en  costas  al  ejecutante,  de  acuerdo 
con  lo  dispuesto  en  el  art.  507  del  Código  citado.  Re- 
gulo el  honorario  del  doctor  A.  Argerich  en  ciento 
veinte  pesos;  el  del  doctor  Jorge  Argerich  en  igual 
suma,  y  en  sesenta  el  del  procurador  Domínguez,  levan- 
tándose los  embargos,  á  cuyo  efecto  notifíquese  al  depo- 
sitario y  líbrese  el  exhorto  pedido.  —  L.  A.  Peyret.  — 
Ante  mí :  Pedr^o  Sicouret. 
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Sumario  :    Las  constancias  de  los  libros   de  coraercio  forman  prueba 
plena  en  contra  de  su  propietario. 


(confirmado) 


Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  don  Manuel  Gonzá- 
lez contra  la  Sociedad  <(  La  Uruguaya  Argentina  »,  por 
cobro  de  pesos,  resulta:  Que  don  Manuel  Bastos  en 
representación  de  don  Manuel  González,  se  presentó 
demandando  á  la  Sociedad  «La  Uruguaya  Argentina» 
por  cobro  de  la  cantidad  de  2.438  $  %  procedentes  de 
trabajo  personal  efectuado  durante  los  meses  de  Julio, 
Agosto,  Setiembre  y  Octubre  del  año  1890,  en  la  fábrica 
de  la  Sociedad  situada  en  San  Isidro.  Para  fundar  su 
acción  acompaña  una  cuenta  y  carta  firmada  por  don 
Pedro  Costa  Tomás,  y  expone:  que  su  representado,  al 
verificar  los  trabajos  en  la  fábrica,  lo  hacía  en  virtud  de 
un  convenio  verbal  con  el  señor  Torras,  para  la  carga  y 
la  descarga  de  los  hornos,  en  la  carga  de  los  wagones 
para  la  conducción  del  material ;  que  tal  convenio  consti- 
tuye un  contrato  de  locación  de  servicios  con  la  Socie- 
dad, la  cual  ha  reconocido  la  existencia  de  la  deuda,  y 
de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  art.  1636  del  Código 
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Civil,  entabla  la  presente  demanda  pidiendo  se  le  condene 
oportunamente  al  pago  de  la  suma  reclamada  con  las 
costas  del  juicio.  Que  conferido  traslado  de  la  demanda  á 
don  Pedro  Costa  Torras,  este  dejó  transcurrir  el  término 
sin  contestarla,  por  cuyo  motivo  fué  declarado  decaído 
su  derecho. — Que  por  el  auto  de  fs.  12  el  Tribunal  estable- 
ció su  competencia  para  conocer  en  la  causa  y  mandó 
recibirla  á  prueba  por  el  término  de  veinte  días  comunes 
y  prorrogables. — La  prueba  del  actor  corre  de  fs.  40  á  fs 
47,  no  habiéndose  producido  alguna  por  el  demandado. — 
Entregados  los  autos  para  alegar  de  bien  probado,  sólo 
hizo  uso  de  su  derecho  la  parte  demandante,  dictándose 
la  providencia  de  autos  para  definitiva — fs.  52. — Y  consi- 
derando: 1°  Que  por  la  carta  de  fs.  3,  autenticada  á  fs. 
41,  don  Pedro  Costa  Torras,  en  su  carácter  de  Presidente 
de  la  Sociedad  demandada,  reconoce  adeudar  un  crédito 
á  González  sin  expresar  el  quantum. — 2*  Que  según 
resulta  de  la  compulsa  practicada  á  fs.  49  por  el  actuario 
en  los  libros  de  la  Sociedad  demandada,  aparece  en  el 
haber  de  don  Manuel  González,  en  distintas  partidas,  la 
suma  de  2.475,37  $  %  y  el  debe  37,50  $  %  lo  cual 
arroja  en  su  favor  un  saldo  de  2.437,50  $  %. — Que 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  63  del  Código  de 
Comercio  esta  prueba  es  concluyente.  El  asiento  men- 
cionado en  el  anterior  considerando  equivale  pues  á 
una  confesión  escrita. — Obarrio,  Curso  de  Derecho  Comer- 
cial, pág.  79.-4**  Que  habiendo  el  actor  justificado  la 
existencia  de  su  crédito  por  la  suma  de  2.437,87  $  %  lo 
que  corresponde  es  condenar  á  la  parte  demandada  al  pago 
de  dicha  cantidad.— Por  estos  fundamentos,  fallo:  conde- 
nando á  la  Sociedad  «  La  Uruguaya  Argentina  »  al  pago 
de  la  cantidad  de  2.437,87  $  %  en  el  término  de  diez  días, 
con  especial  condenación  encestas,  ácuyo  efecto  regulo  en 
treinta  $  %  los  honorarios  del  doctor   Ferreyra  Cortés, 
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en  cuarenta  de  igual  moneda  los  del  doctor  Igarzábal  y 
en  cincuenta,  los  del  procurador  Bastos.  —  Definiti- 
vamente juzgando  así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en 
l;i  ciudad  de  Buenos  Aires,  Capital  de  la  República  Argen- 
tina, á  los  doce  días  del  mes  de  Setiembre  del  año  rail 
ochocientos  noventa  y  uno. — Repónganse  los  sellos  y 
regístrese.— L.  A.  Peyret.— Ante  mí:   Juan   G.  Araujo. 
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SuMAEio:    La   excepción    de   defecto   legal    es  procedente   cuando    la 
demanda  no  llena  ios  requisitos  exigidos  por  la  ley. 


(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Julio  6  de  1890. —  Vistos  y  conside- 
rando : 

P.  Que  amparándose  el  demandado  en  la  disposición 
del  art.  84  del  Código  de  Procedimientos,  deduce,  en  su 
escrito  de  fs.  9,  la  excepción  de  defecto  legal  en  el  modo 
de  proponer  la  demanda. 

2^  Que  efectivamente,  en  el  escrito  de  fs.  7  no  se 
explican  los  hechos  que  sirven  de  base  á  la  demanda 
ni  se  cita  el  derecho  en  que  ella  se  apoya,  como 
es  deber  hacerlo  por  parte  del  actor  en  la  forma  que 
se  prescribe  por  el  art.  71  del  Código  de  Procedimien- 
tos, lo  que  hace  predesente  la  excepción  deducida. 

3®.  Que  la  expresada  en  el  escrito  de  fs.  12,  además 
de  ser  extemporánea,  no  llena  los  requisitos  exigidos  por 
^1  art.  71  ya  citado  del  Código  de  Procedimientos. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  del  escrito 
le  fs.  9,  se  admite  la  excepción  opuesta,  declarándose 
[ue   el  demandado    no    está   obligado    á   contestar   la 
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demanda  mientras  no  se  cumplan  las  disposiciones 
legales  recordadas;  siendo  las  costas  de  este  incidente 
á  cargo  del  actor  y  estimándose  el  honorario  del  doctor 
Daireaux  en  la  suma  de  cincuenta  pesos  %.  — Repóngase 
el  sello.  —  L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí:  Carlos  N.  González. 
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Sumario:  Debe  rechazarse  la  acción  instaurada  sobre  cumplimiento 
de  un  contrato  de  compraventa,  si  el  actor  no  justifica  su 
existencia. 

i» 

■     (  CONFIRMA.DO  ) 

Y  vistos  estos  autos,   resulta;  Que  con  fecha  29  de  ! 

Mayo   de  1890   se    presentó  don    Carlos  A.   Rodríguez,  jii 

por  don  Andrés  Rocatagliatta,  demandando  á  los    seño-  !' 

res  Joseph  Sotto  y  C^,  á  fin  de  que  fueran  condenados 
á  restituir  quince  fardos  de  gambrona  al  precio  estipu- 
lado de  19  á  20  centavos  el  metro,  á  pagar  daños  y 
perjuicios  y  las  costas  del  juicio.  Los  hechos  en  que 
funda  su  acción  y  que  se  expresan  en  su  escrito  de 
fs.  6,  son  los  siguientes:  afirma,  que  según  los  memo-  i 

rándums  de  fs.  1  y  2,  compró  en   10  y  11   de  Julio  de  !: 

1889  á  los  demandados,  quince  fardos  de  gambrona  al  pre- 
cio de  diecinueve  y  veinte  centavos  el  metro,  de  acuerdo  \ 
con  las  muestras  que  bajo  el  número  3917  existían  en  su  ! 
poder,  conteniendo  cada  fardo  de  28  á  30  piezas,  surtidos 
sus  dibujos  y  contenido  de  55  á  00  metros  cada  una, 
importando  la  suma  de  4900  $  %,  más  ó  menos;  que 
también,  se  contrataron  otras  telas  que  se  detallan  en 
dichos    memorándums  y    de    las   que   no  hace  mérito, 
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puesto  que  fueron  entregadas  y  pagadas ;  que  á  pesar 
de  haber  transcurrido  cerca  de  un  año,  los  vendedores 
no  han  entregado  los  quince  bultos  de  gambrona;  que  esa 
demora  le  ha  ocasionado  perjuicios  de  consideración, 
habiéndose  visto  obligado  á  comprar  esa  mercancía  á 
mucho  mayor  precio  para  llenar  los  compromisos 
contraídos  bajo  la  base  del  negocio  que  había  realizado 
con  los  demandados;  que  habiendo  perfecto  acuerdo 
sobre  la  cosa  y  el  precio,  el  contrato  indicado  en  los 
memorándums  citados  ha  quedado  concluido,  según  lo 
dispone  el  art.  534  del  Código  de  Comercio;  que  en 
este  sentido,  los  demandados  debieron,  ipso  facto^  hacer 
la  entrega  total  de  las  mercaderías  á  que  se  refieren  los 
precitados  memorándums,  limitándose  tan  sólo  á  entregar 
lo  marcado  en  los  números  20,  15,  6,  2,  1,  20,  60  y 
90,  sin  hacer  entrega  de  los  15  fardos  de  gambrona; 
que  el  art.  580  del  citado  Código  de  Comercio  esta- 
blece, que  cuando  no  se  hubiese  estipulado  plazo  para 
el  pago  y  la  entrega  de  la  cosa  motivo  de  la  venta, 
el  vendedor  queda  obligado  á  la  entrega  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  siguientes  al  contrato;  que  se  trata 
de  una  obligación  de  hacer  ó  de  no  hacer;  por  consi- 
guiente, los  demandados  tienen  que  hacer  la  entrega  de 
la  mercadería  igual  al  precio  estipulado  en  el  contrato 
y  pagar  los  daños  y  perjuicios  que  ha  originado  su 
falta  de  cumplimiento.  —  Corrido  traslado,  á  fs.  9,  lo 
evacuaron  los  demandados  á  fs.  11,  pidiendo  el  rechazo 
de  la  acción  instaurada.  Afirman,  que  todos  los  memo- 
rándums que  salen  de  su  casa  son  anotados  en  un 
libro  especial  que  al  efecto  se  lleva,  y  que  no  encon- 
trándose en  éste  la  copia  de  aquellos,  puede  afirmarse 
que  ellos  no  han  sido  expedidos  por  la  casa  José 
Sotto  y  C*. — Recibida  la  causa  á  prueba,  según  con< 
del  auto    de   fs.  15  vuelta,    se  produjo  durante  el 
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mino,  la  que  expresa  el  certificado  de  fs.  57  vuelta, 
y  habiendo  alegado  las  partes,  según  consta  á  fs.  92 
y  105,  el  Juzgado  llamó  autos,  quedando  la  causa  pronta 
para  ser  fallada.  —  Y  considerando:  1°  Que  negados  los 
hechos  por  los  demandados,  corresponde  al  actor  la 
prueba  déla  existencia  del  contrato  de  compraventa.de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  en  la  Ley  1%  Título  14,  Parte  3\ 
—  2'  Que  de  la  compulsa  practicada  á  fs.  40,  lo  mismo 
qne  las  posiciones  absueltas  á  fs,  71  por  Sotto,  no 
puede  deducirse  la  existencia  del  contrato  en  que  se 
pretende  fundar  la  demanda;  ambas  diligencias  han 
dado  un  resultado  negativo  para  el  actor. — 3°  Que  admi- 
tiendo como  un  principio  de  prueba  escrita  los  memo- 
rándums agregados  á  fs.  1,  66,  67  y  68,  de  acuerdo  con 
la  disposición  del  art.  193  del  Código  de  Comercio,  es 
admisible  la  prueba  testimonial;  pero,  examinada  ésta, 
resulta:  que  el  testigo  Agueta  afirma  la  existencia  del 
contrato  á  que  se  refiere  la  demanda  sin  poder  deter- 
minar el  precio  ni  la  cantidad  de  los  fardos  vendidos. 
Tal  testimonio  no  es  suficiente  para  establecer  la  plena 
prueba  exigida  por  la  Ley  32,  Título  16,  Parte  4*.  En 
cuanto  al  testigo  Rappi  —  fs.  53 — su  declaración  no 
demuestra  tampoco  la  existencia  del  contrato,  sino  que 
é\  mismo  compró  á  Rocatagliatta  cinco  fardos  de  gam- 
brona  los  cuales  debían  serle  entregados  cuando  la  casa 
de  Sotto  y  C*.  entregara  á  Rocatagliatta  la  gambrona, 
y  esto  lo  sabe  por  habérselo  dicho  el  demandante  — 
fs.  53,  contestación  á  las  preguntas  segunda  y  tercera  del 
interrogatorio  de  fs.  52. — ¥  Quedada  la  insubsistencia 
de  la  prueba  analizada,  se  llega  á  la  conclusión  de  que 
^^  actor  no  ha  probado  los  extremos  pertinentes  de  la 
llanda,  debiendo  absolverse  de  ella  á  la  razón  social 
=ieph  Sotto  y  C*.,  de  acuerdo  con  el  principio  ador 
umbit  onus  probandi;  actore  non  probante  reus  absol 
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ftzVwr,  y  la  Ley  1%  Título  14,  Parte  3*. — Por  estos  fun- 
damentos y  concordantes  del  alegato  de  fs.  105,  fallo 
absolviendo  de  la  demanda  á  los  señores  Joseph  Sotto 
y  C^,  é  imponiendo  perpetuo  silencio  al  actor^  sin  espe- 
cial condenación  de  costas,  por  no  encontrar  mérito  para 
ello.  Repónganse  los  sellos  é  insértese  en  el  libro  res- 
pectivo. Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  Buenos 
Aires,  á  veinte  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
uno.  —  L.  A.    Peyret.  —  Ante  mí:  Pedro  Sicouret. 
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Sumario  :    La  excepción  de  nulidad  de  la  ejecución  fundada  en  la  falla  t 

de  notificación,  debe  ser   desecliada  si   se  justifica    que  al  i 

hacerse  la  primera  de   los  autos,    el    ejecutado  vivía  en  el  i^ 

domicilio  indicado.  ' 

I 
(  CONFIRMADO  )  i 

Buenos  Aires,  Octubre  31  de  1890. —  Vistos  estos 
autos,  resulta:  Que  á  fs.  5  se  presentó  el  doctor  don 
José  García  Fernández  pidiendo  el  reconocimiento  de  la  1 

firma  puesta  en   los  documentos  de  fs.  2  y  3  por  don  ' 

Nicanor  Covisa.  Citado  éste,  por  la  cédula  de  fs.  8,  y 
no  habiendo  concurrido,  el  Juzgado,  haciendo  efectivo 
el  apercibimiento  contenido  en  el  auto  de  fs.  7,  le  dio 
por  reconocida  la  firma   á    fs.    10,  mandando    librar  el  .^^ 

correspondiente  mandamiento  de  ejecución  y  embargo. 
Corridos  los  trámites  del  juicio  ejecutivo,  el  ejecutado 
fué  citado  de  remate  á  fs.  40  vuelta,  oponiendo  á  fs.  42 
la  excepción  de  nulidad  del  procedimiento  fundado  en 
la  disposición  del  art.  489  del  Código  de  Procedimientos. 
'í'unda  dicha  excepción  en  la  circunstancia  de  no  haber 

nido  conocimiento  de  una  de  las  notificaciones  hechas  y  í 

aberse   llevado  á  cabo  la  otra,  en  el  mismo  domicilio, 
liando  ya  lo  había  cambiado;  que   las  notificaciones  en 
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el  juicio  ejecutivo*  deben  hacerse  con  arreglo  á  los  arts. 
77  y  siguientes  del  Código  de  Procedimientos,  pues  no 
haciéndose  así,  resultaría  lo  que  en  el  caso  actual,  que 
no  llegaría  la  demanda  á  conocimiento  del  interesado 
en  tiempo  oportuno  para  evitarla;  pide  el  rechazo  de 
la  acción  instaurada,  con  costas. 

Conferido  traslado  de  la  excepción  opuesta — fs.  43 — 
el  ejecutante  lo  evacuó  á  fs.  45  pidiendo  el  rechazo  de 
la  excepción,  y  fundándose  en  las  consideraciones  si- 
guientes: que  la  notificación  de  emplazamiento  fué 
hecha  en  el  domicilio  del  deudor,  y  que  la  segunda  no 
fué  tal  sino  el  diligenciamiento  del  mandamiento  de 
ejecución  de  lo  que  dio  cuenta  el  Oficial  de  Justicia, 
diciendo  que  Covisa  residía  en  Dorrego,  lo  que  hizo 
que  se  librase  el  exhorto  respectivo;  que  la  citación  de 
emplazamiento  hecha  al  demandado  para  que  compare- 
ciera á  reconocer  su  firma  ha  sido  hecha  en  la  forma 
legal,  y  dan  fe  de  no  haber  encontrado  en  su  domicilio 
á  Covisa,  recibiendo  la  cédula  una  señora  que  dijo  ser 
de  la  casa,  según  diligencia  del  Secretario  y  dos  testigos; 
que  se  han  llenado  las  exigencias  de  la  ley  tanto  res- 
pecto á  la  notificación  como  al  diligenciamiento  del 
mandamiento;  que  está  comprobado  por  manifestación 
del  ejecutado  que  su  domicilio  era  en  la  fecha  de  la 
notificación  de  fs.  8,  el  mismo  en  que  se  le  dejó  la  cédula. 
y  que  estando  dicha  notificación  revestida  de  las  forma- 
lidades del  caso,  era  perfectamente  válida. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  fs.  48,  se  produjo  la 
agregada  de  fs.  64  á  65  vuelta,  y  puestos  éstos  de  mani- 
fiesto, según  el  auto  de  fs.  66,  el  Juzgado  llamó  autos 
— fs.  66  vuelta — quedando  la  causa  en  estado  de  f^»' 
fallada. 

Y  considerando: 

I*».  Que  la  base  de  la  excepción  consiste  en  la  nulid 
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de  la  notificación  de  fs.  8,  cuya  cédula,  según  lo  afirma 
el  ejecutado,  no  ha  llegado  á  su  poder,  y  que  la  otra 
notificación  que  corre  en  autos,  ha  sido  hecha  cuando  ya 
no  vivía  en  el  domicilio  calle  Moreno  núm.  1159. 

2**.  Que  de  las  constancias  de  autos  resulta  hecha  en 
el  domicilio  de  Covisa  la  notificación  de  que  instruye  la 
cédula  mencionada,  puesto  que  la  de  fs.  12  vuelta,  es 
solamente  el  diligenciamiento  del  mandamiento  verifi- 
cado en  12  de  Junio,  de  cuya  diligencia  se  desprende 
que  el  ejecutado  se  encontraba  en  el  Partido  de  Dorrego, 
razón  por  la  cual  se  libró  el  exhorto  de  fs.  28,  diligen- 
ciado á  fs.  34  con  fecha  6  de  Agosto. 

S''.  Que  de  las  declaraciones  prestadas  á  fs.  64  y  65  por 
doña  Rairaunda  P.  de  Beltrán  y  doña  María  A.  de  García, 
resulta  que  Covisa  vivió  en  el  domicilio  calle  Moreno 
núm.  1159  hasta  el  26  de  Junio. 

4<*.  Que  de  la  diligencia  de  fs.  8,  resulta  igualmente, 
que  la  cédula  fué  dejada  en  dicho  domicilio,  entregán- 
dosele á  una  persona  que  se  negó  á  dar  su  nombre,  sin 
determinar  que  ella  fuera  la  dueña  de  casa. 

5°.  Que  de  la  declaración  de  doña  Raimunda  resulta 
que  en  la  casa  había  varias  personas,  entre  ellas,  la 
esposa  de  García,  lo  que  hace  presumir  de  que  alguna 
de  ellas  sea  la  que  la  recibió. 

6''.  Que  por  otra  parte,  la  diligencia  expresada  á  fs.  8 
se  halla  revestida  de  los  requisitos  que  la  ley  exige  para 
su  validez— arts.  38  y  39  del  Código  de  Procedimientos. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  la  excepción 
opuesta  á  fs.  42,  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los 
arts.  498  y  507  del  Código  de  Procedimientos,  mando  se 
lleve  adelante  la  ejecución  con  especial  condenación  en 

..as.     Regulo  el  honorario  del  doctor   García  Fernán- 

'  en  cien  pesos  %. — L,  A.  Peyret.— Ante  mí:  Pedro 
Hiret, 
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i^  Sumario  :    La  letra  que  no  tiene  lug«ar  designado  para   eJ   pago,  puede 

0/  ser  ejecutada  en  el  que  aparezca  haber  sido  firmada. 

V  (confirmado) 

Buenos  Aires,  Julio  25  de  1890. — Y  vistos:  Resultando: 
que  con  fecha  28  de  Setiembre  de  1889  se  presentó 
el  doctor  don  Antonio  Lódolo  demandando  ejecutiva- 
mente á  don  José  C.  Gastelumendi  por  cobro  de  la  suma 
de  cuatro  rail  quinientos  pesos  moneda  nacional,  fun- 
dando su  acción  en  el  documento  de  f.  1. 

2°.  Que  corridos  los  trámites  del  juicio  ejecutivo,  se 
embargó  á  solicitud  del  ejecutante  y  como  de  propiedad 
del  ejecutado,  la  finca  determinada  en  el  escrito  de  fs.  <j. 

3^  Que  citado  de  remate,  según  el  auto  de  fs.  25,  se 
opuso  por  el  ejecutado  á  fs.  26  la  excepción  de  incom- 
petencia de  jurisdicción,  de  la  que  se  corrió  traslado, 
según  consta  á  fs.  27. 

4^  Que  evacuado  por  el  ejecutante  á  fs.  28,  pidiendo 
\  su  rechazo  con  costas   y  llamados    los    autos,  se  dictó 

el  de  fs.  29  vuelta. 

5*.  Que  habiéndose  expedido  el  Fiscal  áfs.  30,  quedó 
la  causa  en  estado  de  sentencia. 
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Y  considerando:  .j 

P.  Que  los  argumentos  aducidos  por  el  ejecutado  á  ; 
fs.  2G  carecen  de  todo  fundamento,  como  lo  demuestra  '^ 
acertadamente  el  ejecutante  á  fs.  38.  En  efecto,  el  art.  .! 
G06  del  Código  de  Comercio  vigente  y  el  783  del  que  J 
dejó  de  regir  el  1»  de  Mayo  del  corriente  año,  estable- 
cen claramente,  que  no  estando  determinado  en  la  \ 
letra  el  lugar  del  pago,  debe  entenderse  pagadera  en  el  I 
lugar  que  ella  ha  sido  firmada.  ; 

Que  dada  esta  disposición  terminante,  carece  de  fun- 
damento la  excepción  opuesta. 

2o.  Que  por  otra  parte,  la  Excma.  Cámara  ha  resuelto  ] 

en  las  causas  CXXIX  y  CLIII,    que  corren  colecciona  ,; 

das  en  el  tomo  2<»  de  sus  fallos,  el  caso  sub-judice^  esta-  ! 

bleciendo  jurisprudencia  al   respecto.                                            *  i 

Por  estas  consideraciones,  resuelvo:  no  hacer  lugar  á  la                 '  •; 

excepción   opuesta,  con  costas,  de    acuerdo  con  lo  dis-  \ 

puesto  en  el  art.    507    del    Código    de   Procedimientos.  1 

En  su  consecuencia,  llévese  adelante  la  ejecución,  hasta  ' 

hacerse  efectivo  pago   al  acreedor  del  capital,  intereses  ' 
y    costas — art.  498    del    Código  citado.     Repóngase    la 
foja.— L.  A.  Peyret. — Ante  mí:  Pedro Sicouret, 
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Sumario  :    Pueden  agregarse  durante  el  término  de  prueba  documen- 
tos que  no  funden  el  derecho  que  se  discute. 


(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Julio  31  de  1891.  — Y  vistos,  conside- 
rando: lo  Que  la  parte  demandada,  en  la  contestación 
de  foj . . .  ha  cumplido  por  lo  que  respecta  al  docu- 
mento cuya  devolución  pretende  el  demandante,  con  la 
disposición  del  art.  72  del  Código  de  Procedimientos, 
que  le  era  aplicable,  según  el  art.  100,  inc.  4*^  mencionado, 
lo  que  de  él  resultaba  y  designando  el  Juez  por  quién 
había  sido  expedido.  2^  Que  el  demandante  con  esa 
mención  quedaba  suficientemente  instruido  para  preparar 
sus  medios  de  defensa.  3*^  Que  además,  la  parte  deman- 
dada ha  manifestado  bajo  juramento  en  la  contestación, 
la  razón  por  la  que  no  presentaba  con  esta  el  documento 
que  era  el  haberse  traspapelado.  4®  Que,  por  otra  parte, 
no  es  exacto  que  dicho  documento  se  haya  presentado 
fuera  del  término  de  prueba,  como  lo  afirma  el  repre- 
sentante de  Ratto,  pues  como  resulta  del  cargo  puesto 
al  escrito  de  fs.  39,  en  que  se  acompañaba  aquél  con  el 
interrogatorio,  fué  presentado  en  30  de  Mayo,  mientras 
que  el  término  probatorio,  como  consta  de  autos,  vencía 
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recién  el  4  de  Junio.  5*^  Que  tratándose  de  docu- 
mentos que  no  han  podido  ser  acompañados  con  la  con- 
testación, y  concurriendo  las  circunstancias  á  que  se 
refieren  los  considerandos  primero  y  tercero,  pueden  ser 
presentados  durante  el  termino  probatorio.  Por  estas 
consideraciones,  no  ha  lugar  á  lo  solicitado  por  el  re- 
presentante de  Ratto  en  su  escrito  de  fs.  49,  sin  espe- 
cial condenación  en  costas,  por  no  encontrar  mérito  para 
su  imposición — art.  221  del  Código  de  Procedimientos.— 
Y  en  cuanto  á  lo  pedido  por  el  mismo  en  su  escrito  de 
fs.  53,  no  estando  acreditado  el  débito  á  que  se  hace 
referencia,  no  ha  lugar  sin  perjuicio  de  que  pueda  de- 
ducir ante  quien  corresponda  las  acciones  á  que  se  crea 
con  derecho. — Repóngase  la  foja. — L.  A.  Peyret.— Ante 
mí:  Jorge  F.  Patino, 
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Sumario:    1"  La  omisión  en  la  propuesta  del  seguro  de  circunstancias 
«í^:  que  hubieran  motivado  el  rechazo  de!   contrato,  importan 

tí  :  la  reticencia  que  permite  al  asegurador  alegar  la  nulidad.— 

v".  '  2°  la  compulsa  de  los  libros   prevalece  sobre  la  prueba  ficta 

que  resulta  de  las  posiciones  contestadas  evasivamente.— 
3»  Si  la  reticencia  del  asegurado  resulta  de  buena  fe,  el  ase- 
gurador está  obliga'do  á  devolver  las  primas  recibidas. 

(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta  de  su  examen  :  que  con 
fecha  26  de  Marzo  de  1890,  se  presentó  la  Sociedad  de 
seguros  «  El  Ancla»  demandando  á  la  «  Unión  Italiana  » 
por  la  suma  de  45.000  $m/n.  más  los  intereses  costos  y 
costas  del  juicio.  Los  hechos  en  que  fnnda  su  acción 
son  los  siguientes  :  Afirma  que  la  Sociedad  demandada 
contrató  en  14  de  Diciembre  de  1889  un  seguro  por  va- 
lor de  10.000  $  m/n  á  don  Spiro  Mancini,  contra  los  ries- 
gos que  por  incendio  pudieran  ocurrir  en  su  casa,  situada 
en  la  Boca  del  Riachuelo,  esquina  á  las  calles  Olavarria 
y  Crucero;  que  para  garantirse  de  los  riesgos  que  pe- 
saban sobre  ella,  la  Compañía  demandante  propuso  un 
reaseguro  á  la  Compañía  «  Unión  Italiana  »  por  4.500  $ 
m/n  la  que  fué  aceptada  por  ésta,  en  cuya  virtud  expidió 
la  póliza  número  1197  que  acompaña;  que  con  fecha  19 
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(le  Enero  de  1890  un  incendio  destruyó  completamente 
la  casa  asegurada,  y  una  vez  que  la  Compañía  deman- 
dante tuvo  aviso  del  siniestro,  se  lo  comunicó  á  la  «Unión 
Italiana  »  en  20  de  Enero,  habiéndole  enviado  á  pedido 
de  ésta,  una  copia  de  la  póliza  número  1085;  que  la 
Compañía  actora  no  aceptó  en  un  principio  el  reclamo 
de  Mancini,  y  á  fin  de  salvar  las  dificultades  que  se  sus- 
citaran con  motivo  de  la  apreciación  del  valor  de  la 
casa  incendiada,  se  nombraron  dos  peritos,  uno  por  cada 
^  parte,  los  que  con  fecha  14  de    Febrero  comunicaron  á 

los  interesados  su    fallo,  en    el  cual  declararon  que   el 
I  edificio  representaba  realmente  el  valor  por  el   cual  es- 

f  taba  asegurado,  y  que  la  Compañía  «  El  Ancla  »  debía  abo- 

nar al  señor  Mancini  la  cantidad  de  10.000  $m/n.  como 
indemnización  del  daño  sufrido;  que  la  Compañía  abonó 
»,  ;l  Mancini  en   15  de  Febrero  los  10.000  $  m/n,  remunién- 

'  dose  del  correspondiente  recibo,  habiendo  dado  cuenta  el 

mismo  día  ala  «Unión  Italiana»  poniendo  á  su  dis- 
posición todos  los  documentos  del  caso,  y  que  se  le 
cargaba  en  su  cuenta  corriente  la  suma  de  4.570$  m/n  en 
virtud  de  la  póliza  de  reaseguro  número  1197;  que  la 
«Unión  Italiana»  contestó  á  esta  carta  con  la  de  22  de 
Febrero,  diciendo  que  no  se  creía  obligada  al  pago  del 
reaseguro  y  concluyendo  por  proponer  un  arbitraje  para 
decidir  las  diferencias  suscitadas.  Agrega,  que  las  obser- 
vaciones contenidas  en  la  carta  de  22  de  Febrero,  no 
tienen  valor  alguno,  porque  no  hay  tal  obligación  de 
marchar  en  un  todo  de  acuerdo  con  las  otras  Compañías; 
que  ninguna  Compañía  debe  perjudicar  su  crédito  y  buen 
nombre  no  pagando  lo  que  debe,  porque  á  otra  Com- 
pañía se  le  ocurra  dificultades  que  ella  no  encuentra; 
que  en  la  propuesta  se  indicó  como  ubicación  de  la 
casa  asegurada, calle  Olavarría  esquina  Crucero  número 
700,  debiendo  decir  calle  Olavarría  número  700,  esquina 
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Crucero;  que  la  indicación  de  la   póliza    expedida    por 
los  demandantes,  es  igual  á   la  póliza  de  reaseguro  de 
li  «Unión  Italiana»;    que  es  efectivamente    cierto  que 
la  casa  asegurada  estaba  situada  en  la  calle  Olavarría 
número  700  esquina  Crucero,  pero  que  esto  no  puede 
servir  de  argumento  á    la  Compañía   demandada   para 
negarse  á  pagar  el  siniestro,    puesto  que   la   ubicación 
de  la  casa  asegurada  no    puede   dar    lugar  á   ninguna 
duda;  que  se  trata  de  un  edificio  compuesto  de  46  ha- 
bitaciones altas  y  bajas,  situado  en  una  esquina  donde 
no  existe  otra  casa  tan  grande;  que  las    designaciones 
hechas  en  la  póliza  están  de  acuerdo  con  las  disposi 
clones  de    los  arts.    644,  inc.  3**   y    673  del   Código  de 
Comercio;  que  además,  no  puede  caber  duda  en  cuanto 
á  la  ubicación  del  bien  asegurado,  porque  el  número  700 
de  la  calle  Crucero  no  queda  en    la  esquina    de  Olava- 
rría sino  á  algunas  cuadras  de  ella;  que  al  proponer  el 
riesgo  se  ha  suprimido  la  segunda   parte  de  la  póliza, 
que  dice  v< ocupada  en  los  bajos  por  negocios,  etc.»  La 
póliza  de  la  «  Unión  Italiana  »  está  basada,  según  lo  afirma 
ella  misma,  en  las  declaraciones  de  la  propuesta  recibida, 
es  decir,  en  la  póliza  número  1085  de  la  Compañía  de- 
mandante ;  que  es  necesario  tener  presente  que  «  La  Unión 
Italiana»  ha  otorgado  una  póliza  de  reaseguro  y  no  de  se- 
guro ;  que  las  propuestas  del  reaseguro,  son  siempre  muy 
lacónicas  y  raras  veces  se  acompañan  con  una  copia  de 
la  póliza  original,  especialmente  cuando  se  trata  de  Com- 
pañías entre  las  cuales  hay  reciprocidad  de  negocios  y 
relaciones  amistosas;  que  tanto  en  Europa  como  en  Amé- 
rica y  aun  en  la  República,  se  acostumbra  á  hacer  contra- 
tos de  reaseguro  por  telégrafo  y  por  teléfono,  lo  que  no  su- 
cede cuando  se  trata  de  un  seguro  directo.  «  La  Unión 
Italiana  »  aceptó  la  propuesta  que  le  hizo  «  El  Ancla  »  y  se 
comprometió  á  correr  los  mismos   riesgos,  ateniéndose  á 
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las  declaraciones  recibidas  por  la  Compañía  demandante  y  ' 

que  consta  de  la  póliza  original;  que  si  la  Compañía  de-  ' 

mandada  no  ha  sabido  lo  que  expresaba  esa  póliza  ha 
sido  porque  no  lo  ha  querido,  pues    podía    haber  pedido  ! 

que  se  remitiera  una  copia  antes  de  aceptar  la  propuesta  I 

de  reaseguro;  que  la  Compañía  tiene  otros  seguros  en  la  i 

Boca,  conoce  la  localidad  y    sabe  perfectamente  que    no  *  .- 

existe  un  solo  edificio  de  las  dimensiones  del  indicado,  I 

sin  que  existan  en  él  negocios  de  todas  clases;  que  la  Com-  \ 

pañía  demandante  no  ha  dicho  al  efectuar  la  propuesta  > 

de  reaseguro,  que  la  casa  estuviera  ocupada  por  familias, 
y  que  por  su  parte  no  ha  existido  ninguna  declaración 
falsa  ni  reticencia  que  hubiera  impedido  el  contrato  á 
ser  conocido  por  la  «Union  Italiana»;  que  en  virtud  de     *  ' 

esas  razones  pedía  la  condenación  de  los   demandados  y 

en  la  forma  solicitada  al  principio  del  escrito  de  demanda.  \ 

Corrido  traslado  de  la  demanda,  fué  evacuado  por  la  So- 
ciedad demandada  á  fs.  32,  exponiendo  ser  cierto  que 
la  Sociedad  «Unión  Italiana»  en  14  de  Diciembre  de 
1889,  con  la  póliza  niim.  1197.  reaseguró  en  $  4.500  ra/n 
el  seguro  parcial  que  en  la  cantidad  de  $  10.000  m  n  ha-  i 

bía contratado  «El  Ancla»  en  su  póliza  núm.  1085,  emi- 
tida en  la  Boca  del  Riachuelo  el  9  de  Diciembre;  que  el 
reaseguro  fué  convenido  bajo  la  propuesta  formulada  por 
«El  Ancla»  el  10  de  Diciembre,  propuesta  que  original  ^ 

acompaña  con  la  copia  de  la  aceptación  en    la    que  está  i 

clara  y  terminantemente   expresado  que   la  póliza  de  la  ' 

«Union  Italiana  se  halla  basada  en  las  declaraciones  de 
la  propuesta  recibida;  que  de  esos  antecedentes  fluyen 
consecuencias  que  no  es  posible  desconocer.  La    Socie-  ^ 

dad  «El  Ancla»  dice  en  su  propuesta:  «que  la  casa  ase- 
gurada es  de  madera,  de  dos  pisos,  con  techo  de  zinc, 
compuesta  de 40  piezas,  altos  y  bajos,  con  sus  respecti- 
vas cocinas,  sita  en  la  Boca  del  Riachuelo,  calle  Olava- 
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rría  esquina  Crucero  núm.  700;  que  de  lo  expuesto  se  de- 
duce que  lo  asegurado  es  una  casa  de  familia  ó  de  inqui- 
linato cuyo  siniestro  no  es  muy  probable,  siendo  fácil 
dominarlo  en  caso  de  producirse  y  que  esta  opinión  está 
confirmada  por  la  prima  muy  módica  del  seguro.  «El  An- 
cla» omitía  un  detalle  de  gran  importancia,  cual  es,  el  de 
que  el  piso  bajo  estaba  ocupado  por  negocios  y  almacenes 
que,  conteniendo  sustancias  inflamables,  constituían  uno 
de  los  más  grandes  peligros  de  incendio  y  la  certidum- 
bre que  en  el  desgraciado  caso  de  producirse  sería  imposi- 
ble contenerlo,  dada  la  construcción  de  la  casa  asegurada. 
que  era  de  madera;  que  á  ser  conocida  esta  circunstan- 
cia por  la  «Unión  Italiana»  hubiera  obstaculizado  el 
reaseguro,-pues  en  otras  ocasiones  esta  Compañía  recha- 
zó propuestas  en  estas  condiciones,  y  que  por  la  póliza 
originaria  está  probado  que  »El  Ancla»  omitió  aquel  im- 
portantísimo detalle;  que  según  las  disposiciones  délos 
arts.  191,  203  y  204  del  Código  de  Comercio  y  concordan- 
tes del  Código  Civil,  impide  por  voluntad  de  una  de  las 
partes  modificar  las  condiciones  de  hecho  ni  de  derecho 
de  los  contratos;  que  los  arts.  640,  044,  (573  y  681  del 
Código  de  Comercio  son  la  condenación  de  la  Sociedad 
demandante;  que  la  «Unión  Italiana»  no  tenía  que 
averiguar  el  estado  de  la  casa  asegurada;  que  aceptaba 
una  propuesta  y  que  sólo  debía  atenerse  á  los  términos 
en  que  se  le  hacía;  que  la  circunstancia  de  que  la  So 
ciedad  demandante  haya  pagado  el  seguro  en  nada  atañe 
á  los  demandados,  y  que  lo  apuntado  respecto  á  que  la 
«Unión  Italiana»  conoce  toda  la  Boca,  es  poco  serio,  conclu- 
yendo por  pedir  el  rechazo,  con  costas,  déla  acción  instau- 
rada.— Recibida  la  causa  á  prueba— fs.  380  vuelta — se  pro- 
dujo la  que  expresa  el  certificado  de  fs.  143,  y  habiendo 
alegado  las  partes,  según  resulta  á  fs.  147  y  153,  el  Juz- 
gado  llamó    autos,    á  fs.    154,    quedando   la    causa    en 
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estado  de  ser  fallada.  Y  considerando:  P  Que  el  art.  644 
del  Código  de  Comercio  establece  en  el  inc.  8%  que  toda 
póliza  ó  contrato  de  seguro  entre  otros  requisitos,  debe 
contener  todas  las  circunstancias  cuyo  conocimiento  pue- 
da ser  de  interés  real  para  el  asegurador,  así  como  todas 
las  demás  estipulaciones  hechas  por  las  partes.  2*^  Que 
el  art.  640  del  mismo  Código,  dispone  que  toda  declara- 
ción falsa,  ó  toda  reticencia  de  circunstancias  del  asegu- 
rado aun  hecha  de  buena  fe,  que  ajuicio  de  peritos  hubie- 
ra impedido  el  contrato  ó  modificado  sus  condiciones, 
hace  nulo  el  seguro.  3'^  Que  según  resulta  del  informe 
del  perito  Gambini  á  fs.  142,  ha  habido  reticencia  en  la 
propuesta  de  fs.  26  de  las  circunstancias  mencionadas  en 
el  art.  644  del  Código  de  Comercio,  por  cuanto  la  Com- 
pañía aseguradora  ha  omitido  en  la  propuesta  y  en  la 
póliza  declarar  que  en  el  edificio  asegurado  existían 
algunos  almacenes  y  otras  casas  de  negocios  lo  caal,  á 
su  juicio,  modifica  completamente  el  criterio  del  riesgo; 
que  según  informe  del  perito  E.  Coll — fs.  126— la  propues- 
ta del  reaseguro  fué  hecha  con  omisión  del  contenido  de  la 
cosa  asegurada,  alterando  asilas  obligaciones  del  asegu- 
do;  que  la  omisión  consistió  en  no  declarar  que  existía 
un  almacén  de  comestibles  en  el  edificio  asegurado,  lo 
cual  aumenta  el  riesgo,  etc.  4^'  Que  de  acuerdo  con  el  dic- 
tamen analizado  anteriormente,  es  lógico  deducir  que  las 
reticencias  de  las  circnnstancias  indicadas  ha  tenido 
que  modificar  el  riesgo,  y  por  consiguiente  el  contrato  de 
seguro.  5''  Que  en  presencia  de  la  disposición  terminan- 
te del  art.  640  del  Código  de  Comercio,  que  fulmina  la 
nulidad  del  contrato  en  el  caso  de  reticencias  como  el 
presente,  aun  hechas  de  buena  fe,  á  falta  de  otra  disposi- 
ción expresa  en  la  ley,  no  es  posible  tomar  en  conside- 
ración sin  esquivar  la  aplicación  del  artículo  citado,  el 
hecho  de  que  anteriormente  al  contrato  de  fs.  26,  la  Com- 
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pañía  aseguradora  hubiera  tenido  conocimiento  de  tales 
circunstancias  por  cualquier  otro  medio  que  no  fuera  el 
indicado  en  el  instrumento  del  contrato.  6**  Que  aun  en 
la  hipótesis  de  que  se  aceptara  la  doctrina  citada  por  la 
parte  demandante,  ésta  no  ha  comprobado  el  hecho  de 
que  la  «Unión  Italiana»  tuviera  conocimiento  antes  de 
contratar  el  reaseguro,  déla  existencia  de  casas  de  nego- 
cio en  el  edificio  asegurado.  En  efecto:  la  declaración  de 
^  los  testigos  Biondi  (fs.  116   preg.  3*),  Agustín  Lamassi 

\  (fs.  117,  preg.  3*),  se  refiere  á  otra  compañía,  cual  es  «La 

¡  ítalo-Argentina».    La  misma    absolución  de  posiciones 

hecha  por  el  Presidente  de  la  Sociedad  demandada  tam- 
poco puede  apreciarse  en  la  forma  que  se  pretende  por 
el  representante  de  «El  Ancla»,  pues  de  la  compulsa  prac- 
ticada por  el  Contador  don  Santigo  Allende— fs.  123— re- 
sulta que  la  Compañía  demandada  no  tenía  contratado 
ningún  seguro  sobre  negocio  en  la  casa  calle  Olavarría 
esquina  Crucero,  si  se  exceptúa  el  reaseguro  materia  de 
este  litis.  Por  estas  consideraciones,  fallo  desechando  la 
demanda  instaurada  á  fs.  16  y  declarando  que  el  contra- 
to de  fs.  26  es  nulo,  sin  especial  condenación  en  costas, 
por  no  hallar  mérito  para  ello,  de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto en  el  art.  221  del  Código  de  Procedimientos.  Defi- 
nitivamente juzgando,  así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo, 
en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  diez  de  Julio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  uno.  Repónganse  los  sellos  y  regístre- 
se.—L.  A.  Peyret. — Ante  mí :  Pedro  SicoureL 
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Sumario  :    1"  La  notificación  de  la  cesión,  sin  oponer  excepciones  dentro  i 

del  término  que  la  ley   señala,  importa  el    reconocimiento  -I 

por  el  deudor  cedido  de  la  existencia  del  crédito.  2°  Cual-  i 

quiera  que  sea  la  procedencia  de  la  deuda,  el  reconocimiento  < 

de  una  cantidad  líquida  hace  ineíicaces  las  prescripciones  de  « 

excepción  y  sólo  puede  aplicarse  las  referentes  á  las  acciones  ¡ 

personales. 

(  CONFIRMADO  )  Í 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Ramón  C.  Dávila 
<;ontra  D.  Ricardo  Valdez  por  cobro  de  pesos,  resulta;  . 

que  con  fecha  30  de  Setiembre  de  1882  el  Sr.  D.  Adolfo  ^ 

E.  Dávila,  en  representación  de  su  hermano  D.  Ramón  C. 
Dávila,  demandó  á  D.  Ricardo  Valdez  pidiendo  que  éste  i 

fuera  condenado  al  pago  de  la  suma  de  37.277  pesos  fuertes 
39  centesimos  que  expresa  la  cuenta  de  fs.  23,  más  las  cos- 
tas del  juicio.  Funda  la  demanda  en  varios  documentos 
que  acompaña  y  de  los  cuales  resulta  que  la  razón  social 
Jorge  Brownell  y  C^^   cedió  uu   crédito    por    valor    de 
20.799  $  80  centesimos  fuertes  que  tenían  con  Ricardo 
Valdez,  á  favor  de  D.Domingo  B.  Dávila;  que  este  últi- 
mo, á  su  vez,  cedió  el  crédito  á  D.  Ramón  C.  Dávila  y  en 
ue  el  primer  cesionario  notificó  la  cesión  en  oportuni- 
d  al  deudor  cedido.  Agrega,  que  el  crédito  fué  contraído 
..  Buenos  Aires,  y  éste  debe  ser  el  lugar  del  pago,  tanto 
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más  que  el  deudor  se    encuentra    en    momentos   de  la 
demanda  en  esta  ciudad.  Conferido  traslado  de  la  demanda 
y  después  de  resuelta  la  articulación  suscitada  á  fs.  28, 
fué  evacuado  á  fs.  37  por  Valdez  pidiendo  el  rechazo  de 
la  demanda  con  especial  condenación  en  costas.   Funda 
su  derecho  en  que  el  poder  con  que  se  presenta  Dávila  es 
insuficiente  y  por  no  haberse  entablado  en  forma.  Refi- 
riéndose al  fondo  de  la  cuestión  expone,  que  es  falso  que 
en  la  actualidad  adeude  á  la  casa  de  Jorge  Brownell  y  C'^ 
un  solo  peso  y  en  que  la  demanda  no  viene  acompañada 
de  justificativo  alguno  á  pesar  de  tratarse  de  una  suma 
considerable.  Recibida  la  causa  á  prueba  y   después  de 
haberse  resuelto  varios    incidentes  promovidos   por  las 
partes,  lo  mismo  que  sobre  la  citación  de  evicción  á  los 
cedentes  Jorge  Brownell  y  C**  á  lo  que  se  proveyó  de 
conformidad  á  fs.  47,  autos  agregados,  se  mandó  agre- 
gar la  prueba  producida  y  de  la  cual  instruye  el  certi- 
ficado de  fs.  219.  Presentados  los  alegatos  de  fs.  564  y 
fs.  602,  la    causa   quedó  en  estado    de    ser  resuelta  en 
definitiva.  Dados  los  términos  de  la  demanda  y  su  con- 
testación, fluye  la  siguiente  cuestión:  ¿Se  ha  justificado 
la  existencia  y  legitimidad  del  crédito  objeto  de  la  de- 
manda? Considerando:  1®  Que   ante    todo    corresponde 
pronunciarse  sobre  las  excepciones  opuestas  en  el  escrito 
de  contestación  á  la  demanda,  falta  de  personería  y  de- 
fecto legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda— art.  8& 
del  Código  de  Procedimientos.— 2°  Que  con  relación  á  la 
primera  excepción  es  insubsistente  y  el  Tribunal  no  tiene 
porqué  tomarla  en    consideración  desde  que  el  litis  se 
trabó  posteriormente  entre  los  cedentes  Jorge  Brownell 
y  C**  y  Valdez,  de  acuerdo  con  la  sentencia  de  fs.  47  de 
los  autos  agregados.  Allí  se  estableció  por  la  Excelentí- 
sima Cámara  que  los  cedentes  estaban  obligados  á  salir 
á  la  defensa  de  Dávila  con  el  objeto  de  justificar  el  crédito 
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cedido  y  desconocido  por  Valdez.  3^  Respecto  á  la  se- 
gunda excepción:  que  no  puede  decirse  que  se  ha  incu- 
rrido en  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda; 
lejos  de  ello,  se  ha  cumplido  con  todos  los  requisitos 
del  art,  71  del  Código  de  Procedimientos,  acompañándose 
en  los  recaudos  que  corren  agregados  de  fs.  1  á  23,  los 
documentos  en  que  el  demandante  funda  sus  pretendidos 
derechos.  Por  esto,  se  desecha  la  excepción  opuesta.  Y 
considerando  respecto  á  la  cuestión  planteada:  4"  Que  en 
el  testimonio  de  fs,  8  consta  que  con  fecha  10  de  Mayo 
de  1878,  D.  Ricardo  Valdez  fue  notificado  judicialmente 
de  la  cesión  del  crédito  hecha  á  favor  de  D.  Domingo  B. 
Dávila  importante  la  suma  de  20.799  $  80  centesimos 
fuertes,  art.  563  del  Código  de  Comercio.  5^  Que  no  ha- 
biéndose probado  por  Valdez  que  haya  deducido  excep- 
ciones contra  la  diligencia  mencionada  dentro  del  plazo 
que  determina  el  art.  564  del  Código  de  Comercio,  es 
lógico  deducir  que  había  consentido  la  cesión  del  crédito 
de  20.799  $  80  centesimos  fuertes  en  su  contra — art.  564 
del  Código  de  Comercio  citado  y  art.  919  del  Código 
Civil — 6*^  Que  las  diligencias  que  se  mencionan  en  el  tes- 
timonio de  fs.  8  y  siguientes,  no  han  sido  tachadas  de 
falsas  por  la  parte  demandada,  por  lo  que  el  Juzgado 
debe  apreciarlas  como  exactas.  7^  Que  de  las  cartas  agre- 
gadas á  fs.  7  del  incidente  y  de  fs.  220  á  fs.  226  de  los 
presentes  autos,  y  las  cuales  han  sido  declaradas  autén- 
ticas por  los  peritos  Gallardo  y  Uzal  á  fs.  262  vuelta  y 
fs.  265,  Valdez  se  reconoce  deudor  de  Brownell  y  C'% 
acusa  recibo  de  una  cuenta  corriente  y  pide  esperas  para 
efectuar  el  pago.  Aunque  la  diligencia  de  la  autentica- 
ción de  las  firmas  puestas  al  pie  de  esas  cartas  no  se  ha 
verificado  con  arreglo  á  los  procedimientos  establecidos 
por  el  Código  de  Procedimientos,  es  de  tenerse  en  cuenta 
que,  lejos  de  haber  sido  argüidas  de  falsas  por  Valdez 
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ó  su  representante,  este  último  ha  aceptado  el  procedi- 
miento iniciado  por  el  demandante  contribuyendo  con  su 
consentimiento  y  proporcionando  á  los  peritos  los  medios 
necesarios  para  verificar  la  autenticidad  de  la  ñrma  de 
Valdez.  El  hecho  de  presentar  la  carta  de  fs.  264  para 
servir  de  base  al  cotejo  de  las  firmas,  así  lo  comprueba. 
8**  Que  de  los  términos  en  que  se  hallan  redactadas  las 
citadas  cartas,  la  relación  de  los  hechos  que  en  ellas  se 
hace,  el  hecho  de  acusar  recibo  á  una  cuenta  corriente, 
así  como  la  manifestación  de  Valdez  de  haberse  puesto 
de  acuerdo  con  Dávila  para  satisfacer  su  deuda,  contri- 
buye á  demostrar  de  una  manera  clara  y  terminante  que 
Valdez  era  deudor  de  la  suma  que  se  le  reclama  y  que 
se  tenía  con  él  muchas  consideraciones  para  facilitarle 
el  pago  de  la  deuda.  9®  Que  hay  evidente  contradicción 
entre  la  contestación  á  la  demanda,  la  absolución  de 
posiciones  de  fs.  302  vuelta  y  las  declaraciones  hechas 
en  las  cartas  mencionadas.  En  efecto:  ¿cómo  se  explica 
que  Valdez,  después  de  solicitar  de  los  señores  Jorge 
Brownelly  C»*  que  se  le  rebajasen  los  intereses  del  crédito 
y  de  pedirles  se  contentaran  con  recibir  una  pequeña 
cantidad  mensualmente  en  valores  de  la  materia  pri- 
ma de  su  mina,  venga  posteriormente  á  negar  el 
hecho  de  las  relaciones  comerciales  que  había  mante- 
nido con  la  parte  demandante,  la  existencia  de  una 
cuenta  corriente  y  hasta  de  todo  crédito?  Basta  exami- 
nar detenidamente  las  cartas  mencionadas  para  adquirir 
lá  persuasión  contraria  á  su  negativa  en  absoluto  que 
hace  en  las  posiciones  absueltas  á  fs.  302. —Tampoco 
se  concibe,  si  se  tiene  en  cuenta  el  mal  estado  de  los 
negocios  de  Valdez,  á  estar  á  su  propia  confesión  y  á 
los  términos  de  sus  cartas  —  fs.  7  del  incidente,  fecha  16 
de  Mayo  de  1877  y  el  hecho  de  haber  aceptado  sin 
observación   ni  protesta  de  otra  especie  la  notificación 
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de  la  cesión  verificada  un  año  después — 10  de  Mayo 
de  1878  —  que  en  esta  fecha  ya  hubiera  chancelado  su 
deuda  y  la  parte  demandante  se  hubiera  convertido  en 
su  deudora.  Valdez  contesta  negativamente  á  todas 
las  posiciones  del  pliego  de  fs.  303,  diciendo  que  no 
es  exacto  oque  es  falso;  y  sin  embargo,  en  la  carta  de 
fs.  220,  dirigida  á  los  demandantes,  dice:  «que  conocen 
su  buena  disposición  para  pagar  la  suma  que  les  adeu' 
da,  que  es  un  deudor  desgraciado  y  que  á  pesar  de  los 
esfuerzos  que  ha  hecho  desde  hace  algunos  años  no  ha 
podido  conseguirlo».  Agrega:  «que  deben  rebajarle 
una  parte  de  los  intereses  y  que  se  le  acepte  una  suma 
mensual  de  500  pesos».  Esta  carta  lleva  fecha  Febrero 
(  de  1874.  —  A  fs.  224,  Agosto  de  1874,  dirigiéndose  á  los 

^  mismos   demandantes,  les   dice:    «que   le   es    de    todo 

punto  imposible  pagar  la  cuenta  que  les  adeuda,  por 
los  quebrantos  que  ha  sufrido  en  sus  negocios.»  A  fs. 
222  y  226  Valdez  reproduce  los  mismos  conceptos  en 
iguales  términos;  manifiesta  sus  deseos  de  abonar  su 
deuda.  Pero,  al  absolver  las  posiciones  de  fs.  302  niega 
todos  estos  hechos.  Llega,  no  obstante,  á  asegurar 
contestando  la  pregunta  12%  «que  todo  lo  que  le  com- 
/  pro   á   Bro\ynell    y   C*^   se   lo    ha  pagado    con    fuertes 

sumas  de  dinero  que  le  ha  entregado».  Esta  contesta* 
ción,  que  importa  una  excepción  de  pago,  no  ha  sido 
comprobada  por  Valdez.  No  ha  presentado  una  carta 
siquiera,  donde  se  le  acuse  recibo  de  una  remesa  de 
esas  fuertes  sumas  de  dinero  que  dice  haber  entregado. 
Más  aún:  no  ha  intentado  hacerlo,  ni  ha  mencionado 
la  causa.  En  la  carta  de  fs.  222:  «ofrece  remitir  200  y 
tantos  quintales  de  ejes,  que  ha  de  dar  50  patacones 
arriba,  los  cuales  pide  se  le  abonen  á  su  cuenta  ry,  Largo 
sería  y  sin  objeto,  analizar  minuciosamente  las  nume- 
rosas  contradicciones   en  que  ha  incurrido  el  deman- 
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mandado.  — 10"  En  el  alegato  de  fs.  602,  el  representante 
de  Valdez  hace  principal  argumento  de  las  posiciones 
ahsueltas  á  fs.  447  en  rebeldía  por  don  Jorge  BrownelL 
Es  la  única  prueba  que  ha  producido  para  destruir  la 
que  se  ha  analizado  en  los  anteriores  considerandos. 
Sin  embargo,  carece  de  importancia.  En  primer  lugar, 
debe  tenerse  presente  la  forma  como  se  ha  hecho  la 
citación  y  el  hecho  de  haberse  dado  por  absueltas  en 
rebeldía  á  uno.de  los  socios  de  una  razón  social  ex- 
tinguida ya  y  cuyos  miembros  residían  en  el  extran- 
jero. La  posición  segunda  demuestra  de  una  manera 
evidente,  por  la  forma  en  que  se  hace,  que  las  cuentas 
se  refieren  á  una  consignación  de  minerales  hecha  por 
Valdez  en  los  años  1868  á  1869.  Por  hechos  poste- 
riores, cuales  son  las  cartas  citadas  y  la  notificación 
de  la  cesión,  Valdez  se  ha  reconocido  deudor  de  Brow- 
nell  y  C^^.  La  carta  de  fs.  7  del  incidente  agregado  á 
estos  autos  lleva  fecha  de  Mayo  de  1877.  Además, 
consta  en  el  mismo  recibo  agregado  á  fs.  446,  por  la 
parte  demandada,  que  se  ha  expedido  á  cuenta  y  por 
efectos  comprados.  Que  aun  admitiendo  como  con- 
testada afirmativamente  la  posición  cuarta  de  fs.  447, 
no  es  posible  aceptar  la  razón  que  en  ella  se  da  de 
haber  entregado  Valdez  minerales  por  el  importe  de 
25.000  pesos  fuertes.  Esa  entrega,  según  se  comprueba  por 
el  pliego  de  posiciones  que  se  ha  examinado,  se  hizo  en 
el  año  de  1869.  En  ausencia  de  otra  prueba  presentada  por 
^a  parte  demandada,  es  forzoso  inducir  que  no  se  ha  com- 
probado la  excepción  de  pago.  IP  Que  si  bien  debe 
tenerse  por  justificado  el  crédito  materia  de  la  deman- 
da, por  lo  que  respecta  á  la  suma  consignada  en  la 
cesión  de  fs.  1  por  las  razones  aducidas  en  los  conside- 
randos precedentes,  no  sucede  lo  mismo  con  relación  p 
los  intereses  que  se  cargan  en  la  cuenta  de  fs.  23;  que  liL 
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existido  una  convención  por  la  cual  Valdez  se  obligó 
al  pago  de  intereses,  lo  demuestra  claramente  el  hecho 
que  queda  relacionado,  de  pedir  aquél  á  Brownell  y  C*''. 
le  hiciera  una  rebaja  en  ellos;  pero,  no  resultando  de 
la  escritura  de  cesión  el  quantum  del  interés  convenido 
ni  tampoco  de  la  prueba  rendida  por  la  parte  deman- 
dante, dichos  intereses  debe  pagarlos  Valdez  á  estilo  de 
Banco.  —  Por  estas  consideraciones,  fallo,  que  los  señores 
Brovv^nell  y  C*^  han  justificado  la  existencia  y  legitimidad 
del  crédito  cedido  á  fs.  1,  por  valor  de  20.799  $  80 
centavos  fuertes ;  en  su  consecuencia,  condeno  á  don 
Ricardo  Valdez  á  abonar  dicha  suma  ó  su  equivalente 
en  moneda  nacional,  dentro  de  diez  días,  con  sus  inte- 
reses á  estilo  de  Banco  desde  la  fecha  de  la  cesión, 
siendo  también  á  su  cargo  las  costas  del  juicio,  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el  art.  221  del  Código  de 
Procedimientos  Estimo  los  honorarios  del  doctor  Ba- 
lestra  en  mil  ochocientos  pesos  %  y  los  del  procurador 
Máximo  Luzuriaga  en  ochocientos  pesos  de  la  misma 
moneda.  Definitivamente  juzgando,  así  lo  pronuncio, 
mando  y  firmo,  en  Buenos  Aires,  á  veintidós  de  Junio 
de  mil  ochocientos  noventa  y  uno.  —  Regístrese  y  re- 
pónganse las  fojas.  — L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí:  Jorge 
F.  Patino. 
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Sumario  :  l*  La  venta  de  los  títulos  dados  en  prenda  deben  imputarse 
á  la  disminución  del  capital  y  no  al  refuerzo  de  la  garantía. 
2"  Declarada  procedente  la  excepción  de  pago  parcial  debe 
liquidarse  el  crédito  declarándose  las  costas  á  cargo  del 
ejecutante. 

(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  Que  D.  Cosme  Marino 
se  presentó  en  calidad  de  cesionario  de  la  letra  de  fs.  1 
importante  la  cantidad  de  4.596  pesos  con  37  centavos 
moneda  nacional,  pidiendo  que  don  S.  U.  Jordán,  Ge- 
rente de  la  sociedad  anónima  «Paraguay  Land  Company», 
por  quien  firma  dicho  pagaré,  compareciera  á  practicar 
el  reconocimiento.  Resuelto  así,  y  no  habiendo  com- 
parecido dicha  persona  el  dia  señalado,  se  dio  por  re- 
Qonocida  la  firma  en  el  auto  de  fs,  10.  A  fs.  11  se 
pidió  mandamiento  por  la  suma  indicada,  el  que  no 
dio  resultado  alguno  según  la  diligencia  de  fs.  12  v., 
manifestando  el  deudor  que  tenía  dado  á  embargo  250 
acciones  del  Banco  Paraguayo  y  Río  de  la  Plata.  A  fs.  15 
el  acreedor  reconoció  la  verdad  de  esa  aseveración,  pero 
manifiesta  que  las  acciones  no  tienen  valor  alguno  ni 
se  cotizan  á  ningún  precio,  razón  por  la  cual  pide  la 
ampliación  de  embargo,  á  lo  que  se  accedió,  efectuándose 
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la  nueva  diligencia  á  fs.  16  v.  y  fs.  17.  Citado  de  re- 
ñíate el  ejecutado  opone  á  fs.  26  la  excepción  de  pago, 
en  razón  de  que,  según  se  acredita  por  el  documento 
que  se  acompaña,  Marino  ha  recibido  los  dividendos 
correspondientes  á  esas  acciones  que  importan  400  pe- 
sos moneda  nacional  y  2.500  pesos  moneda  paraguaya, 
sumas  que  han  debido  imputarse  al  crédito  y  que  el 
ejecutante  nada  dice  al  respecto. — Pide  se  le  condene  en 
las  costas.— Sustanciada  la  excepción,  el  acreedor  reco- 
noció por  el  escrito  de  fs.  38  y  39  la  verdad  de  lo  ase- 
verado por  el  deudor,  expresando  que  esos  dividendos 
recibidos  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  587 
del  Cóíligo  de  Comercio  importaban  las  cantidades  ex- 
presadas, las  que  reducidas  A  moneda  nacional  daban 
un  total  de  2.608  pesos  moneda  nacional;  que  las  can- 
tidades recibidas  no  han  sido  en  pago  sino  como  un 
refuerzo  de  garantía  que  se  tendrcl  presente  al  hacerse 
la  liquidación;  que  la  cosa  dada  en  prenda  no  puede 
el  acreedor  apropiársela  sin  incurrir  en  el  delito  de  es- 
telionato. Pide  el  rechazo  de  la  excepción,  con  costas. 
— Y  considerando:  1**  Que  reconocidos  por  el  actor  los 
hechos  en  que  se  apoya  la  excepción,  no  es  necesario 
recibir  la  causa  á  prueba.  2^  Que  la  excepción  de  pago 
parcial  se  halla  justificada  desde  que  el  actor  reconoce 
haber  recibido  esas  sumas,  que  no  pueden  considerarse 
como  un  refuerzo  de  garantía  no  convenido  por  las 
partes,  sino  como  sumas  percibidas  que  disminuyen  el 
importe  de  la  obligación.  —  La  prenda  es  la  garantía 
de  una  obligación,  y  entonces,  si  esa  prenda  produce 
una  renta  efectiva,  debe  aplicarse  al  capital,  sin  que 
pueda  decirse  que  esto  importe  incurrir  en  el  delito  de 
estelionato  á  que  se  refiere  el  artículo  588  del  Código  de 
Comercio,  desde  que  no  se  enajena  ni  negocia  la  cosa 
dada  en  prenda. — Por  estas  consideraciones,  fallo  decla- 
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rando  justificada  la  excepción  de  pago  parcial,  con  costas 
al  demandante,  y  mando  se  lleve  adelante  la  ejecu- 
ción por  el  saldo  del  capital  que  resulto  adeudarse  una 
vez  practicada  la  liquidación  general. —  Se  estiman  los 
honorarios  del  Dr.  Balbín  en  doscientos  pesos  moneda 
nacional. 

Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  ciudad  de 
Buenos  Aires,  Capital  de  la  República  Argentina,  á 
nueve  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres.— 
Repónganse  las  fojas  y  regístrese. — L.  A.  Peyret. — Ante 
mí:  Eugenio  Blanco, 
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Sumario  :  P  La  ratificación  equivale  al  mandato  y  hace  improcedente  la 
excepción  de  falta  de  personería  por  carecer  de  la  facultad  de 
demandar.  2*»  Expuestos  en  la  demanda  los  hechos  y  el  derecho 
que  de  ellos  surge,  la  excepción  de  defecto  legal  es  impro- 
cedente. 

(reformado) 

Buenos  Aires,  Octubre  2o  de  1892. — Y  vistos :  resultan- 
do que  por  el  escrito  de  fs.  17  el  procurador  Copello,  en 
representación  de  don  Luis  de  Barbieri,  sin  contestar 
la  demanda  que  por  cobro  de  pesos  le  ha  interpuesto  el 
Banco  del  Comercio,  opone  las  excepciones  dilatorias  de 
falta  de  personería  en  el  demandante  y  defecto  legal  en 
-  la  forma  de  la  demanda;  que  la  primera  excepción  la  fun- 
da en  que,  según  una  cláusula  del  poder  acompañado  á 
la  demanda,  el  gerente  del  Banco  del  Comercio  sólo  puede 
demandar  á  los  deudores  del  mismo,  previa  autorización 
del  Directorio ;  y  considerando  respecto  de  esta  excepción, 
,  que  aun  sin  tomar  en  cuenta  los  fundamentos  legales  de 

la    contestación  de  fs.  28  en   cuanto  se  refieren    á  las 
cláusulas  del    poder  y    á    las  facultades    inherentes  á 
Ins  gerentes    de  los    Bancos    en    general,  por    las  cua- 
;    sería  ilusoria   aquella    limitación,    resultando    una 
idente    contradicción    entre  ella  y  las  demás  faculta- 
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des  que  el  poder  contiene,  que  se  hace  innecesario  exa- 
minar, desde  que  por  el  documento   de  fs.  23  esa  defi- 
ciencia, si  existiera,  habría  sido  salvada  con  arreglo  á 
la  disposición  de  los  arts,  1935  y  1936  del  Código    Ci- 
vil, dejando  por  consiguiente  insubsistente  la  excepción 
referida.  Y  considerando  en  cuanto  á  la  segunda  excep- 
ción de  defecto  legal  en  la  forma  de  la  demanda,— que  el 
escrito  de  fs.  7  expresa  la  razón  de  la  gestión  que  se 
interpone  refiriéndose  á  la  cuenta  corriente  é  inutilidad 
de  las  gestiones  privadas,  el  objeto  de  la  demanda,  la 
especie  que  se  reclama  y  el  origen  de  la  deuda,  acom- 
pañando los  comprobantes;  de  todo  loque  resulta  implí- 
cito el  derecho  de  demandar,  sin  estar  obligado  á  his- 
toriar   detenida   y    detalladamente    en    la  demanda  las 
evoluciones  de  una  cuenta  corriente,  pues  ellas  resultan 
de  la  cuenta  misma  y  son  materia  de  la  prueba  y  ulterio- 
ridades  del  juicio,  sin  que  el  silencio  respecto  de   esas 
evoluciones  y  detalles  pueda  dar   lugar  á  una  articula- 
ción prv)via;  que  las  observaciones  que  contiene  el  escrito 
(le    fs.    17  referentes   á  las    cuentas  presentadas    en   la 
demanda,  serían  en  todo  caso  materia  de  la  contestación, 
pero  no  de   la  articulación   promovida;  que,  por  consi- 
guiente, el  actor  ha  llenado  en  su  demanda  los  requisitos 
del    art.  71  del  Código  de   Procedimientos.     Por  ello  y 
demás  fundamentos  legales  del  escrito  de  fs.  28,  que  el 
Juzgado  encuentra  pertinentes,  no  ha  lugar  á  las  excep- 
ciones opuestas,   debiendo  contestarse  derechamente  la 
demanda  dentro  del  término   legal,  con  costas.    Regulo 
el  honorario  del  Dr.  López  en  cincuenta  pesos  moneda 
nacional  y  el  del  procurador   Blanco  en  veinte  de  igual 
moneda. — L.  A.   Peyret. — Ante  mí:  Pedro  SicoureL 


La  reforma  exonera  de  las  costas  al  demandado. 
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Sumario  :  1**  El  informe  de  la  Cámara  Sindical  de  la  Bolsa  de  Comercio 
si  bien  es  una  presunción,  no  basta  para  formar  prueba  por  si 
solo  de  Jas  atirmaciones  que  contenga.— a*  Al  demandante 
corresponde  la  prueba  de  la  acción  aun  cuando  el  demanda- 
do haya  incurrido  en  rebeldía  no  contestando  la  demanda. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  que  don  Pedro  Lastarria 
deduce  demanda  contra  don  José  C.  Salas  por  cobro  de  la 
cantidad  de  $  7.800  m/n  procedentes  de  ladiferencia  de 
precio  entre  doscientas  acciones  de  los  «Muelles  y  De- 
pósitos de  las  Catalinas»  vendidas  por  Salas  á  Lastarria 
áTOpesos  cadaunay  200  compradas  por  aquél  á  éste  al 
precio  de  109  pesos  ;  que  no  habiéndose  cumplido  por  Sa- 
las los  compromisos  á  que  se  refieren  los  boletos  de  com- 
pra y  venta  que  acompaña,  pedia  se  le  condenara  al  pago 
de  la  cantidad  reclamada,  intereses  y  costas.  Corrido  tras- 
lado al  demandado,  fué  notificado  á  fs.  6.  No  habiéndolo 
evacuado  se  dio  por  contestado,  según  el  auto  de  fs. 
15,  que  no  pudo  ser  notificado  al  señor  Salas  por  haber- 
encontrado  la  casa  desocupada.  El  actor  pidió  que  el 

mando  fuera    citado  por  edictos   bajo  apercibimiento 

^  nombrársele  defensor,  á  lo  que  se  accedió  haciéndose 

publicación   respectiva    sin  resultado  alguno,  según 
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resulta  á  fs.  27  vuelta  y  por  cuya  razón  sé  nombró 
defensora  fs.  28,  quien  llamó  la  atención  del  juzgado 
para  que  resolviese  si  el  demandado  era  rebelde  ó  ausente, 
pues  de  autos  resultaba  que  se  jhabía  dado  por  contes- 
tado el  traslado  en  rebeldía  de  Salas.  El  proveyente  re- 
solvió á  fs.  35  declarando  que  no  procedía  el  nombra- 
miento de  defensor,  dejando  sin  efecto  las  providencias 
respectivas  y  mandando  que  corriesen  los  autos  según  su 
estado.  Recibida  la  causa  á  prueba  y  notificado  al  de- 
mandado por  edictos,  se  ha  producido  la  que  expresa  el 
certificado  de  fs.  57.  Y  considerando:  !<>  Que  al  actor  in- 
cumbe la  prueba  de  los  hechos  en  que  apoya  su  acción 
—Ley  1',  Título  14,  Part.  3*.— 2°  Que  la  única  prueba  pro- 
ducida se  compone  del  informe  de  fs.  58,  el  que  no  es 
bastante  para  justificar  el  reclamo  á  que  se  refiere  la  de- 
manda. Ese  informe  no  es  la  prueba  plena  y  concluyante 
que  la  ley  exige  para  que  pueda  ser  condenado  el  deman- 
dado; cuando  más,  puede  servir  de  base  para  corroborar 
otros  elementos  de  prueba;  pero,  aisladamente,  no  tiene  la 
fuerza  y  vigor  que  el  actor  quiere  imprimirle,  desde  que 
de  él  no  surge  que  Salas  haya  reconocido  adeudar  la 
cantidad  que  se  reclama.  Por  esto,  y  de  acuerdo  con  la 
Ley  39,  Tít.  2%  Part.  3%  fallo  no  haciendo  lugar  á  la 
acción  deducida,  sin  especial  condenación  en  costas  por 
no  encontrar  mérito  para  ello.  Así  lo  pronuncio,  mando 
y  firmo,  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  Capital  de  la  Repú- 
blica Argentina,  á  los  veinticinco  días  del  mes  de  Octubre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  dos.  Repónganse  las  fojas  y 
regístrese. — L.  A.  Peyret.— Ante  mí:  Eugenio  Blanco. 
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Sumario-  1"  Es  nulo  el  fallo  de  los  peritos  que  no  se  circunscriba  á  los 
puntos  sometidos  á  su  decisión  por  el  compromiso  arbitral. 
2"  Si  no  existe  forma  determinada  y  existe  disidencia,  los  peri- 
tos deben  expedir  su  fallo  formando  tribunal  bajo  pena  de 
nulidad. 

(confirmado) 

Y  visto  para  resolver  sobre  el  incidente  promovido  á 
fs.  256  sobre  nulidad  del  dictamen  del  perito  tercero 
nombrado  en  estos  autos  para  tasar  los  trabajos  mencio- 
nados en  la  sentencia  de  fs Y  considerando:  1°  Que 

como  se  desprende  del  escrito  de  fs.  256,  el  recurrente 
para  atacar  la  nulidad  del  dictamen  se  apoya  en  el  hecho 
de  no  haberse  expedido  los  peritos  formando  tribunal, 
violando  de  esta  manera  las  formas  esenciales  del  pro- 
cedimiento y  en  haber  modificado  en  su  laudo  las  sen- 
tencias de  fs lo    que    importa   haber  fallado    sobre 

puntos  no  comprendidos  en  el  compromiso    de   fs.... 
2^  Que  por  la  naturaleza  del  juicio  arbitral,  los  funda- 
mentos del  recurso  deducido  no  pueden  ser  otros  sino 
^""  que  se  mencionan  en  el  art.  792  del  Código  de  Proce- 
'^ientos,  haber  fallado  los  arbitros  fuera  del  término 
.pulado  en   el    compromiso,    sobre  puntos   no    com- 
edidos, ó  falta  esencial  en  el  procedimiento.  3^  Que 
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habiendo  los  arbitros  expedido   su  dictamen  dentro  del 
término  acordado  en  el  compromiso  de   fs la  cues- 
tión A  resolver  se  concreta  á  averiguar  si  se  han  vio- 
lado las    dos  últimas  disposiciones  recordadas.  4*^   Que 
en  el  compromiso  de  fs.  209  se  establece  que  los  peritos 
deben  procederá  verificar  las  tasaciones  respectivas  ajus- 
tándose á  las  sentencias  de  fs.  168  á  199.  La  última  del 
^                                superior,  confirmando  la  de  fs.  168,  establece:   «que  la 
;                  '               oposición  que  en  ella  se  hace  á  la  partida  de  3.168,95  pesos 
[                                 no  importa  un  mandato  de  pago  y  que  sólo  tiene  el  lirai- 
í                                tado  alcance  de  que  figure  en  la  liquidación  de  las  cuentas 
I                              sometidas  al  juicio  de  peritos  arbitradores.  La  sentencia 
de  Primera  Instancia,  confirmada  con  la  modificación  re- 
cordada, establece,  que  los  trabajos  que  deben  someterse  á 
la  apreciación  pericial  son  aquellos  mencionados  en  los 
F                                considerandos  2%  3**  y   4%  es  decir,  aquellos    á    que  se 
:..                               refieren  las  partidas  7,  8, 9, 10, 13, 14, 15  y  16  de  la  cuenta 
^                                de  fs.  1;  los  de  la  casa  de  D.  Gregorio  Torres,  calle  de 
[                                Florida  entre  Cuyo  y  Cangallo;  partidas  4^  y  5^  y  los 
i                                practicados  en  la  casa  de  D.  Leopoldo  Rochi,  Avenida  de 
I                                la  República  entre  Rodríguez  Peña  y  Callao.   Ahora  bien. 
examinada  la  tasación  del  perito  Mallol—fs.  246 — resulta 
que   ha  omitido  tasar  las   partidas  9  y  10  de  la  cuenta 
de  fs.  1.  El  perito  Clerici — fs.  250— omite  las  partidas  13 
y  14  y  los  trabajos  de  casa  de  Rochi.  Rebaja  un  30  %  del 
precio  asignado  á  las  partidas  2,  3,  11  y  12,  puntos  que 
no    estaban  sometidos    á  su    dictamen.  El  tercer  perito 
omite  tasar  las  partidas  7,  8,  9,  10, 14,  15  y  16.   De  las 
partidas  1  y  6  rebaja  un  30  %  lo  cual  tampoco  estaba 
sometido  á  su  dictamen  ;  se  concreta  á  tasar  las  partidas 
8  y  13.    Resulta  que  ninguno  de  los  tres  peritos  se  ha 
ajustado  al  compromiso  de  fs. ,,  ni  á  la  parte  dispositi 
de  la  sentencia.   Han  omitido  tasar  algunas  partidas 
han  tasado  otras  que  no  les  incumbía.  No  habiendo  f 
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liado  con  arreglo  á  las  bases  del  compromiso  arbitral,  el 
dictamen  expedido  adolece  del  vicio  de  nulidad.  5**  Con- 
siderando respecto  al  segundo  punto:  que  el  art.  783  del 
Código  de  Procedimientos  estatuye  que  si  no  se  hubiera 
acordado  en  el  compromiso  la  forma  en  que  los  arbitros 
han  de  conocer  y  fallar  el  asunto,  lo  harán  siempre  for- 
mando tribunal.  Aun  cuando  la  disposición  del  art.  792  '] 
no  fulmina  la  nulidad  para  el  caso  de  que  se  expidieran  j 
por  separado,  es  de  tenerse  presente  que  el  dictamen  ó  í 
laudo  de  dichos  peritos  arbitradores  constituye  un  acto  ' 
jurídico— art.  994,   Código    Civil — el   cual    es    nulo  con                             \ 
arreglo    á  lo  estatuido  en  el  art.  1044  del  mismo,  por  \ 
cuanto  no  reúne  las  formas   exclusivamente   ordenadas  ' 
por  la  ley.  Por  estas  consideraciones,  fallo  declarando 
nulo  el  laudo  arbitral  recurrido.  Así  lo  pronuncio,  mando 
y  firmo,  en  Buenos  Aires,  Capital  de  la  República  Argen- 
tina, á  cinco  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres. 
Repónganse  las  fojas. —  L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí:  Pedro 
SicoureL 
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Sumario  :  1**  Procede  la  tercería  de  dominio  si  el  opositor  al  embar- 
go justifica  la  propiedad  exclusiva  de  los  muebles  embar- 
gados. —  2°  La  posesión  y  el  pago  del  alquiler  del  predio 
donde  se  encuentran  los  muebles  forman  prueba  de  su 
propiedad  y  hacen  procedente  la  tercería,  aun  cuando  eJ 
ejecutado  tenga  en  el  mismo  local  su  domicilio. 


(confirmado) 

Buenos  Aires,  Noviembre  23  de  1892. — Vistos  estos 
autos,  resulta:  1°  Que  á  fs.  6  se  presentó  'D.  Eliseo 
Mañay  en  representación  de  D^.  Manuela  Bustamante 
de  Ristorini,  deduciendo  tercería  de  dominio  sobre  los 
muebles  que  fueron  embargados  como  pertenecientes  á 
D.  Luis  R.  Ristorini  en  la  ejecución  que  á  éste  le  sigue 
el  Dr.  Juan  M.  Balaija.  Sostiene  que  dichos  muebles 
son  de  la  exclusiva  propiedad  de  la  expresada  señora 
por  haber  sido  comprados  por  ella,  como  lo  acreditan 
los  documentos  que  acompaña  y  otros  que  ofrece  pre- 
sentar. Fundándose  en  ello  é  invocando  además  la 
presunción  que  tiene  su  representada  de  ser  tal  pro- 
pietaria de  los  muebles  embargados  por  tener  su  po-v 
sesión,  pues,  por  el  recibo  que  también  acompaña — 
fs.  1 — se  acredita  ser  ella  la  inquilina  de  la  casa  don- 
de se  trabó  el  embargo.    2^    Que  conferido  traslado    al 
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ejecutante  y  al  ejecutado,  ambos  lo  evacuaron  respecti- 
vamente á  fs.  9  y  11.  El  primero  pide  el  rechazo,  con 
costas,  de  la  tercería  y  con  aplicación  de  la  pena  que 
establece  el  artículo  534  del  Código  de  Procedimientos, 
fundándose  en  que  la  casa  en  que  se  trabó  el  embargo 
es  el  domicilio  del  ejecutado  como  lo  demuestran  las 
constancias  del  juicio  ejecutivo.  El  ejecutado  reconoce 
que  la  propiedad  de  los  muebles  embargados  pertenece 
á  su  señora  madre,  la  tercerista;  que  es  ella  quien  abo- 
na el  alquiler,  dice,  como  única  inquilina  y  quien  posee 
todo  lo  que  en  la  casa  existe  y  en  la  cual  él  no  es  sino 
un  simple  huésped,  pues  pasa  largas  temporadas  fuera 
de  ella.  Afirma,  por  último,  que  si  alguna  vez  indicó 
que  se  le  podía  encontrar  en  esa  casa  es  por  estar 
cerca  del  centro  de  los  negocios  y  por  permitírselo  su 
señora  madre  y  pide  se  levante  el  embargo.  3"  Que 
recibida  la  causa  á  prueba,  se  ha  producido  la  que  in- 
dica el  certificado  de  fs.  14.— Y  considerando:  P  Que 
la  tercerista  ha  justificado  por  la  declaración  de  D.  Car- 
los Gallarani — fs.  34— propietario  de  la  casa  calle  Vic- 
toria núm.  1121,  donde  se  trabó  el  embargo  de  los 
muebles,  que  ocupa  esa  finca  en  su  carácter  de  inqui- 
lina principal  desde  el  mes  de  Diciembre  de  1890. 
2°  Que  el  testigo  Florencio  Roberts,  al  ser  examinado 
al  tenor  del  interrogatorio  de  fs.  23,  también  declara 
que  la  tercerista  costea  todas  las  necesidades  de  su 
casa  habitación  y  que  es  propietaria  exclusiva  de  todos 
los  muebles  quQ  adornan  dicha  casa.  El  testigo  Gallara- 
ni, contestando  la  pregunta  4*'*  del  interrogatorio  de 
fs.  33,  declara  que  siempre  ha  considerado  á  dicha 
señora  como  dueña  exclusiva  de  todos  los  muebles  que 
'ntrodujo  en  la  casa  que  le  alquiló.  En  igual  sentido 
iepone  D.  Manuel  Delfino  á  fs.  3G.— 3«  Que  según  resulta 
le  la  diligencia  del  mandamiento  agregado  á  fs.  25  de 
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la  ejecución,  cuando  se  trabó  el  embargo  la  señora 
Ristorini  se  opuso  á  que  se  llevara  á  cabo  esa  dili- 
gencia, manifestando  que  ella  era  la  única  propietaria 
de  los  muebles.  4®  Que  siendo  esto  así,  es  innegable  el 
hecho  de  que  D*.  Manuela  Bustamante  de  Ristorini  se 
hallaba  en  posesión  de  los  muebles  embargados,  no 
habiéndose  producido  prueba  alguna  por  la  otra  parte 
tendente  á  demostrar  lo  contrario.  5**  Que  de  consi- 
guiente, es  de  estricta  aplicación  la  disposición  del  ar- 
tículo 2412  del  Código  Civil,  que  estatuye,  que  la  posesión 
de  buena  fe  de  una  cosa  mueble  crea  á  favor  del  po- 
seedor la  presunción  de  tener  la  propiedad,  dispo- 
sición que  está  de  acuerdo  con  la  doctrina  y  juris- 
prudencia establecido  por  la  Excma.  Cámara  de  Apela- 
ciones en  lo  Comercial  en  casos  análogos— Tomo  1°, 
pág.  353;  tomo  3%  pág.  249;  tomo  4^  pág.  5,  causa 
CDXXII. — 6*  Que  el  mandamiento  se  ha  diligenciado 
contraviniendo  el  artículo  478  del  Código  de  Procedi- 
mientos que  establece,  para  que  pueda  trabarse  embar- 
go en  los  bienes  que  el  ejecutante  señale,  la  condición 
indispensable  que  el  deudor  esté  en  posesión  de  ellos. 
Por  estas  consideraciones,  fallo  declarando  justificado 
el  dominio  invocado  por  la  tercerista  sobre  los  muebles 
embargados  en  la  ejecución  seguida  por  el  Dr.  D.  Juan 
M.  Balaija  contra  D.  Luis  R.  Ristorini,  y  en  su  consecuen- 
cia, mando  levantar  el  embargo,  sin  especial  condenación 
en  costas  por  no  hallar  mérito  para  imponerlas  á  la 
parte  vencida. — Artículo  221  del  Código  de  Procedi- 
mientos.— Téstense  las  palabras  subrayadas  á  fs.  63, 
haciéndose  saber  al  ejecutante  guarde  estilo.  —  Regís- 
trese y  repónganse  las  fojas.~L.  A.  Peyhet. — Ante  mí: 
Jorge  F.  Patino. 
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Sumario:  Las  modificaciones  á  una  propuesta,  aún  aceptada  en  prin- 
cipio, importan  la  proposición  de  un  nuevo  contrato,  que 
para  que  se  conceptúe  terminado  por  correspondencia,  su 
aceptación  debe  resultar  de  términos  explícitos. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos,  resulta  de  autos:  que  con  fecha  30  de  Julio 
de  1891  y  fundándose  en  los  documentos  de  fs.  1  á  8, 
se  presentó  D.  Juan  Antonio  Amado,  en  representación 
de  los  señores  Long  y  Santos,  demandando  á  la  Compañía 
de  Gas  de  Belgrano,  por  el  cumplimiento  del  contrato 
para  la  descarga  de  los  materiales  y  combustibles 
de  todos  los  buques  que  á  dicha  Compañía  venían  consig- 
nados, mediante  la  retribución  de  sesenta  centesimos 
por  tonelada  y  un  peso  por  todo  bulto  cuyo  peso  no 
excediera  de  tres  toneladas,  y  además,  por  las  pérdidas, 
^intereses  y  costas  del  juicio.  Agrega,  que  el  término 
de  ese  contrato  es  de  dos  años  á  contar  desde  la  fecha 
de  su  celebración,  y  que  han  hecho  repetidas  descargas 
habiendo  tenido,  para  que  ellas  se  verifiquen  con  regula- 
ídad,  que  hacer  planchadas  en  el  Riachuelo,  comprometer 
íonadas,  comprar  canastos  y  establecer  el  personal 
ecesario  para  la  completa  vigilancia  de  las  operaciones ; 
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que  fueron  sorprendidos  al  recibir  la  carta  núm.  3,  en  la 
cual  la  Compañía  rescindía  por  sí  y  ante  sí  el  contrato 
celebrado;  que  se  trata  de  un  contrato  de  locación  de 
servicios,  cuya  existencia  se  encuentra  comprobada  en 
las  cartas  que  bajo  los  núms.  1  y  2  adjunta  á  la 
demanda;  que  por  los  arts.  1197  y  1204  del  Código  Civil 
dicho  contrato  no  podía  disolverse  sino  por  mutuo 
consentimiento;  que  los  perjuicios  que  les  irroga  el 
proceder  de  la  Compañía  demandada,  los  estiman  en 
10.000  pesos  %,  y  que  según  lo  prescriben  los  arts.  519 
y  siguientes  del  citado  Código,  el  causante  de  dichos 
perjuicios  es  quien  debe  indemnizarlos.  Conferido  traslado 
de  la  demanda,  según  consta  á  fs.  13,  lo  evacuó  la 
Compañía  demandada  á  fs.  20,  pidiendo  su  rechazo 
con  costas  é  imposición  de  silencio  á  los  demandan- 
tes. Afirma  que  no  existe  tal  contrato;  que  de  las 
cartas  mismas  exhibidas  resulta  que  el  contrato  no  se 
realizó  y  lo  comprueban  más  aún  la  carta  de  fs.  15, 
no  teniendo  porque  ocuparse  de  las  citas  de  los  preceptos 
legales  que  se  hacen  en  el  escrito  de  demanda,  puesto 
que  esos  preceptos  suponen  un  contrato  v¿ílido  cuando  una 
de  las  partes  se  niega  caprichosamente  á  cumplirlo,  y  tal 
supuesto  es  decididamente  falso.  Recibida  la  causa  á 
prueba,  se  produjo  la  que  expresa  el  certificado  de  fs.  107, 
y  habiendo  alegado  las  partes  á  fs.  109  y  112,  el  Juzgado 
llamó  autos  á  fs.  127  vuelta,  quedando  la  causa  en 
estado  de  ser  fallada.  Y  considerando:  Que  dados 
los  términos  en  que  se  ha  trabado  la  litis  contestatio, 
la  cuestión  que  surge  como  previa  puede  plantearse  en 
estos  términos:  ¿Se  ha  comprobado  la  existencia  del 
contrato?  ¿Es  procedente  su  cumplimiento?  ¿Es  proce- 
dente la  acción  de  pérdidas  é  intereses?  Considerando: 
P  Que  para  que  haya  contrato  es  necesario  que  medie 
común  acuerdo  de  voluntades  entre  las  partes  y  que  el 
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consentimiento  se  manifieste  por  ofertas  ó  propuestas  por 
una  parte  y  aceptación  por  la  otra  —  arts.  1137  y  1144 
del  Código  Civil. — 2**  Que  el  actor  hace  valer  las  cartas  que 
acompaña  á  la  demanda  como  prueba  del   contrato  de 
locación  de  servicios  y  como  instrumento  constitutivo  del 
mismo.  3^  Trátase,  pues,  de  un  contrato  celebrado  por 
medio  de  correspondencia  epistolar,  por  lo  que  corres- 
ponde averiguar  si  las  cartas  que  se  han  acompañado  con 
tal  objeto  reúnen  los  requisitos  necesarios  para  deducir 
de  ellas  la  existencia  del  contrato.  Basta  examinar  dichos 
instrumentos   para  adquirir  la  persuasión,  sin  esfuerzo 
de  ningún  género,  de  que  faltan  en  ellas  los  requisitos 
mencionados  en  el  primer  considerando.    En  efecto,  la 
carta  de  los  señores  Long  y  Santos,  agregada  á  fs.  13,  no 
es  una  propuesta  seria  y  concreta  que  podía  dar  lugar  á  la 
aceptación  consiguiente,  pues  como  lo  establece  el  art. 
1148  del  Código  Civil,  para  que  haya  promesa,  ésta  debe 
hacerse  a  persona  determinada,  sobre  un  contrato  especial, 
con  todos  los  elementos  constitutivos  de  los  contratos. 
En  esa  carta  los  demandantes  se  limitan  á  comunicar 
al  Gerente  de  la  Compañía  los  precios  y  condiciones  de 
la  casa  para  recibir  y  cargar  en  los  wagones    carbón  y 
materiales.    ¥  Pero,  aún  en  la  hipótesis  de  que  tal  comu- 
nicación reuniera  los  requisitos  apuntados  anteriormente 
y  fuera  una  propuesta  perfecta  del  contrato,  no  por  eso 
sería  menos   evidente   de  que   tal    contrato    no    quedó 
perfeccionado.     El  Gerente  de  la  Compañía,  en  la  contes- 
tación de  fs.  6,  les  niuiiíiesta  literalmente,  que  «respecto 
á  hacer  contrato  por  dos  años  para  la  descarga  de  todos 
los  buques  de  la  Compañía,  no  tendría  inconveniente, 
siempre  que  ellos  se  comprometieran  á  recibir  la  carga  en 
la  misma  forma   de  entrega  convenida  en  la  póliza  de 
fletamiento    de  cada   buque,   á   fin   de    no   incurrir   en 
demoras».     Esta    condición    importante    modificaba   la 
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oferta  é  importaba  explícitamente  la  propuesta  de  un 
nuevo  contrato  —  art.  1152  del  Código  Civil.  —  Y  sin 
embargo,  no  resulta  probado  que  Long  y  Santos  contes- 
taran en  forma  alguna  la  precitada  carta,  conformándose 
con  las  condiciones  previas  exigidas  por  el  demandado. 
5®  Que  examinada  la  prueba  producida  en  autos,  resulta 
que  ella  ha  revestido  un  carácter  secundario,  pues  el 
hecho  principal  en  que  se  basa  la  demanda,  consistente 
en  la  existencia  del  contrato,  no  ha  sido  probado  por  los 
demandantes.  El  actor,  al  absolver  la  segunda  posición 
del  pliego  106,  confiesa  ser  cierto  lo  que  en  la  misma  se 
expresa,  lo  que  importa  no  desconocer  que  la  carta  de 
fs.  7  de  fecha  10  de  Marzo  del  año  anterior  tiene  por 
única  contestación  la  que  corre  á  fs.  16  de  fecha  11  del 
mismo  mes  y  año.  Esa  carta  no  menciona  el  contrato 
ni  incidentalmente  y  de  ella  no  se  desprende  ningún 
argumento  que  tienda  á  demostrar  que  se  trata  de  una 
persona  que  se  dirige  á  otra  respecto  de  la  cual  la 
liguen  los  derechos  y  obligaciones  que  recíprocamente 
nacen  de  todo  contrato  formal.  6**  En  cuanto  á  la  prueba 
testimonial,  debe  observarse  que  no  existe  en  autos 
más  declaración  prestada  que  la  de  D.  Antonio  Persich 
— fs.  103.  Esta  deposición  es  singular,  por  lo  que  no 
debe  tomarse  en  consideración.  No  existe  relación  alguna 
entre  ella  y  la  de  los  testigos  G.  Guerrine— fs.  99  vuelta — 
Geo  Ferrarlo— fs.  100  vuelta—Juan  Castellano— fs.  181  — 
y  Miguel  Scarpatti — fs.  102.  Todos  estos  testigos  creyeron 
ü  oyeron  decir,  que  el  trabajo  de  descarga  duraría  dos 
años.  Tales  declaraciones  se  concretan  á  demostrar 
el  monto  de  la  indemnización  reclamada.  En  cuanto  al 
informe  de  fs.  105  del  contador  público  D.  P.  Frugoni. 
expedido  con  el  mismo  objeto,  patentiza  las  exagera 
clones  en  que  han  incurrido  los  actores  al  manifestar  en 
su  escrito  de  demanda  que  descargaban  2000  toneladas 
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mensiialmente  como  mínimum.  Del  mismo  resulta  que 
esa  descarga  no  alcanzaba  á  la  mitad.  Por  estas  conside- 
raciones resuelvo  la  primera  cuestión  en  sentido  negativo. 
7*»  Que  no  siendo  procedente  la  petición  de  cumplimiento 
de  un  contrato  cuando  no  se  ha  demostrado  su  existencia, 
resuelvo  las  cuestiones  2*  y  3^  en  el  mismo  sentido.  8^ 
Que  en  virtud  de  las  conclusiones  á  que  se  ha  llegado, 
la  demanda  carece  de  todo  fundamento,  y  en  tal  caso, 
debe  ser  desechada  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la 
Ley  1%  Tít.XIV,  Part.  3^'^  que  manda  dar  por  quito  al 
demandado  cuando  negados  por  él  los  hechos  no  se 
hubieran  probado  por  el  actor.  —  Por  esto,  fallo  absol- 
viendo de  la  demanda  á  la  Compañía  de  Gas  de  Belgrano 
é  imponiéndoles  silencio  á  los  actores  á  quienes  con- 
deno al  pago  de  las  costas  del  juicio. ^Regulo  el 
honorario  del  Dr.  Ruiz  de  los  Llanos  en  trescien- 
tos cincuenta  pesos  %,  y  los  del  procurador  Navarro 
Ruiz  en  ciento  ochenta  de  igual  moneda.  Repónganse 
los  sellos  é  insértese  en  el  libro  respectivo.  Así  lo 
pronuncio,  mando  y  firmo,  en  Buenos  Aires,  Capital 
de  la  República  Argentina,  á  los  veintiocho  días  del 
mes  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos. — 
L,  A.  Peyret. — Ante  mí;  Ped?v  Sicouret, 
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Sumario  :  1«  No  es  procedente  la  prueba  testimonial  cuando  el  valor 
del  litigio  supera  al  que  la  ley  determina.— 2«  Para  que  el 
principio  de  prueba  escrita  haga  procedente  la  testimonial 
los  documentos  ó  papeles  acompañados  deben  proceder  del 
adversario. 

(  CONFIRMADO  ) 

Vistos  estos  autos,    resulta:   que  á  fs con  fecha 

27  de  Abril  del  año  anterior,  se  presentó  don  Emilio 
Silveyra  Leanes,  en  representación  de  don  Víctor  Pechieu, 
demandando  á  don  Ramón  y  Miguel  Arquimbau  por  co- 
bro de  la  cantidad  de  3.841  pesos  m/ n,  según  se  detalla  en  la 
cuenta  d(*  fs...  provenientes  déla  venta  de  doscientas 
barricas  de  resina  y  de  un  préstamo  hecho  á  don  Mi- 
guel Arquimbau  padre  de  800  pesos  m/n,  inclusive  los 
intereses  hasta  la  fecha  de  la  demanda.  Expone  en  lo 
que  se  refiere  á  la  resina:  que  tratándose  de  un  contrato 
de  compraventa  mercantil— art.  451  del  Código  de  Co- 
mercio— funda  su  acción  en  las  disposiciones  de  los  arts. 
462  y  465  del  mismo  y  pide  se  le  condene  al  pago 
de  la  cantidad  demandada,  con  los  intereses  y  costas 
del  juicio,  por  haber  incurrido  en  mora.  Conferido  tras- 
lado de  la  demanda  por  el  auto  de  fs.  4,  éste  fué  eva- 
cuado á    fs.  8  por  don  Eulogio  Navarro,   en  represen- 
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tación  de  las  partes  demandadas,  pidiendo  el  rechazo 
de  la  demanda  con  especial  condenación  en  costas.  Expone: 
que  es  falso  que  los  señores  Ramón  y  Miguel  Arquim- 
bau,  únicos  socios  de  la  razón  social  Arquimbau  H°°% 
dueños  de  la  fábrica  de  jabón  establecida  en  Barracas 
al  Sud,  hayan  comprado  á  Pechieu  las  doscientas  ba- 
rricas de  resina,  no  habiendo  mediado  jamás  relaciones 
algunas  de  negocios,  ni  menos  relación  social  que  pu- 
diera haber  servido  de  base  á  un  negocio;  que  don 
Miguel  Arquimbau  padre  jamás  ha  tenido  participación 
alguna  en  la  fábrica;  que  hace  algún  tiempo  que  éste 
vendió  á  sus  hijos  una  cantidad  aproximadamente  de 
doscientas  barricas  de  resina;  que  supone  que  sea  esta 
la  partida  que  Pechieu  vendió  á  aqutíl  por  intermedio 
del  rematador  don  Guillermo  Gowland,  pero  que  nada 
pueden  aseverar  al  respecto  porque  Arquimbau  padre 
ha  comprado  y  las  ha  vendido  partidas  de  resina  de 
diversas  procedencias,  que  han  sido  consumidas  en  la 
jabonería  de  sus  mandantes  ;  que  es  falso  que  haya 
mediado  requirimiento  para  el  pago  del  precio  y  que 
también  es  falso  que  Pechieu  le  haya  prestado  dinero 
ni  pasado  cuenta  de  intereses,  y  que  de  las  partidas  de 
resina  entregadas  por  Arquimbau  padre  á  la  fábrica, 
ninguna  ha  sido  enviada  por  el  demandante.  Recibida 
la  causa  á  prueba,  se  produjo  la  que  instruye  el  certi- 
ficado del  actuario  á  fs.  85.  Y  considerando:  1^  Que 
negados  los  hechos  en  que  el  actor  funda  su  acción,  á 
éste  le  incumbe  la  prueba  de  su  afirmación  con  arreglo 
al  conocido  principio:  actori  incumbit  onus  probandi,  etc. 
y  la  Ley  1%  Tít.  14,  Part.  3*.— 2^  Que  la  prueba  producida 
se  reduce  á  la  absolución  de  los  pliegos  de  posiciones 
.gregados  á  fs.  40  y  70,  las  compulsas  practicadas  "por  el 
iCtuario  á  fs.  7  vta.  y  á  la  deposición  de  los  testigos  cuya 
omina  se  menciona  de  fs.  18  á  21. — 3^  Que  el  pliego  de  po- 
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siciones  absuelto  á  fs.  40  por  los  demandados  ha  dado  un 
resultado  negativo  para  el  actor  y  las  tarjetas  agregadas 
de  fs.  31  á  39  nada  prueban  á  favor  del  mismo.  La  31  y 
32  emanan  de  doña  Carmen  C.  de  Arquimbau,  cuya  par- 
ticipnción  de  la  razón  social  tlemandada  no  se  ha  jus- 
tificado.   En  idéntica  condición   se    halla   la  de  fs.  34 
referente  á  una  deuda  de   Arquimbau  padre  y  que  no 
es  parte  en  este  juicio  no  obstante    mencionarse  en  la 
cuenta  de  f.  1  que  la  partida  de  800  pesos  m/n  provenía 
de  un  préstamo  hecho  á    este    señor  por  cuenta  de  la 
jabonería.  Los  recibos  de  fs.  35  á  39  han  sido  expedidos 
por  personas  extrañas    al   juicio.    4**   Que  la  compulsa 
practicada  por  el  actuario  á  fs.  65   y  74  no   demuestra 
la  existencia  de  los  hechos  á  que  se  hace  referencia  en 
los  escritos  de  fs.  61  y  62,  ni  tiene  relación  con  el  juicio. 
La  absolución  de  posiciones  de  fs.  70  tampoco  comprueba 
los  extremos  de  la  demanda.     5^*  Quedan  por  examinar 
las  declaraciones  de  los  testigos  presentados  de  f.  75  á 
84,  pero  tratándose  de  comprobar    la    existencia  de  un 
contratocuyo  valor  excede  de  200  pesos  m/n,  no  es  admi- 
sible la  prueba  testimonial  sino  cuando  media  un  prin- 
cipio de  prueba  por  escrito.    Los  documentos  privados 
que  se  han  exhibido  y  agregado  á  los  autos,  no  emanan 
de  la  parte  demandada.  Por  consiguiente,  el  estudio  de 
la  prueba  testimonial  no  es  necesaria.    G^^'^Que  dada  la 
insubsistencia  de  la  prueba  que  se  ha  analizado,  se  llega 
á  la  conclusión  de  que   la  parte  actora  no  ha  probado 
extremos  pertinentes  de  su  acción,  debiendo  por  consi- 
guiente absolverse  de  ella  á  los  señores  Ramón  y  Mi- 
guel Arquimbau  aplicando  al  efecto  la  Ley  I,  Tít  XIV, 
Part.  III  y  la  regla  adore  non  probante  reus  absolvitur^ 
eíiam  si  nihil  prwstet.    Por  estos  fundamentos  absr 
á  los  señores  Ramón  y  Miguel  Arquimbau  de  la  úBl 
da  instaurada  á  fs.  2  por  don  Víctor  Pechieu,  sin  e 
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cial  condenación  en  costas  por  no  encontrar  mérito  para  ¡ 

imponerla  á  la  parte  vencida  —  art.  221  del  Código  de  .     '- 

Procedimientos.  ¡ 

Así  lo  pronuncio,   mando  y  firmo,  en  la  capital  de  la  íi 

República  Argentina,  á  ocho  de  Abril  de  mil  ochocientos  % 

noventa  y  dos.  —  Repónganse  los  sellos  y  regístrese. —  ' 

L.  A.  Peyret. — Ante  mí:  Carlos  N.  González,  ■  •  ' 
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Sumario  :  1«  La  inacción  por  mayor  tienopo  del  que  fija  la  ley  para  el 
cobro  de  una  deuda  en  cuenta  corriente  hace  procedente  la 
excepción  de  prescripción  opuesta  por  el  demandado.— *>  La 
interrupción  de  la  prescripción  sóJo  puede  ser  materia  de 
prueba  en  primera  instancia,  aun  cuando  se  baya  opuesto 
en  el  alegato. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  los  presentes  autos,  resulta  :  Que  con  fecha  5 
de  Noviembre  de  1890  se  presentó  don  Juan  S.  Palma  enta- 
blando demanda  contra  don  Antonio  Pehiez  por  cobro  del 
saldo  que  arroja  la  cuenta  de  fs. . .  importante  la  cantidad 
de  23.732,00  pesos  oro.  Expone,  que  esa  cantidad  procede 
del  saldo  de  una  cuenta  corriente  que  había  mantenido  con 
Peláez  en  la  provincia  de  Tucumán,  donde  ambos  ejercían 
el  comercio,  la  cual  se  había  mantenido  desde  1884  hasta 
Enero  de  1885;  que  en  30  de  Marzo  de  1888  le  había  pasado 
á  Peláez  un  estado  de  su  cuenta,  quien  lo  había  recibido  sin 
hacer  objeción  de  ninguna  especie;  que  Peláez  le  había  en- 
tregado á  cuenta  300  $  %  y  una  orden  para  que  le  entrega 
ran  unos  muebles  por  valor  de  1.700  $  %  que  suponía  le 
hubiera  pagado;  y  por  último,  que  tenía  en  Tucumán  los 
documentos  comprobantes  de  su  cuenta  que  pensaba  pre- 
sentar oportunamente;  pedía  que  Peláez  fuera  condenado 
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á  pagarle  el  saldo  expresado  con  sus  intereses  y  las  costas 
del  juicio. — Que  conferido  traslado  al  demandado  á  fs.  4 
no  se  le  pudo  notificar  al  demandado  por  haber  cambiado 
de  domicilio,  porcayas  circunstancias  el  actor  pidió  á  fs.  6 
se  le  citara  por  edictos  emplazándosele  para  que  compa- 
recieraá  estar  á derecho  bajo  apercibimiento  de  nombrarle 
defensor  de  oficio,  áloqueelJuzgado  proveyó  de  conformi- 
dad.— No  habiendo  Peláez  comparecido,  según  consta  á  fs- 
13  vuelta,  se  hizo  efectivo  el  apercibimiento  decretado  nom- 
brándole defensor. — Afs.  16  el  defensor  doctor  J.A.  García 
evacuó  el  traslado  de  la  demanda  negando  los  hechos  en 
que  ella  se  fundaba  por  no  haberse  justificado  los  mis- 

^  raos  por  el  demandante.     Oído  el  Ministerio  de  Meno- 

res á  fs.  10  vuelta,  á  fs.  17  la  causa  fué  sometida  á  prueba 
declarándose  el  Juzgado  competente  para  conocer  en  ella. 
Queá  fs.  38  se  presentó  don  Julián  Nogueras,  en  repre- 
sentación del  demandado  y  tomó  la  intervención  que  le 
correspondía,  habiéndose  ordenado  cesar  la  de  oficio  que 
por  el  Juzgado  se  le  había  dado. — Vencido  el  término  de 
prueba  se  mandaron  agregar  las  producidas  por  el  auto  de 
fs.  58.  Después  de  haber  absuelto  posiciones  las  partes 
á  fs.  114,  fs.  117,  fs.  y  137,  y  haberse  resuelto  el  incidente 
sobre  embargo  preventivo  promovido  por  el  demandante^ 
fs.  108,  y  presentados  los  alegatos  respectivos,  la  causa 
quedó  en  estado  de  sentencia,  según  así  se  resolvió  por  el 

i  auto  de  fs.  140. — Y  considerando:  que   las  cuestiones  á 

r  resolver  son  las  siguientes  :  P  ¿  Ha  justificado  Palma  las 

partidas  de  la  cuenta  de  fs.  1?    ¿  Se  ha  operado  la  pres- 

k  cripción  opuesta  en  el  alegato  de  fs.  128?— P  Que  Peláez 

al  absolver  la  posición  sexta  del  pliego  de  fs.  confiesa  que 

es  cierto  que    los   seis  documentos  de  fs.  43  á  48,  en  los 

'^ales  le   pide   algunas  sumas  de  dinero  al  demandante 

\  n  de  su  puno  y  letra,  reconociendo  al  mismo  tiempo  que 

dinero  que  expresan  le  fué    suministrado   por  Palma, 
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pero  agrega  que  fué  con  el  objeto  de  cobrarse  el  que  le 
había  suministrado  á  Palma.  2*^  Que  en  los  documentos 
de  fs.  44  y  fs.  45  se  reconoce  la  suma  de  820  $  %,  en  el 
de  fs.  46,  47  y  48,  400  $  bolivianos,  todo  lo  que  impoita 
la  suma  de  300,60  $  %.  3«  Que  Peláez,  á  pesar  de  haber 
afirmado  que  estos  pedidos  los  hacía  á  cuenta  de  lo  que 
Palma  le  debía,  no  lo  ha  comprobado.  4"^  Que  por  lo  que 
j¿  respecta  á   la   cuenta   de   fs.  49  y  50,    la   primera  por 

^  valor  de  3.355,67  $  %  por  distintos  efectos  comprados  por 

r  Terribile  y  O^  á  la  casa  de  Pape  Hnos.  y  Palma  y  en  el 

t  segundo  por  3.327,75   $  %  también  por  diversos  efec- 

)  tos  comprados  á  Pape   Hnos.  y  C*^  por  Gafferani  y  C*^ 

J  Palma  no  ha  demostrado   que  esas  cuentas   debían  ser 

abonadas  por  el  demandado  ni  que  Torribile  y  Gafferani 
f  y  C^^  las    hubieran  satisfecho.  —  Las  posiciones  7^  y  8^ 

f'  del  pliego  recordado  han  sido  absueltas  negativamente 

[i  por  Peláez.  5°  Que  respecto  á  las  partidas  de  que  instruyen 

'  los  pagarés  de  fs.  75  á  81  y  que  ascienden  en  su  totalidad 

I  á  24.127,20  $  %  Peláez  manifesta   al  ser   repreguntado 

á  fs.  115  que  esos  documentos    son  de  complacencia   y 
,;  otorgados  por  él  con  el  único  objeto  de  suministrar  fondos 

I  á  la  casa  de  Palma,  afirmación  que  no  ha  sido  probada 

por  éste.  Siendo  Palma  endosante  y  último  tenedor  de 
esos  pagarés,  se  presume  que  es  dueño  de  ellos. — Por  estas 
consideraciones  resuelvo:  quédela  cuenta  presentada  á 
fs.  1,  el  demandante  sólo  ha  justificado  las  partidas 
'  mencionadas  en  los  considerandos  2**  y  5^— 6**  Que  fun- 

dándose la  demanda  entablada  en  la  cuenta  corriente 
de  fs.. . .,  y  suponiendo  que  todas  las  partidas  que  en  ella 
se  detallan  se  hubiesen  justificado  ó  hubieran  sido 
reconocidas  por  el  demandado,  la  acción  proveniente  de 
esa  obligación  se  prescribe  por  el  término  de  cuatro  au( 
con  arreglo  á  lo  estatuido  en  el  inc.  3^  del  art.  1003  d- 
Código  de  Comercio  antiguo  bajo  cuyo  imperio  se  lleví 
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ron  á  cabo  las  operaciones  que  se  discuten.  7°  Que  según 
resulta  de  la  cuenta  corriente  de  fs.  1  la  última  partida 
anotada  al  debe  de  Peláez  corresponde  al  30  de  Enero  de 
188e5,  coincidiendo  con  la  misma  fecha  la  anotada  en  su 
haber.  8**  Que  desde  esa  fecha  hasta  el  5  de  Noviembre  de 
1890,  en  que  fué  entablada  la  demanda,  ha  transcurrido 
más  del  período  de  cuatro  años  requeridos  por  la  disposi- 
ción recordada  anteriormente  para  operarse  la  prescrip- 
€ión.  9"  Que  con  arreglo  al  art.  1010  del  mismo  Código, 
la  prescripción  se  interrumpe  por  cualquiera  de  los  medios 
mencionados  en  esa  disposición;  pero  de  autos  no  re- 
sulta demostrado  que  el  actor  haya  hecho  uso  para 
interrumpir  la  prescripción,  de  ninguno  de  los  medios 
indicados  en  los  tres  incisos  del  artículo  citado.  10**  Que 
en  la  hipótesis  de  que  tuviera  aplicación  al  caso  sub 
judice  la  regla  del  art.  3989  del  Código  Civil,  debe  te- 
nerse presente  que  tampoco  existen  en  autos  los  elemen- 
tos necesarios  para  deducir  como  consecuencia  que  Peláez 
ha  reconocido  expresa  ó  tácitamente  la  deuda  que  se  re- 
clama. 

En  efecto  :  la  posición  tercera  del  pliego  de  fs.  51, 
que  podría  ser  un  elemento  de  prueba  para  demostrar 
que  la  prescripción  fué  interrumpida  á  consecuencia  de 
las  entregas  hechas  á  cuenta,  según  la  afirmación  de 
Palma,  ha  sido  absuelta  negativamente.  El  testigo 
Manuel  Navarro,  declara  á  fs.  92,  que  vio  en  el  escritorio 
de  Palma,  en  Tucumán,  un  estado  completo  de  la  cuenta 
corriente  de  Peláez  en  Mayo  de  1888,  y  que  posterior- 
mente Peláez  le  dijo  en  esta  capital  que  había  recibido  la 
cuenta;  pero  Navarro  no  ha  declarado  que  la  cuenta  de 
fs.  1  fuera  la  misma  que  viera  en  Tucumán,  ni  la  que 
recibiera  Peláez.  Si  el  testigo  se  ha  referido  á  la  cuenta 
de  fs.  17,  su  declaración    es  inverosímil    porque  no  es 
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posible  que,  después  de  transcurridos  tres  años,  retenga 
en  la  memoria  todas  las  partidas  anotadas  en  ella.  Ade- 
más, esta  deposición  es  singular,  porque  el  testigo  Gómez, 
al  contestar  afirmativamente  la  misma  pregunta,  mani- 
festó que  lo  que  declara  lo  sabe  por  referencias  del 
demandante.  IP  Que  no  habiéndose  comprobado  que  la 
prescripción  fuera  interrumpida,  y  pudiendo  esta  oponer- 
se en  todo  estado  del  juicio  anterior  al  tiempo  en  que  las 
sentencias  hayan  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
uoo  arreglo  á  la  disposición  del  art.  3962  del  Código 
Civil,  corresponde  resolver  la  segunda  cuestión  planteada 
en  sentido  afirmativo.  En  consecuencia,  no  ha  lugar  á 
la  demanda  instaurada,  sin  especial  condenación  en  costas. 
— Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  Ciudad  de 
Buenos  Aires,  Capital  de  la  República  Argentina,  á  quince 
de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos. — Repónganse 
los  sellos  y  regístrese.— L.  A.  Peyret.— Ante  mí:  Carlos 
N.  González. 
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SumAbio  :  1"  La  contestación  en  rebeldía  del  traslado  de  la  demanda  per 
mite  al  juzgado  dar  por  comprobados  "ios  hechos  en  que  se 
funda.— 2»  El  fiador  solidario  no  puede  exigir  que  el  acreedor 
haga  escusión  en  los  bienes  del  deudor. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  los  presentes  autos,  resulta :  Que  con  fecha 
2  de  Setiembre  del  año  ppdo.  y  á  fs.  4  se  presentó  don 
Juan  L.  Izquierdo,  en  representación  de  don  Vicente 
Pórtela,  demandando  á  don  Juan  R.  Pujol,  por  cobro 
de  tres  cédulas  del  Banco  Hipotecario  de  la  Provincia 
de  Buenos  Aires,  una  de  la  letra  O  y  dos  de  la  letra 
N.,  del  valor  nominal  de  1.000  pesos  m/n,  y  además  la 
suma  de  300  pesos  m/n,  todo  lo  cual  constaba  del  docu- 
mento de  fs.  1.  Expone :  que  habiendo  vencido  con 
exceso  el  plazo  de  quince  días  estipulado  en  la  obligación 
sin  haber  podido  conseguir  de  los  obligados  su  cumpli- 
miento, venía  á  demandar  al  referido  Juan  R.  Pujol 
como  deudor  solidario,  para  que  fuera  condenado  á  en- 
tregar las  cédulas  referidas  con  los  cupones  correspon- 
lientes  y  los  300  pesos  m/n  expresados,  con  sus  intereses 
--  costas.  A  fs.  5,  se  confirió  traslado  al  demandado  de 
a  acción  instaurada,  y  no  habiéndolo  evacuado  dentro 
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del  término  legal,  fué  declarado  rebelde  á  solicitud  de 
la  parte  actora.  A  fs.  10,  á  pedido  del  demandante,  se 
decretó  embargo  preventivo,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
por  el  art.  437  del  Código  de  Procedimientos,  haciéndose 
efectivo  en  bienes  del  deudor,  según  consta  á  fs.  12  vta. 
Por  el  auto  de  fs.  11,  el  Juzgado  se  declaró  competente 
para  conocer  en  la  causa  y  se  recibió  á  prueba,  produ- 
ciéndose la  que  expresa  el  certificado  de  fs.  19.  En 
seguida,  el  demandante  presentó  su  alegato  de  fs.  21,  y 
la  causa  quedó  en  estado  de  sentencia,  segtún  resulta 
á  fs.  22. 

Y  considerando:  V  Que  según  la  disposición  del 
art.  109,  inc.  1^*  del  Código  de  Procedimientos,  el  deman- 
dado está  obligado  á  confesar  ó  negar  categóricamente 
los  hechos  en  que  funda  la  demanda,  pudiendo  su 
silencio  estimarse  como  el  reconocimiento  de  esos 
hechos.  2^  Que  no  habiendo  Pujol  contestado  la  deman- 
da, permitiendo  se  le  declare  rebelde,  debe  aplicarse 
la  disposición  citada,  dándosele  por  conforme  con  las 
pretensiones  d^l  actor.  3**  Que  por  otra  parte,  se 
encuentra  reconocida  por  el  demandado  la  obligación  de 
fs.  1%  según  así  consta  de  las  posiciones  de  fs.  18  y 
siendo  esta  confesión  la  mejor  de  las  pruebas,  según  la 
Ley  II,  Tít.  XIII,  Part.  III,  resulta  que  el  demandante  ha 
justificado  plenamente  la  acción  instaurada.  4°  Que  lo 
^.  agregado  por  el  demandante  al  contestar  la  segunda  po- 

[  sición  de  fs.  18,  de  que  solo  es  fiador,  no  es  de  tomarse 

í  en  consideración  en  razón  de  que  la  obligación  de  fs.  1 

i  es  solidaria  y,  en  tal  caso,  el  acreedor  puede  exigir   el 

cumplimiento  inmediato  por  cualquiera  de  los  obligados 
según    es  de  derecho.    Por  estas  consideraciones,  fallo 
^  condenando  á  don  Juan  R.  Pujol  á  entregar  al  deman- 

dante, dentro  del  término  de  diez  días,  las  cédulas  á  que 
se  refiere  el  documento  de  fs.   1,  con  sus  cupones   co- 
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rrespondientes,  ó  su  equivalente  en  moneda  nacional 
que  tenían  el  día  que  venció  dicha  obligación  y  la  suma 
de  300  pesos  m/n  reclamados,  con  sus  intereses  á  estilo 
de  Banco  desde  el  día  de  la  demanda.  —  Declaro  así 
mismo  á  cargo  del  demandado  las  costas  del  juicio,  esti- 
mándose en  ciento  cincuenta  pesos  m/n  los  honorarios 
del  doctor  Maglioni  y  en  cien  pesos  los  derechos  procu- 
ratorios  del  señor  Izquierdo.  —  Así  lo  pronuncio,  mando 
y  firmo,  en  Buenos  Aires,  á  catorce  de  Abril  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  tres.  —  Repónganse  los  sellos  y  regís- 
trese.—L,  A.  Peyret.  —  Ante  mí:  Carlos  N.    González. 
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Sumario  :  Las  afirmaciones  del  asegurador  que  tiendan  á  desvirtuar  las 
constancias  de  la  póliza  de  seguro,  importan  excepciones  cuya 
prueba  le  incumbe. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  Que  á  fs.  7  se  presentó 
don  Antonio  R.  Rico  demandando  á  la  Compañía  Anó- 
nima «Seguros  Populares»  por  cobro  de  la  cantidad  de 
4,142,85  pesos  oro  uruguayo  ó  su  equivalente  en  moneda 
nacional,  con  los  intereses  y  costas  del  juicio.  Expone: 
que  en  la  ciudad  de  Montevideo  tenía  una  fábrica  de  lico- 
res y  que  el  24  de  Enero  de  1891  se  produjo  fortuitamente 
un  incendio  que  la  destruyó  en  su  totalidad ;  que  la  fábrica 
los  edificios  y  todos  sus  elementos  necesarios  para  la 
explotación  estaban  asegurados  en  distintas  compañías 
y  entre  ellas  la  de  «  Seguros  Populares  » ;  que  de  las  inves- 
tigaciones practicadas  por  el  Juez  del  Crimen  resultó 
comprobada  la  casualidad  del  siniestro;  que  pasó  alas 
compañías  aseguradoras  los  documentos  justificativos 
y  reclamó  la  indemnización  que  debían  abonarles;  q, 
de  la  avaluación  practicada  resultó  un  daño  por  va 
de  29.000  pesos  oro  uruguayo;  que  el  seguro  de  ca 
una  de  las  compañías  era  por  valor  de  10.000  pesos  c 
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y  que  hechos  los  cálculos  necesarios,  resultó  que  cada 
una  debía  abonar  8,285  pesos  oro,  los  cuales  fueron  paga- 
dos sin  dificultad;  que  la  Compañía  «Seguros  Popula" 
res»    tenía  á  su   cargo   un   seguro    de   5000   pesos  oro 
uruguayo  sobro  el   edificio,  la  fábrica   y  todos  los  ele- 
mentos de  explotación;  que  al  mismo  tiempo^queá  las 
otras  compañías,    se    le    pasó    los    antecedentes    sobre 
el  siniestro  y    se  le   reclamó    la   indemnización  que  le 
correspondía  abonar;  que  á  pesar  del  tiempo  transcurrido 
no  ha  dado  una  respuesta  categórica  por   la  cual  reco- 
nozca su  responsabilidad  y  se  declare  dispuesta  á  satis- 
facer la  indemnización';  que  tomando  por  base  de  cálculo 
para  establecer  el  importe  que  le  adeuda  la    Compañía 
de  «Seguros  Populares»  la  avaluación  hecha  en  el  caso 
por  la  Sociedad  «  Nueva  Zelandia»  y  «  Liverpool  London 
Globe  »,  á  la  vez  que  las  constataciones  de  la  autoridad 
judicial,    según    los    documentos    adjuntos,    resultaría 
que    su    importe    es    de  4,142,85  pesos   oro   uruguayo. 
Agrega,  que   esta  cantidad   es  la   mitad  de  lo  que  han 
pagado  la  «Liverpool  London  Globe»  y  la  «  Nueva  Ze- 
landia»; pide  que  en  su  oportunidad  se  condene   á  la 
Compañía  « Seguros  Populares  »   al  pago   de   la    canti- 
dad que  ha  mencionado  anteriormente.  —  Conferido  tras- 
lado al  demandado,  lo  evacuó  á   fs.  25  por    intermedio 
de  su  representante,  pidiendo  el  rechazo  de  la  demanda 
con    especial    condenación    en   costas  por    considerarla 
temeraria  y  maliciosa.  Expone:  que  el  Directorio  de  la 
Compañía  tomó  en  consideración  los  antecedente  relati- 
vos al  siniestro  y  resolvió  no  abonar  la  indemnización 
reclamada  por  las   siguientes    consideraciones:    1®  por- 
que según  la  póliza  la  construcción  asegurada  era  toda 
de  material,  habiendo    resultado  este  hecho  falso,  pues 
había  mucha    parte   de   madera;    2^    que  Rico  hizo    el 
seguro  en  calidad  de   propietario   y  que  después  se  ha 
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sabido  que  el  terreno  pertenecía  á  otro  propietario;  3°  que 
ha  engañado  á  la  Compañía  al  afirmar  que  los  linderos 
no  fueran  peligrosos,  habiendo    entre  ellos  una  fábrica 
de  carros;  4^  que  el  asegurador  no  iia  dado  aviso  á  la 
compañía  para  hacer  la  inspección  de  práctica  después 
del   siniestro;    5°    que  las    pérdidas    sufridas  han  sido 
exageradas,  según  todos  los  datos   suministrados    á  la 
Compañía;  6^  que  la  conducta  del  asegurado  es  sospe" 
chosa  porque,  producido  el  incendio,  se  apresuró  á  pro- 
poner transacciones,  manifestando  que  aceptaría  el  50  % 
de  las  pérdidas  reclamadas. — Recibida  la  causa  á  prueba. 
se  ha  producido  por  las  partes  la  que  instruye  el  certi- 
ficado del  actuario  á  fs.  123.  —  Y  considerando:  1*^  Que 
la  eAÍstencia  del  contrato  de  seguro  que  sirve  de  fun- 
damento á  la  demanda  se  halla  debidamente  justificada 
por  la  póliza  agregada  á  fs.  L  — 2^  Que  no  se  ha  desco- 
nocido en  el  escrito  de  fs.  25,  que  el  siniestro  no  haya 
ocurrido,  el  cual,  por  otra  parte,  se  ha  justificado  con 
las  pieaas  cuyos  testimonios  se  agregan  de  fs.  1  á  6. 
3*^   Que  también  se  ha  comprobado  que  la  fábrica  ase- 
gurada fué  destruida   casi   en  su  totalidad  juntamente 
con  los  materiales  que  contenía.  4^  Que  no  se  ha  demos- 
trado por  el  asegurador  que  sean  verdaderas  las  causas 
en    que  se  funda  para  resistir  el  pago   de  la  indemni- 
zación reclamada.  Basta  examinarlos  autos  para  adqui- 
rir la  persuación  de  que  no  ha  intentado  probar  ninguno 
de    los  extremos  mencionados  en  el  escrito   de  fs.  25. 
Las  posiciones  absueltas   por  el   asegurado    á  fs.    90, 
han  dado  un  resultado  desfavorable  al  asegurador.  La 
causa  primera  que  se  expresa  en  el  escrito  citado  carece 
de  fundamento,  por  cuanto  en  la  póliza  no  se  ha  esta- 
blecido la  clase  de  material  del  edificio  sino  que  «  se  ase- 
gura un  edificio  de  construcción  moderna,  de  material 
con  techo   de  fierro ».    El  demandante   ha  demostrado 
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por    la    declaración  de  los   testigos   Linares  y    Ossala 
—  fs.    111    y    111    vuelta  —  que    la    declaración    hecha 
ea  la  póliza  estaba  de  acuerdo  con  las   condiciones.de 
la  construcción.  —  La  segunda  causal  en  que  el  deman- 
dado apoya  su  oposición,  también  ha  quedado  desvirtuada 
por  la  prueba  que  suministra  el  instrumento  de  fs.  93. 
La  tercer  causal  se  halla  en  igual  condición  de  las  ante- 
riores;  la  póliza  no   establece   tal   requisito,   ni  se    ha 
demostrado  por  el  demandado  que  Rico  hubiera    enga- 
ñado á  la  Compañía.  El  testigo  Linares  declara  á  fs.  111, 
que  el  único  lindero  era  una  barraca  destinada  á  depó- 
sito de   carretillas  durante  la   noche.    Esta  declaración 
concuerda  con  la  comunicación  de  fs.  2.  En  cuanto  á  lo 
que  se  afirma  en  el  párrafo  4%  debe  tenerse  presente  que 
el  demandado  se  contradice,  pues  al  encabezar  su  escrito 
de  contestación  á  la  demanda  confiesa  que  « el  Directo- 
rio  de  la  Compañía   tomó  en    consideración  oportuna- 
mente los    antecedentes  relativos  al  siniestro  ».  No  se 
explica,    efectivamente,  que  sin   el  aviso  previo   y  revi- 
sión de    esos  antecedentes,  el  Directorio  de  esa  compa- 
ñía pudiera  tomarlos    en  consideración.   La  presunción 
que  de  este  análisis  surge  debe  interpretarse  en  sentido 
favorable  al  asegurado.  Lo  que  se  afirma  en  los  párrafos 
5**  y  6^   tampoco  se  ha  probado  por  el  asegurador.  En 
cambio,   Rico    ha   demostrado  con  la  deposición  de  los 
testigos   Alfredo  Drysdale  y  Walter  Woodhouse,  repre- 
sentantes de  las  otras  compañías  aseguradoras  «  Nueva 
Zelandia  »  y  «  Liverpool  London  Globel  »,  que  la  avalua- 
ción de  los  perjuicios  sufridos  no  es  exagerada — fs.l04 
y  105,  interrogatorio  fs.  103.  5^  Que  como    resulta  del 
análisis  que   precede    no  se  ha   acreditado   en    manera 
alguna  que  el    incendio    no    fuese  casual,   prueba  que 
incumbía   á   la    Compañía  aseguradora,  según    el    art. 
541  del   Código  de    Comercio  vigente  y  685   del    ante- 
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rior,  pues  de  los  antecedentes  acumulados  á  los  autos 
no  resulta  indicio  alguno  de  culpabilidad  de  parte  del 
asegurado.  6**  Que  también  ha  quedado  sin  comprobarse 
por  el  asegurador  la  inexactitud  del  valor  atribuido  á 
los  efectos  destruidos,  prueba  que  también  le  incumbia 
á  la  Compañía  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  661 
/ ".  del  Código  antiguo  y  619  del  vigente,  que  establecen,  que 

el  valor  de  los  objetos  se  determina  por  la  póliza.  —  Por 
estos  fundamentos  y  lo  dispuesto  por  el  art.  492  del 
Código  de  Comercio,  fallo  condenando  á  la  Compañía 
«Seguros  Populares»  á  pagar  á  don  Antonio  R.  Rico 
la  suma  de  4.142,85  pesos  oro  uruguayo  ó  su  equivalente 
en  moneda  nacional,  dentro  del  término  de  diez  días  con 
intereses  á  estilo  de  Banco,  desde  la  fecha  de  la  demanda 
y  las  costas  del  juicio,  estimándose  en  cuatrocientos  pesos 
m/n  los  honorarios  del  doctor  Piñeiro  y  en  doscientos  cin- 
cuenta de  igual  moneda  los  del  procurador  Antonio 
Dellepiane.  Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  Capital 
de  la  República  Argentina,  á  cuatro  de  Enero  de  mil  ocho- 
cientos noventay  tres.    Regístrese  y  repóngase  los  sellos. 

u  — L.  A.  Peyret.— Ante  mí:  Carlos  N.   González. 
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XLII 


Sumario  :  Reconocida  la  distinta  residencia  de  las  partes,  así  como  su 
diversa  nacionalidad,  procede  Ja  excepción  de  incompetencia 
de  jurisdicción  por  corresponder  el  conocimiento  del  juicio  al 
fuero  federal. 


(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Abril  3  de  1892. — Y  vistos  para  resolver 

sobre  las   excepciones  opuestas  á  fs,  35  por    el  ejecu- 
tado. 

Y  considerando : 

V  Que  según  resulta  de  los  autos,  el  ejecutado  es 
vecino  de  La  Plata  y  el  ejecutante  de  esta  capital.  Así 
se  comprueba  por  los  escritos  de  fs.  2  y  7  y  también 
por  haberse  entendido  con  Garcia  Cortina  las  diligen- 
cias de  embargo  que  se  practicaron  en  La  Plata. 

2°  Que  en  tal  concepto,  el  conocimiento  de  este  asunto 
corresponde  al  fuero  federal,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  2°,  inc.  2**  de  la  Ley  de  14  de  Setiembre  de 
1863,  que  dispone  ser  del  resorte  de  esa  jurisdicción  las 
causas  que  se  ventilen  entre  vecinos  de  distintas  pro- 
vincias. 

3^  Que  en  el  caso  sub  judice^  y  á  los  efectos  de  esa 
ley,  el  territorio  de  la  Capital  debe  ser  considerado  como 
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una  provincia,  pues  lo  mismo   que   éstas  se  encuentra 

organizada  con  sus  autoridades  propias,  por  lo    que  es 

de  estricta  aplicación  dicha  ley  en  apoyo  de  la  excep- 

•  ción    de    incompetencia    de   jurisdicción    deducida    por 

■  García  Cortina. 

i^  Que   tampoco  se  ha  desconocido   por  el  ejecutante 
¡  el  carácter  de   extranjero  que    se   ha  atribuido  al   eje- 

l  cutado,  lo  que,  á   falta  del  otro    fundamento  de   la  ex- 

I  cepción,  sería  también    causa  bastante  para  que   fuera 

i  declarada  la  incompetencia  de  este  Juzgado  para  conocer 

I  en  el  juicio. 

L  5**  Que  en  virtud  de  lo  expuesto,  no  son  de  tenerse  en 

I  cuenta  las  insinuaciones  hechas  por  Lucero,  de  que  tam- 

]  bien  la  sociedad  «Territorial  de  La  Plata»  está  compren- 

sa dida  en  lá  demanda,  porque  basta  recorrer  los  autos  para 

convencerse  de  lo    contrario,  pues  el    juicio  se   inició 
contra  Garcia  Cortina,  se     ha  seguido  con  él,  y  en  el 
\  documento  de    fs.  1   no    aparece   obligada    la    sociedad 

►  mencionada. 

6^  Que  respecto  á  las  otras  excepciones  opuestas  por 
el  ejecutado,  el  Juzgado  no  puede  pronunciarse  en  vir- 
tud de  la  prescripción  contenida  en  el  art.  93  del  Có- 
digo de  Procedimientos. 

Por  estos  fundamentos,  los  concordantes  expuestos 
por  el  Agente  Fiscal  y  de  acuerdo  con  los  arts.  498  y 
505  del  Código  de  Procedimientos,  fallo  declarando  ad- 
misible la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción 
deducida  á  fs.  35,  con  costas,  debiendo  pasar  estos 
autos  al  señor  Juez  Federal  con  el  oficio  de  estilo.  Es- 
timo en  cuarenta  pesos  los  honorarios  del  doctor  Mos- 
quera y  en  veinte  pesos  los  derechos  procuratorios  del 
señor  Saraví.  Repóngase  los  sellos  y  regístrese.  — 
L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí:  Carlos  N.  González. 
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Sumario:  Contra  la  acción  ejecutiva  de  un  pagaré  á  la  orden,  equipa- 
rado por  la  ley  á  la  letra  de  canil)io,  no  puede  oponerse 
la  excepción  de  inhabilidad  de  título. 


(reformado) 

Buenos  Aires,  Octubre  28  de  1892.  Vistos  estos  autos, 
resulta:  Que  á  f.  4  se  presentó  don  Arturo  Dnbois,  como 
representante  de  los  señores  Tomás  Foley  y  Compañía, 
demandando  á  Juan  M.  Terrero  iiijo  por  cobro  del 
pagaré  de  f,  1  por  valor  de  quinientos  sesenta  pesos  % 
oro  sellado,  sus  intereses  y  costas. 

Por  no  haberse  hecho  en  persona  el  protesto,  solicitó 
fuera  citado  á  reconocer  la  firma  del  pagjiré  el  expresa- 
do' Terrero.  Que  decretado  el  reconocimiento  con  el 
apercibimiento  consignado  en  el  artículo  468  del  Código 
de  Procedimientos  y  no  habiendo  concurrido  después  de 
citado  en  forma,  como  resulta  de  la  diligencia  de  fs.  6 
vuelta,  se  hizo  efectivo  el  apercibimiento  á  petición  del 
actor,  dándosele  por  reconocido,  en  su  rebeldía,  el  docu- 
mento y  despachándose  el  mandamiento  de  ejecución  á 
que  se  refiere  el  art.  491  del  Código  de  Procedimientos. 

No  habiendo  dado  resultado  dicho  mandamiento,  se 
trabó  embargo,  como  consta  á  fs.  13  vuelta,  en  una 
máquina  desgranadora  de  maíz,  existente    en    poder  de 
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los  señores  Ángel  Podestá  y  hermano,  denunciada  por 
el  ejecutante  como  de  propiedad  del  ejecutado. 

Citado  de  remate  Terrero,  se  presentó  á  fs.  17  opo- 
niendo la  excepción  de  inhabilidad  del  título^  fundándola 
en  la  disposición  del  art.  488,  inciso  4**  del  Código  de 
Procedimientos  y  en  los  hechos  siguientes:  que  el  pa- 
garé que  se  ejecuta  lo  firmó  para  garantir  anticipa- 
damente el  precio  de  una  máquina  de  hacer  arroz  que 
los  ejecutantes  debían  entregarle  en  las  condiciones 
necesarias  para,  que  sirviera  al  uso  que  se  destinaba; 
que  una  vez  entregada  y  probada  la  máquina,  resultó 
que  no  era  apropiada  para  el  destino  que  se  le  daba, 
lo  que  puso  en  conocimiento  de  los  ejecutantes  á  fin 
de  que  le  entregaran  otra;  que  como  no  lo  hicieron,  care- 
cen de  derecho  para  cobrar  el  precio  de  una  cosa  que 
no  han  entregado,  siendo  inhábil  el  título  que  sirve  de 
base  al  juicio  desde  que  no  tiene  causa. 

Pide,  que  aceptándose  la  excepción,  sea  rechazada  la  eje- 
cución, condenándose  en  las  costas  á  los  ejecutantes. 

Conferido  traslado  á  la  parte  actora,  lo  evacuó  á  fs.  19 
pidiendo  rechazo  de  la  excepción  con  costas  y  fundán- 
dose en  las  siguientes  consideraciones  :  que  no  es  exacto 
el  primer  hecho  alegado  por  el  ejecutado;  que  la  máquina 
fué  comprada  en  Norte  América  por  intermedio  de  los 
ejecutantes  y  por  orden  y  cuenta  de  Terrero,  según 
diseño  remitido  por  éste. 

Que  recibida  por  ellos  fué  inmediatamente  remitida 
por  orden  del  ejecutado  al  pueblo  de  Lobos,  provincia 
de  Buenos  Aires;  que  la  entrega  de  la  máquina  tuvo 
lugar  el  15  de  Diciembre  de  1891  y  el  pagaré  se  otorgó 
en  12  de  Mayo  del  corriente  año  ó  sea  cinco  meses 
después. 

Que  el  ejecutado  nunca  les  ha  hecho  reclamación  alguna, 
como  lo  podía  hacer  desde  que  nada  tenían  que  hacei 
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con  las  condiciones  y  servicio  de  la  máquina  por  haber 
sido  simples  intermediarios  á  comisión  para  su  adqui- 
sición, no  siendo  por  lo  tanto  exactos  los  demás  hechos 
alegados  en  la  excepción,  ni  esta  procedente. 

Y  considerando: 

1^  Que  si  bien  la  inhabilidad  del  título  está  com- 
prendida entre  las  excepciones  que  según  el  art.  488  del 
Código  de  Procedimientos  pueden  oponerse  en  el  juicio 
ejecutivo,  en  el  presente  caso,  en  que  la  ejecución  se 
apoya  en  un  pagaré,  que  por  reunir  las  condiciones 
requeridas  por  el  art.  740  del  Código  de  Comercio,  está 
equiparado  á  las  letras  de  cambio,  según  el  mismo  artí- 
culo lo  establece,  la  procedencia  ó  improcedencia  de  esa 
excepción  debe  juzgarse  con  sujeción  á  lo  dispuesto 
por  el  art.  676  del  recordado  Código,  que  especial- 
mente establece  las  que  pueden  ser  opuestas  contra 
la  acción  ejecutiva  proveniente  de  esa  clase  de  papeles 
de  comercio  y  cuya  aplicación,  cuando  se  trata  de  paga- 
rés como  el  de  f.  1%  resulta  de  las  disposiciones  conte- 
nidas en  los  arts.  740  y  741  del  mismo. 

2^  Que  no  estando  la  excepción  deducida  compren- 
dida entre  las  que  enumera  el  precitado  art.  676,  es 
improcedente  y  debe  rechazarse. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  declarando  improce- 
dente la  excepción  de  inhabilidad  del  título,  y  en  su  con- 
secuencia, con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  art.  498 
del  Código  de  Procedimientos,  mando  llevar  adelante 
la  ejecución  hasta  hacerse  íntegro  pago  al  acreedor  del 
crédito  reclamado,  los  intereses  y  costas  del  juicio, 
las  que  declaro  á  cargo  del  ejecutado  conforme  al  art.  507 
del  Código  de  Procedimientos,  fijándose  los  derechos 
procuratorios  del  señor  Dubois  en  la  suma  de  ciento 
cincuenta  pesos  %.  Regístrese  y  repónganse  las  fojas. 
^— L.  A.  Peyret.— Ante  mí :  Jorge  F,  Patino. 
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Sumario:  La  prueba  de  los  libros  de  comercio  basta  para  fundar  la 
condenación  del  demandado,  si  los  de  ambas  partes  dan  e 
mismo  resultado  rjue  se  pide  en  la  demanda. 


(confirmado)  ' 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  Que  á  fs.  3,  don  Lucas 
Barcos,  en  representación  de  los  señores  Tomás  Drysdale 
y  C*%  demandó  á  la  sociedad  anónima  «La  Argentina» 
por  cobro  de  la  suma  de  7,848  pesos  con  19  centavos,  suma 
que  quedó  reducida  á  la  de  6,348  pesos  con  19  centavos, 
según  lo  expuesto  en  los  escritos  de  fs.  7  y  23.  La 
deuda  aparece  justificada  por  los  pagarés  de  fs.  12,  16, 
17  y  18  del  expediente  agregado  teniendo  que  deducirse 
de  su  monto  la  suma  de  4,460  pesos  moneda  nacional 
entregados  por  la  sociedad  demandada  á  cuenta  (escrito 
de  fs.  37  y  23)  y  pedía  se  condenase  á  «  La  Argentina». 
al  pago  de  la  cantidad  demandada,  sus  intereses  y  costas. 

Conferido  traslado  de  la  demanda,  según  consta  á 
fs.  4  vta.,  se  dio  por  contestada  á  fs.  9,  en  rebeldía  de 
los  demandados,  recibiéndose  la  causa  á  prueba  por 
el  auto  de    fs.  11   vta. 

•   Que  producida  la  que  expresa  el  certificado  de  fs.  3' 
y  habiendo  allegado  el  demandante  á  fs.  39,  el  Juzgado 
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llamó  autos  á  fs.  42  vta.,  quedando  la  causa  pronta 
para  ser  fallada. 

Y  considerando: 

P  Que  la  sociedad  anónima  demandada  y  citada  en 
este  juicio  en  la  persona  del  presidente  de  su  Directorio, 
no  ha  contestado  la  demanda  y  durante  toda  la  secuela 
del  pleito  se  ha  mantenido  en  una  actiiud  de  rebeldía 
injustificada  que  sólo  puede  explicarse  como  un  medio  de 
obstaculizar  y  retardar  la  resolución  de  este  juicio.  El 
auto  relativo  declarando  la  consiguiente  rebeldía  no  ha 
sido  solicitado  por  el  actor,  pero  por  analogía  debe 
aplicarse  la  disposición  del  art.  434  del  Código  de  Proce- 
dimientos y  puede  decirse,  existe  también  la  confesión 
ficta  á  que  se  refiere  el  art.  100,  inc.  1%  de  la  ley  citada. 

2^  Por  otra  parte,  la  deuda  se  halla  acreditada  por 
los  pagarés  que  obran  en  el  expediente  agregado  y  por 
los  documentos  de  fs.  15  y  16.  También  las  diligencias 
de  fs.  24  á  31,  practicadas  por  el  perito  contador  don 
Castelfort  Mealla  acreditan  hasta  la  evidencia  la  exis- 
tencia del  crédito  referido,  art.  63  Código  de  Comercio 
y  178  del  Código  de  Procedimientos;  pues,  tanto  en 
los  libros  de  la  casa  de  comercio  del  actor  como  en  los 
de  la  sociedad  demandada  se  encuentran  anotadas  las 
partidas  que  motivan  el  presente  cobro. 

3°  El  pago  de  intereses  desde  el  día  del  protesto 
solicitado  por  el  demandante  corresponde  conforme  á 
los  arts.  737,  740  y  741  del  Código  de  Comercio  vigente 
y  arts.  913  y  917  del  antiguo. 

Por  estas  consideracions  y  concordantes  de  los  escritos 

de  fs.  2  y  39,  fallo,  condenando  á  la  sociedad  anónima 

<c  r.a  Argentina »    á  pagar  al    actor    la   suma    de  6.348 

»s  %  con  19  centavos,  y  sus  intereses  á  estilo  de 

acó,  dentro  ilel  término   de  diez   días.  Los  intereses 
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se  contarán  desde  la  fecha  de  los  respectivos  protestos 
y  deberán  liquidarse  oportunamente. 

Se  condena  al  demandado  al  pago  de  las  costas  y 
í  se  regulan  los  honorarios  del  Dr.  Barcos  en  trescientos 

^  pesos  %  y  los  del   procurador   don  Lucas  Barcos,  en 

ciento  cincuenta  pesos  de  igual  moneda. 

Definitivamente  juzgando,  asi  lo  pronuncio,  mando  y 
firmo,  en  Buenos  Aires,  á  diez  y  nueve  de  Octubre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  dos.  Repónganse  los  sellos 
ó  insértese  en  el  libro  respectivo.  —  L.  A.  Peyret. — 
Ante  mí :  Pedro  Sicouret. 
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Sumario  :  Siempre  que  se  justifique  que  los  libros  de  comercio  existían 
en  esta  capital,  el  comerciante  está  obligado  á  su  presenta- 
ción para  que  se  verifique  la  compulsa. 


(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Octubre  28  de  1892.  — Y  visto  para 
resolver  sobre  el  incidente  promovido  á  fs,  58  por  el 
señor  Dagnino,  sosteniendo  que  los  demandantes  tenían 
su  escritorio  en  esta  ciudad,  en  el  que  igualmente  se 
hallaban  los  libros  de  contabilidad  cuyas  operaciones  es- 
taban á  cargo  del  señor  StoU. 

La  parte  contraria  contesta  á  fs.  62,  diciendo  que 
los  libros  de  la  sociedad  han  estado  y  están  en  San 
Nicolás,  asiento  principal  de  los  negocios  de  la  des- 
tilería. 

Este  incidente  se  recibió  á  pruebra  por  el  auto  á 
fs.. . .,  habiéndose  producido  la  que  expresa  el  certificado 
de  fs.  124  vta. 

Y  considerando: 

Que  de  la  producida  por  Dagnino,  se  ha  comprobado 
que  los  libros  de  la  sociedad  Duquennoy  y  O*,  se  ha- 
llaban en  el  escritorio  de  la  misma,  calle  25  de  Mayo 
núm.  229,  cuya  contabilidad  estaba  á  cargo  del  señor 
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Stoll.  Duquennoy,  contestando  á  la  primera  y  segunda 
preguntas  de  las  posiciones  de  fs.  116,  reconoce  esos 
hechos,  si  bien  expresa  que  los  libros  son  pequeños  y 
solamente  de  anotaciones ;  pero  los  testigos  Arcaidini 
fs.  125  vta,,  Semorile  á  fs.  128,  Cánepa,  fs.  132  y  Pigneti 
á  fs.  134  vta.,  declaran  que  han  visto  esos  libros,  que  eran 
los  generalmente  usados  y  requeridos  por  el  Código  de 
Comercio  en  las  operaciones  de  ese  género. 

No  puede  existir  la  menor  duda  al  respecto  y  queda 
demostrado  que  la  contabilidad  del  negocio  de  destilería 
se  practicaba  en  los  libros  que  existían  en  el  escritorio 
establecido  en  esta  capital  para  la  venta  de  los  productos 
de  la  fábrica. 

Que  tratándose  de  operaciones  practicadas  en  esta 
ciudad,  donde  los  demandantes  tenían  su  escritorio, 
han  debido  cumplir  con  lo  establecido  en  el  art.  43 
del  Código  de  Comercio. 

Por  esto,  resuelvo  que  se  han  comprobado  los  he- 
chos que  han  motivado  este  incidente  y  en  conse- 
cuencia, mando  que  los  señores  Duquennoy  y  C**, 
presenten  los  libros  de  la  casa  de  comercio  dentro  del 
término  de  cinco  días  á  efecto  de  practicarse  la  com- 
pulsa. Repónganse  las  fojas.  —  L.  A,  Peyret.  —  Ante  mí : 
Eugenio  Blanco. 
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Sumario:  1»  Para  que  el  principio  de  prueba  escrita  haga  procedente 
la  testimonial  es  requisito  indispensable  que  emane  del  inte- 
resado; la  confesión  de  un  tercero,  sin  facultad  de  obligarse, 
no  es  bastante.  2*  Procede  la  absolución  del  demandado,  con 
especial  condenación  en  costas  al  actor,  si  se  declara  impro- 
bada la  acción. 


(  REFORMADO  ) 

Y  vistos  los  presentes  autos  seguidos  por  don  Feliciano 
Patino  contra  don  Cándido  Patino,  resulta : 

Que  á  fs.  2  y  con  fecha  18  de  Julio  del  año  1891,  se  pre- 
sentó don  Manuel  Lema  por  don  Feliciano  Patino,  expo- 
niendo: 

Que  cumpliendo  las  instrucciones  que  tiene  recibidas, 
viene  á  demandar  á  don  Cándido  Patino  por  cobro  de  la 
suma  de  2.617  pesos  %  que  le  adeuda  procedente  de  un 
préstamo  que  le  hizo  á  la  sociedad  G.  Patino  y  C.^,  de  la 
que  formaba  parte  D.  Cándido  Patino,  con  el  objeto  de  que 
efectuara  los  gastos  preliminares  de  la  instalación  de  una 
tienda  que  en  sociedad  con  D.  Genaro  Patino  debía  esta- 
"hlecer  D.  Cándido,  como  se  hizo,  en  la  calle  de  Artes,  es- 

lina  Cangallo,  denominada  «La  Perla». 

Que  dicha  sociedad  empezó  á  funcionar  en  P  de  Marzo 

i  1888,  habiéndose  formalizado  el  contrato  social  en  3  de 
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Setiembre  del  mismo  año  ante  el  escribano  don  Enrique 
.Gutiérrez,  en  el  Registro  de  D.  Eulogio  Almanza  y  fué  ins- 
cripto en  el  Registro  de  Comercio  con  fecha  23  del  citado 
mes  de  Setiembre, 

Que  la  sociedad  era  en  comandita  siendo  comandita- 
rio el  socio  D.  Cándido  y  solidario  D.  Genaro,  quien  lleva- 
ba la  firma  social;  que  su  crédito  ha  figurado  en  los 
libros  de  la  casa  por  2.500  pesos  en  lugar  de  2.617;  que 
nunca  exigió  el  reembolso  de  la  suma  que  reclamaba 
porque  no  necesitaba  de  dinero;  que  posteriormente  la 
casa  fué  vendida  á  los  señores  Polo  y  Vivanco,  quienes 
se  hicieron  cargo  del  activo  y  pasivo  con  excepción  de 
su  crédito,  del  cual  se  hizo  cargo  D.  Cándido,  según 
manifestación  verbal  hecha  ante  los  compradores  y  otras 
personas;  que  en  varias  ocasiones  exigió  de  D.  Cándido 
el  pago  de  lo  que  se  le  adeudaba  sin  haberlo  consegui- 
do; aue  D.  Cándido  no  puso  en  la  sociedad  el  capital 
que  expresa  3I  contrato  y  que  el  activo  no  fué  extingui- 
do totalmente;  que  D.  Cándido  tenía  cuenta  corriente 
con  la  casa  de  que  era  socio,  pero  que  nunca  abonó  un 
centavo  de  las  extracciones  que  hacía  en  efectivo  y  en  mer- 
caderías; queenlacasa  de  comercio  se  han  pagado  por 
cuenta  de  D.  Cándido  hasta  las  cuentas  de  sus  hijos  y  gi- 
ros que  hizo  desde  Europa;  que  la  razón  que  tuvieron  en 
vista  los  socios  al  declarar  como  capital  comanditario  la 
suma  de  19.000  pesos  fué  la  de  cumplir  con  el  art.  426 
Código  antiguo;  que  D.  Cándido  Patino  no  tenía  el  dinero 
necesano  para  establecer  la  casa  de  comercio ;  que  tam- 
poco introdujo  el  capital  que  aparece  poniendo  en  el  con- 
trato, por  cuya  razón  debe  integrarlo  para  responder  á  la 
acción  que  deduce.  Cita  en  apoyo  de  su  derecho  las  dispo- 
siciones de  los  arts.  376,  426,  403  y  429  del  Código  de  Co- 
mercio. Agrega,  que  aun  cuando  la  sociedad  terminaba  el 
1^  de  Marzo  de  1890,  su  liquidación  no  se  debe  á  esto,  sino 
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á  resoluciones  particulares  de  los  socios.  Concluye  pi- 
diendo se  condene  á  D.  Cándido  Patino  á  pagarle  la  su- 
ma que  le  adeudan  los  señores  G.  Patino  y  C*%  con  los 
intereses  y  costas  del  juicio,  por  ser  el  responsable,  en 
su  carácter  de  socio  comanditario,  del  reintegro  del  capital 
social. 

Conferido  traslado  de  la  demanda,  D.  Cándido  Patino  se 
presentó  por  intermedio  de  su  apoderado  D.  Tomás  F,  Lei- 
va, evacuándolo  á  fs.  15 y  exponiendo:  que  según  se  expre- 
sa en  la  demanda,  el  crédito  que  se  le  reclama  procede  de 
un  préstamo  hecho  por  el  demandante  á  D.  Cándido  y  á  D. 
Genaro  Patino  en  Febrero  de  1888,  cuando  no  existía  nin- 
guna sociedad  entre  ellos,  como  lo  comprueba  el  contrato 
que  debidamente  registrado  acompaña;  que  se  trata,  en- 
tonces, de  un  préstamo  hecho  no  á  una  sociedad  comercial, 
sino  á  dos  personas  de  las  que,  cada  uno  de  los  prestamis- 
tas sería  responsable  por  su  parte,  pues,  la  solidaridad  ! 
no  se  presume;  que  es  falso  que  D.  Feliciano    Patino  le 
haya  prestado  suma  alguna;  que  la  pretensión  de  que  la 
supuesta  deuda  personal  sea  de  la  sociedad  G.  Patino  y  \ 
C*%  de  la  que  él  fué  socio  comanditario,  es  absurda,  puesto 
que  según  el  mismo  demandante  la  deuda  ha  existido  an- 
tes de  la  entidad  G.  Patino  y  C*^;  que  el  socio  coman- 
ditario de  la  extinguida  razón  social  G.  Patino  y  C*%  no 
tendría  tampoco  responsabilidad  ninguna  en  la  deuda, 
aun  suponiéndola  social,  con  arreglo  al  art.  370  del  Có- 
digo de  Comercio  y  concluye  pidiendo  el  rechazo  de  la  de- 
manda con  expresa  condenación  en  costas. 

En  mérito  del  documento  acompañado  y  lo  dispuesto  por 
el  art,  102  del  Código  de  Procedimientos,  se  confirió  tras- 
lado al  demandante,  el  cual  fué  evacuado  á  fs.  22,  mani- 
íStando  que  en  su  escrito  de  demanda  ha  hecho  refe- 
mcia  al  contrato  que  se  acompaña;  que  el  art.  370,  cita- 
por  el  actor,  nada  tiene  que  ver  con  la  cuestión  que 
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se  ventila  y  que  debe  resolverse  como  lo  solicita  en  el 
escrito  de  la  demanda. 
¡  Recibida  la  causa  aprueba  por  el  auto  de  fs,  24,  se  ha 

I  producido  por  las  partes  la  que  constata  del  certificado 

[  del  actuario  de  fs.  214  y  habiéndose  agregado  los  alega- 

!  tos  presentados,  se  llamó  autos  para  sentencia.  ^ 

;  Y  considerando: 

['  !•  Que  negada  por  el  demandado  la  deuda  de  2.617  pe- 

í  sos  que  D.  Feliciano  Patino  le  reclamaba,  á  éste  le  ia- 

I  cumbe  la  prueba  de  su  afirmación  con  arreglo  al  cono- 

í  cido  precepto  actor  incumbit  onus  probandi^  etc. 

r  2**  Que  la  prueba  producida  por  D.  Feliciano  para  jus- 

í  tincar  los  extremos  de  la  demanda  de  la  cual  se  hace  mé 

i  rito  en  el  alegato  de  fs . . . ,  y  que  el  j  uzgado  considera  per- 

i\  tinente  analizar,  consiste  en  la  carta  de  fs.  170  dirigida 

'  por  D.  Genaro  á  D.  Feliciano  Patino;  declaración  del  mis- 

,  mo  D.  Genaro  Patino  á  fs.  151  y  de  D.  Robustiano  Po7.os 

á  fs.  145. 
3°  Que  la  parte  de  la  carta  que  puede  referirse  á  la 
'  cuestión  que  se  ventila  consiste  en  el  párrafo  siguiente: 

I  «Cándido cuando  partió  para  Europa  me  había 

\  encargado  de  escribirte  respecto  al  crédito  contraído  con- 

tigo, pero  por  circunstancias  especiales  que  sólo  á  tí  te 

|,  explicaré nada  te  he  escrito;  puedes  tenerla  com- 

\  pleta  seguridad  que  tu  plata  la  tienes  segura  y  si  por  el 

I  momento  no  la  precisas  haz  de  cuenta  que  está  ganando 

I:  ,  el  interés  que  pudiera  ganar  en  el  Banco. »  El  mismo  tes- 

j  tigo  D.  Genaro,  declara  á  fs.  159,  segunda  pregunta,  que  es 

i,  cierto  que  D.  Feliciano  le  prestó  á  D.  Cándido  la  suma  que 

reclama  para  hacer  frente  á  los  primeros  gastos  de  la  ins- 
talación de  la  tienda  «  La  Perla  »  y  que  sólo  empleó  en 
ella  la  suma  de  2.500  pesos. 
¥  Que  tanto  la  carta  como  la  declaración  emanan 
i  D.  Genaro  Patino.  Además  de  las  condiciones  especia 
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en  que  se  encuentra  este  testigo,  surge,  desde- luego,  la  con-  , 

sideración  de  que  la  carta  mencionada  no  demuestra  la 
existencia  del  crédito,  ni  implica  un  reconocimiento  por 
parte  de  D- Cándido.  Se  trata  de  una  comunicación  entre 
un  tercero  y  el  demandado. 

5°  Que  si  se  ha  presentado  con  el  objeto  de  establecer 
un  principio  de  prueba  por  escrito,  debe  tenerse  presente 
que  tal  documento,  por  su  naturaleza,  como  por  la  condi- 
ción de  las  personas  que  en  él  intervienen,  no  reúne  los 
requisitos  establecidos  por  el  art.  180  del  Código  de  Pro- 
cedimientos, porque  como  se  ha  dicho  ya,  emana  de 
D.  Genaro  Patino,  cuya  declaración  hace  inverosímil  el  he- 
cho que  se  discute.  Esta  apreciación  surge  fácilmente  si 
se  tiene  en  cuenta  que  en  el  escrito  de  demanda  se  esta- 
blece clara  y  terminantemente  por  el  actor,  que  el  présta- 
mo fué  hecho  á  D.  Genaro  y  á  D.  Cándido  Patino.  ¿Cómo 
apreciar  la  declaración  de  este  testigo  á  la  luz  de  la  sana 
crítica?  Es  evidente,  que  entablada  la  acción  contra 
D.  Cándido,  cualquier  decisiónjudicial  que  estableciera  la 
legitimidad  de  la  deuda  en  la  forma  que  se  reclama,  ven- 
dría á  beneficiar  de  una  manera  directa  los  intereses  de 
D.Genaro.  Por  consiguiente,  la  declaración  de  este  testi- 
go, interesado  en  el  resultado  del  asunto,  no  puede  to- 
marse en  consideración.  Además,  ha  sido  tachado  en  vir- 
tud de  estar  enemistado  con  el  demandado  y  la  causa  de 
la  tacha  ha  sido  justificada  por  la  declaración  conteste 
de  los  testigos  Vivanco  fs.  142,  Polo  fs.  140  y  Voilajou- 
son  fs.  208. 

6°  Que  en  virtud  de  la  conclusión  á  que  se  ha  llegado 
anteriormente,  queda  como  única  prueba  para  demostrar  la 
existencia  del  crédito,  la  deposición  del  testigo  Pozos.  Pero 
ella  es  singular  y  no  puede  servir  de  fundamento  para  de- 
k  mostrar  los   extremos   que    se    pretende   justificar,  por 

cuanto  se  trata  de  cantidad  mayor  de  doscientos  pesos — 
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art. 209, Código  (le  Comercio; — no  hay,  pues,  motivo  para 
entrar  á  analizar  la  tacha  deducida. 

7®  Que  el  hecho  indicado  en  el  escrito  de  deraawda  y  ale- 
gato de  fs.  220  por  el  demandante,  de  que  D.  Cándido 
Patino  no  integró  el  capital  que  se  menciona  en  el  con- 
trato de  sociedad  formado  con  D.  Genaro  Patino,  carece 
de  importancia,  porque,  como  se  ha  dicho  anteriormente, 
D.Feliciano  debió  concretar  su  prueba  á  demostrar  la  exis- 
tencia de  la  deuda. 

Cualquiera  que  sea  la  conclusión  á  que  se  arribe  en  este 
punto,  la  prueba  no  es  pertinente,  á  menos  que  se  hubie- 
ra comprobado  que,  al  disolverse  la  sociedad,  D.  Cándido 
se  hiciera  cargo  de  la  deuda  reclamada,  lo  cual,  como  ya 
se  ha  demostrado,  no  ha  sido  justificado. 

8"  Que  dada  la  insubsistencia  de  la  prueba  que  se  ha 
analizado,  se  llega  á  la  conclusión  de  que  la  parte  actora 
no  ha  probado  los  extremos  pertinentes  de  su  demanda, 
debiendo  por  consiguiente  absolverse  de  ella  á  D.  Cándido 
Patino,  aplicando  al  efecto  la  Ley  1%  Tít  14.  Part.  3*,  que 
manda  dar  por  quito  al  demandado,  cuando  negados  por 
él  los  hechos,  no  se  hubiesen  probado  por  el  actor,  y  la 
conocida  regla  de  derecho,  ador  non  probante  reus  absol- 
vítur,  etc. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  absolviendo  de  la  deman- 
da áD.  Cándido  Patino  é  imponiendo  perpetuo  silencio 
al  demandante,  sin  especial  condenación  en  costas,  por  no 
hallar  mérito  para  imponerlas  á  la  parte  vencida. 

Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  Capital  de  la 
República  Argentina,  á  tres  de  Setiembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  dos. 

Repónganselas  fojas  é  insértese  en  el  libro  respectivo. 
— L.  A.  Peyret. — Ante  mí :  Juan  G.  Araujo. 

La  reforma  impono  las  costas  al  actor. 
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Sdmabio:  La  tercería  de  dominio  deducida  por  la  esposa  sobre  bienes 
embargados  como  de  pertenencia  del  marido,  debe  ser  des- 
echada si  el  título  de  compra  se  encuentra  á  nombre  de 
ejecutado. 


(confirmado) 

Y  vistos,  resulta  de  ellos:  que  con  fecha  19  de  No- 
viembre de  1890  se  presentó  doña  Flora  Santa  Coloma 
de  Goycochea,  deduciendo  tercería  de  dominio  sobre 
una  propiedad  situada  en  la  calle  Estados  Unidos  núm. 
829,  que  fué  embargada  en  la  ejecución  seguida  por  don 
Francisco  Traba  contra  don  Miguel  J.  Goycochea,  fun- 
dando su  acción  en  la  afirmación  que  hacía,  que  su 
esposo  don  Miguel  J.  Goycochea  no  había  aportado 
bienes  á  su  matrimonio. 

Conferido  traslado  de  la  demanda,  fué  evacuado  por 
el  ejecutante  á  fs.  37  y  pidió  su  rechazo,  con  costas,  por 
cuanto  no  se  acompañaba  á  la  demanda  la  escritura  que 
justificara  la  propiedad,  argumento  que  reprodujo  en  el 
escrito  de  fs.  12. 

Que   recibida  la  causa   á  prueba,   según  resulta  del 

luto  de  fs.  23,  se  produjo  la  que  expresa  el  certificado 

fs.    74  y  la  de  fs.  95  adelante,  y  habiendo  alegado 
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las  partes,    segiin   consta  á  fs.  83,  88   y  92,   quedó  la 
causa  en  estado  de  ser  resuelta. 

Y  considerando: 

1°  Que  al  actor  incumbe  el  onus  probandi. 

2®  Que  de  la  prueba  producida  no  resultan  justificados 
los  extremos  pertinentes  de  la  demanda  deducida  á  f.  1. 

3*  Que  por  el  contrario,  resulta  del  informe  de  fs. 
28  que  la  escritura  de  la  finca  cuyo  dominio  pretende 
tener  la  tercerista,  se  halla  extendida  á  nombre  del  eje- 
cutado  don  Miguel  J.  Goycochea. 

4®  Que  tampoco  ha  comprobado  la  tercerista  que  la 
citada  propiedad  fuera  adquirida  con  bienes  propios  ó 
que  aportara  al  matrimonio. 

Por  estas  consideraciones,  y  los  arts.  1184  y  1191  del 
Código  Civil,  fallo  no  haciendo  lugar,  con  costas,  á  la 
acción  entablada.  Regulo  el  honorario  del  doctor  Areco 
en  cien  pesos  m/n.,  el  del  doctor  Muñoz  en  treinta  y 
el  del  procurador  Balmaceda  en  ciento  cincuenta  de 
igual  moneda.  Definitivamente  juzgando,  así  lo  pro- 
nuncio, mando  y  firmo,  en  Buenos  Aires,  á  tres  de  Fe- 
brero de  mil  ochocientos  noventa  y  dos. 

Repónganse  los  sellos  é  inscríbase  en  el  libro  respecti- 
vo.—L.  A.  Peyret. — Ante  mí:  Pedro  Stcouret. 
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SUMiRio :  La  excepción  de  inhabilidad  de  título,  fundada  en  el  hecho 
de  no  haberse  verificado  el  protesto  personalmente,  es  im- 
procedente si  existe  el  reconocimiento  fleto  decretado  en 
rebeldía  del  firmante. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos:  Considerando: 

1°  Que  la  excepción  de  inhabilidad  de  título  opuesta 
por  el  defensor  de  ausentes  á  fs.  48,  se  funda  en  que 
el  documento  de  f.  1  carece  de  fuerza  ejecutiva  y  no  está 
comprendido  entre  los  que  se  enumeran  en  el  art.  465 
del  Código  de  Procedimientos  por  no  haber  sido  pro- 
testado en  persona  al  deudor  y  por  no  haber  sido  reco- 
nocido judicialmente,  pues  el  auto  de  fs.  25  vta.,  en  que 
se  ordenaba  que  en  rebeldía  de  éste  se  tuviera  por 
reconocido  aquel  documento,  había  sido  revocado. 

2**  Que  si  bien  es  cierto  que  el  citado  pagaré  no  fué 

protestado  personalmente,  no  sucede  lo  mismo  en  cuanto 

al  reconocimiento,  pues  según  resulta  dil  auto  de  fs.  33 

vta.,  el  de  fs.  25,  así  como  el  de  fs.  29  vta.,  sólo  fueron 

ocados  en  cuanto  se  daba  intervención  en  este  juicio 

defensor   de  ausentes,  y  no    en  la   parte  en  que  se 

uidaba  tener  por  reconocido  el  documento. 
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I  3*^  Que  la  excepción  de  inhabilidad  de  título   no  es 

I  admisible,  por  no  hallarse   comprendida  entre  las   que 

¡  se  determinan  en  el  art.  676  del   Código  de  Comercio, 

.  según  así  lo  tiene  establecido  la  jurisprudencia  de  núes- 

\  tros  tribunales. 

Por  estas  consideraciones,  fallo,  desechando  la  excep- 
ción opuesta,  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el  art. 
498  del  Código  de  Procedimientos,  sentencio  esta  causa 
de  remate,  ordenando  se  lleve  adelante  la  ejecución 
hasta  hacerse  pago  al  acreedor  del  capital,  sus  intere- 
ses y  costas;  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el 
^  '  art,  507  del  citado  Código,    declaro  las    costas  á  cargo 

de  la  parte   vencida,  á  cuyo   efecto  regulo  los  honora- 
rios del  doctor  R.  Castro  en  treinta   pesos  m/n,  y  los 
j         ^  del  procurador  Juan  Navarro    Ruiz  en   noventa    pesos 

I  de  igual  moneda. 

Regístrese  y  renónganse  los   sellos. — L,  A.  Peyret. — 
Ante  mí:  Juan  G.  Araujo. 
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Sumario*  1<*  La  confesión  del  demandado  es  indivisible ;  al  demandante 
corresponde  la  prueba  del  contrato  de  compraventa  si  el 
demandado,  reconociendo  la  recepción  ae  las  mercaderías, 
alega  que  lo  fueron  á  comisión. 

2»  La  prueba  testimonial  sólo  es  pertinente  si  existe  princi- 
pio de  prueba  escrita  procedente  del  que  se  pretende  obli- 


(  confirmado) 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  don  José  M.  Santa 
María  contra  la  razón  social  Beukelaer  y  0%  por  cobro 
de  pesos,  etc. 

Resulta : 

Que  con  fecha  2  de  Abril  del  año  anterior  se  presentó 
don  Teodoro  Vargas,  como  apoderado  de  don  José  M. 
Santa  María,  entablando  demanda  contra  los  señores 
Beukelaer  y  C**.  por  cobro  de  la  suma  de  1.898  pesos  pro- 
venientes del  precio  de  venta  de  una  partida  de  vino  y 
cuyo  detalle  se  menciona  en  la  cuenta  de  fs.  3  y  pidiendo 
se  le  condene  al  pago  de  dicha  cantidad  con  las  costas 
del  juicio. 

Conferido  traslado  de  la  demanda,  fué  evacuado  á  fs. 
17  por  don  Carlos  Luanco,  en  representación  de  los  de- 
mandados, pidiendo  el  rechazo  de  la  demanda  con  impo- 


Digitized  by 


Google 


piv»^  Tr-nfP'/f!»r' 


—  192  — 

sición  de  las  costas.  Expone:  que  su  representado  nunca 
ha  celebrado  contrato  alguno  de  compraventa  con  Santa 
María,  como  se  afirma  en  la  demanda;  que  lo  único 
ocurrido  fué  que  el  demandante  remitió  desde  Mendoza 
á  esta  ciudad,  en  diferentes  fechas,  varias  cantidades  de 
barriles  y  bordalesas  de  vino  consignadas  á  sus  repre- 
sentados en  calidad  de  comisionistas  para  efectuar  la 
venta,  operación  que  Beukelaer  y  C^*.  realizaban  en  las 
mejores  condiciones  y  precios  cuando  el  vino  era  de 
buena  calidad;  que  cuando  eran  adulterados  ó  de  clase 
inferior,  de  conformidad  con  el  remitente,  se  vendían  en 

'  remate  por   el    precio  que   se  podía   obtener,    habiendo 

satisfecho  en  todos  los  casos  al  actor  el  importe  de 
dichas  ventas,  sin  que  en  la  actualidad  le  debiera  algo, 
y  mucho  menos,  por  el  supuesto  contrato  de  compra- 
venta que  nunca  ha  existido,  como  se  comprueba  por 
las  cartas  que  presenta  y  corren  agregadas  á  los  autos. 
Recibida  la  causa  á  prueba  por  el  auto  de  fs.  18,  se  ha 
producido  la  que  expresa  el  certificado  del  actuario  á 
fs.  52,  y  entregados  los  autos  por  su  orden,  se  presentó 
por  el  actor  el  alegato  de  conclusión  de  fs.  57  en  el  que 
recayó  la  providencia  de  autos  para  sentencia. 

I  Y  considerando: 

I,  P  Que  la  demanda  se  funda  en  el  contrato  de  compra- 

venta á  que  se  refiere  la  exposición  de  fs.  5. 

2°  Que  negada  por  el  demandado  la  existencia  de  este 
contrato,  la  prueba  producida  por  el  actor  carece  de  toda 
eficacia  para  justificar  los  hechos  que  sirven  de  funda- 
mento á  su  acción.  Dadas  las  afirmaciones  de  la  de- 
manda, le  incumbía  demostrar  que  se  había  celebrado 
el  contrato  de  compraventa  con  los  plazos  que  se 
-determinan  en  la  cuenta  de  fs.  3  y  la  existencia  del 
saldo  reclamado.  El  pliego  de  posiciones  absueltas  á 
fs.  36  y  37  ha  dado  un  resultado  negativo  para  el  actor; 
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no  se  ha  comprobado  por  ellas  la  existencia  del  con- 
trato, ni  de  la  deuda.  En  cuanto  á  la  declaración  de 
los  testigos  Binaghi  á  fs.  43  y-  Fació  á  fs  45,  además 
de  que  sus.  afirmaciones  son  del  todo  inverosímiles  por 
cuanto  no  es  posible  que  pudieran  retener  de  memoria 
los  precios  de  la  cuenta  de  fs.  3,  debe  tenerse  próseHte 
que,  tratándose  de  comprobar  la  existencia  de  un  con- 
trato cuyo  valor  excede  de  doscientos  pesos,  la  prueba 
testimoniales  inadmisible— art.  209  Código  de  Comercio. 
En  cuanto  á  las  cartas  agregadas  de  fs.  8  á  15,  no  pueden 
estimarse  como  principio  de  prueba  por  escrito,  por 
cuanto  no  sólo  emanan  de  Santa  María,  sino  porque 
en  ellas  no  se  hace  referencia  al  contrato  de  compra- 
venta. Por  el  contrario,  de  los  términos  de  la  de  fs.  12, 
parece  desprenderse  que  la  venta  debe  efectuarse  por 
cuenta  del  demandante,  desde  que  faculta  á  ios  deman- 
dados para  bajar  el  precio. 

4<*  Que  en  ausencia  de  otra  prueba,  la  demanda  care- 
ce de  fundamento  y  debe  ser  rechazada  con  arreglo  á 
la  Ley  1%  Tít.  14,  Part.  3%  que  manda  absolver  al 
demandado  cuando,  negados  por  él  los  hechos,  no  se 
comprobaren  por  el  actor.  Por  estos  fundamentos,  fallo 
absolviendo  de  la  demanda  á  la  razón  social  Beukelaer 
y  C**  é  imponiendo  silencio  al  demandante,  sin  especial 
cargo  de  costas  por  no  hallar  mérito  para  ello  —  art.  221 
del  Código  de  Procedimientos.  Así  lo  pronuncio,  mando 
y  firmo^  en  Buenos  Aires,  Capital  de  la  República  Ar- 
gentina, á  seis  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
dos. 

Repónganse  los  sellos  y  regístrese.— L.  A.  Peyret. — 
Ante  mí:  Juan  G.  Araujo. 
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Sumario  :    1"  No  son  á  cargo  del  deudor  los  honorarios  j  costas  cuando 

se  verifica  el  pago  antes  de  librarse  mandamiento. — 2»  La 

excepción  de  inhabilidad  de   título  opuesta  á  la  liquidación 

•   de  los  honorarios  del   abogado  y  procurador  es  procedente 

si  de  autos  no  resulta  la  obligación  de  pagarlos. 


(confirmado) 

Buenos  Aires,  Enero  18  de  1893.  —  Vistos  estos  autos, 
resulta: 

P  Que  ejecutoriado  el  auto  de  fs.  72  vuelta,  por  el  cual 
se  fijaron  los    honorarios   del  Dr.  Medina,  abogado  de 
los  demandantes  Luis  Galli  y  C'*  en  la  suma  de  ciento 
veinte  pesos  moneda  nacional,  y  en  setenta  pesos  de  la 
misma  moneda  los  del  representante  de  aquéllos  D.  José 
Arzeno,  con  exclusión  de  los  que  ya  habían  sido  regulados 
á  fs.  38  vuelta,  y  practicada  la  liquidación  del  total  de 
honorarios  regulados  y  délos  gastos  hechos  por  la  parte 
demandante,  solicitó    á   fs.  76  el    expresado  Arzeno,   á 
nombre  de   sus  representados,  se  librara  mandamiento 
contra  los  Sres.  E.  Galli  y  C'%  por  el  importe  de  la  citada 
liquidación  ó  sean  223  pesos  y  90  centavos  moneda  na- 
cional, á  lo  que  se  proveyó  de  conformidad. 

2°  Que  librado  el  mandamiento,  los  Sres.  Galli 
entregaron  en  el  acto  del  requirimiento  la  suma  " 
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mada,  manifestando  que  tenían  excepciones  que  opo;ier, 
pues,  no  eran  deudores  de  ella. 

3*^  Que  á  petición  de  la  parte  actora,  Galli  y  C*^  fueron 
citados  de  remate,  por  la  providencia  de  fs.  81  vta.  por  la 
cual  se  declaró  también  embargada  la  suma  por  ellos 
entregada  y  depositada  en  el  Banco  de  la  Nación  Argentina. 

4°  Que  á  fs.  83.  se  presentó  D.  Nicolás  A,  Berisso, 
apoderado  de  los  citados  Galli  y  C'*  oponiendo  la  excep- 
ción de  inhabilidad  de  título,  fundándola  eu  que,  tratán- 
dose de  un  juicio  en  el  que  sus  representados  abonaron 
el  crédito  que  lo  motivó  así  que  se  les  dio  por  reconocido 
el  documento  sin  que  éste  hubiera  sido  protestado,  no 
deben  satisfacer  más  costas  que  los  honorarios  regu- 
lados á  fs.  38.  Pide  el  rechazo  de  la  demanda. 

5^  Que  conferido  traslado  a  la  parte  demandante,  lo 
evacuó  á  fs.  91  D.  José  Arzeno;  pide  se  rechace  la 
excepción  deducida  por  tratarse  de  honorarios  deven- 
gados en  un  juicio  ejecutivo  y  que  deben  ser  satisfechos 
por  los  ejecutados,  como  lo  previene  la  ley  de  Proce- 
dimientos, por  haberse  librado  el  mandamiento  al  decla- 
rarse definitivo  el  embargo  preventivo  y,  además,  porque 
declarando  la  ley  ejecutivo  el  cobro  de  honorarios  regu- 
lados y  consentidos  por  las  partes  y  no  diciéndose  nada 
por  los  ejecutados  al  oponer  la  excepción  que  importa 
un  ataque  al  título  en  que  se  funda  la  ejecución  por  lo 
que  respecta  á  sus  formas  exteriores,  que  son  las  únicas 
que  pueden  discutirse,  en  el  juicio  ejecutivo,  el  título  es 
hábil  é  improcedente  la  excepción. 

Y  considerando: 

1°  Que  como  consta  á  fs.  56,  los  ejecutados  E.  Galli 
y  C'*  efectuaron  el  pago  del  documento  de  f.  1  inmedia- 
tamente después  de  habérseles  dado  por  reconocido, 
cuando  no  se  había  aún  despachado  la  acción  ejecutiva,y 
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por  lo  tanto,  no  están  obligados  á  satisfacer  más  costas 
que  los  honorarios  regulados  á  fo,  38  y  los  sellos  de 
fs.  36  á  38  y  de  fs.  45  á  49. 

^  Que  para  que  pudiera  imponérseles  todas  las  costas 
del  juicio  hubiera  sido  necesario  que  se  les  hiciera  el 
requirimiento  á  que  se  refiere  la  segunda  parte  del  art.  471 
del  Código  de  Procedimientos,  pues,  es  desde  ese  acto 
que  nace  para  el  demandado  la  obligación  de  pagarlas 
conforme  á  lo  establecido  por  el  art.  483  del  mismo 
Código. 

3^  Que  si  bien  al  darse  á  fs.  53  vta.,  por  reconocida 
en  rebeldía  de  Galli  y  C'*  la  firma  del  pagaré  de  f.  1, 
se  declaró  también  efectivo  el  embargo  preventivo,  con 
esto  no  puede '  considerarse  llenada  la  exigencia  de  la 
ley  en  cuanto  al  requerimiento  de  que  trata  el  consi- 
derando anterior,  pues  de  ningún  modo  lo  suple. 

Lo  que  correspondía  después  de  darse  por  reconocido 
el  documento  era  cumplir  la  disposición  del  art.  471  del 
Código  de  Procedimientos  y  sólo  en  el  caso  de  que  los 
demandados  no  hubieran  manifestado  conformidad  con 
que  la  suma  embargada  preventivamente  fuera  entre- 
gada en  pago  á  los  actores,  habría  procedido  la  decla- 
ración del  embargo  definitivo. 

Como  se  ve,  la  providencia  de  fs.  53  en  su  segunda 
parte,  no  se  ha  ajustado  al  procedimiento  marcado  por 
la  ley  y  ni  ha  sido  consentida  por  la  parte  de  Galli 
y  C*%  pues  no  consta  les  haya  sido  notificada. 

4<*  Que  no  teniendo  acción  los  demandantes  contra  los 
demandados  por  los  honorarios  regulados  á  fs.  72  vta.  ni 
dor  otros  gastos  que  los  sellos  expresados  en  el  primer 
considerando,  pomo  queda  demostrado,  no  han  podido 
deducir  la  ejecución  por  el  total  de  la  liquidación  de 
fs.  75,  y  en  consecuencia,  es  procedente  la  excepción 
opuesta. 
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Por  estas  consideraciones  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
por  el  art.  493  del  Código  de  Procedimientos,  no  ha 
lugar  á  la  ejecución  y  declaro,  que  los  demandados  solo 
están  obligados  á  pagar  la  suma  de  24  pesos  60  cen- 
tavos moneda  nacional  que  importan  los  honorarios  y 
sellos  á  que  se  hace  referencia  en  el  considerando  primero 
y  que  las  costas  deben  ser  satisfechas  por  los  deman- 
dantes conforme  á  la  disposición  del  art.  507  del  Código 
de  Procedimientos,  á  cuyo  efecto  se  estima  el  honora- 
rio del  Dr.  Díaz  en  veinticinco  pesos  moneda  nacional 
y  en  quince  pesos  de  la  misma  moneda  los  del  procu- 
rador Berisso. —  Repónganse  las  fojas, — L.  A.  Peyret. 
—  Ante  mí:  Jorge  F.  Patino. 
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Sumario  :  1»  Las  excepciones  de  novación  y  transacción  son  improce- 
dentes si  se  oponen  á  la  ejecución  de  un  pagaré  a  la  orden 
equiparado  por  la  ley  á  la  letra  de  cambio.  —  2"  La  excepción 
de  espera  es  improcedente  si  el  documento  privado  en  que  se 
funda  resulta  adulterado  en  la  parte  pertinente. —  3°  Decla- 
rada la  adulteración  de  un  documento  privado  que  la  parte 
pretende  hacer  valer  enjuicio,  procede  su  remisión  alJuzga- 
do  de  Instrucción  para  la  averiguación  del  delito. 


(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Enero  28  de  1893.  — Y  vistos  para  resol- 
ver sobre  las  excepciones  opuestas  por  la  parte  ejecutada, 
resulta : 

Que  á  fs.  2  se  presentó  don  José  Arriazzi  con  el  pagaré 
de  f.  1  pidiendo  embargo  preventivo  contra  E.  Ripa- 
monti  y  C*%  por  quienes  aparece  suscrito  dicho  pagaré, 
valor  de  900  pesos  moneda  nacional. 

Que  decretado  el  embargo  y  hecho  efectivo  en  los 
muebles  que  se  detallan  en  la  diligencia  de  fs.  6  vuelta, 
pidió  la  parte  actora,  para  preparar  la  acción  ejecutiva, 
que  Ripamonti  practicara  el  reconocimiento  de  la  firma 
del  citado  pagaré,  á  lo  que  se  proveyó  de  conformidad 
á  fs.  12  vuelta  con  el  apercibimiento  del  art.  468  del 
Código  de  Procedimientos. 

Que  no  habiendo  concurrido  Ripamonti,  se  le  dio  por 
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reconocida  la  firma  en  su  rebeldía  por  la  providencia 
de  fs.  18  vuelta  declarándose  definitivo  el  embargo  pre- 
ventivo trabado. 

Citado  de  remate,  Riparaonti  se  presentó  á  fs.  23 
oponiendo  las  excepciones  de  quita,  espera,  novación  y 
transacción,  fundándolas  en  el  documento  de  fs.  22,  por 
el  cual  dice,  que  el  demandante  se  comprometió  á  reno- 
varlo por  el  saldo  de  la  deuda,  y  como  no  lo  ha  verifi- 
cado no  puede  exigirle  el  pago  del  crédito.  Pide  que  el 
ejecutante  sea  condenado  en  las  costas  no  sólo  en  virtud 
(le  la  procedencia  de  las  excepciones  mencionadas,  sino 
también  por  haber  incurrido  en  plus  peíitio. 

Conferido  traslado  al  ejecutante,  fué  evacuado  á  fs. 
26,  pidiendo  el  rechazo  de  las  excepciones,  fundándose 
en  que  las  de  novación  y  transacción  son  improcedentes 
por  no  estar  comprendidas  entre  las  que  autoriza  el 
art.  870  del  Código  de  Comercio.  En  cuanto  á  las  de 
quita  y  espera,  no  se  ha  presentado  la  escritura  pública, 
ni  documento  privado  que  las  pruebe,  como  lo  requiere 
el  recordado  art.  676.  Agrega,  que  es  completamente 
falso  que  haya  tenido  la  intención  de  conceder  espera, 
quita  ó  hacer  transacciones,  ni  novación  sobre  la  obli 
gación  materia  del  juicio. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  se  produjo  por  las  partes 
la  que  determina  el  certificado  de  fs.  74  vuelta. 

Y  considerando: 

P  Que  en  efecto,  las  excepciones  de  transacción  y 
novación  opuestas  no  se  hallan  comprendidas  en  el  art. 
676  del  Código  de  Comercio  con  sujeción  al  cual  debe 
ser  juzgada  su  procedencia  ó  improcedencia,  dada  la 
naturaleza  del  documento  en  que  se  apoya  la  ejecución 
y  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  arts.  740  y  741  del 
mismo  Código. 

Por  lo  tanto,  deben  ser  rechazadas. 
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2^  En  cuanto  á  la  de  quita,  los  mismos  hechos  en 
que  se  funda  establecen  su  improcedencia,  pues,  no 
existe  relación  de  derecho  entre  la  excepción  y  la  cir- 
cunstancia de  que  el  actor  se  haya  obligado  á  renovar 
el  pagaré  por  el  saldo  que  quedaba  pendiente  cuando 
le  fué  entregada  la  suma  que  indica  el  recibo  de  fs.  22, 
que  sirve  de  base  á  la  excepción. 

Hay  quita  cuando  el  acreedor  hace  remisión  de  parte 
de  la  deuda.  Ripamonti  no  alega  tal  cosa. 

Por  otra  parte,  esa  excepción  debe  probarse  por  escri 
tura  pública  ó  documento  privado  judicialmente  reco- 
nocido, como  lo  exige  el  art.  075  del  Código  de  Comercio 
y  cuya  disposición  no  ha  sido  cumplida  en  el  presente 
caso,  pues  del  documento  de  fs.  22,  que  es  el  único  que 
ha  presentado  el  ejecutado,  no  resulta  nada  que  pueda 
justificar  tal  excepción. 

3^  Que  por  lo  que  respecta  á  la  de  espera,  si  bien  es 
cierto  que  del  indicado  documento  de  fs.  22  aparece  que 
el  ejecutante,  al  recibir  la  suma  que  allí  se  expresa,  se 
obligó  á  renovar  por  el  resto  del  pagaré  que  se  ejecuta, 
también  es  cierto  que  el  mismo  ejecutante  no  sólo  lo 
ha  negado  al  contestar  las  excepciones  y  absolviendo  las 
posiciones  de  fs.  42,  sino  que  también  ha  probado  la 
falsedad  de  dicho  documento  en  la  parte  que  establece 
tal  obligación. 

En  efecto,  como  consta  á  fs.  73,  los  peritos  Aldao  y 
Silveyra  están  contestes  en  que  han  sido  groseramente 
alterados  los  términos  en  que  fué  concebido  el  expre- 
sadlo documento,  agregándosele  las  palabras  «  ríe  y  por 
lo  demás  á  renovarse  »  que  son  las  que  sirven  de  base  á 
la  excepción;  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el  art  178 
del  Código  de  Procedimientos,  tienen  fuerza  de  prueba 
legal  las  conclusiones  de  dichos  peritos. 

Y  en  verdad,  que  si  se  somete  á  un  ligero  examen  el 
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citado  documento,  fácilmente  se  advierte   que  aquellas  \ 

palabras  han  sido  escritas  con  posterioridad  á  la  fecha 

de  su  otorgamiento.  Así  lo  demuestra  la  colocación  misma  '^ 

que  ellas   tienen  y   el  color  de  la  tinta  que   en  dichas  ¡^ 

palabras  y  en  la  fecha  que  figura  en  la  estampilla  es  más  ' 

obscuro  y  de  calidad  distinta  á  aquella  con  que  fué  firma-  '^ 

do  y  escrito  lo  demás  del   instrumento,   conociéndose  ( 

fácilmente  que  fueron  puestas  posteriormente  al  acto  de 

la  entrega  de  dicho  documento.  ■ 

La  expresada  estampilla  es  otro  elemento  probatorio  de  -  ^ 

ia  adulteración.  Es  indudable  que  la  redacción  del  docu-  | 

mentó  terminaba,  cuando  lo  firmó  Arriazzi,  con  la  pala-  'í 

bra   corriente,  escrita   con  todas  sus  letras.     Como  con  \ 

ella  quedaba  llenado  todo  el  renglón  en  que  figura,  se  I 

procuró  rasparla  para    escribirla   en    abreviatura  como  j 

hoy  aparece,  ganándose  así,  en  dicho  renglón,  un  peque-  '\ 

ño  espacio  donde  poder  colocar  con  soltura  la  letra  y  y  )\ 

la  palabra   por  para   no  tener    necesidad  de  apretar  la  ^ 

letra  en  las  palabras  subsiguientes,  lo  que  haría  notable  ^ 

la  alteración,  y  porque,  escritas  en  la  misma  forma  que  \ 

las  anteriores,  tendrían  por  falta  de  espacio  que  invadir 
la  firma  de  Arriazzi.  'i 

Hecha  la   raspadura,  resultó  seguramente  que,  por  la  ^ 

calidad  del  papel,  no  pudo  escribirse  como  se  deseaba,  y 
fué  entonces  que  para  obtener  el  resultado  que  se  bus-  j 

caba,  se  colocó  la  estampilla  cubriendo  lo  raspado,  y  en 
la  cual,  para  ocultar  el  propósito  con  que  fué  puesta,  se  \ 

escribió  de  nuevo  la  fecha  que  ya  tenía  arriba  el  docu- 
mento, echándosele  luego  la  tinta  que  aparece  en  el 
reverso  á  efecto   de  que  la  raspadura  no  fuera  notada. 

4*^  Que  estando  plenamente  constatada  la  falsedad  del 

icumento  presentado  por  el  ejecutado  en  la  parte  en 
^_e  se  apoya  la  espera  alegada,  el  rechazo  de  la  excep- 
ión  se  impone. 
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5*^  Que  habiendo  el  actor  manifestado  antes  de  pedir 
la  citación  de  remate  la  suma  recibida  á  cuenta,  como 
consta  á  fs.  17,  carece  de  fundamento  legal  lo  pedido 
sobre  ese  particular  por  el  ejecutado. 

Por  estas  consideraciones  fallo,  no  haciendo  lugar  á 
las  excepciones  opuestas,  y  con  arreglo  cá  lo  dispuesto 
por  los  arts.  498  y  507  del  Códifi:o  de  Procedimientos, 
mando  llevar  adelante  la  ejecución  hasta  hacerse  pago 
al  acreedor  de  la  suma  reclamada  con  sus  intereses  y 
costas  del  juicio,  á  cuyo  efecto  estimo  los  derechos 
procuratorios  de  D.  Juan  Durruty  en  diez  pesos  moneda 
nacional,  los  de  D.  Arturo  Guzmán  en  veinte  pesos  de 
la  misma  moneda,  los  de  D.  Emilio  Frías  Lara  en 
noventa,  y  los  honorarios  del  Dr.  Williams  en  doscientos. 

Y  de  acuerdo  con  lo  establecido  por  el  art.  160  del 
citado  Código  de  Procedimientos,  remítase  el  documento 
de  fs.  22  al  señor  Juez  de  Instrucción  en  lo  Criminal  en 
turno,  con  testimonio  de  la  declaración  del  testigo  Ro- 
gussi  corriente  á  fs.  65  vta.,  del  escrito  de  fs.  23,  del 
informe  pericial  de  fs.  73  y  de  la  presente  sentencia,  á 
los  efectos  que  el  mismo  artículo  indica,  debiendo  de- 
jarse testimonio  en  autos  de  dicho  documento. 

Regístrese  y  repónganse  las  fojas. —  L.  A.  Peyret. — 
Ante  mí:  Jorge  F.  Patino. 


Digitized  by 


Google 


w^^^fp"»»*yr     "■    ■•  ▼--«i^(f»- 


¿,M      IFyjPI^S   ,  :'     ;i 


\ 


LTI 


SoMA-Rio :   I**  No  procede  la  reinvidicación  de   mercaderías  que  han  en 
trado  al  dominio  del  fallido  antes  de  la  efectiva  cesación  de 
pagos.  —2°  La  recepción  del  conocimiento  de  porte  á  la  orden 
importa  la  posesión  que  el  Código  establece 


(confirmado) 

Vistos  y  resultando  :  Que  á^  fs.  15,  se  presentaron 
los  señores  Chamberlin,  Downer  y  C*%  por  intermedio 
de  su  apoderado  don  Federico  Coulon,  exponiendo  :  Que 
sus  poderdantes  remitieron  á  don  Pedro  J.  Lastiri,  hoy 
prófugo,  diez  y  nueve  bultos  de  lona  y  loneta,  de  que 
instruye  la  factura  que  acompaña  y  cuyo  importe  seles 
adeuda:  que  la  remesa  se  hizo  por  el  vapor  «Belladen» 
que  dio  entrada  en  este  puerto  el  28  de  Marzo  del  co- 
rriente; que  en  posesión  Lastiri  del  conocimiento  res- 
pectivo y  aun  antes  de  adquirir  la  posesión  efectiva  de 
los  objetos  vendidos,  aparecen  las  mercaderías  traspa- 
sadas  por  la  mera  entrega  del  conocimiento  á  los  señores 
Levaillant  y  C";  que  como  lo  justifica  con  el  aviso 
inserto  en  el  diario  acompañado,  éstos  pretenden  dis- 
poner de  ellas,  á  título  de  acreedores  prendarios,  orde- 
nando su  venta;  que  el  contrato  de  prenda  no  existe 
ni  ha  podido  constituirse  legalmente  ;  que  los  señores 
Levaillant  y  C*%  según  manifestación  hecha  por  el  gerente 
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;  de  la  casa,  recibieron  el  conocimiento  de  las  mercaderías 

en  pago  de  mayor  cantidad  que,  según  ellos,  les  adou- 
\  daba  Lastiri ;  que  no  han  podido  recibir  en   pago  esta 

;  mercadería  sin  perjuicio  de  sus  derechos  y  que  tampoco 

han  podido  proceder  á  la  venta  sin  autorización  judicial 
de  acuerdo  con  el  derecho  que  les  acuerda  el  art.  1G90, 
[  inc.  2*^  del  Código  de  Comercio;  entablan   demanda  de 

reinvindicación  contra  Levaillant  y  C'",  á  efecto  de  que 
f  ■  sean  condenados  á  la  devolución  de  las  mercaderías   y 

pago  de   las  costas. — 2*^   Que   conferido   traslado   de  la 
J  demanda,  no  pudo  ser  contestada  por  Levaillant  y  0\ 

)  porque  habiéndose  pedido  por  el  actor  una  medida  previa 

•  á  fs,  17,  se  resolvió  á  fs.  18,  que  las  mercaderías  embar- 

%  gadas  pertenecían  al  concurso  de  Lastiri.— Reproducida 

!  la  demanda  contra  éste  á  fs.  22,  fué  contestada  por  el 

I  síndico  á  fs.  24,  pidiendo  su  rechazo,  con  especial  con- 

j  denación  en  costas  y  fundándose  en  que,  de  los  mismos 

\  ^  hechos  expuestos  por  el  actor,  resulta  que  las  mercaderías 

f  que  se  reinvindican  llegaron    á    este   puerto   el    28   de 

;  Marzo,  y  por  el  auto  de  fs.   8,  de    los  principales    del 

i  concurso  Lastiri,   se  declaró  que    la  cesación  de  pagos 

'  tuvo  lugar    con  fecha  3    de  Mayo    del    corriente    año. 

habiendo  trascurrido  un  mes  y  días,  desde  la  fecha  en 
I  que  llegaron  los  fardos  bástala  cesación  de  pagos;  que 

lo  natural  es  presumir  que  Lastiri  tuvo  la  posesión 
efectiva  de  las  mercaderías;  que  esta  presunción  legal 
surge  de  los  mismos  hechos  enunciados  en  el  escrito 
de  demanda,  correspondiendo  al  actor  la  prueba  de  que 
Lastiri  no  ha  tenido  la  posesión;  que  existe  también  la 
;  presunción  legal  de  haberse  pagado  por  el  concurso  el 

!  importe  de  dichas  mercaderías,    porque  de  otro   mod^ 

no  se  explica  el  hecho  de  haber  entregado  la  casaveu 
dedora  los    conocimientos;  que  no   probándose    por   el 
demandante  los  extremos  indicados  en   la  oportunidad 
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debida,  corresponde  el  rechazo  de  la  acción,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  1503  del  Código  de  Comercio. 
Sometida  la  causa  á  prueba,  se  produjo  la  que  corre 
agregada  de  fs.  40  á  49,  según  el  certificado  del  actuario, 
presentándose  por  las  partes  los  escritos  de  fs.  51  y  53, 
en  los  cuales  recayó  la  providencia  de  autos.  Y  conside- 
rando: P  Que  ala  parte  actora  corresponde  la  prueba  de 
los  extremos  pertinentes  de  la  demanda,  de  acuerdo  con 
la  Ley  1%  Tít.  XIV,  Part.  IIl.  2^  Que  en  el  caso  sub-judice, 
Chamberlin  Downer  y  C'%  no  sólo  no  han  probado  sus 
afirmaciones  de  f...,  sino  que,  según  resulta  de  su 
misma  exposición,  al  contestar  la  demanda,  Lastiri  había 
recibido  el  conocimiento  de  los  fardos  antes  de  llegar 
á  este  puerto  las  mercaderías  embarcadas  en  el  vapor 
«  Belladen  » — fs.  12  á  15— lo  que  hace  presumir  que  se 
ha  verificado  la  entrega  efectiva  de  las  mercaderías  ven- 
didas y  se  ha  tomado  la  posesión  de  ellas  por  el  com- 
prador. El  art.  412  del  Código  de  Comercio  establece, 
que  la  remesa  que  se  haga  al  domicilio  del  comprador 
importa  la  entrega  efectiva  de  los  efectos  vendidos.  El 
art.  1503  se  refiere  al  461  del  mismo,  para  establecer 
los  diversos  modos  de  verificarse  la  entrega  de  los  efectos 
vendidos,  «por  la  entrega  material  ó  simbólica,  ó  por  la 
del  título,  por  la  que  estuviese  en  uso  comercial  en  el 
lugar  donde  debe  verificarse».  En  el  caso,  la  entrega 
del  título  ó  conocimiento  á  Lastiri  y  la  remisión  de  las 
mercaderías  á  su  domicilio,  importa  haber  tomado  la 
posesión  efectiva  de  las  mercaderías  antes  de  haber  ce- 
sado en  sus  pagos,  como  se  demostrará  en  seguida.  Ro- 
bustece esta  consideración  el  hecho  de  que  Lastiri  ce- 
lebrara un  contrato  de  prenda  con  Levaillant  y  C'%  con 
fecha  24  de  Marzo  del  corriente  año,  antes  de  haber 
cesado  en  sus  pagos,  para  lo  cual  ha  tenido  forzosa- 
mente que  estar  en  posesión  del  conocimiento  que  por 
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otra  parte  no  ha  sido  redargüido  de  falso  ó,  por  lo  menos, 
no  se  ha  probado.  S''  Que  el  informe  defs.  40vta.  del 
Administrador  de  la  Aduana  de  la  Capital,  si  bien  de- 
muestra que  las  mercaderías  fueron  extraídas  de  la 
Aduana  con  fecha  19  de  Mayo,  esto  no  prueba  que  el 
fallido  no  haya  tenido  la  posesión  desde  que  el  cono- 
cimiento fué  endosado  á  un  tercero  como  instrumento 
constitutivo  de  la  prenda,  como  puede  verse  á  fs... 
del  incidente  seguido  por  Lavaillant  y  C".  4**  Que  para 
que  la  reinvindicación  de  mercaderías  sea  procedente  es 
necesario  que  el  concursado  no  haya  tenido  la  pose- 
sión de  ellas  antes  de  la  efectiva  cesación  de  pagos — 
art.  1503  del  Código  de  Comercio — lo  cual,  tampoco  se 
ha  comprobado.  Resulta,  por  el  contrario,  que  ella  tuvo 
lugar^el  día  3  de  Marzo,  siendo  que  las  mercaderías 
entraron  al  puerto  el  28  de  Marzo,  y  antes  de  esto,  el 
conocimiento  que  acreditaba  el  envío  de  los  tardos  que 
se  pretende  reinvindicar.  5®  Que  respecto  del  pago  del 
precio  de  la  venta,  no  se  ha  probado  por  el  actor  que 
Lastiri  no  lo  haya  verificado.  Las  declaraciones  de 
los  testigos  Ernesto  Gastou  y  Domingo  Cirio— fs.  40 — 
prueban  únicamente  que  la  casa  demandante  tenía  la 
costumbre  de  ejecutar  ventas  á  plazos,  remitiendo  di- 
rectamente al  comprador  las  facturas  y  conocimientos 
de  las  mercaderías  vendidas,  sin  recibir  el  precio  pre- 
viamente, ni  girar,  firmar  pagaré,  fianza  ó  cualquier 
otro  documento.  De  todo  esto  no  es  posible  deducir 
que  se  haya  procedido  del  mismo  modo  con  el  fallido. 
tanto  más,  que  para  apreciar  este  medio  de  prueba,  debe 
tenerse  presente  que  uno  de  los  testigos,  D.  Ernesto 
Gastou,  es  deudor  del  demandante,  según  lo  confiesa 
al  ser  preguntado  por  las  generales  de  la  ley.  Quec' 
pues,  reducida  la  prueba  producida  á  la  declaración 
Cirio.      6^  Que    respecto  á   los  testigos  Luis    Carre 
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H.  Snell  y  Fructuosa  Audia — fs.  45  á  49 — los  dos  primeros 
son  acreedores  de  Lastiri  y  declaran  que  han  oído  decir 
que  Lastiri  se  ha  ausentado  sin  precisar  con  exactitud 
la  fecha.  El  tercero  es  deudor  del  demandante  y  declara 
que  ha  oído  decir  que  Lastiri  se  había  ausentado  de 
esta  capital  con  fecha  15  de  Abril.  El  juzgado  tampoco 
puede  apreciar  de  una  manera  favorable  para  el  de- 
mandante estas  declaraciones  que  poca  relación  tienen 
con  el  fondo  del  asunto  que  se  ventila;  debe,  pues,  con- 
cretarse á  la  constancia  de  autos,  donde  se  ha  esta- 
blecido que  la  cesación  de  pagos  de  Lastiri  tuvo  lugar 
con  fecha  3  de  Marzo  del  corriente  año,  no  constando 
de  los  mismos  que  Lastiri  haya  cesado  en  sus  pagos 
antes  del  24  de  Marzo,  en  que  se  constituyó  la  prenda 
á  favor  de  Levaillant  y  C". — Por  estas  consideraciones, 
fallo,  no  haciendo  lugar  á  la  demanda  instaurada,  por 
don  Federico  Coulon,  en  representación  de  los  señores 
Chamberlain,  Downer  y  C^^  contra  el  concurso  de  Lastiri 
y  correspondiendo  al  litigante  vencido,  el  pago  de  las 
costas  del  juicio,  según  lo  dispone  el  art.  221  del  Có- 
digo de  Procedimientos,  así  lo  ordeno,  estimándose  el 
honorario  del  Doctor  Giménez  en  ciento  cincuenta  pesos 
.  moneda  nacional  y  en  ochenta  pesos  de  igual  moneda  la 
comisión  del  sindico.  Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo 
en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  Capital  de  la  República,  a 
doce  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa.  Regístrese 
y  repónganselos  sellos.— L.  A.  Peyret.— Ante  mí:Cários 
N.  González. 
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Sumario:  Si  el   ejecutado  no  justifica  las  excepciones  opuestas  debe 
llevarse  adelante  la  ejecución. 


(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Abril  13  de  189L  —  Y  vistos  los  presentes 
autos,  resulta :  Que  á  fs.  6,  se  presentó  non  Juan  D.  Canelas 
por  don  Félix  Bollo,  entablando  demanda  ejecutiva  contra 
don  Lucio  Lorenzo,  por  cobro  de  3772  pesos  50  centesimos 
m/n.,  procedente  del  pagaré  de  f.  l,sus  intereses  y  costas 
del  juicio.  Que  hallándose  el  referido  documento  com- 
prendido entre  los  enumerados  en  el  art.  465  del  Código 
de  Procedimientos,  se  libró  el  mandamiento  correspon- 
diente, y  habiendo  el  deudor  satisfecho  su  importe,  fué 
depositado  en  el  Banco  Nacional — fs.  10 — á  las  resultas 
del  juicio.  Citado  de  remate  el  ejecutado,  se  presentó 
á  fs.  22,  con  los  documentos  de  fs.  15,  fs.  17,  fs.  19, 
oponiendo  las  excepciones  de  inhabilidad  del  título, 
falsedad,  novación,  espera  y  nulidad. — Conferido  tras- 
lado, el  ejecutante  lo  evacuó  á  fs.  31,  pidiendo  el  rechazo 
de  las  excepciones.  —  Recibida  la  causa  á  prueba,  se  ha 
producido  la  que  constata  el  certificado  de  fs,  83. — 
Para  mejor  proveer,  el  Juzgado  corrió  un  nuevo  traslado 
por  su.  orden,  y  habiendo  sido  evacuado,  la  causa  quedó 
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en    estado  de   sentencia.  —  Y  considerando:  P    Que  el  : 

documento  que  sirve  de  base  á  la  ejecución  es  el  pagaré  \ 

de  f.  1,  suscrito  por  don   Lucio  Lorenzo,   contra  quien  -       j 

^e    ha   dirigido    la    acción    y    estando   concebido   á   la  .< 

orden,  debe  regirse  por  las  disposiciones  del  Código 
de  Comercio  referentes  á  las  letras  de  cambio— art.  741,  ' 

y  917  del  antiguo.  En  tal  concepto,  no  es  admisible 
la  excepción  opuesta— art.  676  del  Código  de  Comercio 
y  852    del   antiguo.  —  Las    disposiciones   del  Código  de  ; 

Procedimientos — art.   488,  inc.  4%    no    son    aplicables  J 

al  caso,  por  hallarse  en  oposición  con  el  artículo  citado.  ] 

Por  esto,  y  de  acuerdo  con  la  jurisprudencia  establecida 
por  la  Excma.  Cámara  de  Apelaciones,  se  declara  im- 
procedente la  primera  excepción.  —  2^  Respecto  á  la  ^ 
segunda:  que  se  hace  depender  la  falsedad,  de  la  fecha  '  i 
del  otorgamiento  del  documento  de  f.  1,  lo  cual  no  puede 
servir  de  fundamento  á  la  excepción  alegada.  La  fal- 
sedad  á  que  se  refiere  el  Código  de  Comercio  en  el  art 
676  y  el  Código  de  Procedimiento  en  el  458,  no  puede 
ser  otra  que  aquella  cuyo  fundamento  de  hecho  recae 
sóbrelo  sustancial  del  título.  El  ejecutado  se  concreta 
á  exponer,  y  así  lo  demuestra  la  prueba  que  ha  preten-  ' 
dido  producir,  que  el  pagaré  fué  firmado  con  fecha  14 
de  Enero  de  1890  y  no  en  primero  de  Abril  del  mismo 
año.  Este  hecho  carece  de  importancia  para  probar  la 
excepción,  desde  que  no  se  ha  objetado  la  fecha,  el 
vencimiento,  ni  la  cantidad  que  en  él  se  determina.  Por 
esto,  se  declara  improbada  la  excepción.  —  3°  Consi- 
derando respecto  á  la  novación:  que  no  se  halla  com- 
prendida entre  las  que  determina  el  art.  676  del  Código 
de  Comercio,  se  declara  improcedente.  —  4**  Considerando 
íespecto  á  la  de  espera:  que  el  ejecutado  se  funda,  para  < 
oponerla,  en  la  excepción  anterior,  y  para  comprobarla,  en 
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el  instrumento  privado  agregado  á  fs.  17,  el  cual  no 
es  de  tomarse  en  consideración,  por  cuanto  si  bien  es 
cierto  que  él  ha  sido  reconocido  judicialmente  por 
Bollo  á  fs.  68,  carece  de  fecha  cierta  y  no  ha  sido 
firmado  por  el  ejecutado.  El  documento  de  fs.  56, 
cuando  más,  podría  servir  para  comprobar  una  quita, 
pero  esta  excepción  tampoco  ha  sido  alegada  en  el  escrito 
de  fs.  24  vta.  —  5^  Considerando  respecto  á  la  nulidad: 
Que  el  hecho  enunciado  á  fs.  24  no  basta  para  autorizar 
la  excepción  por  cuanto  ella  no  está  comprendida  en 
las  enumeradas  en  el  art.  852  del  Código  de  Comercio 
antiguo  y  676  del  nuevo;  que  la  nulidad  que  autoriza 
el  Código  de  Procedimientos  en  el  art.  489,  como  admi- 
sible en  el  juicio  ejecutivo,  es  por  violación  de  las 
formas  para  él  establecidas,  pero  en  manera  alguna  por 
las  causas  que  se  determinan  en  el  escrito  de  fs.  24  vta.; 
siendo  además  de  observarse,  que  el  mismo  represen- 
tante de  Lorenzo  confiesa  que  la  quiebra  fué  levantada 
con  el  consentimiento  de  todos  los  acreedores?  con  fecha 
6  de  Marzo  de  1890.  — Por  estas  consideraciones,  fallo 
declarando  improbadas  las  excepciones  opuestas  y  mando 
se  lleve  adelante  la  ejecución,  con  costas,  de  acuerdo 
con  el  art.  507  del  Código  de  Procedimientos,  á  cuyo 
efecto  regulo  los  honorarios  del  doctor  Canelas  en  ciento 
cincuenta  pesos  moneda  nacional  y  en  ochenta  pesos 
los  del  procurador  Juan  C.  Canelas.  Repónganse  los 
sellos  y  regístrese.  —  L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí:  Jua7i  G. 
Araujo. 
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Sumario:  !«  Justiücada  la  imposibilidad  de  llevar  á  debido  cumpli- 
miento el  contrato  de  compraventa,  la  convención  debe 
resolverse  como  si  existiera  pacto  comisorio.— So  Ante  la 
iraposiblidad  de  poder  cumplir  el  comprador  el  contrato  de 
compraventa,  debe  declararse  la  resolución  con  pérdida  de 
la  suma  dada  á  cuenta  de  precio  que  se  conceptúa  señal  ó 
arras. 


(reformado) 

Buenos  Aires,  Enero  23  de  1891.— Y  vistos  estos  autos 
seguidos   por  don  Carlos  Bunge  contra  el  concurso  de 
don  José  P.  Brusa,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato 
de  compraventa,  resulta:  Que  á  fs.  4,  Bunge,  por  medio 
de  su  apoderado,  expuso:    Que  con  fecha  13  de  Setiembre 
del  año  anterior  convino  con    Brusa  en    venderle   tres 
lotes  de  terreno  situados  en  San  José  de  Flores  y  ubi- 
cados en  los  puntos   que    se    indican  en    el    boleto    de 
fs.  2,  por  el  precio  de  8580  pesos  m/n.,  de  cuya  cantidad 
debía   deducirse  la   suma  de  1300  pesos  en  razón  del 
gravamen  hipotecario   que   reconocían    dichos   terrenos 
i  favor  del  Banco  Hipotecario  de  la  Provincia  de  Bue- 
los  Aires,  de  que  el  comprador    debía  hacerse  cargo  y 
laciéndose  el  pago  del  precio  por  el  comprador  en  trece 
entavos  de  igual  valor  por  trimestres  adelantados   con 
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más  el  interés  del  10  Vo  anual  sobre   los  saldos   adeu- 
dados ;    que  en  el  acto  de  firmarse  el  boleto  Brusa  eu- 
tregó  la  primera  cuota  con  los  intersees  correspondientes 
^  al  primer  trimestre  y  posteriormente  otras  tres ;  que  la  es- 

••  crituración    debía  verificarse  una  vez  que  el  comprador 

hubiere  satisfecho  la  segunda  cuota  de  500  pesos  m/n  y  54 
i.  centavos  ;  que  no  habiéndose  llevado  á  cabo  dicha  escritu- 

I  ración  por  causas  imputables  á  Brusa,  y  habiendo  éste  sido 

^  declarado  en  estado  de  quiebra,  venía  á  ofrecer  al  concurso 

t  efectuar  la  escrituración  siempre  que  se  le  abonase  al  con. 

I  tado  el  saldo  que  se  le  adeudaba  hasta  el  completo  pago 

r  del  precio.  Pide  también,  que  en  caso  de  que  el  concurso  no 

^  aceptara  la  escrituración,  se  le  hiciera  responsable  por  los 

5'  daños,  perjuicios  y  costas,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en 

|I  el  art.  1187  del  Código  Civil.  —  Conferido  traslado  de  este 

escrito  á  la  sindicatura,  lo  evacuó  áfs.8,  exponiendo:  que 
I.  el  concurso  de  Brusa  carecía  de  los  fondos  suficientes  para 

l^  abonar  el  saldo  del  precio,  haciéndose  imposible  por  esta. 

I  causa  aceptar  la  escrituración;  que  el  contrato  de  fs.  2, 

)  quedó  de  hecho  rescindido  y  que  el  vendedor  está  en  la 

obligación  de  devolver  á  la  masa  ei  importe  de  las  cuotas 
que  ha  recibido,  las  cuales  ascienden  á  la  suma  de  2342 
pesos  %,  cantidad  que  ha  recibido  el  demandante,  según 
resulta  de  su  escrito  de  f . . ,  dejando  á  salvo  el  derecho  que 
pudiera  competirle  para  ejercitar  su  acción  contra  el  con- 
curso. Pide  se  declare  rescindido  el  contrato  de  fs.  2,  y  que 
Bunge  entregue  al  concurso  el  importe  de  las  cuotas  per- 
cibidas.—  Dictada  la  providencia  de  autos,  y  habiéndose 
declarado  la  cuestión  de  puro  derecho,  se  corrió  un  nuevo 
traslado,que  fué  contestado  respectivamente  de  fs.  12  á  15 
ydefs.  16  á  18,  quedando  el  Juzgado  en  condiciones  ^'^ 
pronunciarse  sobre  el  fondo  de  la  cuestión.  ^ — Y  consi( 
rando:  1°  Que  tratándose  déla  venta  de  un  inmueble  cu 
precio  no  ha  sido  abonado,  en    el  presente   caso  no 
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posible  á  la  masa  sustituirse  al  deudor  por  el  cumplimiento 
efectivo  de  la  obligación  contraída  en  el  boleto  de  fs.  2,  por 
carecer  de  fondos  suficientes  para  abonar  la  totalidad  del 
precio  estipulado.  2**  Que  no  pudieudo  cumplirse  con  el 
pago  del  precio,  tampoco  es  posible  exigir  del  vendedor  la 
escrituración  de  los  terrenos,  correspondiendo,  por  consi- 
guiente, resolverla  convención  de  pleno  derecho  por  parte 
de  la  masa.  3°  Que  este  principio  tiene  que  aplicarse  for- 
zosamente á  la  resolución  de  la  cuestión,  porque  así  lo 
exige  la  economía  de  la  quiebra  y  la  liquidación  total  de 
las  convenciones  celebradas  por  el  fallido  (véase  Taller 
Las  Quiebras  Tomo  2^  págs.  22,33  y  117).  4«  Teniendo 
presente,  además  de  la  causa  que  obsta  á  la  escrituración, 
lo  dispuesto  por  el  art.  1419  del  Código  Civil,  el  concurso 
no  puede  obligar  al  vendedor  á  cumplir  con  lo  estipulado 
en  el  boleto  de  venta  sin  efectuar  simultáneamente  con  la 
escrituración  el  pago  del  precio  ó  dar  la  fianza  correspon- 
dienle.  5*»  Que  siendo  el  contrato  privado  de  fs.  2  una 
obligación  de  hacer— art.  1185  del  Código  Civil — lo  que 
corresponde  es  resolver  la  obligación,  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto por  el  art.  1187  del  mismo.  Por  estas  consi- 
deraciones, y  lo  expuesto  por  el  síndico,  fallo:  declarando 
resuelto  el  contrato  de  fs.  2  y  dejando  á  salvo  los  derechos 
del  demandante  por  la  acción  que  pueda  corresponderle, 
de  acuerdo  con  lo  establecido  en  el  considerando  anterior, 
debiendo  él  mismo  restituir  ala  masa,  dentro  del  término 
de  diez  días,  la  parte  de  precio  que  hubiera  recibido  á  cuen- 
ta; sin  especial  condenación  en  costas  por  no  hallar  mérito 
para  su  imposición,  dada  la  naturaleza  déla  cuestión.  Defi- 
nitivamente juzgando,  así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en 
la  Capital  de  la  República,  fecha  ui  supra.  Regístrese  y 
repónganse  las  fojas. — L.  A.  Peyret. — Ante  mí:  Jorge 
F.  Patino, 

i  resolución  de  la  Cámara  dice :  «  Se  revoca  la  sentencia  de  fs.  21,  en 
nto  obliga  al  demandante  á  devolver  la  parte  de  precio  recibida  á 
nta.  y  se  confirma  en  lo  demás  que  contiene,  siendo  las  costas  á  cargo 
cada  una  de  las  partes,  en  el  orden  causadas. » 
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Sumario  :  1«  El  privilegio  de  los  obreros  ó  de  aquellos  que  suministran 
materiales,  no  puede  afectar  los  derechos  del  primer  embar 
gante  en  tanto  no  se  justifique  y  separe  lo  que  corresponde  á 
la  obra,  puesto  que  sobre  las  utilidades  no  pueden  alegar 
privilegio.— 2°  Para  que  pueda  juzgarse  de  la  preferencia  ó 
privilegio  de  un  crédito,  debe  justificarse  la  insolvencia  del 
deudor  común  ó  provocarse  la  formación  de  concurso. 


(confirmado) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  Que  con  fecha  9  de  Enero 
del  corriente  año  se  presentó  don  Manuel  Ariza,  deducien- 
do tercería  de  mejor  derecho  en  el  juicio  seguido  por  don 
Epitacio  del  Campo  contra -los  señores  Rodríguez  y  C'" 
pidiendo  el  levantamiento  del  embargo  y  la  condenación  en 
costas  á  del  Campo.  Expone;  que  don  Epitacio  no  es  acree- 
dor ni  lo  fué  nunca  de  los  señores  Rodríguez  y  C**  ex  con- 
cesionarios de  las  obras  del  muelle  del  Rosario,  sino  de  la 
razón  social  Rodríguez  y  C***  formada  por  don  Pascasio 
Penna  Rodríguez,  don  Juan  Martínez  de  Oliveira,  don 
Seroulo  de  Souza  y  don  Ángel  Rolla,  establecida  para  explo- 
tar un  registro  de  mercería,  según  escritura  pública  otor- 
gada en  el  registro  de  don  Rufino  López,  en  22  de  Setiembre 
de  1880;  que  la  letra  que  persigue  el  señor  del  Campo,  de 
fecha  12  de    Marzo  de  1881,  la  giran  los  señores  Rolla 
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Penna  y  C'"*  á  cargo  de  Souza  y  C*^  y  aparece  endosada  por 
Rodríguez  y  C*^;  que  la  primera  de  esas  sociedades  la  for- 
maban don  Pascasio  Penna  Rodríguez  y  don  Ángel  Rolla,  y 
la  segunda  y  tercera,  los  mismos  de  Souza,  Penna  Rodrí- 
guez, Oliveira  y  Rolla,  teniendo  la  segunda  Souza  y  C® 
otro  registro  de  mercería  en  la  calle  de  Piedras  entre  Riva- 
davia  y  Victoria,  y  la  primera  ó  sea  Rolla,  Penna  y  C'^ 
un  depósito  de  artículos  para  sastres  en  la  calle  San  Mar- 
tin; que  las  tres  sociedades  que  aparecen  operando  entre 
sí  con  cambio  de  apellidos,  para  hacer  más  amplio  su  cré- 
dito en  plaza  y  dar  mayor  vuelo  á  sus  operaciones,  no  eran 
en  rigor  sino  una  misma  y  única  para  todos  los  negocios; 
que  nada  tenían  que  hacer  con  los  señores  Rodríguez  y  C'% 
sociedad  formada  para  construir  los  muelles  del  Rosario  de 
Santa  Fe,  con  los  giros  de  los  Rolla,  Souza,  Penna  Rodrí- 
guez y  Martínez  de  Oliveira,  sociedad  formada  con  otros 
fines;  que  la  sociedad  Rodríguez  y  C'^  formada  para  la 
construcción  del  muelle, la  formaban :  don  Pascasio  Penna 
Rodríguez,  don  Victoriano  Guarnaccia  y  don  Juan  Alcánta- 
ra; que  el  señor  del  Campo,  viendo  desaparecer  la  respon- 
sabilidad de  sus  deudores,  demandó  el  pago  de  su  crédito 
á  Rodríguez  y  C'%  constructores  de  muelles,  pero  que 
esta  acción  está  mal  dirigida  porque  no  son  éstos,  como  ya 
lo  ha  dicho, los  deudores  del  señor  del  Campo;  que  habien- 
do sido  apoderado  por  los  señores  Rodríguez  y  C'%  empre- 
sarios de  la  construcción  del  muelle,  para  la  ejecución  de 
las  obras,  facultándole  hasta  para  levantar  empréstitos  por 
cuenta  de  la  sociedad  ó  de  la  suya  propia,  en  virtud  de  es® 
poder  procedió  al  desempeño  desús  funciones;  que  cesado 
el  mandato  y  en  posesión  de  las  obras  construidas,  par 
*'e  con  su  peculio,  parte  con  recursos  que  al  efecto  pudo  co  n 
seguir,  inició  juicio  contra  sus  mandantes  á  fin  de  obtener 
el  reembolso  de  las  sumas  invertidas,  y  el  señor  Juez  doctor 
Basualdo  dictó  sentencia  que  confirmó  la  Cámara,  decla- 
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rando  que  Rodríguez  y  C'"  le  era  deudor  de  la  suma  de 
138,908  pesos  86  cts.;  que  teniendo  el  derecho  de  retención 
[  sobre   las  obras  ejecutad^í^^  y  el  privilegio  consiguiente, 

I  declaró  que  de  él  se  amparaba,  pero  el  Poder   Ejecutivo 

I  Nacional  se  apoderó  de  las  obras  en  virtud  del  decreto  de  3 

I  de  Noviembre  de  1885;  que  hizo  constar  en  el  expediente, 

;  que  cualquier  cantidad  que  el  gobierno  tuviera  que  entre- 

i  gar  á  Rodríguez  y  C*"*  quedaba   subrogada  en  las  obras 

mismas  páralos  efectos  de  su  privilegio  como  mandata- 
rio, y  así  lo  reconoció  explícitamente elJuzgado  de  la  cau 
[  sa,  librándose  al  efecto  el  oficio  respectivo  al  Poder  Eje- 

cutivo en  salvaguardj,  de  sus  derechos ;  que  en  este  estado 
el  señor  del  Campo  podía  ser,  cuando  más,  un  acreedor 
quirografario  de  Rodríguez  y  C'%  pero  nunca  podrá 
pretender  que  deba  ser  pagado  antes  que  los  que  como 
él  tienen  privilegios  indiscutibles;  que  apoyado  en  los 
hechos  mencionados  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en 
los  artículos  529  y  531  del  Código  de  Procedimientos  pedía 
se  proveyera  de  conformidad  á  lo  solicitado.  —  Confe- 
rido traslado,  según  consta  del  auto  de  fs.  7,  lo  evacuó 
¡1  el  ejecutante  á  fs.  14  pidiendo  el  rechazo,  con  costas,  de 

;'  la  acción    instaurada,    fundándose  en    que    era  falso  el 

hecho  invocado  por  Ariza  como  fundamento  de  la  acción; 
que  el  era  acreedor  de   Rodríguez  y  C%  concesionarios 
[  de    las  obras    del    muelle  del  Rosario,   como  Souza  lo 

I  es  á  la   vez  de  Penna  Rodríguez,  Martínez  de  Oliveira, 

í  Souza  y  Rolla;  que  no  es  cierto  que  la  sociedad  cons- 

l,  tructora  del   muelle  estuviera  compuesta    solamente  de 

:  Penna   Rodríguez,  Guarnaccia  y    Alcántara  y  que  ello 

i'  consta  de  la  escritura  citada   de  27  de  Agosto  de  1880» 

,  en  la  que   consta  que  también  eran  socios  Martínez  de 

Oliveira,    Souza  y   Rolla;    que    de  la    misma  escritii 
consta  que  don  Pascado  Penna  Rodríguez  era  el  ún 
i  que  tenía  el  uso  de  la  firma    y  que  en    tal  carácter 
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endosó  el  documento  materia  de  la  ejecución;  niega  el 
privilegio  que  Ariza  se  atribuye;  que  éste  consiguió  que 
el  Gobierno  pusiera  á  la  orden  del  Juez  que  conoce  de 
dichos  autos  la  suma  de  187.950  pesos,  habiendo  que- 
dado por  error  en  poder  del  Gobierno  la  expresada  suma 
de  192.324  pesos  60  centavos  ;  que  de  esto  se  desprende 
que  Ariza  viene  á  oponer  su  tercería  en  virtud  de  su  pre- 
tendido crédito,  cubierto  con  fondos  embargados  en  otro 
expediente;  que  aparte  de  no  tener  privilegio  alguno 
y  mucho  menos  respecto  de  su  crédito  y  respecto  de 
los  fondos  que  tiene  embargados  á  Rodríguez  y  C*% 
el  suyo  es  de  fecha  anterior  al  que  se  atribuye  Ariza 
y  anterior  también  á  todo  embargo,  el  que  obtuvo  en  los  j 

autos  ejecutivos;  que  aun  suponiendo  que  el  crédito  de  í 

Ariza  fuera  exacto  y  verdadero  el  importe  que  se  le  ha  'i 

atribuido   y   que    no    hubiera    Ariza    embargado    otros  | 

fondos  con  que  hacerse  pago,  aún  así,  sería  manifiesta-  i 

-mente  infundada    su   teoría,  pues,  si  alguna  diferencia 
existe  entre  acreedores  quirografarios  es  la  que  acuerda  ^ 

la    prioridad    del    embargo.  —  Dado  por    contestado    el  \ 

traslado  conferido  al  ejecutado,  según  consta  del  auto  de  ;Í 

fs.  21  vuelta,  se  produjo  la  prueba  que  expresa  el  certiíi-  ;*• 

cado  de  fs.  101.   Las  partes  alegaron  —  fs.  102  y  112  — y  el  .. 

Tribunal   llamó  autos,   según  consta    de   fs.   123,   que-  [ 

dando  la  causa  en  estado  de  fallo.  — Y  considerando: 
1*».  Ante  el  texto  del  artículo  529  del  Código  de  Procedí-  ; 

mientos  el  tercerista  no  tiene  derecho  á  impugnar  lo 
juzgado  en  el  expediente  de  ejecución  promovido  por 
del  Campo  contra  la  sociedad  « Rodríguez  y  C'^ »  ex 
concesionaria  del  muelle  del  puerto  de  la  ciudad  del 
Rosario  de  Santa  Fe,  en  cuya  causa  consta  la  legiti- 
midad de  su  crédito.  En  efecto:  aquella  disposición  se 
reflere  únicamente  al  derecho  invocado  por  el  tercerista 
i  ser  pagado  con  preferencia  al  ejecutante,  en  razón  de 
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que  implícitamente  le  reconoce  su  carácter  de  acreedor 
y  en  razón  también  de  que  su  privilegio  lo  liberta  de 
una  suposición  de  crédito  que  hubiera  podido  fraguarse 
entre  el  ejecutante  y  el  ejecutado.  Los  artículos  siguien- 
tes al  citado  del  Código  de  Procedimientos  confirman 
esa  consideración;  dice  el  artículo  531:  «Si  la  tercería 
fuese  de  mejor  derecho  se  seguirá  el  juicio  ejecutivo  hasta 
la  realización  de  los  bienes  embargados,  suspendiéndose 
el  pago  hasta  que  se  decida  quien  tiene  mejor  derecho.» 
¿Entre  qué  personas  se  ha  de  seguir  ese  juicio?  Es 
evidente  que  entre  el  ejecutante  y  ejecutado,  por  que 
la  tercería  solo  produce  el  efecto  de  suspender  el  pago 
del  crédito  del  primero.  El  artículo  533  establece:  «que 
la  deducción  de  cualquier  tercería  será  bastante  fun- 
damento para  que  se  amplié  el  embargo  si  el  actor 
lo  solicitare»,  lo  cual  demuestra  la  subsistencia  y  legi- 
timidad del  crédito  del  ejecutante.  Y  finalmente,  el  534 
dispone :  « que  aunque  resulte  probada  la  connivencia 
del  tercer  opositor  con  el  ejecutado,  el  Juez  podrá  apli- 
carles la  pena  de  detención  por  el  término  de  tres  á  seis 
meses,  sin  perjuicio  de  las  acciones  criminales  á  que 
hubiere  lugar».  Se  ve  pues,  que  el  ejecutante  no  se 
encuentra  en  el  caso  de  tener  que  probar  al  tercerista  lo 
que  probado  y  juzgado  está  ya  en  el  pleito  con  su  deudor, 
y  que,  por  el  contrario,  es  el  tercerista  el  que  debe  probar 
la  existencia  de  su  crédito  y  el  privilegio  que  le  atribuye 
como  superior  al  del  ejecutante.  Además,  el  tercerista 
no  se  encuentra  en  el  caso  previsto  por  la  Ley  20,  Tít.  22, 
Part.  3*  para  pretender  reveer  el  proceso  seguido  por  el 
ejecutante  contra  el  ejecutado;  porque,  si  sospecho  conni- 
vencia entre  ellos  para  suponer  créditos  imaginarios, 
tenía  el  recurso  de  concursar  á  su  deudor  trayendo  al 
expediente,  como  consecuencia,  todos  los  créditos  y  pleitos 
que  contra  él    se  siguieran,  con   lo  cual  paralizaba  la 
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acción  dolosa  del  deudor,  obteniendo  á  la  vez  la  ventaja 
de  ¡Impugnar  los  créditos  que  no  tuviesen  procedencia 
legítima  ó  que  legalmente  no  pudieran  oponerse  al  suyo  , 

que  consideraba  verdadero.  Pero  aún  en  este  caso  tampoco  ^^ 

podrían  los  acreedores    impugnar  la  cosa  juzgada,  que  i 

es  la  verdad  misma,  según  la  expresión  de  la  ley.   La  .  I 

doctrina  contraria  nos  llevaría  á  la  multiplicación  de  los  J 

pleitos  hasta  lo  infinito  y  á  la  consecuencia  probable  de 
su  destrucción  respectivamente.  Por  otra  parte,  la  regla 
establecida  de  que  « guizada  cosa  es  é  derecha,  que 
el  juyzio  que  fuere  dado  contra  alguno  non  empezca  á  ^ 

otro»,  tiene  sus  excepciones  en  la  misma  ley,  de  apli-  '  ¿ 

cación  al  caso  sub  judice  por  analogía.  Cuando  un  aeree-  ^ 

dor  tiene  conocimiento  de  que  su  deudor  es  ejecutado 
por  otro   ó   varios  acreedores,  embargándole   todo  ó  la  i 

mayor  parte  de  sus  bienes  y  se  calla  no  concursándole,  S 

presúmese  que  consiente  lo  que  se  juzgare  en  aquellos  : 

juicios,  así  como  la  solvencia  del  deudor.  Y  si  bien  es 
cierto  que  ningún  hecho  tiene  el  carácter  de  voluntario,  i 

sin    otro   exterior    por    el  cual  la   voluntad    se    mani- 
fieste, también  lo  es,  que  la  declaración  de  la  voluntad  ^ 
puede  ser  tácita  ó  inducida  por  una  presunción  de  la  ; 
ley,  pudiendo  resultar    aquella  de  actos  por  los  cuales 
se   puede  conocer  con  certidumbre  la  existencia   de  la                               .? 
voluntad  en  los  casos  en  que    no  exija  una   expresión                                í 
positiva  ó  cuando  no  hubiese  una  protesta  ó  declaración                                \ 
expresa  contraria  —Arts.  913,  915  y  918  del  Código  Civil. 
—  Por  estos  fundamentos,  el  Tribunal  considera  inoficio-                               i 
so  apreciar  la  prueba  testimonial  rendida  por  el  ejecutante                               ^. 
para  justificarla  legitimidad  de  su  crédito  comprobado 
antes  judicialmente. —Y   considerando  en  cuanto  á  la 
preferencia  ó  mejor  derecho  invocado  por  el  tercerista: 
2^'  El  Juzgado  reproduce  en  este  lugar  las  razones  adu- 
cidas  en   el   considerando   anterior  para   rechazar   así 
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mismo  la  pretensión  del  ejecutante  de  impugnar  lo 
juzgado  y  sentenciado  en  el  pleito  seguido  por  el  terce- 
rista contra  la  sociedad  Rodríguez  y  C'%  ex  concesionaria 
del  muelle,  et(j,  del  puerto  de  la  ciudad  del  Rosario  de 
Santa  Fe  por  cobro  de  pesos  y  demás  deducido.  De  las 
pruebas  extraídas  de  ese  expediente,  las  cuales,  testimo- 
niadas unas  y  certificadas  otras,  corren  con  los  presentes, 
resulta  justificado  plenamente  el  mejor  derecho  invocado 
por  el  tercerista  á  ser  pagado  antes  que  el  ejecutante. 
Aquella  sociedad  se  formó  sin  que  ninguno  de  sus  socios 
aportaren  á  ella  capital  alguno  en  dinero,  ni  en  cosa 
alguna  suceptible  de  valor.  La  escritura  de  su  consti- 
tución, corriente  á  fs.  84,  así  lo  acredita  en  estos  térmi- 
nos :  <(  Y  que  su  administrador  ( el  de  la  sociedad  de 
mercería),  don  Pascasio  Penna  Rodríguez,  así  como 
los  señores  Alcántara  y  Guarnaccia,  aportaban  á  la  socie- 
dad constructora  del  muelle,  etc.,  etc.,  su  ciencia,  acti- 
vidad é  industria».  Para  ello  era  necesario  solamente  que 
la  otra  sociedad  Rodríguez  y  C**.  del  ramo  de  mercería 
por  mayor,  etc., etc.,  solicitara  del  Superior  Gobierno  Na- 
cional la  concesión  de  la  obra  y  que  hiciera  el  depósito 
de  3.803  pesos  fuertes  exijidos  por  el  art.  10  de  la  ley  de 
obras  públicas,  como  garantía.  Obtenida  la  concesión,  don 
Pascasio  Penna  Rodriguez  confirió  poderes  generales  y 
amplios  al  socio  don  Juan  Alcántara,  en  virtud  de  la  fa- 
cultad que  se  le  dio  en  el  contrato  referido  de  usar  la 
firma  de  la  sociedad  y  el  dicho  don  Juan  Alcántara  con- 
firió á  su  vez,  en  mérito  de  aquellos  poderes,  otros  ge- 
nerales y  amplios  á  don  Manuel  Ariza,  para  que  con  sus 
dineros  propios  y  los  que  pudiera  obtener  al  crédito  en 
nombre  de  la  sociedad  y  en  el  suyo  también,  empezase 
la  construcción  del  muelle  en  el  puerto  del  Rosario  d 
Santa  Fé.  En  cumplimiento  de  ese  mandato,  don  Manut 
Ariza  compró  materiales,  herramientas,  contrató  obrero: 
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y  dio  comienzo  á  la  obra  del  muelle,  empleando  sus  pro- 
pios recursos,  su  crédito  y  el  de  la  sociedad  hasta  que  el 
Excmo.  Gobierno  de  la  Nación  expropiara  esa  obra  por 
causa  de  utilidad  pública.  Así  las  cosas,  vióse  don 
Manuel  Ariza  en  la  necesidad  de  demandar  á  la  sociedad 
Rodriguez  y  C'%  su  mandante,  por  cobro  de  los  dineros 
f  .  que  empleara  en  la  referida  obra;  y  en  juicio  contradic- 

torio con    su    representante  se  estableció,  en  virtud  de 
f  sentencia  confirmada  por  la  Excma.  Cámara,  que  su  cré- 

f  dito    contra  la    sociedad    era  de  138.908  pesos    moneda 

i  nacional    con  86   centavos,   aparte  del   crédito   de  don 

I  Ricardo  Badiüo  contra  la  sociedad  misme,  que  ascendía 

j  á  33.200  pesos  de  dicha  moneda,  invertido    también  en 

^.  aquella  obra.  Es  de  prevenir  que  en  dicho  pleito  consta, 

f  por  declaración  de  los  socios    Penna  Rodriguez  y    don 

Victoriano  Guarnaccia,  que  la  sociedad  no  ilió  un  solo 
peso  á  don  Manuel  Ariza  para  el  cumplimiento  del 
mandato  que  ella  le  otorgara.  De  manera  que,  es  incues- 
tionable el  privilegio  del  tercerista  para  ser  pagado  con 
preferencia  á  todo  acreedor  quirografario,  á  cuya  cate- 
goría pertenece  el  del  ejecutante — Arts.  3.916  y  3.917  y 
3.918  del  Código  Civil.  Veamos  ahora  si  el  embargo 
trabado  por  el  ejecutante  de  11.346  pesos  con  53  centa- 
vos moneda  nacional  en  poder  del  Superior  Gobierno  de 
la  Nación,  afecta  ó  no  el  privilegio  del  tercerista  y  el  de 
don  Ricardo  Badillo,  de  igual  categoría.  Las  obras  expro- 
piadas ascienden,  según  el  laudo  de  los  arbitros,  á  199.296 
pesos  con  64  centavos  moneda  nacional.  Deducida  de 
esta  súmala  embargada  por  el  ejecutante,  resta  187.950 
pesos  con  11  centavos  moneda  nacional.  Pero,  como 
los  créditos  de  don  Ricardo  Badillo  y  el  de  los  arbitros 
y  escribano  que  con  estos  actuara  suman  190.398  pesos 
con  86  centavos  moneda  nacional.  Para  llegar  á  esta 
c«)nclusion,  el  Juzgado  considera  que  el  crédito  pagado 
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a)  doctor  Calzada  y  2.000  pesos  embargados  por  orden 
del  Juez  de  Paz  de  la  sección  2%  son  tan  quirogra- 
farios como  el  del  ejecutante;  y  que  por  consiguiente, 
no  deben  deducirse  en  perjuicio  de  éste  por  haber 
conseguido   su  pago   el   tercerista. 

Por  estos  fundamentos  y  en  cumplimiento  de  lo  dis- 
puesto en  los  arts.  219  y  221  del  Código  de  Procedi- 
mientos, fallo  declarando,  que  D.  Manuel  Ariza  es 
acreedor  privilegiado  del  ejecutante  D.  Epitacio  del 
Campo  para  ser  pagado  con  preferencia  con  el  dinero 
que  este  embargó  y  existe  en  poder  del  gobierno  nacio- 
nal, hasta  la  suma  de  2.358  pesos  75  centavos  moneda 
nacional  debiendo  pagar  los  litigantes  las  costas  del 
proceso  en  el  orden  causadas,  por  no  resultar  tenie- 
ridad  en  sus  pretensiones.  En  consecuencia,  líbrese  ofi- 
cio al  Superior  Gobierno  Nacional  para  que  ordene 
el  depósito  en  el  Banco  Nacional,  á  la  orden  del  señor 
Juez  de  lo  civil  Dr.  Pizarro  de  aquella  suma,  como  per- 
teneciente al  pleito  seguido  por  el  tercerista  contra  la 
sociedad  Rodríguez  y  C'%  ex-concesionarios  del  muelle 
del  puerto  del  Rosario  de  Santa  Fe,  quedando  aáí  redu- 
cido el  embargo  del  ejecutante  á  8.987  pesos  78  centavos 
moneda  nacional.  Definitivamente  juzgando,  así  lo  pro- 
nuncio, mando  y  firmo,  en  Buenos  Aires,  á  nueve  de 
Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno, — Repónganse 
las  fojas  é  insértese  enellibrorespectivo.— L.  A.Peyret. 
—Ante  mí:  Pedro  Sicouret. 
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Sumario:  El  comerciante  que,  á  solicitud  suya,  ha  sido  declarado  en 
estado  de  quiebra,  tiene  el  derecho  de  pedir  la  revocatoria 
del  auto  declarativo,  cuando  hayan  desaparecido  las  causas 
que  le  obligaron  á  formular  este  pedido. 


(  CONSENTIDO  ) 

Buenos  Aires,  Julio  31  de  1894.  Y  vistos  y  teniendo 
en  consideración : 

1"  Que  á  fs.  2,  ocurrió  al  Juzgado  la  razón  social  Gil 
Hermanos,  de  esta  plaza,  solicitando  ser  declarada  en 
estado  de  quiebra,  y  aduciendo  como  causa,  el  mal  es- 
tado de  sus  negocios,  por  motivo  del  alza  y  baja  alter- 
nativa del  oro  y  la  oposición  de  algunos  acreedores  á 
hacerse  cargo  del  activo  y  pasivo  de  la  casa  ó  celebrar 
cualquier  otro  arreglo,  hallándose  la  sociedad  en  cesa- 
ción de  pagos. 

2*  Que  declarada  la  quiebra  á  fs.  4,  se  presentó  la 
misma  razón  social,  conjuntamente  con  los  acreedores, 
que  se  mencionan  á  fs.  18,  pidiendo  el  levantamiento 
del  auto  de  quiebra,  por  haber  pagado  á  sus  acreedores 
las  cantidades  que  adeudaban  y  pidiendo  también  se 
hiciera  entrega  de  la  casa  á  los  señores  Challe  Bonelli  y 
Charle  y  Villon. 

3"  Conferido  traslado  al  síndico  y  ordenada  la  ratifi- 
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cación  de  los  acreedores  que  suscriben  la  petición  de  f. 
éste  lo  evacuó,  oponiéndose  á  lo  solicitado  y  fundándose 
en  las  disposiciones  de  la  ley  y  en  la  jurisprudencia 
establecida  por  la  Excma.  Cámara  de  Apelaciones  en 
casos  análogos  y  en  la  disposición  de  los  arts.  1446, 
inc.  4%  y  1461,  inc.  4**  del  Código  de  Comercio.  Agrega, 
que  en  el  estado  de  quiebra  de  un  comerciante  está  in- 
teresado el  Ministerio  Público  para  el  caso  de  que  exista 
dolo  ó  fraude,  lo  que  no  es  posible  poder  determinar 
antes  de  la  verificación  de  créditos ;  que  en  la  fecha, 
y  mientras  no  llegue  esa  oportunidad,  no  existen  sino 
presuntos  acreedores  ignorándose  si  existen  otros  de  los 
que  aparecen  suscribiendo  el  escrito  en  vista,  pues  no 
habiéndose  hecho  aun  la  publicación  de  edictos  no  ha 
podido  presentarse  acreedor  alguno  á  la  verificación  den- 
tro del  plazo  señalado  al  efecto.  Cita  en  su  apoyo  la 
jurisprudencia  en  los  casos  de  los  concursos  formados 
á  Bordigoni  Prado  y  Balza,  juzgado   del  Dr.   Viale. 

¥  De  los  antecedentes  mencionados  fluye  la  siguiente 
cuestión  á  resolver: 

¿Es  procedente  la  solicitud  por  los  fallidos  de  revo- 
catoria del  auto  de  quiebra,  cuando  ésta  ha  sido  decla- 
rada á  solicitud  de  ellos  mismos  ? 

El  art,  1398  del  Código  de  Comercio  que  puede  servir 
de  fundamento  para  resistir  el  alzamiento  del  auto  de 
quiebra,  no  tiene  ni  puede  tener  el  alcance  que  se  le 
atribuye  al  derecho  del  fallido  para  pedir  la  revocatoria 
cuando  la  quiebra  la  han  obtenido  los  acreedores;  pero, 
esto  no  es  sino  la  declaratoria  de  un  derecho,  de  un 
beneficio  y  de  ningún  modo  la  negación  ó  prohibición 
del  ejercicio  de  ese  derecho  en  otros  casos  distintos  del 
propuesto  en  la  disposición  legal. 

Si  el  propósito  del  legislador  hubiera  sido  herir  con 
inhabilidad  al  fallido  para  gestionar  la  revocatoria  cuando 
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él  mismo  ha  solicitado  su  declaratoria  de  quiebra,  es 
evidente  que  otros  serían  los  términos  empleados,  pues, 
no  se  hubiera  dicho:  «solo  en  el  caso,  etc.»,  porque 
así  únicamente  se  produciría  la  limitación  en  que  se 
pretende  encerrar  á  ese  articulo.  Pero,  de  su  redacción 
sólo  resulta  que  el  legislador  ha  querido  establecer  ex- 
presamente el  derecho  á  favor  del  fallido,  en  el  único 
caso  en  que  podía  existir  duda,  cual  es,  cuando  los 
acreedores  han  solicitado  la  declaratoria  guardando  silen- 
cio sobre  el  otro  caso,  porque  éste  no  podía  ser  materia 
de  dificultad. 

¿Qué  razón  habría  para  establecer  la  prohibición  en  el 
caso  sub-Judice  ?  ¿A  quién  beneficiaría  un  auto  de  quie- 
bra pedido  por  error  en  un  momento  de  irreflexión, 
obedeciendo  á  exigencias  de  un  acreedor  tal  vez,  y  aún 
si  se  quiere,  con  un  propósito  doloso  del  cual  se  arre- 
pintiera en  seguida  su  autor?  ¿A  los  acreedores?  En 
manera  alguna;  mientras  éstos  no  tuvieran  interés  en 
hacer  una  exigencia  de  pago,  y  mientras  que  un  arre- 
pentimiento vendría  á  colocar  su  derecho  en  condiciones 
mejores  que  aquellas  en  que  quedarían  si  se  cumpliesen 
ese  propósito  doloso.  La  vindicta  pública  nada  tendría 
que  hacer  cuando  realmente  no  existiera  la  quiebra. 

Tales  son  las  consideraciones  que  animan  el  expediente 
de  la  doctrina  que  casi  universalmente  se  pronuncia  en 
contra  de  las  coíiclusioní^s  de  la  sindicatura  á  fs.  23. 
Es  posible,  dice  el  doctor  Obarrio,  que  un  comerciante, 
en  un  momento  de  turbación  puede  llegar  á  creer  que  se 
encuentran  sus  negocios  en  mal  estado,  y  que  entonces, 
con  el  propósito  de  no  perjudicar  á  la  generalidad  de 
los  acreedores,  deje  de  hacer  frente  á  algunos  de  sus 
compromisos.  Pero,  pasadas  esas  circunstancias,  repues- 
to del    pánico  que    tal   vez    el  resultado    de    una  mala 
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operación  pudo  llevar  á  su  espíritu  en  la  convicción  de 
su  solvencia  debidamente  formada,  ¿qué  razón  podría 
oponerse  para  que,  rectificando  su  error  no  pudiera  pedir 
al  Tribunal  de  que  obtuvo  la  declaración  de  quiebra, 
que  deje  sin  efecto, esa  declaración  manifestándole  estar 
dispuesto  á  llenar  religiosamente  todas  y  cada  una  de 
sus  obligaciones? 

Podría  suceder,  dice  también  o\  mismo  autor,  el  caso 
de  que  un  comerciante,  con  el  objeto  de  obtener  un 
concordato  de  stis  acreedores,  se  presentara  solicitan- 
do la  declaración  de  su  quiebra,  con  el  propósito  de 
que,  en  la  estación  oportuna  del  juicio,  la  mayoría  de 
los  acreedores  llegara  á  compeler  á  la  minoría  á  aceptar 
un  convenio  que  considera  conveniente  á  sus  intereses 
y  que  más  tarde,  reaccionando  sobre  sí  mismo,  obede- 
ciendo á  los  dictados  de  su  conciencia,  considerando 
que  su  acción  es  una  acción  condenable,  quiera  volver 
sobre  sus  pasos  y  solicitar  del  Juez  la  revocación  del 
auto  de  quiebra  expedido  á  su  propia  petición.  En  este 
caso  tampoco  habría  razón  para  desconocer  el  derecho 
que  tiene  el  fallido  de  proceder  de  esta  manera. 

Tal  es  también  la  opinión  de  Bravard  Veyriéres  — 
Tratado  de  Derecho  Comercial,  tomo  5%  página  646  y 
de  Dalloz,  ver.  Fallites^  núm.  206  y  las  sentencias  que 
cita. 

5°  Que  siendo  la  doctrina  favorable  al  fallido,  como 
queda  demostrado,  es  menester  no  perder  de  vista  las 
circunstancias  especiales  que  en  esíe  caso  robustecen  la 
misma  conclusión. 

En  efecto :  no  es  sólo  la  razón  social  Gil  Hermanos  que 
solicitó  su   quiebra  la  que  pide  la  revocación  del  auto 
sino  también  todos  los    acreedores  mencionados  en   e 
estado  de  fs...  fundándose  en  que  han  sido  satisfecho* 
en   sus  créditos,    siendo  entonces    de  aplicación    aque 
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precepto  que  no  hay  quiebra  sin  acreedores.  Las  dispo- 
siciones legales  citadas  por  la  sindicatura  para  oponerse 
al  levantamiento  del  auto  de  quiebra  no  son  aplicables 
al  caso,  por  cuanto  no  se  trata  de  un  concordato  sino 
de  un  pago  íntegro  hecho  á  los  acreedores,  cualquiera 
que  sea  su  forma  y  procedimiento  observado,  y  del 
cual  ha  surgido  una  petición  que  el  Juzgado  está  en  el 
deber  de  no  entorpecer,  puesto  que  no  contraría  ningún 
precepto  legal  ni  interesa  al  orden  público. 

6**  Que,  por  otra  parte,  la  circunstacia  de  que  el 
fallido,  ipso  jure,  quede  separado  é  inhibido  desde  el 
día  de  la  declaración  de  la  falencia  de  la  administración 
de  todos  sus  bienes,  no  lo  inhabilita  para  formu- 
lar una  petición  como  la  de  fs...  ni  lo  obliga  tam- 
poco á  esperar  la  tramitación  de  todo  el  procedimiento 
de  la  quiebra  para  manifestar  al  Tribunal  que  no  debe 
nada. 

7^  Que  no  obstante  el  respeto  que  el  proveyento  tiene 
por  la  jurisprudencia  establecida  por  la  Excma.  Cámara, 
cree  de  su  deber  consignar  que  no  está  obligado  á 
aplicarla  en  todos  los  casos,  por  cuanto  la  jurisprudencia 
es  variable  y  los  jueces  tienen  el  deber  de  resolver  según 
la  ley,  interpretándola  encada  caso,  según  su  ciencia  y 
conciencia,  con  relación  á  la  cuestión  que  deben  decidir. 
Por  estas  consideraciones  resuelvo  la  cuestión  planteada 
en  sentido  afirmativo,  y  en  consecuencia,  revócase  por 
contrario  imperio  el  auto  de  fs.  4  y,  previo  pago  de 
los  gastos  causídicos,  póngase  á  los  señores  Gil  Her- 
manos en  posesión  desús  bienes.  No  ha  lugar  á  lo  soli- 
citado en  el  segundo  punto  del  escrito  de  f . . .  por 
cuanto  el  Juzgado  no  es  intermediario  de  los  solicitantes 
para  hacer  entrega  de  sus  bienes  á  terceros,  lo  cual 
podrán  efectuar  por  sí  en  la  forma  que  estimen  conve- 
"'3nte.  —  Repónganse  los  sellos  y  ejecutoriada  que  sea 
a  resolución  archívese  el  expediente. —  L.  A.  Peyret. 
Ante  mí:  Carlos  N.  González. 
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Sumario  :  I*»  La  falta  de  protesta  por  parte  del  tercerista  presente  al 
embargo,  importa  una  presunción  veíiemente  de  que  no  te- 
nía la  posesión.— 2«  Debe  rechazarse  la  tercería  si  el  actor 
no  justifica  la  posesión  y  dominio  de   los  bienes  embargados. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  Que  á  f.  1,  don  Manuel 
Antonio  Badaracco  dedujo  tercería  de  dominio  sobre  las 
existencias  del  almacén  situado  en  la  calle  Santa  Fé 
número  2.602,  embargadas  á  solicitad  de  don  Bartolo 
Masucco,  en  la  ejecución  seguida  contra  don  Antonio 
Badaracco.  Manifiesta  que  dicho  almacén  le  pertenece  en 
propiedad  y  pide  se  levante  el  embargo  y  sean  devuel- 
tos los  bienes  á  su  poder,  fundado  en  que  el  llamado 
Manuel  Antonio  Badaracco  nada  tiene  que  ver  con  Anto- 
nio Badaracco,  contra  quien  se  ha  seguido  la  ejecución; 
que  si  bien  es  cierto  que  algunas  veces  firma  con  el  nom- 
bre de  Antonio,  otras  lo  hace  con  el  de  Manuel;  que  el 
almacén  fué  adquirido  con  el  nombre  de  Antonio,  el 
mismo  con  que  aparece  firmado  en  sus  relaciones  comer- 
ciales con  las  casas  y  almacenes  por  mayor  donde  se  ha 
surtido ;  que  nunca  ha  tenido  relaciones  comerciales  con 
Masucco  ni  obligación  alguna;  que  en  la  oportunidad  de- 
bida probará,  con  el  contrato  de  compraventa,  y  con  el 
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recibo  de  personas  respetables,  que  es  el  propietario  del 
almacén  citado;  que  el  embargóse  ha  trabado  á  conse- 
cuencia de  un  quid  pro  quo  por  semejanza  de  nombre. 
Contestando  Masucco  el  traslado  de  la  demanda,  pide  su 
rechazo  con  especial  condenación  en  costas,  solicitando 
que  el  Juzgado  someta  al  tercerista  y  ejecutado  al  juez  de 
turno  en  lo  criminal,  fundándose  en  el  art.  534  del 
Código  Penal;  niega  todos  los  hechos  en  que  se  apoya 
la  tercería  y  agrega:  que  no  se  trata  de  un  quid  pro  quo\ 
que  el  demandante  no  se  llama  Manuel  Antonio,  sino 
Manuel  Badaracco;  que  si  agregó  la  palabra  Antonio  á  su 
nombre  fué  en  los  momentos  precisos  en  que  se  protestó 
el  pagaré  de  f.  1,  que  se  ejecuta,  cuando  vencían  otras 
obligaciones  comerciales  contra  el  verdadero  don  Antonio; 
niega  el  hecho  de  que  don  Manuel  sea  el  propietario  del 
almacén  embargado,  agregando,  que  es  hermano  de  don 
Antonio  y  que  el  recurrente  solo  era  un  dependiente 
del  ejecutado;  que  los  hermanos  Badaracco  se  habían 
puesto  de  acuerdo  para  hacer  una  operación  ilícita  en 
gran  escala,  esquivando  el  pago  de  las  deudas  contraidas 
con  motivo  de  la  compra  del  negocio,  valiéndose,  al 
efecto,  de  un  cambio  de  nombres  y  coexistiendo  en  el  mis- 
mo almacén  con  el  mismo  nombre;  que  por  el  hecho  de 
haher  agregado  la  palabra  Antonio  á  su  nombre  no  había 
adquirido  la  propiedad  y  dominio  del  almacén  que  pre- 
tende, perteneciente  al  verdadero  Antonio  Badaracco  eje- 
cutado; que  comprobada  la  connivencia  del  tercerista  con 
el  ejecutado  corresponde  la  aplicación  de  la  pena  estable- 
cida por  el  artículo  534  del  Código  de  Procedimientos. 
Don  Antonio  Badaracco,  ejecutado,  al  contestar  el  traslado 
áf.  6,  expone:  que  es  cierto  lo  que  afirma  su  hermano 
Manuel  siendo  suya  la  casa  de  negocio  embargada;  que 
ese  mismo  hermano  le  había  prometido  habilitarlo  con 
el  negocio  embargado,  comprado  á  Speleta,  situado  en  la 
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calle  Santa  F'é  y  Ecuador  y  que  á  pesar  de  haber  estado 
un  tiempo  al  frente  del  almacén  como  simple  dependiente, 
era  con  el  objeto  de  ensayar  si  le  convenía  ser  habilita- 
do; que  no  habiéndose  puesto  de  acuerdo  se  retiró 
unos  diasantes  de  trabarse  el  embargo;  ofrece  la  prueba 
délo  expuesto  y  dice  que  es  público  y  notorio  que  el 
almacén  es  de  su  hermano  Manuel,  á  pesar  de  aparecer 
la  compra  con  el  nombre  de  Antonio;  pide  el  levanta- 
miento del  embargo,  por  cuanto  fué  él,  don  Antonio,  quien 
Armó  el  pagaré.  Por  el  auto  de  f.  15  se  recibió  la  causa  á 
prueba,  habiéndose  producido  la  que  corre  agregada  á 
fs.  148  y  169  y  de  fs.  170  á  202.  Y  considerando:  P  Que 
al  tercerista  don  Manuel  A.  Badaracco  corresponde  jus- 
'¡'  tificar   que  los    bienes    embargados    á  su  hermano  don 

íf  Antonio  Badaracco  son  de  su  exclusiva  propiedad.  2^  Que 

i  dados  los  términos  de  la  demanda  y  la  prueba  producida, 

j  no  aparece  probado  el  dominio    invocado  por  el  deman- 

i  dante.  Cuando  éste  dedujo  la  tercería  se  concretó  á  ma- 

I  nifestar,  como    consta   del  primer    resultando,  que  era 

dueño  del  almacén  embargado,  manifestación  que  tampoco 
aparece  hecha  á  f.  9  de  la  ejecución  cuando  se  trabó  el 
embargo  y  fué  nombrado  depositario  sin  hacer  oposi- 
ción de  ninguna  especie,  concretándose  á  decir  que  hacía 
como  diez  dias  que  su  hermano  Antonio  faltaba  de  su 
^  domicilio,  habiendo  también  omitido,  al  entablar  la  ter- 

cería, establecer  que  Antonio  era  su  hermano,  hecho  que 
recién  se  justificó  por  el  escrito  de  f.  6.  Esto  bastaría  para 
presumir  la  connivencia  entre  tercerista  y  ejecutado,  no 
solo  por  razón  de  parentesco,  sino  por  los  mismos  térmi- 
nos de  la  demanda  y  contestación   al  traslado  por  parte 
del  ejecutado.    3*"  Que  esta  consideración  viene  á  robr 
tecerse  con  la  misma  confesión  del   demandante — f.  1 
f.  44  vuelta,  posición    17 — que   su  nombre    verdadero  e 
Manuel^  pevo  que  usaba  indistintamente  el  áe  Antonio  i 
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sus  relaciones  comerciales;  que  el  almacén  fué  comprado  j 

con  el  nombre  de  su  hermano  Antonio,  para  diferenciarlo  J 

de  otros  negocios  que  están  bajo  el  nombre  de  Manuel  < 

Badaracco — f.  46  contestación  á  la  posición   11 — 4^  Que  i 

de  lacompulsa  practicada  por  el  actuario  en  los  diarios  1 

La  Prensa  y  La  Nación^  resulta  que  el  almacén  compra-  .] 

doáSpeleta,  situado  en  la  calle  Santa    Fé  número  2602,  I 

aparecen  avisos  publicados  con  la  firma  de  don  Antonio  | 

Badaracco  como   comprador  y   no  con  la  firma  de  don  3 

Manuel,  ni  de  don  Manuel  Amonio— f.  193  vuelta — 5*»  í 

Que  dada  la  claridad  con   que  resultan  establecidos  estos  J 

antecedentes  y  el  hecho  de  haber  estado  don  Antonio 
Badaracco  (ejecutado)  al  frente  del  citado  almacén  hace 
responsable  á  éste  de  las  obligaciones  contraidas,  tanto 
mas,  que  páralos  terceros  es  difícil,  tratándose  de  nego- 
cios de  esta  naturaleza,  poder  apreciar  cuál  es  el  verdadero  S 
dueño  cuando  la  casa  es  dirigida  indistintamente  por 
dos  personas  que  llevan  el  mismo  nombre,  el  mismo 
apellido  y  son  á  la  vez  hermanos.  La  prueba  testimonial 
debe,  pues,  apreciarse  con  arreglo  á  estos  principios.  — 
6**  Las  deposiciones  de  los  testigos  no  comprueban  si 
los  bienes  embargados  son  de  propiedad  del  tercerista. 
En  efecto:  el  testigo  Santiago,  declara,  que  Manuel  A. 
Badaracco  es  inquilino  suyo  y  que  le  consta  que  es 
dueño  del  almacén  por  habérselo  dicho  Speleta,  cuando 
se  lo  presentó.  Su  declaración  es  muchas  veces  contra- 
dictoria y  sus  contestaciones  demuestran  que  no  tiene 
conocimiento  exacto  de  los  hechos  al  contradecirse  con 
las  mismas  afirmaciones  de  don  Manuel  Badaracco. 
Escala,  declara :  que  el  negocio  fué  comprado  á  nombre 
de  don  Antonio;  su  deposición  no  favorece  al  tercerista, 
además,  mantiene  cuenta  corriente  con  éste  y  se  con- 
radice,  á  la  vez,  con  su  socio  Berisso,  quien  declara  lo 
contrario.  El  testigo  Berisso  no  sabe  si  el  tercerista  se 
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llama  Manuel  ó   Manuel  M.  Badaracco;  ignora  á  nombre 
de  quién   se   extendió  el  recibo    cuando    se   efectuó  la 
venta  del  almacén.  Garlón,  ignora  á  nombre  de  quien  se 
hizo  la  compra.  Sturba,  ignora  quién  compró  el  almacén 
á  Speleta;  Alvarez  ha  sido  dependiente  del  almacén,  y 
Badaracco  le  fué  presentado  cuando  se  efectuó  la  venta. 
La  razón  que  da  de  sus  declaraciones  no  es  admisible, 
porque  sus  contestaciones  son  contradictorias.  Las  decla- 
raciones de  los  testigos  presentados  por   el  demandado 
no  tienen  tampoco  mayor  importancia;   únicamente  la 
deposición  de  Spencer  puede  tomarse  en  consideración 
por  cuanto  presenta  el  recibo  de  í's.  101  otorgado  por  el 
ejecutado  don  Antonio  Badaracco,  que  prueba  que  estaba 
al  frente    del  almacén,  ó    por   lo    menos,  que    otorgaba 
recibos  á  nombre  propio  por  las   mercaderías   vendidas 
en  el  negocio. — 7®  Que  tratándose  de    un  contrato  que 
excede  de  doscientos  pesos  moneda  nacional,  la  prueba 
testimonial   no   es    aceptable   sin    existir   principio    de 
prueba  por  escrito  —  art.  180  Código  de  Procedimientos 
y  193  Código  de  Comercio  —  pero,    correspondiendo    la 
prueba  del  tercerista,  éste  ha  tenido  un  medio  fácil  para 
comprobar  si  era  verdaderamente  el   propietario  de  los 
bienes  embargados,  presentando  el  contrato  de  compra- 
venta ó  la  patente   de  la  casa,  donde,   seguramente,  se 
expresa  si  el  almacén  está  á  nombre  de  Manuel  Antonio 
ó  simplemente  de  Antonio,  lo  cual  se  ha  omitido  volun- 
tariamente.— Por  estas  consideraciones,  fallo:  no  haciendo 
lugar  á  la  tercería  deducida,  y  habiendo   procedido  con 
malicia  el  tercerista,  declaro  á  su  cargo  las  costas  de  este 
juicio,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  la  Ley  8^,  Tít.  22, 
Part.  3*  y  el  art.  221  del  Código  de  Procedimientos,  á 
cuyo  efecto  regulo  los  honorarios  del  doctor  Barcos  en 
cuatrocientos  pesos  moneda  nacional  y  los  del  procura- 
dor José  F.  Fabbiani  en   ciento  ochenta  de  igual  mo- 
neda. —  Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  Ciudad  de 
Buenos  Aires,  á  trece  de  Setiembre  de  mil  ochocientos 
noventa.  —  L.  A.  Peyret.  —-Ante  mí:  Carlos  N.  González, 
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Sumario  :  1°  La  ley  n»  á874  dictada  por  el  Congreso  Nacional  autori- 
jfando  á  la  Municipalidad  de  la  Capital  para  consolidar  su 
deuda  floteante,  es  constitucional.— 2"  Los  acreedores  de  la 
Municipalidad  están  obligados  á  recibir  por  sus  créditos  los 
bonos  emitidos  en  virtud  de  esta  ley  al  tipo  fijado  en 
ella. 

(  CONSENTIDO  ) 

Y  vistos  los  presentes  autos,  resulta:  Que  á  fs.  3  y 
con  fecha  22  de  Abril  del  presente  año,  se  presentó  don 
Cirilo  Bergalli  por  la  Municipalidad  de  la  Capital  con- 
signando en  el  Banco  de  la  Nación  Argentina  la  suma 
de  quinientos  tres  mil  pesos  en  certificados  provisorios 
de  títulos  consolidados  y  el  saldo  de  cincuenta  y  siete 
pesos  oc heñía  y  dos  centavos  %,  según  los  recibos  de  fs. 
1  y  2,  para  así  pagar  á  los  Sres.  O.  Bemberg  y  Cíf 
el  crédito  por  que  ejecutan  á  la  Municipalidad  por  la 
secretaría  del  actuario. 

Expone:  que  la  ley  n^  2874  autorizaba  á  la  Municipa- 
lidad á  consolidar  su  deuda  flotante  emitiendo  al  efecto 
el  valor  nominal  de  veinte  millones  de  pesos  en  Mtulos 
de  la  deuda  de  seis  por  ciento  de  renta  y  uno  por 
ciento  anual  de  amortización  y  prescribe,  que  entregue 
estos  títulos  á  sus  acreedores  al  ochenta  por  ciento  de 
su   valor   escrito;   que    era   en    virtud  [de  esa  ley  que 
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hacía  la  consignación  referida,  habiéndose  practicado  la 
liquidación  ai  tipo  que  ella  fija;  que  la  obligación  porque 
se  ha  seguido  la  ejecución  formaba  parte  de  la  deuda 
flotante  municipal  comprendida  en  dicha  ley  cuyo  carácter 
obligatorio  para  los  acreedores  no  puede  ponerse  en  duda 
en  presencia  de  sus  términos  preceptivos  y  de  la  natu- 
raleza de  la  disposición  que  prescribe,  que  es  una  consoli- 
dación de  deuda  impuesta  por  la  situación  de  la  Munici- 
palidad que  la  colocaba  en  estado  de  suspender  todo 
servicio  ó  de  bancarrota;  que,  en  conclusión,  pedía  se 
hicieri  saber  al  acreedor  el  pago  por  consignación  con 
los  fondos  depositadas  y  que  fueron  liquidadas  las  costas 
para  abonarlas. — Hecho  saber  al  ejecutante  la  consigna- 
ción, solicitó  á  fs.  5  fuera  rechazada  por  carecer  de 
fuerza  de  pago.  Expone,  en  apoyo  de  esa  petición:  que 
para  que  la  consignación  surta  efecto  debían  concurrir, 
según  el  art.  758  del  Código  Civil,  en  cuanto  al  modo,  á 
las  personas,  objeto  y  tiempo,  todos  los  requisitos  sin  los 
cuales  el  pago  no  puede  ser  válido;  que  el  deudor,  según 
el  art.  740,  debía  entregar  al  acreedor  la  cosa  á  cuya 
entrega  se  obligó ;  que  la  Municipalidad  adeudaba  103.000 
pesos  oro  sellado  y  35.960,15,  de  curso  legal;  y  que  enton- 
ces, la  consignación  de  los  bonos  depositados  no  podían 
surtir  los  efectos  de  pago ;  que  la  ley  que  invocaba  el 
representante  de  la  Municipalidad  no  podía  obligará  los 
acreedores  á  recibir  dichos  bonos,  pues,  que  ni  de  sus  ante- 
cedentes, ni  de  sus  términos,  ni  de  su  espíritu,  se  despren- 
día que  tuviera  tal  alcance;  que  la  consolidación  solo 
podía  tener  lugar  por  mutuo  convenio  entre  acreedor  y 
deudor;  que,  por  último,  una  ley  que  obligara  á  los 
acreedores  á  recibir  los  pretendidos  bonos  sería  absolu- 
tamente contraria  á  la  Constitución  Nacional,  art.  17.- 
Que  conferido  traslado  á  la  Municipalidad  de  la  impug 
nación  hecha  á  la  consignación  por  el  acreedor,  el  repre 


1 


Digitized  by 


Google 


'  «wi.^»  ^^^,^^  V- -4i5^^wiw>P.'!'^'l!f fW''%!"«5"J,''.".¿l'i|  if  HIMPI^I'i-^i  i 


f 


—  235  — 

sentante  de  aquella  corporación  lo  evacuó  solicitando  se 
declarara  la  validez  de  la  consignación  y  que  se  impusiera 
al  acreedor  las  costas  del  juicio  ampliando  extensamente 
las  razones  que  antes  había  dado  al  verificar  el  depósito. 
A  fs.  26,  se  declaró  la  cuestión  de  puro  derecho;  y  con- 
ferido traslado  á  los  interesados,  la  evacuaron  á  fs,  28 
y  38,  repitiendo  cada  uno  los  argumentos  anteriores  en 
pro  de  sus  pretendidos  derechos,  quedando  la  causa  en 
estado  de  sentencia. 

Y  considerando :  P  Que  la  ley  n<*  2874,  dictada  por  el 
Soberano  Congreso  autorizando  á  la  Municipalidad  de  la 
Capital  de  la  República  para  consolidar  su  deuda  flotante, 
emitiendo  títulos  de  deuda  al  6  %  anual  de  amortización 
acumulativa,  es  una  ley  de  orden  público  como  lo  son 
todas  aquellas  que  tienen  por  objeto  el  Estado  ó  las 
instituciones  públicas  creadas  dentro  de  él  y  respondiendo 
á  sus  fines. 

2**  Que  de  este  punto  de  vista,  las  leyes  ordinarias  que 
sancionan  los  derechos  privados,  quedan  necesariamente 
subordinadas  á  los  estatutos  que  revisten  aquella  natu- 
raleza y,  por  lo  tanto,  no  pueden  ser  invocadas  eficaz- 
mente contra  sus  disposiciones. 

3**  Que  las  prescripciones  del  derecho  civil  sobre  la 
no  retroactividad  de  las  leyes  están  circunscritas  al 
derecho  común,  no  pudiendo,  por  lo  tanto,  pretenderse  su 
aplicación  cuando  se  trata  de  leyes  que  escapan  á  su 
dominio  para  entrar  en  la  categoría  de  las  instituciones 
de  derecho  público. 

4^  Que  en  tal  concepto,  el  Código  Civil,  tít.  1^  art.  5^, 

ha  establecido  que  ninguna  persona  puede  tener  derecho 

'""ívocablemente  adquiridos   contra  una   ley    de    orden 

►lico,  lo  cual   significa  claramente,    que  las  leyes  de 

i  naturaleza  tienen  el  poder  de  retroactividad  y  revo- 

Uidad  de  los  derechos  privados,  como  sucede  en  los 
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casos   de  expropiación  por  causa  de  utilidad  pública   y 
otras  análogas,  gobernadas  por  el  mismo  principio. 

5"  Que  el  Soberano  Congreso  ejerce  una  legislación 
exclusiva  en  todo  el  territorio  déla  Capital  de  la  Nación, 
art.  67,  inc.  27  de  la  Constitución  Nacional. 

6®  Que  el  mismo  Congreso,  entre  sus  atribuciones,  tiene 
la  de  arreglar  el  pago  de  la  deuda  interior  y  exterior 
de  la  Nación,  inc.  6^  artículo  citado,  y  en  tal  caso,  cual- 
quiera que  sea  la  forma  y  alcance  de  las  leyes  que  al 
efecto  dicte,  ellas  no  pueden  ser  atacadas  de  inconstitu- 
cionales desde  que  emanan  de  una  facultad  soberana 
que  no  tiene  más  límites  que  las  declaraciones  y  princi- 
pios de  la  misma  Constitución. 

7®  Que  la  ley  de  que  se  trata  no  viola  ninguno  de  los 
principios  y  declaraciones,  al  proveer  al  pago  de  una  deuda 
pública  en  una  de  las  formas  usadas  por  la  República 
y  en  todas  las  naciones. 

8»  Que  este  medio  de  arreglar  las  deudas  públicas, 
apareja  necesariamente  [la  retroactividad,  desde  que  tiene 
que  versar  sobre  derechos  adquiridos  y  no  sobre  créditos 
á  contraerse  en  lo  futuro. 

9®  Que  cualquiera  que  sean  las  conclusiones  de  la  cien- 
cia económica  sobre  estos  expedientes,  que  son  atributos 
de  la  soberanía  del  Estado— esas  conclusiones  no  pueden 
tenerse  presentes  cuando  se  controvierte  su  eficacia,  que 
debe  únicamente  juzgarse  del  punto  de  vista  de  las 
disposiciones  constitucionales  que  las  han  creado  y  de- 
terminado implícitamente  al  campo  de  su  ejercicio. 

10**  Que  finalmente,  la  ley  en  cuestión  ha  establecida 
la  consolidación  do  la  deuda  municipal  en  términos  impe- 
rativos, expresando  claramente  que  la  Municipalidaf^^ 
entregará  los  títulos  á  sus  acreedores  al  ochenta  po: 
ciento,  de  cuyos  términos  se  desprende  la  obligación  de 
éstos  de  recibir  esos  títulos  en  pago  de  sus  créditos,— 
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Por  estos  fundamentos,  declaro :  que  la  ley  n**  2874  es 
constitucional;  que,  en  consecuencia,  la  consignación 
hecha  a  fs.  3  por  la  Municipalidad  de  la  Capital  es 
legal  y  tiene  fuerza  de  pago,  debiendo  abonarse  las  costas 
de  este  incidente  en  el  orden  causadas,  atenta  la  natu- 
raleza de  la  cuestión.  Repónganse  las  fojas  y  regís- 
trese.— L.  A.  Peyret.— Ante  mí:  Carlos  N.  González. 
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LIX 


Sdmario  :  El  factor  contratado  por  tiempo  indeterminado  carece  de 
derecho  para  accionar  por  daños  y  perjuicios  fundado  en 
el  hecho  de  haber  sido  despedido  sin  causa. 


(  CONFIRMADO  ) 

Vistos  estos  autos,  resulta:  Que  con  fecha  27  de  Enero 
del  corriente  año  se  presentó  á  fs.  8  don  Lorenzo  B. 
Trant  demandando  á  la  sociedad  anónima  « La  Sani- 
taria» por  los  daños  y  perjuicios  que  le  había  causado 
la  resolución  del  Directorio  haciéndole  cesar  de  una 
manera  violenta  é  ilegal  en  sus  funciones  de  Adminis- 
trador de  la  misma,  perjuicios  que  estima  en  la  suma  de 
25.000  pesos  de  curso  legal.  Que  el  14  de  Diciembre  de 
1889  fué  visto  por  el  Director  técnico  de  dicha  sociedad 
para  que  aceptase  el  puesto  de  Administrador  de  la 
misma,  mediante  un  sueldo  de  400  pesos  mensuales  t 
la  mitad  del  tres  y  medio  por  ciento  de  las  entradas 
líquidas  anuales,  deducción  hecha  del  importe  de  dicho 
tres  y  medio  de  la  suma  de  48.000  pesos  moneda  nacio- 
nal; que  para  decidirlo  á  aceptar  se  extendió  en  consi- 
deraciones tendentes  á  poner  de  relieve  las  ventajas 
dicho  puesto  le  proporcionaría  en  razón  de  la  im' 
tancia  que  estaba  llamada  á  tomar  la  sociedad,  una 
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iniciadas  sus  operaciones;  que  el  Presidente  de  la  spcie- 
dad  era  don  Manuel  Regúnaga,  concluyendo  por  pre- 
sentarle al  Directorio  compuesto  en  ese  momento  de 
los  señores  Cremona,  Grunewald,  Chapeaurouge  y  el 
mismo  Director  técnico  León  Leslie,  quienes  ratificaron 
la  propuesta  de  que  fué  objeto,  siendo  aceptado  el  referido 
puesto  en  presencia  de  los  mismos.  Habiendo  tomado 
posesión  del  cargo,  permaneció  en  él  hasta  el  16  de 
Enero  de  1890  habiendo  cesado  en  esa  fecha  de  la 
manera  más  irregular  y  violenta,  por  resolución  del 
mismo  Directorio  que  hizo  su  nombramiento;  que  su 
competencia  está  justificada  por  el  hecho  de  haber  sido 
empleado  de  las  Obras  de  Salubridad  desde  el  año  1884 
al  1890,  llegando  hasta  colaborar  en  la  redacción  del 
reglamento  que  rige  en  la  actualidad  para  todas  las  cons- 
trucciones; que  posteriormente  adquirió  una  parte  impor- 
tante en  la  oficina  de  dibujo  del  mismo  ramo  <(  La 
Domiciliaria  »,  en  la  que  figuró  como  Administrador, 
disponiendo  del  tiempo  necesario  para  ocuparse  de  otros 
negocios;  que  las  vacilaciones  para  aceptar  el  puesto  que 
se  le  ofrecía  consistían  en  la  necesidad  de  desprenderse 
de  la  parte  en  la  adquisición  de  «  La  Domiciliaria», 
renunciando  la  adquisición  y  privarse  de  las  ventajas 
y  beneficios  que  ella  le  reportaba  y  cerrar  su  escritorio 
de  la  calle  de  San  Martín  que  le  aseguraba  ganancias 
no  despreciables;  pero,  que  al  fin  consumó  ese  sacrificio 
dedicando  á  «  La  Sanitaria  »  todo  su  tiempo  y  actividad  ; 
que  posteriormente  y  habiendo  asumido  la  presidencia 
de  la  sociedad  el  señor  Vieyra,  éste  le  pasó  la  nota  de 
f.  1;  que  habiendo  opuesto  el  demandante  resistencia 
para  la  entrega  inmediata,  el  Director  don  Delfin  Vieyra 
o  hizo  conducir  á  la  comisaría  de  la  sección  7^  para 
que  verificase  la  entrega  de  las  llaves  de  la  casa  en 
donde  se  guardan  los  libros,  papeles,  etc.,  de  la  socie- 
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dad;  que  durante  la  permanencia  en  la  comisaría,  la 
caja  fué  abierta  por  el  señor  Vieyra;  que  en  vista  de 
estos  hechos  no  cree  ofrezca  duda  el  derecho  á  indemni- 
zación que  viene  solicitando,  fundándose  para  ello  en 
los  arts.  519  y  1196  del  Código  Civil;  pedia  que  la 
la  sociedad  demandada  fuese  condenada  al  pago  de  la 
cantidad  de  25.000  pesos  moneda  nacional  y  las  costas 
del  juicio.  —  Conferido  traslado  de  la  demanda,  y  des- 
pués de  la  articulación  de  que  instruye  la  actuación 
de  fs.  12  á  25,  lo  evacuó  el  demandado  á  fs.  26,  negando 
los  hechos  que  se  expresan  en  la  demanda,  agregando 
que  lo  ocurrido  era  lo  siguiente:  la  Compañía  «  La  Sani- 
taria »,  consultando  el  mejor  servicio  que  le  prestaría 
una  persona  que  tuviese  conocimientos  técnicos,  no 
bastando  ser  tenedor  de  libros  para  atender  y  resolver 
lo  concerniente  á  las  operaciones  y  trabajos  de  que  se 
ocupa  «  La  Sanitaria»,  que  son  principalmente  las  cons- 
trucciones de  toda  clase  de  obras  de  saneamiento,  resolvió 
despedir  al  Administrador  Trant  y  nombrar  otro  factor 
en  su  lugar;  que  no  creyó  con  ello  atacar  ningún  derecho 
de  este  señor  y  le  dirigió  una  atenta  carta,  despidién- 
dole; que  habiendo  hecho  «La  Sanitaria»,  al  proceder 
f  de  esa  manera,  uso  de  su  derecho,  no    está   obligada  á 

satisfacer  indemnización  alguna,  aun  en  la  hipótesis  de 
que  el  demandante  se  hubiera  perjudicado  ;  que  un  admi- 
nistrador ó  factor  de  una  casa  de  comercio  es  un  manda- 
tario, y,  por  consiguiente,  puede  siempre  el  mandato  ser 
revocado  por  el  dueño  del  establecimiento,  según  lo  dis- 
ponía el  art.  158  del  Código  de  Comercio  que  regia  en 
la  época  en  que  fué  despedido  el  demandante;  que  no 
estando  determinado  el  plazo  del  empeño  que  contrajeren 
los  factores  con  los  principales,  puede,  cualquiera  de  h 
contrayentes,  darlo  por  terminado  comunicando  á  la  ol 
parte  su  resolución  con  un  mes  de  anticipación;  que  i 
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factor  que  ha  entrado  sin  contrato  por  tiempo  determi- 
nado, puede  ser  despedido  inmediatamente  sin  más  indem- 
nización que  un  mes  de  sueldo,  porque  gozar  de  ese  mes 
de  sueldo  es  la  única  consecuencia  del  aviso  que  hay 
que  darle  anticipadamente;  que  además  de  ser  absurdo 
pretender  la  perpetuidad  en  un  empleo,  existe  la  circuns- 
tancia, confesada  por  el  señor  Trant,  en  un  escrito  pre- 
sentado ante  el  Juzgado  de  1*  Instancia  en  lo  Civil  en 
el  artículo  sobre  competencia,  no  hizo  anotar  en  el 
Registro  de  Comercio  el  poder  de  factor  que  le  otorgó 
«  La  Sanitaria»,  y  que  esa  falta, según  dispone  el  art.  135 
del  Código  de  Comercio  que  regía  en  esa  época,  hace  que 
el  factor  no  pueda  invocar  tal  autorización  contra  su 
principal;  que  fundado  en  esas  razones,  pide  el  rechazo 
de  las  pretensiones  del  actor,  condenándole  á  perpetuo 
silencio  y  en  las  costas  del  juicio,  —  Recibida  la  causa  á 
prueba,  según  el  auto  de  fs.32,  se  produjo  la  que  expresa  -1 

el  certificado  de  fs.  116,   y  habiéndose    presentado   los  | 

alegatos,    según    consta    á    fs.    121    y    127,    se    llamó  í 

autos  por  el  de  fs.  134  vta.,  quedando  la  causa  en  estado  ^^| 

de   ser   fallada.  —  Y   considerando :    P    Que    según   se  ^¡ 

desprende  de  los  términos    de   la   demanda,    Trant   no  ?! 

afirma  que  entrara  á  desempeñar  sus  funciones  de  Admi-  1 

nistrador  de  «La  Sanitaria»  estipulando  un  plazo  fijo,  .  \ 

sino  que,  por  el  contrario,  al  absolver  el  pliego  de  posi-  ; 

clones  de  fs.  115,  confiesa  que  fué  por  tiempo  indeter-  "¡ 

minado  —  fs.  115,  contestación  á  la  pregunta  primera —  ! 

con    sueldo    mensual   y    un  beneficio   en    las    entradas  ! 

líquidas   de   la   sociedad. —  2''    Que  esta  afirmación  no  ' 

ha  sido  probada  por  él  con  arreglo  al  principio  conocido  :  ,i 

Ador  incumbit  onus  probandij  —  Ley  1%  Tít.  14,  Part.  3%  — 
no  resultando  tampoco  del  análisis  de  la  prueba,  que 
haya  probado  los   extremos   de  su  demanda.  —  3^   Que 

16 
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siendo  la  jurisdicción  mercantil  privativa  y  de  estricta 
interpretación,  no  es  el  caso  de  aplicar  las  disposiciones 
del  Código  Civil  citadas  por  el  demandante  en  apoyo 
de  su  acción,  tanto  más,  que  el  caso  sub  judice  está 
regido  por  el  art.  158  del  Código  de  Comercio,  que  esta- 
blece: que  no  estando  determinado  el  plazo  del  empeño 

,;  que  contrajeron  los    factores    y   dependientes    con    sus 

principales,  puede  cualquiera  de  los  contrayentes  darlo 
por  acabado,  avisando  á  la  otra  parte  de  su  resolución 
con  un  mes  de  anticipación,  teniendo  el  factor  despedido 
solamente  derecho  al  salario  correspondiente  á  un  mes 
no  estando  el  principal  obligado  á  conservarlo  en  el  ejer- 
cicio de   sus  funciones.  —  4"    Que  la    indemnización  de 

,  daños  y  perjuicios  pretendida  por  el  demandante,    solo 

\  sería  procedente  en  el  caso  de  que  se  hubiera  estipulado 

un    plazo  para  la  duración   del  contrato —art.  159  del 

¡L  Código  de  Comercio,  —  lo  cual,  como  se  ha  dicho  ante- 

riormente, no  se  ha  demostrado  por  el  actor.  —  5"*   Que  en 
ausencia  de  otra  prueba,  la  demanda  no  tiene  fundamento 

?'  alguno,  y  en  tal  caso,  debe  ser  rechazada,   con  arreglo 


t 


á  lo  dispuesto  en  la  Ley  ya  recordada,  que  manda  dar 
L  por  quito  al  demandado,  cuando  negados  los  hechos  no 

^  se  hubieran  probado  por  el    actor.  —  Por    estos   funda- 

:  mentos,  fallo:  absolviendo  de  la  demanda  instaurada  á 

la  sociedad    «La  Sanitaria»    é   imponiendo  silencio  al 
.  ^  demandante,  á  quien  condeno  en   las  costas  del  juicio 

I  y  á  cuyo  efecto  regulo  los  honorarios  del  Dr.  Matienzo 

|.  en   doscientos  pesos  moneda  nacional  y  en  ochenta  los 

del  procurador  Busnelli.  —  Así  lo  pronuncio,  mando  y 
firmo,  en    la    ciudad    de    Buenos   Aires,    Capital   de  la 
República  Argentina,  á  cinco  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos   noventa.  —  Repónganse  las   fojas   y    regístresi 
—  L.  A.  Peyret. — Ante  mí:  Pedro  Sicouret, 
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Sumario  :  Para  que  la  excepción  de  espera  sea  procedente,  el  documento  j: 

en  que  se  funda  debe  comprender  expresamente   la  obliga-  :1 

ción  que  se  ejecuta.  | 

!¡ 

V 

(  CONFIRMADO  )  »} 

'i 

Buenos  Aires,  Febrero  23  de  1891.— Y  vistos  los  pre- 
sentes autos,  resulta :  Que  con  fecha  2  de  Mayo  y  á 
fs.  3,  se  presentó  D.  Elias  Demondes  por  D.  Lino  de 
la  Torre,  demandando  ejecutivamente  á  D.  Ángel  G. 
Carranza  Mármol,  por  cobro  del  pagaré  de  f.  1,  impor- 
tando la  suma  de  50.000  pesos  moneda  nacional.  Solicitó, 
á  la  vez,  se  librara  mandamiento  de  ejecución,  contra  el 
deudor  por  el  capital,  sus  intereses  y  costas,  denunciando 
para  el  embargo  una  casa  situada  en  el  pueblo  de  Belgra- 
no,  calle  Cerrito  número  5.  Encontrándose  el  título  acom- 
pañado entre  los  documentos  enumerados  en  el  art.  465 
del  Código  de  Procedimientos,  el  Juzgado  proveyó  á  fs. 
4,  de  conformidad  á  lo  solicitado  por  el  ejecutante  y 
librado,  á  fs.  6,  el  mandamiento  de  ejecución,  no  fué 
"atisfecho  por  el  deador,  presentando  er_    su   defecto  á 

ntibargo  un  campo  situado  en  el  partido  de  Las  Flores, 
provincia  de  Buenos  Aires,  que  no  fué  aceptado  por 
el  ejecutante,    porque  manifestó  que  no    pertenecía   al 
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ejecutado  sino  á  un  señor  Arquimbau,  por  lo  que  in- 
sistió en  que  se  trabara  el  embargo  en  la  casa  que  ha- 
bía denunciado  en  Belgano,  lo  que  así  se  hizo,  como 
consta  á  fs.  11.  A  fs.  12,  se  hizo  saber  al  ejecutado 
el  embargo  trabado  y  á  fs.  14,  se  le  citó  de  remate 
deduciendo  á  fs.  15,  la  excepción  de  espera,  fundándola 
en  que  D.  Lino  de  la  Torre  se  había  obligado  por  un 
documento  privado,  que  presentaría  en  el  término  de 
prueba  por  habérsele  extraviado  en  ese  momento,  á  es- 
f{\  perarle  para  el  pago  de  100.000  pesos  moneda  nacional, 

que  le  adeudaba  en   obligaciones,  de  las  cuales  una  era  el 
pagaré  de  f.  1,  porque  se  le  ejecuta  á  que  se  realizara  una 
?'*:  operación  con  el  Banco  Hipotecario  de  la  Provincia,  sobre 

h  unos  terrenos    situados  en  el    partido  de   Las   Flores. 

Conferido  traslado  al  ejecutante,  lo  evacuó  á  fs.  21, 
pidiendo  el  rechazo  de  la  excepción,  fundándose  en 
que  el  pagaré  que  motiva  la  excepción  no  estaba  com- 
prendido en  el  convenio  á  que  alude  el  ejecutado,  el 
que  estaba  sujeto  á  una  condición  que  era  imposible 
cumplir,  por  cuanto  las  cédulas  que  podían  concedér- 
sele á  Carranza  Mármol  estaban  agotadas  como  es  pú- 
blico y  notorio  y  por  cuya  razón  había  quedado  sia 
efecto  el  convenio. 

Siendo  la  excepción  opuesta  de  las  admitidas  por  la 
ley  contra  la  acción  ejecutiva  de  las  letras  de  cambio, 
el  Juzgado  á  fs.  22  recibió  la  causa  á  prueba  habiéndose 
producido  por  el  ejecutado  las  posiciones  de  fs.  34  y 
la  solicitada,  á  fs.  25,  y  por  parte  del  ejecutante  las  po- 
siciones de  fs.  37,  y  la  pedida  á  fs,  24,  fs.  41  á  45.  Y 
considerando:  P  Que  la  cuestión  á  resolver  es  la  si- 
guiente: ¿Se  ha  justificado  por  el  ejecutado  la  excepción 
de  espera  deducida  por  él  mismo?  2^  Que  según  re 
sulta  de  autos  la  única  prueba  producida  por  el  ejecu- 
tado consiste  en  las  posiciones  de  fs.  3i.  absueltas  por 
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de  la  Torre  y  que  uo  le  han  dado  resultado  alguno, 
pues,  en  sus  contestaciones  no  ha  hecho  más  que  racti- 
ficar  los  expuestos  á  fs.  41,  de  que  el  pagaré  de  f.  1,  no 
estaba  comprendido  en  el  convenio  de  fs,  21,  sino  que 
este  se  refería  á  documentos  firmados  por  Carranza  y 
otras  personas.  3*^  Que  esto  aparece  corroborado  en  el 
convenio  aludido,  pues,  que  en  el  mismo  que  fué  reco- 
nocido por  las  partes,  se  dice  que  en  el  se  comprenden 
documentos  firmados  por  el  señor  Carranza  y  otros,  lo 
que  evidentemente  demuestra  que  no  ha  podido  refe- 
rirse al  pagaré  de  f.  1  porque  aparece  firmado  única- 
mente por  Carranza  Mármol.  4''  Que  aun  en  la  hipótesis 
de  que  fuera  cierto  lo  expuesto  por  el  ejecutado,  no  de- 
jaría de  ser  infundada  su  excepción,  dada  la  prueba 
producida  por  el  ejecutante.  En  efecto,  del  informe 
del  Banco  Hipotecario  de  la  Provincia  agregado  á  fs. 
43  vta.  resulta  que  Arquimbau,  uno  de  los  que  sus- 
criben el  documento  de  fs.  30,  solicitó  un  préstamo  de 
cédalas  de  la  serie  P,  el  cual  no  fué  tomado  en  consi- 
deración por  estar  agotada  dicha  serie.  Estando  ese 
documento  sujeto  á  una  condición  de  la  cual  dependía 
su  éxito,  es  decir,  de  que  el  Banco  Hipotecario  conce- 
diera el  préstamo  que  en  él  se  menciona,  es  indudable 
que  no  podía  obligar  á  las  personas  que  lo  suscriben 
mientras  la  condición  no  se  cumpliera,  la  que,  en  el 
presente  caso,  consistía  en  el  acuerdo  que  debía  hacer 
el  Banco  Hipotecario.  El  art.  1173  del  Código  Civil  es 
expreso  al  respecto,  prescribiendo  lo  siguiente:  «  Cuando 
las  cosas  futuras  fueran  objeto  de  los  contratos,  la 
promesa  de  entregarlas  está  subordinada  al  hecho  si 
'^^^ara  á  existir.  »  Quiere  decir,  entonces,  que  como 
ha  llegado  á  existir  el  préstamo  hipotecario  á  que 
-efiere  el  contrato  invocado  por  el  ejecutado  como 
da  demostrado,  carece  de  valor  alguno  dicho  convenio 
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atenta  la  prescripción  sancionada  por  el  artículo  citado. 
5*^  Que  en  ausencia  de  prueba  por  parte  del  ejecutado 
y  la  imposibilidad  en  que  se  halla  de  cumplir  el  convenio 
invocado,  dado  el  caso  de  que  se  hubiese  comprobado 
que  e\  documento  de  f.  1,  hubiera  comprendido  dicho 
convenio,  queda  demostrada  la  improcedencia  de  la 
excepción  de  bi^oera  alegada  por  Carranza  Mármol,  por 
lo  que  corresponde  desecharla.  Por  estos  fundamentos 
y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  los  arts.  498  y  507 
del  Código  de  Procedimientos,  no  ha  lugar  á  la  excep- 
ción opuesta  por  el  ejecutado  y  mandóse  lleve  adelante 
la  ejec^ición,  con  costas,  estimándose  los  honorarios  del 
procurador  D.  Elias  Fernandez  en  doscientos  pesos 
moneda  nacional  Repónganse  las  fojas  y  regístrese. — 
L,  A.  Peyret. — Ante  mí:  Carlos  iV.   González, 
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Sumario:  El  acarreador  responde  de  la  seguridad  de  los  objetos  que  dan 
origen  al  contrato  de  porte  y  está  obligado  al  pago  de  los 
daños  y  perjuicios  que  su  pérdida  ocasione  al  cargador. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  los  presentes  autos,  resulta:  P  Que  con  fecha 
6  de  Setiembre  de  1889,  á  fs.  27,  se  presentó  D.  Mariano 
Gorostiaga  en  representación  de  D.  Benjamín  Dávalos, 
demandando  á  la  Compañía  Nacional  de  Transportes, 
por  cobro  de  la  suma  de  6.000  pesos  moneda  nacio- 
nal importe  de  daños  y  perjuicios.  Expone  como  ante- 
cedentes de  su  acción:  que  á  fines  de  Marzo  del  año 
expresado,  su  mandante  contrató  con  la  Compañía  refe- 
rida la  conducción  de  dos  animales  desde  esta  Capital 
á  la  estación  Chucas,  Provincia  de  Salta,  mediante  el 
pago  del  flete  correspondiente;  estando  dichos  animales 
á  la  consignación  de  la  Compañía,  los  que  debían  ser 
recibidos  en  el  lugar  del  transporte  por  uno  de  sus  agentes 
para  ser  entregados  á  Dávalos;  que  en  el  trayecto  del 
Rosario  á  Córdoba  y  antes  de  llegar  á  la  estación  Balles- 
teros, el  wagón  que  conducía  los  animales  se  incendió 
debido  á  chispas  que  se  desprendieron  de  la  máquina  y 
penetraron  en  la  avena  y  pasto   seco  que  llevaban  para 
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los  animales  referidos  en  el  mismo  wagón;  fuego  que 
no  pudo  evitar  su  cuidador  por  cuanto  viajaba  en  un 
coche  de  segunda,  resultando,  como  consecuencia  del  acci- 
dente, una  yegua  muerta  y  un  padrillo  inutilizado,  como 
lo  comprobaban  los  documentos  que  presenta;  que  de 
esto  sólo  era  responsable  la  empresa  porteadora,  pues  que, 
si  los  animales  no  se  habían  salvado  era  exclusivamente 
por  culpa  ó  descuido  de  dicha  empresa  que  no  empleó  los 
medios  de  que  disponía  para  evitar  el  desastre;  que  había 
hecho  varias  y  repetidas  gestiones  ante  la  empresa  para 
obtener  el  pago  del  importe  de  dichos  animales  y  de  los 
daños  y  perjuicios  ocasionados  á  su  mandante  por  la 
pérdida  sufrida,  pero  había  sido  inútil,  por  lo  que  no  le 
quedaba  otro  camino  que  ocurrir  á  la  autoridad  judicial 
para  hacer  valer  sus  derechos  y  obtener  la  condenación 
de  la  Compañía  ya  mencionada,  por  el  importe  de  la  suma 
que  queda  expresada  y  las  costas  del  juicio,  apoyando 
su  derecho  en  la  disposición  de  los  arts.  163, 167, 168, 169, 
171  y  185  y  concordantes  del  Código  de  Comercio. 

A  fs.29,  se  confirió  traslado  ala  empresa  demandada, 
y  ésta  lo  evacuó  á  fs.  38,  solicitando  el  rechazo,  con 
costas  de  la  demanda  y  reconviniendo  á  Dávalos  por 
cobro  de  la  suma  de  634  pesos  con  40  centavos  moneda 
nacional,  importe  de  la  manutención  de  los  caballos  en 
cuestión  y  de  la  cura  del  padrillo.  Expone:  que  es  cierto 
que  la  Compañía  Nacional  de  Transportes  se  compro- 
metió á  conducir  hasta  Chilcas  la  yegua  y  el  padrillo  en 
la  época  y  en  las  condiciones  que  expresa  la  guía  presen- 
tada con  la  demanda,  como  también  es  cierto  que  entre 
las  estaciones  Belleville  y  Ballesteros  se  incendió  el 
wagón  que  conducía  los  animales,  resultando  muerta  ^" 
yegua  y  el  padrillo  con  quemaduras  de  poca  importanc 
que  también  es  verdad  que  el  señor  Dávalos  hizo  reclari 
ciones  á  la  empresa,  pero  que  respecto  á  esto  no  pudier 
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5 
arreglar  nada,  porque  Dávalos  rechazó    la    proposición  i 

vehtajosaque  le  hizo  el  señor  Villalonga,  representante 
de  la  misma;  que  respecto  del  costo  de  los  animales  que 
indica  Dávalos  no  es  exacto,  pues  que  si  el  certificado  nú- 
mero 4  es  auténtico,  el  caballo  habría  costado  2.500 
pesos  moneda  nacional  y  que  respecto  de  la  yegua,  supo- 
niendo que  la  carta  número  6  indique  el  precio,  se  tendría 
como  costo  1.200  á  1.300  pesos,  lo  que  da  un  resultado 
máximo  de  3.800  pesos  moneda  nacional;  que  si  los 
animales  hubieran  perecido,  Dávalos  cuando  más,  hubiera 
podido  reclamar  esta  última  suma,  pero  que  es  el  caso 
que  el  caballo  se  encontraba  enteramente  sano,  por  cuya 
circunstancia  el  reclamo  debió  limitarse  únicamente  á  la 
yegua;  que  por  otra  parte,  el  reclamo  de  1.500  pesos 
moneda  nacional  que  hace  Dávalos  por  gastos  es  infun- 
dado, por  cuanto  no  se  acredita  sa  desembolso,  lo  que 
demostraba  lo  exagerado  délos  daños  y  perjuicios;  que 
respecto  á  la  responsabilidad  de  la  empresa  por  negli 
gencia  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes  cuando  se 
produjo  el  accidente,  carece  de  fundamento  porque  la 
empresa  no  había  omitido  medios  para  evitar  su  respon- 
sabilidad en  un  caso  que  era  fortuito;  que  los  caballos 
se  habían  embarcado  y  conducido  en  las  condiciones  en 
que  iban  con  la  intervención  de  Dávalos,  con  quien  se 
había  pactado  la  forma  del  transporte,  y  que  entonces,  no 
podía  culpar  á  la  Compañía  de  una  responsabilidad  que 
únicamente  le  correspondía  al  actor;  que  respecto  délo 
que  se  alega,  de  que  el  cuidador  de  los  caballos  viajaba 
en  un  coche  de  segunda,  no  tiene  importancia  en  razón 
de  que  el  cuidador  por  sisólo  no  hubiera  podido  domi- 
nar el  incendio,  habiendo  dado  oportunamente  el  aviso 
del  caso,  como  así  consta  del  sumario  levantado  en 
Córdoba,  y  en  el  que  se  justifica  también  la  responsa- 
ailidad  de  la  empresa  demandada;  que  desde  el  momento 
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en  que  Dávalos  había  ocurrido  á  la  vía  judicial  para 
hacer  su  reclamación,  ya  no  estaba  dispuesto  á  sostener 
la  proposición  de  arreglo  extrajudicial  que  había  hecho  á 
Dávalos.  Termina  pidiendo  el  rechazo  de  la  demanda  y 
haciendo  á  Dávalos  la  reconvención  en  la  forma  en  que 
queda  expresada  al  principio  de  la  exposición.  Que  ha- 
biéndose conferido  traslado  á  Dávalos  déla  reconvención 
deducida,  lo  contestó  á  fs.  43  reproduciendo  lo  expuesto 
en  su  escrito  de  demanda  y  agregando:  Que  no  es  exacto 
que  el  padrillo  se  encuentre  sano  como  se  afirma  por  el 
demandado,  sino  que,  por  el  contrario,  se  encontraba 
inutilizado,  pues,  que  si  no  fuese  así,  no  hubiera  tenido 
inconveniente  alguno  en  aceptarlo;  que  no  setratabade 
un  caso  fortuito,  como  decía  el  demandado,  sino  que  el 
desastre  se  había  producido  por  la  incuria  ó  negligencia 
de  la  empresa  al  efectuar  el  transporte,  por  cuya  causa 
le  incumbía  la  responsabilidad  prevista  por  los  artículos 
163  y  173  del  Código  de  Comercio  y  concordantes  del 
Código  Civil;  que  respecto  del  arreglo  extrajudicial 
insinuado  por  Villalonga  se  falseaba  lo  sucedido,  pues 
no  era  cierto  que  Dávalos  hubiera  resistido  proposiciones 
ventajosas  que  no  se  le  habían  hecho,  sino  que  la  parte 
demandada  lo  había  entretenido  con  evasivas  durante 
algún  tiempo  sin  llegar  á  un  resultado  práctico,  por 
[  cuya  razón,  tuvo  que  ocurrir  á  la  justicia  en  defensa  de 

^  sus  derechos.  Recibida  la  causa  á  prueba,  declarándose  á 

la  vez  competente  para  su  conocimiento  y  habiéndose  pro- 
í  ducido  laque  expresa  el  certificado  del  actuario  á  fs.  89, 

^  después  de  presentados  los   alegatos,   quedó   en  estado 

j  de  sentencia,  como   así  consta    por    la   providencia  de 

:  fs.  112  vuelta. 

Y  considerando:  V'  Que  la  empresa  demandada  ha  rec< 
í  nocido  de  una  manera  expresa  la  existencia  del  contra 

►  celebrado  con  el  demandante  para  conducir  á  Chilcas  1 
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yegua  y  el  padrillo— fs.  88 — así  como  consta  igiialiiiente 
de  la  guía  de  cargas  ó  carta  de  porte  agregada  á  fs.  1,  y 
de  autos,  haber  recibido  y  embarcado  dichos  animales  en  el 
ferro-carril  para  conducirlos  al  lugar  de  su  destino.  2^  Que 
en  tal  virtud  su  obligación  era  conducir  los  animales  y  efec- 
tuar la  fiel  entrega  en  el  lugar  coavenido,  bajo  la  respon- 
sabilidad establecida  en  la  carta  de  porte— art.  103,  Código 
de  Comercio.  No  habiéndose  establecido  pena  alguna,  la 
empresa  tenía  la  obligación  de  indemnizar  al  cargador 
todos  los  perjuicios  que  se  le  irrogaran  por  esta  omisión 
— art.  178,  179  y  184,  Código  de  Comercio — pudiendo  exi- 
mirse de  esta  responsabilidad  probando  que  la  pérdida  ó 
extravio  de  los  objetos  porteados  han  procedido  por 
accidente  fortuito  ó  de  fuerza  mayor  que  no  le  son  impu- 
tables—arts.  168  y  170  del  Código  de  Comercio.  3^  Que  en 
el  caso  siíb  judice^  si  bien  es  cierto  que  la  empresa,  á  pesar 
de  haber  alegado  al  contestar  la  demanda  que  el  incendio 
del  wagón  en  que  iban  los  animales  y  que  causó  la  muerte 
de  la  yegua  y  algunas  quemaduras  al  padrillo  ha  sido  un 
accidente  enteramente  fortuito,  fuera  de  la  previsión  y 
de  los  medios  de  acción  del  cuidador,  no  es  menos  cierto 
que,  como  lo  establece  el  artículo  citado  en  el  conside- 
rando anterior,  á  ella  le  incumbía  la  prueba  de  su  afirma- 
ción, lo  cual  no  sólo  ha  omitido,  sino  que  de  las  constan- 
cias de  autos  resulta  que  ha  habido  negligencia  y 
culpabilidad  desuparte.  En  efecto;  no  puede  explicarse 
de  otra  manera  el  hecho  de  conducir  los  animales  en  un 
wagón  sin  techo,  próximo  á  la  máquina,  y  en  donde  se 
había  depositado  gran  cantidad  de  pasto  seco.  El  hecho 
de  que  Dávalos  fs.  39  vta.  hubiera  reclamado  al  llegar 
el  tren  á  la  estación  del  Retiro  y  haber  conseguido  que 
le  pusieran  al  wagón  un  techo  de  lona,  no  exonera  en 
manera  alguna  á  la  empresa  de  la  responsabilidad,  que  es 
tanto  más  rigurosa,  no  solo  porque  cobra  un  flete  por  el 
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servicio  que  presta,  sino  que  es  considerada  como  una 
depositaria  necesaria.  Por  eso  la  ley  la  hace  responsable 
'■.  por  los  daños  y  perjuicios  por  insignificante  que  sea  su 

culpa,  y  en  todos  los  casos  está  á  su  cargo  la  prueba  de 
i  la  fuerza  mayor  ó  caso  fortuito. — Bravard-Veyriéres,  Droit 

¡  Commercial,  pág.  174;  Manual,  ar ts.  168  y  170  Código  de  Co- 

\  mercio  antiguo.  4**  Que  respecto  de  los  ^años  y  perjuicios 

f  reclamados  por  el  demandante,  ellos  no  han  sido  justifica- 

[  dos  en  la  estación  oportuna  en  la  forma  que  se  prescribe 

I': '  por  el  artículo  220  del  Código  de  Procedimientos,  por  cuya 

causa  no  son  procedentes.  Por  estas  consideraciones,  fallo: 
condenando  á  la  empresa  demandada  al  pago  del  precio 
de    la  yegua,  el  cual,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en    el 
artículo  171  del  Código  de  Comercio,  debe  ser  determina- 
do por  peritos,  así  como  el  pago  déla  cantidad   que  ava- 
lúen   los  mismos  respecto  á  los  perjuicios  que  hubiera 
sufrido  el  demandante  por  la  quema  sufrida  por  el  pa- 
drillo, si  ésta  no  prefiriese  quedarse  con  él,  en  cuyo  caso 
el  precio  se  determinará  también  por  peritos,  no  hacién- 
dose lugar  á  la  contrademanda  por  cuanto  no  es  posible 
cobrar  fletes  por  el  trasporte  de  objetos  que,  como  en  el 
caso  sub-judice,  han  sido  destruidos  por  culpa  y  negligen- 
cia del  porteador.  Declárase  á  cargo  de  la  empresa  de 
mandada  las  costas  causadas,  regulándose  el  honorario 
del  doctorj  Esteves  en  trescientos  cincuenta  pesos,  y  en 
veinticinco  de   igual  moneda,  los    del   procurador   Ma- 
riano Gorostiaga.— Definitivamente  juzgando,  así  lo  pro- 
nuncio, mando  y  firmo,  en  Buenos  Aires,  Capital  de  la 
República  Argentina,  á  dieciocho  de  Marzo  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  uno.  Repóngase  el  sello  y  regístrese.—- 
L.  A.  Peyret.— Ante  mí:    Carlos  N.  González, 
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SuMABto:  1"  El  defensor  de  ausentes  en  el  juicio  ejecutivo,  sólo  debe 
intervenir  después  de  trabado  el  embargo.  — '2"  Para  el  reco- 
nocimiento de  la  firma  sólo  deben  publicarse  los  edictos  por 
el  término  expresamente  fijado,  no  siendo  aplicable  lo  dis- 
puesto para  la  notificación  en  la  demanda  ordinaria. 


(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Febrero  21  de  1891.  —  Y  vistos  los 
presentes  autos,  resulta: —Que  á  fs.  4,  se  presentó  don 
José  J.  Fabbiani,  como  apoderado  de  los  señores  Luis 
Daneri  y  C'\  entablando  demanda  ejecutiva  contra  don 
Jacinto  R.  Soler  por  la  cantidad  de  4.500  pesos  moneda 
nacional,  importe  del  pagaré  de  f.  1,  sus  intereses  y 
costas,  y  pidiendo  se  librara  mandamiento  de  ejecución 
y  embargo,  á  lo  que  no  se  hizo  lugar  por  no  haberse 
practicado  el  protesto  en  la  forma  requerida  por  el 
art.  675  del  Código  de  Comercio  para  que  fuera  proce- 
dente la  acción.  —  Que  á  fs.  6,  y  abonando  la  firma  del 
pagaré,  el  actor  pidió  el  embargo  preventivo  de  unas 
acciones  que  el  deudor  debía  recibir  en  un  juicio  seguido 
^nte  los  Tribunales  de  La  Plata  contra  don  Emilio  G. 
.iorales,  embargo  que  se  decretó  á  fs.  8  y  que  se  hizo 
efectivo  como  consta  á  fs.  15. —  Que  á  fs.  9,  Fabbiani 
solicitó,  como  medida  preparatoria  de  la  acción  ejecutiva 
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que  Soler  fuera  citado  á  reconocer  la  firma  del  pagaré 
presentado,  á  lo  que  se  proveyó  de  conformidad  á  fs. 
10,  y  como  no  viviese  en  el  domicilio  denunciado,  á 
petición  del  actor  fué  citado  por  edictos  á  los  efectos 
de  tal  reconocimiento.  —  Que  á  fs.  25,  el  mismo  Fabbiani 
acompañó  los  diarios  en  que  constaba  la  publicación 
de  los  edictos,  y  como  del  certificado  expedido  por  el 
actuario  resultara  no  haber  concurrido  el  demandado  á 
verificar  el  reconocimiento  y  se  encontrare  vencido  el 
término  dentro  del  cual  debió  efectuarlo,  pidió  á  fs,  27, 
fuera  dada  por  reconocida  su  firma  en  rebeldía  de 
dicho  Soler,  sobre  lo  que  se  pronunció  el  Juzgado  de 
conformidad  por  el  auto  de  fs.  27  vuelta,  notificado 
también  por  edictos  al  demandado,  como  resulta  de  los 
diarios  de  fs.  29  y  30.  —  Que  á  fs.  40,  solicitó  el  apode- 
rado del  demandante,  que  en  virtud  de  hallarse  con- 
sentido el  citado  auto  de  fs.  27  vuelta,  se  hiciera  efec- 
tivo el  embargo  preventivo,  haciéndosele  saber  á  Soler 
por  medio  de  edictos  y  emplazándosele  al  mismo  tiempo 
para  que  compareciera  á  estar  á  derecho  bajo  apercibi- 
miento de  nombrársele  defensor.  —  Que  habiéndose  pro- 
veído de  conformidad  y  hecha  la  publicación  de  edictos, 
como  no  hubiese  concurrido  Soler  á  tomar  intervención 
en  el  juicio,  se  hizo  efectivo  el  apercibimiento  decretado 
á  fs.  56  vuelta,  y  después  de  haber  sido  devueltos  los 
autos  al  otro  Juzgado  de  Comercio,  donde  se  habían 
pasado  por  razón  de  la  quiebra  de  los  demandantes  que 
fué  levantada,  nombrándosele  como  defensor  al  de  ausen- 
tes doctor  don  Julio  A.  García.  —  Que  citado  de  remate 
el  defensor  se  presentó  á  fs.  61,  exponiendo :  Que  ha- 
biéndose dado  por  reconocida  en  rebeldía  la  firma 
del  documento,  ese  hecho  importa  declararlo  rebelde,  i 
entonces,  no  había  mérito  para  la  intervención  del  defen- 
sor; que  no  ha  podido  declararse  rebelde  á  su  defendido 


Digitized  by 


GooQÍe 


y.^ii  4..  ii^»:yyi^'wi¿i^Tj;-^.-»::^";^r"r^-r^yF^^f,^^y^,y.p  ,'>j)tgmb»ytjit!^fgr  ,i¿|.u>>^4i>.^ 


—  255  — 

desde  que  no  se  le  había  notificado  por  ignorarse  su 
domicilio;  que  la  citación  para  el  reconocimiento,  tra- 
tándose de  personas  cuyo  domicilio  es  incierto,  debía 
hacerse  de  acuerdo  con  lo  que  dispone  el  art.  80  del 
Código  de  Procedimientos,  esto  es,  bajo  apercibimiento  \ 

de  nombrarse  defensor  para  que  con  éste  se  entendieran  \ 

las  diligencias  relativas  al  reconocimiento,  pues,  sólo  así  .j 

reconocida  la  firma  con  su  intervención,  el  documento 
daría  mérito  á  la  acción  ejecutiva.  Manifiesta,  por  último, 
que  de  los  hechos  expuestos,  resulta:  Que  se  han  violado 
las  formas  establecidas  por   la  ley  y  que  el  documento  ; 

presentado  no  tiene  fuerza  ejecutiva.    Termina  oponiendo  •'» 

las  excepciones  que   determinan  los  arts.  488  y  489  del  i 

Código  de  Procedimientos  y  pidiendo  se  declare  la  nuli-  '■ 

dad  de  lo  obrado.  —  Conferido  traslado  al  actor  y  pasado 
en  vista  al  Ministerio  de  Menores,  el  primero  lo  evacuó  ' 

á  fs.  63,  pidiendo  el  rechazo  de  las  excepciones  y  se 
mandara   llevar  adelante   la   ejecución,    fundándose   en  : 

que,  el  hecho  de  dar  por  reconocida  la  firma,  no  importa 
como  lo  pretende  el  defensor  del  ejecutado,  declarar   á  ^ 

éste  rebelde,  sino  hacer  efectivo  un  apercibimiento  que  ^ 

la  ley  tiene  expresamente    establecido;    que    cuando  el  ^ 

art.  468  del  Código  de  Procedimientos  dice  que  la  cita-  I 

ción  del  demandado  debe  hacerse  en    la   forma    de   los  | 

arts.  77  y  siguientes,  no  se  refiere  sino  á  la  manera  de 
hacerse  la  citación  pero  jamás  al  modo  de  proceder  en 
lo    demás,    porque   sería    ordinarizar    el  juicio;    que  el  ) 

procedimiento  ejecutivo  señala  la  oportunidad  en  que  el 
demandado  necesita  defensa — art.  471 — que  no  es  otra  que 
después  de  trabado  el  embargo,  cuando  se  le  hace  saber 
^ste;  que  si  bien  es  cierto  que  el  documento  no  tenía 
fuerza  ejecutiva,  la  adquirió  después  del  reconocimiento, 
por  lo  tanto,  no  es  inhábil  el  título  con  que  se  sigue 
.a  ejecución.     El  Ministerio  de  Menores  se  adhirió  á  lo 
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pedido  por  el  ejecutante.  —  A  fs.  66,  se  declaró  innecesa- 
rio el  recibimiento  de  la  causa  á  prueba,  llamándose 
autos  para  resolver  sobre  el  fondo  de  la  excepción.  —  Y 
considerando:  P  Que  de  los  términos  del  escrito  de  fs.  61, 
resulta  claramente  que  la  excepción  deducida  es  solo  la  de 
nulidad  de  la  ejecución  que  autoriza  el  art.  486  del  Código 
de  Procedimientos  lo  que  también  concurre  á  demostrarlo 
el  hecho  de  no  haber  determinado  ninguna  de  las  enume- 
radas por  el  art.  488,  pues,  no  es  presumible,  dados  los 
hechos  que  invoca,  que  haya  querido  oponer  otras. — 
2**  Que  si  su  intención  ha  sido  deducir  alguna  de  ellas, 
además  de  la  de  nulidad  de  la  ejecución,  no  habiéndola 
precisado,  como  lo  requiere  el  art.  487  del  Código  citado, 
elJuzgado  está  inhabilitado  para  juzgarla  y  debe,  por  lo 
tanto,  concretarse  á  pronunciarse  sobre  aquélla.  —  3"*  Que 
no  es  exacto,  como  lo  afirma  el  defensor  del  ejecutado, 
que  el  hecho  de  darse  á  éste  por  reconocida  en  su  rebel- 
día la  firma  del  pagaré,  importe  declararlo  rebelde.  Esta, 
declaración  debe  ser  expresa  art.  433,  Código  de  Pro- 
cedimientos—  de  manera  que,  nadie  es  rebelde  mientras 
no  se  le  declare,  y  sólo  es  procedente  en  el  caso  que 
el  mismo  artículo  señala  que  no  tiene  ninguna  relación 
con  la  citación  especial  para  el  reconocimiento.  No  es, 
pues,  atendible,  la  defensa  que  hace  al  respecto  el  excep- 
cionante.  — 4''  Que  al  disponer  el  art.  468  del  Código  de 
Procedimientos,  que  la  citación  para  efectuar  el  reconoci- 
miento debe  hacerse  en  la  forma  prescripta  por  los 
arts.  77  y  siguientes  del  mismo,  sólo  se  ha  referido 
con  relación  al  art.  80,  al  término  que  éste  fija  para  la 
publicación  de  los  edictos  y  á  la  manera  de  acreditar 
tal  publicación,  pere  en  manera  alguna  á  la  última  parte 
de  dicho  artículo,  esto  es,  á  lo  que  se  refiere  al  nombí 
miento  del  defensor,  como  lo  pretende  el  ejecutado.  J 
el   citado    art.  468  se    consigna  claramente    el  procei 
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miento  que  debe  seguirse,  en  caso  de  no  comparecer  el 
emplazado  á  efectuar  el  reconocimiento  cual  es,  dar  por 
reconocido  el  documento,  procediéndose  como  si  el  reco- 
nocimiento lo  hubiese  hecho  el  deudor  en  persona.  El 
reconocimiento  es  sólo  una  medida  preparatoria  de  la 
acción  ejecutiva,  y  entonces,  no  es  posible  que  el  espí- 
ritu de  la  ley  haya  sido  proveer  de  defensor  al  citado 
en  caso  de  no  comparecer^  desde  que  aun  no  existe 
juicio  que  haga  necesaria  su  intervención.  El  nombra- 
miento de  defensor  á  que  se  refiere  el  art.  80  recordado, 
sólo  procede  en  los  juicios  ordinarios.  En  los  ejecutivos, 
el  título  especial  del  Código  de  Procedimientos  sobre  que 
ellos  se  rigen,  señala,  en  el  art.  471,  la  oportunidad  en 
que  debe  hacerse  tal  nombramiento,  es  decir,  después  de 
trabado  el  embargo. — 5^  Que  si  infundadas  son  las 
observaciones  hechas  por  el  defensor,  de  que  se  ha  hecho 
mérito  en  los  considerandos  anteriores,  lo  es  también, 
por  consiguiente,  el  desconocimiento  que  hace,  basado 
en  ellas,  del  carácter  ejecutivo  del  documento,  materia 
del  juicio,  —  Dicho  documento  es  de  los  comprendidos 
en  el  art.  465  del  Código  de  Procedimientos,  inc.  6\  y 
dado  lo  establecido  por  el  art.  468,  no  puede  impugnarse 
su  fuerza  ejecutiva.  —  6**  Que,  como  queda  demostrado,  la 
excepción  opuesta  es  improcedente,  y,  en  consecuencia, 
debe  ser  rechazada. —  Por  estas  consideraciones,  y  las 
concordantes  del  escrito  de  fs.  63,  de  conformidad  con 
lo  dictaminado  por  el  Ministerio  de  Menores,  no  ha 
lugar  á  la  excepción  opuesta  por  el  defensor  del  ejecu- 
tado, y,  en  consecuencia,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por 
el  art.  498  del  Código  de  Procedimientos,  mando  llevar 
adelante  la  ejecución,  con  costas.  Regulo  los  honorarios 
de  Fabbiani  en  doscientos  pesos  moneda  nacional. — 
Regístrese  y  repónganse  las  fojas.  —  L.  A.  Peyret. — 
Ante  mí :    Jorge  F.  Patino. 

17 
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Sumario  :  1"  Si  el  pagaré  no  tiene  plazo  fijo  para  el  pago,  no  puede 
equipararse  á  la  letra  de  cambio  y,  en  consecuencia,  procede 
contra  la  ejecución  la  excepción  de  inhabilidad  de  título — 
2»  La  obligación  de  pagar  sin  plazo  determinado,  requiere  la 
previa  fijación  judicial  del  término  para  el  pago  á  fin  de 
adquirir  fuerza  ejecutiva. 

(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Noviembre  2  de  1892.  —  Vistos  estos 
autos,  resulta: 

l*^  Que  á  fs.  2,  se  presentó  don  Alejandro  Solari  con 
el  pagaré  de  f.  1,  solicitando,  como  medida  preparatoria 
de  la  acción  ejecutiva,  que  don  Juan  Rinaldi,  por  quien 
aparece  suscrito,  concurriese  á  practicar  el  reconocimiento 
de  su  firma. 

2°  Que  decretado  el  reconocimiento,  citándose  en  forma 
á  Rinaldi  y  no  habiendo  concurrido  á  practicarlo,  á 
petición  del  actor,  se  hizo  efectivo  á  fs.  7  vuelta  el  aper- 
cibimiento consignado  en  el  art.  468  del  Código  de 
Procedimientos,  mandándose  librar  el  mandamiento  que 
determina  el  art.  471  del  mismo  Código,  por  el  capital 
reclamado,  sus  intereses  y  costas. 

3**  Que  no  habiendo  dado   resultado  el  mandamie^ 
se  trabó  embargo  en   la  propiedad    situada  en  la  c 
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General  Mansilla  esquina  á  la  de  Oro,  denunciada  á 
fs.  11,  como  perteneciente  al  ejecutado,  embargo  que 
se  hizo  saber  á  Rinaldi  como  consta  en  la  cédula  de 
fs.  13. 

40  Que  citado  de  remate  el  ejecutado,  se  presentó  á 
fs.  18,  oponiendo  las  excepciones  de  incompetencia  é 
inhabilidad  de  título.  Funda  la  primera,  en  que  no 
es  comerciante  sino  albañil  y  en  que  el  pagaré  de 
f.  1,  corresponde  á  la  judisdicción  civil  por  razón  de 
la  condición  á  que  está  subordinado  con  relación  á  la 
época  del  pago;  pues,  un  documento  comercial,  dice, 
se  convierte  en  civil  cuando  lleva  una  condición  que 
por  su  naturaleza  debe  ser  probada  previamente  en 
juicio  ordinario.  La  segunda  excepción  se  basa  en  que 
no  habiéndose  probado  la  posibilidad  de  hacer  el  pago, 
que  es  la  condición  impuesta  en  el  documento  de  f.  1, 
el  acreedor  no  ha  podido  exigirlo  como  lo  ha  hecho  por 
la  vía  ejecutiva. 

5^  Que  conferido  traslado  al  ejecutante,  fué  evacua- 
do á  fs.  20,  pidiendo  el  rechazo  de  las  excepciones, 
con  costas.  Respecto  de  la  primera  excepción,  dice,  que 
es  improcedente,  pues,  la  ley  no  deja  duda  respecto  de 
la  naturaleza  comercial  del  documento  caracterizado  por 
la  cláusula  «  á  la  orden  »  sin  que  influyan  las  demás 
circunstancias  de  tiempo,  forma  y  lugar,  que  son 
accesorias.  Respecto  á  la  segunda,  niega  que  las  pala- 
bras «lo  más  pronto  posible»  del  documento,  importen 
una  condición  que  se  refiera  al  estado  pecuniario  del 
deudor,  sosteniendo  que  se  refiere  al  tiempo  ó  plazo 
del  pago;  que  esto  quiere  decirlo  más  breve,  sin  plazo, 
más  corto  tiempo  que  á  la  vista,    tínica    interpretación 

onciliable  con   el   resto  de  la    escritura  y  contexto  de 

1  obligación. 
6^  El  Agente  Fiscal,  á   quien  se    dio  vista  por  razón 
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de  la  incompetencia  deducida,  aconseja  la  admisión  de 
esta  excepción,  sosteniendo  que  no  teniendo  plazo  fijo 
el  pagaré  que  se  ejecuta  y  careciendo  de  uno  de  los 
requisitos  requeridos  por  el  art.  740  del  Código  de 
Comercio,  debe  reputarse  como  una  promesa  de  pagar 
sujeta  á  la  ley  civil. 

Y  considerando  respecto  á  la  primera: 

P  Que  son  inadmisibles  las  causales  en  que  el  ejecu- 
tado funda  su  derecho,  porque  no  depende  de  la  calidad 
de  las  personas  la  jurisdicción  á  que  corresponda  el 
conocimiento  del  asunto  y  no  influyen  para  determi- 
narla las  condiciones  á  que  su  cumplimiento  puede 
estar  subordinado,  siendo  el  carácter  de  la  obligación 
lo  que  determina  su  jurisdicción. 

2®  Que  siendo  endosable  el  documento  de  f.  1,  por 
estar  concebido  á  la  orden— arts.  600, 624  y  741,  Código 
de  Comercio  —  y  hallándose  comprendido  en  los  arts.  G^ 
y  8"  inc.  ¥  del  mismo,  la  competencia  del  Juzgado 
es  incuestionable. 

3^  Que  no  es  por  razón  de  los  requisitos  á  que  se 
refiere  el  art.  740  del  mismo  Código  de  Comercio  que 
los  instrumentos  de  la  naturaleza  de  f.  1,  concebidos 
á  la  orden,  se  reputan  papeles  de  comercio,  como  parece 
entenderlo  el  Agente  Fiscal,  de  modo  que  la  falta  de 
alguno  de  ellos  lo  convierte  en  una  simple  promesa 
de  pagar,  sujeta  á  la  ley  civil. 

La  exigencia  de  tales  requisitos  no  puede  tener  más 
objeto  que  considerar  á  esos  instrumentos  como  letras 
de  cambio,  como  claramente  resulta  de  los  términos  del 
art.  740. 

Lo  que   caracteriza    la  comercialidad    de  esos  docu- 
mentos es  el  estar  concebido  á  la  orden,  como  fácilmen 
se  desprende  de  la  segunda  parte  del  recordado  articule 
que  les  niega  el  carácter  de  papeles  de  comercio,  cuand 
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no  están  concebidos  á  la  orden  aunque  contengan  la 
obligación  de  pagar  cantidad  cierta,  á  plazo  fijo  y  á 
persona  determinada. 

4**  Que  en  virtud  de  lo  expuesto,  la  incompetencia 
alegada  es  improcedente. 

Considerando  en  cuanto  á  la  segunda  excepción : 

5*^  Que  el  cumplimiento  de  la  obligación  contraída 
en  el  instrumento  que  sirve  de  base  al  juicio  está 
subordinado  á  la  condición  de  que  pueda  hacerlo  el 
deudor. 

6^  Que  no  tratándose  de  una  obligación  de  carácter 
exigible,  dicho  documento  es  inhábil  á  los  efectos  de  la 
acción  ejecutiva  deducida. 

7**  Que  dicha  excepción  es  de  las  que  autoriza  el 
art.  488  del  Código  de  Procedimientos, 

Por  esto,  fallo  desechando  la  excepción  de  incompe- 
tencia, no  obstante  lo  dictaminado  por  el  Agente  Fiscal 
y  declarando  admisible  la  de  inhabilidad  del  título. 
En  consecuencia,  no  ha  lugar  á  la  ejecución  conforme  á 
lo  dispuesto  por  el  art.  498  del  Código  de  Procedimientos, 
y  siendo  á  cargo  del  actor  las  costas  causadas  de 
acuerdo  con  el  art.  507.  Levántese  el  embargo  trabado 
librándose  los  mandamieatos  correspondientes  á  la 
Oficina  de  Hipotecas. 

Repónganse  las  fojas  y  regístrese.  —  L.  A.  Peyret. — 
Ante  mí:  Jorge  F.  Patino. 
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Sumario  :  !*•  No  puede  fundar  la  excepción  de  nulidad  el  hecho  de 
haberse  encontrado  ausente  de  su  domicilio  el  deudor  al 
serle  notificado  el  día  señalado  para  el  reconocimiento  de  la 
firma  si  la  ausencia  fuese  accidental.— 2»  Para  que  la  obli- 
gación que  resulta  de  un  pagaré  á  la  orden,  si  existen  varias 
firmas,  no  se  considere  solidaria,  debe  haberse  hecho  men- 
ción expresa  del  carácter  que  investía  el  firmante. —3"  Cual- 
quiera que  sea  el  número  de  firmantes  de  un  pagaré  á  la 
orden  se  conceptúan  todos  aceptantes,  si  no  resulta  del  mismo 
que  tengan  distinto  carácter  y  en  consecuencia  están  inha- 
bilitados para  oponer  la  excepción  de  caducidad  de  la  letra. 


(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Noviembre  29  de  1892.  —  Vistos  estos 
autos,  resulta: 

P  Que  á  fs.  3,  don  Manuel  Copello,  en  representación 
del  doctor  don  Gabriel  Giralt  solicitó,  para  preparar  la 
acción  ejecutiva,  que  los  señores  don  Wenceslao  Ramírez 
y  don  Rodolfo  Robaüos,  por  quienes  aparece  firmado  el 
pagaré  de  f.  1  por  valor  de  5.000  pesos  moneda  nacional, 
fueron  citados  á  reconocer  sus  respectivas  firmas. 

2^  Que  decretado  el  reconocimiento,  Roballos  lo  prac- 
ticó á  fs.'S,  manifestando  que  dicho  pagaré  fué  dado  e 
garantía  de  otros  dos  por  3.000  pesos  cada  uno,  que  so 
los  únicos  que  adeuda. 
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En  cuanto  á  Ramírez,  le  fué  dado  por  reconocida  la 
firma  por  no  haber  concurrido  al  acto  el  día  fijado. 

3*^  Que  á  fs.  21,  la  parte  ejecutante  pidió  se  librara 
mandamiento  contra  Ramírez  por  el  capital,  intereses  y 
costas,  denunciando,  á  los  efectos  del  embargo,  los  mue- 
bles de  la  casa  habitación  del  mismo,  calle  Tacuarí  1078. 

4''  Que  librado  el  mandamiento,  la  esposa  del  deudor 
manifestó  que  éste  se  encontraba  en  el  campo  y  ofreció 
á  embargo,  en  sustitución  de  los  muebles,  la  misma  finca 
Tacuarí  n°.  1078,  que  fué  embargada  á  fs.  78. 

5°  Que  hecha  la  citación  de  remate  á  ís.  59  vta.,  se 
presentó  á  fs.  60  don  Manuel  Laborde^  apoderado  de 
Ramírez,  oponiendo  las  excepciones  de  nulidad  de  todo 
lo  obrado  y  de  caducidad  de  la  obligación.  Fundando 
dichas  excepciones,  dice :  que  la  citación  para  el  recono- 
cimiento no  se  ha  hecho  conforme  al  art.  78  del  Código 
de  Procedimientos,  confundiéndose  la  competencia  del 
Juzgado  con  la  forma  en  que  debe  hacerse  el  emplaza- 
miento, de  modo  que  se  ha  seguido  el  juicio  contravi- 
niendo la  ley  de  Procedimientos  y  violando  la  Constitu- 
ción Nacional  que  establece,  entre  las  garantías  individua- 
les, que  nadie  puede  ser  condenado  sin  ser  oído;  que  el 
empeño  del  actor  en  citar  al  ejecutado  en  parte  distinta 
de  su  residencia  en  la  época  de  la  citación,  ha  obligado 
al  Juzgado  á  consentir  un  procedimiento  del  cual  aquél  es 
el  único  responsable ;  que  encontrándose  Ramírez  en- 
tonces en  Necochea,  debió  ser  citado  por  medio  de  ex- 
horto—fs.  31 — que  además,  no  le  ha  sido  notificado 
el  auto  por  el  cual  se  le  dio  por  reconocido  el  documento, 
lo  que  importa  otra  causa  de  nulidad;  que  Ramírez,  al 
firmar  el  pagaré  que  se  ejecuta  lo  hizo  como  garante  de 
.oballos,  como  se  desprende  de  su  redacción  misma ;  que 
I  ejecutante  debió  protestar  á  su  tiempo  ese  documento 
exigir  el  pago  de  Roballos  ;  como  nada  de  esto  ha  hecho 
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la  obligación  ha  caducado.  Pide  se  rechace  la  acción,  con 
costas. 

6®  Que  conferido  traslado  al  ejecutante,  lo  evacuó  á 
fs.  64.  Respecto  á  la  nulidad  reproduce  el  escrito  de  fs.34 
donde  sostiene  que  la  citación  para  el  reconocimiento  se 
ha  hecho  en  forma  y  ajustándose  en  un  todo  á  los  pre- 
ceptos de  la  legislación  vigente;  que  el  art.  33  del  Código 
de  Procedimientos,  correlacionados  con  los  arts.  ¥  y  77 
ordena,  que  la  providencia  de  emplazamiento  debe  ser 
notificada  en  el  domicilio  del  demandado;  que  el  art.  78, 
invocado  porel  ejecutado,  se  refiere  únicamente  á  aquellos 
casos  en  que  el  demandado  se  halla  ausente  de  una 
manera  definitiva  y  se  ejercitan  acciones  personales  cuyo 
conocimiento  compete  al  Juez  del  lugar  convenido  para 
el  cumplimiento  de  la  obligación,  pero  no  en  el  presente 
caso,  en  que  el  demandado  reconoce  que  es  en  esta  Capi- 
tal, en  la  calle  y  número  en  que  fué  citado,  recibiendo 
la  cédula  su  propia  esposa  y  dando  á  embargo  la  finca 
asignada  como  domicilio  del  deudor;  que  la  otra  causa, 
respecto  á  que  no  pueda  librarse  el  mandamiento  sin  noti- 
ficársele previamente  el  auto  por  el  que  se  le  dio  por 
reconocido  el  pagaré,  es  también  insubsistente,  pues  no 

Í  existe  disposición  alguna  que  así  lo  establezca  y  en  juicios 

de  la  naturaleza  del  presente,  el  ejecutado  no  interviene, 

^  ni  se  le  notifica,  hasta  la  citación  de  remate. 

^  Respecto  á  la  caducidad,  dice:  que  el  documento   de 

f.  1  es  un  pagaré  comercial  que  constituye  para  los  firman- 

i  tes  una  obligación  solidaria;  que  ni  Ramírez,  ni  Roballos, 

^  han  hecho  reserva  alguna  al  firmarlo,  ni  en  él  se  expresa 

á  quién  incumbe  el  papel  de  obligado  directamente  y  de 
fiador;  que  sólo  gozan  del  beneficio   de  exclusión    los 
fiadores,  pero  en  manera   alguna  éstos  mismos,   ó    lo 
coobligados  cuando  el  documento  es  una  obligación  sol' 
daria;  que  no  tiene   ni  tendrá  jamás   la  obligación  d 
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ejecutar  á  Roballos,  pero  tiene  el  derecho  de  iniciar  el 
procedimiento  contra  quien  mejor  le  plazca.  Concluye 
pidiendo  el  rechazo  de  las  excepciones,  con  costas. 

7°  Que  recibida  la  causa  á  prueba  se  ha  producido  la 
que  determina  el  certificado  de  fs.  105  vta. 

Y  considerando,  en  cuanto  á  la  nulidad: 

1°  Que  no  se  ha  negado  por  Ramírez  que  su  domicilio 
sea  donde  ha  sido  emplazado  para  el  reconocimiento,  sino 
que  pretende,  que  habiéndose  encontrado  en  esa  épocM  en 
Necochea,  era  allí  donde  debió  hacerse  la  notificación. 

2°  Que  siendo  su  domicilio  en  esta  Capital,  calle  de 
Tacuarí  n*'.  1078,  donde  fijó  como  lugar  del  cumplimiento 
de  la  obligación,  como  consta  del  pagaré  de  f.  1,  la  cita- 
ción ha  sido  hecha  de  acuerdo  con  las  disposiciones  de 
los  arts.  33,  38  y  39  del  Código  de  Procedimientos  y  la 
jurisprudencia  de  la  Excma.  Cámara  de  Apelaciones  en  lo 
Mercantil  en  el  juicio  seguido  por  el  Banco  de  Londres  y 
Río  de  la  Plata  contra  do  n  Nicolás  Cazón  que  tramita  por 
la  Secretaría  del  actuario. 

Si  se  tienen  presente  los  recordados  arts.  33,  38  y  39 
del  Código  de  Procedimientos  y  los  términos  de  los  77  y 
79  del  mismo,  se  comprende  que  el  art.  78,  invocado  por 
el  ejecutado,  tiene  aplicación  cuando  el  demandado  está 
domiciliado  fuera  del  lugar  en  que  se  le  demanda,  lo 
que  no  ha  sucedido  en  el  caso  sub-judice, 

Y  que  el  domicilio  de  Ramírez  es  donde  fué  notificado, 
lo  establece  el  art.  94  del  Código  Civil,  aunque  hubiera 
tenido  sus  negocios  en  otro  lugar,  pues,  allí  tiene  esta- 
blecida su  familia,  como  lo  comprueban  las  manifesta- 
ciones hechas  por  su  esposa  á  fs.  23  y  24  vta.  y  por  el 
mismo  ejecutado  á  fs.  30. 

Si  se  admitiera  la  pretensión  del  ejecutado,  el  emplaza- 
miento tocaría  con  grandes  dificultades,  se  haría  muchas 
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veces  imposible,  pues  al  demandado  que  quisiera  impe- 
dirlo le  bastaría  cambiar  frecuentemente  de  lugar. 

3®  Que  la  otra  causal  que  sirve  de  fundamento  á  la 
nulidad,  que  Ramírez  no  fué  notificado  de  la  providencia 
por  la  cual  se  le  dio  por  recoijocido  el  pagaré,  tampoco  es 
admisible,  pues  ya  la  Excma.  Cámara  ha  declarado  que 
tal  notificación  es  improcedente,  dados  los  términos  del 
art.  468  del  Código  de  Procedimientos,  como  puede  verse 
en  el  expediente  seguido  por  el  Banco  de  la  Provincia 
conjtra  doña  Catalina  R.  de  Bidono.  En  consecuencia, 
corrjBsponde  el  rechazo  de  la  excepción. 

Considerando,  en  cuanto  á  la  de  caducidad : 
4®  Que  del  pagaré  de  fs.  1  no  resulta  que  él  haya  sido 
entregado  como  garantía  de  otros,  como  lo  afirma  el  eje- 
cutado, ni  éste  lo  ha  probado,  no  estando  acreditado  el 
carácter  de  fiador  que  Ramírez  se  atribuye. 

5®  Que  tratándose  de  una  obligación  de  carácter  soli- 
dario, el  derecho  del  actor  no  puede  ser  impugnado  para 
exigir  el  pago  de  cualquiera  de  los  obligados  — arts.  846 
y  912  del  Código  de  Comercio  anterior  y  905  del  Código 
Civil. 

6**  Que  el  ejecutado  tampoco  puede  oponer  la  falta  de 
protesto  como  lo  hace  para  fundar  la  caducidad  de  la 
obligación,  pues,  desempeñando  en  dicho  documento  el 
papel  de  aceptante,  su  responsabilidad  subsiste,  no  obs- 
tante no  haber  sido  protestado  el  documento,  como  lo 
establece  el  art.  843  del  Código  de  Comercio. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  las  excepciones 
deducidas  por  el  ejecutado,  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
por  el  art.  498  del  Código  de  Procedimientos,  mando 
llevar  adelante  la  ejecución,  con  costas,  de  acuerdo  con 
el  art.  507.  —  Fíjanse  los  honorarios  del  doctor  Durao  en 
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trescientos  pesos  moneda  nacional  y  los  del  procurador 
Copello  en  ciento  ochenta  de  igual  moneda,  declarándose 
que  no  se  comprende  en  esta  regulación  los  honorarios 
regulados  á  fs.  39  vta. 

Regístrese  y  repónganse  las  fojas.  —  L.  A.  Peyret. — 
Ante  raí:  Jorge  F.  Patino. 
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I  Sumario  :    1°  La  incompetencia,  por  razón  del  fuero,  es  improcedente  si 

'i  ambos  litigantes  son  extranjeros.  —  2*»  La  excepción  de  litis 

pendencia,  fundada  en  un  juicio  seguido  contra  un  tercero, 
aunque  sea  por  igual  causa,  debe  ser  desechada.  —  :^»  El 
aceptante  no  puede  alegar  la  falta  de  protesto  de  la  letra 
para  enervar  su  fuerza  ejecutiva  por  inhabilidad  del  título. 
--4«  No  procede  la  nulidad  de  la  ejecución  por  defectos  del 
procedimiento  si  se  funda  en  los  anteriores  á  la  citación  de 
remate  y  no  se  opuso  como  excepción. 

(  CONFIRMADO  ) 

Vistos  estos  autos,  resulta : 

1°  Que  á  fs.  3,  se  presentó  don  José  Moss,  con  los 
pagarés  de  fs.  1  y  2  por  valor  de  1.389  pesos  moneda  nacio- 
nal cada  uno, pidiendo  que  don  Agustín  Cervetti,  por  quien 
aparecen  suscriptos,  fuera  citado  á  reconocer  las  firmas. 

2*  Que  decretado  el  reconocimiento  citándose  en  forma 
á  Cervetti,  y  como  no  hubiere  concurrido  á  practicarlo,  se  le 
dieron  por  reconocidos,  en  su  rebeldía,  los  citados  pagarés, 
mandándose  librar,  al  mismo  tiempo,  el  correspondiente 
mandamiento  de  ejecución  y  embargo  por  el  importe  del 
capital,  sus  intereses  y  costas,  el  cual  dio  por  resultado 
que  por  no  haber  el  deudor  satisfecho  el  crédito,  le 
fueran  embargados  los  muebles  que  se  detallan  en  la 
diligencia  de  fs.  12, 

.3^  Que  decretada  á  fs.  14  la  citación  de  remate,  se  pre- 
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sentó  Cervetti  á  fs.  75  oponiendo  las  excepciones  de  incom- 
petencia de  jurisdicción,  litis  pendencia  é  inhabilidad 
del  título.  —  Funda  la  primera,  en  que  siendo  de  nació-  -^ 

nalidad  oriental  corresponde  al  Juez  Federal  de  la  Capi-  ; 

tal  entender  en  este  asunto,  con  arreglo  á  la  ley  de  14  • 

de  Setiembre  de  1863. —  La  segunda,  en  que  las  obliga-  ' 

clones  que  se  le  reclaman  las  firmó  por  hacer  un  servicio  << 

á  fin  de  que  Moss  suspendiera  la  ejecución  que  le  seguía  < 

á  don  Simón  Gastaldi,  por  la  suma  de  3.703  pesos  moneda  i 

nacional,  mientras  éste  se  hiciera  de  fondos  para  pagar,  y  \ 

bajo  la  promesa  de  que  si  entre  tanto  éste  no  cumplía,  se 
le  proseguiría  la  ejecución  devolviéndosele  (á  Cervetti)  J 

sus  documentos. — Resultando,  por  lo  tanto,  que  Moss 
tiene  dos  ejecuciones  por  una  misma  deuda :  la  promovida 
contra  Gastaldi  y  la  que  ha  iniciado  contra  él,  lo  que  no 
se  puede  permitir,  bajo  el  punto  de  vista  del  derecho  ni  I 

bajo  el  punto  de  vista  de  la  razón  natural.  Y  la  de  inha-  ! 

bilidad  de  parte  del  título^  en  que  no  habiendo  sido  pro-  j 

testado  uno  de  los  pagarés  porque  se  le  demanda,  no  es  \ 

título  ejecutivo  con  arreglo  á  los  arts.  666  y  621  del  Có-  \ 

go  de  Comercio.  ; 

Agrega,  que  en  favor  de  esta  excepción  tiene  la  juris- 
prudencia establecida  por  la  Excma.  Cámara  de  Apela- 
ciones en  lo  Comercial,  caso  de  Cabal  y  Banco  de  Italia.  .:! 

4**  Que  conferido  traslado  al  ejecutante,  éste  lo  con- 
testó á  fs.  20  pidiendo  el  rechazo  de  las  excepciones  dedu- 
cidas, por  ser  improcedentes :  la  primera,  porque  si  el 
"ejecutado  es  oriental  él  también  es  extranjero,  como  lo 
comprueba  con  el  documento  que  acompaña, siendo  áeste 
Juzgado  que  corresponde  entender  en  el  asunto.  Las  demás, 
por  no  estar  comprendidas  en  las  que  determina  el  art.  676 
del  Código  de  Comercio,  únicas  excepciones  que  pueden 
oponerse  contra  la  acción  ejecutiva,  proveniente  de  letras 
de  cambio. 
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5*  Que  recibida  la  causa  á  prueba,  después  de  oírse  al 
Agente  Fiscal  por  razón  de  la  incompetencia  alega  la,  se 
ha  producido  por  el  ejecutado  la  que  expresa  el  certi- 
ficado de  fs.  23  vta. 

Y  considerando  : 

P  Que  como  se  comprueba  por  el  documento  de  fs.  18, 
el  ejecutante  es  extranjero  y,  como  también  afirma  serlo 
el  ejecutado,  es  improcedente  la  incompetencia  alegada 
por  cuanto  si  bien  es  cierto  que  el  fuero  federal,  por 
razón  de  las  personas,  se  ha  establecido  en  beneficio  de 
los  extranjeros,  también  lo  es  que,  teniendo  esta  calidad 
ambas  partes,  dicho  fuero  no  puede  ser  invocado  para 
ampararse  en  él  por  ninguna  de  ellas,  porque  como  clara- 
mente resulta  délas  disposiciones  de  los  arts.  2%inc.2^, 
y  8**  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  sólo  puede 
hacerlo  el  extranjero  cuando  demanda  á  un  ciudadano 
argentino,  ó  es  demandado  por  éste. 

2«  Que  la  procedencia  ó  improcedencia  de  las  otras 
dos  excepciones,  litis  pendencia  é  inhabilidad  del  título, 
debe  ser  juzgada  con  sujeción  á  lo  establecido  por  el 
art.  676  del  Código  de  Comercio,  dada  la  naturaleza  de 
los  documentos  que  sirven  de  base  ala  ejecución  y  atento 
lo  dispuesto  por  los  arts.  740  y  741  del  mismo  Código^ 
Como  ninguna  de  ellas  está  comprendida  entre  las  que 
aquel  artículo  autoriza,  deben  ser  rechazadas. 

3*^  Que  por  lo  que  respecta  á  la  nulidad  alegada  en  el 
escrito  de  fs.  32,  habiéndose  deducido  fuera  de  la  oportu- 
nidad marcada  por  el  art.  489  del  Código  de  Procedi- 
mientos, esto  es,  en  la  citación  de  remate,  que  es  cuando 
puede  ser  deducida  en  juicio  de  la  naturaleza  del  pre- 
sente, también  es  improcedente,  tanto  más,  cuanto  que  se 
funda  en  hechos  resultantes  de  actos  anteriores  á  aqu. 
citación. 

Por    estos    fundamentos    y    de    conformidad    con 
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dictaminado  por  el  Agente  Fiscal  á  fs.  22,  fallo,  no 
haciendo  lugar  á  las  excepciones,  ni  á  la  nulidad  dedu- 
cidas por  el  ejecutado.  Con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  498  del  Código  de  Procedimientos,  llévese  adelante 
la  ejecución  hasta  hacerse  íntegro  pago  al  acreedor  del 
capital,  intereses  y  costas  — art.  507  Código  citado. 

Fíjanse  los  honorarios  del  doctor  Durao  en  sesenta 
pesos  moneda  nacional. 

Regístrese  y  repónganse  las  fojas.  —  L.  A,  Peyret. — 
Ante  mí:  Jorge  F.  Patino. 
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Sumario:  Es  improcedente  la  excepción  de  inhabilidad  de  título  si  el 
rematador,  nombrado  judicialmente,  dirige  su  acción  contra 
el  ejecutante  después  de  consentida  la  sentencia  de  remate 
que  hace  responsable  de  todos  los  gastos  al  ejecutado. 

( REVOCADO  ) 

Buenos  Aires,  Marzo  18  de  1893.— Y  vistos  estos  autos, 
resulta:  P  Que  á  fs.  28,  el  martiliero  don  César  T.  Plá 
pidió  se  librara  mandamiento  de  ejecución  contra  el 
Banco  de  Italia  y  Río  de  la  Plata  por  la  suma  de  1.248 
pesos  con  20  centavos  moneda  nacional,  importe  de  su 
comisión  y  gastos  de  remate  que  se  le  adeudaba  en  los 
autos  ejecutivos  seguidos  por  el  Banco  expresado  contra 
doña  María  R.  Escribano  de  Boucau,  á  lo  que  el  juzgado 
accedió  por  el  auto  de  fs.  28  vuelta,  habiéndose  librado 
el  mandamiento,  únicamente  por  la  suma  de  1.098  pesos 
con  20  centavos  moneda  nacional,  por  haber  manifestado 
posteriormente,  á  fs.  39,  el  martiliero  Plá,  que  tenía 
ya  recibido  del  Banco  la  suma  de  150  pesos  moneda 
nacional.  2**  Que  á  fs.  32,  se  encuentra  diligenciado  el 
mandamiento  de  ejecución,  habiendo  el  gerente  del  Banco 
referido,  intimado  que  fué  para  su  pago,  entregado 
recibo  que  obra  á  fs.  31,  por  el  cual  consta  la  oblació' 
hecha  en  el  Banco  de  la  Nación  Argentina,  á  la  orde 
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del  Juzgado,  de  la  suma  que  se  le  cobraba.  A  fs.  39,  se 
amplió  el  embargo  por  500  pesos  más  para  responder  á  los 
intereses  y  costas  de  la  presente  ejecución.   3°  Citado  de 
remate  el  ejecutado  por  el  auto  de  fs.  33  vuelta,  á  petición 
de  Plá,  á  fs.  40  se  presentó  su  apoderado  oponiendo  las 
siguientes  excepciones:   1°   falta  de  personería   en    los 
demandados;   2"  inhabilidad  del    título;  3*  nulidad  de 
la  ejecución,  fundado  en  los  arts.  488  y  489  del  Código  de 
Procedimientos.     Funda  las   dos   primeras  excepciones 
en  las  razones  siguientes:  que  el  martiliero  Plá  no  posee 
título  alguno  contra  su  representado  (art.  465  del  Código 
de  Procedimientos);  que  si  bien  es    cierto  que   el  que 
pide  una  diligencia  judicial  debe  proveer  á  su  pago,  él 
había   solicitado    el    nombramiento   de    un    rematador 
habiendo  el  Juzgado  nombrado  otro;  que  si  este  punto  no 
era  esencial,  convenía  recordar  que  siendo  los  martilieros 
comisionistas,  su  deberes  retener  las  cosas  cuya  venta 
se  les  encomienda,  pues,  ellas   son  las  que  garanten  su 
comisión ;  que  la  causa  de  no  haberse  vendido  los  bienes 
embargados  no  le  era  imputable,  pues,  había  solicitado 
el  nombramiento  del  rematador,  y  el  Juzgado,  sin  con- 
sultarle, decretó  su    suspensión   á  petición  de  la  parte 
ejecutada,  produciéndose   por  ello  gastos  y  comisiones 
inútiles;  que  su  parte  no  podía  ser  responsable  de  los 
actos  de  terceros;  que  después  de  esto,  la  parte  ejecutada 
y  el  señor  Plá  celebraron  una  transacción  en  la   cual 
no  había  intervenido  por  no  ser  parte,  y  que  si  posterior- 
mente había  manifestado  conformidad  con  la  liquidación 
de  fs,  26,  ésta  sólo  debía  entenderse  en  el  sentido  de  la 
exactitud  de  sus  cálculos,  sumas,  etc.,  pues,  sobre  el  punto 
de  derecho  ya  había  hecho  sus  salvedades;  que  tampoco 
su  poder  le  da  facultad  para  transar  y  que  el  reconoci- 
miento de  la  cuenta  del  martiliero,  por  causas  extraor- 
dinarias, importa  una    transacción  en  la    cual  no  han 
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intervenido  sus  representados;  que  el  martiliero  no  hizo 
la  venta  ordenada  y  que  su  cuenta  no  es  más  que  una 
indemnización  originada  por  un  acto  del  Juzgado  y  de 
la  parte  ejecutada;  que  la  responsabilidad  de  la  indemni* 
zación  al  rematador  correspondía  al  Juzgado  y  á  la  parte 
ejecutada,  lo  que  no  se  había  podido  confundir  con  los 
casos  regulares  de  diligencia  pedida  por  el  ejecutante; 
que  si  el  título  del  señor  Plá  trajera  aparejada  ejecución 
no  sería  contra  el  Banco  de  Italia  y  Río  de  la  Plata;  pide 
se  le  dejen  á  salvo  sus  acciones,  de  acuerdo  con  el  art.  58 
del  Código  de  Procedimientos.  Funda  la  excepción  de 
nulidad,  manifestando:  que  el  Juzgado  no  se  había  detenido 
en  el  examen  del  título  del  martiliero,  conforme  á  lo  dis- 
puesto por  el  art.  471  del  Código  de  Procedimientos, 
que  prescribe:  que  el  Juez  podrá  librar  el  mandamiento 
de  ejecución,  siempre  que  el  instrumento  que  se  presente 
se  encuentre  entre  los  comprendidos  en  el  art.  465  del 
Código  citado,  de  donde  se  deduce,  que  se  han  violado 
las  formas  del  juicio  ejecutivo  previstas  por  los  arts.  465 
y  471.  Las  demás  razones  que  se  aducen  en  apoyo  de 
esta  excepción,  son  exactamente  análogas  á  las  que  se 
hacen  valer  para  las  anteriores,  por  lo  que  es  inútil 
reproducirlas  nuevamente.  ¥  A  fs.  41  vuelta,  se  confirió 
traslado  al  martiliero  ejecutante  de  las  excepciones  opues- 
tas, y  éste  lo  evacuó,  por  intermedio  de  su  apoderado,  á 
fs.  45,  pidiendo  su  rechazo,  con  costas.  Observa:  que  Ins 
excepciones  son  improcedentes  ;  que  la  determinación 
de  la  comisión  y  gastos  de  su  representado  está  hecha  y 
aprobada  con  la  conformidad  de  las  partes  interesadas; 
que  la  tramitación  para  la  aprobación  de  su  cuenta  había 
sido  sumaria,  como  correspondía,  según  las  reglas  esta- 
blecidas en  el  apéndice  del  Código  de  Procedimientos  ;  que 
se  trataba,  por  consiguiente,  de  una  sentencia  por  cantidad 
líquida  —  art.  53(5  —  no  procediendo    otras    excepciones 
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sino  las  enumeradas  en  el  art.  539,  entre  las  cuales 
no  figuran  las  que  opone  el  Banco  ejecutado,  lo  que 
bastaría  para  su  rechazo.  Entrando  después  á  ocuparse 
de  cada  una  por  separado,  dice,  respecto  á  la  falta  de 
personería  délos  demandados:  que  no  obstante  haberse 
presentado  dos  escritos  por  el  Banco  para  fundar  sus 
excepciones,  no  se  encuentra  en  ellos  una  palabra  que 
indúzcala  sospecha  de  cuál  sea  el  fundamento  que  sirve 
de  apoyo  á  la  excepción;  que  se  entiende  por  personería 
en  procedimientos,  la  capacidad  para  intervenir  en  juicio, 
sea  demandando  ó  defendiendo,  sea  en  derecho  propio  ó 
en  nombre  de  otra  persona;  que  el  Banco  es  una  persona 
jurídica  perfectamente  constituida  y  organizada  y  que 
ejerce  todos  los  actos  del  comercio;  que  ejerce  perso- 
nería en  el  juicio  principal  para  el  cobro  de  su  cré- 
dito y  que  no  puede  ser  tan  original  su  situación  que 
tenga  personería  para  cobrar  y  no  para  pagar.  Res- 
pecto á  la  de  inhabilidad  del  tílulo,  expone:  que  el  ar- 
gumento que  hace  el  representante  del  Banco,  de  que  si 
manifestó  conformidad  con  la  cuenta  de  Plá,  fué  en  el 
sentido  de  la  exactitud  numérica  de  las  mismas,  es  por 
demás  candoroso  y  no  es  de  tenerse  en  cuenta  porque 
no  se  precisaban  sus  conocimientos  periciales  para  este 
objeto;  que  la  cuenta  debía  necesariamente  llevarla  con- 
formidad de  las  dos  partes:  ue  aquellaá  cuyo  pedido  se 
decretóla  diligencia,  esto  es,  del  Banco  de  Italia  y  Rio 
de  la  Plata  y  de  aquella  que,  en  último  término,  tendría 
que  pagar  al  Banco  todos  los  gastos  que  éste  hiciese  en 
el  juicio;  que  siendo  su  cuenta  un  acto  judicial,  que  reúne 
el  carácter  de  un  instrumento  público  de  los  que  se 
comprenden  por  el  artículo  4fj5  inciso4<^  del  Código  de 
ocedimientos,  el  Banco,  en  cuyo  interés  se  decretó  la 
ita,  debía  pagársela;  que  por  último,  la  excusa  de  que 
t>ersona  que    fué  nombrada  para  el  remate  no    es   la 
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misma  que  él  propuso,  nada  importaba  á  los  efectos  del 
título  ejecutivo  de  Plá;  que  el  ejecutante  tiene  el  derecho 
de  pedir  la  venta,  pero  no  de  nombrar  el  martiliero.  Res- 
pecto ala  excepción  de  nulidad,  expone:  que  era  tan  in- 
fundada como  las  anteriores,  pues  que  el  ejecutado  se 
limita á  decir  en  su  apoyo  que  el  juzgado  no  se  ha  dete- 
nido en  el  examen  que  prescribe  el  artículo  471;  que 
debe  ser  rechazada  porque  dicha  excepción  sólo  puede 
fundarse  en  la  violación  de  las  formas  y  solemnidaJes 
prescritas  para  el  juicio,  y  aue  el  ejecutado  no  enuncia 
ninguna;  que  pide  el  rechazo  de  las  excepciones  opuestas 
con  costas.  Y  considerando  :  V  Que  estando  agregados  á 
los  autos  todos  los  antecedentes  del  asunto  y  no  exis- 
tiendo hechos  contradictorios  es  innecesario  recibir  la 
causa  á  prueba,  como  lo  prescribe  el  artículo  490  del 
Código  de  Procedimientos,  debiendo  resolverse  definiti- 
vamente sobre  el  fondo  del  asunto.  2'*  En  cuanto  á  la 
excepción  de  /alta  de  personería  en  el  demandado:  que 
esta  excepción  es  improcedente,  pues  ella  sólo  puede 
fundarse  en  la  incapacidad  de  la  parte  que  la  opone  ó  en 
alguno  délos  casos  previstos  por  los  artículos  54 y 55  del 
Código  Civil  y  en  las  Leyes  2  y  3,  Tít.  2,  Part.  3^  y  5,  6 y 
10  ídem.  Es  público  y  notorio  que  el  Banco  de  Italia  y 
Ríodela  Platatiene  el  carácter  de  persona  jurídica;  que 
ejerce  el  comercio  en  esta  plaza;  que  tiene  personería 
legal  en  los  diversos  asuntos  que  gestiona  en  el  Tribu- 
nal; que  no  pesa  sobre  él  declaratoria  de  quiebra  alguna; 
no  consta  que  las  personas  que  lo  dirigen  ó  forman  su 
Directorio  se  encuentran  comprendidas  en  alguno  de  los 
casos  enumerados  por  el  artículo  54  del  Código  Civil. 
Estas  solas  consideraciones  demuestran  la  falta  de  razón 
en  el  representante  del  Banco  para  oponer  esta  excepciói 
Las  que  se  aducen  por  el  mismo,  en  apoyo  de  la  excef 
ción,  de  que  el  título  de  Plá  no  se  encuentra  entre  le 
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emimerados  en  el  art.  465  del  Código  de  Procedimientos 
y  á  las  causas  que  dieron  motivo  á  la  suspensión  del 
remate,  no  tienen  relación  con  el  punto  que  se  discute 
y  son,  por  consiguiente,  extemporáneas  é  improcedentes 
con  arreglo  á  lo  expuesto  anteriormente.  Considerando  j 

respecto  á  la  inhabilidad  del  título,  con  que  se  pide  la  eje-  ! 

cución:  3^    El  título  del  martiliero  Plá  es  perfectamente  ] 

hábil  para  ejecutar  al  Banco  de  Italia  y  Río  déla  Plata.  "1 

Consta,  á  fs.  112,  de  los  autos  principales,  agregados  ad 
ef/ecium  videndi,  que  la  sentencia  de  remate  fué  dictada  á  \ 

fs. . .  mandando  se  llevara  adelante  la  ejecución,  hasta  ha- 
cerse pago  al  acreedor  del  capital,  intereses  y  costas.  Cons- 
ta  también  á  fs.  126  del  mismo  expediente,  que  el  ejecutan-  j 

te  pidió  la  venta  de  los  bienes  embargados  y  propuso  mar-  í 

tillero  para  ello,  como  también  que  si  el  remate  no  se 
efectuó  no  fué  por  causas  imputables  al  mismo.  De 
aquí  surge  el  título  de  Plá.  En  efecto:  como  es  de  de- 
recho, la  condenación  en  costas  es  siempre  en  favor  de 
la  parte  vencedora,  lo  que  significa  que  ella  debe  costear, 
en  primer  término,  los  gastos  del  juicio  sin  perjuicio  de 
repetir  contra  la  parte  vencida.  En  el  presente  caso,  la 
cuenta  del  martiliero,  para  el  remate  que  anunció,  se  en- 
cuentra comprendida  entre  las  costas  mandadas  pagar 
al  Banco  por  la  sentencia  de  remate  dictada  en  el  juicio 
contra  el  ejecutado.  Es  también  á  cargo  del  Banco  ese 
gasto,  porque  la  diligencia  del  remate  fué  decretada 
en  su  exclusivo  beneficio  y  como  espensa  necesaria  para 
la  secuela  del  juicio;  es  también  á  su  cargo  porque  al  eje- 
cutfido,  lejos  de  beneficiarle,  el  remate  le  causaba  perjui- 
cio; por  otra  parte,  el  martiliero  no  tenía  acción  alguna 
""^Mtrala  parte  deBoucau  en  aquel  juicio,  pues,  no  había 

bido  mandato  alguno  de  éste.  4^^    Que  la  prescripción 

art.   121  del  Código  de   Comercio  preceptúa,  que  el 
rtillero  es  un  verdadero   consignatario  y  el  art.  232 
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del  mismo  Código  establece,  que  entre  comitente  y  comisio- 
nista existen  las  mismas  relaciones  de  derecho  que  entre 
mandante  y  mandatario.  Estas  disposiciones  robustecen 
la  acción  del  martiliero  Plá.  Habiéndose  ordenado  el  re- 
mate, en  beneficio  del  Banco  de  Italia  y  Río  de  la  Plata 
^  yásu  pedido,  debe  al  martiliero  comisión,  como  manda- 

f  tario  de  dicho  Banco,  y  habiéndose    resuelto  el  mandato 

por  causas  que  no  le  son  imputables,  tiene  derecho  á  de- 
h  mandar  de  su  mandante  el  pago  de  su  cuenta  de  comi- 

sión y  gastos  de  acuerdo    con  las  disposiciones   de  los 
^  artículos  274,  275  y  276  del  Código  de  Comercio.    5<»    Que 

|i  además,  tratándose  de  una  cuenta  que  ha  sido  aprobada 

li  por  las  partes,  según  consta  á  fs.  21  y  fs.  27,  el  instrii 

mentó  con  que  se  ha  pedido  la  ejecuciones  de  los  com- 
prendidos en  el  art.  465  inc.  4"  del  Código  de  Proce- 
dimientos, consideración  que  el  Juzgado  tuvo  pre- 
sente cuando  se  solicitó  el  mandamiento  de  ejecu- 
ción contra  el  Banco  ejecutado  en  este  incidente.  6°  Que 
en  cuanto  á  los  cargos  que  se  hacen  al  Juzgado  en 
el  escrito  de  fs.  35  por  el  representante  del  Banco, 
son  completamente  infundados.  Consta  á  fs.  126.  que 
dicho  señor  pretendió  abstenerse  de  hacer  la  proposición 
de  un  martiliero  y  solicitó  que  el  Juzgado  hiciera  el  nom- 
bramiento. Ese  pedido  fué  desechado,  según  así  resulta 
de  la  providencia  recaída  en  su  escrito,  ordenándosele  cu  ni 
pliera  con  lo  dispuesto  por  el  art.  512,  que  manda  que 
el  martiliero  se  nombre  á  propuesta  de  las  partes,  y,  sólo 
en  caso  de  disconformidad,  se  nombre  de  oficio. — A  fs. 
127,  el  representante  del  Banco  propuso  á  los  martilieros 
Lynch  y  Fernández  y  no  habiendo  el  ejecutado  estado 
conforme —fs.  130— el  Juzgado,  en  cumplimiento  de  lo 
dispuesto  por  el  artículo  recordado,  nombró  al  martiller 
D.  César  T.  Plá.  Esto  prueba  la  inexactitud  afirmada  d 
que  el  Juzgado  haya  prescindido  de  los  martilieros  pro 


I 


Digitized  by 


Google 


,'ffi;M.if'if'-^  ^^J'.' >'<^iyWijyWfff *<>?>. il'llü  «^if^HP 


—  279  — 

,5 
puestos  por  la  parte  del  Banco  como  maliciosamente  lo  '^ 

sostiene  su  representante.     Otra  inexactitudes  la  falta  ;' 

de  intervención  del  representante  del    Banco,  en  lo   re- 
lativo á  la  cuenta  del    martiliero.     A    fs.    17   de    estos  ; 
autos,  consta  que  se  le  ordenó  manifestara  su  conformidad  , 
con  ella;  á  fs.  18  se  presentó  pretendiendo  excusar  esa                                i¡ 
manifestación  y  no  habiéndola  aceptado,   el  Juzgado  le                                íj 
intimó  áfs.  19,1o  hiciera  en  los  términos  ordenados,  bajo 
apercibimiento.  Entonces,  á  fs.  21,  manifestó  conformi-                                '. 
dad,  aunque  haciendo  la  salvedad  improcedente  de  que                                ] 
no  debía  entenderse  con  él  esa    diligencia  sino    con  el  i 
ejecutado.    Referente  á  la  cuenta  de  Plá,  dice  de  Paula                                ¡ 
en  su  escrito  :  «  Estimando  la  cuenta  del  rematador^  señor 
Juez,  solo  tengo  que  ohservar  que  justificada    la  cuenta                                 ] 
de  gastos,  la  comisión  que  se  cobra  es  equitativa  y  creo  : 
no  difiere  de  la  comisión  corriente  ó  usual  en  esta  clase  ' 
de  ventas.  Es  de  advertir  que  en  la  cuenta  de  fs.  8  del 
martiliero   Plá  y  sobre  la  cual  el   señor  de  Paula  ma-                                i 
nifestaba  conformidad,  el  martiliero  cobraba,  por  media 
comisión,  por  las  dos  veces  que  anunció  el   remate,  el 
8  *^/o,  mientras  que  el  ejecutado  convino  con  el  mismo 
martiliero,  más  tarde, — fs.  23, — reducirla  á  la  mitad  ó  sea 
un  2  **/o  sobre  cada  remate,  lo  que  equivalía  á  la  ipedia 
comisión  que  es  prácticaabonar  en  estos  casos,  de  acuerdo 
con  diversas  resoluciones  dictadas  por  el  Superior.  Este 
convenio  no  tiene  el  carácter  de  una  transacción  que  da 
derecho  al  martiliero  contra  la  señora  de  Boucau.   No 
tiene  más  alcance  que    cumplir  el    auto  de    fs.    19,   ya 
acordado,  en  el  cual  se  ordenó  la    conformidad  de    los 
interesados  con  la  cuenta  referida,  á  fin  de  establecer  el 
líionto  de  la  comisión  que  debía  abonarse    y  no  puede  | 

>stenerse,  partiendo  de  esa  base,  que,  por  esa  circuns-  \ 

ancia,  el  martiliero  perdiera  la  acción  contra  el  Banco  j 

que  sólo  la  conservara   contra    la  señora  de  Boucau, 
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pues,  como  se  ha  dicho  en  autos  y  debe  entenderse,  entre 
los  preceptos  de  la  ley,  el  martiliero  no  era  mandatario 
de  esta  señora,  sino  del  Banco  ejecutante,  en  cuyo  be- 
neficio se  decretó  el  remate.  No  deja  de  sérmenos  in- 
fundada la  otra  razón  que  se  hace  valer  para  fundar 
la  inhabilidad  del  título^  el  hecho  de  haberse  decretado 
la  postergación  del  primer  remate,  á  petición  del  eje- 
cutado, sólo  son  responsables  el  Juzgado  y  el  ejecutado 
Ante  las  razones  expuestas  por  el  ejecutado  en  el  es 
crito  de  fs.  136,  la  urgencia  del  caso,  y  por  no  acceder 
á  una  demora  de  unos  cuantos  días,  el  Juzgado  al  decretar 
esa  postergación,  hacía  uso  de  una  facultad  acordada 
por  la  ley,  pues,  no  se  vulneraban  los  derechos  del 
ejecutante  sino  que  así  se  evitaba  que  se  sacrificaran 
intereses  valiosos,  como  eran  los  que  debían  rematarse 
con  perjuicio  evidente  para  el  ejecutado,  mientras  que  al 
ejecutante  no  le  sucedía  lo  mismo  con  esperar  unos 
días  más  para  que  se  realizara  la  operación.  Debe  te- 
nerse presente  que  la  institución  de  la  justicia  no  se 
ha  creado  para  arruinar  al  litigante,  sino  como  una 
garantía  de  las  personas  y  de  los  intereses  com- 
prometidos en  los  asuntos  que  buscan  solución  ante 
los  tribunales.  Respecto  á  la  falta  de  poder  para  tran- 
sar que  se  atribuye  el  representante  del  Banco,  es  de  ob- 
servarse, que  tal  argumento  carece  de  importancia  porque, 
como  ya  queda  demostrado,  no  ha  existido  transacción 
alguna  y  porque  tampoco  podría  alegarla  de  Paula,  en 
razón  de  que  el  autor  de  un  acto  nulo  no  puede  ara- 
pararse  de  él,  y  porque,  tratándose  de  un  incidente  del 
juicio  principal,  tiene  personería  para  intervenir  en  él,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  art.  17  del  Código  de  Procedi- 
mientos. Lo  expuesto  demuestra  acabadamente  la  teraeri 
dad  de  las  pretensiones  del  representante  del  Banco  y  ej 
procedimiento  erróneo  que  ha  usado  para  defender  sus  de- 
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rechos.  T  En  cuanto  ala  nulidad:  esta  excepción  sólo  pro- 
cede cuando  se  han  violado  las  formas  esenciales  de  los 
procedimientos  establecidos  por  la  ley.  De  autos  resulta 
que  se  han  observado  fielmente.  En  efecto :  á  fs.  27 
consta  que,  con  la  intervención    de    los    interesados,  se  *   \ 

aprobó  la  liquidación  de  la  comisión  y  gastos  del   ma,r-  í 

tillero;  á  fs.  28  vta.,  que  se  libró  mandamiento  de   eje-  J 

cución  contra  el  Banco  de  Italia  y  Río  de  La  Plata ;  á  | 

fs.   32   aparece    diligenciado    el   mandamiento,    habién-  | 

dose  embargado  la  suma  depositada  en   el  Banco  de  la  í 

Nación  Argentina,  por  haberse  negado  al  pago  el  Banco  '^ 

de  Italia;  á  fs.  33  vta.  se  le  citó  de  remate  al  ejecutado  \ 

— art.  485  del  Código  de  Procedimientos. — No  afirman-  1 

dose  por  el  ejecutado  que  se  hayan  violado  estas  formas  j 

del  procedimiento,  y  no  teniendo  más  fundamentos  la 
excepción  que  las  razones  dadas  para  la  inhabilidad  del 
íítulo—esj  como  los  demás,  improcedente.  3*"  Que  el  deber 
del  Banco,  dado  lo  infundado  de  sus  excepciones,  es 
pagar  al  martiliero  su  cuenta  para  después  repetir  con-  i 

tra  la  ejecutada  por  la  cantidad  que   se  le  adeuda  por  i 

capital,  intereses  y  costas— arts.  523  y   525  Código  de  i^ 

Procedimientos. — Asilo  entendió  el  Banco,  pues,  según  ■       -] 

consta  á  fs.  40,  ya  antes  de  esta  ejecución,  entregó  al  :¡_ 

martiliero  150  pesos  moneda  nacional  á  cuenta  de  su 
comisión  y  gastos. — Por  estas  consideraciones,  las  ex- 
puestas por  el  ejecutante  en  el  escrito  de  fs.  55,  que 
el  Juzgado  las  estima  arregladas  á  derecho  y  de  acuerdo 
con  lo  estatuido  por  los  arts.  498  y  507  del  Código  de 
Procedimientos,  no  hago  lugar  á  las  excepciones  opuestas 
por  el  representante  del  Banco  de  Italia  y  Río  de  la 
Plata,  y  en  su  consecuencia,  sentencio  esta  causa  de  rema- 
te, mandando  llevar  adelante  la  ejecución,  hasta  hacerse 
pago  al  acreedor  de  la  suma  reclamada,  con  sus  intereses 
y  costas.    Estimo  en  doscientos  pesos  moneda  nacional  i 
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los  honorarios  del  Dr.  Rivarola,  y  en  cuarenta  pesos 
de  igual  moneda  los  del  procurador  Juan  José  Plá. 
Repónganse  los  sellos  y  regístrese.— L.  A.  Peyret. — 
Ante  mí:  Carlos  N.  González, 


La  Excma.  Cámnra,  al  revocar  esta  sentencia,  declara  procedente  la 
'excepción  de  inhabilidad  de  titulo  y  resuelve  que  el  martiliero  no  tiene 
acción  contra  el  ejecutante,  después  de  consentida  la  sentencia  de 
remate  que  hace  responsable  al  ejecutado  de  todos  los  gastos  del  juicio. 
Esta  doctrina  viene  á  cambiar  la  jurisprudencia  del  mismo  tribunal  en 
cuestiones  análogas. 

El  sumario  de  la  causa  se  ha  redactado  de  acuerdo  con  esta  resolución. 
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Sumario  :  El  despachante  de  aduana,  en  su  carácter  de  comisionista, 
sólo  tiene  acción  contra  el  que  trató  sus  servicios,  sin  que 
pueda  responsabilizar  al  propietario  de  las  mercaderías 
despachadas. 


(  CONFIRMADO  ) 

Vistos  estos  autos,  resulta : 

P  Que  con  fecha  4  de  Marzo  de  1892,  don  Tomás  Pau- 
letti,  en  representación  de  los  señores  J.  Camartino  H"^* 
y  C'%  demandó  á  Pedro  C.  Díaz  por  cobro  de  la  suma 
de  1,168  pesos  con  50  centavos  moneda  nacional,  saldo 
de  la  cuenta  de  f.  1,  y  proveniente  de  comisión  de 
despacho  de  aduana,  pago  de  derechos,  corretaje,  etc., 
de  diversas  mercaderías  que,  como  comisionistas,  habían 
abonado  por  cuenta  de  Díaz.  Expone:  Que  en  la 
cuenta  de  f.  1,  se  detallan  todas  las  operaciones  veri- 
ficadas por  Camartino  H"'^'  y  0%  lo  mismo  que  las 
cantidades  entregadas  á  cuenta  por  el  señor  Díaz;  que 
antes  de  ocurrir  al  Juzgado  con  esta  demanda,  había 
"^.echo  varias  gestiones  para  obtener  de  Díaz  el  pago 
ie  la  suma  que  le  debía,  pero  que  ellas  habían  sido 
infructuosas;  que  en  tal  virtud  entablaba  demanda 
íontra  el  referido   Díaz   para    que   fuera   condenado   á 
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pagar  la  suma  mencionada,  sus  intereses  y  costas  del 
juicio.  Apoya  su  acción  en  el  derecho  establecido  por 
el  art.  8%  inc.  5®  del  Código  de  Comercio,  y  en  el  deber 
en  que  estaba  el  deudor  de  abonar  lo  que  legítimamente 
adeudaba,  lo  que  constituía  un  precepto  generala  en 
nuestra  legislación.  —  2®  Conferido  traslado  al  deman- 
dante á  fs.  4,  lo  evacuó  á  fs.  6,  pidiendo  el  rechazo 
de  la  demanda,  con  especial  condenación  en  costas, 
por  las  razones  siguientes:  porque  son  falsos  los  hechos 
en  que  reposa  la  acción;  porque  no  ha  dado  tal 
comisión  á  los  demandados,  ni  les  ha  entregado  canti- 
dad alguna  á  cuenta  de  los  gastos  que  se  le  hubiese 
podido  ocasionar  para  el  despacho  de  los  muebles  de 
su  propiedad;  que  lo  único  que  ha  mediado  es,  que 
dio  la  comisión  para  despachar  esos  muebles  á  un 
señor  Schwatzer,  con  quien  tenía  relaciones  de  negocios 
y  por  tener  fondos  de  su  pertenencia  en  su  poder,  quien 
había  cumplido  esa  comisión  como  otras  que  le  tenía 
dadas,  resultando  después  un  saldo  en  contra  de  Schwat- 
zer, cuando  se  hizo  el  arreglo  de  su  cuenta  corriente; 
que  si  su  comisionista  habla  ocupado  á  los  demandantes, 
el  caso  estaba  perfectamente  previsto  por  el  art.  223 
del  Código  de  Comercio,  según  el  cual,  el  comisionista 
queda  directamente  obligado  hacia  las  personas  con 
quienes  contrata,  sin  que  éstas  tengan  acción  contra  el  co- 
mitente; que  pedía  se  resolviera,  como  lo  había  solicitado 
en  el  exo?íl¡^  —  3®  Por  el  auto  de  fs.  9  vta.,  el  Juzgado 
se  declaró  competente  para  conocer  el  asunto.  Recibida 
la  causa  á  prueba  y  habiéndose  producido  la  que  expresa 
el  certificado  de  fs.  19,  el  demandante  presentó  el  ale- 
gato de  fs.  29,  quedando  en  estado  de  sentencia,  según 
consta  á  fs.  31. . 

Y  considerando:  V  Quedados  los  términos  negativos 
en  que  la  demanda  fué   contestada  por   Díaz,    al   actor 
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le  incumbía  la  prueba  de  su  acción,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  la  Ley  1%  Tít.  14,  Pág.  3^  —  2*^  Que  tra- 
tándose de  un  contrato  definido,  por  los  arts.  232  y 
221  del  Código  de  Comercio,  era  deber  del  demandante 
acreditarlo  en  autos,  acompañando  la  prueba  á  que  se 
refiere  el  art.  208  del  Código  citado,  desde  el  momento 
que  el  demandado  había  negado  su  participación  en  el 
contrato  referido. — 3°  Que  la  única  prueba  producida 
por  la  parte  de  Camartino  H"***  y  C'%  con  el  fin  de  jus- 
tificar su  acción,  son  las  posiciones  de  fs.  15,  absueltas 
por  Díaz,  y  el  informe  de  la  aduana,  agregado  á  fs.  22. 
—  Esta  prueba  en  nada  favorece  las  pretensiones  del 
demandante.  En  efecto:  las  posiciones  fueron,  en  la 
parte  capital  del  asunto,  contestadas  negativamente, 
dejando  subsistente  los  fundamentos  que  se  aducían 
por  el  demandado  al  pedir  el  rechazo  de  la  demanda. 
El  argumento  que  se  hace  valer  por  el  actor,  basado  en 
la  contestación  de  Díaz  á  la  segunda  y  octava  posición 
de  fs.  14,  en  nada  influye  para  hacer  prosperar  su 
acción,  pues  el  hecho  de  que  Díaz  haya  ido  alguna  vez 
con  Camartino  á  la  Aduana,  con  el  objeto  que  se  indi- 
can en  las  posiciones  referidas,  no  es  causa  suficiente 
para  deducir  la  existencia  de  un  contrato  respecto  del 
cual,  la  ley  exige  medios  positivos  de  prueba — art.  208— y 
no  meras  presunciones,  que  nunca  pueden  autorizar  la 
condenación  del  demandado. —  El  informe  de  la  Aduana 
no  favorece  al  actor;  se  limita  á  consignar  que  los 
muebles  detallados  en  la  cuenta  de  f.  1,  fueron  despacha- 
dos por  Camartino,  lo  que  no  ha  sido  desconocido  por 
el  demandado;  también  dice,  que  don  Fernando  Schwat- 
zer  no  era  despachante  de  Aduana.  —  Esto  no  arroja  luz 
alguna,  á  los  efectos  de  la  comprobación  del  contrato  que 
sirve  de  fundamento  á  la  demanda,  siendo,  por  consiguien- 
te, ineficaz  la  pruebaproducida.  —  4*^  Que  lo  único  que  se 


Digitized  by 


Google 


m- 


^ 


~  .286  — 

deduce  délos  elementos  acumulados  en  autos,  es,  que  el 
mandato  del  despacho  de  los  muebles,  fué  conferido  á 
Camartino  H°^*  y  C**  por  don  Fernando  Schwatzer,  encar- 
gado á  su  vez  por  Díaz  de  efectuar  esa  gestión.  Esto  se 
corrobora  por  el  contenido  de  la  6*  y  7*  posición  de  fs,  14, 
que,  en  esta  parte,  viene  á  ratificar  lo  expuesto  por  el 
demandado  en  su  escrito  de  fs.  6. — Siendo  esto  así, 
la  acción  no  procede  contra  Díaz  sino  contra  Schwat- 
zer, con  arreglo  á  la  prescripción  del  art.  233  del  Código 
de  Comercio.  —  Por  estas  consideraciones,  absuelvo  de 
la  demanda  á  don  Pedro  C.  Díaz  y  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  en  el  art.  221  del  Código  de  Procedimientos, 
declaro  los  actos  del  juicio  á  cargo  del  actor.  Estimo 
el  honorario  del  doctor  González,  en  cincuenta  pesos 
moneda  nacional.  Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en 
la  Ciudad  de  Buenos  Aires,  á  veinticuatro  de  Febrero 
de  mil  ochocientos  noventa  y  tres.  —  Repónganse  los 
sellos  y  regístrese.  — L.  A.  Peyret.  — -  Ante  mí:  Carlos 
N.  González. 
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Sumario;  1*  Rigiéndose  las  relaciones  entre  comitente  y  corredor  por 
las  disposiciones  del  mandato,  el  mandante  debe  al  manda- 
tario los  saldos  que  las  operaciones  de  Bolsa  hayan  producido 
y  que  haya  pagado  ó  garantido.  — 2"  El  comitente  no  puede 
alegar  la  nulidad  de  la  operación  por  falta  de  entrega  de 
los  títulos  comprados,  en  tanto  no  justifique  que  proveyó  al 
corredor  de  los  fondos  necesarios  para  su  pago,  antes  de  la 
fecha  de  la  entrega. 


(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Agosto  P  de  1892.  —Vistos  estos  autos, 
resulta:  1"  Que  á  fs.  39,  se  presentó  Don  Juan  Carlos 
Martínez,  con  los  documentos  de  f.  1  á  fs.2Ü,  exponien- 
do: Que  en  su  carácter  de  corredor  de  Bolsa  compró 
por  cuenta  y  orden  de  Don  Torcuato  Ocampo,  rail  tres- 
cientas acciones  de  la  Sociedad  anónima  «Muelles  y 
Depósitos  de  las  Catalinas  »  para  el  31  de  Octubre  de 
1889,  á  los  corredores  y  precios  que  se  expresan  en  la 
cuenta  que  acompaña,  junto  con  los  informes  subs 
criptos  por  Ocampo,  correspondientes  á  la  compra  de 
mil  de  las  mencionadas  acciones.  Respecto  á  las  otras 
trescientas  que  fueron,  dice,  las  que  compró  primera- 
mente, afirma  no  haber  exigido  á  Ocampo  su  conforme 
por  escrito,  pero  que  éste  lo  dio  verbalmente,  como  lo 
prueba  la  carta    de  fecha  23  de  Octubre  que  en   copia 
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adjunta  y  cuyo    contenido  fué  reconocido  por  Ocampo, 
no  haciendo  observación  alguna,    ni  muclio    menos,  ne- 
gando lo  que  en  ella  le  comunicaba;  que  llegado  el  día 
del  vencimiento,  fin    de  Octubre,    y  como   Ocarapo    no 
le  hubiere  entregado  el   dinero  necesario  para  levantar 
las  acciones  compradas,  no  obstante  haberle  asegurado 
siempre  que  lo  tendría  á  su  disposición  en  el  momento 
oportuno,  se  vio  forzado  á  liquidar  la  operación  el  día 
treinta,  á  fin    de    evitarse  las   penas  impuestas  por  el 
Reglamento  de  la  Bolsa  á  los  corredores  que  no  presen- 
tan sus  liquidaciones   en  la  oportunidad  fijada  por    el 
mismo    reglamento,    esto    es,    el    día    inmediato    ante- 
rior   al  último    del   mes;    liquidación   que    efectuó    por 
medio  de  la  correspondiente  venta  del  mismo  número 
de  acciones  compradas,  cuya  venta  fué  hecha  á  los  co- 
rredores y  por   los   precios  que  también  figuran    en   la 
cuenta  que  presenta;  que  según  está  establecido  por  los 
usos  de  la  Bolsa,  los  corredores  no  se  cambian  boletos 
por  las  operaciones  contratadas  el  día  de  la  liquidación 
pero,  que  la  citada  venta  fué  justificada  con  el  certificado 
que  también  acompaña  expedido  por  la   Cámara  Sindi- 
cal; que  liquidada  así  la  operación,  arrojó  para  su  comi- 
tente   Ocampo    una  pérdida    de   47.276    pesos    moneda 
nacional,  comprendiéndose  en  esta  suma  el  importe  de 
sus  comisiones;  que  el  Señor  Ocampo   tampoco  le  en- 
tregó esta  cantidad,  la  que  á  su  vez  él  debía  poner  en 
manos  del  liquidador  oficial  de  la  Bolsa,  debido  á  cuya 
falta  y  de  otros  comitentes,  fué  considerado  como  corre- 
dor fallido  y  puesto  en  prisión  con  motivo  de  los  pro- 
cedimientos que  se   iniciaron  en  Diciembre  del  mismo 
año  1889  contra  los  corredores  de  Bolsa;  manifestando 
por  último,  que  Ocampo  le  tiene  entregado  la  suma  de 
12.321    pesos    moneda   nacional  á  cuenta  del  saldo  que 
le  debe  por  sus  operaciones  de  Octubre  y  que,  además. 
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de  este  saldo  le  debe  también  500  pesos  por  las  opera- 
ciones del  mes  anterior,  de  todo  lo  cual  resulta  el  que 
arroja  la  cuenta  que  presenta  de  35.455  pesos  ;  concluye 
entablando  demanda  contra  aquél,  á  fin  de  que  sea  con- 
denado á  pagarle  dicha  suma  con  sus  intereses,  lo 
mismo  que  á  la  indemnización  de  los  daños  y  perjui- 
cios que  ha  sufrido  á  consecuencia  de  no  haber  cum- 
plido sus  obligaciones  el  comitente  y  el  pago  de  todas 
las  costas  del  juicio.  Invoca  en  su  apoyo  las  disposi- 
ciones de  los  arts.  308,  335,  336,  379  y  381  del  Código 
de  Comercio. — 2^  Que  corrido  traslado,  el  demandado 
lo  evacuó  á  fs.  57  pidiendo  el  rechazo  de  la  demanda, 
con  costas,  fundándose  en  lo  siguiente:  Que  no  adeuda 
un  solo  peso  al  demandante,  puesto  que  éste,  como 
corredor  de  Bolsa  ó  comisionista,  no  ha  cumplido  con 
el  mandato  de  que  instruyen  los  documentos  con  que 
acompaña  su  demanda,  ni  se  desprende  de  ésta  que 
haya  satisfecho  suma  alguna  de  dinero  por  razón  del 
mandato;  que  de  tales  documentos,  lo  único  que  resulta, 
es  —  que  dio  orden  para  la  compra  de  mil  acciones  de 
los  «Depósitos  y  Muelles  de  las  Catalinas»  para  el 
31  de  Octubre  de  1889,  pero  no  de  mil  trescientas,  como 
lo  pretende  el  actor;  que  ese  día  el  demandante  debió 
entregarle  la  cosa  comprada  de  acuerdo  con  la  comisión 
que  le  confió  —  art.  312  del  Código  de  Comercio. — Y 
entre  tanto,  sin  tener  orden  de  venderlas,  resolvió  por 
sí  y  por  su  cuenta,  liquidar  irregularmente  y  antes  del 
vencimiento  la  operación  ordenada,  faltando  á  las  ins- 
trucciones recibidas.  Que  se  trata,  pues,  de  un  mandato 
no  cumplido,  porque  el  deber  del  mandatario  ha  sido 
tener  prontas  las  acciones  para  serles  entregadas  el  día 
;eñalado  por  los  boletos  con  que  se  promueve  la  acción; 
que,  por  otra  parte,  la  demanda  no  justifica  que  en  reali- 
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dad  el  actor  comprara  para'él  las  mil  acciones  de  que 
instruyen,  los  boletos  presentados,  ni  que  el  mismo  actor 
haya  efectuado  con  sus  fondos  propios  el  pago  de  las 
diferencias  que  pretende  cobrarle;  que  es  cierto  que  el 
comisionista  tiene  derecho  para  exigir  del  comitente 
las  sumas  que  ha  desembolsado  con  motivo  del  mandato 
ó  de  la  comisión,  pero  que,  en  el  presente  caso,  la  ley 
no  ampara  al  demandante  por  cuanto  no  ha  desembol- 
sado suma  alguna,  y  al  contrario,  ha  dejado  de  cumplir 
con  sus  acreedores,  razón  por  la  cual  quebró  en  la 
Bolsa  y  fué  puesto  en  prisión,  no  teniendo,  pues,  apli- 
cación en  el  caso  ocurrente  la  disposición  del  art.  381 
del  Código  de  Comercio.  —  Niega  haber  dado  al  actor 
la  orden  para  la  compra  de  las  trescientas  acciones  que 
comprende  en  la  demanda  y  termina  sosteniendo  la 
inaplicabilidad  de  las  disposiciones  legales  en  que  funda 
la  demanda,  por  tratarse  de  un  mandatario  que  ha  vio- 
lado las  órdenes  recibidas,  ejecutando,  por  su  cuenta, 
actos  que  no  ha  ordenado  el  mandante, —  S'^  Que  re- 
cibida la  causa  á  prueba  se  ha  producido  por  el  actor 
la  que  determina  el  certificado  del  actuario,  corriente  á 
fs.  61  vta. 

Y  considerando:  1°  Que  Ocampo,  al  contestar  la 
demanda  á  fs.  57,  reconoce  haber  ordenado  al  actor 
comprara  mil  acciones  de  los  «Depósitos  y  Muelles 
de  las  Catalinas  »  para  el  último  día  del  mes  de  Octubre 
de  1889,  á  los  precios  que  se  expresan  en  los  boletos 
agregados  de  f.  1  á  fs.  7. — 2°  Que  si  bien  el  demandado,  en 
el  mismo  escrito,  desconoce  haberle  autorizado  para  com- 
prar las  300  acciones  restantes  á  que  se  refiere  el  escrito 
de  demanda,  al  absolver  la  posición  27  del  pliego  de  fs 
195,  confiesa  — que  entre  las  operaciones  autorizadas  poi 
él,flgura  una  partida  de  100  acciones  compradas  á  D.  W 
Campbell  al  precio  de  ciento  once  por  ciento,  ambas  par; 
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fines  del  mes  de  Octubre.   Coafiesa  también,  absolviendo 
la  posición  28  del  mismo  pliego,  que  es  posible  recibiera 
el  duplicado  de  varios  de  los  boletos  que  le  pasaba  su  comi- 
sionista á  objeto  jie  recabar  su  conformidad.  3**  Que  no 
figurando  en  los  boletos  conformados  de  f.  1  á  fs.7  las  dos- 
cientas acciones  mencionadas  en  el  considerando  ante- 
rior, compradas  á  Campbell  y  Llavallol,  es  forzoso  deducir 
que  el  demandado  no  confirmó  los  boletos  correspondien- 
tes á  dichas  partidas.  De  consiguiente,  á  las  mil  acciones  f' 
reconocidas  por  Ocampoá  fs.  57,  debe  agregarse   las  dos- 
cientas acciones  reconocidas  en  las  posiciones  de  fs.  195, 
todo  lo  cual  forma  un  total  de  mil  doscientas.   Tal  es  el 
número  de  acciones  comprobadas  por  el  actor.    4®  Del 
estudio  de  la  prueba  producida  no  resulta  comprobado 
que  el  demandado  autorizara  al  demandante  para  adqui- 
rir por  su  cuenta  las  cien  acciones  restantes  para   for-  • 
mar  el  número  de  1300  cuyo  precio   se    reclama    á   fs. 
39.  En  efecto,  el  informe  del  presidente  de  la  Cámara  Sin- 
dical— fs.  110— no  hace  referencia  á  esta  circunstancia, 
concretándose  á  manifestar  en  el  párrafo  G%  que  formaba 
parte  de  la  liquidación  de  Martínez  la  compra  de    1300                                 ' 
acciones  «Muelles  y  Depósitos  de  las  Catalinas».  No  se                               .  : 
desprende  de  él  que  estas  acciones  hayan  sido  adquiridas 
por  orden  del  demandado.  En  cuanto  á  la  prueba  testi                                   j 
monial,  la  única  declaración  pertinente  es   la  del  testigo                                  1 
Ruñno  Martínez — fs.  130  vuelta— quien  declara  haber  oído  ' 
á  Ocampo  en  el  escritorio  del  demandante,  que  esas  ope-                                 ' 
raciones  consistían  en  mil  trescientas  acciones  de   las  ' 
Catalinas  compradas  á  varios  corredores  para  fin  de  Octu- 
bre de  1889.  Pero  esta  deposición  es  singular.  Alberto  F. 
Grache— fs.118— Copello— fs.l20— Repetto— fs.l26— decla- 

an,  que  Martínez  incluyó  las  operaciones  de  que  instruyen 
los  boletos  defs.  8  á  fs.  15  en  la  liquidación  de  fin  de  mes, 

'  que  es  cierto  que  los  corredores  de  Bolsa  no  se  cambian 
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boletos  perlas  operaciones  celebradas  en  los  últimos  días 
de  cada  mes  cuando  éstas  deben  formar  parte  de  la  liqui- 
dación. Como  se  ve,  estas  declaraciones  no  demuestran 
que  haya  mediado  la  autorización  negada  por  Ocarapo 
parala  compra  de  las  cien  acciones.  Las  declaraciones 
de  los  testigos  Ameglio,  Galup,  Llavallol  y  Pedro  León 
Martínez^  aunque  idénticas  á  la  de  los  testigos  anteriores, 
no  deben  tomarse  en  consideración,  por  cuanto  los  tres  pri- 
meros se  hallan  comprendidos  en  la  disposición  del  art. 
207  inc.  5°  del  Código  de  Procedimientos  y  el  segundo  en  el 
inc.  P  del  mismo.  En  idénticas  condiciones  se  encuentran 
Camilion — fs.l47— Casares— fs.  178  vuelta— Bhon—fs.  180 
— Heali— fs.202— Gandulfo— fs  212  — Leraoine— fs  224. 
Por  consiguiente,  la  única  prueba  pertinente,  para  acreditar 
la  afirmación  del  actor  sobre  el  punto  que  se  discute  es  la 
posición  27  del  pliego  de  fs.  195  y  de  la  cual  ya  se  ha  hecho 
mérito.  5®  Que  demostrado  como  queda  que  Ocampo  auto- 
rizó á  Martínez  para  adquirir  por  su  cuenta  las  mil  doscien- 
tas acciones,  corresponde  averiguar  si  los  demás  extremos 
de  la  demanda  entablada  han  sido  probados  por  el  actor. 
6®  Que  el  hecho  invocado  por  el  demandado,  en  su  defensa, 
dequeei  actor  no  cumplió  con  el  mandato  conferido  por 
haber  liquidado  las  operaciones  sin  su  orden  previa  antes 
del  vencimiento  del  plazo  estipulado  en  el  contrato,  carece 
de  todo  fundamento.  Es  jurisprudencia  establecida  por 
diversas  resoluciones  de  los  Tribunales  de  la  Capital,  que 
las  operaciones  encomendadas  álos  agentes  de  la  Bolsa  se 
rigen  única  y  exclusivamente  por  los  reglamentos  de  aquel 
establecimiento  y  las  disposiciones  del  mandato.  Se  ha 
comprobado  por  el  informe  de  fs.  110  que  Ocarapo  era  socio 
de  la  Bolsa  en  la  fecha  en  que  encomendó  esas  operacir 
nes  y,  por  consiguiente,  debió  conocer  todas  las  disposici 
nes  reglamentarias  y  la  práctica  seguida  para  la  verificacic 
de  las  operaciones  á  plazo.  Ahora  bien :  del  informe  c 
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presidente  de  la  Cámara  Sindical  de  la  Bolsa,  agregado  á 
fs.  110,  se  desprende  clara  y  explícitamente  que  los  agen- 
tes de  Bolsa  tienen  obligación  por  el  reglamento  de  esa 
institución  de  entregar  al  liquidador  oficial  sus  liquida-  1 

cienes  concluidas,  sumadas  y  firmadas,  el  último  dia  de  ^ 

cada  mes  hasta  las  dos  y  media  p.  m.  También  tienen  i 

obligación  de  cerrar  sus  operaciones  y  verificar  sus  com-  3 

probaciones  el  día  anterior  del  ñn  de  cada  mes.  Por  el  | 

reglamento  interno  se  ha  establecido  la  pena  de  expulsión  -j 

para  los  agentes  que  dejan  sin  liquidar,  sin  causas  plena-  .; 

raentejustiflcadas,  la  totalidad  ó  una  parte  de  sus  opera-  " 

ciones,  dando  lugar  ala  compra  ó  venta  en  remate  de  los  ', 

títulos  ó  especies.  7^  Que  siendo  esto  así,  Ocampo  ha 
tenido  la  obligación  de  retirar  las  acciones  compradas 
antes  de  la  fecha  de  la  liquidación,  cumpliendo  con  el 
reglamento  de  la  Bolsa,  á  cuyas  disposiciones  se  había 
sometido  por  el  hecho  de  haber  contratado  tales  operacio- 
nes. Martínez,  operando  como  agente  de  la  Bolsa  y  en  su 
carácter  de  comisionista,  al  proceder  en  la  forma  que  se 
indica  en  los  números  cinco  y  seis  del  informe  de  fs.  110, 
presentado  con  las  notas  de  la  liquidación  la  compra  de 
las  acciones  verificada  por  orden  de  Ocampo  lo  mismo 
que  la  venta  de  las  mismas  hechas  á  los  agentes  Heali,  ,; 

Bohn,  Gandulfo,  Casares  y  Repetto,  no  hizo  mas  que  some- 
terse á  las  disposiciones  del  reglamento  de  la  Bolsa  para 
evitar  así  su  expulsión  y  cumplir  con  las  reglas  del  man- 
dato. Es  regla  general,  en   materia  de  comisión,  que  en 
defecto  de  órdenes  ó  instrucciones  del  comitente,  el  comi- 
sionista debe  ejecutarla  comisión  x)brando  como  lo  haría  en  ¡I 
negocio  propio,  y  conforme  al  uso  del  comercio — art.  342 
rirvdigo  de  Comercio  anterior.  No  era,  pues,  necesario  que 
;)erara  las  instrucciones  de  Ocampo  para  liquidar  sus 
ferencias,  desde  que  éste,  en  vísperas  del  fin  del  mes,  no 
había  dado  instrucción  alguna,  como  él  mismo  lo  ase- 
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gura  fs.  57  y  fs.  201  vuelta.  8^  Que  también  debe  tenerse 
presente  que  se  trata  de  operaciones  á  plazo ;  que  el  deman- 
dado no  había  suministrado  á  su  agente  los  fondos  nece- 
sarios para  el  desempeño  de  la  comisión  puesta  á  su 
cuidado;  de  consiguiente,  Martínez  no  ha  podido  tener  á 
su  disposición  las  acciones  para  entregárselas  el  día  mis- 
mo de  la  liquidación,  época  en  que  debía  cumplir  estric- 
tamente con  una  disposipión  terminante  del  reglamento, 
cuya  violación  sancionaba  contra  él  la  expulsión  de  la 
rueda  de  corredores.  9°  Que  el  argumento  opuesto  por  el 
demandado,  de  que  el  actor  no  ha  justificado  que  en  reali- 
dad no  adquiriera  para  él  mismo  las  accionasen  cuestión, 
también  carece  de  fundamento  y  debe  desecharse.  Basta 
tener  presente  que  Ocampo  autorizó  al  demandante  para 
efectuar  aquellas  operaciones,  y  que  ha  manifestado  su  con- 
formidad por  escrito,  firmando  los  documentos  de  f.  1  á 
fs.  7  y  verbalmente,  como  lo  ha  confesado  absolviendo  las 
posiciones  del  pliego  de  fs.  195,  pregunta  27.  10**  Que 
igualmente  carece  de.  fundamento  la  afirmación  que  se 
hace  en  el  escrito  de  fs.  57,  de  que  no  le  consta  que  el  de- 
mandante haya  efectuado  con  sus  fondos  propios  el  pago 
de  las  diferencias  que  pretende  cobrarle.  Ya  se  ha  demos- 
trado, por  el  informe  de  fs.  110,  que  Martínez  liquidó  sus 
operaciones  de  Octubre  de  1889,  formando  parte  de  ellas 
1300  acciones  de  las  Catalinas,  en  cuyo  número  se  hallan 
incluidas  las  que  mencionan  los  boletos  de  f.  1  áfs.  7,  Del 
último  párrafo  del  informe  citado— fs,  111 — resulta,  que 
Martínez,  por  un  arreglo  hecho  con  la  liquidación,  se  hizo 
cargo  de  su  deuda  íntegra,  habiendo  dado  en  garantía  por 
ella,  dos  propiedades  suyas,  cuyo  precio  excedía  en  mucho 
al  valor  de  la  liquidación.  IP  Que  cualquiera  que  sea  la 
forma  usada  por  el  actor  para  satisfacer  el  sald 
de  la  deuda  de  su  comitente,  siendo  por  el  regh 
mentó    de    la  Bolsa  exclusivamente  responsable  de  lai 
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operaciones  de  Ocampo,  de  acuerdo  con  la  disposición  del 
art.  381  del  Código  de  Comercio  anterior,  es  evidente  que 
tiene  derecho  á  repetir  por  el  importe  de  todos  los  gastos  y 
desembolsos  verificados  en  desempeño  de  su  comisión, 
con  los  intereses  respectivos — arts.  336,  Código  de  Comer-  I 

ció  y  1940, 1948  y  1951,  Código  Civil.  12«  Que  habiendo  | 

reconocido  Martínez  que  el  demandado  le  entregó  á  cuenta  "^ 

de  sus  operaciones  la  suma  de  doce  mil  y  tantos  pesos, 
hecho  que,  por  más  que  haya  sido  negado  por  Ocampo  en  la 
absolución  de  posiciones,  lo  ha  reconocido  explícitamente 
en  el  escrito  de  fs.  47  vuelta,  para  llegar  á  la  liquidación 
exacta  del  saldo  reclamado,  debe  tenerse  presente  que  la 
cuenta  agregada  á  fs.  20  no  está  de  acuerdo  con  los  bole- 
tos conformados  por  Ocampo  de  f.  1  á  fs.  7.  En  efecto:  las 
mil  acciones  que  arrojan  los  citados  boletos,  según  los 
precios  establecidos  en  dichos  memorándums,  arrojan  la 
suma  de  98.150  pesos  moneda  nacional.  Agregando  200 
acciones  compradas  á  Campbelljy  Llavallol,  se  forma  el  total 
de  120.450  pesos  moneda  nacional,  pues,  en  la  cuenta  de  fs. 
20  se  incluye  una  partida  de  300  acciones  compradas  á 
D.  Pedro  León  Martínez,  al  precio  de  ciento  cuatro  y  de 
cincuenta,  que  debe  eliminarse  por  no  haberse  comprobado 
su  autorización.  Ahora  bien:  délos  120.450  pesos  deben 
deducirse  80.216  pesos,  que  es  á  lo  que  queda  reducida  la 
partida  de  86.900  pesos  que  figura  en  dicha  cuenta  como 
producido  de  la  venta  de  las  acciones  después  de  elimi- 
narse cien  acciones  que,  al  precio,  término  medio,  de  sesen- 
ta y  seis  pesos  y  ochenta  y  cuatro  centavos,  importan  seis 
mil  seiscientos  ochenta  y  cuatro  pesos  y  cuya  eliminación 
procede  desde  que  si  sólo  se  ha  comprobado  haber  auto- 
rizado Ocampo  la  compra  de  mil  doscientas  acciones,  no 
puede  el  actor  haber  vendido  por  cuenta  de  aquél  mil  tres- 
cientas, y  entonces,  el  saldo  de  las  operaciones  de  compray 
venta  de  las  acciones  queda  reducido  á  cuarenta  mil  dos- 
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cientos  treinta  y  cuatro  pesos,  que,  agregados  á  doscientos 
cincuenta  pesos  y  ochenta  y  tres  centavos  que  importa  la 
comisión,  después  de  deducida  la  parte  proporcional 
correspondiente  á  las  acciones  eliminadas  de  la  citada 
cuenta,  forman  cuarenta  mil  cuatrocientos  ochenta  y  cua- 
tro pesos  y  ochenta  y  tres  centavos.  De  esta  suma  deben 
deducirse  los  doce  mil  trescientos  veintiún  pesos  que  el 
demandante  reconoce  haber  recibido  de  Ocampo,  y  así  se 
llega  á  un  saldo  líquido  de  veintiocho  mil  ciento  setenta 
y  tres  pesos  ochenta  y  tres  centavos  moneda  nacional  en 
contra  del  demandado,  no  incluyéndose  en  esta  cantidad, 
como  queda  demostrado,  los  quinientos  pesos  por  opera- 
ciones anteriores  á  Octubre  que  también  comprende  el 
actor  en  su  demanda  y  cuyo  reclamo  rechaza  el  Juzgado 
por  haber  desconocido  ese  crédito  el  demandado  y  no 
haberlo  acreditado  el  demandante,  como  le  incumbía. 
Por  estas  consideraciones,  fallo  declarando  probada  la 
acción  deducida  por  D.  Juan  Carlos  Martínez  y  conde- 
nando á  D.  Torcuato  Ocampo  al  pago,  dentro  de  diez  días, 
del  referido  saldo  de  veintiocho  mil  ciento  sesenta  y  tres 
pesos  y  ochenta  y  tres  centavos  moneda  nacional,  sus  inte- 
reses á  estilo  de  banco  desde  la  fecha  de  la  demanda  y 
las  costas  del  juicio — art.  221  del  Código  de  Procedimientos 
— á  cuyo  efecto,  se  regulan  los  honorarios  delDr.  Bilbao  en 
novecientos  pesos  moneda  nacional  y  en  trescientos  los 
del  procurador  Borré.  Repónganse  las  fojas  y  regístrese. 
— L.  A.  Peyret.  Ante  mí:  Jorge  F.  Patino. 
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LXIX 


Sumario:  El  término  tijadü  para  el  cumplimiento  de  la  condición  .sólo 
obliga  después  de  su  vencimiento.— 2»  Las  condiciones  lícitas 
estipuladas  en  los  contratos  son  para  las  partes  obligato 
rías  como  la  ley  misma. 


(confirmado) 

Buenos  Aires,  Julio  19  de  1892. — Vistos  estos  autos, 
resulta:  que  á  fs.  7,  se  presentaron  los  señores  Pedro 
Proverbio  é  Hilario  Gerosa,  demandando  á  la  Sociedad 
Anónima  Cooperativa  de  Panadería,  á  fin  de  que  fuera 
condenada  á  retirar  trescientas  acciones  de  la  misma 
sociedad  ó  pagar  su  valor  de  3000  pesos  moneda  nacio- 
nal, con  sus  intereses,  daños  y  perjuicios  y  las  costas 
del  juicio.  Fundando  la  demanda,  exponen  :  Que  el  6 
de  Abril  de  1889,  vendieron  á  dicha  sociedad  el  negocio 
de  panadería  establecido  en  la  calle  Pasco  N**  1053,  con 
todas  sus  existencias,  inclusive  los  derechos  á  un  con- 
trato de  locación  por  el  término  de  cinco  años,  celebrado 
con  el  propietario  de  la  casa  donde  se  hallaba  el  negocio; 
Que  realizaron  la  venta  por  la  cantidad  de  5.000  pesos 
oneda  nacional  de  curso  legal  y  pagaderos  en  qui- 
entas  acciones  de  la  sociedad  compradora,  que  les  fue- 
n    entregadas,    pero  con    la  obligación,  por  parte  de 
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ésta,  de  retirar  á  los  seis  meses  de  la  venta,  300  de  las 
mismas  acciones  siempre  que  ellos,  en  ese  plazo,  no  las 
hubieran  colocado,  como  así  consta  de  la  escritura 
pública  que  acompañan.  Que  la  mitad  de  esas  trescien- 
tas acciones  están  inscriptas  á  nombre  de  Proverbio  y 
la  otra  á  nombre  de  Geroso ;  que  antes  del  día  6  de 
Octubre,  en  que  vencían  los  seis  meses,  dieron  aviso  á 
la  sociedad  para  que  efectuara  el  retiro  de  las  acciones, 
y  como  á  pesar  de  las  diligencias  extrajudiciales  que 
han  hecho  no  han  obtenido  sino  promesas  no  cumplidas 
de  compra  de  las  acciones,  que  es  con  lo  que  les  ha 
estado  entreteniendo  la  sociedad,  olvidando  la  regla 
de  derecho  que  los  contratos  deben  siempre  cumplirse 
de  buena  fe  y  que  las  convenciones  legalmente  celebra- 
das son  ley  de  los  contratantes— arts.  209  del  Código  de 
Comercio,  y  1197  y  1198  del  Código  Civil— se  ven  en  el 
caso  de  entablar  esta  demanda.  Acompañan  las  tres- 
cientas acciones  de  la  referencia  á  efecto  de  que  sean 
depositadas  en  el  Banco  Nacional— f.  11. 

Conferido  traslado  de  la  demanda,  fué  evacuada  á 
fs.  16  por  Don  Santiago  R.  Piloto  y  Don  Cayetano  Rey 
Grimau,  como  presidente  el  primero  y  secretario  el  se- 
gundo de  la  sociedad,  pidiendo  el  rechazo  de  la  demanda, 
con  costas  á  los  actores  y  fundándose  en  que,  según 
el  contrato  de  compraventa  que  se  indica,  los  actores 
tenían  seis  meses  para  exigir  de  la  sociedad  el  desem- 
bolso de  las  trescientas  acciones,  siempre  que  en  ese 
tiempo  no  las  hubieran  colocado;  que  no  sólo  no  han 
hecho  uso  de  ese  derecho,  porque  en  ese  plazo  no  han 
deducido  ningún  género  de  reclamo,  sino  que  lo  han 
renunciado  expresa  y  categóricamente  por  el  hecho  de 
no  haber  aceptado  con  posterioridad  la  transferencia  de 
sus  acciones  vendidas  en  10  de  Octubre  de  1889  al 
señor  Don  Bernabé  Font,  con    la  aceptación  de  éste  en 
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el  escritorio  de  la  gerencia.  Que  tratándose  de  un  hecho 
verídico,  como  lo  probarán,  es  evidente,  dicen,  que  el 
derecho  de  los  demandantes  ha  caducado  como  también 
lo  es  que  no  han  dado  paso  alguno    para  la  colocación  í 

de  las  acciones;  que,  por  el  contrario,  se  han  resistido 
categóricamente  á  su  colocación,  con  lo  que  han  perju-  ¡j 

dicado  los  intereses  de  la  sociedad,  pues,  la  mente  y  el  j 

espíritu  de  asociaciones  como  ella    es    diseminar   en  el  i 

mayor  número  de    manos    sus    acciones.     Recibida    la  j 

causa  á  prueba,  por  el  auto  de  fs.  17,  se  ha  producido  .  \ 

la  que  indica  el  certificado  de  fs.  33. — Y  considerando  :  .        j 

1*^  Que  no  es  exacto  que  los    seis    meses    fijados  en  el  *j 

contrato  de  compraventa  de  que  instruye  la  escritura  de  j 

fs.  87  lo  haya  sido,  como  lo  pretende  la    parte  deman-  ! 

dada,  limitando  á  ellos   el   derecho  de  los  actores  para  •] 

exigir  el  reembolso  de  las  trescientas  acciones,  materia 
de  la  demanda;  pues,  al  contrario,  según   resulta  de  los  j 

términos  claros   en   que    está    redactada  esa    condición  J 

del  contrato,    recién  después   de    vencidos    dichos  seis  i 

meses,  y  en  el  caso  de  que  la  sociedad  no  hubiera  cura-  j 

plido  su  obligación,  es  que  los  actores  podían  ejercitar  tal  i 

derecho.     «Es  condición   de  la  venta,  dice  la  escritura,  } 

que  los  compradores  retirarán  á   los    seis   meses    de  la  '  ^ 

fecha,  trescientas  de  las  mismas  acciones,  siempre  que  ^ 

los  vendedores,  en  ese  tiempo,  no  las  hubiesen  colocado.» 
Como  se  ve,  los  seis  meses  los  tenía  la  sociedad  com- 
pradora para  efectuar  el  retiro  de  las  acciones  y  entonces 
mal  podían  los  demandantes  obligarla  á  que  cumpliera 
esa  obligación  antes  del  vencimienti)  del  plazo  del  con-  ^ 

trato.  Es  pues,  inadmisible  la  pretensión  de  la  socie- 
dad, en  cuanto  á  que  el  derecho  de  los  actores  ha 
caducado  porque  no  usaran  de  él  dentro  del  pla7o 
recordado.  2^  Se  alega  también,  en  la  contestación  á  la 
demanda,  como  otras  de  las  causas   que  han  producido 
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la  caducidad  de  ese  derecho,  que  los  demandantes, 
posteriormente  á  la  expiración  del  plazo,  se  resistieron 
á  transferir  las  acciones  á  don  Bernabé  J.  Font,  á  quien 
habían  sido  vendidas,  lo  que  ha  importado,  se  afirma^ 
una  renuncia  categórica  á  dicho  derecho.  Pero  nada 
dice  la  sociedad  respecto  de  si  la  venta  fué  efectuada 
por  ella  ó  por  los  demandantes,  ó  por  lo  menos,  con 
el  acuerdo  de  éstos,  ni  sobre  las  condiciones  en  que 
ella  se  realizó,  lo  que  tampoco  resulta  de  la  prueba 
rendida.  El  silencio  guardado  sobre  estos  puntos  impide 
apreciar  la  influencia  que  puede  tener  con  relación  á 
la  procedencia  ó  improcedencia  de  la  acción  el  hecho 
de  que  se  trata.  Obligada,  como  estaba,  la  sociedad  á 
retirar  trescientas  acciones,  entregando  su  valor  nominal, 
¿había  caducado  el  derecho  de  los  demandantes  porque 
no  quisieran  transferir  las  acciones  no  habiéndolas 
vendido,  sino  entregádoles  previamente  su  valor?  Evi- 
dentemente no.  ¿Había  caducado  acaso,  si  habiéndose 
hecho  la  venta  con  el  consentimieuto  de  ellos,  ^ero  con 
la  condición  de  pagar  el  precio  previamente  á  la  trans- 
ferencia, se  negaran  á  efectuar  ésta  por  no  haberse 
cumplido  la  condición?  Tampoco,  Si  la  venta  se  hubiera 
efectuado  por  los  actores,  ó  con  su  acuerdo  y  por  razón 
de  ella,  sin  que  mediaran  causas  imputables  á  la  sociedad 
ésta  no  hubiera  podido  efectuar  el  retiro  de  las  acciones 
en  el  término  pactado;  entonces  se  explicaría  la  defensa 
de  la  parte  demandada,  Pero,  no  habiendo  invocado 
hecho  alguno  de  esta  naturaleza,  sobre  lo  cual  al  con- 
trario, ha  guardado,  como  se  ha  dicho,  completo  silencio; 
y  puesto  que  ni  la  venta  ha  sido  justificada,  no  tiene 
el  Juzgado  para  qué  entrar  en  mayores  consideraciones 
á  efecto  de  rechazar  la  pretensión  de  la  parte  demandada 
—  La  prueba  producida  consiste  en  las  declaraciones  pres- 
tadas por  Rosquellas  á  fs.  120,  por  Busnelli  á  fs.  121, 
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y  en  las   posiciones   absueltas  por  Proverbio  á  fs.  122.  5 

—  Lo  único  ¡que  declara  el  primero  es  que  Font  pidió  á 
Proverbio,  en  la  gerencia  de  la  sociedad,  solicitara  del  Direc-  1 

torio  permiso  para  hacer  la  transferencia  de  las  acciones. 
La  declaración  de  Busnelli,  que   debe  ser  juzgada  con  ] 

presencia  de  la   prestada   por  el  mismo  á  fs.  64,  pues^  ^ 

ambas  son  correlativas,  lejos  de  favorecer  al  demandado  <¡ 

lo  perjudica  desde  que  declara,  que  fué  acompañado  por  - 

Proverbio  á  la  sociedad,   donde   dejó  una    nota  escrita  / 

para  el  presidente,  recordándole  el  día  del  vencimiento  '  j 

del    plazo  estipulado  para  el  retiro  de  las   acciones,  y  j 

que    habiendo   vuelto  por  la   contestación  se   les    dijo 
que  la  sociedad  ya  tenía  un  comprador  y  que  era  nece- 
sario que  Proverbio  firmara   la  solicitud  para  la  trans-  1 
ferencia,  á  la  que  éste  se  negó  porque  el  convenio  que  | 
tenia  con  la  sociedad  era    que  ésta  debía  convertir  en  \ 
dinero  el  importe  de  las  acciones  el  día  del  vencimiento  i 
del    plazo.     Y    por  lo   que    respecta    á    las    posiciones                            ; 
absueltas  por  dicho  Proverbio,  lo  único  que  establecen                            * 
es,  que  estuvo  en  tratos    con  Font   para  venderle    sus                           \ 
propias  acciones ;  pero  no  las  que  debía  retirar  la  sociedad.                            j 
Según  la  contestación  dada  á  las  preguntas  5%  6*  y   10*                           | 
de  las  posiciones,  parece  que  también  le  fueron   solici-                           j 
tadas  en  compra    por  Font  las  últimas   acciones,  á    lo                           ') 
que  no  quiso  acceder,  si  previamente  no  se  le  satisfacía 
su  importe,  lo  que  concuerda  con  las  contestaciones  de 
Busnelli.    Verdad   es  que  Jaca,   testigo  presentado   por 
los  demandantes,   en    su  declaración  de  fs.  52,  afirma 
que  Busnelli  y  Proverbio  no   fueron  á  la  sociedad  con 
el  objeto  que  el  primero  manifiesta,   sino  á  conocer  la 
forma  en  que  podrían  transferirse  300  ú  800  acciones  que 
dijeron   haber   vendido  á    Font  y    que  este    comprador 
fué    presentado   á  la  sociedad  por    Proverbio,    pero  tal 
declaración    carece  de    fuerza   probatoria,    no    solo  por 
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ser  el  testigo  gerente  de  la  sociedad  demandada,  sino 
por  tratarse  de  una  declaración  singular.  Se  dice  tam- 
bién, en  la  contestación  á  la  demanda,  que  los  deman- 
dantes no  dieron  paso  alguno  para  la  colocación  de  sus 
acciones.  Si  con  esto  se  ha  querido  sostener  que  á 
ello  estaban  obligados,  basta  tener  presente  la  parte  de 
los  términos  de  la  escritura  que  se  refiere  á  la  condi- 
ción de  la  venta,  para  comprender  que  ella  no  les 
imponía  tal  obligación.  —  4®  Que  no  resultando  probado 
hecho  alguno  que  liberte  á  la  sociedad  demandada  del 
cumplimiento  de  la  condición  á  que  se  sometió  1^  venta 
y  en  presencia  de  lo  establecido  en  los  artículos  309  del 
Código  de  Comercio  anterior,  bajo  cuyo  imperio  se  celebró 
el  contrato,  arts.  1197  y  siguientes  del  Código  Civil, 
se  llega  á  la, conclusión,  que  es  procedente  la  demanda 
interpuesta.  —  Por  estas  consideraciones,  fallo  —  conde- 
nando á  la  Sociedad  «Cooperativa  de  Panadería»  á  retirar, 
dentro  del  término  de  diez  días,  pagando  á  los  deman- 
dantes su  valor  nominal,  las  trescientas  acciones  que 
motivan  esta  demanda,  importante  la  suma  de  tres 
mil  pesos  moneda  nacional,  con  sus  intereses  respectivos 
á  estilo  de  Banco  desde  la  fecha  de  la  demanda  y  las 
costas  del  juicio — art.  221  Código  de  Procedimientos,— 
Fíjase  el  honorario  del  doctor  López  en  trescientos  pesos 
moneda  nacional. — Regístrese  y  repónganse  las  fojas. 
—  L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí:  Jorge  F.  Patino. 
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SoMARio :  1"  La  posesión  de  bienes  muebles  es  presunción  de  la  propie- 
dad del  poseedor.  —  2«  Los  documentos  privados  no  tienen 
fecha  cierta  con  respecto  á  terceros,  sino  desde  su  presentación 
en  juicio.  — 3«  Para  que  la  prueba  escrita  hai^a  procedente  la 
testimonial  en  asuntos  de  mayor  cuantía,  el  documento  debe 
proceder  de  la  contraparte  ó  del  que  tenga  intereses  contrarios 
á  la  prueba  que  de  él  resulte. 


(confirmado) 


Vistos   estos  autos,   resulta:    V    Que    á    fs.   17,    don  ' 

Manuel  Copello,  ea  representación  de  don  Domingo  Bó,  ;<■ 

se  presentó,  en  los  autos  seguidos  por  don  Carlos  Guevara  -f 

contra  don    Rodolfo   Stein,   exponiendo:  que  ha  tenido  ' 

conocimiento  de  haber  sido  embargados  por  Guevara  los  ^ 

muebles  y  colección  de  armas  de  propiedad  de  su  man- 
dante, por  valor  de  tres  mil  pesos   moneda  nacional,  en  - 
casa  de  don  Rodolfo  Stein,  donde  estaban  depositados ; 
que  entabla  tercería  de  dominio,  para  que  en  su  oportuni- 
dad, se  levante  el  embargo.  Presenta  un  recibo  firmado  por 
Stein  para  acreditar  la  venta  hecha  á  su  poderdante;  un 
compromiso  firmado  por  el  mismo  Stein,  como  depositario,                               * 
y  una  lista  de  la  colección  de  armis  y  muebles.    Pide  se                               ^' 
levante    el  embargo  trabado   y  se  declaren  las  cosías  á                              j 
cargo  del  ejecutante. — 2*^  Conferido  traslado  de  la  demanda?                              4 
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por  el  auto  de  fs.  18,  fué  evacuado  porStein  á  fs.  21  y  por 
Guevara  á  fs.  22.  Expone  el  primero :  Que  cuando  el 
Oficial  de  Justicia  se  presentó  á  su  casa  á  hacer  el 
embargo,  le  manifestó  que  todo  lo  que  existía  allí  per- 
tenecía á  Bó  por  habérselo  vendido;  que  los  documen- 
tos que  acreditaban  su  propiedad  deben  existir  en  su 
poder,  y  que  lo  que  corresponde  es  que  se  mande  en- 
tregar á  su  dueño  dichos  objetos.  El  segundo,  expuso: 
Que  es  completamente  inverosímil  lo  que  manifiesta  el  ter- 
cerista al  afirmar  que  los  bienes  muebles  se  hallaban  ea 
poder  del  ejecutado  á  título  de  depositario;  que  de  los 
documentos  que  ha  presentado  se  deduce  que  la  colección 
de  armas  la  había  comprado  para  venderlas  y  los  demás 
muebles  para  adornar  su  casa  habitación;  que  no  se 
explica  que  los  dejara  en  la  casa  del  ejecutado,  que  no  es 
de  comercio  y  donde  ni  se  hallan  á  la  vista  del  público ;  que 
es  evidente  que  los  hechos  en  que  se  funda  la  tercería 
constituye  una  simulación.  Fundado  en  los  arts.  1085  y 
2412  del  Código  Civil,  pide  el  rechazo  de  la  demanda,  con 
expresa  condenación  en  costas.  3*  Que  recibida  la  causa 
á  prueba  por  el  auto  de  fs.  25  y  mandada  agregar  la 
producida,  que  instruye  el  certificado  del  actuario  á 
fs.  58  vta.,  se  dictó  la  providencia  de  autos,  quedando 
esta  causa  en  estado  de  sentencia.  Y  considerando :  1° 
Que  al  tercerista  incumbe  la  prueba  de  los  fundamentos 
de  su  acción  — Ley  1%  Título  14,  Partida  3^ —2°  Que  la 
prueba  producida  consiste  en  los  documentos  privados 
agregados  de  f.  1  á  fs.  12  y  en  la  declaración  de  los  testigos 
Benito  Rodríguez,  Casimiro  López,  Luis  Scala,  de  fs.56á 
59.  —  3^  Que  los  documentos  citados  carecen  de  valor 
jurídico  para  acreditar  la  propiedad  de  los  bienes  embar- 
gados por  tratarse  de  instrumentos  privados  cuya  fecha 
cierta,  con  relación  á  terceros,  es  la  de  su  presentacióa 
en  juicio  ó  en  otra  repartición    pública,  para  cualquier 
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fin,  con  tal  que  allí  quedasen  archivados  —  art.  1035,  inc.  1% 
Código  Civil. —  El  embargo  fué  trabado  con  fecha  5  de 
Febrero  de  1892,  según  resulta  del  juicio  ejecutivo,  mien- 
tras que  la  fecha  cierta  de  estos  documentos  es  la  que 
lleva  el  cargo  puesto  al  pié  del  escrito  de  fs.  18  por  el 
actuario,  4  de  Octubre  de  1892. — 4^  En  cuanto  á  la 
prueba  testimonial,  el  testigo  Rodríguez,  declara  :  que  es 
cierto  el  contenido  de  la  segunda  pregunta  del  interroga- 
torio de  fs.  56.  La  forma  en  que  se  halla  redactada  la 
pregunta,  demuestra  su  inverosimilitud,  porque  en  ella 
no  se  pregunta  á  persona  determinada.  Este  testigo  no 
depone  por  conocimiento  propio,  sino  por  haberle  oído 
decir  á  Bó.  En  iguales  condiciones  se  encuentran  las 
declaraciones  de  los  testigos  López  y  Scala:  de  sus  depo- 
siciones no  puede  deducirse  ni  remotamente  que  Bó 
fuera  propietario  de  los  bienes  embargados.  Además, 
estos  testigos  no  han  declarado  á  que  clase  y  número  de 
muebles  y  de  armas  se  refería  Bó.  La  misma  repregunta 
hecha  al  tercerista,  al  absolver  las  posiciones  de  f. .., 
hacen  más  inverosímil  su  pretensión.  En  efecto,  Bó 
confiesa  á  fs.  60  vta.  y  61,  que  cuando  le  pidió  á  Stein 
que  le  vendiera  las  armas,  para  pagarle  lo  que  le  debía, 
éste  le  dijo  que  estaban  embargadas  por  Guevara,  Tal 
confesión  constituye  la  prueba  plena  de  que  Bó  tuvo 
conocimiento  del  embargo  antes  de  adquirirlas.  —  5°  Que 
según  se  expresa  en  el  recibo  de  fs.  12,  los  muebles  y 
armas  que  se  reclaman  le  costaron  á  Bó  tres  mil  pesos 
moneda  nacional,  y  ha  debido,  por  consiguiente,  producir 
otra  clase  de  prueba  escrita,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
en  el  art.  209  del  Código  de  Comorcio  y  1193  del  Código 
Civil.  Aunque  se  admitiera  como  procedente  la  prueba 
testimonial  analizada  ya,  para  justificar  que  la  propiedad 
de  los  muebles  y  armas  pejrtenecen  á  Stein,  ella  es  insu- 
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ficiente,  como  jh  se  ha  establecido  en  el  considerando  S'^ 

—  art.  204  del  Código  de  Procedimientos. — G^  Que 
es  principio  de  derecho,  que  la  posesión  de  una  cosa 
mueble  vale  por  título,  según  así  lo  establece  el  art.  2412 
del  Código  Civil,  y  tanto  el  tercerista  como  el  ejecu- 
tado han  reconocido  en  autos  que  Stein  se  hallaba  en 
posesión  de  los  objetos  embargados,  si  bien  á  título 
de  depositario.  Pero  es  de  tenerse  presente  que  tanto  la 

'  disposición  del  art.  2532.  como  la  de  2609  del  Código  Civil, 
citados  en  el  alegado  de  fs.  67  vuelta,  no  tiene  aplicación 
al  presente  caso.  El  primero  ha  sido  citado  indudable- 
mente por  error,  y  en  cuanto  á  la  regla  establecida  por 
el  segando,  su  aplicación  es  contraria  á  los  derechos 
del  tercerista  desde  que  allí  se  preceptúa  claramente  que 
sólo  la  tradición  en  las  cosas  muebles  hace  adquirir  el 
dominio.  En  el  presente  caso,  Stein  ha  permanecido  en 
posesión  de  los  muebles  y  el  tercerista  no  ha  demos- 
trado que  se  haya  efectuado  la  tradición  traslativa  de  la 
posesión  —  arts.  2601  y  2609,  Código  Civil.  — Por  estos 
fundamentos  y  la  jurisprudencia  de  la  Excma.  Cámara,  en 
las  causas  CCCVI,  CDVII,  y  CDXXII,  fallo  declarando: 
que  el  tercerista  don  Domingo  Bó  no  ha  justificado  los 
extremos  de  la  acción  deducida,  no  haciéndose' lugar  á 
lo  solicitado  á  fs. ..,  con  costas,  á  cuyo  efecto  regulo  el 
honorario  del  doctor  Spangenlierg  en  docientos  pesos 
moneda  nacional  y  cien  de  igual  moneda  los  del  Procu- 
rador Osuna.  Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  Bue- 
nos Aires,  Capital  de  la  República,  á  treinta  y  uno  de 
Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres.  —  Repónganse 
las  fojas  é  insértese  en  el  libro  respectivo.  —  L.  A.  Petret. 

—  Ante  mí:  Ped7^o  Sirouret, 
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Sumario:  l**  El  contrato  en  que  se  transüere  la  propiedad  de  una  cosa 
mueble  por  un  precio  determinado  es  de  compraventa  y  no 
de  locación  de  servicios.— 2°  Kl  contrato  de  compraventa  sut> 
siste,  aún  después  de  la  muerte  de  uno  de  los  contratantes.— 
;>  La  falta  de  cumplimiento  ai  contrato  de  compraventa  hace 
pasiMeá  la  parte  ciilpablede  los  daños  y  perjuicios  que  cause 
la  falta  de  cumplimiento. — 4"  Los  daüos  y  perjuicios  por  falta 
de  cumplimiento  á  un  contrato  de  compraventa  consisten  en 
el  lucro  cesante  para  la  parte  que  tenia  obligación  de  dar  la 
cosa  ó  materia  del  contrato. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta  :  P  Que  á  fs.  IL  se  pre- 
sentó don  José  Lebrero  á  nombre  de  los    herederos  de 
don  Francisco  Roux.  exponiendo :   que  en  2  de  Diciem- 
bre de  1889,  el  referido  Francisco  Roux  celebró  un  con- 
trato con  los  señores  Dubois  y  Paggi  sobre  compraventa 
de  20.000  toneladas  de  piedra,  bajo  las  condiciones  esta- 
blecidas en  la  escritura  publica  que  en  testimonio  acom- 
pañaba; que  ese  contrato  principió  á  llevarse  á  efecto, 
cumpliendo  las  partes  con  sus  respectivas  obligaciones, 
íro  llegó  un  tiempo  en  que  Dubois  y  Paggi  se  negaron 
seguir  recibiendo  la  piedra  y  á  abonar  el  importe  de 
'  recibida,  por  lo  que  se  entabló  demanda  que  fué  tran- 
ida  con  motivo  de  haber  los  señores  Dubois  y  Paggi 
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reconocido  la  obligación  en|que  estaban  de  pagar  la  pie- 
dra entregada,  recibir  la  restante,  ó  abonar  los  perjuicios 
que  ocasionaren  ;  que  no  obstante  este  nuevo  compromiso 
no  han  cumplido  tales  obligaciones,  por  lo  que,  antes 
de  su  fallecimiento,  Roux  se  disponía  á  demandarlos  y 
hoy  lo  hacen  sus  herederos  ;  que  la  negativa  de  los  de- 
mandados á  cumplir  el  contrato  ocasionaría  á  su  repre- 
sentado la  privación  de  utilidades  que  fija  en  la  cantidad 
de  12.189  pesos  moneda  nacional;  que  tales  utilidades 
las  obtendría  en  razón  de  que  la  piedra  que  vendía  á 
Dubois  y  Paggi  á  6  pesos  20  centavos  moneda  nacional 
los  1000  kilos,  la  compraba  á  5  pesos  40  centavos  de 
[  igual  moneda  los  mismos  1000  kilos  á  los  señores  San- 

\  tiago  Massalin  y  0\  lo  que  dejaría  por  diferencia,  en 

f  los  valores  de  las  15.237  toneladas  que  los  demandantes 

i-  no  han  recibido  de  las  20.000   compradas,    la   cantidad 

^  que  ya  ha  apuntado;  que  Dubois  y  Paggi   retenían  in- 

debidamente la  suma  de  1.476  pesos  26  centavos,  recibi- 
dos de  Roux,  para  garantir  el  cumplimiento  del  contrato.  - 
Invoca  en  apoyo  de  la  acción  que  instaura  el   art.  1430          m 
del  Código  Civil,  y  pide  se  les  condene  á  los  demanda- 
dos á  recibir   la  piedra  comprada,  ó,  en   su    defecto,  á 
abonar  los  perjuicios  que  fijaba  en  la  suma  mencionada, 
más    la    cantidad    retenida    en  garantía  y  en  las  cos- 
tas del  juicio.  —  2^  Que  los  demandados  no  contestaron 
dentro  del  plazo  legal    el    traslado  conferido   de  la  de- 
manda, por  lo  que,  á  instancia  del  actor,  se  les  dio  por 
decaído  el  derecho  para  hacerlo    y    se  recibió  la  causa 
prueba  por   el  auto  de  f.— 3^    Que  producida  una  ar- 
ticulación   sobre    nulidad    del     procedimiento   por    el 
representante    de    Dubois    y    Poggi,   fué    resuelta   ad- 
versamente   en   ambas  instancias.     4"*   Que  la    pruel 
rendida  es   la   que    expresa  el  certificado  del  actuari 
de  fs.  133.  Y  considerando:  P  Que  cá  la  convención  q- 
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encierra  la  escritura  pública  que  en  testimonio  obra  á  fs.  6 
y  por  la  que  Roux  se  obliga  á  suminÍ3trar  á  Dubois  y 
Paggi  la  cantidad  de  20.000  toneladas  de  piedra,  al  precio 
de  6  pesos  20  centavos  m.  n.  los  1000  kilogramos,  no  puede 
atribuírsele  otro  carácter  que  el  de  un  contrato  de  compra- 
venta. La  pretensión  de  los  demandados,  de  que  es  de 
locación  de  servicios,  es  inaceptable  por  cuanto  el  actor 
ningún  trabajo  personal  ha  tomado  por  tal  convención,  y 
solo  sí,  la  obligación  de  entregar  una  cosa  para  trans- 
ferir la  propiedad  de  ella,  mediante  precio,  lo  que  la 
ley  define  como  venta — art.  1323,  Código  Civil  y  513  del 
de  Comercio  anterior.  La  ley  comercial  actual  no  se 
ocupa  de  la  locación  de  servicios  por  creerla  materia  de 
derecho  común,  mas  la  vigente  cuando  se  celebró  el 
contrato  cuyo  alcance  se  discute,  estatuía  en  el  art.  578, 
inspirado  en  el  número  2664  de  la  obra  de  Massé,  que  í 

sólo  existía  tal  convención   cuando  una  de  las  partes  se  | 

obligaba,  mediante  un  precio,  á  proporcionar  á  la  otra,  por  i 

cierto  tiempo,  el  uso  y  goce  de  una  cosa  mueble,   á  prestar  j 

sus  servicios  óá  hacer  por  su  cuenta  una  obradetermi-  1 

nada.  Este  concepto,  que  tan  alo  claro  hace  resaltar  la  ] 

diferencia  existente  entre  la  venta  y  la  locación  de  ser-  ,| 

vicios,  hallaba  todavía  más  definido  en  la  misma  ley,  por  ■; 

los  arts.  589  y  590.  En  el  primero,  se  prescribía,  que  la  :•; 

locación  de  obras  comprendía  los  servicios  manuales  y 
los  de  la  inteligencia,  y,  en  general,  todo  servicio  que  no  j 

coloca  á  quien  lo  presta,  como  representante  ó  manda-  \ 

tario  de  la  persona  para  quien  lo  ejecuta.  En  el  segundo,  i 

se  decía,  que  en  el  caso  que  un  obrero  pusiese  á  la  vez 
que  su  industria,  los  materiales,  habría  venta  y  «  locación 
de  servicios»;  —  venta,  por  el  valor  de  los  materiales,  y 
locación,  por  el  precio  de  los  trabajos.  En  el  presente 
caso,  la  simple  lectura  del  contrato  demuestra  que  la  obli- 
gación tomada  por  el  actor  es  de  entregar  una  cosa  para 
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transferir  su  propiedad  mediante  un  precio,  y  que  no  ha 
ofrecido  servicios  de  ningún  género,  por  lo  que  no  es 
posible  juzgar  las  responsabilidades  emergentes  de  la 
convención  por  las  prescripciones  relativas  á  la  locación. 
2®  Que  sentada  como  queda  la  existencia  de  un  contrato 
de  venta,  el  derecho  del  vendedor  para  exigir  su  cumpli- 
miento ó  la  rescisión,  con  los  daños  y  perjuicios,  es  indis- 
cutible, pues,  está  expresamente  declarado  en  la  ley.  Como 
se  trata  de  una  compraventa  mercantil,  según  lo  han 
reconocido  las  mismas  partes,  trayendo  el  asunto  á  esta 
jurisdicción,  la  disposición  aplicable  es  la  del  art.  535  del 
Código  de  Comercio  antiguo,  que  faculta  al  vendedor,  en 
caso  de  mora  del  comprador,  ó  á  pedir  la  rescisión  del 
contrato,  ó  á  depositar  judicialmente  los  efectos  vendidos 
y  á  reclamar  el  precio  é  intereses  moratorios,  vale  decir,  el 
lleno  de  las  obligaciones  tomadas  por  la  convención.  La 
lectura  de  la  demanda  demuestra  que  el  representante  de 
los  herederos  de  Roux,  ha  ajustado  sus  exigencias  á  dicho 
texto  legal  y  que  carece  de  valor  el  argumento  que  hacen 
los  demandados  en  el  alegato,  de  que  no  ha  podido  pedirse 
la  rescisión,  invocando  disposiciones  de  la  ley  civil  que 
no  tienen  aquí  aplicación.  3°  Que  no  se  ha  alegado  ningún 
vicio  que  invalide  la  escritura  de  fs.  G  que  encierra  la 
convención  cuya  ejecución  se  solicita,  por  lo  que,  sus  cons- 
tancias conservan  la  presunción  de  verdad  que  les  acuerda 
la  ley — arts.  993  y  994,  Código  Civil.  4**  Que  está  plena* 
miente  acreditado  en  el  expediente,  que  los  demandados 
no  han  recibido  la  cantidad  de  piedra  comprada,  no  sólo 
por  la  carta  de  fs.  4,  sino  por  la  confesión  prestada  á 
fs.  85.  En  la  carta  manifiestan  el  propósito  de  no  recibir 
el  resto  de  la  piedra  comprada,  pretendiendo  haberse 
operado  la  rescisión  del  contrato,  y  esa  manifestación 
no  tendría  aplicación  si  ya  se  hubiese  efectuado  la  entrega 
de  la  totalidad.  Y  si  esto  dejase  alguna  duda,  ella  des 
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aparecería  con  la  sola  lectura  de  las  posiciones.  La  tercera  j 

pregunta  del  pliego  de  fs.  84,  cuyo  tenor  es  :  «  dign  como  i 
es    cierto    que    üubois   y     Paggi   recibieron    solamente                     .        ,;] 

4963  toneladas  de  piedra  por  haberse    negado  desde  la  ^ 
muerte  de   don  Francisco    Roux    á    seguir    cumpliendo                        '    -^ 

con  el  contrato  »,  "se  ha  contestado  aürmativamente  por  ; 

Dubois.    5^    Que    el    propósito    del  actor,  de  ajustarse  '■ 

por  su  parte  á  los  deberes  que  la  convención  le  inipo-  . 

nía,  resulta  no  sólo  del    hecho  de  haber  ofrecido  y  re-  - 

clamado  el   recibo  de    la  piedra  vendida,    sino    de    las  \ 
deposiciones  de  los  testigos  Reynal  y  Belmonte  —  véase                      .        i 

fs.  104  vta.  y  106  —  de  las  que  se  desprende  que,  á  pesar  '' 

de  tener  ya  Roux  comprado  á  Massalin  y  C'''  la  piedra  :; 

á  entregarse    á    Dubois  y   Paggi,    celebró  convenciones    '  j 

con  terceros  para    garantirse  de  que   podía  disponer  de  ' 

la  piedra  vendida,   aun  en   el ^  caso    desque  Massalin  y             ■  i 

O'^  faltaran  á  su  contrato.   G*^  Que  está  justificado,  por  ;■ 

la  escritura  de   f.  8,    que  la  piedra  que  Roux  vendía  á  j 
6  pesos  20  centavos  moneda  nacional  los  1000  kilos,  la    ^                 .        'i 

compraba  á  Santiago  Massalin  y  C'''  á  5  pesos  4  centavos  j 
de  igual  moneda    los  mismos   1000    kilos,  revelando  la                     •        | 

fecha,  como   las    cláusulas    insertas    en  ella,  que  Roux  : 

celebró    tal    convención  en    razón  de  sus  compromisos-  ^ 

con    Dubois  y  Paggi.   La    diferencia    de    precio   en   las         ^  íj 
15.237    toneladas    de    piedra    representaría  la   suma  de 
12.189  pesos    60   centavos  moneda  nacional,    que   es  lo 

que  el  actor  cobra  por  perjuicios.    7'' Que  aunque  por  su  - 

calidad  se  excluyen  la  acción  de  cumplimiento  y  la  acción  J 

de  rescisión,  habiendo  mediado  discusión  y  prueba  sobre  | 

ambos,   el    Juzgado    cree  proceder  dentro  del  límite   de              ^  ^. 

sus  atribuciones  colocándose  en  su  fallo  en  ambas  hipó-  i 
tesis  evitando  de  esa  manera  á  las  partes  nuevas  contiendas 
sobre  los  mismos  puntos,  que  les   originarían  gastos  y 
pérdida  de  tiempo.  8^  Que  la  afirmación  del  a:;tor,  de  que 


Digitized  by 


Google 


"PH^^.ff^ilffllVPP» 


; '  -  312  - 

:  '  Dubois  y  Pagg!  re  tenían  en  garantía  del  cumplimiento 

la  cantidad    de    1.476   pesos    con    20   centavos   moneda 
nacional,'  está  acreditada  por  la   confesión  encerrada  en 
;  a  carta  de  f.  4,    que  Dubois  ha  reconocido  como  de  su 
'  puño  y  Jetra    á  fs.    85.    Es  cierto  que  es   una  postdata 

de  la  carta  la  que  se  encierra  esa  declaración,  y  que 
tal  ¡postdata  no  está  firmada;  pero,  en  los  capítulos  VII 
y  VIII  del  alegato  de  fs.  160,  se  contiene  idéntico  reco- 
nocimiento. 9"  Que  cumpliendo  el  contrato,  ó  autorizada 
su  rescisión,  no  hay  motivo  que  justifique  tal  retención 

'  .  desde  que  ella    sólo    estaba    destinada    á   garantir  que 

Roux  llenará  las  obligaciones  que  tomó  por  la  convención, 
la  que,  en  tal  caso,  habría  cesado  de  existir.  —  Por  las 
anteriores  consideraciones,  fallo :  condenando  á  los  de- 
mandados á  recibir  las  15.237  toneladas  de  piedra  que 
faltan  para  completar  la  cantidad  comprada  y  á  pagar 
su  precio,  ó  en  su  defecto,  á  abonar  la  suma  de  12.189 
pesos  60  centavos  moneda  nacional  como  indemnización 
de  perjuicios,  quedando,  en  tal  caso,  rescindido  el  contrata 
y  debiendo,  en  ambos,  devolverse  á  los  herederos  de 
Roux  la  suma  de  1.476  pesos  26  centavos  moneda 
nacional,  retenida  en  garantía  por  los  demandados.  Fijo 
como  término  para  cumplir  con  las  prestaciones  indi- 
cadas diez  días,  desde  la  notificación  de  este  fallo.  Declaro 
las  costas  causadas  á  cargo  de  los  demandados,  esti- 
mando los  honorarios  del  doctor  Ramón  González  en 
setecientos  pesos  moneda  nacional  y  los  del  procurador 
Lebrero  en  trescientos  pesos  de  igual  moneda.  Y  por 
esta  mi  sentencia,  definitivamente  juzgando,  así  lo 
pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires, 
Capital  de  la  República  Argentina,  á  diez  y  siete  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos.  Repóngar 

^  los  sellos  y  regístrese.  —  L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí :  Car 

y  N.  González, 
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Sumario:  Es  facultativo  de  los  tribunales  de  comercio  la  concesión 
de  moratorias,  siempre  que  no  existíi  la  prueba  plena  de  que 
hay  bienes  para  el  pago  íntegro  de  todos  los  acreedores  en 
virtud  de  la  espera. 

(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Mayo  27  de  1892. —Y  vista:  La  soli- 
citud de  moratorias  deducida  por  la  «Sociedad  Argen- 
tina de  Tramways».  Y  considerando:  P  Que  no  se 
ha  suministrado  prueba  alguna  de  que  la  imposibi- 
lidad de  pagar  de  pronto  á  los  acreedores  provenga 
de  accidentes  extraordinarios  ó  de  fuerza  mayor,  desde 
que  no  pueden  considerarse  tales  el  ejercicio  de  dere- 
chos en  juicio  contra  la  compañía,  ni  el  estado  por  que 
atraviesa   la  plaza,   que  es  general,  y  que  si  ha  podido  J 

originar  una  moratoria  establecida  por  la  ley,  no  puede 
servir    de    fundamento    á    esperas    particulares  que  se  ¡ 

soliciten  ante  los  Tribunales  de  Comercio,  2*^  Que  tampoco  j 

se  ha   justificado,   por  medio  de    un    balance   exacto  y  .j 

documentado,  que  la  compañía  tenga  fondos  suficientes  ] 

liara  pagar  íntegramente  á   sus  acreedores  mediante  el 

lazo  ó  espera   que  se  solicita.    En  efecto:    la    inexac- 

itud   del  balance   resulta  de   las  observaciones  hechas 
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por  varios  acreedores  en  la  junta  de  que  da  cuenta  el 
acta  de  fs y  de  las  cuales  consta  que  se  ha  exage- 
rado, disminuido  y  omitido  créditos  contra  la  compañía. 
Por  otra  parte,  del  informe  de  fs.  73,  verificado  con 
vista  de  los  libros  y  papeles  de  la  compañía,  resulta 
que  en  el  balance  se  ha  exagerado  el  activo  y  dismi- 
nuido el  pasivo,  presentando  como  valores  títulos  sin 
colocación  y  presentando  por  su  precio  de  costo,  propie- 
dades que  han  caído  en  la  notoria  depreciación  que 
afecta  á  los  bienes  inmobiliarios.  3**  Que  aun  en  la 
hipótesis  de  que  el  balance  se  considerara  exacto,  la 
posibilidad  de  pagar  integramente  á  los  acreedores, 
mediante  el  plazo  solicitado,  tampoco  sería  probable, 
teniendo  presente  que  el  negocio  de  la  compañía  para 
poder  funcionar  y  producir  beneficios,  exigiría  desem- 
bolsos que  aquélla  no  podría  verificar  como  manifiesta- 
mente se  demuestra  por  la  naturaleza  de  los  recursos 
de  que  dispone  (informe  de  fs.  73).  4»  Que  no  obstante 
las  rectificaciones  de  varios  acreedores  respecto  del 
monto  de  sus  créditos,  que  dificultan  el  cómputo  exacto 
del  capital  que  representan  para  el  voto  y  asi  mismo, 
aun  reputando  que  no  haya  votado  contra  la  concesión 
I  de  la  moratoria  el  número  de  acreedores  determinados 
I"  en  el  art.  1590  del  Código  de  Comercio,  el  Tribunal,  en 
[  virtud  de  los  antecedentes  que  quedan  indicados,  á  lo 
I  que  debe  agregarse  la  existencia  de  procederes  irregu- 
í  lares  del  deudor,  puestos  de  manifiesto  en  el  citado 
'  informe  de  fs.  73,  está  facultado  por  el  art.  1591  del 
recordado  código  para  coriceder  ó  negar  la  moratoria* 
Por  estos  fundamentos,  no  hago  lugar  á  la  moratoria 
solicitada  por  la  «Sociedad  Argentina  de  Trani\vays«, 
y  en  consecuencia,  queda  sin  efecto  la  suspensión  provi 
soria  délos  procedimientos.  —  L.  A.  Peyret. — Ante  mí 
Eugenio  Blanco. 
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LXXIII 


SUMABio :  1".  .Iiistiticaflo  ei  dominio  y  lu  tradit'ióii,  la  tíM'ceria  íIo  doiiii- 
iiio  ílf'fK'  díM'lararst'  pnK'í^dcnte.  — •>.  La  fi.rlia  de  la  escri- 
tura, antcM'ior  á  a(nudia  en  que  se  contrajo  la  obligación 
ejecutada,  es  presunciíni  de  la  realidad  del  contrato. . 


(  CONFIEMADO  ) 

Buenos  Aires,  Setiembre  22  de  1891.— Vistos  estos 
autos,  i-esulta:  Que  á  fs.  2.  se  presentó  D.  Cándido  Jimé- 
nez, como  apoderado  de  Doña  Juana  B.  de  Betancourt, 
deduciendo  tercería  de  dominio  en  nombre  de  ésta,  sobre 
la  finca  sita  en  la  calle  de  Córdoba  número  300  antiguo 
y  918  moderno,  embargada  en  la  ejecnción  segnida  por 
el  Banco  de  la  Provincia  contra  Doña  Adela  Beascoe- 
chea  de  Martins,  afirmando  pertenecer  á  su  representada. 
Pide,  qne  en  su  oportunidad,  se  levante  dicho  embargo, y 
en.  cnanto  á  los  títulos  de  propiedad,  manifiesta  que  no  los 
acompaña  por  encontrarse  archivados  en  el  Banco  Hipo- 
tecario de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  por  reconocer  la 
finca  ^m  gravamen  hipotecario  á  favor  de  dicho  Banco. 
Que  conferido  traslado  al  Banco  de  la  Provincia  y  á  la 
ejecutada,  el  primero  lo  evacuó  á  fs.  (j,  por  intermedio  de 
su  representante,  pidiendo  no  se  hiciera  lugar  á  la  terce- 
ría, con  costas,  fundándose  en  las  siguientes  considerado- 
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nes:  Que  el  Banco  fué  inducido  á  denunciar  á  embargo  la 
finca  mencionada  por  haber  manifestado  la  deudora  que  le 
pertenecía  cuando  solicitó  el  préstamo  y  coincidió  esto  con 
el  hecho  de  habitar  aquélla  en  la  misma  casa  donde  tiene 
constituido  su  domicilio;  que  examinadas  las  escrituras 
en  que  se  funda  la  tercería,  se  há  convencido  de  que  la 
finca  pertenece  en  realidad  á  la  ejecutada  y  que  esas 
escrituras  sólo  envuelven  uña  simulación ;  que  según  esas 
escrituras  Doña  Adela  Beascoechea  de  Martins  (la  eje- 
cutada) compró  en  1874  la  finca  en  cuestión  por  125.000 
pesos  moneda  corriente,  abonando  al  contado  55.000  pesos 
y  el  resto  á  plazos,  con  hipoteca.  En  1885,  la  compradora 
vendió  á  su  señora  madre  Doña  María  Romero  de  Beas- 
coechea la  misma  finca  volviéndola  á  comprar  la  hija  en 
Agosto  de  1884  por  8.000  pesos  moneda  nacional,  de  los 
cuales  había  entregado  la  compradora,  antes  del  día  de 
la  venta,  4.294  pesos  moneda  nacional,  y  por  el  resto  se 
hizo  cargo  de  una  hipoteca  que  reconocía  la  propiedad. 
Por  último,  en  Marzo  de  1886,  y  siendo  ya  deudora  del 
Banco  con  mal  servicio,  pues,  el  origen  de  la  obligación  por 
la  que  ahora  se  le  ejecuta  es  de  Noviembre  de  1884,  la 
expresada  Adela  Beascoechea  de  Martins  vende  la  propie- 
dad mencionada  á  su  hermana  Doña  Juana  Beascoechea 
de  Betancourt,  tercerista,  por  el  mismo  precio  y  con  la  hipo- 
teca que  la  había  comprado  dos  años  antes,  declarando 
que  el  dinero  lo  había  recibido  antes  del  otorgamiento, 
siendo  de  advertirse  que  la  última  compradora  carecía  de 
bienes  cuando,  según  la  escritura,  efectuó  la  compra.  Que 
según  de  la  relación  hecha,  sacada  de  las  mismas  escri- 
turas, no  puede  caber  duda  de  que  se  trata  de  una  simula- 
ción, fraguada  con  un  fin  ilícito  como  es  el  de  defraudar  á 
un  acreedor.  Que  no  es  creíble  que  una  hija  venda  á  su 
señora  madre  una  finca,  la  recupere  más  tarde  para  ven- 
derla á  una  hermana  sin  recursos,  siempre  por  el  mismo 
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precioy  sin  dejar  de  habitar  la  casa.  Concluye  manifes- 
tando, que  en  oportunidad  ha  de  probar  los  hechos  que 
concurren  á  poner  en  evidencia  la  simulación  que  perju- 
dica al  Banco  con  cuyo  fin  ha  sido  cometida,  pues,  la  deu- 
dora carece  de  otros  bienes. — En  cuanto  á  la  ejecutada,  no 
habiendo  contestado  el  traslado,  á  petición  del  represen- 
tante del  Banco,  se  declaró  áfs.  8  decaído  su  derecho  para 
evacuarlo.  Que  recibida  la  causa  á  prueba,  se  produjo  por 
la  tercerista  y  el  representante  del  Banco  de  la  Provincia 
la  que  expresa  el  certificado  á  fs.  21.  Y  considerando: 
1**  Que  con  arreglo  al  artículo  3265  del  Código  Civil,  dos 
son  los  elementos  indispensables  para  que  se  opere  la  tras- 
misión del  dominio:  el  contrato  y  la  tradición;  contrato 
que  debe  hacerse  en  escritura  pública  bajo  pena  de  nulidad, 
cuando  se  trata  de  inmuebles — art.  1184— y  tradición,  entre 
cuyas  formas  está  la  de  que  el  vendedor  se  constituya  en 
locatario  ó  tenedor  de  la  cosa  á  nombre  del  comprador — 
art  2387.  2^  Que  la  tercerista  ha  justificado  la  existencia 
del  contrato  por  el  certificado  del  escribano  Medina  que 
obra  á  fs.  23,  y  del  que  resulta,  que  en  el  Registro  de  éste 
pasó  la  escritura  de  compra  que  hizo  la  señora  Juana  B. 
de  Betancourt  á  su  hermana  Doña  Adela  Beascoechea  de 
Martins  de  la  finca  de  la  calle  Córdoba  número  300  anti-  i 

guo  y  908  nuevo,  con  fecha  27  de  Marzo  de  1886,  resultando  ri 

también  la  existencia  de  la  escritura,  del  informe  del  escri- 
bano del  Banco  Hipotecario  que  obra  á  fs.  41,  en  cuyo 
establecimiento  se  hallan  los  testimonios  expedidos  á  la 
compradora.  3**  Que  se  ha  comprobado  la  tradición  como 
complemento  del  contrato,  pues,  la  misma  detentadora  de 
la  cosa,  contestando  ala  posición  11*  del  pliego  de  fs.  30, 
manifiesta  ser  locatoria  y,  por  lo  tanto,  simple  tenedora  de 
la  casa,  reconociendo  en  la  tercerista  la  posesión.  4^  Que 
tachado  de  simulado  por  el  representante  del  Banco  de  la 
Provincia  el  acto  encerrado  en  la  escritura  de  adquisición 
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á  favor  déla  tercerista,  correspondía  al  Banco  la  prueba  de 
esa  afirmación,  porque  el  documento  invocado  por  la  parte 
actora  es  una  escritura  pública  y.  como  tal,  hace  plena  fe 
respecto  déla  existencia  de  la  convención  á  que  se  refiere 
— art.  984  Código  Civil — aun  para  las  personas  que  no 
hayan  intervenido  en  él.  5^  Que  las  circunstancias  apun- 
tadas por  el  representante  del  Banco,  como  indicios  de  esa 
simulación,  como  la  de  que  el  precio  que  pagó  la  ter- 
cerista por  la  casa  fué  menor  del  que  en  realidad  tenía; 
^  que   la  ejecutada   ha  vivido  siempre  en  dicha  casa;  el 

^  hecho  de  ser  hermana  de  la  tercerista;  no  haber  recibido 

t  ambas  otros  bienes  que  la  herencia  paterna, — aparte  de 

;  que  no  demuestran  de  una  manera  necesaria  é  inequívoca, 

r  el  acto  que  se  quiere  probar,  se  encuentran  destruidos  por 

í  el  hecho  comprobado  por  la  tercerista  en  la  compulsa  de 

f  fs.  24,  de  que,  cuando  la  ejecutada  le  vendió  el  inmueble  no 

\  tenía  deuda  alguna  con  el  Banco  y  que,  por  lo  tanto,  no  po- 

f  día  proponerse  con  la  venta  ponerse  á  cubierto  de  créditos 

que  todavía  no  existían,  lo  que  excluye  la  causa  que  se  ha 
!  aducido  como  determinante  de  la  simulación.— Por  estas 

4  consideraciones,  fallo,   declarando  justificado  por  la  terce- 

rista el  dominio  que  invoca  y  ordenando  el  levantamiento 
del  embargo  trabado  en  la  propiedad  de  su  referencia, 
siendo  las  costas  á  cargo  del  Banco  de  la  Provincia,  á  cuyo 
efecto,  estimo  el  honorario  del  Dr.  Casares  en  cien  pesos 
moneda  nacional  y  en  ciento  cincuenta  los  del  procura- 
dor Jiménez.  Deflnitivamante  juzgando,  así  lo  pronoiicio, 
mando  y  firmo,  en  la  Capital  de  la  República  Argentina,  á 
los  veintidós  días  del  mes  de  Setiembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  uno. —  L.  A.  Peyuet. — Ante  mí:  Jorge  F. 
Patiflo. 
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Su^fARro:  Kl  ejecutado  carece  de  personería  para  discutir  y  defender 
derectios  de.  un  tercero  fundados  en  la  prioridad  del  em- 
bargo. 

(confirmado) 

Y  vistos  los  presentes  autos,  resulta:  P  Que  con  fecha 
3  de  Noviembre  del  año  próximo  pasado  se  presentó  Don 
Peregrino  F.  Fernánde/!,  con  poder  de  los  señores  Ostwald 
y  0\  demandando  ejecutivamente  á  Don  M.  Moreli  por 
cobro  de  la  cuenta  de  f.  1,  conformada  por  éste,  por  la 
suma  de  898,25  pesos  moneda  nacional.  Solicitó,  para 
preparar  la  acción  ejecutiva,  que  Moreli  fuera  citado  á 
reconocer  su  firma,  y  el  Juzgado  así  lo  proveyó  á  fs.  6 
vuelta,  habiéndose  dado  por  reconocida  dicha  firma 
en  rebeldía  de  Moreli,  según  consta  á  fs.  11. — 2^  Que 
librado  mandamiento  de  ejecución,  no  fué  satisfecho 
por  el  ejecutado,  habiéndose  trabado  embargo  en  los 
muebles  de  su  casa  habitación  á  petición  del  acree- 
dor, según  así  consta  á  fs.  12. — 3"  Que  á  fs,  16,  el 
ejecutado  fué  citado  de  remate  y  á  fs.  17,  opuso  la 
excepción  de  Hits  pendencia  autorizada  por  el  inciso  3^ 
del  art.  488  del  Código  de  Procedimientos.  Funda  su 
derecho  en    que  los    muebles    embargados   ya    lo  están 
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por  la  sociedad  anónima  «La  Italia»  en  una  ejecución 
que  se  le  sigue  por  el  Juzgado  Civil  á  cargo  del  doctor 
Pizarro  por  cobro  de  ocho  meses  de  alquiler,  de  que  es 
deudor;  que  teniendo  el  acreedor  por  alquileres  privile- 
gio sobre  los  bienes  embargados,  según  el  art.  3883  del 
Código  Civil,   éstos    no    podían    ser  vendidos     por    un 
acreedor  común ;  y  por  último,  que  los  muebles  también 
estaban  embargados  por  otros  acreedores.    4»  Que  con- 
ferido traslado    al    acreedor,  éste    lo   evacuó    á    fs.  19, 
solicitando  fuera  rechazado  por  improcedente.     Y  con- 
siderando: 1^  Que    de  la  exposición   hecha    por    el   eje- 
cutado resulta  la  improcedencia  de  la  excepción,   pues, 
que  ella  se    funda  en    los  derechos  de  un   tercero  para 
ser  pagado  con  preferencia  al  acreedor  que  ejecuta  en 
este   asunto,    respecto   de    lo   cual,   el   ejecutado  carece 
de    personería  para  discutir  en    su    representación  ese 
privilegio,  no  siendo  en  este  juicio    donde   debe  venti- 
larse la  cuestión.  2^  Que  para  que  la  excepción  de  litis 
pendencia  pueda  prosperar,  es  necesario  que  exista  otra 
demanda  entre  las    mismas    personas,  sobre    el  mismo 
objeto  y  basada  en  la  misma  causa.  (Véase  Caravautes, 
Tratado  de  Procedimientos  Judiciales,  t.   2%  pág.  88  y 
Esteves    Saguí,  Procedimientos  Civiles,    pág.    160).    3** 
Que  en  el  caso  sub-judice  no    concurre  ninguna  de  las 
circunstancias  indicadas    anteriormente,  pues,  entre  las 
partes  que  litigan  en  este  asunto,  no  existe  más  pleito 
que  el  presente. — Por  estas  consideraciones  y  de  acuer- 
do con  lo  dispuesto  por  los  arts.  498  y  507  del  Código 
de  Procedimientos,  fallo:  no  haciendo  lugar  ala  excep- 
ción opuesta  á  fs.  17  y  sentenciando  esta  causa  de  rema- 
te,   mando  se  lleve  adelante    la   ejecución   hasta  haí^^r 
pago  al  acreedor  del  capital  reclamado,  sus  interese 
costas,  estimándose  en  cien  pesos  moneda  nacional 
honorarios  del  doctor  Casarino    y    en    sesenta   los 
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procurador  Fernández.  Así  lo  pronuncio,  mando  y 
firmo^  en  la  Capital  de  la  República,  á  nueve  de  Junio 
de  rail  ochocientos  noventa  y  tres.  Repónganse  los 
sellos  y  regístrese.— L.  A.  Peyret.— Ante  mí:  Carlos  N. 
González. 
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Sumario  :  !•  La  época  de  la  efectiva  cesación  de  pagos  debe  fijarse  con 
arreglo  á  la  fecha  del  vencimiento  de  la  primera  obligación. 
2"  Es  culpable  la  quiebra,  cuando  el  fallido  no  se  ha  pre- 
sentado en  quiebra  en  el  tiempo  y  en  ¡a  forma  establecida 
por  el  Código  de  Comercio ;  cuando  con  el  propósito  de 
retardar  la  declaración  de  la  quiebra  hubiese  recurrido,  en 
los  seis  meses  anteriores  á  su  declaración,  á  tomar  dinero 
prestado,  descontando  su  firma  ó  valiéndose  de  otros  medios 
ruinosos  para  procurarse  recursos  ;  cuando  se  constatase  que 
en  el  periodo  transcurrido  desde  el  último  inventario  hasta 
la  declaración  de  quiebra,  hubo  época  en  que  estuviese  en 
débito  por  sus  obligaciones  directas  de  una  cantidad  doble 
del  haber  que  le  resultaba  según  el  mismo  invenuirio: 
cuando  no  hubiere  llevado  los  libros  con  la  regularidad 
determinada  por  el  Código  de  Comercio.  3*>  Es  fraudulenta : 
si  se  descubriese  que  el  fallido  ha  supuesto  gastos  ó  í)érdi- 
das  ó  no  justificase  la  salida  ó  existencia  del  activo  de  su 
último  inventario,  y  del  dinero  6  valores  de  cualquier  género 
que  hubieren  entrado  primero  en  su  poder ;  cuando  hubiere 
consumido  ó  aplicado  para  sus  negocios  propios,  fondos  ó 
efectos  que  le  hubiesen  sido  confiados  en  depósito,  man- 
dato ó  comisión,  sin  autorización  del  depositante,  mandante 
ó  comitente;  cuando  no  hubiere  llevado  los  libros  rjue 
indispensablemente  debe  tener  todo  comerciante,  los  hubie- 
re ocultado  ó  los  presentase  truncados  ó  falsificados.  4*  E! 
fallido  sobre  quien  recayesen  indicios  de  fraude  no  puede 
ser  oído  en  la  proposición  de  concordato. 

(  INAPELABLE  ) 

Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1893.— Y  vistos:  Siendo 
la  oportunidad  de  dictar  la  sentencia  del  art.  1460  del 
Código  de  Comercio,  y  considerando:  P  Que  según  el 
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certificado  del  actuario,  agregado  á  fs.  735  vuelta,  la 
única  oposición  contra  el  estado  de  graduación  presen- 
tado por  la  Sindicatura  del  Concurso  á  fs.  699,  es  la 
deducida  á  fs.  725  por  Don  Pedro  Sasso  en  representa- 
ción de  varios  acreedores.  2°  Que  posteriormente  y 
como  se  prueba  por  el  escrito  de  fs,  750,  el  mismo  Sasso 
renunció  formalmente  á  dicha  oposición;  —  Resuelvo: 
aprobar  en  cuanto  ha  lugar  por  derecho  el  estado  de 
graduación  y  verificación  agregados  de  fs.  C99  á  fs.  720. 
3*^  Que  del  examen  de  estos  autos  resulta,  que  la  primera 
obligación  protestada  contraía  razón  social  Ángel  Som- 
maruga  y  C'%  fué  con  fecha  21  de  Marzo  de  1892  — 
Resuelvo:  Fijar  como  época  de  la  efectiva  cesación  de 
pagos  el  día  veintiuno  de  Mar/o  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  dos. — 4*^  Que  para  determinar  la  existencia  de 
culpa,  fraude  ó  casualidad  en  la  quiebra,  deben  tenerse 
presente   los    hechos  y    circunstancias  que  determinan  i 

los  arts,  1546  y  1547  del   Código    de    Comercio.    5^  Que  'i 

según  se  desprende  del  escrito  de  fs.  6 — primer  cuerpo, — 
el  fallido  se  presentó  al  Tribunal  haciendo  manifesta- 
ción de  su  estado  de  quiebra  con  fecha  31  de  Enero  ,i 
de  1893,  siendo  que  el  21  de  Marzo  de  1892  la  razón  ] 
social  fallida  ya  se  encontraba  en-  cesación  de  pagos  de 
sus  obligaciones  comerciales,  lo  que  constituye  el  hecho 
generador  del  estado  de  quiebra— art.  1379  del  Código  de 
Comercio.  Por  consiguiente,  el  fallido  se  halla  compren- 
dido en  el  inciso  3"*  del  art.  1546,  por  no  haberse  pre- 
sentado en  quiebra  en  tiempo  y  en  la  forma  establecida 
en  el  título  segundo  del  mismo  Código.  6°  Que  tam- 
bién consta  de  autos  (Incidente  Desieppe  I.  contra  el 
concurso — f.  1 )  que  una  de  las  operaciones  principales 
que  efectuaba  el  fallido  consistía  en  recibir  cédulas 
hipotecarias  en  depósito,  pagando  adelantado  y  en  dine- 
ro efectivo  el  interés  que  el  Banco  Hipotecario  abonaba 
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en  bonos  y  cuyo  valor  era  de  doce  á  quince  por  ciento 
de  su  valor  nominal.  Tales  operaciones  resultan  de 
avisos  publicados,  del  recibo  de  las  cédulas  depositadas 
y  del  informe  del  Síndico  ( inc.  8%  art.  1546  del  Códi- 
go de  Comercio ).  1^  Que  también  es  de  observarse,  que 
la  casa  fallida  nunca  hizo  inventario  de  sus  existencias, 
ó  por  lo  menos,  no  se  ha  comprobado  en  autos  que 
cumpliera  con  ese  requisito  déla  ley.  El  libro  de  inven- 
tarios, según  el  informe  del  contador,  aunque  rubrica- 
do por  el  Tribunal  de  Comercio,  se  halla  en  blanco, 
salvo  la  primera  foja  y  el  principio  de  la  segunda. 
Tampoco  se  han  practicado ^  otros  balances  á  no  ser  los 
de  los  libros.  Con  arreglo  al  contrato  de  Agosto  28  de 
1886,  que  obra  á  fs.  3  de  los  autos,  celebrado  entre  Don 
Ángel  Sommaruga,  Don  Basilio  Citadini  y  Don  Ángel 
Fiorini,  se  formó  una  sociedad  por  el  término  de  cinco 
años,  prorrogables,  figurando  los  dos  últimos  como  socios 
comanditarios  con  un  capital  social  de  trece  mil  doscien- 
tos pesos.  Según  el  balance  de  Mayo  de  1890,  registrado 
en  el  libro  diario  de  la  razón  social  Ángel  Sommaruga  y 
C^%  ese  capital  quedó  chancelado  por  ganancias  y  pérdidas. 
saldándose  de  ese  modo  la  cuenta  de  capital  de  los  socios. 
pues,  el  capital  había  desaparecido  como  pérdida.  El 
balance  de  Junio  P  de  1892  del  mismo  diario,  Án- 
gel Sommaruga  y  C^**  arroja  un  pasivo  á  oro  de  pesos 
trece  mil  doscientos  cuarenta  y  cinco  con  sesenta  y  cinco 
centavos  y  á  papel,  de  pesos  cuatrocientos  treinta  mil 
ochocientos  cincuenta  y  tres  con  noventa  y  cuatro  cen- 
tavos, y  un  activo  á  oro,  de  pesos  mil  cuatrocientos  cua- 
renta y  ocho  con  cuarenta  y  nueve  centavos,  yá  papel 
de  pesos  moneda  nacional  trescientos  sesenta  y  dos  mil 
trescientos  cincuenta  y  dos  con  sesenta  y  seis  centa^^ 
Resultando  un  pasivo  á  oro  de  pesos  once  mil  setec  I 

tos  noventa  y  siete  con    dieciséis    centavos  y    á  pa  ^ 
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curso  legal  sesenta  y  ocho  mil  quinientos  uno  con  veinti* 
ocho  centavos.  En  ese  balance  figuran  al  activo  las  dos 
cuentas  siguientes,  que  al  p-irecer  figuraban  como  pérdi- 
das, puesto  que  el  Síndico  no  las  ha  hecho  figurar  en  el 
activo  según  el  estado  de  fs.  444  y  siguientes.  Dichas 
cuentas  arrojan:  Empresa  «La  Argentina»,  pesos  mo- 
neda nacional  ciento  diez  mil  novecientos  noventa  y 
nueve  con  veintiún  centavos— y  el  diario  «Roma»,  en 
igual  moneda, veinte  mil  quinientos  treinta  y  tres  con 
ochenta  centavos,  lo  que  da  un  total  de  ciento  treinta  y  ^  J 

un  mil  quinientos  treinta  y  tres  pesos  con  un  centavo  mo-  ♦{ 

neda  nacional;  suma  que  descontada  del  activo  anterior,  i 

pesos  monedB.  nB,c\ona\  trescientos  sesenta  y  dos  mil  tres-  -^ 

cientos  cincuenta  y  dos  con   sesenta  y  seis  centavos  redii-  ^ 

cese  dicho  activo  á  doscientos  treinta  mil  ochocientos  dieci-  •  ?| 

nueve  pesos  con  sesenta  y  cinco  centavos  moneda  nació-  ^ 

nal.  Resultando:  en  Junio  P.  Pasivo  &  curso  legal,  pesos  »1| 

cuatrocientos  treinta  mil  ochocientos  cincuenta  y  tres 
con  noventa  y  tres  centavos,  y  á  oro  trece  mil  doscientos, 
cuarenta  y  cinco  pesos  con   sesenta  y  cinco  centavos,  á  ^ 

trescientos  por  ciento  más  ó  menos,  treinta  y  nueve  mil  ^ 

setecientos  treinta  y  seis  con  noventa  y  ocho  centavos; 
lo  que  forma  un  pasivo  total  de  pesos  moneda  nacional 
cuatrocientos  setenta  mil  quinientos  noventa  con  noventa  y 
un  centavos.  El  activo  á  curso  legal,  pesos  doscientos 
treinta  mil  ochocientos  diecinueve  con  sesenta  y  cinco 
centavos,  y  á  oro,  pesos  mil  cuatrocientos  cuarenta  y  ocho 
con  cuarenta  y  nueve;  á  trescientos  por  ciento,  cuatro  mil 
trescientos  cuarenta  y  cinco  con  cuarenta  y  siete  centavos 
ó  sean  doscientos  treinta  y  cinco  mil  ciento  setenta  y  cinco 
"-^n  doce  centavos,  lo  que  forma  el  pasivo  total  definitivo 

'so  legaL  pesos  doscietitos  treinta  y  cinco  mil  cuatrocientos 

nticinco  con  setenta  y  nueve    centavos.    Ese  balance  es 

los  libros  de  Ángel  Sommarnga  y  C'"  y  en  él  figuran 
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únicamente  las  cuentas  cuyas  operaciones  se  anotaban  eu 
esos  libros.  No  figuran  los  deudores  y  acreedores  del 
«Emporio  Patria  Italiana»,  cuya  sección  existía  en  esa 
fecha,  pues,  empezó  sus  operaciones  en  Marzo  de  1892. 
Si  á  estas  suinas  se  agregan  los  créditos  contra  el  «Em- 

[  porio  Patria  Italiana»,  fácilmente  se  llega  á  la  conclu- 

sión de  que  la  razón  social  fallida  se  halla  comprendida 
en  el  inc.  10  del  art.  1546,— 8**  Que  también  resul- 
ta del  informe  del  contador,  que  la  casa  fallida  llevaba 
dos  juegos  de  libros:  uno  para  las  operaciones  de  Án- 
gel Sommaruga  y  C'**  y  otro  para  las  del  « Emporio 
Patria  Italiana».  Cada  juego  se  componía  de  un  diariiv 
mayor  y  auxiliares.  El  diario  de  Ángel  Sommaru- 
ga y  C*  se  halla  rubricado,  no  sucediendo  así  con  el 
del  Emporio.  Como  el  proveyente  ha  podido  observarlo, 
con  esos  libros  á  la    vista,   las  anotaciones  del    primero 

^*  empiezan  en  Octubre  de  1886,  las  del  Emporio  en  Marzo 

de  1892.  Las  operaciones  registradas  en  uno  de  los  jue- 
gos de  libros  no  figuran  en  el  otro.  Cada  uno  contiene 
operaciones  distintas,  sin  más  relación  entre  sí  que  la 
cuenta  corriente  recíproca,  como  si  se  tratara  de  casas 
distintas,  abierta  al  « Emporio  Patria  Italiana»  en 
los  libros  de  Ángel  Sommaruga  y  C"  y  á  éstos,  en 
los  libros  del  Emporio.  Es  de  observarse  también  que 
don  Ángel  Sommaruga  tenía  una  cuenta  particular 
abierta  en  cada  uno  de  los  dos.  Los  estados,  balances, 
anexos,  marcados  desde  A  hasta  O  fs.  179  á  224  de 
¡os  autos,  han  sido  extraídos  de  los  libros  de  Ángel 
Sommaruga  y  C"  como  también  el  estado  que  de  fs. 
259  y  los  marcados  A  A  hasta  J  J  y  P  de  fs.  225  á  2-37 
lo  han  sido  de  los  del  Emporio.  La  planilla  R  de  ^'^ 
262,  contiene  el  estado  en  resumen  del  Emporio  y  • 
S  de  fs.  265,  el  de  Ángel  Sommaruga  y  C*\  La  plan" 
Tde  fs.  269   contiene  el  estado  general  en  que  sel 
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uiii'lo  la  R  y  la  S,  resumiendo  así  el  saldo  general  de  los  ' 
dos  juegos  de  libros  para  establecer  definitivamente  el  1 
estado  de  la  razón  social  Ángel  Soramaruga  y  C'"  ¡ 
porque  éstos  eran  también  los  únicos  socios  del  Empo-  \ 
rio.  El  saldo  recíproco  de  pesos  ciento  sesenta  y  tres  mil  j 
novecientos  veintiocho  con  sesenta  y  ocho  centavos 
deudor  y  acreedor  entre  Ángel  Sommaruga  y  C""  y  ^ 
el  «Emporio  Patria  Italiana»,  que  aun  figura  en  las  , 
dos  planillas  Ry  S  de  fs.  262  á  265,  desaparece  en  la  pía-  ^ 
nillageneral  T  de  fs.  269  por  compensación  de  cantida-  .^ 
des;  del  mismo  modo,  los  saldos  respectivos  de  la  j 
cuenta  particular  de  Ángel  Sommaruga  que  figuran  en  j 
dichas  planillas  R  y  S  están  resumidos  en  la  planilla  * 
general  Tcon  un  débito  de  mil  cuatrocientos  nueve  pesos  j 
con  nueve  centavos  oro  y  un  crédito  de  pesos  moneda  j 
nacional  once  mil  ochocientos  cincuenta  y  tres  con  cin-  ^ 
cuenta  y  tres  centavos.  A  f.  1  de  los  autos  obra,  además,  ^ 
el  balance  que  representa  exclusivamente  las  operacio-  j 
nes  del  Emporio  y  que,  salvo  los  errores  que  contiene,  es  i 
iguálalos  balances  A  A  y  B  B  de  fs.  236  y  239.  Ese 
balance  de  f.  1,  firmado  por  el  tenedor  de  libros  del  • 
Emporio,  no  está  acompañado  de  ningún  escrito,  si  bien  '  ': 
que  la  circunstancia  ¡le  encontrarse  inmediatamente  \ 
antes  de  la  solicitud  de  declaración  de  quiebra  presentada  i 
por  el  fallido,  haga  suponer  que  éste  la  haya  acompañado  ^ 
aunque  no  lo  manifieste  en  su  escrito.  No  existe  en  autos  'J 
el  balance  de  Ángel  Sommaruga  y  C'**;  ya  se  ha  dicho  • 
que  el  balance  de  Junio  de  1892  asentado  en  el  diario  I 
rubricado  de  Ángel  Sommaruga  y  C'°  contiene  úni-  ! 
camente  las  cuentas  de  los  libros  de  esa  razón  social  y  no  ¡ 
las  del  Emporio.  Es,  pues,  inexacto  lo  que  asevera  Somma- 
ruga á  fs.  280  vuelta  «que  la  sociedad  Ángel  Sommaruga  ! 
y  C**  tiene  su  diario  general  que  comprende  todas  las  opera- 
ciones  y  que  el  libro  del  Emporio  debe  ser  consi- 
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derado  como  un  libro  accesorio.  Ya  se  ha  establecido 
también  que  ambos  diarios  contienen  operaciones  distin- 
tas. Los  corresponsales  del  Emporio,  la  « Societá  Genérale 
de  Crédito  Mobiliari  Italiano»,  por  ejemplo,  que  abonaba 
sus  giros,  dirigía  su  correspondencia  al  «Emporio  Patria 
Italiana»  considerando  á  esa  como  á  la  razón  social  y 
no  á  Ángel  Sommaruga  y  C\  El  párrafo,  pues,  en  que  el 
fallido  declara  tnúttij  imposible  é  improcedente  tener  tantos 
juegos  de  libros,  reproduce,  sin  quererlo,  la  verdad  de  los 
hechos  producidos.  De  lo  expuesto,  se  desprende  clara- 
mente que  la  casa  fallida  no  ha  llevado  con  regularidad 
sus  libros  en  la  forma  que  determina  la  ley  (inc,  11. 
art.  citado).— 9®  Que  resulta  del  estudio  de  los  libros 
hecho  en  el  considerando  séptimo,  que  el  fallido  no  ha 
justificado  la  salida  de  la  mayor  parte  de  su  activo,  ni  ha 
formulado  inventario  alguno,  por  lo  que  se  halla  compren- 
dido en  los  inc.  P  y  8**  del  art.  1547  del  Código  de  Co- 
mercio. 10.  Que  según  resulta  de  los  libros  del  «  Emporio 
Patria  Italiana  »  y  balances  de  f.  1,236,  y  239,  informe  del 
Síndico  f.  444  y  siguientes,  el  idAViáo  recibió  en  depósito 
trescientos  diez  y  nueve  mil  trescientos  cincuenta  pesos 
en  cédulas  hipotecarias;  cinco  mil  setecientos  once  pesos 
en  cheques  del  Banco  de  la  Provincia  y  mil  doscientos 
pesos,  en  Títulos  del  Empréstito  Interno,  ó  sea  un  valor 
de  trescientos  veinte  y  seis  mil  doscientos  sesenta  y  un 
pesos,  realizándolo  en  noventa  y  siete  mil  seiscientos  cua- 
renta pesos  con  diez  centavos.  También  recibió  sumas 
de  dinero  en  calidad  de  mandato  ó  comisión  para  ser  re- 
mitidas á  Europa,  con  giros  (fs.  463, 2**  cuerpo), consumién- 
dolos y  aplicándolos  para  sus  negocios  propios.  Por  con- 
siguiente, se  halla  comprendido  en  la  disposición  del  inc. 
5°  art.  citado.  También  se  ha  demostrado  en  autos  qu- 
la  casa  fallida,  desde  mucho  tiempo  atrás,  se  hacía  d 
recursos  descontando  letras  y  pagarés  aceptados  por  deu 


Digitized  by 


Google 


fyijiH*ffjp  ii'jmy»y^'i|iw^'^PFiiivMi.t  "t!!*TW  ipiwin  inijinj  niyTpi^yppwJV  "^'ILi  ■!■» 


\ 


dores  supuestos,  sin  que  S6  hubiera  realizado  la  corres- 
pondiente operación.  Así  resulta  de  los  libros  en  ia  cuenta 
«  Effetti  á  Pagare».  Esas  obligaciones  se  venían  reno- 
vando continuamente  á  cada  vencimiento  para  realizar 
después  un  nuevo  descuento  á  fin  de  pagar  el  anterior. 
Tales  son  en  gran  parte  los  aceptantes  que  figuran  en  la 
planilla  N.  de  letras  á  pagar — fs.  222— y  cuyas  obligacio- 
nes se  encuentran  protestadas  desde  fs,  317  en  adelante, 
firmadas  por  Mayrhofer^  Maroni^  Fílipptni\  Scarpelli, 
Cantini.Paoiillo,  etc. — Forestas  consideraciones,  declaro: 
P  Que  existe  culpa  y  fraude  en  la  quiebra  de  Ángel 
Sommaruga  y  C'^  En  consecuencia  y  de  acuerdo  con  lo 
establecido  en  el  art.  1461  inc,  3**  y  1541  del  Código  de 
Comercio  líbrese  oficio  al  Juez  de  Instrucción  en  turno, 
con  remisión  del  testimonio  de  esta  sentencia,  anteceden- 
tes y  justificativos  necesarios.  2^  Que  no  procede  la 
citación  á  que  se  refiere  el  jnc.  4**  del  art.  1461,  por  cuanto 
el  fallido  sobre  quienes  recayeran  indicios  de  fraude  no 
puede  ser  oído  en  proposiciones  de  concordato.  3^  Pro- 
cédase  á  la  liquidación  de  la  masa  y  distribución  del 
haber  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  título  undécimo 
del  Código  de  Comercio.  Regístrese  y  repónganse  los 
sellos. — L.  A,  Pbteet.  —  Ante  mí:  —  Juan  G,  Araujo, 
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Sumario  :    No  procede,  como  dilatoria,  la  excepción  de  falta  de  persona-  | 

lidad.  si  se  funda  en  la  falta  del  derecho    invocado   en   la  i 

demanda.  i 

(  CONÍ'IRMADO  )  ! 

Buenos  Aires,  Abril  18  de  1893.— Vistos  y  considerando :  ' 

1°  Que  la  parte  de  Buttafocco*  en  el  exordio  de  su  escrito 
de  fs.  19,  manifiesta  expresamente  que  entra  á  usar  del  | 

traslado  conferido  en  la  demanda.    2®  Que  en  virtud  de  j 

esta  circunstancia,  aunque  los  hechos  aducidos  en  ese  es  ¡ 

crito  pudiesen  importar  una  excepción  de  las  autorizadas  \ 

en  forma  previa,  no  tratándose  de  la  de  competencia,  el 
tribunal  no  está  habilitado  para  considerarla  hasta  que 
no  llegue  la  oportunidad  de  fallar  en  definitiva  sobre  las 
cuestiones  planteadas  en  la  demanda  y  contestación.   3**  ¡ 

Que  por  lo  tanto,  el  único  punto  á  considerarse  actualmente 
es  sobre  la  procedencia  ó  improcedencia  de  la  excepción 
de  falta  de  personería  en  los  demandados,  que  respecto  de 
ellos  han  interpuesto  los  señores  A.  Borro  en  su  escrito 
de  fs.l3,  excepción  que  la  fundan  en  el  hecho  de  no  po- 
seer la  cosa  que  se  les  reclama,  caso  único  en  que,  dicen, 
podría  dirigirse  en  su  contra  la  acción  reivindicatoría 
deducida  por  el  Banco,  citando  en  su  apoyo  los  arts.  67  y 
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83  del  Código  de  Procedimientos.  4°  Que  refiriéndosela 
Ley  de  Procedimientos  en  el  inc.  1"  del  art,  84  :i  la  falta  de  " 

personalidad  en  el  demandado  y  no  ala  falta  de  personería, 
que  es  la  excepción  opuesta  por  A.  Borro  y  C'%  surge  como 
cuestión  previa  á  resolver  si  ambas  expresiones  tienen 
igual  valor  legal  y  si  los  antecedentes  invocados  autorizan  -| 

á  interponer  una  ú  otra  de  las  excepciones  en  caso  de  ser  ,1 

distintas. —  5*' Que  la  falta  de  personería  no  equivale  á  la  } 

ífilta  de  personalidad,  no  puede  ser  materia  de  discusión  , 

si  se  atiende  al  origen  de  dichos  términos.  Es  sabido 
que  nuestra  legislación  procesal  tiene  por  fuente  principal 
la  española  y  es  en  ella  donde  se  encuentran  definidas  las  ' 

nociones  de  las  voces  cuyo  significado  queremos  sentar, 
«Personero,  es  aquel,  que  recabda  ó  faze  algunos  pley- 
tos,  o  cosas  agenas,  por  mandado  del  dueño  dellas, 
E  ha  nome  Personero  porque  paresce  o  esta  en  juyzio, 
o  fuera  del,  en  lugar  de  la  persona  de  otri.»  Ley  I,  Tít 
V,  Part.  IIL  La  personería  es,  pues,  la  intervención  en  un 
acto  en  nombre  y  lugar  de  otra  persona,  llamándose  por 
tal  circunstancia  el  documento  que  acredita  que  el  man- 
datario se  encuentra  investido  de  la  representación  que 
invoca,  caria  de  personería  ( Ley  XIV,  Tít.  V,  Part.  III  ).— 
El  valor  de  la  expresión  de  falta  de  personalidad  la  encon- 
tramos caracterizada  por  los  expositores  de  la  antigua  Ley 
de  Enjuiciamiento  Española,  que  fué  nuestro  Código  de 
Procedimientos.  El  art.  237  inc.  2**  de  esa  ley  enunciaba, 
entre  las  excepciones  dilatorias,  la  falta  de  personalidad 
y  Manresaen  el  tomo  II,  pág.  3""  de  sus  comentarios,  dice 
respecto  de  ella:  «  Como  todo  juicio  produce  un  cuasi  con- 
trato en  virtud  del  cual  quedan  ambos  litigantes  obligados 
recíprocamente,  es  necesario  que  la  persona  del  deman- 
dante tenga  capacidad  legal  para  comparecer  en  juicio  y 
que  el  que  lo  haga  en  nomb/e  de  otro,  acredite  en  debida 
forma  su  representación.    Esto,  aplicable  rigurosamente 
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respecto  del  demandado,  enseña  que  la  falta  de  personali- 
dad consiste  en  la  inhabilidad  en  que  se  encuentra,  ó  por 
no  estar  en  el  pleno  goce  de  sus  derechos  civiles,  ó  no  ha- 
llarse investido  déla  representación  que  se  le  atribuye 
para  dejar  concluido  el  cuasi  contrato  de  la  litis  contesta- 
tión.  Se  ve,  pues,  que  son  casos  distintos  la  falta  de  per- 
sonería y  la  falta  de  personalidad  y  que,  por  consiguiente, 
autorizando  el  art.  84.  inc.  2**  de  la  Ley  de  Procedimien- 
tos únicamente  la  última  como  excepción  dilatoria,  debe 
ser  desechada  la  pretensión  de^  los  señores  A.  Borro  y  C'^ 
que  se  acepte  la  primera,  que  es  la  invocada  aquí,  cuando 
ella  no  está  enunciada  en  la  ley  que  limitativamente 
ha  fijado  las  excepciones  admisibles.  6**  Mas,  pudiera  su- 
ceder que  los  hechos  aducidos  no  correspondiesen  al 
nombre  dado  á  la  excepción  y  como  á  los  hechos  y  no 
á  la  calificación  que  de  ellos  hagan  las  partes  es  á  lo  que 
debe  atenderse,  es  necesario  investigar  si  tales  hechos 
:.[  '    implican  algunas  de  las  excepciones  que  la  ley  ha  hecho 

materia  de  discusión  previa.  El  hecho  de  que  los  señores 
Borro  y  C'*  no  estén  en  posesión  de  la  cosa  demandada, 
que  es  del  que  se  hace  emerger  la  excepción,  no  tiene  la 
más  remota  relación  con  ninguno  de  los  que  podrían 
autorizar  las  excepciones  dilatorias  y  sólo  serviría,  en  caso 
¿  de  ser  exacto,  como  una  defensa  en  contra  de  la  acción 

I  reivindicatoría,  pero   no  para  hacer  de  ello   un  artículo 

Í  previo,  porque  no  hay  precepto  legal  que  lo  autorice.— Por 

estas  consideraciones,  desecho  la  excepción  opuesta  por 
los  señores  Borro  y  C'%  siendo  á  su  cargo  las  costas  de 
la  articulación,  á  cuyo  efecto  estimo  en  cincuenta  pesos 
moneda  nacional  el  honorario  del  doctor  Lucio  V.  López; 
en  veinte  los  del  procurador  Diana  y  contéstese  la  de- 
manda. Regístrese  y  repónganse  los  sellos. — L.  A.  Pbybkt 
— Ante  mí :  Juan  G.  Araujo. 
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Sumario:  Debe  ser  rechazada  con  costas  la  acción  del  tercerista  que  no 
justifica  su  dominio  sobre  los  bienes  muebles  embargados  y 
cuya  posesión  tenia  el  deudor. 


(confirmado) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  V  Que  á  f.  1,  se  presentó 
Don  Carlos  A.  Miles  en  los  autos  seguidos  por  Don  Jorge 
Nuttal  contra  Don  Jorge  Quinton,  deduciendo  tercería  de 
dominio  sobre  los  muebles  embargados  y  cuyo  detalle 
menciona.  Expone:  Que  los  muebles  no  son  de  propiedad 
de  Quinton  sino  del  dominio  del  tercerista  por  haberle 
puesto  en  posesión  de  ellos  Don  Guillermo  Bell,  su  ante- 
rior propietario,  juntamente  con  la  casa  que  ocupabacuan- 
do  regresó  de  este  país  á  Europa ;  que  alquiló  á  Don  Jorge 
Quinton  la  casa  por  el  tiempo  que  faltaba  para  vencer  el 
contrato  de  arrendamiento,  dejándole  al  mismo  tiempo  el 
mobiliario  para  su  uso  por  tiempo  indeterminado.  Pide  se 
suspenda  el  remate  decretado  en  la  ejecución  mencionada. 
—2"  Conferido  traslado  de  la  demanda  al  ejecutante  y  eje- 
cutado, de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el  Código  de  Pro- 
cedimientos, y  habiendo  mandado  suspender  el  remate 
mientras  se  sustanciaba  esta  demanda,  fué  evacuado  á  fs.  3 
por  el  representante  de  Don  Jorge  Quinton,  manifestando 
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que  los  muebles  embargados  pertenecían  á  Guillermo  Bell 
y  agregando,  que  era  cierto  lo  expuesto  por  el  tercerista. 
Don  Francisco  Martearena,  en  representación  del  ejecu- 
tante Don  Jorge  N.  Nuttal,  pidió  el  rechazo  de  la  tercería, 
con  costas á  fs.  4, exponiendo:  Que  siempre  ha  creído  que 
los  muebles  embargados  son  del  ejecutado  porque  está  en 
posesión  de  ellos  y  ocupa  la  casa  donde  se  encuentran. 
3«  Recibida  la  causa  á  prueba,  se  ha  producido  la  que 
expresa  el  certificado  de  fs.  53  vuelta.  Y  considerando: 
P  Que  al  tercerista  incumbe  la  prueba  de  los  hechos  que 
sirven  de  fundamento  á  su  acción.  2"  Que  Miles,  para 
demostrar  que  tiene  el  dominio  sobre  los  bienes  embarga- 
dos, ha  producido,  como  única  prueba,  la  testimonial,  con- 
sistente en  la  declaración  de  Alejandro  Bell,  Jorge  Flynn 
y  Enrique  Rulland— fs.  47  á  fs.  53.-3*^  Que  con  arreglo  al 
art.  204  del  Código  de  Procedimientos,  es  obligación  del 
proveyente  apreciar,  según  las  reglas  de  la  sana  crítica,  la 
fuerza  probatoria  de  la  declaración  de  los  testigos.  Basta 
examinarlas  contestaciones  dadas  por  el  testigo  Alejandro 
Bell  á  fs.  48,para  desecharla  totalmente.  En  efecto :  empieza 
por  declarar,  con  arreglo  al  interrogatorio  de  fs.  47,  que 
sólo  conoce  al  tercerista  Miles  y  al  ejecutado  Quinton,  y  al 
contestar  á  la  segunda  pregunta  dice,  que  le  consta  su  con- 
tenido por  habérselo  dicho  Miles  y  Bell.  El  primero  es  el 
tercerista  y  al  segundo  no  le  conoce;  ignora  si  los  muebles 
embargados  son  los  mismos  á  que  se  refiere  en  sus  con- 
testaciones. Contestando  á  la  pregunta  cuarta  dice,  que  lo 
sabe  por  habérselo  dicho  Don  Enrique  Rulland,  quien  á 
fs.  50  vuelta  dice,  que  ha  alquilado  del  tercerista  el  mobi- 
liario que  ha  ocupado  antes  Don  Jorge  Quinton  en  la  casa 
calle  Almirante  Brown  núm.228;  ignora  si  dicho  mobi- 
liario Bell  se  lo  dejó  á  su  salida  del  país  al  tercerista  Miles. 
Como  se  ve,  ninguna  de  las  declaraciones  analizadas  per- 
suaden de  que  los  muebles  embargados  pertenecieran  á 
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Don  Carlos  A.  Miles.  En  cuanto  al  testigo  Don  José 
Flynn,  debe  observarse,  que  aun  cuando  su  declaración 
fuera  verdadera,  no  es  posible  tomarla  en  consideración 
por  ser  singular.  Este  testigo  empieza  por  declarar  que 
sólo  conoce  al  tercerista  y  al  ejecutado.  Contestando  á  la 
quinta  pregunta  del  interrogatorio,  manifiesta  que  no  tiene 
conocimiento  del  embargo  trabado  en  los  bienes  que  han 
dado  margen  á  esta  tercería,  pero,  que  pertenecían  á  Bell.  j 

Incurre,  pues,  en  una  afirmación  inverosímil  cuando  ase- 
gura que  ios  muebles  embargados  eran  los  mismos  que  *  ¡ 
Bell  transfirió  á  Miles.  4"  Que  dada  la  insubsistencia  de 
la  prueba  analizada,  y  teniendo  en  consideración  que  es  *: 
un  hecho  reconocido  en  autos  que  Quinton  estaba  en  ] 
posesión  de  los  muebles  cuando  se  trabó  el  embargo,  se  - 
llega  á  la  conclusión  de  que  el  tercerista  no  ha  probado  ♦] 
los  extremos  pertinentes  déla  demanda,  por  lo  que  corres-  1 
ponde  desecharla,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  la  Ley  1*^,  i 
Tít.  14,  Part.  3\ — Por  estas  consideraciones  y  lo  dispuesto  * 
por  el  art.  221  del  Código  de  Procedimientos,  no  ha  lugar 
con  costas,  á  la  tercería  deducida  por  Don  Carlos  A.  Miles,  á 
cuyo  efecto  se  estiman  en  trescientos  pesos  moneda  nacio- 
nal los  honorarios  del  Dr.  Balbín  y  en  ciento  veinte  los  del 
procurador  Martearena.  Definitivamente  juzgando,  así  lo 
pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  Capital  de  la  República 
Argentina,  á  veinticuatro  de  Setiembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  dos.  Repónganse  los  sellos  y  regístrese. — 
L.  A.  Peyret. — Ante  mí:  Carlos  N.  González. 
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Sumario  :  Reconocida  la  prestación  de  los  servicios  y  que  éstos  forman 
la  profesión  ó  modo  de  vivir  del  demandante,  procede  la  fija- 
ción del  precio  por  peritos. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  Que  á  fs.  2,  se  presentó 
Don  Santiago  L.  Polino  por  Don  Bernardo  Zunino,  expo- 
niendo: Que  los  señores  Valentín  Solea  y  C^*  debían  á 
su  mandante  por  trabajos  de  carpintería  hechos  por  su 
encargo,  1.351  pesos  49  centavos  moneda  nacional.  Que  á 
pesar  de  representar  dicha  cantidad  el  total  de  la  deuda, 
sólo  venía  á  reclamarle  novecientos  pesos  porque  su 
cliente  había  acordado  rebajarle  la  cuenta  á  mil  pesos  con 
tal  que  se  la  paguen  en  seguida  y  que  los  deudores  sólo 
habían  pagado  cien  pesos.  Que  si  la  cuenta  no  se  satisfa- 
cía retiraba  esa  rebaja  y  pedía  que  se  justificasen  por  peri- 
tos los  trabajos  efectuados.  Pide  se  condene  álos  señores 
Valentín  Solea  y  C^*  á  pagar  la  suma  reclamada,  sus  inte- 
resesy  costas.  2^  A  fs.7  fué  evacuado  por  los  demandados 
el  traslado  que  se  les  confirió  á  f . . .  exponiendo :  que  todos 
los  trabajos  que  el  actor  había  practicado  en  su  casa  s^ 
habían  efectuado  por  precios  convenidos  verbalmente.  He 
gando  su  importe  á  la  cantidad  que  el  mismo  Susino  con- 
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fiesa  haber  recibido.  Qae  además  de  esa  suma  se  le  ha 
entregado,  por  complacencia,  cuatrocientos  pesos  mo- 
neda nacional,  por  lo  que,  estando  con  exceso  satisfecho  el 
actor  de. su  crédito,  desconocen  la  cuenta  que  presenta,  así 
como  las  circunstancias  aducidas  en  la  demanda.  S'*  Que 
recibida  la  causa  á  prueba  se  ha  producido  la  indicada  en 
el  certificado  de  fs.  72. — Y  considerando:  P  Que  descono- 
cida por  el  demandado  la  obligación  que  se  le  reclama  al 
actor  incumbe  la  prueba.  2''  Que  los  elementos  acumula- 
dos en  autos  con  este  ñn,  son:  la  confesión  exigida  sobre  el 
pliego  de  posiciones  de  fs.  27  y  las  declaraciones  de  los 
testigos  Miguel  Parody,  Luis  Bessana — fs.  40— Florencio 
Ramella — fs.  51  vuelta— Fortunato  Panoreti — fs.  52— Eu- 
genio Canessa — fs.  53— y  Andrés  Castro— fs.  55. — La  úni- 
ca pregunta  del  pliego  de  fs.  2,  contestada  afirmativamente, 
fué  la  primera  en  que  se  exigía  á  los  absolventes  expresas  en 
si  Zunino  había  efectuado  por  su  orden  y  cuéntalos  traba- 
jos detallados  en  la  cuenta  de  f.  1,  poniendo  los  materiales. 
Como  se  ve,  esta  confesión  es  referente  á  los  trabajos,  mas 
no  al  precio  que  se  les  atribuye  en  la  planilla;  de  modo 
que,  respecto  de  este  punto,  ningún  antecedente  arroja  la 
confesión.  La  prueba  testimonial  rendida,  tampoco  esta- 
blece el  monto  del  precio  de  las  obras  efectuadas.  Pero, 
aún  en  la  hipótesis  de  que  todos  los  testigos  hubieran 
depuesto  sobre  ello,  la  fuerza  de  sus  declaraciones  estaría 
limitada  por  las  disposiciones  de  los  arts.  1193  del  Código 
Civil  y  180  del  de  Procedimientos.  En  la  parte  que  la  prueba 
testimonial  es  eficaz  y  corrobora  las  aserciones  de  Zunino, 
reconocidas  por  los  demandados  al  absolver  la  primera 
posición,  es  sobre  la  ejecución  de  los  trabajos.  En  efecto; 
Luis  Bessana— fs.  49  vuelta— Florencio  Ramella— fs.  51  — 
Eugenio  Canessa— fs.53— y  Andrés  Castro,  contestando  á  la 
tercera  pregunta  del  interrogatorio  de  fs.  46,  afirman,  con- 
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testes,  que  el  actor  ha  ejecutado  los  trabajos  que  cobra. 
S""  Que  estando  demostrada  la  ejecución  de  los  trabajos  y 
no  habiéndose  desconocido  por  los  demandados  que  ellos 
no  entren  en  la  profesión  del  actor,  es  indiscutible  el  dere- 
cho, de  éste  á  exigir  retribución  de  acuerdo  con  lo  dispuesto 
por  el  art.  1627  del  Código  Civil.  ¥  Que  en  cuanto  al 
monto  de  esa  retribución,  habiendo  discrepancia  éntrelas 
partes  sobre  el  valor  de  los  trabajos  efectuados,  y  siendo 
ineficaz  la  prueba  rendida  por  Zunino  para  demostrar  que 
ese  valor  llegó  á  la  suma  apuntada  en   la  cuenta  de  f.  1, 
corresponde  aplicar  al  caso  la  última  parte  del  art.  1627  del 
Código  Civil  y  ordenar  que  el  precio  sea  determinado  por 
peritos  arbitradores,  debiendo  deducirse  de  éste  la  suma 
de  8.680  pesos  que  según  la  nota  de  f.  1  y  escrito  de  fs.  3, 
ha  confesado  Zunino  haber  recibido   á  cuenta.  Por  estas 
consideraciones,  fallo,  mandando  que  se  estimen  por  árbi- 
troslos  trabajos  enunciados  en  la  cuenta  de  f.  1,  y  que  la 
diferencia  que  exista  entre  el  valor  que  los  arbitros  atri- 
buyan á  esas  obras  y  la  suma  de  8.680  pesos   moneda 
nacional,  que  Zunino  ha  confesado  tener  recibida,  sea  la 
que  debe  abonarse  á  éste  por  los  demandados.  Declaro 
las  costas  en  el  orden  causadas.  Así  lo  pronuncio,  mando 
y  firmo,  en  la  Capital  de  la  República,  á  siete  de  Febrero 
de  mil  ochocientos  noventa  y  tres.  Repónganse  los  sellos 
y  regístrese,— L.  A.  Peyret. — Ante  mí :  Garios  N.  González. 
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Sumario  :  1°  Reconocida  la  autenticidad  de  una  cuenta,  así  como 
el  hecho  de  haberla  firmado  un  dependiente  de  comer- 
cio, sus  constancias  hacen  prueba  plena  de  las  condiciones 
de  la  operación.  —  á«  Para  que  la  compulsa  de  los  libros  de 
comercio  formen  prueba  plena,  deben  transcribirse  sus  asien- 
tos, certificando  si  los  libros  llenan  los  requisitos  que  exige 
el  Código  de  Comercio, 


(  CONFIRMADO  ) 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  A.  Demarchi  y  O^, 
contra  la  razón  social  Maucci  y  0'%  resulta :  Que  á 
fs.  27,  se  presentó  don  Sabato  Ricardo  por  la  razón 
social  A.  Demarchi  y  C'%  demandando  á  Maucci  y  C^-"* 
por  cobro  de  la  cantidad  de  1.671  pesos  33  centavos 
moneda  nacional,  provenientes  de  la  cuenta  detallada 
acompañada  á  f,  1.  — A  fs.  29,  se  contestó  el  traslado  con- 
ferido á  fs.  27  por  don  Juan  Vignale  en  representación 
del  demandado,  exponiendo:  que  la  única  deuda  que 
tienen  con  los  demandantes  asciende  á  G15  pesos  por 
el  precio  de  1.575  ejemplares  de  la  novela  «  Los  Amores  de 
un  Loco  j)  y  1.500  ejemplares  de  «  La  Amiga  del  Marido  » 
M.bros  que  fueron  entregados  en  el    mes  de  Octubre  del 

ño  1890;  que  los  señores  Maucci  y  C^^  están  dispuestos 
pagar  dicha  suma  en  cualquier  momento;  que  si  hasta 

a  fecha  no  lo  han  hecho  ha  sido  porque  los  demandantes 
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se  han  negado  á  recibir  su  importe.  —  A.  fs.  33  se  recibió 
la  causa  á  prueba,  habiéndose  producido  la  que  indica  el 
certificado  del  actuario  á  fs...  Y  considerando:  V  Que 
de  la  compulsa  practicada  á  fs.  4  y  24  por  el  actuario, 
resulta,  que  la  cuenta  presentada  á  f .  1  está  conforme  con 
los  asientos  de  los  libros  del  demandante,  los  cuales  reúnen 
los  requisitos  exigidos  por  el  Código  de  Comercio  — 
art.53 — 2^  Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  63 
del  mismo,  los  libros  de  comercio  llevados  en  forma  y 
con  los  requisitos  prescriptos,  prueban  en  favor  de  sus 
dueños  cuando  su  adversario  no  presenta  asientos  en 
contrario,  hechos  en  libros  arreglados  á  derecho  ú  otra 
prueba  plena  y  concluyente.  3*  Que  el  demandado  ha 
producido  las  posiciones  de  fs.  62,  absueltas  á  fs.  63 
por  don  Arturo  Demarchi.  En  la  posición  quinta  con- 
fiesa, que  la  cuenta  de  fs.  61,  que  coincide  con  la  de  f.  1, 
ha  sido  expedida  por  un  dependiente  déla  casa  del  deman- 
dante, que  fué  expulsado  de  ella.  En  dicha  cuenta  se 
especifica  que  las  partidas  por  662,72  pesos  y  394,38 
pesos  correspondientes  á  3.488  ejemplares  de  «  La  Amiga 
del  Marido»  y  1.878  de  «Los  Amores  de  un  Loco»  han 
sido  entregados  á  la  casa  demandada,  uo  en  calidad  de 
venta,  sino  en  consignación.  4<*  Que  siendo  esto  así,  es 
evidente  que  el  carácter  de  la  consignación  no  da  acción 
á  los  demandantes  para  entablar  la  correspondiente  al 
cobro  del  precio  de  los  libros  consignados.  5^  Que  en 
virtud  de  lo  expuesto,  se  deduce  que  la  cantidad  que  ha 
sido  justificada  por  el  actor  es  la  que  se  determina  en  las 
dos  primeras  partidas,  ó  sean  615  pesos  75  centavos 
moneda  nacional  —  fs.  61.  —  Por  estas  consideraciones, 
fallo:  condenando  á  los  señores  Maucci  y  C*^  á  abonar á  los 
demandantes,  en  el  término  de  diez  días,  la  cantidad 
615,75 pesos  moneda  nacional  y  los  intereses  á  estile 
Banco  desde  la  fecha  de  la  demanda,  sin  especial  cargr 


Digitized  by 


Google 


i 


—  341  — 


costas,  por  no  hallar  mérito  para  ello,  dejando  á  salvo 
sus  derechos  á  los  actores  por  la  acción  que  pudiera 
corresponderles  por  la  consignación  antes  mencionada. 
Así  lo  pronuncio,  mando  y  Armo,  en  Buenos  Aires, 
Capital  de  la  República  Argentina,  á  diez  y  siete  de  Abril 
de  mil  ochocientos  noventa  y  tres.  Repónganse  los  sellos 
y  regístrese.  —  L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí :  Juan  G,  Araujo, 
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SUM\R(0:  1»  Es  improcedente  la  imli(la<l  de  la  ejecución  fundada  en  la 
falsedad  del  i)r.)testos¡  se  reconoce  la  auttMiticidad  de  latirma. 
—  2''  Para  (|ue  la  excepción  de  litis  pendencia  sea  admisible, 
en  el  litií^ioen  que  se  funda  detx'  existir  identidad  de  perso- 
nas.— 3»  No  pn)cede  la  excepción  de  extinción  de  la  obligación 
ó  pa}?osiel  ejecutante  no  intervino  en  el  contrato  en  que  se 
funda. 


(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Setiembre  20  de  1892.  — Y  vistos  los 
])resentes  autos,  resulta:  1*  Que  con  fecha  2  de  Mayo  de 
1890,  y  á  fs.  3,  se  presentó  al  Tribunal  don  Elias  Fer- 
nández en  representación  de  don  Emilio  Bessio  Almeira, 
demandando  ejecutivamente  á  don  A.  Labougle  por 
cobro  del  pagaré  de  f.  1,  importante  la  suma  de  6.000 
pesos  moneda  nacional.  Solicitó,  en  virtud  de  hallarse 
ese  documento  debidamente  protestado,  se  librara  contra 
el  expresado  demandado  mandamiento  de  ejecución  por 
esa  suma,  con  sus  intereses  y  costas,  fundándose  en  lo 
dispuesto  por  los  arts.  465  y  471  del  Código  de  Proce- 
dimientos. 2^  Que  el  Juzgado  así  lo  proveyó  á  fs.  4  y 
á  fs.  5  consta  el  mandamiento  diligenciado  que  no  f"*^ 
satisfecho  por  el  ejecutado.  3**  Que  á  fs.  G  vta.,  se  decrt 
contra  el  deudor  inhibición  general  de  gravar  ó  vendf 
sus  bienes,  la  cual  fué  anotada  en  el  Registro  de  Hipoteca 
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según  consta  á  fs.  8.  4''  Que  á  fs.  15,  el  ejecutante  pidió 
el  embargo  de  una  finca  del  deudor,  situada  en  Ramos 
Mejía,  Partido  de  Matanzas,  Provincia  de  Buenos  Aires, 
á  lo  que  se  accedió,  habiéndose  hecho  la  anotación  en 
la  Oficina  de  Hipotecas  de  La  Plata,  según  consta  á  fs.  17 
y  notificado  después  al  ejecutado  por  la  cédula  de  fs.  22. 5<^ 
Que  á  petición  del  ejecutante,  el  ejecutado  fué  citado  de 
remate  —  fs.  19  —  habiéndose  presentado  éste  á  fs.  24  opo- 
niendo las  excepciones  de  extinción  de  la  obligación  y 
litis  pendencia,  alegando  también  la  nulidad  del  proce- 
dimiento. Funda  las  primeras,  en  que  la  obligación, 
materia  de  la  demanda,  procedía  de  otras  obligaciones 
que  tenía  el  doctor  Carranza  Mármol  con  don  Lino  de 
la  Torre,  las  cuales  le  había  firmado  el  ejecutado  como 
una  garantía.  Agrega,  que  el  verdadero  deudor,  doctor 
Carranza,  tan  luego  como  supo  el  origen  de  sus  deudas 
y  pagarés  firmados  por  él,  para  que  lo  libertase  de  esas 
obligaciones,  se  entendió  con  Latorre,  á  quien  le  vendió  un 
campo  denominado  «La  Alfalfa»,  obligándose  éste  á 
devolver  todos  los  pagarés  que  llevan  su  firma;  de  manera 
que  su  obligación  quedó  extinguida,  y  que  lejos  de 
tener  Latorre  acción  contra  él,  la  tenía  Labougle  para 
que  le  chancelase  su  firma.  Que  Carranza  había  de- 
mandado á  Latorre  para  que  fuera  obligado  á  esa  chan- 
celación, pero  que  éste  había  buscado  un  intermediario 
para  cobrar  lo  que  debía  devolver,  habiéndolo  hallado 
en  Bessio  Almeyra,  que  jamás  había  tenido  con  él  ne 
gocios  de  ningún  genero,  ni  tenía  recursos  de  ninguna 
clase  para  descontar  pagarés,  y  no  era  otra  cosa  sino 
un  instrumento  de  su  principal;  que,  por  consiguiente, 
había  mediado  la  extinción  de  la  obligación  y  litis  pen- 
dencia que  antes  ha  mencionado.  —  G°  Que  la  nulidad 
del  procedimiento  lo  funda,  en  que  recién  tenía  cono- 
cimiento del  asunto;  que  nunca  ha  tenido  escritorio,  ni 


Digitized  by 


Google 


f^^W' 


—  344  — 

socios  en  la  calle  San  Martín,  ni  dependiente  de  nin- 
guna clase,  siendo  únicamente  secretario  del  Senado 
Nacional  y  con  domicilio  en  la  calle  de  Córdoba  653: 
que  el  protesto  era  nulo  y  nula  la  ejecución  á  que 
había  dado  mérito;  que  la  diligencia  de  embargo  era 
de  una  gravedad  mayor  por  ser  falsa;  que  ni  siquie- 
ra había  pasado  ese  día  por  esa  calle  ni  tenido  para 
qué  entrar  en  esa  casa,  por  lo  que  mal  podía  el  oficial 
de  justicia  hallarle  allí,  no  siendo  esa  diligencia  sino 
el  resultado  de  un  acuerdo  entre  ese  funcionario  y  el 
ejecutante  que  había  dado  un  domicilio  falso;  que  por 
todo  esto  procede  la  nulidad  alegada  y  pedía  que,  previa 
la  prueba  que  ofrecía  rendir,  así  se  declarara  mandan- 
do pasar  los  antecedentes  al  Juez  del  Crimen  si  el  Juz- 
gado lo  creía  procedente.  —  7<*  Que  conferido  traslado  al 
ejecutante,  lo  evacuó  á  f.  27  solicitando  el  rechazo  de 
dichas  excepciones  por  las  razones  siguientes:  Porque 
su  mandante  nada  tenía  que  ver  ni  tenía  conocimiento 
de  las  operaciones  que,  según  decía  el  ejecutado,  tenía 
éste  con  Carranza  y  con  Latorre;  que  para  su  repre- 
sentado, el  único  responsable  por  la  letra  de  f.  1  vta.  lo 
era  Labougle  quien  nada  tenía  que  objetar  en  derecho, 
pues,  si  han  existido  las  operaciones  que  dice,  le  sería 
responsable  Latorre ;  que  no  existía  la  extinción  de  la 
obligación  ni  la  liíís  pendencia,  porque  según  el  mismo 
ejecutado  lo  alega,  no  es  su  representado  el  que  figura 
en  el  juicio  á  que  alude,  ni  tampoco  había  firmado  la 
obligación  que  indica,  sino  que  lo  fué  Latorre,  persona 
distinta  de  Bessio  Almeyra;  que  respecto  á  la  nulidad 
del  protesto  y  de  le  alegado,  contesta,  que  el  ejecutado 
siempre  ha  tenido  escritorio  en  unión  con  el  doctor 
Carranza  en  el  domicilio  indicado  para  el  proteste  ^ 
que  allí  firmó  la  obligación;  que  por  todo  esto,  pe» 
el    rechazo   de    las    excepciones,  debiendo  llevarse  a 
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lante  la  ejecución. — 8**  A  fs.  27  vta.  elJiízgado  sede- 
claró  competente  para  conocer  en  el  asunto  y  sometió 
la  causa  á  prueba  por  el  término  legal,  habiéndose 
producido  la  que  expresa  el  certificado  de  fs.  79  vta. — 
Qo  Que  á  fs.  82  vta.  se  confirió,  con  calidad  de  mejor 
proveer,  un  nuevo  traslado  á  los  interesados,  quienes 
lo  evacuaron  á  fs.  96  y  107,  quedando  la  causa  en  es- 
tado de  sentencia.  —  Y  considerando:  V  Que  las  excep- 
ciones opuestas  á  fs.  24  son:  extinción  de  la  obligación, 
litis  pendencia  y  nulidad  del  procedimiento.  2*^  Que 
tratándose  de  un  pagaré  á  la  orden,  le  son  aplicables 
las  reglas  establecidas  para  las  letras  de  cambio — ar- 
tículo 917  del  Código  de  Comercio  antiguo.  S**  Que 
contra  la  acción  ejecutiva  de  las  letras  de  cambio  sólo 
proceden  las  excepciones  enumeradas  en  el  art.  852  del 
Código  citado.  En  dicha  disposición  no  se  hallan  com- 
prendidas las  dos  primeras,  por  lo  que  corresponde  des- 
echarlas. 4°  Que  no  obstante  lo  expuesto,  habiendo  la 
parte  ejecutada  presentado  el  testimonio  de  fs.  74,  con 
el  objeto  de  demostrar  que  la  obligación  que  ha  origi- 
nado el  documento  que  sirve  de  base  á  ésta,  conviene 
analizar  el  mérito  de  dicha  prueba.  Se  trata  de  un 
convenio  celebrado  entre  don  Lino  de  la  Torre  y  don 
Ángel  Carranza  Mármol — fs.  74.  El  primero  compra  al 
segundo  un  campo  por  la  cantidad  de  200.000  pesos 
moneda  nacional,  precio  que  debe  abonar  en  el  acto  de 
la  escrituración  en  esta  forma:  156.000  en  pagarés  ala 
orden  del  vendedor,  firmados  por  el  mismo  deudor  y  por 
don  A.  Labougle,  los  cuales  se  hallan  en  poder  del 
comprador,  y  que  éste  se  compromete  á  devolver.  Ahora 
bien:  ¿Este  convenio  ha  extinguido  la  obligación  de 
f.  1?  Evidentemente  no.  Resulta  del  mismo  testimo- 
nio que  el  contrato  no  se  ha  cumplido  y,  en  tal  caso, 
hasta  que  el  ejecutado  no  pruebe  que  Carranza  Mármol 
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haya  cumplido  con  el  requisito  de  la  escrituración,  el 
tenedor  del  pagaré  tiene  derecho  para  perseguir  la  eje- 
cución. También  conviene  observar,  que  tampoco  se 
ha  probado  que  el  pagaré  que  motiva  este  juicio  sea 
uno  de  aquellos  que  don  Lino  de  la  Torre  deba  entre- 
gar en  pago  al  Dr.  Carranza  Mármol.  La  litis  penden- 
cia tiene  su  fundamento  en  el  mismo  convenio  y,  por 
consiguiente,  es  improcedente. — 5**  Para  fundar  la  excep- 
ción de  nulidad  de  la  ejecución,  autorizada  por  el  Código 
de  Procedimientos,  expone:  que  el  protesto  es  nulo 
por  no  haberse  llevado  á  cabo  en  su  domicilio  y  que 
el  diligenciamiento  del  embargo  es  notoriamente  falso» 
Respecto  á  lo  primero,  á  fs.  2  consta  la  diligencia  de 
protesto  del  escribano  José  Rodríguez  Lozano.  Dicha 
diligencia  es  un  instrumento  público  y  hace  plena  fe 
mientras  no  sea  argüido  de  falso  por  acción  civil  ó 
criminal  —  art.  993  del  Código  Civil.  Su  falsedad  no 
se  ha  demostrado,  y  en  la  hipótesis  que  el  escribano 
no  hubiera  cumplido  con  los  requisitos  establecidos  por 
el  art.  89^  del  Código  de  Comercio,  para  evacuar  las  di- 
ligencias del  protesto,  debe  tenerse  presente  que  la  ley 
no  fulmina  la  nulidad  del  acto  por  esta  omisión.  El 
escribano  responde  de  los  daños  y  perjuicios  que  se  le 
irroguen  por  cualquier  irregularidad  del  protesto,  inde- 
pendientemente de  las  penas  establecidas  por  la  ley; 
pero,  la  diligencia  del  protesto  demuestra  que  el  acto  se 
llevó  á  cabo  en  la  casa  calle  San  Martín  1^,  domicilio 
constituido  por  el  ejecutado  para  recibir  las  citaciones 
y  correspondencia;  las  posiciones  absueltas,  en  rebeldía 
del  ejecutado,  á  fs.  43,  así  lo  demuestran.  Los  testigos 
Osorio  — fs.  66  — Acuña  — fs.  70  — Bullot  — fs.  73  — de- 
claran, que  el  doctor  Carranza  Mármol  tiene  su  estudio  ei 
la  calle  y  número  indicados;  de  consiguiente,  el  protest 
se  ha  hecho  en    forma.    En   cuanto    al   segundo    argu 
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mentó,  la  diligencia  del  embargo  se  ha  efectuado  en  la 
forma  establecida  por  el  Código  de  Procedimientos,  li- 
brándose el  correspondiente  exhorto  al  Juez  de  1^  Ins- 
tancia de  La  Plata,  exhorto  que  volvió  diligenciado  — 
fs.  16;  —  luego,  la  diligencia  del  embargo  se  ha  practicado 
con  las  formalidades  exigidas  por  la  ley. —Por  estas 
consideraciones,  fallo,  no  haciendo  lugar  á  las  excep- 
ciones opuestas  por  el  ejecutado  á  fs.  25,  y  de  acuerdo 
con  lo  dispuesto  en  los  arts.  498  y  507  del  Código  de 
Procedimientos,  sentencio  esta  causa  de  remate,  man- 
dando se  lleve  adelante  la  ejecución  hasta  hacer  pago 
al  acreedor  de  la  cantidad  reclamada,  sus  intereses  y 
costas.  —  L.  A.  Peyret.  —  Ante    mí:  Carlos  N.  González, 
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Sumario:  Consentida  ó  confirmada  la  sentencia  que  no  resuelve  sobre 
el  pago  de  intereses,  debe  ser  desechada  de  la  acción  que. 
por  medio  de  otro  juicio,  pretenda  modificar  la  cosa  juzgada. 
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Y  vistos  estos  autos,  resulta:  Queá  fs.  2,  se  presentó 
don  José  B.  Fernández,  exponiendo  :  que  su  representado 
don  Julio  J.  Fernández  tuvo  una  negociación  de  carácter 
social  con  los  señores  Pelegrino  Bottoé  hijos,  por  la  cual 
éstos  obtuvieron  del  Gobierno  de  la  Nación,  la  proveeduría 
de  los  hoteles  de  inmigrantes;  que  á  consecuencia  de  ello 
Pelegrino  Botto  é  hijos,  dieron  á  su  mandante  un  documen- 
to en  el  cual  se  comprometían  á  pagar,  á  la  orden  de  su 
mandante,  la  cantidad  de  quinientos  pesos  moneda  nacio- 
nal, durante  el  término  del  contrato  celebrado  con  el  Supe- 
rior Gobierno,  para  efectuar  la  proveeduría  de  víveres; 
dicho  documento  se  transcribe  á  fs.  2,  el  cual  se  halla  agre- 
gado á  los  autos  seguidos  por  el  mismo  Fernández 
contra  la  citada  razón  social,  ante  el  Juzgado  del  D 
Cigorraga,  cobrándole  las  cuotas  vencidas,  que  fueroi 
condenados  á  pagarlas,  con    las  costas  del  juicio;    que 
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Pelegrino  Botto  é  hijos  deben  aun  las  cuotas  vencidas, 
correspondientes  á  los  meses  de  Enero,  Febrero,  Marzo, 
Abril  y  Mayo  de  1891,  más  quince  días  del  raes  de  Marzo 
del  año  1890,  porque  la  provisión  empezó  en  esa  fecha 
y  ha  terminado  el  último  día  del  mes  de  Mayo,  según 
informes  que  tiene  de  la  Contaduría  Nacional;  que 
por  otra  parte,  en  el  juicio  anterior,  se  demandaron  los 
intereses  de  las  cuotas  vencidas  y  por  omisión  de  la 
sentencia  no  fué  acordada  la  condenación.  Deduce  de- 
manda contra  la  razón  social  Pelegrino  Botto  é  hijos, 
pidiendo  se  les  condene  á  pagar  á  su  representado  las 
cuotas  correspondientes  á  los  meses  expresados,  los  in* 
tereses  correspondientes  al  juicio  anterior,  los  intereses 
de  esta  demanda  y  las  costas  del  juicio.  — Conferido 
traslado  de  la  demanda,  fue  evacuado  á  fs.  7,  por  Pelegrino 
Botto  é  hijos,  pidiendo  su  rechazo  con  costas.  Expone: 
que  según  resulta  del  juicio  á  que  se  refiere  el  actor, 
hay  cosa  juzgada  por  lo  que  respecta  á  los  intereses 
correspondientes  á  las  primeras  cuotas ;  que  la  Cámara 
de  Apelaciones  confirmó  la  sentencia  del  Juez  doctor 
Cigorraga,  en  la  cual  lo  condenaba  á  pagar  4.750  pesos 
moneda  nacional,  con  la  declaración  que  las  costas  eran 
á  su  cargo,  prescindiendo  de  los  intereses,  de  los  cuales 
no  se  hacía  mención  en  la  sentencia  del  Superior;  que 
cuando  se  trató  de  hacer  la  liquidación  de  las  costas, 
Fernández  pidió  que  se  incluyeran  esos  intereses  y  ha- 
biéndose opuesto  los  demandados,  el  Juez  declaró  que 
estos  intereses  no  debían  cargarse  á  la  liquidación  ; 
que  notificado  Fernández  no  apeló,  consintiendo  esa  re 
solución;  que  respecto  al  segundo  punto,  el  documento 
en  que  pretende  apoyarse  el  demandante,  no  ha  sido 
firmado  por  Pelegrino  Botto  é  hijos,  sino  por  Pelegrino 
Botto  hijo  y  C'^;  que  una  y  otra  razón  social,  no  se 
confunden;  que    Pelegrino  Botto  é  hijo  y  C^%   era   una 
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sociedad  en  la  cual  entraba  otra  persona  ajena  á  la 
familia  de  Pelegrino  Botto  é  hijo;  que  la  primera  se 
había  presentado  para  obtener  la  licitación  de  víveres 
para  varios  hoteles  de  inmigrantes  y  que,  como  don  Julio 
J.  Fernández  quería  también  licitarlos,  Pelegrino  Botto 
hijo  y  C*''  convino  en  darle  quinientos  pesos  mo- 
neda nacional  por  mes  en  la  licitación,  que  era  la  suma 
en  que  se  estimaban  las  utilidades  que  podía  dar  este 
negocio,  si  se  adjudicaba  á  dicha  razón  social  la  licita- 
ción; que  ésta  no  se  verificó  por  cuanto  la  licitación 
fué  obtenida  por  Pelegrino  Botto  hijo,  licitante  dis- 
tinto ;  que  resulta,  por  propia  declaración  del  actor,  que 
sólo  tenía  derecho  á  un  año  de  proveeduría  y  así  cons- 
ta de  la  demanda  entablada  en  el  juicio  anterior  y  que 
mal  puede  hoy  pretender  que  se  le  abone  cinco  meses 
y  medio  más,  á  razón  de  quinientos  pesos;  que  también 
hay  cosa  juzgada  respecto  de  este  punto.— Recibida  la 
causa  á  prueba  por  el  auto  de  fs.  11,  se  ha  producido 
la  que  instruye  el  certificado  del  actuario  á  fs.  49  vta. 
Presentado  el  alegato  de  fs.  67,  la  causa  quedó  en  estado 
de  ser  resuelta  definitivamente. — De  los  términos  de  la 
demanda  y  contestación  surgen  á  resolver  las  siguientes 
cuestiones :  P  ¿  Es  procedente  la  acción  instaurada  por 
cobro  de  los  intereses  correspondientes  á  las  cuotas  ven- 
cidas el  31  de  Diciembre  de  1890?  2°  ¿  Tiene  derecho 
el  actor  á  cobrar  la  cuota  correspondiente  á  los  quince 
días  del  mes  de  Marzo  de  1890  ?  3**  ¿  Tiene  derecho  á 
cobrar  las  cuotas  correspondientes  á  los  meses  de  Enero, 
Febrero,  Marzo,  Abril  y  Mayo  de  1891  ? — Considerando 
respecto  á  la  primera :  1°  Que  la  sentencia  de  1*  Instan- 
cia, cuyo  tebtimonio  se  ha  agregado  á  fs.  32,  condenó  á 
los  demandados  á  abonar  el  importe  de  las  cuotas  hasta 
el  31  de  Diciembre  de  1890,  omitiendo  pronunciarse  en 
la  parte  referente  á  los  intereses  reclamados  en  el  escrito 
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de  demanda.  2*^  Que  no  se  ha  demostrado  que  el  actor 
reclamara  en  tiempo  de  esa  omisión — arts.  222  del  Código  ¡ 

de  Procedimientos— y  por  el  contrario,  dicha  sentencia 
fué  confirmada  por  el    Superior,    modificándose  única-  ¡ 

mente  en  la  parte  referente  á  las  costas  y  al  número  de  1 

días  del  mes  de  Marzo.  S**  Que  también  consta  áfs.46,  que  j 

el  demandante  consintió  la  resolución  del  Juzgado  de 
fs.  47  vta.,  donde  no  se  hacía  lugar  al  reclamo  del  deman-  •; 

dante,  el  cual  pedía  se  incluyera  en  la  liquidación  la 
partida  correspondiente  á  los  intereses.     ¥  Que  siendo  I 

esto  así,  existe  cosa  juzgada  á  este  respecto  y  la  acción 
deducida  en  los  presentes  autos,  es  extemporánea.  Por 
esto,  resuelvo  la  cuestión  planteada  en  sentido  negativo.  ^ 

Respecto  á  la  segunda:    5^  Que  resultado  la  parte  dis-  i 

positiva  de    la  sentencia  del  Superior — fs.   45   vta. — en  '" 

la  liquidación  se  ha  incluido  la  cuenta  correspondiente  ; 

á  los  veinte    y  tres  días   de   Marzo  de  1890.     Resuelvo  ^ 

la  segunda  cuestión  en  sentido  negativo. — Considerando  - 

respecto   á   la  tercera:   6^  Que   resuelta   por   la  Excma.  ^ 

Cámara  á  fs.  36  la  excepción  referente  á  la  personería 
de  Pelegrino  Botto  é  hijos,  en  el  contrato  celebrado  con 
el  demandante,  el  proveyente  no  tiene  para  qué  ocupar- 
se de  este  punto  de  la  cuestión,  por  cuanto,  tratándose  ,i 
de  un  caso  idéntico,  la  resolución  debe  ser  idéntica.  í 
7**  Que  en  el  documento  de  fs.  31  se  establece  de  una 
manera  expresa,  que  el  de  la  cuota  de  quinientos  pesos 
moneda  nacional,  se  abonaría  durante  el  término  del  con- 
ti^ato^  habiéndose  reconocido  la  existencia  de  éste  por 
los  demandados  al  absolver  la  posición  I*"*  del  pliego  de 
fs.  40.-8'^  Que  absolviendo  la  posición  B,  fs.  39  á  fs.  40 
vta.,  los  demandados  confiesan  que  la  provisión  se  hizo 
hasta  el  mes  de  Febrero  de  1891  y  desde  esa  fecha  hasta 
fines  de  Mayo,  por  don  Félix  Botto,  en  virtud  de  cesión 
del   contrato  hecho  por  Pelegrino  Botto  é  hijo,  á  favor 
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del  segundo, — fs.  28  vta.  No  habiéndose  demostrado 
por  los  demandados,  que  esta  cesión  se  liiciera  con  el 
consentimiento  de  Fernández,  la  relación  de  derecho 
contraída  con  éste  queda  subsistente.  Por  esto,  resuelvo 
la  tercera  cuestión  en  sentido  afirmativo.  Y  en  conse- 
cuencia, condeno  á  la  razón  social  Pelegrino  Botto  é 
hijos,  á  abonará  don  Julio  J.  Fernández,  en  el  término 
de  diez  días,  la  cantidad  de  dos  mil  quinientos  pesos 
moneda  nacional,  con  los  intereses  á  estilo  de  Banco, 
desde  la  fecha  de  la  demanda,  sin  especial  cargo  de 
costas  por  no  obtener  el  actor  en  esta  sentencia  todo 
lo  pedido  en  el  escrito  de  demanda.  Así  lo  pronuncio, 
mando  y  firmo,  en  la  Ciudad  de  Buenos  Aires,  á  diez 
y  seis  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos.— 
Repónganse  los  sellos  y  regístrese.— L.  A.  Peyret.— 
Ante  mí:  Juan  G.  Araujo. 
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Sumario:  1«  El  condómino  que  reconstruye  la  pared  medianera  sólo 
está  obligado  á  volver  las  cosas  en  igual  estado,  pero  no 
al  pago  de  alquileres.  •—2'»  Las  cuestiones  entre  media- 
neros de  una  pared  sobre  diferencia  en  el  estado  de  la  casa  ai 
terminar  las  obras,  deben  ser  resueltas  por  peritos. 


(  CONFIRMADO  ) 

Vistos  estos  autos,  resulta:  Que  á  fs.  2,  se  presentó 
don  Pastor  García  Silva,  como  apoderado  de  don  Gregorio 
García,  manifestando  :  Que  en  Mayo  de  1889  su  poderdan- 
te convino  con  D.Hermán  Schemeil  en  acceder  ala  demo- 
lición de  la  pared  de  su  casa  calle  Piedad  números  2169  y 
2171,  medianera  con  Schemeil  por  el  costado  Este,  en  las 
condiciones  que  expresa  el  documento  de  f .  1  y  en  razón 
de  que  dicho  Schemeil  construía  una  nueva  obra  en  su 
propiedad;  que  posteriormente  á  dicho  convenio,  habien- 
do quedado  desalquilada  la  casa  de  altos  y  teniendo  que 
obstruirse  la  puerta  de  calle  y  sacarle  la  escalera,  convi- 
nieron igualmente  en  que  Schemeil  pagaría  durante  la 
obra  el  alquiler  de  doscientos  cincuenta  pesos  moneda  na- 
cional mensual,  siendo  obligación  del  mismo  dejar  la 
sasa  en  las  mismas  condiciones  en  que  se  encontraba; 
ue  no  habiendo  Schemeil  abonado  los  alquileres  ni  eje- 


^! 


;  ; 


r 


Digitized  by 


Google 


'*V^»:m.'^*iWi  f^-ww 


-yry I  ■  I  ■  I    I  ^ .  wAjm  "iiyy  ww '  4 V^ ' 


í   • 


—  354  — 

cutado  todas  las  obras  necesarias  en  la  casa,  lo  demanda 
á  fin  de  que  sea  condenado  al  pago  de  la  suma  de  1.250 
pesos  moneda  nacional,  importe  de  los  alquileres  deven- 
gados desde  el  19  de  Setiembre  de  1889  hasta  el  18  de 
Febrero  de  1890,1o  mismo  que  á  restituir  las  pinturas  y 
demás  cosas  á  su  estado  anterior,  con  las  costas  del  juicio. 
Agrega,  que  teniendo  que  mantener  la  casa  desocupada 
ínterin  Schemeil  no  la  restituya  á  su  estado  anterior,  los 
alquileres  deben  correr  de  su  cuenta,  lo  que  hace  presente 
para  que  en  oportunidad  se  le  condene  á  su  pago. 
Enumerando  los  desperfectos  sufridos  por  la  casa  y  las 
obras  que  han  dejado  de  ejecutarse,  dice:  que  el  zaguán 
de  la  calle  estaba  pintado  imitando  mármol  de  color,  ha 
sido  pintado  de  una  manera  muy  inferior  y  no  se  ha  con- 
cluido; quela  puertita  de  madera  que  guardaba  el  medi- 
dor de  gas  estaba  al  nivel  de  la  pared,  cerraba  y  tenía 
cerradura  y  hoy  está  saliente,  no  cierra,  ni  tiene  tampoco 
cerradura;  que  faltan  las  aldabas  de  fierro  que  sujetaban 
la  puerta  de  calle;  que  el  pasamanos  de  la  escalera  no  ha 
sido  totalmente  colocado,  faltando  un  pedazo;  no  se  han 
pintado  los  fierros  ni  lustrado  la  madera;  que  el  farohle 
la  escalera  no  ha  sido  colocado  en  su  lugar  y  le  falta  el 
pico  de  gas;  que  no  han  sido  repuestos  los  limones  de  la 
misma  escalera  que  fueron  destruidos;  que  el  pintado  de 
las  paredes  de  la  antesala  era  imitando  papel  y  el  que  se  ha 
hecho  es  completamente  distinto  é  inferior  al  anterior; 
que  en  la  galería  y  puerta  se  han  quebrado  varios  vidrios; 
que  las  celosías  de  la  calle  están  completamente  inutiliza- 
das ;  que  los  contramarcos  de  la  antesala,  que  fueron  quita- 
dos, no  han  sido  pintados ;  que  las  grietas  que  la  demolición 
ha  causado  en  la  sala  han  sido  cubiertas  con  cal,  pero  las 
pinturas  nohan  sido  repuestas;  que  no  ha  sido  coloc 
la  campanilla  llamador  cuyos  alambres  fueron  cortadí 
que  el  segundo  zaguán  ha  sido  dejado  sin  concluir,  pne 
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le  faltan  las  cantoneras  que  tenía;  que  no  han  sido  pin 
tadas  de  nuevo  las  puertas  cuya  pintura  fué  destruida  por 
la  cal ;  que  no  ha  sido  repuesto  en  la  escalera  un  arco  de 
mamfostería  que  tenía;  que  el  cielo  raso  de  una  pieza 
está  completamente  destruido  á  causa  del  acumulamiento 
de  materiales  que  obstruíanlas  aguas  fluviales;  que  no 
han  sido  reconstruidos  los  cielos  rasos  de  los  zaguanes 
que  fueron  destrozados;  que  el  forro  de  la  escalera  está 
completamente  despedazado;  roto  un  farol  de  gas  y  per- 
didas plantas  de  mérito;  que  no  se  han  sacado  los  monto- 
nes   de   escombros  de  la   casa  baja;  que  la  escalera  de 
mármol  está  completamente  rayada  á  consecuencia  de  la 
subida  y  bajada  de  los  peones  con  materiales  y  de  la  caída 
de  materiales  mismos;  por  último,  al  construirse  la  pared 
se  ha  formado  un  martillo  y  se  han  dejado  visibles  las 
puntas  de  las  vigas.  —Conferido  traslado  de  la  demanda  á 
Schemeil  la  contestó  á  fs.  12  reconociendo  el  convenio  que 
expresa  el  documento  de  f .   1,  pero  negando  haberse  com- 
prometido apagar  alquileres  por  el  tiempo  de  las  obras. 
Invocando  elart.  2626  del  Código  Civil  dice,  que  la  ley  no 
autoriza  al  dueño  de  la  casa  cuyas  paredes  se  derrumban 
para  reedificar  las  medianeras   á  cobrar  indemnización 
alguna;  que  en  Febrero  del  año  1890  García  le  prohibió 
entrar  á  la  casa  para  hacerlas  reparaciones,por  cuyo  moti- 
vo no  pudo  concluirlas,  pero  que  está  dispuesto  á  dejar 
las  cosas  como  antes.  Por  último,  niega  los  demás  hechos 
expuestos  por  el  actor. — Recibida  la  causa  á  prueba,  se  ha 
producido  la  que  expresa  el  certificado  de  fs.  76  vuelta. 
Y  considerando:  PQue  como  resulta  de  la  contestación  á 
la  demanda — fs.  12— Schemeil  no  sólo  ha  reconocido  expre- 
samente el  convenio  de  que  instruye  el  documento  def.  1, 
sino  que  también  se  ha  manifestado  dispuesto  á  dejarlas 
cosas  como  antes,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  á  hacer  las  repa- 
raciones necesarias  para  restituir  la  casa  del  actor  alesta- 
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do  eu  que  se  encontraba  al  empezar  la  obra  que  dio  margen 
á  dicho  convenio.  2^  Que  en  presencia  de  estas  manifesta- 
ciones y  de  la  disposición  del  art,  1197  del  Código  Civil,  es 
incuestionable  la  admisibilidad  de  la  demanda  por  lo  que 
á  dichas  reparaciones  se  refiere.  3"*  Que  no  tratándose  de 
una  obligación  de  aquellas  á  que  se  refiere  el  art.  626  del 
Código  citado  en  que  el  deudor  personalmente  sea  quien 
deba  cumplirla,  es  indudable  que  en  virtud  de  la  quiebra 
deSchemeil  la  obligación  de  dar  cumplimiento  al  contrato 
celebrado  ha  venido  á  gravitar  sobre  el  concurso.  4**  Que 
no  existiendo  en  autos  los  elementos  suficientes  que  deter- 
minen con  precisión  las  obras  ó  reparaciones  que  faltan 
para  volver  á  la  casa  al  estado  que  tenía,  ellas  deben  ser 
establecidas  por  peritos.  5**  Que  negado  como  ha  sido  cate- 
góricamente por  Schemeil  el  convenio  invocado  en  la 
demanda,  relativo  al  pago  de  los  alquileres  de  la  casa  de 
altos  por  el  tiempo  que  durara  la  obra,  al  actor  incumbía 
probarlo  conforme  á  lo  establecido  en  la  Ley  1%  Tít.  14, 
Part.  3'\'  6^  Que  con  motivo  délas  resoluciones  de  fs. 
52  y  59  por  las  que  fué  dejada  sin  efecto  la  providencia  de 
fs.  20  vuelta,  la  prueba  rendida  ha  quedado  limitada  á  la 
declaración  prestada  á  fs.  29  por  el  testigo  BonnementJa 
cual  por  ser  singular  carece  por  completo  de  valor  jurídico 
—Ley  32,  Tít.  16,  Part.  3^  7«  Que  no  habiéndose  probado 
la  existencia  de  este  convenio  y  como  según  la  prescrip- 
ción de  los  arts.  2626  y  2734  del  Código  Civil  la  recons- 
trucción de  la  pared  divisoria  para  hacerla  más  firme  ó  de 
mayor  altura  no  da  derecho  al  vecino  ó  condómino  para 
reclamar  indemnización  por  los  embarazos  que  le  cause 
la  ejecución  de  los  trabajos,  la  acción  deducida  debe  des- 
echarse en  esa  parte.  8°  Que  tampoco  procede,  á  título  de 
indemnización,  por  motivo  de  la  demora  en  la  ejecución 
las  obras  el  reclamo  de  los  alquileres,  pues,  lejos  de  e 
acreditado  que  Schemeil  se  haya  resistido  á  hacerlas  i 
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raciones  á  que  se  obligó,  los  términos  en  que  ha  contestado 
la  demanda  revelan  lo  contrario.  También  existen  en  autos 
los  antecedentes  que  forman  el  convencimiento  de  que  fué 
la  parte  demandante  quien,  ya  por  que  no  se  le  pagaban  los 
alquileres  de  que  se  creía  acreedor,  ya  por  una  mala  inter- 
pretación de  su  derecho,  impidió  á  Schemeil,  como  éste  lo 
alega  en  la  contestación  á  la  demanda,  la  continuación  de 
los  trabajos.  En  efecto  :  á  fs.  2  vuelta  manifiesta  el  repre- 
sentante del  actor  que  habiendo  Schemeil  mandádole  la 
llave  de  la  casa  no  le  fué  recibida  porque  no  había  abona- 
dolos  alquileres.lo  que  dio  lugar  á  que  Schemeil  la  llevara 
de  nuevo  personalmente,  y  como  tampoco  se  le  hubiese 
recibido  exigiéndole  el  pago  de  dichos  alquileres,  la  arroj  ó 
al  patio  de  la  casa.  Esto,  por  sí  solo,  demuestra  que 
fueron  esos  alquileres  los  que  quebraron  la  armonía  en  las 
relaciones  entre  ambas  partes  y  que  firme  el  primero  en 
su  derecho  para  exigirle  su  falta  de  pago  lo  dete.rminó  á 
impedir  la  continuación  de  las  obras.  El  hecho  de  la  inter- 
posición de  laílemanda  no  impedía  que  Schemeil  hiciera 
los  trabajos  desde  que  ello  era  precisamente  lo  que  se  le 
exigía. — Por  estas  consideraciones,  fallo:  condenando  al 
concurso  de  H.  Schemeil  é  hijo  á  hacer  las  reparaciones 
que  determinen  los  peritos  que  deberán  nombrarlas  partes, 
dentro  de  tercero  día,  y  que  sean  consecuencia  de  la  cons- 
trucción hecha  por  Schemeil  en  su  propiedad,  rechazando 
la  acción  deducida  por  los  alquileres,  debiendo  satisfa- 
cerse las  costas  en  el  orden  causadas,  por  no  hallar  mérito 
para  imponerlas  á  ninguna  de  las  partes.  En  cuanto  al  tér- 
mino dentro  del  cual  deben  practicarse  las  reparaciones 
se  fijará  una  vez  que  éstas  queden  definitivamente  esta- 
blecidas. Repónganse  los  sellos  y  regístrese.  Dado  en  la 
capital  de  la  República,  á  veintiséis  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos. — L.  A.  Peyret. — Ante  mí:  Jorge 
F.  Patino. 
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Sumario:  La  inscripción  tardía  en  el  Registro  de  Comercio  es  causa 
suíiciente  para  negar  la  moratoria,  aun  cuando  la  mayoría 
de  los  acreedores  liayan  prestado  su  conformidad. 


(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Agosto  7  de  1893.  Y  vistos:  conside- 
rando: 1°  Que  las  moratorias  sólo  pueden  concederse 
al  comerciante  matriculado  que,  accidentes  extraordina- 
rios, imprevistos  ó  de  fuerza  mayor,  lo  imposibilitan 
repentinamente  de  pagar  á  sus  acreedores  — artículo  1584, 
Código  de  Comercio.  2®  Que  para  que  la  inscripción 
en  la  matrícula  surta  sus  efectos  legales,  debe  hacerse 
al  empezar  el  giro  ó  cuando  no  se  tenga  necesidad  de 
invocar  los  privilegios  que  ella  acuerda  —  artículo  26  del 
Código  citado.  3^  Que  según  consta  de  autos,  hace 
once  años  que  el  solicitante  Acquistapace  se  halla  es- 
tablecido con  negocio  en  esta  plaza,  habiéndose  matri- 
culado recién  el  diez  de  Febrero  pasado,  ó  sea  un  mes 
antes  de  presentarse  al  Tribunal  pidiendo  moratorias, 
circunstancia  que  legalmente  le  inhabilita  para  ainjia- 
rarse  de  uno  de  los  mayores  beneficios  que  la  ley 
confiere  á  los  comerciantes  que  cumplen  en  tiempo  con 
los  deberes  que  para  obtenerlos  impone,  pues,  no  se  ha 
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acreditado,  ni  argüirlo  es  dable  siquiera,  que  las  causas 
ocasionables  que  hoy  le  impiden  hacer  frente  á  sus 
compromisos  se  hayan  producido  precisamente  después 
de  la  matriculacióu.  4^  Que,  por  otra  parte,  tampoco 
se  ha  expuesto  causa  legítima  alguna  de  las  que  hacen 
procedente  la  concesión  de  las  moratorias,  pues,  como 
tal  no  puede  considerarse  la  crisis  que  desde  hace  más 
de  tres  años  sufre  el  país,  por  que  estos  acontecimientos, 
por  profundas  que  sean  las  alteraciones  que  produzcan, 
no  son  accidentes  extraordinarios  ó  imprevistos,  ni  me- 
nos, de  efectos  repentinos.  Y  tan  cierto  es  esto,  por  lo 
que  respecta  al  solicitante,  que  á  principios  del  año 
pasado,  en  plena  crisis,  daba  relativamente, una  exten- 
sión considerable  á  sus  negocios  con  la  fundación  de 
una  fábrica,  según  se  expresa  á  fs.  36  vuelta.— 
5*^  Que  si  bien  de  los  informes  de  fs.  10  y  32,  toma- 
dos de  los  libros  dei  solicitante,  resulta  que  existen 
bienes  con  cuyo  producido  podría  pagarse  íntegramente 
á  los  acreedores,  hay  que  tener  en  cuenta  que  dichos 
libros  no  están  rubricados  y,  por  lo  tanto,  no  pueden 
hacer  fe  en  favor  de  su  dueño  —  art.  55,  Código  de 
Comercio.  —  Por  estas  consideraciones  y  no  obstante 
haber  votado  un  número  suficiente  de  acreedores  por 
la  concesión  de  las  moratorias,  se  rechazan  éstas ;  y 
en  su  consecuencia,  déjase  sin  efecto  la  suspensión  pro- 
visoria de  las  ejecuciones  decretadas  á  fs.  4  vuelta, 
lo  que  se  hará  saber  por  oficio  á  los  señores  Jueces  á 
quienes  fué  comunicada.  —  Repónganse  los  sellos. — 
L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí:  Juan  M.  Balado. 
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Sumario:  1«  La  excepción  de  inhabilidad  de  títuJo  es  inadmisible  i 
se  opone  á  la  ejecución  fundada  en  una  letra  de  cambio. 
—2°  La  excepción  de  caducidad  de  la  letra  de  cambio  fun- 
dada en  la  falta  de  aviso  del  protesto  al  endosante  es  ira- 
procedente,  si  se  justifica  su  remisión  por  correo. 

(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  los  presentes  autos,  resulta:  P  Que  con 
fecha  30  de  Setiembre  del  año  anterior  se  presentó  don 
Horacio  J.  Ferrari,  como  apoderado  de  don  Pedro  Ospi- 
tal  solicitando,  con  el  fin  de  preparar  la  acción  ejecutiva, 
que  don  Martín  Habiague  practicara  el  reconocimiento 
de  la  firma  puesta  como  garantía  en  el  pagaré  de  fs. 
10.  Pidió  que,  en  virtud  de  residir  el  deudor  en  La 
Plata,  se  librara  exhorto  á  la  autoridad  judicial  de  esa 
Ciudad  para  que  allí  se  efectuara  dicha  diligencia- 
2°  Que  á  fs.  8,  se  accedió  á  esa  petición  y  se  dispuso 
que  Habiague  fuera  citado  en  la  forma  preceptuada  por 
el  art.  468  del  Código  de  Procedimientos.  De  fs.  11 
á  17  corre  el  exhorto  diligenciado  y  consta  que  no 
obstante  haber  sido  Habiague  citado  llenándose  los 
quisitos  ordenados,  no  compareció  á  practicar  el  reí 
nocimiento.  3°  Que  á  fs.  18  el  ejecutante  pidió 
hiciera  efectivo  el  apercibimiento  decretado,    y  que 
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acuerdo  con  el  art.  468  ya  citado,  se  diera  por  reco- 
nocido en  rebeldía  de  Habiagiie  el  documento  de  fs. 
10  y  que  se  librara  contra  el  mismo   mandamiento  de  ' 

ejecución    por  su    importe.     Al    mismo  tiempo    solicitó  < 

una  inhibición  contra  el  den-lor.  A  todo  esto  y  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  por  los  arts.  468,  465  y 
461  del  Código  de  Procedimientos,  se  proveyó  á  fojas 
19  de  conformidad  y  se  ordenó  se  librara  exhorto  á  La 
Plata  para  que  el  mandamiento  fuera  diligenciado  y  para 
que  allí  se  anotara  la  inhibición,  lo  mismo  que  en  el 
Registro  de  Hipotecas  de  esta  Capital.  ¥  Que  á  fs. 
30  se  encuentra  agregado  el  mandamiento  de  ejecución 
diligenciado  en  La  Plata,  el  cual  no  fué  satisfecho  por 
el  deudor,  por  haber  manifestado  que  había  oblado 
en  el  Banco  de  la  Nación  Argentina  la  suma  que  se  le 
cobraba,  lo  que  resultó  ser  exacto  según  consta  del  es- 
crito á  fs.  24  y  documento  de  depósito  de  fs.  22. 
A  fs.  50  obló  1800  pesos  moneda  nacional  para  res- 
ponder á  los  intereses  y  costas,  en  virtud  de  habér- 
selt>   así   ordenado  el   Tribunal    é    insistió  se   levantara  ¡ 

la  inhibición  como  antes   lo   tenía  solicitado.     El  Juz-  '¡ 

gado  así  lo  proveyó  á  fs.  50  vuelta.  5^  Que  á  fs.  44, 
á  petición  del    ejecutante,   Habiague   fué    citado   de    re-  ] 

mate,  y  á  fs.  51  se  presentó  oponiendo  las  excepciones  | 

de    inhabilidad    del  título    que  autoriza  el   inc.    4*^  del  «  ^ 

art.  488  del  Código  de  Procedimientos  y  de  caducidad, 
prescripta  por  el  art.  676  del  Código  de  Comercio. 
Funda  ambas  excepciones,  después  de  explicar  los  an- 
tecedentes del  asunto,  en  que  el  título  con  que  Ospital 
le  ejecuta  es  inhábil  y  que  había  caducado  respecto  de 
iU  pues,  que  la  primera  noticia  del  protesto  la  había 
>enido  por  referencia  del  ejecutante  seis  meses  des- 
pués de  verificado,  en  una  ocasión  que  se  había  pre- 
sentado   á    cobrarle    en    La  Plata    en   su    casa    hat(ita- 
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ción;  que  no  se  había  cumplido  con  lo  preceptuado 
por  el  art.  663  del  Código  de  Comercio  y  el  acree- 
dor había  incurrido  en  la  sanción  del  art.  683  del 
mismo  Código;  que  niega  en  absoluto  que  sea  cier- 
ta la  notificación  y  entrega  del  testimonio  de  la  escri- 
tura de  protesto  que  certifica  el  escribano  que  lo 
verificó,  y  que  como  la  ley  ha  establecido  la  forma  en 
que  esos  hechos  se  prueban,  desde  ya  anticipaba  la 
afirmación .  que  de  esas  pruebas  resultaría  la  verdad 
de  lo  que  dejaba  dicho.  Termina  pidiendo  que  en 
oportunidad  no  se  haga  lugar  ala  ejecución,  con  costas 
é  indemnización  de  los  perjuicios  que  le  irroga  el  no 
poder  disponer  de  la  suma  de  13.800  pesos  moneda  na- 
cional que  tiene  depositados  en  este  asunto. — B*'  Que 
conferido  traslado  al  ejecutante,  lo  evacuó  á  fs.  55, 
pidiendo  el  rechazo,  con  costas,  de  dichas  excepciones, 
fundándose,  en  que  son  inexactos  los  hechos  alega- 
dos por  el  ejecutado;  que  en  cuanto  á  la  notificación 
del  protesto,  aparte  del  conocimiento  particular  que  había 
tenido  del  hecho  Habiague,  ella  se  había  hecho  en  tiempo 
y  forma,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el  art.  663 
del  Código  de  Comercio,  lo  que  se  comprobaba  por  la 
nota  puesta  al  dorso  del  documento  por  el  escribano 
que  autorizó  el  protesto  y  por  la  escritura  que  en  tes- 
timonio acompañaba  y  que  podía  corroborarse  por  un 
certificado  de  la  Administración  de  Correos  que  había 
de  solicitar  en  tiempo;  que  según  el  inc.  2^  del  art.  664 
del  Código  citado,  probando  la  fecha  en  que  se  ha  ex- 
pedido el  aviso,  quedaba  probada  la  notificación.  Agrega, 
que  era  incierto  que  hubiera  recibido  sumas  de  Lande- 
rreche  á  cuenta  de  la  obligación  demandada,  pues,  el 
único  negocio  que  había  hecho  con  él,  fué  una  hipo- 
teca por  12.000  pesos  moneda  nacional,  que  fué  susti- 
tuida por  el  pagaré  de  fs.  10,  que  consintió  en  levantar 
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por  consideraciones  á  Habiague  y  á  su  pedido,  y  para 
facilitar  operaciones  que  debía  celebrar  en  sociedad  con 
Landerreche;  que  por  último,  había  esperado  algún  tiempo 
sin  demandarlo  porque  le  había  dado  esperanza  de 
arreglarlo  todo,  hasta  que  un  día  le  dijo  que  no  cabía 
ningún  arreglo  porque  había  consultado  el  asunto  con 
persona  competente,  quien  le  había  manifestado  que 
no  estaba  obligado  á  nada  por  defecto  del  protesto. 
7«  Que  á  fs.  57  vta,,  el  Juzgado  se  declaró  competente 
para  conocer  en  el  asunto  y  recibió  la  causa  á  prueba 
habiéndose  producido  la  que  expresa  el  certificado  del 
actuario  de  fs.  05  vta.  Llamando  los  autos  para  sentencia 
á  fs.  72  vta.,  el  Juzgado,  en  uso  de  la  facultad  que  le 
acuerda  el  art.  490  del  Código  de  Procedimientos,  corrió 
un  nuevo  traslado  á  las  partes,  quienes  lo  evacuaron  á 
fs.  73  y  fs.  81, 

Y  considerando: 

P  Que  estando  el  documento  de  fs.  10  equiparado  á 
las  letras  de  cambio — art.  740  del  Código  de  Comercio 
— sólo  proceden  contra  su  ejecución  las  excepciones  enu- 
meradas por  el  art.  070  del  mismo. 

2''  Que  por  consiguiente,  no  estando  comprendida  entre 
^as  especificadas  por  este  último  artículo  la  de  inhabili- 
dad del  título,  opuesta  por  el  ejecutado,  no  es  procedente 
en  el  caso  y  debe  ser  rechazada,  puesto  que  las  letras 
de  cambio  están  regidas  por  su  legislación  especial  como 
lo  es  el  Código  de  Comercio. 

3"*  Que  en  cuanto  á  la  excepción  de  caducidad,  dada 
la  forma  en  que  se  ha  planteado  el  debate,  toca  al  pro- 
veyente  resolver  la  siguiente  cuestión  :  ¿La  notificación 
leí  protesto  del  documento  de  fs.  10,  en  la  forma  que 
tparece  hecha  á  Habiague,  se  encuentra  en  las  condi- 
ciones exigidas  por  la   ley  y   puede    surtir    los  efectos 
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que  la  misma  atribuye?  El  proveyente  piensa  que  sí,  por 
las  siguientes  razones:  porque  el  ejecutante  ha  justitl- 
cado  por  medio  del  informe  del  Correo,  de  fs.  68  vta., 
que  remitió  al  domicilio  de  Habiague,  en  La  Plata,  el 
aviso  del  protesto  verificado  en  el  tiempo  y  forma  exigidos 
por  el  art.  663  del  Código  de  Comercio,  y  porque  el 
art.  664  del  mismo  Código  preceptúa  que  la  prueba  de 
la  notificación  del  protesto  puede  hacerse  con  un  cer- 
tificado de  la  Administración  de  Correos,  de  la  fecha 
en  que  se  ha  expedido  el  aviso.  Ahora  bien,  del  informe 
del  Correo  resulta  que  el  aviso  á  Habiague  del  protesto 
fué  remitido  por  el  escribano  Terry  al  día  siguiente  de 
evacuar  esa  diligencia,  y  la  escritura  de  fs.  54  atestigua 
la  verdad  de  dicho  protesto;  de  modo,  pues,  que  ha- 
biéndose cumplido  con  remitirse  el  aviso  al  domicilio 
del  ejecutado  y  no  exigiéndose  por  la  ley  más  obligación 
por  parte  del  tenedor  del  documento  que  llene  ese  re- 
quisito, carece  de  fundamento  la  excepción  opuesta.  No 
puede  sostenerse,  que  debe  pesar  sobre  el  tenedor  la 
obligación  de  buscar  al  deudor  protestado  para  hacerle 
llegar  el  aviso  en  su  propia  casa,  porque  con  semejante 
teoría,  cuando  estuviera  en  cualquier  punto  apartado  de 
la  República  ó  en  país  extranjero,  sería  imposible  cum- 
plir con  el  requisito  del  art.  663;  de  manera,  que  la 
sanción  de  la  ley  no  puede  tener  otro  alcance,  sino  que 
se  cumpla  con  remitir  el  aviso  al  lugar  en  que  resida 
ei  deudor. 

¥  Que  si  ese  aviso  no  llegó  á  poder  de  Habiague 
en  tiempo  oportuno,  no  puede  imputársele  á  Ospital 
que  cumplió  con  remitírselo  como  queda  dicho.  Debe 
imputársele  á  sí  mismo,  pues,  él  sabía  el  día  en  que 
vencía  su  obligación,  como  resulta  de  su  escrito  en  qu 
opone  las  excepciones;  habló  con  Ospital,  respecto  c 
la  misma  y  le  manifestó  que    si  se  veía  en  el  caso  c" 
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hacer  alguna  gestión  para  el  cobro  del  pagaré  lo  hiciera 
preferentemente  contra  Landerreche,  deudor  principal. 

No  es  presumible  que  sabiendo  que  tenía  e^a  obliga- 
ción, permaneciera  sin  informarse  de  ella  hasta  el  mes 
de  Julio  en  que  recién,  dice,  tuvo  conocimiento  del  pro- 
testo. Desde  el  momento  que  según  el  informe  del  Correo 
de  fs.  68  y  de  su  propia  confesión  de  fs.  63  vta.,  y  en  el 
alegato  de  fs.  81,  resulta  comprobado  que  el  reparto  de  la 
correspondencia  no  llega  á  su  domicilio  por  estar  fuera 
del  radio  urbano,  lo  varosímil  es  que  recogiera  en  el 
Correo  la  que  se  le  dirigía,  y  en  este  caso  con  mayor  razón, 
puesto  que  se  trataba  de  un  acto  que  afectaba  sus  intere- 
ses. Si  fué  negligente  al  respecto  debe  culparse  á  sí 
mismo  y  no  á  Ospital,  que  cumplió  con  la  ley  y  que 
casi  ignoraba  su  domicilio,  como  resulta  de  las  posicio- 
nes absueltas  á  fs.  61.  No  puede  tampoco  suponerse  como 
lo  pretende  Habiague  en  su  escrito  de  fs.  81,  que  la  noti- 
ficación ha  debido  hacerse  en  la  forma  proscripta  por  el 
Código  de  Procedimientos,  porque  el  art.  664  del  Código 
de  Comercio  indica  la  forma  de  la  notificación,  y  esta 
disposición  prima  sobre  la  Ley  de  Procedimientos.  S*"  Que 
tampoco  el  ejecutado  ha  justificado  los  pagos  parciales  de 
la  obligación  de  fs.  10,  y,  á  este  respecto,  no  le  han  dado 
resultado  las  posiciones  de  fs.  63,  puesto  que  Ospital  mani- 
festó que  no  había  recibido  de  Landerreche  suma  alguna 
sino  por  cuenta  de  un  crédito  de  9.000  pesos  moneda 
nacional  que  tenía  contra  don  Graciano  Aramburd  y  con 
fondos  de  éste.  6*^  Que  la  promesa  de  Ospital,  de  ejecutar 
á  Landerreche,  á  que  se  refiere  en  la  cuarta  posición  de  fs. 
60,  no  puede  obstar  á  la  acción  deducida,  porque  esto  no 
importa  la  renuncia  de  su  derecho,  pues,  hubiera  sido 
necesario  que  se  ejecutara  de  una  manera  expresa  para 
destruirla  obligación  solidaria  que  pesaba  sobre  Habiague 
con  arreglo  á  lo  dispuesto   por  el    art.  082  del  Código 
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de  Comercio.    7°  Que  en  cuanto  á  la  diferencia  en  elnom- 
bre  del  ejecutado,  observada  en  el  alegato  de  fs.  8L  ha  sido 
un  error  del  Correo  sufrido  en  el  informe  de  fs.  67  vuelta, 
el  cual  ha  quedado  salvado  con  la  carta  original  agregada 
á  fs.  95,  pedida  por  el  Juzgado  para  mejor  proveer.  8°  Que 
por  último,  de  todo  lo  expuesto  resulta  demostrado  que 
el  ejecutado  no  ha  justificado  sus  excepciones  y    que  el 
ejecutante  ha  probado  haber  cumplido  con  el  deber  que  le 
imponía  al  efectuar  el  protesto  los  arts.  663  y  683  del 
Código  de  Comercio.— Por  estas  consideraciones  y  las  del 
escrito  de  fs.  73,  fallo  rechazando  las  excepciones  opues- 
tas á  fs.  51,  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  los  arts. 
498  y  507  del  Código  de  Procedimientos,  mando  se  lleve 
adelántela  ejecución,  hasta  hacer  pago  al  acreedor  del  capi- 
tal reclamado,  sus  interesesy  costas,  estimándose  en  cua- 
trocientos cincuenta  pesos  moneda  nacional  los  honorarios 
del  Dr.  Ferrari  y  en  doscientos  pesos  los  del  procurado'^ 
Horacio  J.  Ferrari.  Dada  en  la  Capital  de  la  Repú\)VvC>^ 
Argentina,  á  dos  de  Octubre  de  mil  ochocientos  nov^tV^A, 
y  tres.  Repónganse  los  sellos  y  regístrese.— L.  A.  PEVm?::^ 
— Ante  mí :  Carlos  N.  González. 


Digitized  by 


Google 


n.  ^*  u;» >-"'^_K,i^  iw  M  |.t,ti^>i.iP',i»  win<   I*  i^jiPiyjy; PiMTgVi'.'^y-^  >f JP-  Vv^i' l»^»^ff 


^ 


I 


LXXXV 


SuMABiO:  No  siendo  esencial  ;i  la  validez  del  juicio  ejecutivo  que  se 
notítique  al  tirmante  el  auto  que  da  por  reconocida  la  firma 
en  rebeldía,  el  error  en  el  domicilio  en  que  se  ha  dejado  la 
cédula  no  puede  fundar  la  excepción  de  nulidad  de  la  eje- 
cución. 

(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Octubre  31  de  1893. — Y  vistos  es- 
tos autos,  resulta:  P  Que  á  fs.  3  y  coa  fecha  6 
de  Mayo  de  1892,    se  presentó   al  Tribunal    don    Juan  j 

Aurelio    Casacuberta,  por   el    Banco    de    la    Provincia,  .- 

demandando  á  don  Enrique  Urien  por  cobro  del  inipor-  '^ 

te  de  las   letras  de    fs.  1  y  2,  que  ascienden    á    20.880  i 

pesos  con  64  centavos  moneda  nacional,  solicitando 
que,  con  el  fin  de  preparar  la  acción  ejecutiva,  se  citara  á 
Urien  para  practicar  el  reconocimiento  de  las  firmas  expre- 
sadas. 2^  Que  el  Tribunal  así  lo  proveyó  á  fs.  5  vuelta, 
constando  á  fs.  7  la  citación  hecha  á  Urien  con  tal  objeto . 
3"  Que  á  fs.  9,  á  petición  del  ejecutante  y  por  no  haber 
comparecido  el  ejecutado,  se  dio  por  reconocidos  en  su 
rebeldía  los  documentos  de  fs.  1  y  2,  de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto por  el  art.  468  del  Código  de  Procedimientos. 
iP  Que  librado  el  mandamiento  de  ejecución,  á  petición  del 
acreedor,  áfs.  20  aparece  diligenciado  sin  haber  sido  satis- 
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fecho  por  el  deudor,  pero  dando  bienes  á  embargo  en  su 
defecto,  consistente  en  un  campo  situado  en  Pehuajó. 
5^  Que  citado  de  remate  el  ejecutado,  á  fs.  84  se  presentó 
su  apoderado  Joñas  oponiendo  la  excepción  de  nulidad  de 
loobrado  desde  fs.  9  adelante  y  amparándose  en  la  dispo- 
sición del  art.  489  del  Código  de  Procedimientos.  Funda 
dicha  nulidad,  en  la  circunstancia  de  haberse  practi- 
cado la  notificación  de  fs.  10  en  un  domicilio  distinto  del 
de  su  representado  y  en  que  en  ella  no  se  indica  á  la  per- 
sona á  quien  se  notifica,  habiéndose  violado  las  formas 
estatuidas  por  la  ley  para  las  notificaciones,  todo  lo  que 
hace  nulo  el  procedimiento.  6°  Conferido  traslado  al  eje- 
cutante, lo  evacuó  á  fs.  37  pidiendo  el  rechazo  de  la  excep- 
ción, fundándose  en  que  si  hubo  algún  error  en  la 
notificación  de  fs.  9,  éste  quedó  subsanado  con  el  manda- 
miento que  se  diligenció  personalmente  con  el  ejecuta- 
do ;  que  resultando  de  los  autos,  que  ha  tenido  noticia  de 
la  providencia,  la  notificación  es  válida  y  no  procede  la 
nulidad  con  arreglo  al  art.  40  del  Código  de  Procedimien- 
tos; que  por  último,  se  trata  de  un  crédito  que  ha  sido 
reconocido  por  Urien,lo  que  demuestra  que  no  existe  más 
fin  que  demorar  la  ejecución.  Y  considerando:  1°  Que  el 
ejecutado  fué  citado  para  el  reconocimiento  de  los  docu- 
mentos de  fs.  1  y2en  la  forma  preceptuada  por  el  art.  468 
del  Código  de  Procedimientos,  dejándosele  la  cédula  que 
á  esa  diligencia  se  refiere  en  el  domicilio  denuncia- 
do por  el  ejecutante,  Belgrano  1680  — fs.  7. — 2<*  Que  no 
desconociéndose  por  éste  la  validez  de  esa  notificación,  no 
tiene  importancia  alguna  el  fundamento  de  la  excepción, 
pues,  la  notificación  del  auto  de  fs.  9  no  tenía  objeto 
en  razón  de  que  en  la  de  fs.  7  ya  se  había  hecho  saber  el 
apercibimiento  del  art.  468  del  Código  citado,  para  el  caso 
de  que  dejare  de  comparecer  á  practicar  el  reconocimiento. 
3°  Que  ya  se  ha  declarado  por  la  Excma.  Cámara,  revo- 
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cando  una  resolución  del  proveyante  en  el  juicio  seguido 
por  el  Banco  de  la  Provincia  contra  Catalina  R.  deBidone, 
Secretaría  Patiño,que  es  innecesaria  la  notificación  al  deu- 
dor, del  auto  en  que  se  da  por  reconocida  su  firma,  de  acuer- 
do con  lo  establecido  en  el  considerando  anterior,  lo  que 
viene  á  robustecer  lo  expuesto.  4^  Que  no  es  exacto  lo 
que  se  dice  por  el  ejecutado  respecto  de  la  notificación  de  la 
citación  de  remate,  como  se  comprueba  por  la  diligencia  de 
fs.  34  vuelta,  en  la  cual  consta  que  la  cédula  dejada  fué 
recibida  por  la  esposa  del  deudor.  5o  Que  dada  la  insub- 
sistencia  de  la  excepción,  como  se  justifica  en  autos,  es 
innecesario  recibir  la  causa  á  prueba  por  no  existir  hechos 
que  deban  probarse» — Por  estas  consideraciones,  las  del 
escrito  que  precede,  y  lo  dispuesto  por  los  arts.  498  y  507 
del  Código  de  Procedimientos,  fallo:  no  haciendo  lugar  á 
la  nulidad  deducida  á  fs.  36  y  mando  se  lleve  adelante  la 
ejecución  por  el  capital,  intereses  y  costas.  Regulo  en  tres- 
cientos cincuenta  pesos  moneda  nacional  los  honorarios 
del  Dr.  Gómez,  en  treinta  los  del  Dr.  Escalada,  en  ciento 
cincuenta  los  del  procurador  Juan  A.  Casacuberta  y  en 
noventa  los  de  Cirilo  Bergalli.  Repónganse  los  sellos  y 
regístrese. — L.  A.  Peyret.— Ante  mí:  Carlos  N,  González. 
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SuMARíO:  1"  La  prueba  resultante  de  los  libros  de  comercio  sóloer!  pro 
ceden  te  entre  comerciantes.— 2«  Reconocida  la  verdad  de  la 
demanda  procede  la  condenación  del  demandado. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y   vistos   estos  autos,    resulta:    I**  Que  á  fojas   3  se 
presentó  don    Nicolás   Gándara  por  don  Ángel  Bosisio- 
I  demandando  á  don  Manuel  Díaz    Losada  por    cobro  de 

la  cantidad  de  1.204  pesos  31  centavos  moneda  nacional. 
Manifiesta,  para  fundar  su  demanda:  que  su  represen- 
tado era  uno  de  los  miembros  de  la  razón  social  que  giraba 
en  esta  plaza  bajo  el  nombre  de  Bosisio  y  Rossi. 
estando  empleado  en  ella,  en  calidad  de  dependiente,  don 
Manuel  Díaz  Losada;  que  á  fines  de  Mayo  del  año  1891 
convinieron  los  socios  de  la  expresada  casa  en  disolver 
la  sociedad,  y  desde  esa  fecha  empezó  su  liquidacióiu 
siendo  al  mismo  tiempo  despedido  por  su  representado 
el  citado  dependiente;  que  habiéndose  hecho  cargo  su 
representado  de  todo  el  activo  de  la  casa,  resulta  de  los 
asientos  de  los  libros  que  el  demandado  es  deudor  de 
la  cuenta  detallada  que  se  acompaña  á  fs.  1,  cuya  sun 
total  pide  se  le  condene  al  demandado  á  pagarla,  c 
las  costas  del  juicio.  —  Corrido  traslado  de  lademanda- 
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fs.  4  vuelta — y  después  de  sustanciado  el  incidente  que 
corre  á  fs.  5,  á  fs-  18  sobre  el  embargo  preventivo 
solicitado,  fué  evacuado  á  fs.  65  por  don  Mariano 
Várela,  en  representación  del  demandado,  oponiendo  la 
excepción  de  falta  de  personalidad  en  el  demandante  y 
negando  los  hechos  en  que  se  funda  la  demanda  y 
reconviniendo  á  Bosisio  por  la  cantidad  de  3.055  pesos 
19  centavos  moneda  nacional,  por  saldo  de  cuenta. — 
Para  fundar  la  excepción,  expone:  que  el  actor  no  acredita 
en  forma  la  adquisición  de  los  derechos  y  acciones  que 
invoca,  por  cuya  razón  carece  de  personería  para  ejerci- 
tarlas y  su  apoderado  para  tramitarla.  Refiriéndose  á 
la  demanda,  niega  en  absoluto  los  hechos  en  que  se 
apoya; — dice:  que  su  representado  entró  á  la  casa  de 
Bosisio  y  Rossi  en  calidad  de  dependiente,  corredor, 
comisionista  y  representante  viajero,  en  Setiembre  de 
1889  con  la  condición  que  durante  dicho  año  le  abona- 
ría un  sueldo  de  noventa  á  cien  pesos  moneda  nacional  y 
que,  si  le  satisfacía  su  comportamiento,  en  lo  sucesivo  le 
abonaría  el  sueldo  mensual  de  doscientos  cincuenta 
pesos  ó  lo  que  acostumbraban  á  ganar  los  dependientes 
de  su  clase;  que  su  mandante  cumplió  dignamente  y  á 
satisfacción  su  cometido,  como  lo  demuestran  las  cartas 
acompañadas  firmadas  por  Bosisio  y  Rossi,  donde  le 
manifiestan  que  tenían  plena  confianza  en  todo  lo  que 
hacía;  que  las  imputaciones  del  escrito  de  demanda  son 
falsas  y  están  en  oposición  con  dichas  cartas;  que  el 
extracto  de  la  cuenta  presentada  es  caprichoso  y  que 
Losada  es  acreedor  de  la  extinguida  razón  social  por 
sueldos  devengados  de  la  suma  de  4.610  pesos  moneda 
nacional — fs.  43  — que  aún  aceptado  la  cuenta  presentada 
por  el  demandado  en  el  debe,  por  más  que  no  sea  exacta, 
pero  que  por  su  insignificancia  no  se  opone  á  ella,  su 
mandante  es  deudor  á  la  referida  sociedad,  en  su  cuenta 
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corriente,  de  la  suma  de  1.554  pesos  81  centavos;  que 
descontando  esta  suma  de  la  anterior  resulta  un  saldo 
á  favor  de  su  mandante  de  3.055  pesos  19  centavos,  por 
lo  cual  formula  reconvención  y  pide  que,  en  caso  no  se 
hiciese  lugar  á  la  excepción,  se  condene  al  demandante 
á  abonar  dicha  suma,  con  las  costos  del  juicio.  —  Habién- 
dose conferido  el  traslado  correspondiente  con  arreglo 
á  lo  estatuido  en  el  art.  102  del  Código  de  Procedimien- 
tos, fué  contestado  á  fs.  72  por  el  demandante,  pidiendo 
el  rechazo  de  la  excepción  fundado  en  el  documento 
de  fs.  7,  donde  se  establece  el  derecho  de  Bosisio  para 
cobrar  los  créditos  de  la  extinguida  sociedad,  y  en 
cuanto  á  la  reconvención,  pide  se  desestime  con  especial 
cargo  de  costas.  —  Expone:  qqe  el  sueldo  mensual  con- 
venido con  Díaz  Losada  era  de  setenta  pesos  moneda 
nacional,  el  cual  ha  sido  abonado  á  contar  desde  el  día 
que  entró  al  servicio  de  Bosisio  y  Rossi  hasta  que  salió 
de  la  casa,  por  lo  cual  pide  también  su  rechazo.  —  Dic- 
tada la  providencia  de  autos  —  fs.  77  vuelta  —  la  causa  fué 
recibida  á  prueba,  habiéndose  producido  durante  el 
término  acordado  la  que  instruye  el  certificado  del 
actuario  á  fs.  185  vuelta. 

Y  considerando,  respecto  de  la  excepción  opuesta : 

P  Que  con  el  testimonio  de  escritura  pública  agre- 
gado á  fs.  7  se  acredita  la  disolución  de  la  sociedad 
Bosisio  y  Rossi,  estableciéndose  en  una  de  las  cláusulas 
que  con  fecha  6  de  Noviembre  de  1891  Rossi  sucedió  y 
transfirió  á  favor  de  don  Ángel  Bosisio  la  parte  que  le 
correspondía  de  los  créditos  activos  de  la  extinguida 
sociedad  Bosisio  y  Rossi  por  la  suma  de  12.000  peso« 
moneda  nacional,  etc. 

2*  Que  habiéndose  efectuado  la  cesión  recordada  en  I 
forma  determinada  por  la  ley,  es  evidente  que  Bosisi< 
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ha  tenido  facultad  para  otorgar  el  poder  de  fs.  5  que 
acredita  la  personería  de  su  mandatario,  por  cuya  razón, 
la  excepción  carece  de  fundanaento  y  debe  desecharse. 
Considerando  respecto  al   fondo  de  lá  cuestión : 

3^  Que  de  la  compulsa  practicada  á  fs.  6  por  el  actua- 
rio resulta,  que  el  crédito  que  se  reclama  y  cuyo  detalle 
corre  á  fs.  1,  se  halla  conforme  con  los  asientos  de  los 
libros  de  la  razón  social  Bosisio  y  Rossi,  los  cuales  se 
han  llevado  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  ley. 

2^  Que  con  arreglo  al  art.  63  inc.  3'.  del  Código  de 
Comercio  los  libros  prueban  en  favor  de  sus  dueños 
cuando  su  adversario  no  presenta  asientos  en  contrario 
hechos  en  libros  arreglados  á  derechos  ú  otra  prueba 
plena  y  concluyente. 

3*^  Que  en  el  presente  caso,  el  demandado,  lejos  de 
haber  cumplido  con  la  prescripción  recordada,  al  contes- 
tar la  demanda,  ha  reconocido  las  partidas  de  la  cuenta 
que  se  reclama,  agregando,  que  la  razón  social  extin- 
guida le  adeuda  un  saldo  de  3.055  pesos  con  19  centavos, 
que  arroja  la   cuenta  prosentada  á  fs.  43. 

4°  Que  considerando  respecto  ú  la  contradeinanda :  — 
negados  por  Bosisio  los  hechos  en  que  el  contrade- 
mandante apoya  la  reconvención,  á  Díaz  Losada  le  in- 
cumbía probar  la  verdad  de  su  afirmación,  es  decir,  la 
exactitud  déla  cuenta  de  fs.  43,  la  cual  arroja  como 
saldo  á  su  favor  la  cantidad  que  reclama.  —  Leyl*,  Tít. 
14,  Part.  3^ 

5''  Que  la  prueba  producida  con  este  objeto,  consiste 
en  los  documentos  agregados  de  fs.  21  á  fs.  43  y  la  de- 
claración de  los  testigos  de  fs.  178  á  184.  Los  docu- 
mentos citados  nada  prueban  con  relación  al  saldo  y 
en  cuanto  á  la  deposición  de  los  testigos :  —  Cebeira  —  fs. 
176  —  se  concreta  á  declarar  que  colocó  á  Díaz  Losada 
en  casa  de  Bosisio  y  Rossi  con  el    sueldo  mensual  de 
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70  pesos.  Paraja,  que  ignora  el  sueldo  que  ganaba.  Las 
deposiciones  de  los  testigos  Barres— fs.  178  vuelta  —  y 
Salgado — fs.  179,  —  carecen  de  importancia,  por  cuanto, 
como  lo  ha  reconocido  Díaz  Losada,  se  había  estipu- 
lado un  sueldo  cuando  ingresó  á  casa  de  los  demanda 
dos,  sueldo  comprendido  entre  ^95  y  100  pesos.  En 
cuanto  á  la  declaración  de  Rossi,  tampoco  demuestra  la 
exactitud  de  la  cuenta.  Además,  este  testigo  ha  sido 
tachado  á  fs.  114  por  ser  el  demandante  su  empleado  A 
sueldo.  Tampoco  ha  comprobado  Díaz  que  en  el  año  sub- 
siguiente al  89  se  le  aumentara  el  sueldo  á  doscientos 
cincuenta  pesos  moneda  nacional. 

6®  Que  en  virtud  de  la  insubsistencia  de  la  prueba 
que  se  ha  analizado,  se  llega  á  la  conclusión  de  que  el 
contrademandante  no  ha  probado  los  extremos  perti- 
nentes de  su  acción  por  lo  que  corresponde  absolver  de 
ella  á  Bosis'io:  adore  non  probante  reus  absolvüur.  etc. 

Por  estas  consideraciones  fallo,  declarando:  P  Que 
no  hago  lugar  á  la  excepción  opuesta.  2**  Que  Bosisio 
ha  justificado  su  crédito  y  condeno  á  Díaz  Losada 
á  abonar  al  demandante,  dentro  del  término  de  diez  días, 
la  cantidad  de  1.204  pesos,  31  centavos  moneda  nacional, 
con  sus  intereses  á  estilo  de  Banco  desde  la  fecha  de 
la  demanda.  3^  No  ha  lugar  á  la  reconvención  deducida  á 
fs.  65.  4^  Que  las  costas  deben  abonarse  en  el  orden 
causadas  por  no  hallar  mérito  para  imponerlas  á  la 
parte  vencida. 

Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  Capital  de  la 
Repúbl¡ca,á  veintiocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  tres.— Repónganse  los  sellos  y  regístrese. — 
L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí :  Carlos  N,  González. 
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LXXXVII 


Sumario:  La  prescripción  corre  aún  después  de  interpuesta  la  deman- 
da y  el  término  vuelve  á  correr  desde  la  última  diligencia 
judicial. 

(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos,  resultando:  Que  á  fs.  2,  se  presentó  don 
Miguel  Ordano  demandando  á  don  Miguel  Caviglia 
por  cobro  de  setecientos  noventa  y  dos  pesos  moneda 
nacional  provenientes  de  mercaderías,  pidiendo  se  le 
condene  en  oportunidad  al  pago  de  la  suma  reclamada, 
los  intereses  y  costas.  Conferido  traslado  de  la  demanda 
por  el  auto  de  fs.  2  vuelta,  fué  dado  por  decaído  el  de- 
recho de  evacuarlo,  recibiéndose  la  causa  á  prueba  y 
habiéndose  producido  la  que  indica  el  certificado  del 
actuario. 

Y  considerando : 

1*^  Que  la  cuestión  á  resolver  consiste  en  averiguar  si 
el  actor  ha  probado  la  exactitud  de  la  cuenta  que  co- 
bra. Que  las  posiciones  absueltas  á  fs.  14  por  el  deman- 
dado no  han  dado  resultado  favorable  á  las  pretensiones 
del  actor.  La  confesión  que  en  el  alegato  de  fs.  109  se 
pretende  ha  hecho  el  demandado  de  la  deuda,  al  absol- 
ver la   posición    5''  del  pliego  de  posiciones  de  fs.    14, 
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carece  de  importancia,  pues,  en  ella  solo  se  dice  que  sea 
cierto  la  segunda  parte  de  la  posición,  confesión  que  el 
Juzgado  no  puede  apreciar  como  reconocimiento  de  la 
cuenta  reclamada,  porque  la  posición  no  se  ha  dividido 
en  forma.  Además,  Caviglia  absolvió  negativamente  el 
contenido  de  la  3*  y  4*  partes  de  la  posición. 

2^  Que  si  bien  el  demandado  confiesa,  al  absolver  la 
posición  octava,  haber  mandado  buscar  las  mercaderías 
que  le  hacían  falta  al  negocio  de  Ordano.  debe  tenerse 
presente  que  no  se  ha  presentado  en  autos  cuentas  ni 
detalle  de  las  mercaderías  referidas,  por  lo  que,  el  Tri- 
bunal carece  de  los  elementos  necesarios  para  poder  apre- 
ciar esa  confesión.  El  pliego  de  posiciones  absueltas  á 
fs.  98  no  arroja  mayores  antecedentes  que  el  anterior. 
La  carta  de  fs.  24,  no  lleva  firma  alguna,  por  cuya  razón  uo 
ha  podido  hacerse  efectivo  el  apercibimiento  decretado  á 
fs. . .  dándola  por  retíonocida— art.  146,  del  Código  de  Pro- 
cedimientos.— El  cotejo  de  la  letra  sólo  procede  en  el  caso 
del  art.  140,  es  decir,  cuando  se  le  atribuye  la  firma  al  que 
la  desconoce.  En  la  carta  de  fs.  25,  no  se  reconoce  tam- 
poco la  suma  reclamada.  Caviglia  exige,  sin  reconocerla, 
que  se  le  envíe  la  cuenta  y  se  le  demuestre  que  debe. 
La  carta  de  fs.  26,  se  halla  en  igual  condición  oue  la  de  fs. 
24  y  le  son  aplicables  las  mismas  consideraciones  antes 
apuntadas.  Por  otra  parte,  los  tres  documentos  antes  men- 
cionados carecen  de  fecha.  La  carta  de  fs.  27,  que  lleva  al 
pié  la  firma  de  Caviglia,  ha  sido  dada  por  reconocida  áfs... 
En  ella  se  dice  que  cuando  Ordano  le  pidió  cuarenta  pe- 
sos no  se  los  pudo  enviar  por  carecer  de  ellos.  También 
Caviglia  pide  al  actor  la  cuenta  de  lo  que  le  debe  y  ofrece 
abonarla  en  día  fijo.  En  ese  documento  tampoco  se  reco- 
noce una  cantidad  determinada.  La  carta  de  fs.  28,  se  hall 
en  idénticas  condiciones  á  la  anterior.  En  ella  se  pide  < 
precio  de  la  yerba,  la  remisión  de  un  tarro  de  atún  y  h 
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cuenta  de  todo.  La  contestación  á  la  carta  de  fs.  29,  no  im- 
plica  un  reconocimiento  expreso  de  la  cantidad  que  ha  .; 
ocasionado  la  demanda.  En  ella    manifiesta  Caviglia  su                             ) 
extrañeza  por  el  monto  de  lo  que  se  le  cobra  y  pide  nueva-  ] 
mente  la  cuenta.  La  deposición  del  testigo  Rafael  Rodrí-  I 
guez — fs.  69 — al  tenor  del  interrogatorio  de  fs.  68,  sólo 
demuestra  que  Ordano  le  dirigió  varias  cartas  á  Caviglia 
pidiéndole  le  abonara  su  cuenta.  Los  testigos  Doménico 
Caorsi  y  José  Aguayo — fs.   103— declaran,  que  Caviglia 
sacaba  mercaderías  de  la  casa  de  Ordano  y  no  les  consta 
el  monto  de  la  cuenta  reclamada.  De  lo  expuesto  resul- 
ta, que  no  existen    en  autos    los    elementos  suficientes 
de  prueba  para  poder  deducir  que  el  actor  haya  justificado 
el  crédito  que  reclama,  ni  el  número,  clase  y  cantidad 
de  las  mercaderías  suministradas  á  Caviglia,   por  cuya 
razón   así    se  declara.    3^    Considerando    respecto  á  la 
prescripción  opuesta  por   el   demandado   en  el    alegato 
de  fs.  113:    que  en  el    presente  caso    la   cuestión  pro- 
viene, según  lo  reconoce    el    actor,  de  mercaderías  fia- 
das sin  documento    escrito  firmado  por  el    deudor.     Es 
de  aplicación  lo  preceptuado  en  el  art.  1004  del  Código  de 
Comercio  antiguo,  que  establece  el  término  de  dos  años 
para  que  se  opere  la  prescripción  en  acciones  de  esta  natu- 
raleza.  4^  Que  de  acuerdo  con  el  art.  1010,  inc.  2^  la  inte-  ^ 
rrupción  de  la  prescripción  se  opera  por  medio  de  empla- 
zamiento judicial  notificado  al  prescribiente,  empezando 
á  correr  de  nuevo  desde  la  fecha  de  la  última  diligencia 
judicial  que  se  practicara  en  consecuencia  del  emplaza- 
miento,   b"^  Que  en  el  presente  caso,  consta  á  fs..^  que 
Ordano  inició  su  demanda  con  fecha  21  de  Noviembre  de 
1888,  habiéndosele  notificado  al  denlandado  la  providen- 
ia  de  fs.  2  vuelta,  el  29  de  Noviembre  de  1888.   La  pres- 
cripción empezó  á  correr  desde  el  día  siguiente  al  de  la 
notificación,  habiéndose  efectuado  la  del  auto  de  fs.  7,  con 
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fecha  13  de  Mayo  de  1891,  es  decir,  dos  años  y  cinco  meses 
después.  La  prescripción  se  ha  operado  pues,  con  arreglo 
á  la  disposición  legal  citada  en  el  anterior  considerando. 
Por  los  fundamentos  que  anteceden,  fallo,  declarando  im 
probada  la  demanda  instaurada  por  don  Miguel  Ordano  y 
declarando  prescripta  la  acción,  condenándole  cá  guardar 
silencio,  sin  especial  condenación  en  costas,  por  no  hiUar 
mérito  para  imponerlas  á  la  parte  vencida. 

Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  Buenos  Aires, 
Capital  de  la  República  Argentina,  á  nueve  de  Mayo 
de  mil  ochocientos  noventa  y  tres.  Repónganse  las  fojas 
é  insértese  en  el  libro  respectivo.  — L.  A.  Peyret.— 
Ante  mí:  Pedro  Sicouret. 
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SUMARro:   Sólo  procede  la  concesión  de  moratorias  si  se  justifican  los 
extremos  que  prescribe  el  Códií?o  de  Comercio. 


(  CONFIRMADO  ) 

Autos  y  vistos,  considerando:  Que  según  lo  determina 
el  art.  1584  del  Código  de  Comercio,  las  moratorias  sólo 
pueden  concederse  al  comerciante  matriculado  que  pruebe 
que  la  imposibilidad  de  pagar  de  pronto  á  sus  acreedores 
proviene  de  accidentes  extraordinarios,  imprevistos  ó  de 
fuerza  mayor,  y  que  justifique  al  mismo  tiempo  por  medio 
de  un  balance  exacto  y  documentado  que  tiene  fondos 
bastantes  con  que  pagar  íntegramente  á  sus  acreedores 
mediante  la  moratoria.  Es,  pues,  necesario  que  concurran 
todas  estas  circunstancias  para  que  proceda  la  concesión 
de  las  moratorias,  y,  por  lo  que  respecta  al  caso  siib-judice^ 
puede  desde  luego  decirse  que  ninguna  desellas  se  halla 
demostrada  en  autos.  En  efecto,  las  causas  invocadas  en 
la  solicitud  de  fs.  15,  son,  por  una  parte,  la  crisis  que  sufre 
el  país  y  por  otra  las  exigencias  del  acreedor  Wiengreen  y 
C*%  que  se  niega  á  conceder  nuevas  esperas  para  el  cobro 
de  su  crédito,  unidas  al  temor  de  que  la  quiebra  del  acree- 
dor A.  Sommaruga  y  C'""  ó  ((Emporio  Patria  Italiana»  venga 
á  hacer  exigible  la  totalidad  de  una  deuda  que  de  acuerdo 
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coa  un  convenio  verbal,  según  se  afirma,  debía  ser  pagada 
paulatinamente.  No  se  trata,  como  se  ve,  de  ningún  acci- 
dente extraordinario  ó  imprevisto  capaz,  por  sí  solo,  de 
imposibilitar  de  pronto  el  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes contraídas  por  un  comerciante  solvente,  en  la  medida 
normal  de  sus  negocios,  pues,  tales  efectos  no  pueden  lógi- 
camente atribuirse  á  la  crisis  actual,  máxime  si  se  tiene 
en  cuenta  la  calidad  de  operaciones  de  la  sociedad  recu- 
rrente y  la  marcha  progresiva  del  diario  que  explica,  ope- 
rada en  plena  crisis,  como  lo  manifiesta  el  mismo  Ranza- 
nici ;  crisis,  que  por  otra  parte,  ya  se  hallaba  en  su  período 
inicial  cuando  se  constituya  la  sociedad,  circunstancias 
todas  que  demuestran  que  ese  factor  no  ha  influido  abso- 
lutamente en  el  trastorno  de  los  negocios  impetrantes, 
como  tampoco  puede  atribuirse  á  las  legítimas  exigen- 
cias del  acreedor  que  reclama  el  pago  de  sus  créditos,  ó 
á  la  posibilidad  de  que  la  quiebra  de  otro  traiga  iguales 
apremios,  porque  éstos  son  hechos  naturales,  percances 
de  la  vida  comercial,  si  sequiere,  pero  no  accidentes  impre- 
vistos, de  efectos  repentinos,  como  lo  requiere  el  citado 
art.  1584  y  cuya  prueba  debía  suministrarse  con  arreglo 
al  art.  1585.  A  las  consideraciones  precedentes,  que  solas 
bastarían  para  denegar  las  moratorias  en  cualquier  caso, 
concurre  al  rechazo  de  éstas  un  motivo  mucho  más  pode- 
roso, porque  afecta  directamente  el  derecho  y  seguridad 
de  los  acreedores,  cual  es,  la  falta  absoluta  de  documentos 
por  los  que  se  justifique  que  la  sociedad  solicitanto  posee 
fondos    suficientes  con  que   pagar    integramente   á  sus 
acreedores  mediante  la  espera.    Estos  justificativos  no 
resultan,  ni  del  balance  presentado  por  los  suplicantes  de 
fs.  7á  10,  ni  de  la  verificación  de  dicho  balance  practicado 
por  dos  de  los  acreedores  á  fs.  22,  ni  del  informe  del  conta- 
dor Silveira  de  fs.  104.  En  cambio,  estos  dos  últimos  docu- 
mentos revelan  ciertas  irregularidades  en  la  contabilidad 


Digitized  by 


Google 


■  ■.•|(f9"  !f'u  d.  '^jf' »P¥  /» ir' i >f.fl,*T J  ^^»w.^ff5u^m^■.»■F!FT^l«wi^^5'M!^.ui'',^"^upHl^'  LJ.j^uiPijpu 


-   ^1    - 

y  procedimientos  de  los  deudores  y  la  falta  de  los  libros 
de  inventarios  y  copiador  de  cartas,  que  indispensable- 
mente todo  comerciante  tiene  por  ley  obligación  de  llevar, 
y  por  lo  tanto,  dichos  libros  no  pueden  hacer  fe  á  favor  de 
susdueños— art.  55,del  Código  de  Comercio. — Esos  docu- 
mentos demuestran  asimismo  la  falta  de  capital  de  la 
sociedad  por  no  haber  introducido  ninguno  de  los  socios 
el  que  respectivamente  les  correspondía,  circunstancia  que 
el  Juzgado  debe  tener  presente  con  arreglo  á  lo  preceptua- 
do en  el  art.  1589  del  citado  Código.  Debe  agregarse,  ade- 
más, que  la  crecida  suma  de  170.000  pesos  con  que  figura 
en  el  balance  el  título  del  diario  «La  Patria  Italiana»  y  sin 
la  cual  no  se  habría  llegado  á  obtener  un  excedente  ficticio 
del  activo  sobre  el  pasivo,  es  manifiestamente  arbitrario 
y,  por  consiguiente,  con  el  mismo  criterio  que  se  le  ha  asig- 
nado un  valor  casi  doble  de  aquel  en  que  aparece  vendido 
en  la  escritura  de  fs.4,  pudo  fijársele  cualquier  otra  suma, 
pues,  si  bien  es  indudable  que  el  título  de  un  diario  puede 
representar  un  valor  venal  desde  que  sea  susceptible  de 
una  venta,  no  es  menos  evidente  que  dicho  valor  es  com- 
pletamente aleatorio  y  cuyas  otras  eventualidades  sería 
superfino  enumerar.  No  existe  tampoco  en  autos  la  cons- 
tancia del  producido  líquido  del  diario,  que,  con  las  salve- 
dades apuntadas,  hubiese  servido  de  base  para  estimar 
prudencialmente  el  valor  del  título  y,  por  lo  tanto,  la  suma 
de  170.000  pesos  que  se  le  asigna  no  puede  de  ningún 
modo  admitirse  como  un  valor  real  con  el  que  habría  de 
pagarse  integramente  la  mayor  parte  de  la  deuda  sometida 
á  los  efectos  de  la  moratoria.  La  importancia  de  esta  par- 
tida, en  el  monto  del  activo,  hace  innecesario  un  examen  de 
las  demás,  todas  de  igualmente  dudosa  garantía,  á  excep- 
ción de  lasque  se  refieren  ala  imprenta  y  existencia  en 
caja,  porque  suprimida  ó  reducida  aquella  partida  á  sus 
justas  proporciones,  resultaría  mayor  el  pasivo  que  el  ac- 
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tivo.  Dadas  estas  conclusiones,  no  hay  para  qué  ocuparse 
del  resultado  de  la  votación  de  fs.  40  y  cuestiones  que  á 
ellas  atañen,  ni  tampoco  de  las  convenciones  que  puedan 
existir  entre  la  sociedad  Ranzanici  y  C**  y  A.  Sommaruga 
y  C»*  ó  «Emporio  Patria  Italiana»,  porque  no  es  en  este  ex- 
pediente donde  deben  ventilarse  las  acciones  que  competen 
á  las  denuncias  hechas  en  autos,  por  graves  que  ellas  sean, 
lo  que  no  importa  inhibir  alJuzgado  de  ordenar  los  esclare- 
cimientos que  estime  conducentes  sobre  dichas  denun- 
cias, como  lo  ha  hecho  á  fin  de  hallarse  habilitado  para 
concederé  negar  la  moratoria.  Por  estas  consideraciones  y 
de  acuerdo  con  lo  establecido  en  los  arts.  1589  y  1591  de^ 
Código  de  Comercio,  no  ha  lugar  á  las  moratorias  solicí**^' 
das.  En  su  consecuencia,  déjase  sin  efecto  la  suspe.\\^\^S^ 
provisoria  de  las  ejecuciones  contra  Luis  Ranzanici     >^    ^. 
decretada  por  el  auto  de  fs.   18,  lo  que  se  hará  sab o ^ 
oficio  á  los  señores  Jueces  que  les  fué  comunicada.     Dado 
en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  Capital  de  la  Repiiblica 
Argentina,  á  once  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  tres.  Insértese  en  el  libro  respectivo  y  repónganse   los 
sellos. — L.    A.  Peyret. — Ante  mí:  Juan  M.  Balado- 
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Sumario  :  Alegado  que  la  compra  de  las  mercaderías  se  verificó  aun  ter- 
cero, corresponde  al  demandado  la  prueba  de  su  afirmación. 

(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Octubre  17  de  1893.— Vistos  los  presen- 
tes autos,  resulta:  l'^Queáfs.  4,  se  presentó  don  Rudecindo 
Rubianes  con  mandato  de  don  Carlos  Odella,  demandando 
á  los  señores  Prandina  y  C^^  á  fin  de  que  fueran  condena- 
dos al  pago  de  la  suma  de  setecientos  ochenta  y  siete 
pesos  con  veinte  centavos  moneda  nacional  y  las  costas 
*  del  juicio.  Manifiesta, que  dicha  suma  proviene  de  cinco 
tercerolas  de  aguardiente  con  un  contenido  total  de  964 
litros,  marca  «  El  Cazador  »  que,  á  razón  de  ochenta  cen*a- 
vosel  litro,  les  vendió  Odella.  2*^  Que  citados  los  deman- 
dados para  que  contestaran  la  demanda  lo  hizo  á  fs.  21 
don  Rafael  S.  Imbert,  como  apoderado  de  ellos,  pidiendo 
el  rechazo  de  la  acción  con  especial  condenación  en  cos- 
tas. Afirma,  que  con  Odella  no  han  tenido  jamás  Prandina 
y  C*'  trato  ni  contrato  alguno;  que  si  bien  en  autos  consta 
un  recibo  de  mercaderías — refiriéndose  al  de  f.   1 — éste 
pertenece  á  una  partida  de  aguardiente  que  compraron  á 
don  Juan  Belluscio  para  trocarlo  por  vino,  como  se  com- 
prueba por  la  cuenta  pasada  por  ese  comerciante  y  que 
acompaña;  que  el  citado  recibo  fué  entregado  por  el  depen- 
Mentede  la  casa  de  Prandina  y  C'^''  al  carrero  ó  encargado 
ae  Bellnscio,  con  quien  se  midió  el  litraje  que  expresa  la 
cuenta  que  presenta.  Agrega,  que  como  sus  representados 
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no  han  abonado  la  cuenta  citada,  esto  es,  la  que  acompa- 
ña, en  virtud  de  la  notificación  de  esta  demanda,  no  tiene 
inconveniente  en  pagarla  siempre  que  Odella  obtenga  un 
conforme  de  Belluscio  por  ser  éste  á quien  reconocen  como 
único  propietario  del  aguardiente  comprado,  y  que  tam- 
bién están  dispuestos  á  depositar  el  importe  á  la  orden  del 
Tribunal  si  éste  lo  cree  necesario;  pero,  que  desde  ya  pro- 
testa por  los  daños  y  perjuicios  que  á  su  nombre  pueda 
ocasionar  la  demanda  si  el  actor  persistiera  en  ella,  S**  Que 
recibida  la  causa  aprueba  á  fs.  42  vuelta,  después  de  eva- 
cuado por  el  actor  el  traslado  que  se  le  confirió  por  razón 
del  documento  presentado  con  la  contestación  á  la  deman- 
da, se  ha  producido  por  ambas  partes  la  que  indica  el  cer- 
tificado de  fs.49  vuelta.  En  cuanto  al  citado  documento,  el 
actor  dice  á  fs.  34, que  nada  tiene  que  ver  con  él,  ni  con 
Belluscio,  que  es  un  extraño  en  el  negocio  sobre  que  ver- 
sa la  demanda  y  á  quien  tampoco  ha  autorizado  para  que 
cobre  el  crédito  que  gestiona;  que  el  derecho  de  Odella 
en  nada  puede  afectar  los  tratos  reales  ó  supuestos  que 
hayan  existido  entre  los  demandados  y  aquel  tercero  que 
se  pretende  hacer  figurar  en  este  pleito.    Y  considerando : 
1*»  Que  el  representante  de  la  razón  social  demandada,  al 
contestar  la  demanda,  lejos  de  negar  categóricamente  los 
hechos  en  que  ella  se  funda,  manifiesta  ser  cierto  que  ha 
comprado  el  aguardiente  que  motiva  este  juicio,  pero  que 
el  vendedor  fué  don  Juan  Belluscio;  que  aún  no  ha  abona- 
do el  precio,  reconociendo  haber  expedido  el  recibo  de  f.  1 
á  un  encargado  ó  carrero  del  vendedor.    2®  Que  el  hecho 
de  existir  el  recibo  de  f.  1  en  poder  de  Odella,  demuestra 
que  éste  fué  el  verdadero  vendedor  de  la  partida  de  aguar- 
diente cuyo  precio  se  reclama.  3»  Que  esto  mismo  se  corro- 
bora con  la  declaración  de  los  testigos— B.  Totti — fs.  63 
— Zenón  Arévalo— fs.  64 — y  Adolfo  Silva— fs. 70  vuelta. 
El  primero,  examinado  al  tenor  del  interrogatorio  de  fs 
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€3,  declara:  que  Odella  le  vio  para  que  procurara  arreglar 
€on  el  demandado  el  pago  de  una  partida  de  aguardiente 
y  habiendo  ido  á  casa  de  Prandina  y  C'^  arregló  que  se  le 
entregaría  en  pago  de  la  mercadería  una  partida  de  vino 
italiano,  lo  cual  no  fué  aceptado  por  Odella.  El  segundo, 
declara  á  fs.  65,  haber  presenciado  que  la  esposa  de  Odella, 
al  ir  á  recibir  el  aguardiente,  dio  orden  al  carrero  que  lo 
condujera  á  la  casa  de  Prandina  y  C•^  El  testigo  Silva 
declara— fs.  71— que  el  carrero  conductor  le  manifestó 
haber  llevado  los  cascos  á  casa  de  Prandina  y  C^*.  4®  Que 
los  demandados  no  han  producido  prueba  alguna  ten- 
dente á  demostrar  que  el  vendedor  no  fuera  Odella  sino 
Belluscio,  prueba  que  también  les  incumbía  con  arreglo  á 
aquella  regla  del  procedimiento  que  la  prueba  toca  siem- 
pre al  que  alega  un  hecho  nuevo  en  juicio,  ya  sea  que 
afirme  ó  niegue,  y  en  el  caso  siib-judice  la  negación  envuel- 
ve una  afirmación,  y  porque  el  que  alega  un  hecho  nuevo 
para  demandar  ó  defenderse,  es  siempre  actor  en  la  deman- 
da ó  excepción,  5^  Que  no  existiendo  en  autos  los  elemen- 
tos necesarios  para  determinar  el  precio  de  los  artículos 
vendidos,  corresponde  que  este  se  haga  por  peritos 
arbitradores.  — Por  estos  fundamentos  y  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  por  el  art.  465  del  Código  de  Comercio,  fallo 
condenando  á  la  razón  social  demandada  á  abonar  á  don 
Carlos  Odella,  en  el  término  de  diez  días,  el  precio  de  las 
cinco  tercerolas  de  aguardiente  marca  «El  Cazador»,  de- 
biendo previamente  determinarse  por  peritos  arbitrado- 
res,  declarando  á  su  cargo  las  costas  del  juicio  — 
art.  221  del  Código  de  Procedimientos. —  Notifíquese  á 
Moranchel  la  regulación  de  los  honorarios  de  Rubianes 
hecha  á  fs.  18  vuelta  y  47,  estimándose  en  ciento  ochenta 
pesos  moneda  nacional  los  del  doctor  Martínez  Rufino. 
Repónganse  las  fojas  y  regístrese. — L.  A.  Peyret. — Ante 
raí:  Jorge  F.  Patino. 
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Sumario:  La  posesión  de  los  muebles  por  el  tercerista  es  presunción  de 
la  propiedad  que  alega  y  al  ejecutante  incumbe  la  prueba  de 
que  pertenecen  ai  ejecutado. 


(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  Que  el  doctor  Carlos 
Pizarro  Lastra,  como  apoderado  de  doña  Mercedes  Zavalla 
de  Iriondo,  deduce  tercería  de  dominio  en  los  autos  eje- 
cutivos seguidos  por  los  señores  Robin  y  Paris  contra 
don  Urbano  de  Iriondo,  para  que  se  declare  de  propiedad 
de  su  representada  los  muebles  que  le  han  sido  embargados 
como  de  propiedad  del  ejecutado;  que  esos  muebles  fue- 
ron adquiridos  con  peculio  propio  de  su  representada  y 
otros  los  obtuvo  por  herencia  del  presbítero  Dr.  Zavalla. 
hermano  de  la  tercerista;  que  el  domicilio  del  ejecutado 
es  eu  Santa  Fe,donde  reside  con  su  familia.  Pide  se  sus- 
penda el  procedimiento  del  juicio  ejecutivo  y  que  en  caso  de 
resolución  favorable  á  su  tercería  se  condene  en  las  costas 
del  juicio  á  Robin  y  Paris. — Conferido  traslado  á  los  eje- 
cutantes y  ejecutado,  los  primeros  lo  evacuaron  á  fs.  11, 
expresando:  que  la  tercerista  no  prueba  que  los  muebles 
que  se  han  embargado  sean  de  su  propiedad,  pues  el  recibo 
de  alquileres  que  se  acompaña  no  justifica  ese  dominio^ 
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agregando  que  Robín  y  París  niegan  el  dominio  que  se  '^ 

pretende  á  esos  bienes  por  la   señora  de  Iriondo,   y  que  I 

ella  debe  de  producir  la  prueba  al  respecto.  El  señor  Boiiel  , 

por  el  ejecutado,  contesta  á  fs.  14,  diciendo:  que  sonexac-  ; 

tos  los  hechos  afirmados  por  la  tercerista  y  que  los  mué-  ; 

bles  embargados  son  de  su  exclusiva  propiedad;  que  su 
domicilio  es  en  la  ciudad  de  Santa  Fe,  encontrándose  acci-  i 

dentalmente  en  esta  Capital  durante  las  sesiones  del  Con-  ^ 

greso. — Recibida  la  causa  á  prueba,  se  ha  producido  la  que  ■: 

expresa  el  certificado  de  fs.  55.  Agregados  los  alegatos  res-  ..i 

pectivos  y  el  expediente  ejecutivo,  para  mejor  proveer  el  Tri- 
bunal, para  dictar  sentencia,  formula  la  siguiente  cuestión :  " 
¿  Se  ha  probado  que  los  muebles  embargados  á  fs.  25  de  los                               - 
autos  principales  son  de  propiedad  de  la  tercerista?  Con- 
siderando: P  Que  la  declaración  de  la  señora  Malkin,                                * 
propietaria  de  la  casa  calle  de  Reconquista  número  632, 
como  la  de  los  testigos  Lecube— pregunta  17,  interroga- 
torio de  fs.  G4; —  Roxló —pregunta  24  del  mismo  interro- 
gatorio— y  Pizarro— pregunta  7,  fs.  70 — están  contestes 
en  que  la  señora  de  Iriondo  era  la  locataria  de  la   referida                               i 
propiedad,  en  la  cual  habitaba  y  donde  se  han  embargado                                \ 
los  muebles  áque    ha  dado  lugar  la  tercería.  2°  Que  de 
acuerdo  con  lo  establecido  en  el  art.  2412   del  Código 
Civil  la  posesión  de  buena  fe  de  las  cosas  muebles  crea  á 
favor  del  poseedor  la  presunción  de  tener  su  propiedad, 
;^/  Que  según  declaración  del  señor  Albert,   socio  ;de  la 
firpia  González  Leal  y  Albert,  los  muebles  á  que  se  refiere 
el  recibo  de  fs.  16  y  cuvo  valor  se  hace  ascender  á  la  suma 
de  1.900  pesos  moneda  nacional,  fueron  vendidos  á  la  seño-                              1 
ra Mercedes  Z.  de  Iriondo;  el  testigo  Lecube,  expresa  que 
los  muebles  ú  que  se  refiere  la  cuenta  de  fs.  17,  fueron  los                                 ' 
comprados  por  el  señor  Zavalla  y  son  los  mismos  que 
están  en  la  casa  de  la  señora  de  Iriondo,  domiciliada  Recon- 
quista 632;  y  el  testigo  Molteni  ratifica  esa  venta  (vé'ise 
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fs.  64).  4^  Que  por  las  declaraciones  de  Roxló— fs.  69, 
preguntas  20  y  21 — Pizarro — fs.  71,  preguntas  4  y  5— se 
justifica  que  el  ejecutado  se  encuentra  domiciliado  en  la 
ciudad  de  Santa  Fe,  donde  habita  con  su  familia.  S'^  Que 
en  atención  ala  prueba  producida,  no  cabe  la  menor  duda 
de  que  los  muebles  embargados  son  de  propiedad  de  la 
tercerista,  desde  que  todos  esos  elementos  de  prueba  con- 
cuerdan  y  conducen  á  justificar  esa  propiedad  como  tam- 
bién que  el  señor  Iriondo  se  encuentra  establecido  con  su 
familia  en  la  ciudad  de  Santa  Fe,  donde  necesariamente 
debe  tener  los  muebles  que  le  sean  propios,  no  pudiendo 
presumirse  que  los  embargados  sean  los  que  le  perte- 
necen. —  Por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo  con 
la  Ley  1%  Tít.  14,  Part.  3%  fallo :  declarando  procedente 
la  tercería  de  dominio  deducida  á  fs.  5, y,  en  consecuencia, 
debidamente  justificada  la  propiedad  á  esos  muebles,  con 
costas.  Estimo  los  honorarios  del  doctor  Pizarro  Las- 
tra en  la  suma  de  quinientos  pesos  moneda  nacional. 
Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  ciudad  de  Buenos 
Aires,  Capital  de  la  República  Argentina,  á  veintitrés  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres.  Regístrese  y 
repónganse  ios  sellos. — L.  A.  Peyret. — Ante  mí:  Eugenio 
Blanco. 
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SUMARIO:   Justificada  la  existencia  délos  trabajos,  pero  no   el  convenio 
sobre  el  precio,  debe  ser  determinado  por  peritos. 

(confirmado) 

Y  vistos:  Resultando  de  autos:  que  don  Tomás  Benine, 
se  presentó  á  fs.  5,  demandando  á  don  Leopoldo  Rochi, 
por  la  suma  de  4. 160  pesos  con  45  centavos  moneda 
nacional  y  los  intereses  respectivos  por  saldo  de  cuentas, 
según  se  detalla  en  la  queá  ese  escrito  acompañó.  Afirma, 
que  el  señor  Rochi,  en  su  carácter  de  empresario  de  obras, 
encomendó  al  demandante  distintos  trabajos  que  éste 
efectuó,  suministrando  á  la  vez  los  materiales;  que 
el  señor  Rochi  le  pagó  7.800  pesos  moneda  nacional  á 
cuenta  de  mayor  cantidad,  quedando  como  saldo  en 
su  contra,  el  que  hoy  reclama;  que  las  relaciones  que 
han  existido  entre  el  demandante  y  el  señor  Rochi, 
son  de  compraventa  y  arrendamiento  mercantil  á  la 
vez  y  que,  por  consiguiente,  funda  su  acción  en  los 
aris.  531,  532,  590  y  578  del  Código  de  Comercio,  y 
que  pedía  fuera  condenado  al  pago  de  la  cantidad 
reclamada,  intereses  y  costas.  —  Corrido  traslado  de  la 
demanda,  según  resulta  á  fs.  6,  lo  evacuó  el  demandado 
á  fs.  30,  exponiendo:  que  nada  adeudaba  al  demandante 
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á  quien  efectivamente  había  ocupado  en  algunas  obras, 
j  que  así  constaba  de  los    recibos  que   obraban  en  su 
I  poder  y  que  exhibiría  y  de  las  razones  que  expondría; 

que  de  la  cuenta  acompañada  por  el  demandante  consta 
que  las  obras  de  cañerías  practicadas   en  la  casa  de  la 
señora  de  Moujan,  importan  la  cantidad  de  9.592  pesos 
moneda  nacional  con  81  centavos,  mientras  que  la  cuenta 
que  Benine  pasó  al  demandado  por  todas  las  obras  de 
cañería  de  la  misma  casa,  sólo  ascienden  á  3.1G8  pesos 
moneda  nacional  con  95  centavos;  que   esa  suma,  sería 
exagerada,    aun  cuando    las    obras    hubieran    sido     de 
buena  clase  y  bien  ejecutados,  debiendo  hacerse  por  lo 
menos  una  rebaja  de  un  10  Vo,  para  que  fuera  equita- 
tivo su  valor;  que  como  él  ha  pagado á  Benine  la  suma 
de  1,200  pesos  moneda  nacional,  resulta   ser  deudor  por 
la  suma  de  1.652  pesos  moneda  nacional  con  6  centavos, 
pero  que  como  las  obras  han  sido  tan  pésimamente  hechas 
y  con  materiales  de  tan   mala    calidad   que,   para   nada 
sirven,  y  la  señora  Moujan  se  niega  á  pagarlos,  porque 
se  ha  visto  obligada  á  Mamar  á  cada  momento  nuevos 
operarios  para  hacer  reparaciones  y  cambios  en  toda  la 
cañería,  mediando  la  circunstancia  que  antes  de  concluir 
Benine  las    obras,  como    después  de  terminadas,   tanto 
la  señora  de  Moujan,  como  el  demandado,  le    avisaron 
que  no  se  las  aceptaban  mientras    que    no    hiciera  los 
cambios  y  reparaciones  necesarias,  no   habiendo  hecho 
Benine,  una  ni  otra  cosa;   que  resulta   de  lo  expuesto 
que  no  pagando  la  señora  de  Moujan  la  cuenta   y   ha- 
biendo entregado  el  demandado    á   Benine  la   suma  de 
1.200  pesos  moneda  nacional  por  obras  inservibles,  ésta 
le  es  deudor  de  esa  cantidad,  más  los  daños  y  perjuicios 
que  le  ha  irrogado;    que  en   cuanto  a  las  partidas  0( 
722,  447,  95  y  75  pesos  moneda    nacional,  que    figurar 
en  hi  cuenta  que  se  adjunta,  y  que  forman  un  total  d 


I 


Digitized  by 


Google    A 


w  P^i^i.i  V(.9'.^i"  \  T'w^¥^^^r^!*^'v  ••■ » •'  'rr  ■  •-■'^•"T?'\T-7r'^T^' '"' '  's^^**:'.'  •  '■,.^'Xf¿w»ii»7f'*v  '•''•*!W:í^ 


~  391  — 

1.435  pesos  moneda  nacional,  han  sido  abonadas,  según 
consta  de  los  recibos  que  obran  en  su  poder,  habiendo 
hecho  una  reducción  de  85  pesos  por  exageración  de 
precios ;  que  la  partida  relativa  á  las  obras  del  depósito 
de  aguas  corrientes  en  la  calle  Córdoba,  que  en  la  cuenta 
presentada  es  de  732  pesos  moneda  nacional  con  79 
centavos,  debe  rectificarse,  porque  la  cuenta  presentada 
por  Benine  al  demandado  es  de  666  pesos  moneda  na- 
cional con  79  centavos;  que  si  á  esa  cantidad  se  agregan 
las  dos  partidas  de  40,  75  y  31,75  que  figuran  en  la 
cuenta  y  que  se  refieren  al  mismo  depósito  de  aguas 
corrientes  de  la  calle  Córdoba,  resulta  un  total  de  739 
pesos  moneda  nacional  con  29  centavos;  que  de  esa 
cantidad  abonó  700  pesos  moneda  nacional,  descontando, 
por  la  razón  ya  dicha,  39,29;  que,  finalmente,  las  partidas 
de  42,45  y  91  pesos  moneda  nacional  que  se  mencionan 
en  la  cuenta,  responden  á  trabajos  que  el  demandado 
no  ha  ordenado;  que  en  virtud  de  esas  consideraciones 
pide  el  rechazo  de  la  acción  instaurada,  con  expresa 
condonación  en  costas. — Recibida  la  causa  á  prueba,  se- 
gún consta  del  auto  de  fs.  32  vta.,  se  produjo  dentro 
del  término,  la  que  expresa  el  certificado  de  fs.  147  vta., 
y  las  posiciones  de  fs.  176.  Habiendo  alegado  las  partes, 
según  consta  á  fs.  149  y  fs.  161,  el  Juzgado  llamó  autos, 
según  consta  á  fs.  168,  quedando  la  causa  pronta  para 
ser  fallada. 

Y  considerando  : 

V'  Que  ambos  litigantes  aceptan  como  precio  de  los 
trabajos  hechos  en  casa  de  la  señora  de  Moujan,  esquina 
Lima  y  Alsina,  la  suma  de  3.168  pesos  moneda  nacio- 
nal con  95  centavos.  Benine,  primera  posición^  fs.  135 
y  Rochi,  por  la  presentación  como  parte  de  prueba,  de 
la  cuenta  de  fs.  118,  que  arroja  dicha    suma,  quedando 
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ipso  fado  sometido  á  lo  que  de  dicho  documento  privado 
resulta— arts.  1.029  del  Código  Civil  y  139  del  de  Pro- 
cedimientos. 

2^  Al  contestar  la  demanda— fs.  30— Rochi  ha  reco- 
nocido haberse  practicado  los  trabajos  á  que  se  refieren 
las  partidas  7,  8,  9,  10,  13,  14,  15  y  16,  de  la  cuenta  de 
f.  1,  no  estando  conforme  con  el  precio  que  le  asigna 
el  actor. 

3^  Que  en  la  citada  cuenta  no  se  determinan,  especi- 
ficándolos, los  trabajos  que  fueron  hechos  en  casa  de 
don  Gregorio  Torres,  Florida  entre  Cangallo  y  Cuyo,  y 
solo  en  el  interrogatorio — fs.  125,  quinta  pregunta— se 
designan  por  tales  los  que  figuran  en  las  partidas  4*  y 
5*,  habiéndose  justificado  que  dichos  trabajos  fueron 
hechos  por  cuenta  de  Rochi — declaraciones  de  Merchanti 
— fs.  127— Pusani— fs.  129— Benine— fs.  128  vta.— y  Fe- 
rrari— fs.  133  vta.,  cuarta  pregunta  del  interrogatorio  de 
fs.  132. 

4<'  Que  igualmente  ha  comprobado  el  actor,  que  ha  tra- 
bajado para  Rochi,  en  la  casa  Avenida  República,  entre 
Rodríguez  Peña  y  Callao — testimonio  de  Merchanti  y 
Berreta,  no  resultando  igual  prueba  respecto  de  los 
trabajos  que  se  cobran  en  la  otra  casa  de  Rochi.  calle 
Libertad  y  Cerrito,  pues,  al  respecto  solo  ha  declarado 
un  testigo  Jadey —  séptima  pregunta,  interrogatorio  de 
fs.  132 — ni  por  la  misma  razón,  los  hechos  para  el  doctor 
D'Amico,  á  los  cuales  hace  referencia  únicamente  el  tes- 
tigo Salvadores — interrogatorio  fs.  132,  novena  pregunta 
— por  lo  que  hace  á  la  casa  calle  Florida  entre  Viamont 
y  Córdoba;  sin  que  se  encuentre  uiención  alguna  en  los 
autos,  sobre  los  que  se  dicen  practicados  para  el  misrac 
D'Amico  en  La  Plata. 

5^  Que  los  trabajos  relacionados  han  sido  hechos  sin 
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previo  ajuste  de  precio — 9^  posición  de  fs.  135,  absolu- 
ción de  Benine. 

6®  Que  hay  conformidad  de  partes  respecto  á  la  suma 
pagada  por  Rochi  á  cuenta  de  trabajos,  7.800  pesos 
moneda  nacional. 

Por  estas  consideraciones,  declaro:  que  el  demandado 
debe  al  actor  la  cantidad  de  3.178  pesos  moneda  nacio- 
nal con  95  centavos ;  la  que  resulte  de  la  apreciación 
pericial,  como  precio  de  los  demás  trabajos  comprobados  3 

según  se  ha  hecho  mérito  en  los  considerandos  2*,  3"  y  "5 

4%  á  cuyo  efecto,  ejecutoriada  que  sea  esta  sentencia,  vuel-  | 

van  los  autos  al  despacho  para  proveer  lo  que  corresponda  'j 

respecto  á  la  designación  de  los    peritos,  debiendo  de-  í 

ducirse  del  total  que  importa   el  crédito  de  Benine,  la  '-j 

suma  de  7.800 pesos  moneda  nacional  recibidos  por  éste;  ;^ 

sin  especial  condenación   en  costas,   por    no  encontrar  \ 

mérito  para  ello. 

Definitivamente  juzgando,  así  lo  pronuncio,  mando  y  ¡ 

firmo,  en  Buenos  Aires,  á  veintiocho  de  Febrero  de  mil  j 

ochocientos  noventa  y  uno. — Repónganse  los  sellos  y  re-  i 

gístrese.— L.  A.  Peyret.— Ante  mí:  Pedro SicoureL  \ 
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Sumario:  1*  Las  operaciones  llevadas  A  cabo  por  un  corredor  de  Bolsa 
á  nombre  de  un  tercero,  se  rigen  por  las  disposiciones  del 
mandato.  — 2°  La  entrega  al  mandante  del  boleto  en  que 
consta  la  obligación  del  tercero  que  ha  contratado  con  el 
mandatario  importa  la  rendición  de  cuentas  que  la  ley 
impone. 

(  REFORMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  P  Que  á  fs.  4  se  pre- 
sentó don  José  Lebrero  con  poder  del  doctor  don 
Gervasio  Videla  Dorna,  entablando  demanda  contra  don 
Dionisio  V.  Schóo,  para  que  éste  le  haga  cesión  ó 
transferencia  del  boleto  de  venta,  que,  como  comisionista 
hizo  á  los  señores  Pereyra  y  Nevares,  de  100  certifica- 
dos de  acciones  del  Banco  Constructor,  vendidos á  razón 
de  139  pesos  cada  certificado,  ó  en  defecto  de  la  trans- 
ferencia del  boleto  le  pagara  el  saldo  de  5.524  pesos  con 
63  centavos,  por  haberle  entre^rado  antes  la  diferencia 
entre  ese  saldo  y  el  precio  de  venta,    todo    con  costas. 

2^  Que  antes  de  contestarse  la  demanda  el  actor  la 
amplió  á  fs.  13,  manifestando:  que  retiraba  la  cláusula 
en  que  expresaba  que  aceptaría  el  título  contra  Pereyra 
y  Nevares  y  que  se  entendiese  la  demanda  lisa  y  llana 
contra  el  señor  Schóo  como  comisionista,  por  el  pago  del 
saldo  demandado,  intereses  y  costas. 
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3**  Que  á  fs.  20  y  contestando  el  señor  Schóo  el  tras- 
lado de  la  demanda,  pide  se  rechace  con  costas,  y  expone : 
que  nada  adeuda  al  doctor  Videla  Dorna  proveniente 
de  la  operación  á  que  alude;  que  éste  reconoce  que  la 
venta  de  los  100  certificados  la  realizó  por  su  cuenta 
y  orden  como  corredor,  y  es  claro  que  concluida  su 
negociación  terminaba  su  cometido,  y  el  pago  de  su 
valor  debe,  en  todo  caso,  el  doctor  Videla  Dorna  deman- 
darlo á  los  directamente  obligados,  señores  Pereyra  y 
Nevares;  que  en  la  hipótesis  de  que  hubiese  sido  comi- 
sionista en  esa  negociación,  no  es  responsable  de  sus 
consecuencias,  porque  no  ha  incurrido  en  ninguna  omi- 
sión, y  si  los  señores  Pereyra  y  Nevares  no  han  pagado 
al  demandante  el  saldo  que  dice  le  adeudan,  no  es  por 
su  culpa;  que  el  doctor  Videla  Dorna  sabe  que  no  hizo 
arreglos  con  los  señores  Pereyra  y  Nevares,  y  que  éstos, 
cuando  se  realizó  la  operación,  el  5  de  Junio  de  1888, 
eran  solventes  y  quebraron  al  fin  de  ese  mes;  que 
el  doctor  Videla  Dorna,  como  socio  de  la  Bolsa,  sabe 
que  debido  á  la  situación  creada  por  la  liquidación  del 
mes  de  Junio  de  1888,1a  Cámara  Sindical,  ejercitando  las 
atribuciones  que  el  reglamento  le  acuerda,  dictó  una  reso- 
lución de  carácter  general,  por  la  cual  todos  los  corre- 
dores que  tuviesen  operaciones  con  los  corredores  falli- 
dos debían  entregar  á  la  liquidación  el  60  %  quedando 
el  40  %  restante  como  un  dividendo  de  éstos ;  que  ese 
es  el  único  arreglo  habido,  iniciado  y  terminado  por  la 
Cámaro  Sindical,  como  una  medida  para  salvar  la  situa- 
sión  crítica  de  todos,  y  esa  resolución,  acatada  en  general 
por  los  socios  de  la  Bolsa,  comprendía  la  operación  á 
que  se  refiere  la  demanda,  siendo  evidente  que  no  es 
culpable  de  la  quiebra  de  Pereyra  y  Nevares;  que  si  la 
insolvencia  de  estos  corredores  ha  causado  pérdidas  al 
doctor  Videla  Dorna  con  motivo  de  la  venta  de  los  100 
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certificados  del  Banco  Constructor,  á  él  exclusivamente 
le  corresponde  soportar  ese  perjuicio. 

k^  Que  conferido  traslado  al  actor,  lo  evacuó  á  fs.  24 
insistiendo  y  ampliando  sus  anteriores  argumentos  é 
impugnando  el  convenio  celebrado  por  la  Cámara  Sin- 
dical, por  no  haber  procedido  la  declaración  judicial  de 
quiebra  y  ser  nulas,  en  tal  virtud,  las  quitas  y  esperas 
acordadas  á  los  corredores.  A  fs.  28,  se  recibió  la  causa 
á  prueba,  produciéndose  dentro  del  término  la  que  ex- 
presa el  certificado  del  actuario  de  fs.  56  vuelta,  después 
de  lo  cual  alegó  sobre  su  mérito  el  actor,  y  dado  por 
decaído  al  demandado  del  derecho  de  hacerlo,  se  llamó 
á  fs.  65  vuelta  autos  para  definitiva. 

Y  considerando:  P  Que  estableciéndose  en  el  boleto  de 
f.  1%  que  don  Dionisio  V.  Schóo  ha  vendido  por  orden  y 
cuenta  del  señor  G.  Videla  Dorna  100  certificados  del 
Banco  Constructor  á  los  señores  Pereyra  y  Nevares, 
no  puede  sostener,  como  lo  hace  el  actor,  que  Schóo 
obrara  como  comisionista,  puesto  que  en  el  boleto  de- 
clara el  nombre  de  la  persona  en  cuya  representación 
contrata.  Según  lo  define  la  segunda  parte  del  art.  300 
del  Código  de  Comercio  vigente,  en  la  época  en  que  se 
instauró  la  demanda,  se  llama  comisión  y  consignación 
cuando  la  persona  que  desempeña  el  negocio  obra  á 
nombre  propio,  sin  declarar  el  nombre  de  la  persona 
que  le  ha  hecho  el  encargo.  En  el  presente  caso,  lejos 
de  aparecer  el  señor  Schóo  contratando  á  nombre  propio, 
declara  explícitamente  que  procede  por  orden  y  cuenta 
del  señor  Videla  Dorna  y  por  ello  no  puede  decirse  que 
haya  procedido  como  comisionista  puesto  que  el  con- 
trato realizado  no  está  de  acuerdo  con  lo  establecido 
en  la  disposición  legal  citada. 

2*  Que  tampoco  puede    sostenerse,    como  lo    hace  e 
señor  Schóo^  que   ha  procedido  como   corredor,   puestc 
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que  el  art.  106  del  Código  de  Comercio  prohibe  á  los 
corredores  toda  negociación  ó  tráfico  directo  ó  indirecto, 
en  nombre  propio  ó  bajo  el  ajeno.  Los  corredores, 
según  el  Código,  no  son  sino  simples  agentes  ó  inter- 
mediarios, encargados  de  certificar  que  tal  ó  cual  nego- 
cio se  hizo  con  su  intervención,  á  fin  de  garantir  á  las 
partes  el  cumplimiento  de  lo  pactado  sin  necesidad  de 
extender  escritura  pública,  pues,  debiendo  anotar  en  sus 
libros  los  negocios  en  que  intervengan,  esos  libros 
hacen  fe  si  están  llevados  en  forma  y  con  arreglo  á 
derecho. 

3°  Que  el  carácter  en  que  ha  intervenido  el  deman- 
dado es  de  mandatario  especial  de  Videla  Dorna,  como 
lo  determina  la  primera  parte  del  art.  300  del  Código, 
pues,  aparece  contratando  la  venta  de  los  certificados 
por  orden  y  cuenta  de  éste.  Sostiene  el  actor,  que  el 
demandado  procedió  como  comisionista  fundado  en  la 
disposición  del  art.  335;  pero,  este  artículo  establece,  que 
la  comisión  es  el  mandato  para  una  ó  más  operaciones 
de  comercio  individualmente  determinadas  qile  deben 
hacerse  y  concluirse  á  nombre  del  comisionista.  Ya 
se  ha  dicho  y  demostrado,  con  los  términos  del  bo- 
leto de  f.  1*,  que  el  demandado  no  ha  contratado  á  su 
nombre,  sino  por  orden,  cuenta  y  á  nombre  de  Videla 
Dorna. 

4^  Que  Schóo  ha  cumplido  el  mandato  recibido  ven- 
diendo para  la  fecha  que  le  señaló  su  mandante  los 
100  certificados  de  acciones  del  Banco  Constructor.  Vi- 
dela Dorna  recibió  el  boleto  de  venta  y  posteriormente 
parte  del  precio,  lo  que  demuestra  que  estaba  conforme 
con  la  operación  realizada,  y  así  se  desprende  también 
de  los  términos  del  poder  de  fs.  3,  que  dice:  que  con- 
fiere poder  especial  á  don  José  Lebrero  para  que  de- 
mande   á    don  Dionisio  V.  Schóo,  á  fin  de  que  entre- 
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gue,  transferido  ó  cedido,  el  conforme  que  los  com- 
pradores Pereyra  y  Nevares  le  firmaron,  á  efecto  de 
demandarlos  por  el  cumplimiento  del  contrato;  y  en  el 
caso  de  que  Schóo  no  entregase  aquel  documento,  lo  haga 
responsable  por  el  valor  de  los  certificados.  Como  se  ve, 
Schóo  ha  cumplido  satisfactoriamente  su  mandato  y  sol  o 
falta,  para  dar  por  terminada  su  misión,  que  haga  entre- 
ga al  mandante  de  los  documentos  que  tenga  en  su 
poder  referentes  á  la  negociación  que  se  le  encomendó. 
En  el  escrito  de  contestación  á  la  demanda  manifiesta 
estar  dispuesto  á  entregar  al  demandante  el  boleto  fir- 
mado por  los  señores  Pereyra  y  Nevares,  el  que  pre- 
senta al  efecto,  y  con  asa  entrega  se  satisfacen  las  exi- 
gencias del  actor,  cuyo  apoderado  ha  extralimitado  sus 
facultades  al  no  aceptarlo  como  era  de  su  deber,  y  al 
modificar  la  demanda  en  los  términos  del  escrito  de  fs.  13, 
para  lo  cual  no  estaba  facultado.  El  Juzgado  no  cree 
necesario  hacer  un  estudio  de  la  prueba  rendida  por 
reputarla  impertinente,  dadas  las  conclusiones  á  que  ha 
arribado  en  los  considerandos  que  preceden. 

Por  estas  consideraciones,  fallo  y  declaro:  que  con 
la  entrega  que  debe  hacerse  al  actor  del  boleto  de  fs. 
18,  ha  cumplido  el  demandado  la  obligación  de  rendir 
las  cuentas  que,  como  mandatario,  estaba  obligado  y  libre 
de  toda  responsabilidad  hacia  el  doctor  Gervasio  Videla 
Dorna  por  la  venta  de  los  cien  certificados  de  acciones 
del  Banco  Constructor  que  éste  le  encomendó,  sin  espe- 
cial condenación  en  costas  en  atención  á  la  naturaleza 
de  la  cuestión  resuelta.  Definitivamente  juzgando^  así 
lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  Capital  de  la  Repú- 
blica Argentina,  á  diez  y  seis  de  Marzo  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  uno. — L.  A.  Peyret. — Ante  mí :  Carlos 
N.  González. 
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SENTENCIA   DE  2*  INSTANCIA 


Buenos   Aires,   Julio  21    de  1891.— -Y  vistos:  Por  el  \ 

mérito  que    ofrece  el  acuerdo    precedente,  se   confirma 
la  sentencia  apelada  en  cuanto  resuelve  que  el  deman-  j 

dado  Schóo  ha  cumplido  el  mandato  y  no  está  obligado 
á  abonar  al  demandante  la  cantidad  cobrada,  quedando  , 

sin  efecto   en  cuanto  hace  referencia    á    la    entrega  del 
boleto  de  fs.  8. 

'U 

•i 

í 

La  reforma  carece  de  fundamento  porque  el  demandado  ha  ofrecido  ^^ 

espontáneamente  hacer  la  transferencia  del  boleto.  i 

é 
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Sumario  :  !•  La  existencia  de  escrilura  pública  para  justificar  un 
contrato  de  compraventa  de  muebles  no  puede  suponerse 
presunción  de  fraude  si  el  vendedor  continuaba  en  posesión 
de  lo  vendido.— 2*  Si  á  la  demanda  del  tercerista  solo  se 
opúsola  simulación  del  acto,  no  pueden  aplicárselas  dispo- 
siciones de  la  ley  al  tratar  de  la  acción  pauliana. 

El  sumario  es  con  arreglo  á  la  resolución  de  la  Excma. 
Cámara. 


{  REVOCADO  ) 

Y  vistos:  la  iercería  de  dominio  deducida  por  don 
Manuel  de  la  Cárcova  en  la  ejecución  iniciada  por  los 
señores  Torre  Fernández  y  C'*  contra  don  Luis  de  la 
Cárcova,  resulta: 

A  fs.  3  y  7,  se  presentó  don  Manuel  de  la  Cárcova 
deduciendo  tercería  de  dominio  sobre  los  muebles  que 
adornan  la  casa  habitación  calle  Artes  núm.  1079,  por 
haberlos  comprado  á  su  hermano  don  Luis,  según  escri- 
tura pública  fecha  17  de  Enero  del  año  próximo  pasado 
y  cuyo  testimonio  corre  agregado  á  fs.  1.  Conferido  el 
traslado  que  determina  el  art.  76  del  Código  de  Proce- 
dimientos, fué  evacuado  á  fs.  8,  negándose  que  la 
mencionada  venta  fuera  real  y  tachándola  de  simulada 
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con  el  objeto  de  defraudar  los  intereses    de  los  ejecu- 
tantes. 

Recibida  la  causa  á  prueba  por  el  auto  de  fs.  12 
vuelta,  se  ha  producido  la  que  indica  el  certificado  de 
fs.  14. 

Y  considerando : 

1**  Que  la  tercería  deducida  se  funda  en  la  escritura 
de  venta  á  favor  de  don  Manuel  de  la  Cárcova  de  los 
muebles  indicados  en  el  resultando  primero,  vendidos  por 
don  Luis  á  su  hermano. 

2°  Que  alegada  por  el  demandado  la  simulación  del 
contrato  á  que  se  refiere  el  documento  de  f.  1,  es  el 
caso  de  averiguar  si  de  la  prueba  producida  resultan 
comprobados  los  hechos  que  fundan  ó  hagan  presumir 
la  simulación. 

3^  Que  el  tercerista  absolviendo  el  pliego  de  posicio- 
'  nes  de  fs.  33,  confiesa  los  hechos  siguientes:  que  cuando 
firmó  la  escritura  de  f.  1  vivía  en  la  misma  casa  del 
ejecutado,  su  hermano,  calle  Artes  núm.  1079  (Enero 
17  de  1890);  que  sólo  ha  vivido  allí  algunos  días  y  otros 
fuera  (contestación  á  la  cuarta  pregunta,  fs.  40);  al 
producir  su  prueba  pregunta  á  los  testigos  Grau  y  Pietro 
—  fs.  17  — cómo  es  cierto  y  les  consta  que  los  hermanos 
de  la  Cárcova,  hace  próximamente  cuatro  años  que  no 
viven  en  el  mismo  domicilio,  los  cuales  contestan  afir- 
mativamente—  fs.  24  y  25.  —  De  la  escritura  de  f.  1 
resulta  también  que  arabos  estaban  domiciliados  en  la 
calle  Artes  1079  en  la  fecha  que  se  firmó  la  escritura 
de  venta  de  los  muebles.  El  mismo  tercerista  confiesa 
que  el  documento  de  f.  1,  fué  firmado  por  él  á  soficttud 
de  m  hermano  — fs.  33  posición  9^;  —  y  á  fs.40  y  41,  con" 
iesa    que   firmó    el  documento  pero  no  á  pedido  de  su 

ermano;  que  los  muebles  sobre  los  cuales  ha  deducido 
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tercería  han  pertenecido  siempre  á  su  hermano  y  que  el 
absolvente  nunca  tomó  posesión  de  ellos;  que  aceptó 
que  se  pusieran  á  su  nombre  porque  aquél  le  debía  una 
cantidad  de  dinero;  que  no  recuerda  si  ha  dado  ó  no 
recibo  por  los  alquileres  que  habían  convenido  —  fs.  40; 

—  que  es  incierto  no  hubiera  dado  recibo  á  su  hermano 

por   el    importe    de   los    alquileres    de    los    muebles —  < 

fs.  34.  ; 

4°  Don  Luis  de  la  Cárcova,  absolviendo  las  posiciones 
de  fs.  36,  confiesa  que  cuando  firmó  el  documento  de 
f.  1,  tenía  conocimiento  de  que  el  pagaré  que  originó  la 
ejecución  de  Torre  Fernández  y  C'*  había  sido  protes- 
tado; que  conservó  los  muebles  en  su  poder  mediante 
un  alquiler  convenido  con  su  hermano;  que  su  hermano 
nunca  le  dio  recibo  por  dicho  alquiler;  que  le  adeudaba 
4.950  pesos ;  2.000  prestados  en  Setiembre  de  1885  y  los 
demás  en  Enero  del  corriente  año.  Es  de  notar  también 
que  don  Manuel  confiesa  que  este  dinero  se  lo  prestó 
á  su  hermano  en  1889  —  fs.  34. —  Y  agrega,  que  cree 
que  la  escritura  fué  abonada  por  su  hermano,  aunque 
no  tiene  plena  seguridad. 

5^  Que  siendo  manifiestas  las  contradicciones  en  que 
han  incurrido  tercerista  y  ejecutado  sobre  el  domi- 
cilio de  ambos  en  el  momento  de  firmar  la  escritura  de 
fs...;  la  cantidad  que  don  Luis  dice  adeudaba  á  don 
Manuel;  la  fecha  del  préstamo ;  las  circunstancias  espe- 
cialísimas  de  ser  hermanos,  vivir  bajo  el  mismo  techo ; 
el  hecho  mismo  de  vender  bienes  muebles  por  escritura 
pública,  la  clase  y  número  de  los  mismos  por  un  precio 
tan  insignificante,  pues,  no  está  en  relación  con  el  valor 

—  véase  detalle  de  f,  1  — ;  el  hecho  de  no  haber  tomado 
posesión  el  comprador,  etc. ;  la  coincidencia  de  la  operr 
ción  de  venta  con  la  iniciación  judicial  del   juicio;  « 
hecho    mismo    de  no   haberse  opuesto  al    embargo;   e 
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hecho  de  haberse  firmado  la  escritura  á  pedido  del 
vendedor,  etc.;  tales  circunstancias  y  desacuerdos  entre 
las  partes,  vienen  á  fundar  indicios  y  presunciones 
vehementes  de  que  la  operación  á  que  se  refiere  la  escri- 
tura de  f.  1  nada  tiene  de  real. 

6°  La  prueba  testimonial  producida  por  el  tercerista 
es  ineficaz  y  carece  de  valor  jurídico  para  demostrar  la 
verdad  del  contrato  de  f.  1;  por  el  contrario,  es  favo- 
rable al  ejecutante.  En  efecto:  los  testigos  declaran  que 
les  consta  que  hace  próximamente  cuatro  años  que  los 
hermanos  de  la  Cárcova  no  viven  en  el  mismo  domicilio, 
mientras  que  en  la  escritura  citada  consta  por  manifes- 
tación propia  de  los  mismos  señores  de  la  Cárcova,  que 
en  el  mes  de  Enero  del  año  pasado  estaban  domicilia- 
dos en  la  misma  casa  donde  se  practicó  el  embargo. 

7°  Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  Ley  XII, 
Tít.  XVI,  Lib.  V,  R.  C.  y  Lib.  X,  Tít.  IX,  Ley  II,  Noví- 
sima Recopilación,  es  admisible  para  demostrar  la  simu- 
lación de  los  actos  jurídicos  la  prueba  privilegiada: 
«  Y  porque  la  materia  es  por  su  naturaleza  de  dificul- 
tosa probanza  y  se  trata^  dispone  y  efectúa  entre  pocas 
personas,  y  esas  interesadas  en  el  recato  y  secreto,  y 
en  algún  caso  convendría  hacer  averiguación  de  las 
dichas  confianzas  y  sería  sin  efecto  si  hubiera  de  ser 
con  probanzas  ordinarias;  tenemos  por  bien  y  mandamos 
que  pata  probarse  basten  las  probanzas  privilegiadas 
qne  por  Derecho  se  admiten  en  los  casos  de  dificultosa 
probanza,  y  que  puedan  admitirse  por  testigos  las  mismas 
personas  entre  quienes  ^e  hubieren  hecho  las  tales  con- 
fianzas. »  «  E  aun  ay  c^ra  natura  de  provar,  a  que  llaman 
presunción,  que  quiere  tanto  decir  como  grand  sospecha 
que  vale  tanto  en  algunas  cosas  como  averiguamiento 
de  prueba»  — Part.  III,  Tít.  XIV,  Ley  VIII.  — La  mayor 
parte  de  los  autores  establecen  la  misma  doctrina  acep- 
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tada  también  por  la  Excma.  Cámara  de  Apelaciones  en 
lo  Comercial  en  casos  análogos  —  véase   Chardon,  Dolo 
y   Fraude^   Tomo  II,  núm.   28ü.  — «La  dificultad,    dice 
Bedarride/se  encuentra  en  la  intención    respectiva  de  las 
partes:  ¿y  cómo  aclarar  esta  intención  por  la  declaración 
de  testigos  ?  ¿Acaso  los  que  se  disponen  á  defraudar  tienen 
la  costumbre  de  hacer  confidencias  y  publicar  sus  proyec- 
tos?   Será,  pues,  necesario  pedir  la  solución  del  litigio  á 
las  deducciones  lógicas,  á  los  hechos  del  proceso,  á  las 
circunstancias  que  han  precedido,  acompañado  ó  seguido 
al  contrato,  en  una  palabra,  á  las  presunciones  —  Tratado 
del  Fraude  en  materia  Comercial  y  Civil,  Tomo  IV,  núm, 
1445. — R.  Levingstone. — Escrito  Forense, — Más  adelante, 
explicando  la  regla  que  debe  seguir    el  juez  sobre  los 
medios  propios  de  determinar  su  opinión  en  las  acusado- 
íiV  nes  de  fraude,  dice :  «  Pero  sin  usurpar  sobre  las  funciones 

de  la  magistratura,  se  puede  reconocer  que  hay  ciertos 
hechos  que  tendrían  necesariamente  importante  influen- 
cia sobre  la  suerte  del  testigo. »  En  esta  categoría  se 
colocan  las  enajenaciones  de  todos  los  bienes,  la  cali- 
dad de  las  partes,  la  retención  de  la  posesión  de  las 
cosas  que  se  pretende  enajenar,  el  misterio  y  la  clandes- 
tinidad de  la  operación  —  144G,  Obra  Citada.  —  Ahora 
bien :  aplicando  al  caso  stUt-judice  las  reglas  estable- 
cidas y  doctrina  expuesta  anteriormente,  se  ve  clara- 
mente que  en  los  antecedentes  apuntados  existen  todos 
los  elementos  necesarios  para  deducir  la  simulación,  ó 
por  lo  menos,  los  indicios  y  presunciones  vehementes 
de  que  la  venta  no  ha  sido  real.  ^  Por  estos  funda- 
mentos y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  955 
y  1044  del  Código  Civil,  fallo  y  declaro:  que  el  contrato 
de  compraventa  á  que  se  refiere  la  escritura  de  fs.  2 
es  simulado,  y  como  tal  nulo  y  de  ningún  valor.  En 
consecuencia,  no  ha  lugar  á  la  tercería    deducida  por 
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don  Manuel  de  la  Cárcova,  á  quien  condeno  al  pago  de 
las  costas  del  juicio,  á  cuyo  efecto  regulo  los  honora- 
rios del  procurador  Alfonsin  en  doscientos  pesos  moneda 
nacional. — Repónganse  las  fojas  y  regístrese. 

Así  lo  mando  y  firmo,  en  la  Capital  de  la  República, 
á  seis  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno.  — 
L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí:  Jorge  F.  Patino. 


SENTENCIA   DE  2*   INSTANCIA 

Buenos  Aires,  Julio  28  de  1891.  — Y  vistos:  Por  los 
fundamentos  del  precedente  acuerdo,  se  revoca  la  sen- 
tencia de  fs.  54,  siendo  las  costas  á  cargo  de  cada  una 
de  las  partes  en  el  orden  causadas  y  devuélvanse. 


La  Cámara  funda  su  sentencia  en  que  no  se  ha  iniciado  ia  acción 
pauüana. 
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Sumario:    !•    La  forma  en  que  deben  presentar  su  declaración  los   fun 
cionarios  públicos  jefes  de  una  repartición,  no  es  aplicable  al 
reconocimiento  de  ftrma  para  el  que  deben  ser ;ci lados  con  las 
formalidades  íiue  la  ley  prescribe.— 2°  El  reconocimiento  en 
rebeldía  de  la  íirma  del  Intendente  Municipal,  no  puede  fun- 
dar la  nulidad  del  juicio  ejecutivo. 


(confirmado) 

Buenos  Aires,  Junio  2  de  1891. — Y  vistos,  resulta:  Que 
á  fs.  6  se  presentó  don  Tomás  F.  Leiva  con  poder  de 
don  Ángel  Lezica,  solicitando  como  medida  preparatoria 
de  la  acción  ejecutiva  fuera  citado  el  Intendente  de  la  Mu- 
nicipalidad de  la  Capital  don  Francisco  P.  Bollini  á  efecto 
de  practicar  el  reconocimiento  de  las  firmas  puestas  en  las 
letras  de  fs.  1  y  2,  la  primera  por  22.158  pesos  y  49  centa- 
vos moneda  nacional  y  la  segunda  por  18.546  pesos  y  12 
centavos.  Decretado  el  reconocimiento  citándose  al 
Intendente,  y  como  no  hubiere  concurrido  á  practicarlo, 
diéronse  por  reconocidas  en  su  rebeldía  por  la  providen- 
cia de  fs.  11  vuelta,  después  de  lo  cual  pidió  la  parte 
actora  se  librara  contra  la  Municipalidad  el  corres- 
pondiente mandamiento  por  el  importe  de  dichas  letras, 
sus  intereses  y  costas,  fundándose  en  la  disposición 
de    los    arts.    4G4    y   465,     inc.    6^    y    47     del    Código 
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de  Procedimientos,  á  lo  que  se  proveyó  de  conformidad.  j 

Librado  el  mandamiento  y  no  habiendo  dado  resultado,  Ü 

solicitó  el  representante  del  actor   el  embargo  de  1.720  1 

títulos   del   Empréstito  Lotería  Municipal,   cotizados  á  •  i 

razón  de  25  %  aproximadamente;  embargo  que  fué  decre-  ] 

tado  y  se  hizo  efectivo,  según  resulta  de  la  nota  de  fs.  16  *         ] 

del  presidente  del  Banco  Municipal  de  Préstamos  y  Caja  \ 

de  Ahorros  donde  dichos  títulos   se  encuentran  deposita- 
dos. Hecho  saber  el  embargo  al  procurador  municipal  don  >i 
Adolfo  Aldao,  como  consta  á  fs,  16  vuelta,  pidió  á  fs.  18  ! 
la  parte  ejecutante  se  citara  de  remate  á  la  Municipalidad 
y  habiéndose  proveído  de  conformidad,  Aldao  se  presentó 
á  fs.  20  oponiendo  la  excepción  de   nulidad  de  la  ejecu-                              | 
ción  por  violación  de  las  formas  prescriptas  por  la  ley, 
autorizada  por  el  art.  489  del  Código  de  Procedimientos, 
pidiendo  se  declarara  la  nulidad  de  todo  lo   obrado,  con  • 
expresa    condenación  en  costas  al  actor.     Funda   dicha                              ' 
excepción  en  que  no  teniendo  valor  alguno  el  reconocí-  [ 
miento  que  el  Juzgado  ha  hecho  en  rebeldía  del  Intendente 
de  las  Armas  que  suscriben  las  letras  presentndas,  pues 
como  jefe  de  una  de  las  más  altas  ramas  de  la  adminis- 
tración nacional  no  estaba  obligado  á  concurrir  á  practi- 
carlo en  virtud  de  las  prerrogativas  que  le  acuerda  la  ley 
— art.  202  del  Código  de  Procedimientos— dicho  recono- 
cimiento no  puede  servir  de  base  auna  ejecución. — Confe- 
rido traslado  al  ejecutante,  fué  evacuado  á  fs. . .   pidiendo 
el  rechazo  de  la  excepción  en  virtud  de  las  consideracio- 
nes siguientes:  Que  la  disposición  del  art,  202  del  Código 
de  Procedimientos  invocado  por  el  procurador  municipal 
sería  aplicable  si  eljuicio  se  siguiera  entre  personasdis-                               ' 
tintas  y  se  hubiera   necesitado  la  declaración  del  Intén- 
tente, como    testigo;  pero  tratándose    de   los   litigantes 
mismos,  de  las  partes  del  juicio,  no  puede  aplicarse  á 
éstas  lo  que  la  ley  ha  establecido  respecto  de  ciertos  testi  • 
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gos.  Que  el  art.  468  del  Código  citado  establece  la  forma 
de  citar  á  los  que  deben  reconocer  una  firma  y  ni  en  él,  ni 
en  ningún  otro  del  título  consagrado  á  las  ejecuciones,  se 
consigna  disposición  alguna  que  exima  á  determinadas 
personas  de  la  obligación  de  comparecer  personalmente 
ante  el  Tribunal  y  de  declarar  bajo  juramento  si  es  ó  no  es 
propia  la  firma  que  se  le  atribuye.  Que  en  materia  de 
excepciones  á  las  reglas  comunes  del  procedimiento  y  de 
prerrogativas  que  quiebran  la  igualdad  que  debe  existir 
entre  los  litigantesja  interpretación  de  la  ley  debe  hacerse 
siempre  restrictivamente  y  con  mayor  razón  cuando  no 
concurren  en  el  caso  de  ampliación  los  mismos  motivos 
que  en  el  previsto  por  aquélla.  Que  entre  la  pequeña  mo- 
lestia de  asistir  á  practicar  un  reconocimiento  y  en  último 
caso,  entre  los  reducidos  gastos  que  demanda  el  otorga- 
miento dé  un  poder,  mediante  el  cual  puede  hacerse  el  reco- 
nocimiento, y  los  peligros  que  hay  de  sacar  un  documento 
de  manos  del  Juez  para  entregarlo  fuera  de  la  oficina  al 
mismo  obligado  á  su  abono,  no  cabe  vacilación  alguna,  y 
por  ello  la  ley  no  ha  querido  prescribir  para  actos  de  tal 
naturaleza  la  prerrogativa  consignada  en  el  art.  202  res- 
pecto de  los  testigos.  Entra  luego  á  demostrar  que  en  la 
hipótesis  de  ser  aplicable  tal  artículo  en  los  reconocimien- 
tos, la  citación  en  la  forma  hecha  al  Intendente,  no  ira- 
portaría  un  vicio  capital  en  el  procedimiento  á  que  se 
refiere  el  art.  489  del  Código,  puesto  que  la  manera  de 
reconocer  una  firma,  estojes,  mediante  asistencia  al  Juz- 
gado, ó  por  medio  de  informe,  no  constituye  un  trámite 
esencial  ó  sustancial,  desde  que  en  cualquiera  de  los  dos 
casos  nada  hay  que  afecte  el  averiguamiento  de  la  verdad 
y  los  medios  ó  recursos  de  defensa.  Por  último,  sostiene 
que  si  el  Intendente  estimaba  que  el  Tribunal  no  tenía 
derecho  para  citarlo  al  reconocimiento,  debió  reclamar  en 
tiempo  oportuno  de  la  providencia  en  que  se  dispuso  la 
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citación.  Y  considerando:  1"  Que  como  lo  sostiene  la 
parte  actora  y  resulta  de  la  colocación  misma  del  art.  202 
del  Código  de  Procedimientos,  esa  disposición  sólo  tiene 
aplicación  cuando  las  personas  áque  ella  se  refiere  son  pre- 
sentadas como  testigos.  2^  Que  el  procedimiento  ejecu- 
tivo tiene  marcado  en  dicho  Código  su  legislación  propia 
con  relación  al  procedimiento  de  la  que  forma  parte  la 
prescripción  del  art.  468,  y  como  por  ésta  se  establece  ex- 
presamente la  manera  de  procederse  para  el  reconocimien- 
to de  los  documentos  cuando  se  pide  como  medida  prepa- 
ratoria de  la  acción  ejecutiva,  es  con  sujeción  á  ella  que 
debe  juzgarse  la  nulidad  ó  validez  de  la  providencia  de  fs. 
11  vuelta,  por  la  que  se  dan  por  reconocidas  en  rebeldía 
del  Intendente  las  letras  presentadas.  3°  Que  dicho 
artículo,  al  prescribir  la  obligación  de  comparecer  á  practi- 
car el  reconocimiento,  no  ha  hecho  excepción  alguna,  y  por 
lo  tanto,  no  puede  sostenerse  legalmente  que  el  Intendente 
de  la  Municipalidad  de  la  Capital  se  halle  exonerado  de  tal 
obligación,  como  lo  pretende  su  mandatario.  ¥  Que 
declarada  como  queda  la  inaplicabilidad  del  citado  art. 
202  al  csiso  sub-Jt¿dice  y  que  sirve  de  fundamento  ala  nuli- 
dad alegada,  y  estando  el  procedimiento  observado  ajus 
tado  al  marcado  por  la  ley,  corresponde  el  rechazo  de  la 
excepción.  Por  estas  consideraciones  y  concordantes  del 
precedente  escrito,  no  ha  lugar  á  la  excepción  opuesta,  y 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  art.  498  del  Código  de 
Procedimientos,  llévese  adelante  la  ejecución,  hasta  hacer- 
seíntegro  pago  al  acreedor  del  capital  reclamado,  intereses 
y  costas  del  juicio  que  impongo  á  la  Municipalidad — art. 
507  del  Código  de  Procedimientos. — Fíjanse  los  honora- 
rios del  doctor  Durao  en  trescientos  cincuenta  pesos  mo- 
neda nacional  y  en  ciento  ochenta  los  del  procurador 
Leí  va.  Regístrese  y  repónganse  las  fojas.— L.  A.  Peyret. 
—Ante  mí :  Jorge  F.  Patino. 
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SuMAhio:  1»  Las  condiciones  impresas  que  el  acarreador  inserte  en  la 
guía  contrarias  á  las  disposiciones  del  Código  de  Comercio,  no 
importan  un  contrato  obligatorio  para  el  cargador,  en  tanto 
no  las  acepte  expresamente  ó  sean  ellas  concordantes  con  los 
reglamentos  aprobados  por  el  Poder  Ejecutivo  Nacional. — *>  El 
acarreador  responde  al  cargador  de  los  objetos  cuyo  porte  se 
le  ha  confiado,  ó  de  su  valor  determinado  por  peritos  en  caso 
de  pérdida  ó  avería. 

El  sumario  es  con  arreglo  á  la  resolución  de  la  Excma. 
Cámara. 

(revocado) 

Autos  y  vistos :  Resultando  de  su  examen :  Que  con  fecha 
27  de  Marzo  de  1890,  se  presentaron  los  señores  Charles 
Hnos  y  C'^  entablando  demanda  contra  la  Compañía 
Nacional  de  Transportes  «  Expreso  Villalonga  »  por  la 
suma  de  2.1-00  pesos  moneda  nacional,  importe  de  diver- 
sas mercaderías  perdidas  por  dicha  Empresa.  Funda  su 
acción  en  los  hechos  siguientes :  con  fecha  10  de  Diciem- 
bre de  1886,  los  demandantes  entregaron  al  « Expreso 
Villalonga»  para  su  transporte  á  la  ciudad  de  La  Rioja, 
tres  cajones  de  mercaderías  destinadas  al  señor  Vera  y 
consignados  al  señor  Barros,  en  Chumbicha;  que  sólo  lle- 
garon á  su  destino  dos  de  esos  tres  cajones  y  que  las  ge: 
tiones  hechas  para  recuperar  el  cajón  perdido  no  diero 
resultado,  habiendo  los  demandados  remitido  á  los  d 
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mandantes  la  carta  de  f.  1;  que  confesada  la  pérdida,  sólo 
se  trataba  de  establecer  el  valor  de  la  mercadería  perdida, 
pues  ellos  no  aceptaban  el  máximum  de  que  habla  la  expre- 
sada carta;  que  la  Empresa  demandada  tiene  en  su  poder 
la  cuenta  detallada  de  las  mercaderías  perdidas  sin  haberla 
observado,  y  que  es  aplicable  á  la  Empresa  lo  dispuesto 
por  el  Libro  I,  Tít.  III,  Cap.  V  del  Código  de  Comercio, 
por  lo  que  pedía  su  condenación  con  intereses  y  costas. — 
Conferido  traslado  déla  demanda,  según  consta  á  fs.5,  lo 
contestó  la  Empresa  demandada  á  fs.  15  pidiendo  el  recha- 
zo, con  costas,  de  la  acción  instaurada,  fundando  su  peti- 
ción en  lo  siguiente:  Que  efectivamente  el  bulto   reclama- 
do se  había  perdido,  y  que  en  su  consecuencia,  la  Empresa 
ofreció  pagar  el  máximum  de  indemnización  á  que  se  creía 
obligada ;  que  la  responsabilidad  de  la  Compañía  Nacional 
de  Transportes  se  circunscribe  á  lo  que  ha  expresado  su 
gerente  en  la  carta  de  f.  1 ;  que  según  el  art.  166  del  Código 
de  Comercio,  la  carta  de  porte  es  el  título  legal  del  contrato 
sobre  el  cargador  y  el  acarreador, y  por  su  contenido  se  de- 
cidirán todas  las  contestaciones  que  ocurren  con  motivo 
del  transporte  de  los  efectos,  lo  que  importa  reconocer  el 
principio  general  en   matoria   de  convenciones;   que  el 
transporte  de  las  encomiendas  de  los    señores    Charles 
Hnos  y  C'*  debe  juzgarse  de  acuerdo  con  la  guía  que  és- 
tos han  aceptado,  y  en  la  que  se  establece  que  se  halla 
sujeta  á  los  reglamentos  de  los  ferrocarriles,  vapores  ó  men- 
sajerías que  recorra;  que  por  esa  razón  si  ocurren  extra- 
víos ó  pérdidas  de  bultos,  la  responsabilidad  del  Expreso 
se  circunscribe  á  la  que  fijen  esos  reglamentos,  y  que  así 
debe  ser,  pues  la  Compañía,  obligada  á  emplear  los  ferro- 
carriles para  llenar  su  cometido,  no  podía  contraer  una  res- 
onsabilidad  mayor  que  la  que  pesa  sobre  éstos;  que  en 
virtud  del  art.  8''  del  reglamento   para    encomiendas  del 
•"errocarril  Central  del  Norte,  la  administración  no  respon- 
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derá  por  una  suma  mayor  de  diez  pesos,  á  no  ser  que  el 
remitente  hubiera  hecho  constar  el  valor  de  los  objetos  y 
pagado  el  seguro  según  tarifa,  y  de  acuerdo  con  el  regla- 
mento del  Ferro  Carril  del  Rosario  la  indemnización  no 
pasa  de  2.000  pesos — art.  142; — que  en  el  caso  sub- 
judice  no  se  ha  declarado  ni  se  ha  hecho  constar  el  conte- 
nido ni  el  valor  de  los  objetos  que  contenían  los  bultos 
entregados  para  ser  conducidos  á  La  Rioja  en  calidad  de 
encomienda,  y  desde  que  no  se  hizo  esa  declaración,  la 
Empresa  demandada  no  ha  podido  comprometerse  á  indem- 
nizar un  valor  indeterminado:  se  ha  comprometido  úni- 
camente alo  qué  expresan  las  guías;  que  el  hecho  de  haber 
recibido  la  Empresa  demandada  la  cuenta  á  que  se  alude 
y  no  haberla  observado,  no  significa  sino  que  la  Empresa 
no  tiene  por  qué  tomarla  en  cuenta.— Que  recibida  la  causa 
aprueba,  según  resulta  del  auto  de  fs.  20  vuelta,  se  produjo 
dentro  del  término  la  que  expresa  el  certificado  de  fs.  47 
vuelta,  y  habiendo  alegado  las  partes,  según  consta  á  fs. 
51  y  57,  el  Juzgado  llamó  autos  como  resulta  á  fs.  60, 
quedando  la  causa  pronta  para  ser  fallada.— Y  con 
siderando:  V  Que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  art. 
165  del  antiguo  Código  de  Comercio,  por  cuyas  prescrip- 
ciones se  rige  el  presente  caso,  la  existencia  de  la  carta 
de  porte  no  es  esencial  é  indispensable;  no  pudiendo,  por 
consiguiente,  su  falta  ó  sus  deficiencias,  desvirtuar  las 
obligaciones  y  derechos  que  de  otro  modo  se  hubiesen  esti- 
pulado entre  el  cargador  y  el  empresario  de  transportes. 
2^  Que  es  concordante  con  la  disposición  anteriormente 
citada,  la  segunda  parte  del  art.  166  del  recordado  Código, 
según  la  cual,  si  no  hubiese  carta  de  porte,  se  estará  al 
resultado  de  las  pruebas  que  cada  parte  presente  en  apoyo 
de  sus  respectivas  pretensiones.  3**  Que  el  mismo  Códi- 
go de  Comercio  en  los  arts.  165  y  167,  contiene  las  mis- 
mas disposiciones  del  antiguo  que  quedan  citadas  en  los 
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considerandos  anteriores;  y  aunque  con  arreglo  á  aquél  se 
juzgase  el  caso  presente,  se  llegará  á  la  misino  conclu- 
sión, pues,  la  disposición  de  la  segunda  parte  del  art.  204 
del  mismo  que  se  invoca  por  el  demandante,  no  está  des- 
tinada á  anular  las  estipulaciones  que  sobre  transportes  se 
hiciesen  en  ausencia  de  carta  de  porte  ó  en  un  documento 
que    no   contuviera   las   especificaciones   determinadas. 
4**  Que  dadas  las  consideraciones  que  preceden,  el  contrato 
de  fs.  13,  que  no  ha  sido  puesto  en  duda,  no  esviolatorio  de 
las  disposiciones  del  Código  de  Comercio,  pues,  ninguna 
de  ellas  prohibe  pactar  una  responsabilidad  determinada 
para  el  caso  de  pérdida  de  los  objetos  de  transporte,  sobre 
todo,  si  se  tiene  presente  el  hecho  de  que  la  naturaleza  é 
importancia  de  esos  objetos  no  ha  sido  declarada.    5°  Que 
aún  reputándose  comprobada  la  existencia  de  culpa  por 
parte  de  la  Empresa  demandada  y  que  esta  circunstancíale 
hiciera  responsable  del  valor  íntegro  del  contenido  del 
bulto  extraviado,  debe  tenerse  presente  que  el  actor  no  ha 
justificado  la  calidad  genérica  de  los  efectos  ni  su  valor, 
pues  la  prueba  rendida  sobre  el  particular  carece  totalmen- 
te de  eficacia,  y  en  tal  caso,  debe  estarse  á  las  estipulacio- 
nes de  la  guía  de  fs.  13.    6®  Finalmente,  que  habiéndose 
establecido  en  la  referida  guía  que  ella  está  sujeta  á  los 
reglamentos  de  los  ferrocarriles,  la  Empresa  Villalonga 
sólo  es  responsable  por  la  cantidad  que  dichos  reglamen- 
tos establecen  para  el  caso  de  extravío  de  un  bulto  ó  en- 
comienda.— Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  del 
escrito  de  fs.  57,  absuelvo  á  la  Empresa  Villalonga  de  la 
demanda  en  los  términos  que  ha  sido  formulada  y  declaro 
que  sólo  está  obligada  á  abonar  á  los  señores  Charles  Hnos. 
y  C*%  el  máximum  déla  cantidad  que  determinan  los  re- 
glamentos de  los  ferrocarriles  que  haya  recorrido  el  bulto 
extraviado;  todo  sin  especial  condenación  en  costas,  por 
JO  reputarse  que  existe  mérito  para  resolver  lo  contrario. 
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Definitivamente  juzgando,  así  lo  pronuncio,  mando  y  fir- 
mo, en  Buenos  Aires,  á  veinte  de  Abril  de  mil  ochocientos 
noventa  y  uno.  Repónganse  los  sellos  y  regístrese.— 
L.  A.  Peyret.— Ante  mí :  Pedro  SicotireL 


Sentencia  de  2^  Instancia 


Buenos  Aires,  Agosto  8  de  189L^Y  vistos:  Por  el  mérito 
que  ofrece  el  precedente  acuerdo,  se  revoca  la  sentencia 
apelada  de  fs.  61,  y  se  declara  que  el  demandado  está  obli- 
gado á  indemnizar  al  demandante  la  cosa  perdida  á  precio 
de  tasación  de  peritos,  debiendo  ser  las  costas  pagadas  en 
el  orden  causadas;  y  devuélvase. 
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Sumario:  I*'  Corresponded  la  jurisdicción  comercial  la  ejecución  de 
un  pagaré  á  la  orden,  aun  cuando  sea  el  resultado  de  un 
contrato  civil.  2"  La  falta  de  levantamiento  del  embargo 
trabado  en  virtud  de  actuaciones  cuya  nulidad  se  ha  decla- 
rado, no  puede  fundar  la  posterior  nulidad  del  juicio. 

(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Marzo  13  de  1891.  —  Y  vistos:  Resul- 
tando de  ellos:  Que  habiéndose  presentado  á  f.  4  don 
Ramón  García  pidiendo  que  don  José  Martín  Estrada 
reconociera  la  firma  que  suscribe  el  documento  de  f.  1, 
después  de  las  citaciones  de  estilo,  en  virtud  del  certi- 
ficado de  fs.  13  vta.,  se  dio  por  reconocida  la  firman 
según  resulta  del  auto  de  fs.  14.  Que  corridos  los  trámites 
del  juicio  ejecutivo,  citado  el  ejecutado  de  remate,  según 
consta  á  fs.  49  vta.  y  58,  opuso  á  fs.  59  las  excepciones 
de  incompetencia  de  jurisdicción  y  nulidad  de  la  ejecución. 
Funda  la  primera  en  el  origen  del  documento  de  f.  1, 
que  según  lo  afirma,  procede  de  la  compraventa  de  un 
terreno  y  agrega  que  el  art.  452  inc.  I»  del  Código  de 
Comercio  declara  que  no  es  comercial  la  compraventa 
ie  un  inmueble;  también  sostiene,  que  las  personas 
[ue  han  intervenido  en  la  obligación  no  son  comer- 
íiantes,  citando  en  su  apoyo  la  opinión  del  doctor  Obarrio 
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en  su  obra  «Derecho  Comercial»  (pág.  14).  Funda  la 
nulidad  en  la  violación  de  las  formas  proscriptas  en  el 
título  XIV  del  Código  de  Procedimientos,  excepción  de 
que  hace  uso,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  art. 
480  del  mismo-  que  las  irregularidades  á  que  se  refieren 
í  constan,  á  fs.  10,  fs.  42,  fs.  43  á  fs.  46,  de  estos  autos. 

Conferido  traslado  de  dichas  excepciones,  según  resulta 
á  fs.  61,  lo  evacuó    el    ejecutante  á  fs.  63,  pidiendo  su 
rechazo  y  fundándose  para  ello  en  las  disposiciones  de 
los   arts.  740  y  741    del    Código  de  Comercio,  que   son 
terminantes  al  respecto  tratándose  de  un   pagaré  conce- 
bido á  la  orden,  como  el  de  f.  1,  razón  por  la  cual,  sólo 
este   tribunal   es    el  competente    para  conocer;   que  en 
cuanto    á  los   vicios    del  procedimiento,  éstos  quedaron 
subsanados    por    el  auto   de    fs.  42,    confirmado  por  la 
Excma.  Cámara;  que  en  su  consecuencia,  pedía  el  rechazo, 
con  costas,    de    las    excepciones    opuestas.  Recibida  la 
causa  á  prueba,  según   resulta  del  auto  de  fs.  65,  vta., 
se  produjo   la   agregada   de  fs.    79  á  fs.  87  y    oído  el 
Agente  Fiscal,  según  consta  en  el  auto  de  fs.  103  vta., 
el  Juzgado  llamó  autos,  según  consta  á  fs.  104,  quedando 
la  causa  en  estado  de  ser  resuelta. 
Y  considerando: 
1°  Que  el  documento  que  sirve  de  base  á  la  ejecución 
es  un  pagaré  concebido  á  la  orden  y  equiparado   á  las 
letras   de    cambio    por  los   términos    en   que    se    halla 
redactado,  art.  740  Código  de  Comercio. 

2^  Que  la  circunstancia  de  estar  concebido  á  la  orden 
importa  efectuar   un    acto    de    comercio    por   parte  del 
[•  firmante,     quedando    sometido    á    la   jurisdicción    mer- 

•  cantil,  que   es    privativa  y  excepcional   en  lo  relativo  á 

I  las  letras  de  cambio — arts.  6^  y  8%  inc.  4**.  Por  esto,  y  d 

conformidad    con  los  artículos   citados,    no  obstante  1 
dictaminado  por  el  Agente  Fiscal  á  fs.  10  vta.,  se  decl 
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ra  improcedente  la  eAcepción  de  incompetencia  de  juris- 
dicción. 
Considerando  respecto  á  la  segunda: 
3^  Aunque  la  Ley  de  Procedimientos  establece  en  el 
art.  489  que  podrá  alegarse  la  nulidad  de  la  ejecución, 
por  violación  en  las  formas  establecidas,  en  el  caso  pre- 
sente ninguna  de  ellas  ha  sido  contrariada;  por  el 
contrario,  consta  de  autos  que  se  han  llenado  todos  los 
trámites  del  juicio  ejecutivo.  No  es  posible  fundar  la 
excepción  en  la  circunstancia  de  no  haberse  dejado 
<;onsentir  el  auto  de  fs.  42,  desde  que,  como  consta  á 
fs.  52,  fué  confirmado  por  el  superior.  Por  lo  demás, 
el  hecho  de  liaberse  declarado  nulo  todo  lo  obrado  de 
fs.  30  á  fs.  41  vta.,  reponiendo  las  cosas  al  estado  que 
se  hallaban  antes  de  haberse  practicado  las  diligencias 
intermedias,  dejaba  al  ejecutante  en  condición  de  pedir 
el  diligenciamiento  del  mandamiento  librado.  Es  cierto 
que  no  se  han  levantado  los  embargos  trabados,  de 
acuerdo  con  lo  ordenado  en  el  auto  de  fs,  42,  pero 
e\  cumplimiento  de  estas  diligencias  carecía  de  obje- 
to, desde  que,  diligenciado  el  mandamiento  de  fs.  44 
y  45,  el  ejecutante  quedaba  también  en  condiciones  de 
pedir  la  repetición  de  las  diligencias  de  fs.  27,  lo  cual  v  ^ 

^ra  inútil,  desde  que    se    subsanaba  en  la  petición  de  -^ 

fs.  46,  decretada    de    conformidad    y  consentida  por  el  ^ 

representante    del    ejecutado. ^ — Por    esto,    se  rechaza  la  ' 

segunda  excepción,  y  sentenciando  esta  causa  de  remate,  ^ 

con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  498  del  Código  de  ; 

Procedimientos,    mando    se   lleve   adelante  la  ejecución  | 

hasta  hacerse  pago  al  acreedor  del  capital,  intereses  y  eos 
tas,  á  cuyo  efecto  regulo  los  honorarios  del  doctor  Salte- 
rain  en  ciento  cincuenta  pesos  moneda  nacional  y  en  tres- 
cientos los  del  procurador  Ruiz.    Repónganse  los  sellos  y 
regístrese.  —  L.  A.  Peyret.  —  Ante    mí:    Pedro  SicoureL 
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Sumario:  1"  Los  arbitros  arhitradores  pueden  fallar  validamente  sobre 
cuestiones  incidentales  no  comprendidas  en  el  compromiso, 
j)ero  ineludiblemente  necesaria:?  para  la  resolución  de  las  ex- 
presamente determinadas.— 2"  Si  por  el  compromiso  los  arbi- 
tros arbitradores  deben  resolver  sobre  el  saldo  deudor,  se  con- 
ceptúan facultades  parala  lljación  del  tipo  de  conversión  á 
moneda  lej^al  de  las  especiales  en  (|ue  se  hayan  llevado  á  cabo 
las  operaciones.  —  8"  Los  arbitros  arbítVadores  no  están  obli- 
íradospara  sus  fallos  á  seguir  las  formalidades  que  las  ieyea 
determinan;  basta  que  ellos  sean  el  resultado  de  su  ciencia  y 
conciencia.  •» 


(  REVOCADO ) 

t 

Buenos  Aires,  Enero  13  de  1891. — Vistos  y  consideran- 
do: I*'  (^ue  el  compromiso  es  la  ley  de  los  arbitros  en 
cnanto  marca  laextensión  desu  jnrisdicción  y  ladnración 
de  su  mandato.  2''  Que  por  la  naturaleza  del  juicio 
arbitral,  los  jueces  arbitros  sólo  tienen  poder  de  resolver 
las  cuestiones  que  les  han  sido  expresamente  sometidas, 
debiendo  en  caso  dudoso  atenerse  á  la  voluntad  de  las 
partes,  consignada  en  el  compromiso  é  interpretada  por 
sus  alegaciones  contenidas  en  la  demanda  y  contesta- 
ción. 3o  Que  para  resolver  la  cuestión  plantada  por 
Watteau  en  su  escrito  de  fs.  400,  es  indispensable  atenerse 
á  las  estipulaciones  del  compromiso  de  fs.  125  y  126  y 
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compararlas  con  el  laudo  corriente  á  fs.  341  y  siguientes. 
4*^  Que  las  cuestiones  sometidas  al  fallo  de  los  arbitros 
se  hallan  claramente  designadas  en  las  cláusulas  2^  y  3* 
del  referido  compromiso  y  no  son  otras  que  las  siguien- 
tes: 1^  Resolver  sobre  la  exactitud  de  las  cuentas  pre- 
sentadas por  los  señores  Portalis  Fréres  Carbonier  y 
C'%  de  las  observaciones  hechas  por  don  Julio  Watteau 
á  dichas  cuentas,  debiendo  establecerla  situación  y  saldo 
definitivo  en  pro  ó  en  contra  de  Watteau.  2^  Resolver  res- 
pecto délas  observaciones  número  2  formulada  en  el  es- 
crito de  fs.  117,  si  debe  acreditarse  á  Watteau  el  valor 
del  carruaje,  caballos,  etc.,  con  sus  intereses  por  la  priva- 
ción del  uso  y  deterioros,  debiendo  en  tal  caso  chancelarle 
de  los  gastos  de  conservación  que  se  hubieran  produ- 
cido. 5**  Que  sentado  este  antecedente,  es  posible  apre- 
ciar el  fundamento  de  las  causales  aducidas  por  el 
demandante  para  justificar  la  acción  interpuesta  contra  el 
laudo,  las  cuales  se  han  enumerado  en  el  escrito' de  fojas 
40(*  y  se  refiere  á  los  puntos  que,  en  concepto  de  esta 
parte,  los  arbitros  han  extralimi-tado  su  mandato  por 
haber  resuelto  sobre  puntos  no  comprometidos.  6^  Que 
no  autorizando  el  artículo  808  del  Código  de  Procedi- 
mientos recurso  alguno  contra  el  laudo  sino  la  acción  de 
nulidad  proveniente  de  haber  fallado  fuera  del  término  ó 
sobre  puntos  no  comprometidos,  la  misión  del  juez  en  el 
caso  sub'judice  debe  concretarse  á  determinar  si  se  han 
cometido  las  violaciones  que  autorizan  esa  nulidad. 

Considerando  respecto  al  primer  punto: 

P  Que  en  el  compromiso  de  fs.  126  se  estableció  por  la 
cláusula  séptima,  que  los  arbitros  debían  pronunciar  el 
laudo  treinta  días  después  de  llamar  autos  para  definitiva. 
Consta  á  fs.  136,  que  dicha  providencia  fué  dictada  con 
fecha  19  de  Noviembre  del  año  1889,  habiendo  sido  notifi- 
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cada  á  las  partes  con  fecha  21  del  mismo  mes  y  año,  y  á 
fs.  341,  consta  igualmente,  la  feclia  5  de  Diciembre  del 
año  1889  en  que  la  sentencia  arbitral  fué  dictada,  es  decir, 
á  los  diez  y  seis  dias  de  la  providencia  de  autos.  Por 
consiguiente,  los  arbitros  han  laudado  dentro  del  tér- 
mino establecido  en  el  compromiso,  no  siendo  aplicable 
á  este  caso  la  disposición  del  artículo  804  del  Código 
de  Procedimientos,  por  haberse  fijado  un  término  en  el 
compromiso  arbitral. 

Considerando  en  cuanto  al  segundo  punto: 

2*^  Que  desde  luego  llama  la  atención  la  circunstan- 
cia de  haber  los  arbitros  adoptado  una  resolución  ex- 
traña al  compromiso,  cual  es  la  relativa  al  tipo  de  la 
cotización  de  los  giros  hechos  por  Watteau  contra  sus 
comitentes;  que  en  las  cuentas  presentadas  figuran  en 
fá  moneda  en  que  fueron  emitidos.  Si  la  voluntad  de 
las  partes  fué  comprender  este  punto  en  la  cuestión 
sometida  á  los  arbitros,  parece  natural  que  la  hubiesen 
expresado,  con  tanta  mayor  razón,  cuanto  que  los  de- 
mandados á  quienes  el  tipo  del  cambio  podría  resultar 
perjudicial,  se  hallaban  interesados  directamente  en  pro- 
vocar una  resolución  uniforme  al  respecto. 

3**  Que  aunque  la  parte  de  Portalis  sostiene  que,  á  estar 
álos  términos  de  la  parte  dispositiva  del  laudo  que  trans- 
cribe en  su  escrito  de  fs.  460,  no  ha  habido  extralimitación 
en  este  punto,  tal  observación  carece  de  verdad,  porque  los 
arbitros  han  sentado  declaraciones  al  respecto  en  el 
.cuerpo  de  la  sentencia,  como  puede  verse  en  las  fs.  361 
vuelta,  en  que  se  declara  que  los  giros  sobre  Europa  de- 
ben acreditarse  por  el  valor  que  tenían  el  día  de  su  emi- 
sión, agregándose,  que  se  hace  esta  declaración  explíck 
para  que  se  tenga  como  base  y  regla  en  todo,  y  cualqui 
rectificación  ulterior  que  hubiese  que  hacer  resultante  ( 
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error  material  de  nuevas  cuentas,    agregar  ó  liquidar,  ó 
de  cualquier  otra  causa. 

4''  Que  no  sólo  no  estaba  sometido  á  los  arbitros  re- 
solver sobre  el  tipo  de  cotización  de  los  cambios  ante- 
riores ásu  designación,  sino  que  no  pudo  verosímilmente 
autorizárseles  para  sentar  una  regla  para  las  operaciones 
futuras  que  fueron  y  no  pudieron  dejar  de  ser  exclui- 
das del  debate. 

5**  Que  independientemente  de  no  haberse  expresado 
en  el  compromiso  el  sometimiento  á  los  arbitros  de  la 
cuestión  relativa  á  la  cotización  de  los  giros,  la  forma 
en  que  fueron  presentadas  las  cuentas  por  los  deman- 
dados aleja  toda  duda  al  respecto,  pues  que  desde  el 
momento  en  que  Portalis  se  reconoce  deudor  de  canti- 
dad de  francos  oro  y  acreedor  por  pesos  moneda  nacio- 
nal, la  resolución  de  los  arbitros  no  puede  ir  hasta  con- 
trariar su  propia  confesión,  máxime,  cuando  expresamente 
no  han  exigido  un  pronunciamiento    sobre   este  punto. 

6"  Que  de  las  consideraciones  que  preceden,  resulta :  que 
el  alcance  del  compromiso,  en  cuanto  se  refiere  á  las  cuen- 
tas presentadas  por  Portalis,  no  pasa  de  la  determinación 
de  su  exactitud  ó  falsedad  numérica  y.en  manera  alguna 
comprende  la  determinación  de  un  tipo  de  cotización  que 
las  partes  reservaron,  fuera  de  duda,  para  el  momento  de 
la  ejecución  déla  sentencia  pronunciada  sobre  las  refe- 
ridas cuentas. 

7*^  Que  los  arbitros  han  ultrapasado  el  compromiso 
en  este  punto,  se  evidencia,  además  de  las  considera- 
ciones apuntadas,  por  la  siguiente:  si  se  hace  la  liqui- 
dación al  tipo  adoptado  de  140  pesos  de  curso  legal 
porlÜO  pesos  oro,  de  los  saldos  que  arrojan  las  cuentas 
presentadas  y  corren  desde  fs.  112,  prescindiendo  de  las 
observaciones  de  Watteau,  algunas  de  las  cuales  fueron 
aceptadas   por   el  tribunal,  resulta   que  Watteau    sería 
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acreedor  de  Portalis  por  más  de  lOO.OOü  pesos  moneda  na- 
cional, según   la  propia  confesión  de    aquéllos.     Ahora 
i.  ,  bien:  del  laudo,  á  pesar  de  darse  como  justificadas  algu- 

A  ñas    partidas    de    consideración    que    importan     reduc- 

ciones en  él  debe  de  Watteau,  se  ha  llegado  al  resul- 
tado contrario  y  se  declai'a  á  éste  deudor  de  la  canti- 
dad de  cinco  mil  y  tantos  pesos  moneda  nacional;  que  si 
bien  esta  circunstancia  afecta  el  fondo  del  asunto  más 
bien  (|ue  su  forma,  debe  tenerse  en  cuenta,  para  apre- 
ciar el  procedimiento  seguido  por  los  arbitros  al  pro- 
nunciar la  sentencia. 

8*^  Respecto  de  si  los  arbitros  han  podido  consi- 
derar y  resolver,  que  á  partir  del  31  de  Marzo  de 
1884,  todas  las  operaciones  de  exportación  de  la  casa 
Portalis  fueron  objeto  de  una  cuenta  á  mitad  con 
Watteau,  el  tribunal  no  trepida  en  pronunciarse  por 
la  negativa,  no  solamente  porque  en  la  demanda  sólo 
se  pidió  la  rendición  de  la  cuenta  de  los  giros  he- 
chos por  Watteau,  sino  también  porque  éste  ha  negado 
siempre  ese  hecho  y  durante  la  discusión  no  se  produjo 
prueba  alguna  al  respecto.  Dada  la  importancia  del 
punto,  y  pendiente  la  oposición  sobre  el  particular,  se 
í  labró  el  acta  de  compromiso  sin  mencionarse  para  nada 

^  esa  cuestión,  á  pesar  de  su  gravedad,  no  bastando  para 

^  sostener  lo  contrario  el  hecho  de  que  Watteau  aceptase 

[  en  su  escrito  de  fs.    110  discutir  ambas  cuentas   en  la 

i  forma  en  que  habían   sido    presentadas ;   que  habiendo 

\  Watteau  desconocido   la  existencia  del    convenio  invo- 

cado  por   Portalis    y  aceptado  la    discusión    de    ambas 
cuentas   en   la   forma   en   que  fueron    presentadas,    los 
j  arbitros   han    debido  concretarse  á  hacer  la    separación 

de  las  operaciones  pertenecientes  á  cada  cuenta  que 
se  hallaban  confundidas  á  partir  de  Marzo  de  1884,  único 
camino  que  les  hubiese  permitido  llegar  al  conocimiento 
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de  la  verdad,  para  fijar  el  saldo    deíinitivo  ea    favor  ó 

en  contra  de  Watteau.    Lejos,  pues,   de  hacer  esta  ope- 

ción,  que  podía  creerse  comprendida  en  su  mandato  por 

ser  indispensable  para  la  fijación  del  saldo,  dan  como 

cierto  el  hecho  negado  por  Watteau  y  que  durante   el 

debate  no  fué  materia  de  diligencia  probatoria  alguna,  '.^^j 

y  se  apoyan  para  ello  en  la  carta  de  fs.  338,  que,  como  ' 

lo  observa  este   último,  no  ha  sido  reconocida  en  juicio  '^ 

ni  vertida  al  idioma  nacional,  ni  consta   que    haya  sido  j 

aducida  como  prueba,  y  que  por  último,  es  expresamente  •; 

contradicha  por  la  carta  de  fs.  304,  suscrita  por  Portalis  "j 

y  reconocida  en  tiempo.     Si  se  tiene  en  cuenta  que  esta  ! 

cuestión   es  la  más  importante  de   todas    las  resueltas  ! 

en  el  laudo,  porque  modifica  completamente  la  situación 

de  arabas  partes,  se  convendrá  en  que  si  éstas  hubiesen 

creído   oportuna  su  resolución,  no  hubiesen   dejado  de 

mencionarlo  en  el  compromiso,  aduciendo  los  justifica, 

tivos  del  caso  durante  la  prueba. 

9''  Que  lejos  de  mencionar  esta  cuestión,  que  no  puede 
considerarse  incidental  de  las  sometidas  al  fallo  arbi- 
tral, por  lo  menos  por  haber  sido  la  más  enérgica- 
mente disputada  por  el  actor,  las  partes  la  omitieron  l| 
como  si  hubiesen  tenido  la  intención  de  reservarla  para  ,1 
mejor  oportunidad,  desde  que  la  situación  en  que  se 
hallaban,  del  punto  de  vista  de  sus  pretenciones  res- 
pectivas, no  les  hubiese  permitido  acordarse  sobre  la 
forma  de  plantearla;  que  por  consiguiente,  es  fuera  de 
duda,  que  los  arbitros,  han  ultrapasado  el  compromiso 
al  estatuir  en  su  fallo  que,  para  la  apreciación  del 
resultado  de  esas  cuentas  presentadas,  era  forzoso  re- 
conocer el  hecho  de  que  á  partir  del  31  de  Marzo  de 
1884,  las  operaciones  hechas  ya  por  cuenta  de  Watteau 
ya  en  participación,  lo  fueron  á  mitad  entre  ambas  partes. 

10»  Que  dados  los  términos  del  compromiso,  los  árbi- 
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tros  han  debido  establecer  el  saldo  definitivo  á  favor  6 
en  contra  de  Watteau  que  resultase  de  las  cuentas 
presentadas  por  Portalis,  lo  que  no  era  imposible,  con- 
cretando la  investigación  á  las  cuentas  agregadas  en 
autos;  que  no  obstante  este  justo  y  legítimo  deseo  de 
las  partes,  el  saldo  que  se  establece  en  el  laudo  es 
puramente  provisorio,  como  puede  comprobarse  leyendo 
la  sentencia  en  la  parte  en  que  se  dice — fs.  366  vta — 
«Sin  embargo,  como  en  las  cuentas  se  han  acreditado 
facturas  por  un  precio  calculado  aproximadamente,  pu- 
diendo  ser  diferente  el  que  arrojen  las  cuentas  de  venta 
dando  utilidades  ó  pérdidas,  el  tribunal  deja  abierta  á 
las  partes  su  acción  para  modificar  ese  saldo  en  pre- 
sencia de  las  cuentas  de  venta,  etc.  »  Este  resultado, 
visiblemente  contrario  á  la  intención  de  las  partes  y  á 
la  noción  más  elemental  de  los  pleitos,  debe  atribuirse 
precisamente  á  la  unificación  de  las  operaciones  hechas 
por  Portalis  con  Watteau;  la  mejor  prueba  que  los 
arbitros  no  han  podido  resolver  sobre  siá  partir  de  Marzo 
del  84,  las  operaciones  de  exportación  fueron  á  mitad 
entre  ambas  partes,  se  deduce  de  la  circunstancia  apun- 
tada, relativa  á  la  calidad  del  saldo  á  que  arriba;  que 
si  en  vez  de  comprender  las  operaciones  pendientes,  y 
por  lo  tanto,  posteriores  á  la  litis-contefitación^  los  arbitros 
se  hubiesen  ceñido  á  su  mandato,  nada  hubiese  impe- 
dido llegar  á  un  saldo  definitivo  tal  cual  fué  la  intención 
de  las  partes  y  como  resultaba  de  las  cuentas  presentadas 
por  los  demandados. 

11°  Que  desde  el  momento  en  que  los  arbitros  com- 
prendieron en  sus  fallos  las  operaciones  pendientes  de 
la  cuenta  en  participación,  que    no  eran  conocidas  en 
todos   sus  desarrollos,  el    objeto   del   compromiso  que 
daba  desnaturalizado    y  era  inútil  pretender  arribar 
un  saldo    definitivo    sobre  la  base   de   cuentas    que   t 
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hacen  figurar  con  facturas  provisorias;  que  esto  es 
tanto  más  evidente,  cuanto  que  los  mismos  arbitros 
habían  juzgado  la  cuestión  interpretando  acertadamen- 
te la  exclusión  de  su  mandato,  por  sus  providencias 
de  fs.  232  y  240,  confirmadas  por  el  Juez  de  Comer- 
cio á  fs.  261  vta.,  y  por  la  Excma.  Cámara  á  fs.  267 ; 
que  por  esas  providencias,  pasadas  en  autoridad  de 
cosa  juzgada,  se  resolvió  que  las  nuevas  cuentas  no  debían 
considerarse  comprendidas  en  el  pleito,  por  ser  tal 
cosa  contraria  al  orden  de  los  juicios  ;  que  habiéndose 
producido  este  incidente  con  motivo  del  informe  de  los 
contadores  nombrados  por  ambas  partes,  para  examinar 
las  cuentas  presentadas  por  Portalis,  quienes  hicieron 
la  debida  separación  de  las  operaciones  correspondientes 
á  la  cuenta  personal  y  á  la  participación  hasta  la  época 
de  sus  últimos  asientos,  no  es  posible  volver  sobre  este 
punto  y  declarar  que  esa  separación  no  deba  existir  sino 
hasta  el  31  de  Marzo  de  1884;  que  ninguno  de  los 
hechos,  materia  de  este  pleito,  fué  más  claramente 
establecido  y  resuelto,  no  sólo  por  las  partes,  sino 
por  los  mismos  arbitros  quienes  no  podían  lógicamente 
y  sin  contrariar  sus  propias  decisiones  ejecutoriadas, 
desechar  el  método  seguido  por  los  contadores  para  el 
examen  de  las  cuentas  discutidas;  que  habiendo  que- 
dado sancionado  en  forma  indudable  la  extensión  del 
mandato  conferido  á  los  arbitros  en  el  compromiso  de  fs, 
125,  el  procedimiento  ulterior  sobre  operaciones  ya  recha- 
zadas del  debate  constituye  una  grave  violación  del  man- 
dato y  vicia  de  nulidad  la  sentencia. 

12*^  Que  en  virtud  de  estas  violaciones  del  compro- 
miso y  solamente  por  ellas,  puede  explicarse  el  hecho 
curioso  deque  los  arbitros  lleguen  aun  resultado  con- 
trario al  que  los  mismos  demandados  aceptan  y  con- 
fiesan, pues,  como  ya  se  ha  dicho,  los  saldos  que  arrojan 
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las  cuentas  de  Portalis  son  favorables  á  Watteau  en 
virtud  de  las  rectificaciones  hechas  por  éste  y  acepta- 
das por  los  arbitros  en  su  sentencia  y  aún  en  el  caso  de 
que  se  tomase  para  la  cotización  de  los  giros  el  tipo 
uniforme  de  140  por  100  establecido  en  el  laudo;  que  en 
presencia  de  un  resultado  tan  incomprensible  no  cabe 
duda  que  los  arbitros  han  extralimitado  su  mandato,  con- 
trariado la  voluntad  de  los  compromitentes^  tomando  en 
cuenta  operaciones  posteriores  á  la  litis-contestatío  y 
adoptando  un  criterio  arbitrario  y  puramente  antojadizo 
para  el  examen  de  las  cuentas  presentadas. 

13°  Respecto  a  la  cuestión  planteada  por  Watteau,  de 
si  los  arbitros  han  podido  separarse  en  su  fallo  de  las 
reglas  de  la  Ley  de  Procedimientos  relativas  á  la  apre- 
ciación de  las  pruebas,  es  necesario  hacer  algunas 
distinciones.  No  puede  ponerse  en  duda  que  los  arbi- 
tradores,  por  la  naturaleza  de  sus  funciones,  deben 
proceder  sin  sujetarse  á  las  formas  legales  y  resolver 
según  su  leal  saber  y  entender  —  art,  802  del  Código  de 
Procedimientos. —  Es  esta  la  misma  regla  que  sentaba 
la  Ley  XXIII  del  Tít.  IV,  Part.  III,  que  establece  que 
los  arbitradores  podrán  conocer  y  resolver  en  cualquier 
manera  que  ellos  tuvieren  por  bien,  solo  que  sea  hecho  á 
buena  fe  y  sin  engaño.  Que  siendo  el  juicio  de  arbitrado- 
res  una  composición  puramente  amistosa,  la  ley  la  ha  dis- 
pensado de  los  trámites  y  formalidades  establecidas  para 
el  juicio  ordinario  y  que,  por  consiguiente,  no  es  necesario 
que  éstos  sigan  una  tramitación  regular  para  sustan- 
ciar y  fallar  el  asunto.  De  esta  libertad,  empero,  no  puede, 
en  manera  alguna  deducirse  que  los  arbitradores  deban 
prescindir  de  las  pruebas  rendidas  por  las  partes  para 
resolver  en  su  contra  por  razones  de  conciencia.  Elobjet< 
de  todo  juicio  es  la  averiguación  de  la  verdad  y  la  verdad 
resulta  de  la  prueba;  ninguna  ley  autoriza  á  los  arbitrada 
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res  para  separararse  de  la  verdad  comprobaba  en  el  juicio,  * 

porque  esto  sería  contrario  á  toda  razón  y  justicia.  Cuando  t 

la  Ley  de  Procedimientos,  pues,  establece  que  los  arbitra-  ^ 

dores  deben  fallar  según  su  leal  saber  y  entender,  ha  que-  •    ^ 

rido  seguramente  limitar  la  independencia  de  los  arbitros  ^ 

imponiéndoles  la  obligación  de  fallar  según  lo  comprobado  ^ 

por  las  partes.   Si  se  admitiese  la  interpretación  contraria  ;: 

el  compromiso  en  arbitradores   equivaldría  á  una  abdica-  '? 

ción  de  las  garantías  de  la  justicia  que  nada  puede  justifi-  ^ 

car,  siendo  indudable  que  los  arbitradores  á  pesar  de  la  'j 

latitud  de  sus  facultades,  no  pueden  ni  deben  prescindir  de 
las  alegaciones  y  pruebas  aducidas,  porque  esto  no  entra 
en  la  facultad  que  tienen  de  separarse  de  las  formas  lega-  ¡ 

les  para  la  sustanciación  del  pleito,  y  habiendo  en  el  caso 
presente  convenido  ambas  partes  en  nombrar  contadores 
para  el  examen  de  las  cuentas  presentadas  por  Portalis,  y 
presentado  éstos  su  dictamen  de  común  acuerdo,  es  claro 
que  su  dictamen  constituye  prueba  legal  con  relación  á 
los  hechos  sobre  que  recae;  siendo  también  de  notar  que  el 
informe  de  los  contadores  fué  expedido  sobre  las  cuentas 
de  Portalis  y  sin  otro  auxilio  que  los  libros  y  papeles  sumi- 
nistrados por  éstos. 

14'^  Que  presentado  ese  informe,  las  partes  lo  acepta- 
ron sin  observación  alguna  con  excepción  de  Portalis, 
que  pretendió  se  incluyeran  nuevas  cuentas  y  que  fué 
vencido  en  el  incidente  por  las  resoluciones  ejecutoria- 
das ya  recordadas.  La  aceptación  del  informe  de  los 
contadores  era,  pues,  indudable,  y  desdp  que  las  partes 
consentían  en  su  resaltado  no  parece  dudoso  que  los 
arbitros  carecieran  de  facultad  para  modificarlo  ó  dese- 
charlo, con  tanta   mayor  razón    cuanto    que   ya  habían 

suelto  cuál  era  la  extensión  de  su  jurisdicción  al  respec- 

—  Por  estos   fundamentos,  declaro  nula  la  sentencia 

jitral  de  fs...  mandando  se  repongan  las  actuaciones 
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al  estado  que  tenían  en  la  fecha  de  llamamiento  de  autos. 
Declaro  las  costas  en  el  orden  causadas.  Regístrese  y 
repónganse  las  fojas.— L.  A.  Peyret.— Ante  mí:  Jorge  F, 
Patino. 


El  sumario  de  esta  causa  ha  sido  redactado  con  arreglo  á  Ja  sentencia 
de  segunda  instancia. 


Sentencia  de  2^  Instancia 


Buenos  Aires,  Agosto  13  de  1891. — Y  vistos:  Por  el  mérito 
que  ofrece  el  precedente  acuerdo,  se  revoca  la  sentencia 
apelada  de  fs.  469,  y  devuélvanse. 
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Sumario  :  1"  Si  el  ejecutado  se  encuentra  presente  en  el  acto  del  em- 
bargo, la  nulidad  fundada  en  la  falta  de  notificación  es 
improcedente. —  2"*  Debe  rechazarse  la  excepción  de  falsedad 
si,  reconociéndose  la  autenticidad  de  la  obligación,  se  alega 
la  falsa  causa.— 3"  Para  que  la  excepción  de  compensación 
sea  procedente,  debe  fundarse  en  crédito  líquido  y  exigí  ble. 


(confirmado) 

Buenos  Aires,  Junio  12  de  1891.  —  Y  vistos:  los  segui- 
dos por  don  José  Cánepa  contra  don  Rafael  Solazzi, 
resulta:  que  á  fs.  4  se  presentó  don  José  Delfino,  repre- 
sentante del  primero,  demandando  ejecutivamente  al 
segundo  por  cobro  de  la  suma  de  2.500  pesos  moneda 
nacional  que  importa  el  pagaré  de  f.  1,  sus  intereses  y 
costas,  pidiendo  se  librara  el  correspondiente  manda- 
miento denunciando  á  embargo,  caso  deque  no  abonase, 
un  terreno  de  su  propiedad  y  las  construcciones  de 
madera  y  fierro  en  él  existentes  situado  en  la  calle 
Garibaldi  2099.  Despachada  la  ejecución  y  no  habiendo 
dado  resultado  el  mandamiento  librado,  se  hizo  efec- 
tivo el  embargo  pedido  por  el  ejecutante  como  consta  á 
7  y  9  vuelta.  Hecha  la  citación  de  remate,  el  ejecu- 
0  opuso  á  fs.  18  las  excepciones  de  nulidad  de  la 
'ución  por  violación  de  las  formas  del  procedimiento, 
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falsedad  y  compensación.  Funda  la  primera,  en  que  no 
se  le  hizo  saber  el  embargo;  la  segunda,  en  que  no 
existe  la  obligación  que  aparentemente  figura  como 
generadora  del  contrato  que  expresa  el  pagaré,  pues, 
nada  le  ha  prestado  ni  entregado  Cánepa,  sino  que 
habiendo  visto  á  éste,  que  había  manchado  el  honor  de 
su  familia  á  consecuencias  de  relaciones  tenidas  con 
una  hija  suya,  á  efecto  de  que  reparara  el  daño  causado, 
y  como  le  exigiese  2.500  pesos  por  ello,  le  otorgó  el 
citado  pagaré;  que,  por  lo  tanto,  agrega,  se  trata  de  una 
«  causa  que  invalida  la  obligación  y  la  asimila  á  la  cate- 

goría  de  las  falsas  ó  á  aquellas  cuya  existencia  no  auto- 
riza la  ley;  y  la  tercera,  de  compensación,  fundada 
en  que  Cánepa  le  es  deudor  de  más  de  2.500  pesos 
por  dinero  y  objetos  que  le  entregó  en  varias  ocasiones, 
cuyos  comprobantes  ofrece  presentar  inmediatamente 
que  ios  encuentre. — Conferido  traslado  al  ejecutante,  lo 
L  evacuó  á  fs.  20  pidiendo  el,  rechazo  de  las  excepciones. 

Respecto  á  la  primera,  dice:  que  habiendo  estado  presente 
í  el  deudor  en   el    acto  del  embargo  no   había  para  qué 

lí  notificarle    esta   dili«:encia.     En    cuanto    á  la    falsedad 

i  sostiene  que  no  es  ésta  la  que  autoriza  el  art.  488  del 

1  Código  de  Procedimientos,  pues,  Solazzi  en  sus  escritos 

presentado?,  reconoce  implícitamente^  no  sólo   la  auten- 
-  ticidad  del  pagaré,  sino  la  realidad  de  la  deuda  por  la 

cual  se  ejecuta.  Y  respecto  á  la  tercera,  dice:  que  tam- 
poco se  halla  prevista  por  el  inc.  8"  del  citado  art.  488, 
pues,  la  compensación  á  que  tal  disposición  se  refiere 
es  la  de  un  crédito  no  hipotético  sino  líquido  y  que 
resulte  de  documento  que  traiga  aparejada  ejecución,  en 
cuyas  condiciones  no  se  encuentra  el  que  pretende  ten^r 
Solazzi;  que  á  más  de  no  comprobarlo  con  documei 
alguno,  él  mismo  no  sabe  á  cuánto  asciende. — Recibí 
la  causa  á  prueba  por  el  auto  de  fs.  14,  se  ha  prc 
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cido  por  el  ejecutado  la   de  posiciones  absueltas  por'  el 
ejecutante  á  fs.  49  vuelta  y  50. 

Y  considerando : 

I*'  Que  fundándose  la  excepción  de  nulidad  de  la 
ejecución  en  la  circunstancia  de  no  haberse  hecho  saber 
el  embargo  al  ejecutado,  lo  cuales  inexacto,  como  consta 
de  la  cédula  de  fs.  13,  que  le  fué  notificado  conjunta- 
mente con  la  citación  de  remate,  lo  que,  por  otra  parte, 
no  era  necesario  desde  que  ya  tenía  conocimiento  de 
dicha  diligencia  como  resulta  á  fs.  7  vuelta,  dicha  excep- 
ción es  improcedente, 

2^  Respecto  á  la  falsedad,  debe  observarse,  dados  los 
fundamentos  expuestos  por  el  ejecutado,  que  no  es  á 
las  de  esta  naturaleza  á  que  se  refieren  los  arts.  686  del 
Código  de  Comercio  y  488  del  de  Procedimientos.  Que 
lejos  de  haberse  tachado  de  falso  el  pagaré  de  f.  1,  el 
ejecutado  ha  reconocido  haberlo  otorgado  por  la  suma 
que  expresa,  pero  por  causas  diversas  de  las  que  de  él 
resultan.  El  ejecutante  ha  negado,  al  absolver  las  posi- 
ciones de  fs.  49,  los  hechos  mencionados  por  el  ejecu- 
tante como  fundamento  de  la  falsedad;  de  manera  que, 
aun  en  la  hipótesis  de  que  tales  hechos  pudieran  auto- 
rizar la  excepción  opuesta,  correspondería  siempre  su 
rechazo  por  no  haber  sido  probada. 

3"  La  de  compensación  es  también  improcedente,  desde 
que  no  se  ha  fundado  en  la  existencia  de  crédito  líquido 
y  exigible  como  lo  prescriben  los  recordados  arts.  676 
del  Código  de  Comercio  y  488  del  de  Procedimientos  no 
habiéndose  pretendido  probar  el  que  sirve  de  funda- 
mento á  la  excepción. 

Por  estas  consideraciones,  desecho  las  excepciones 
opuestas  y  conforme  á  lo  dispuesto  por  el  art.  498  del 
Código  de  Procedimientos,  mando  llevar  adelante  la  eje- 
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cución  hasta  hacerse  pago  al  acreedor  del  capital,  inte- 
reses y  costas  que,  conforme  al  art.  507  del  Código 
citado,  declaro  á  cargo  de  Solazzi.  Fíjanse  los  hono- 
rarios del  doctor  Socci  en  ciento  ochenta  pesos  curso 
legal  y  los  del  procurador  Delfino  en  setenta  de  igual 
moneda,  con  prescindencia  de  los  regulados  á  ambos 
por  el  auto  de  fs.  62.  Regístrese  y  repónganse  las  fojas. 
—  L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí:  Jorge  F.  Patino. 
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Sumario:  Es  improcedente  la  excepción  de  falsedad  cuando  se  funda 
en  la  falsedad  de  la  obligación  que  dio  origen  al  pagaré  que 
se  ejecuta. 

(confirmado) 

Buenos  Aires,  Julio  3  de  1891.  —  Y  vistos  los  presentes 
autos,  resulta:  Que  á  fs.  6  se  presentó  el  doctor  don 
Nicanor  G.  de  Nevares  como  representante  de  don 
Manuel  Pinto,  demandando  ejecutivamente  á  don  Emilio 
Posse  por  cobro  de  la  cantidad  de  31.000  pesos  mo- 
neda nacional,  importe  del  pagaré  de  f.  1,  sus  intereses 
y  costas,  pidiendo  se  librara  el  correspondiente  manda- 
miento, de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  inciso  6**  de 
los  arts.  465  y  471  del  Código  de  Procedimientos,  inhi- 
biéndosele preventivamente  de  disponer  de  sus  bienes  en 
esta  Capital  y  en  la  provincia  de  Tucumán.  Habiéndose 
proveído  de  conformidad  y  como  en  el  acto  de  ser  reque- 
rido el  ejecutado  no  hubiese  efectuado  el  pago  ni  presen- 
tado bienes  á  embargo,  á  petición  de  la  parte  ejecutante  se 
le  embargó  una  estancia  denominada  «Reducción»,  situada 
■  1  Tucumán,  departamento  Famaillá,  y  un  sitio  situado 
n  aquella  misma  ciudad,  como  consta  del  exhorto  de 
s...  También  se  decretó  el  embargo  de  un  crédito  que, 
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según  el  actor,  adeudaban  al  ejecutado  los  señores  M.  Sala- 
zar  y  C»%  de  la  provincia  do  Tucumán;pero,  al  notificarse 
esta  diligencia,  manifestaron  que  por  la  suma  que  adeuda- 
ban á  Posse  le  entregaron  documentos  que  han  sido  des- 
contados por  él,  y  por  lo  tanto,  no  tienen  ya  suma  que 
presentar  á  embargo. 

Citado  de  remate  el  ejecutado,  su  apoderado  don  Án- 
gel C.  Sagasta  se  presentó  á  fs.  55  oponiendo  la  excep- 
ción de    falsedad  del  título,  fundado  en    lo    siguiente: 
que  los  señores  Bortón,  Bello   y  otro  tenían  comprado 
á  Pinto  un  terreno  en  Lomas  de  Zamora,  habiendo  paga- 
do parte  del  precio  al  contado  y  por  el  resto   firmaron 
una    obligación    hipotecaria    sobre    el    mismo    terreno ; 
que  más  tarde,  con  el  fin  de  levantar  la  hipoteca,  los  obli- 
gados   celebraron  un  convenio    que  se    halla    agregado 
al  juicio  seguido  por  el  mismo  Juzgado  por  el  referido 
Pinto    contra   Bortón,  por  el    cual   Pinto  debía  recibir 
como  parte    de   su   crédito    las    propiedades  que   men- 
ciona la  cláusula  segunda  del  referido    convenio   y  los 
pagarés  que  se  indican  en  la  cláusula  cuarta,  ^ano  de  los 
cuales  es  el  que  se  ejecuta,  convenio  que  se  obligaron  las 
partes  á  elevará  escritura  pública;  que  tal  convenio  no 
fué    cumplido    por   los    contratantes  y  de  hecho  auedó 
sin  efecto,   resultando  como    consecuencia,  que  por   su 
inejecución  hizo  revivir  la  anterior  obligación,  dejando 
tanto  con  fuerza  y   vigor    la  hipoteca  constituida;  que 
habiendo  sií^o  dado  el  pagaré  que  sirve  de  base  al  juicio 
como  parte  de  precio  en  el  convenio  expresado,  lógico  es 
que,  una  vez  que  ese  convenio  no  se  lleve  á  efectojos  paga- 
rés hubiesen  sido  devueltos,  pues,  ellos  no  tienen  valor 
alguno  en  favor  de  su  tenedor,  desde  que  los  tenía  recibi- 
dos condicionalmente;  que  habiendo  Posse  firmado  di< 
pagaré  como  garantía  y  desaparecida  la  causa  que  lo  m 
vó,  él  ha  caducado  ipso  facto,  y  entonces  se  trata  de 
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pagaré  sin  cansa  y  cuyas  enunciaciones  son  falsas.  Y  por 
último,  agrega:  que  aun  en  el  supuesto  de  que  el  conve- 
nio de  la  referencia  no  hubiera  caducado,  Pinto  nunca 
pudo  ejecutar  una  de  sus  cláusulas,  porque  ese  contrato 
no  producía  efecto  de  tal.  sus  obligaciones  no  tenían 
existencia  real  y,  por  consiguiente,  la  presente  ejecución, 
que  es  una  de  esas  obligaciones,  no  pudo  nunca  llevarse 
defecto  y  que  la  falta  de  cumplimiento  á  tal  convenio 
no  produce  otra  obligación  que  la  de  hacer — arts.  1185  y 
1187  del  Código  Civil — no  habiéndose  podido  iniciar  el 
presente  juicio. 

Conferido  traslado  al  ejecutante,  lo  evacuó  á  fs.  60 
su  representante,  pidiendo  el  rechazo  de  la  excepción ' 
fundándose  en  las  siguientes  consideraciones:  Que  el 
convenio  á  que  alude  el  ejecutado  no  ha  caducado,  sino 
que  subsiste  en  todo  su  vigor;  que  si  bien  don  Tomás 
Bello  no  cumplió  las  obligaciones  que  personal  y  espe- 
cialmente contrajo,  don  Manuel  Pinto  le  demandó  para 
que  se  le  obligara  judicialmente  á  cumplirlas,  cuyo  asunto 
está  pendiente  de  resolución  en  la  capital  de  la  provincia 
de  Buenos  Aires;  que  aunque  esto  no  fuera  cierto,  nunca 
podría  decirse  que  por  el  no  cumplimiento  de  Bello 
habían  quedado  sin  efecto  líis  otras  obligaciones  contraí- 
das por  Bortón  Pinto  y  el  ejecutado,  puesto  que  no  se  esta- 
bleció como  condición  de  la  subsistencia  del  convenio,  el 
que  todos  y  cada  uno  cumplieran  las  obligaciones  que 
contraían;  que  los  artículos  del  Código  Civil  invocados 
por  la  parte  ejecutada,  no  tienen  relación  con  el  caso  sub- 
judice,  desde  que  no  se  trata  de  una  obligación  de  hacer, 
sino  del  pago  de  un  instrumento  comercial  ejecutivo.  Por 
último,  que  admitiendo  por  vía  de  hipótesis  que  sean 
exactas  las  aseveraciones  del  ejecutado,  ninguna  de  ellas 
puede  considerarse  bastante  para  probar  la  falsedad  ale- 
gada, cuya  excepción  no  es  la  que  autoriza  la  ley.  Termina 
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diciendo  que  la  misma  excepción  fué  opuesta  por  Bortón  en 
el  juicio  que  le  sigue  por  el  mismo  Juzgado  y  que  ha  sido  re- 
chazada por  resolución  confirmada  por  la  Excma.  Cámara. 
Y  considerando: 
P  Que  la  relación  de  los  hechos  que  sirven  de  base  á  la 
excepción  pone  de  manifiesto  su  improcedencia  por  no  tra- 
tarse de  la  de  falsedad  á  que  se   refieren   los  arts.  676 
del  Código  de  Comercio  y  488  inc.  4*^  del  de  Procedimien- 
tos, la  cual  para  ser  admisible  debe  fundarse  en  hechos 
que  se  refieren  á  la  parte  sustancial  del  título,  materia 
déla  ejecución,  ya  impugnándose  la  firma,  ya  alegándose 
la  adulteración  del  instrumento,  ó  en  fin,  poniéndose  en 
tela  de  juicio  su  autenticidad,  circunstancias  que  no  con- 
i  curren  en  el  presente  caso.  Sucede  precisamente  locontra- 

l  rio:  lejos  de  tacharse  de  falso  el  pagaré  de  f.  1,  el  ejecutado 

[  reconoce  haberlo  otorgado. 

j  2*>  Que  si  dicho  pagaré  ha  caducado  ó  no  por  la  falta  de 

;  cumplimiento  del  convenio  á  que  se  refiere  el  ejecutado, 

como  lo  pretende,  cuya  subsistencia  por  otra  parte  sos- 
tiene el  actor,  es  esta  una  cuestión  que  podrá  quizá  dar 
origen  al  juicio  ordinario  autorizado  por  la  disposición 
delart.  500  del  Código  de  Procedimientos,  pero  ninguna 
relación  tiene  con  la  excepción  de  falsedad  autorizada 
'  por  la  ley  como  queda  demostrado. 

^  3**  Que  una  resolución  análoga  de  este  mismo  Tribu- 

[  nal,  en  el  juicio  de  Pinto  contra  Bortón,  ha  sido  confirma- 

:  da  por  la  Excma.  Camarade  Apelaciones  en  lo  Mercantil. 

;  Por  estas  consideraciones,  desecho  la  excepción  opuesta, 

y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  los  arts.  498  y  507  del 
Código  de  Procedimientos,  llévese  adelante  la  ejecución 
hasta  hacerse  pago  al  acreedor  del  capital,  intereses  y 
costas.  Fíjanse  los  honorarios  del  doctor  Nevares  e" 
cuatrocientos  cincuenta  pesos  moneda  nacional.  Piegís 
trese  y  repónganse  las  fojas. — L.  A.  Peyret. — Ante  mí 
Jorge  F.  Paliño. 
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Sumario;   1°  Para  que  sea  procedente  la  tercería,  el  actor  debe  justifi- 
car el  dominio  y  posesión  de  los  muebles. 
S"    Para  probar   la   simulación  de   los    actos    jurídicos    se 
admite  la  prueba  privilegiada  de  las  presunciones,  ron  tal 
que  sean  graves,  precisas  y  concordantes. 


{  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta:  Que  con  fecha  25  de 
Junio  de  1890  se  presentó  don  Miguel  Serrat  dedu- 
ciendo tercería  de  dominio  sobre  los  muebles  embargados 
á  don  Fernando  F.  Walker,  en  la  ejecución  que  contra 
éste  sigue  doña  Honorina  Cobos.  —  Funda  su  derecho,  pri- 
mero: en  la  posesión  délos  muebles  embargados,  pues 
el  embargo  se  trabó  estando  ellos  en  poder  del  [tercerista. 
Segundo:  en  los  recibos  que  acompaña  ú  la  demanda 
por  los  cuales  se  comprueba  que  compró  á  Walker  esos 
muebles  y  que  pagó  á  los  dueños  de  la  casa  donde  se 
encontraban  el  alquiler  y  los  impuestos.  Agrega:  que 
los  muebles  han  sido  extraídos  de  la  casa  en  que  se 
hallaban  y  trasladados  á  un  remate,  sufriendo  los  dete- 
rioros consiguientes  á  esas  traslaciones;  pedíale  fuesen 
devueltos,  protestando  por  los  perjuicios  sufridos  y 
hallarse  dispuesto  á  hacérselos  indemnizar. 

Conferido  traslado  delademanda,lo  evacuóla  ejecutante 
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á  fs.  10,  pidiendo  el  rechazo  de  la  acción  deducida  por  Se- 
rrat  y  la  aplicación  de  la  pena  establecida  en  el  art.  534  del 
Código  de  Procedimientos.  Que  la  simple  lectura  de  los  do- 
cumentos acompañados  convencen  del  fraude  que  se  inten- 
ta cometer;  que  consta  de  autos  que  el  embargo  de  esos 
muebles  estaba  decretado  en  la  fecha  del  recibo  que  se 
exhibe  como  justificativo  de  la  pretendida  compra,  y  que 
no  se  llevo  acabo  por  no  haber  persona  alguna  en  la  casa 
donde  se  hallaban,  lo  que  le  obligó  á  solicitar  la  orden  de 
allanar  ese  local;  que  resulta  de  los  documentos  acompa- 
ñados de  las  constancias  de  autos  en  el  juicio  ejecutivo 
que  Serrat  no  tenía  la  posesión  que  pretende;  que  la  casa 
corría  por  cuenta  de  Walker  y  que  la  enagenación  ha  sido 
simulada,  para  evitar  el  embargo  ya  decretado;  que  la 
precipitación  para  efectuar  el  remate  revela  en  el  caso 
un  espíritu  fraudulento,  en  el  que  el  tercerista  Serrat 
aparece  desempeñando  el  papel  de  comodín;  que  no 
habiendo  tenido  Serrat  la  posesión  de  los  muebles,  su 
único  justificativo  consiste  en  el  recibo  de  f.  L  pero  que 
ese  documento  carece  de  eficacia  legal  contra  terceros 
porque  no  prueba  la  verdad  de  su  fecha  y  las  circunstan- 
cias recordadas  brevemente  demuestran  suficientemente 
que  ha  sido  antidatado — arts.  1534  y  1535  del  Código  Ci- 
vil;—que  se  trata  de  un  acto  ineficaz  y  fraudulento,  loque 
se  presume  por  el  estado  de  insolvencia  de  Walker  — 
art.  969  del  Código  Civil  —  y  que  por  las  razones  expuestas 
pedía  el  rechazo,  con  costas,  de  la  acción  deducida  y  que 
se  llevase  adelante  la  ejecución. — El  ejecutado  evacuó  el 
traslado  á  fs.  18,  adhiriéndose  á  lo  expuesto  y  pedido  por  el 
tercerista,  recibiéndose  la  causa  á  prueba,  según  consta  del 
auto  fs.  20.  Prodújose  durante  el  término  la  que  menciona 
el  certificadív  de  fs.  48  y  habiendo  alegado  las  partes,  segt 
consta  á  fs.  52  y  56,  el  Juzgado  llamó  autos,  según  cons 
á  fs.  64  ^uielta,  quedando  la  causa  en  estado  de  sentenc 
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Y  considerando : 

P  Que  la  acción  se  funda,  como  claramente  se  dice  en  la        i 
demandaren  el  dominio  y  posesión  que  de  los  muebles 
embargados  tenía  Serrat,  circunstancias  ambas  que  han 
sido  negadas  por  el  ejecutado. 

2*^  Que  al  actor  incumbía  la  prueba  de  los  hechos  afirma- 
dos, puesto  que  el  ejecutante  se  ha  concretado  á  negar  la 
verdad  de  su  afirmación,  agregando:  que  se  trataba  de 
una  venta  simulada  jr  fraudulenta  para  eludir  el  cumpli- 
miento de  medidas  judiciales  ya  decretadas,  y  que  no  ( 
pudieron  llevarse  á  efecto  por  demoras  impuestas  por 
manejos  del  ejecutado. 

3**  Que  las  pruebas  rendidas  por  el  tercerista  consisten  ¿ 

en  el  recibo  de  fs, . .  en  el  cual  Walker  declara  haber  per-  ^ 

cibido  la  cantidad  de  3.000  pesos  moneda  nacional  im-  < 

porte  del  menaje  de  la  casa  Rio  Bamba  n^  114,  que  le  ha  i 

vendido,  cuyo  recibo  lleva  la  fecha  del  diez  y  nueve  de 
Junio  de  1890;  en  dos  recibos  suscritos  por  don  Luis  Ortiz 
Basualdo,  fechados  ambos  el  dia  23  de  Junio,  en  el  primero 
de  los  cuales  se  dice  que  Serrat  abonó  once  días  de  alqui- 
ler déla  casa  donde  se  hallaban  dichos  muebles  á  contar 
del  veinte  de  Junio  inclusive,  y  en  el  segundo,  que  el  mis- 
rao  Serrat  abonó  los  alquileres  é  impuestos  adeudados  por  ' 
Walker  hasta  la  fecha  en  que  la  casa  quedó  por  cuenta 
de  aquél. 

4**  Que  las  demás  pruebas  rendidas  tienden  á  demostrar  j 

que  Serrat  ejerce  habitualmente  el  comercio  de  compra  y 
venta  de  muebles  usados — y  consisten — en  la  patente  de 
fs.41  y  las  declaraciones  de  don  Leandro  Mataldi  á  fs.  45 
vuelta  y  don  Mariano  Barceló  á  fs.  46. 

5'^  Que  analizando  la  prueba  producida  con  arreglo  á 

Ds  principios  de  la  sana  crítica,  llama  especialmente  la 

itención  un  conjunto  de  circunstancias  que  hacen  sospe- 
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chosa  la  operación  de  que  se  trata.  Desde  luego^,  la  precipi- 
tación con  que  ha  procedido  Serrat  es  incompatible  con 
una  operación  regular  y  revela  que  no  ignora  la  verdadera 
situación  del  ejecutado  y  el  decreto  de  embargo  que  existía 
con  anterioridad  á  la  fecha  de  la  compra.  En  efecto,  si  la 
compra  se  hizo  el  diez  y  nueve  de  Junio,  no  es  verosímil 
que  Serrat  resolviese  la  venta  para  el  día  veintitrés,  por  la 
imposibilidad  de  anunciarla  convenientemente,  siendo  de 
notarse  que,  según  se  desprende  de  la  compulsa  de  los 
libros  de  la  casa  Bullrich  y  C*% — fs.  32  vuelta — el  mismo 
día  diez  y  nueve  se  firmó  por  Serrat  la  orden  para  vender 
los  muebles  que  acababa  de  comprar. 

6®  Que  délos  recibos  de  fs.  2  y  3,  suscritos  por  Ortiz 
Basualdo,  resulta  que  Serrat  abonó  los  alquileres  el  día 
23,  es  decir,  después  de  trabado  el  embargo,  lo  que  hace 
suponer  que  hasta  esa  fecha  no  tuvo  la  posesión  que  pre- 
ende  y  con  tanta  mayor  razón,  cuanto  que  consta  del  expe- 
diente ejecutivo  que  en  fecha  21  de  Junio  no  fué  posible 
trabar  embargo  en  los  muebles  que  existían  en  la  casa 
calle  Rio  Bamba  114,  por  encontrarse  ésta  cerrada  y  haber- 
se negado  Walker  á  hacer  entrega  de  las  llaves. 

7®  Que  esta  presunción  encuentra  su  corroboración  en 
el  hecho  de  haber  Serrat  abonado  alquileres  adeudados 
por  Walker,  sin  que  conste  en  modo  alguno  que  se  hubie- 
se obligado  á  su  pago,  pues,  en  el  recibo  de  f.  1  no  se  hace 
referencia  al  respecto,  lo  que  no  se  comprende  razonable- 
mente cuando  se  trata  de  una  operación  real  y  mucho  me- 
nos tratándose  de  una  persona  que  asegura  ejercer  habi- 
tualmente  transacciones  de  este  género. 

8*  Que  llama  también  la  atención  la  fecha  de  la  patente 
de  fs.  41,  que  aparece  expedida  con  posterioridad  al  em 
bargo  trabado  y  por  los  ocho  meses  que  van  de  Mayo 
Diciembre  de  1890,  lo  que  induce  á  creer  que  ha  sido  sacada 
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exprofeso  para  dar  visos  de  legalidad  á  la  operación  que 
motiva  este  pleito. 

9°  Que  por  consiguiente,  no  es  dudoso  suponer  que 
Serrat  no  tuviera  la  posesión  de  los  muebles  embargados 
antes  del  día  23  de  Junio,  no  habiendo  podido  tenerla  en 
adelante  porque  en  esa  fecha  fueron  embargados,  no  sien- 
do elementos  suficientes  de  prueba,  para  aceptar  lo  contra- 
rio, la  declaración  do  Ortiz  Basualdo  contenida  en  el  recibo 
de  fs.  3,  en  el  que  se  dice  que  la  casa  quedaba  por  cuenta 
de  Serrat  á  partir  del  día  19,  porque  consta,  como  se  ha 
recordado,  que  por  lo  menos  el  día  21  de  Junio  la  casa  se 
hallaba  cerrada,  sin  que  hubiese  en  ella  persona  alguna 
(véase  expediente  ejecutivo,  fs.  17). 

10**  Quede  lo  que  precede,  puede  darse  como  hecho  per- 
fectamente averiguado  que  Serrat  no  entró  en  inmediata 
posesión  de  los  muebles,  como  lo  afirmó  en  la  demanda, 
pues,  la  única  prueba  rendida  al  respecto  consiste  en  los 
recibos  de  fs.  2  y  3  de  la  misma  fecha  del  embargo,y  que  no 
pueden  tener  el  efecto  de  crear  una  posesión  que  no  exis- 
tía en  el  hecho. 

IP  Que  en  cuanto  á  la  propiedad  que  dice  Serrat  haber 
adquirido  y  que  funda  en  el  recibo  de  f.  1  suscrito  por  Wal- 
ker,  se  presenta  en  condiciones  de  manifiesta  irregulari- 
dad. Se  trata  de  un  documento  simple,  sin  más  fecha 
cierta  que  la  de  su  presentación  en  juicio — arts.  1034  y 
1035,  Código  Civil. 

12^  Además,  Serrat  no  hizo  publicación  alguna  anun- 
ciando la  pretendida  compra  como  es  usual  cuando  se  tra- 
ta de  menajes  completos  y  á  fin  de  asegurar  la  eficacia  de 
la  operación. 

13^  Que  tampoco  aparece  haber  hecho  diligencia  alguna 
previamente  á  dicha  compra  tendente  á  averiguar  si 
Walker  era  propietario  de  esos  muebles  y  podía  venderlos, 
lo  que  ningún  comprador  serio  podía  omitir,  por  hallarse 
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los  muebles  en  una  casa  que  había  dejado  de  ser  el  domi- 
cilio de  Walker  en  el  momento  de  su  adquisición. 

14^  Que  si  á  esto  se  agrega  el  estado  de  insolvencia  del 
deudor,  demostrado  no  solamente  por  la  ejecución  que  se 
le  seguía,  sino  también  por  sus  manifestaciones  en  el  es- 
crito evacuando  el  traslado  de  la  tercería — fs.  18, — las  pre- 
sunciones de  simulación  fraudulenta  realizada  entre  el 
tercerista  y  ejecutado  se  convierten  en  un  hecho  perfecta- 
mente probado. 

15^  Que  ;l  las  consideraciones  que  preceden  conviene 
agregar  otra  no  menos  importante,  cual  es  la  de  estar  de- 
cretado el  embargo  de  esos  muebles  desde  el  13  de  Junio 
es  decir,  con  anterioridad  á  la  compra  de  Serrat,  que,  cuando 
mucho,  tuvo  lugar  ración  el  día  veintidós,  fecha  en  que 
aparecen  firmados  los  recibos  de  Ortiz  Basualdo  y  en 
cuyo  día  se  trabó  el  embargo,  siendo  de  notar  que  Serrat 
no  ha  probado,  ni  siquiera  sostenido,  que  el  pago  de  los 
alquileres  tuviese  lugar  antes  de  cumplirse  la  orden  pen- 
diente. 

16^  Que  tratándose  de  la  simulación  de  un  acto  jurídico, 
la  ley  y  la  jurisprudencia  declaran  uniformemente  que  pue- 
den probarse  por  simples  presunciones,  con  tal  que  sean 
graves,  precisas  y  concordantes — fallos  de  la  Excma.  Cá- 
mara en  lo  Comercial,  tomo  I.  página  90;  mismo  tomo  pág. 
295,  etc.; — y  el  Código  Civil  admite  la  prueba  de  presuncio- 
nes para  demostrar  la  simulación  y  el  fraude— art,  1190,— 
Idéntica  disposición  contenían  las  antiguas  leyes  estable- 
ciendo, que  tratándose  de  ventas  simuladas  bastan  para 
p  demostrarlas,  las  probanzas  privilegiadas  que  por  dere- 

cho se  admiten  en  los  casos  de  dificultosas  probanzas,  etc. 
I  Ley  XII,  Tít.  XVI,  Libro  V  de  la  R.  C. 

17^  Que  en  el  presente  caso  las  presunciones  que  sui 
gen  del  análisis  del  expediente  revisten  las  cualidades  qu 
la  ley  exige  para  considerarlas  como  prueba  de  la  simula 
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ción,  porque  son  graves,  precisas  ,y  concordantes n  como  se 
desprende  de  la  insolvencia  del  deudor,  comprobada  por 
su  propia  confesión;  de  la  posterioridad  de  la  venta  al 
decreto  de  embargo;  déla  coincidencia  de  la  fecha  de  pago 
á  OrtizBasualdo  con  la  del  mismo  embargo;  de  la  clan- 
destinidad de  la  operación  llevada  á  cabo;  de  la  precipi- 
tación de  la  venta  que  iba  á  realizarse;  de  la  fecha  de  la 
patente  de  Serrat  y  de  la  falta  de  toda  otra  prueba  de  la 
sinceridad  de  la  operación,  fuera  de  la  emanada  del  mismo 
Walker,  interesado  en  el  éxito  del  negocio. 

18°  Que  estas  presunciones  son  graves  y  precisas,  se 
deduce  lógicamente  de  reposar  sobre  hechos  que  tienen 
una  conexidad  cierta  con  aquellos  cuya  prueba  se  busca; 
son  concordantes,  porque  sin  contradecirse  recíproca- 
mente  se  unen  entre  sí  y  tienden  á  un  mismo  fin.— «  En 
estas  condiciones,  dice  Bedarride,  las  presunciones  cons- 
tituyen una  verdadera  prueba.» — Tratado  del  Dolo  y  del 
Fraude  en  Materia  Civil  y  ComercíaL  Tomo  P,  niim.  257. 

19**  Que,  por  último,  no  se  ha  demostrado  que  Serrat 
tuviera  la  posesión  de  los  muebles  que  se  hallaban  en 
la  casa  que  Walker  abandonó  para  frustrar  el  embargo  de- 
cretado, no  obstante  de  correr  por  su  cuenta, como  se  dedu- 
ce del  recibo  de  fs.  3,  otorgado  por  Ortiz  Bisualdo. 

20*^  Que  en  tales  condiciones  no  cabe  la  menor  duda  de 
que  se  trata  en  el  c?íso  siib-judice  de  una  venta  simulada, 
verificada  en  fraude  del  acreedor,  loque  se  corrobora  por 
la  actitud  del  ejecutado  y  de  su  confesión  ficta  que  re- 
.  sultade  la  rebeldía  en  que  incurrió  cuando  se  le  llamó 
á  absolver  el  pliego  de  posiciones  de  fs.  36. 

Por  estas  consideraciones  y  concordantes  del  escrito  del 
ejecutado,  fallo  declarando:  que  don  Miguel  Serrat  no  ha 
acreditado  el  dominio  de  los  muebles  que  le  fueron  embar- 
gadospor  doña  Honoria  Cobos,  y  que  la  compra  que  preten- 
de haber  hecho  al  doctor  Fernando  Walker  es  simulada  y 
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nula,  con  especial  condenación  en  costas,  á  cuyo  efecto  se 
regulan  los  honorarios  del  doctor  Medina  en  doscientos 
cincuenta  pesos  moneda  nacional  y  en  cien  de  igual  mone- 
da, los  del  procurador  José  S.  Fernandez.  En  cuanto  á  la  pri- 
sión pedida  contra  el  tercerista  y  ejecutado,  no  resultando 
evidente  la  confabulación  ó  connivencia  fraudulenta  que 
la  autoriza,  no  ha  lugar.  Asilo  pronuncio,  mando  y  firmo. 
en  Buenos  Aires,  Capital  de  la  República  Argentina,  á  vein- 
tisiete de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno.  Regís- 
trese y  repónganse  los  sellos. —  L.  A.  Peyret. — Ante  mí : 
Pedro  Sicouret. 
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Sumario  :  Los  accionistas  de  una  sociedad  anónima  tienen  derecho  á 
examinar  los  libros  y  papeles  de  la  misma,  sin  (jue  pueda 
limitarse  á  una  época  especial  el  ejercicio  de  ese  derecho. 

(  CONFIRMADO  ) 

Y  vistos  estos  autos,  resulta :  P  Que  á  fs.  7  se  presentó 
don  Juan  Gagliardo,  en  su  carácter  de  accionista  de  la  so- 
ciedad anónima  «La  Constructora  de  San  José  de  Flores», 
entablando  demanda  contra  su  presidente  como  represen- 
tante legal  de  la  misma  y  pidiendo  se  le  intime  ponga  á  su 
disposición  los  libros,  actas  y  demás  documentos  de  la  so- 
ciedad, á  fin  de  poderlos  examinar  y  comprobar  el  estado 
de  la  sociedad  en  lo  que  se  refiere  á  sus  operaciones.  Pide 
también,  se  condene  al  presidente  de  la  sociedad,  don  Gre- 
gorio Uriarte,  al  pago  de  los  daños  y  perjuicios  que  le  oca- 
siona su  proceder  por  haberse  negado  á  cumplir  con  este 
pedido  y  al  pago  de  las  costas  del  juicio.  Para  fundar  su 
acción,  expone:  que  tiene  invertido  su  capital  en  acciones 
de  la  sociedad  y  habiendo  seguido  con  asiduidad  sus  reso- 
luciones, s«  ha  enterado  minuciosamente  de  todas  sus 
operaciones,  balances  y  memorias;  que  habiendo  tropeza- 
do en  este  examen  con  una  dificultad  de  que  no  pudo  darse 
cuenta,  la  que  consistía  en  una  omisión  en  el  balance  que 
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»* 


publicó  el  directorio  con  fecha  30  de  Diciembre  de  1889. 
solicitó  del  presidente  el  examen  de  los  libros,  actas  y  de- 
más documentos  en  Diciembre  del  año  pasado,  para  lo 
cual  hacía  uso  del  derecho  que  le  acordaba  el  Código  de 
Comercio  en  el  art.  284,  á  lo  cual  el  presidente  de  la  socie- 
dad se  negó,  fundándose  en  que  debía  elevar  la  solicitud 
al  directorio  y  en  virtud  de  que  su  carácter  de  presidente 
\l  había  sido  impugnado  por  él  y  otros  accionistas  en  un 

juicio  seguido  contra  el  directorio  de  dicha  sociedad  sobre 
nulidad  de  una  asamblea;  que  en  tal  virtud  formuló  la 
protesta  cuyo  testimonio  acompaña  y  donde  consta  esta 
'^  negativa. 

Conferido  traslado  de  la  demanda,  don  Abelardo  M. 
Badaró,  en  representación  de  la  sociedad,  lo  evacuó  á  fs.  13 
pidiendo  su  rechazo  con  especial  condenación  en  costas. 
Expone:  que  es  cierto  lo  expuesto  en  la  demanda  respecto 
á  la  excusación  dada  por  el  presidente  de  la  sociedad  y 
niega  derecho  á  los  accionistas  para  solicitar  la  exhibi- 
ción de  los  libros  sino  en  las  épocas  que  los  estatutos  y  el 
Código  de  Comercio  determinan  y  con  las  formalidades  del 
caso.  Agrega,  que  el  art.  284  del  Código  de  Comercio  ac- 
^  tualno  es  aplicable  al  caso  en  los  términos  en  que  el  de- 

"  mandante  lo  pretende  y  que  las  sociedades   anónimas 

t  •        constituyen  una  especialidad  que  se  rige  exclusivamente 

V  por  las  disposiciones  del  título  en  que  el  Código  las  com- 

;  prende;  que  no  se  puede  aplicar  ningún  precepto  de  las 

^  disposiciones  generales  alas  sociedades  anónimas;  que 

«'  la   fiscalización    de    estas  sociedades  está  determinada 

por  la  Sec.  IV,  Tít.  III,  Cap.  III  del  Código  de  Comercio  y 
que  ninguna  de  sus  disposiciones  reconoce  á  los  accionis- 
tas el  derecho  de  liscaUzar  los  actos  administrativos  ;  que 
estas  funciones  corresponden  álos  síndicos,  y  que  única 
mente  en  las  asambleas  aparece  el  accionista  interviniendo 
directamente  en  las  resoluciones  que  afectan  ala  sociedar^ 
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Habiéndose  declarado  la  cuestión  de  paro  dereclio,  se 
confirió  un  nuevo  traslado  por  su  orden,  el   cual  fué  eva- 
cuado respectivamente  de  fs.  22  á  28  y  de  fs.  29  á33. 
Y  considerando: 

P  Quedados  los  términos  en  que  ha  sido  contestada  la 
demanda,  el  representante  de  la  sociedad  demandada  no 
ha  desconocido  el  carácter  de  accionista  del  actor. 

2*»  Que  la  sociedad  demandada  es  una  sociedad  mercan- 
til—art.  282,  Código  de  Comercio. 

3"*  Que  siendo  esto  así  y  en  ausencia  de  una  disposi- 
ción especial  que  rija  el  caso,  es  de  estricta  aplicación  la 
disposición  general  del  art.  284,  cuyos  términos  claros  y 
precisos  nodejan  lugaráduda:  «En  ninguna  sociedad  se 
puede  negar  á  los  socios  el  derecho  de  examinar  los  libros, 
correspondencia  y  demás  documentos  que  comprueben 
el  estado  de  la  administración  social.  » 

No  hay,  pues,  razón  de  ninguna  especie  para  negar  álos 
accionistas  un  derecho  que  les  acuerda  la  ley,  cualquiera 
que  sean  los  inconvenientes  que  tal  disposLcióu  legal  pue- 
da acarrear  á  la  sociedad. 

Por  estas  consideraciones  hago  lugar  á  la  demanda 
y  declaro:  que  el  representante  de  la  sociedad  anónima 
«La  Constructora  de  San  José  de  Flores»  está  obli- 
gado á  exhibirlos  libros,  correspondencia  y  demás  do- 
cumentos que  comprueben  su  estado  al  accionista  don 
Juan  Gagliardo  en  el  término  de  ocho  días,  dejando  su 
acción  á  salvo  por  los  perjuicios  que  su  negativa  pueda 
ocasionarle,  sin  especial  condenación  en  costas,  por  no 
encontrar  mérito  para  imponerlas  a  la  parte  vencida. 

Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  ciudad  de  Buenos 
Aires,  Capital  de  la  República  Argentina,  á  los  treinta 
días  del  mes  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno. 
Repónganse  los  sellos  y  regístrese. — L.  A.  Peyret. — Anfe 
mí:  Eugenio  Blanco.  :  * 
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Sumario.— La  recepción  por  el  comprador  de  la  cosa  comprada  sin  ob- 
servación importa  conformidad  sobre  el  precio  y  calidad  y  una 
renuncia  tácita  de  los  daños  y  perjuicios  fundados  en  la  de- 
mora. 


(confirmado) 

Vistos  los  presentes  autos,  resulta:  Que  con  fecha  29 
de  Enero  de  1890,  se  presentó  al  Tribunal  de  lo  Civil 
Don  Lorenzo  J.  Doyhenard  en  representación  de  los  se- 
ñores Alexander  Shanks  hijos  y  C**.  demandando  á  don 
Antonio  Tonelli  por  cobro  de  pesos  é  instruyendo  su  de- 
manda con  los  documentos  agregados  de  fs.  1  á  9. 

Explica  los  hechos  que  sirven  de  fundamento  á  la  ac- 
ción deducida  de  la  manera  siguiente: 

Que  Tonelli  solicitó  de  sus  representados  un  guinche 
pescante  de  la  fábrica  «  Priestman  Hull»,  clase  B,  ade- 
cuado para  el  uso  de  una  excavadora  de  veinte  quinta- 
les, adaptable  para  ser  fijada  á  una  embarcación  con  dos 
"^cavadoras,  cada    una  de    veinte    quintales,   completa, 

\  cadena  y  demás  piezas  de  repuesto;  que  los  deman- 
des admitieron  el  pedido  de  Tonelli  expresándole  que 
?    >rían  traer  por  la  suma  de  5.745  pesos  oro    sellado, 

diretdo  entregarse  el  guinche  en  uno  de  los  muelles  de 
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esta  ciudad,  lo  que  se  acredita  por  la  copia  de  carta  fecha 
9  de  Febrero  de  1889;  que  sus  representados  enviaron  á 
Tonelli,  habiendo  éste  aceptado  por  su  parte,  las  condicio- 
nes que  le  impusieron,  expresadas  en  la  carta  n*>  3,  que 
acompaña,  y  en  cuya  virtud  los  señores  Shanks  hicieron 
traer  el  guinche,  siendo  las  condiciones  de  pago:  1.000  pe- 
sos oro  el  dia  15  de  Febrero  del  año  1889;  pesos  2.372  y 
50  cts.  oro  sellado,  al  entregarla  maquinaria  y  que  los 
otros  2.372  pesos  y  50  cts.  de  igual  moneda  se  abonarían  á 
los  tres  meses  de  la  entrega,  firmando  Tonelli  un  pagaré 
por  dicha  cantidad;  que  los  actores  cumplieron  con  lo 
convenido  y  entregaron  el  guinche  á  Tonelli  con  fecha  15 
de  Julio  de  1889,  habiendo  entregado  éste  las  dos  prime- 
ras cuotas  y  quedando  adeudando  la  última  de  2.372  pesos 
50  cts.  oro  sellado;  que  después  de  la  entrega  del  guinche 
Tonelli  había  sido  requerido  repetidas  veces  para  que  fir- 
mara el  pagaré  y  posteriormente  para  que  pagara  esa  úl- 
tima cantidad,  sin  haberse  podido  conseguir  que  lo  hicie- 
ra, por  cuya  razón  deducían  la  presente  demanda  á  fin 
de  que  se  le  condenara  al  pago  de  la  cantidad  adeudada, 
sus  intereses  y  costas  del  juicio. 

Sostiene  la  competencia  del  Juzgado  Civil  por  no  con- 
siderar que  la  negociación  expresada  constituya  un  acto 
de  comercio,  y  funda  su  derecho  en  que  habiendo  el  ven- 
dedor cumplido  el  contrato  de  compra-venta  celebrado  con 
Tonelli,  éste  estaba  obligado  á  abonar  el  precio  de  la  cosa 
vendida  y  entregada  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el 
art.  1424  Código  de  Comercio.  Agrega,  que  debía  los  daños 
é  intereses  por  la  mora  en  que  había  incurrido  de  acuerdo 
con  lo  preceptuado  por  los  arts.  605,616  y  622  del  Código 
Civil,  siendo  el  interés  de  18  por  ciento  anual  por  ser  el 
que  cobraba  la  casa  actora. 

Termina  pidiendo  un  embargo  preventivo  al  cual  no  se 
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hizo  lugar,  según  consta  á  fs.  19.— Afs.  13  vuelta  se  con- 
firió traslado  de  la  demanda  á  Tonelli,  habiéndose  pre- 
sentado á  fs.  23  don  Gaspar  Pietranera,  en  representa- 
ción de  éste  declinando  de  jurisdicción  por  ser  argentino 
el  demandado  y  los  actores  extranjeros,  y  por  tratarse  de 
un  acto  perteneciente  al  comercio  marítimo,  lo  cual  hace 
que  la  causa  corresponda  al  fuero  federal. 

Sustanciada  la  excepción,  fué  resuelta  á  fs.  32  por  el  se- 
ñor Juez  en  lo  Civil,  no  haciendo  lugar  á  la  primera  parte 
y  declarándose  incompetente  para  conocer  en  el  asunto 
por  corresponder  ala  jurisdicción  comercial,  resolución 
que  las  partes  consintieron  viniendo  estos  autos  al  Tri- 
bunal de  Comercio.— A  fs.  41  la  razón  social  Alexander 
Shanks  hijos  y  C**  reprodujo  su  demanda  de  fs.  10  y  á  fs. 
47,  el  representante  de  Tonelli  la  contestó  contrademan- 
dando  á  los  primeros  por  la  cantidad  de  6000  pesos  79  cts. 
moneda  nacional  procedentes  délos  daños  y  perjuicios  que 
se  le  habían  ocasionado  por  la  demora  en  que  habían  incu- 
rrido para  efectuar  la  entrega  del  guinche  objato  de  la 
compra-venta,  la  cual  se  había  convenido  que  se  efectuara 
á  las  siete  ú  ocho  semanas  del  pedido  de  Tonelli;  que  este 
pedido  lo  había  hecho  con  fecha  10  de  Febrero  de  1889, 
habiéndose  verificado  la  entrega  recién  en  18  de  Julio  del 
mismo  año;  que  también  se  había  convenido  que  el  guin- 
che tendría  piezas  de  repuesto  en  lo  que  respecta  á  los 
engranajes,  cadenas  y  demás  elementos  de  mayor  frota- 
miento, las  que  habían  faltado  en  el  momento  de  la  en- 
trega; que  por  dicha  demora  y  la  falta  de  esas  piezas  con- 
trademandaba  á  los  actores  por  la  cantidad  ya  expresada 
en  la  cual  estimaba  los  daños  y  perjuicios  causados,  pi- 
diendo se  les  condenara  ásu  pago,  á  la  entrega  de  las  pie- 
zas que  faltaban,  y  que  se  declarara  que  los  señores 
Shanks  hijos  y  C^*  estaban  suficientemente  pagos  con 
las  sumas  que  habían  percibido,  absolviendo    á    Tonelli 
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de  la  demanda    deducida,  con  especial  condenación  en 
costas. 

Conferido  traslado  de  la  reconvención  á  los  deman- 
dantes, lo  evacuaron  áfs.  51  pidiendo  su  rechazo,  con  cos- 
tas, por  las  razones  siguientes:  era  falso  que  el  guinche 
no  tuviera  las  piezas  de  repuesto,  pues,  los  demandantes 
habían  entregado  á  Tonelli  el  guinche  con  las  piezas  in  - 
herentes  ala  maquinaria  que  eran  de  práctica,  loque  se 
prueba  por  el  hecho  de  haberlo  recibido  sin  observación 
ni  reclamo  alguno  hasta  el  momento  de  su  contestación 
ala  demanda,  cuando  habían  pasado  mas  de  diez  meses 
desde  la  fecha  de  la  entrega; — que  por  lo  que  respecta  á 
la  demora  en  la  entrega  del  guinche,  también  es  falso, 
porque  tan  pronto  como  llegó  dieron  aviso  á  Tonelli  y  si 
éste  no  lo  recibió  fue  porque  el  buque  en  que  debía  ins- 
talarlo no  estaba  listo  aún;  que  resulta  igualmente  falsa 
la  afirmación  de  Tonelli  por  la  razón  de  que  no  declaró 
su  entrega  si  le  correspondía  en  el  tiempo  convenido,  co- 
mo lo  fué  por  parte  de  los  señores  A..  Shanks  hijos  y  C'^. 

Por  el  auto  de  fs.53  se  recibió  la  causa  á  prueba,  habién- 
dose producido  la  que  expresa  el  certificado  del  actuario  á 
fs.  86,  después  de  la  cual  las  partes  presentaron  los  ale- 
gatos de  fs.  87  y  95,  quedando  en  estado  de  sentencia. 

De  los  antecedentes  expuestos  resultan  las  siguientes 
cuestiones  á  resolver: 

1»  ¿Ha justificado  el  actor   los  extremos  de  su  acción? 

2^  ¿Ha  probado  el  demandado  la  reconvención  dedu- 
cida? 

Y  considerando  respecto  á  la  primera  cuestión : 

P  Que  la  acción  promovida  por  Doyhenard,  como  apo- 
derado de  los  señores  Alexander  Shanks  hijos  y  C^% 
tiene  por  objeto  cobrar  de  Don  Antonio  Tonelli  la  can- 
tidad de  2.372  pesos  50  cts.  oro  sellado  como  saldo  del 
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precio  de  un  guinche  que  dicen  los  primeros  le  vendieron 
á  Tonelli. 

2**  Que  estando  acreditado  en  autos  la  existencia  del 
contrato  de  compraventa,  como  resulta  de  la  demanda  y 
contestación,  del  reconocimiento  hecho  por  Tonelli  al 
absolver  el  pliego  de  posiciones  de  fs.  60,  corresponde 
investigar  si  al  demandado  le  asiste  algún  derecho  al 
oponerse  á  la  demanda,  cuando  sostiene,  para  pedir  su 
rechazo:  1%  que  el  guinche  no  tenía  las  piezas  de 
repuesto  que  habían  sido  contratadas;  2%  que  no  había 
sido  entregado  en  el  término  estipulado  por  el  contrato. 

3**  Que  por  lo  que  hace  á  la  falta  de  las  piezas  de 
repuesto,  los  actores  han  afirmado  al  absolver  la  pri- 
mera posición  de  fs.  58,  que  el  guinche  tenía  todas  las 
piezas  de  repuesto  que  el  fabricante  creyó  necesario,  afir- 
mación que  el  demandado  no  ha  desvirtuado  en  manera 
alguna,  como  era  de  su  incumbencia,  en  razón  de  que  le 
correspondía  la  prueba  de  su  afirmación.  La  única  prueba 
ofrecida  por  Tonelli,  con  este  objeto,  consiste  en  las  posi- 
ciones absueltas  por  los  demandantes,  las  que  no  han 
dado  resultado  satisfactorio  por  haber  sido, absueltas 
negativamente,  y  la  declaración  del  testigo  Pascual  Le- 
brero, fs.85,  que  por  ser  singular  carece  de  valor  jurí- 
dico y  quien,  por  otra  parte,  declara  en  sentido  contrario 
á  las  pretensiones  de  Tonelli,  afirmando  que  el  guinche 
tenía  algunas  piezas  de  repuesto,  no  recordando  si  tenía 
todas  por  el  tiempo  que  había  pasado  desde  la  época 
que  lo  armó.  Esta  declaración,  por  tratarse  de  un  testigo 
presentado  por  Tonelli  y  por  proceder  de  la  persona  que 
armó  el  guinche,  aun  cuando  carece  de  valor  legal  por 
ser  singular,  es  sin  embargo  una  presunción  que  el  Tri- 
bunal no  puede  menos  de  tomar  en  consideración  y  que 
corrobora,  como  lo  sostienen  los  actores,  que  el  guinche 
tenía  las  piezas  de  repuesto  inherentes  á  dicho  mueble 
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y  que  se  acostumbra  entregar  por  los  fabricantes.  Lo 
expuesto  basta  para  demostrar  la  falta  de  derecho  que 
le  asiste  á  Tonelli  por  lo  que  se  refiere  á  ese  punto. 

4**  Que  por  lo  que  respecta  al  retardo  sufrido  en  la 
entrega  del  guinche,  después  de  vencido  el  contrato,  debe 
observarse  que  dicha  pretensión  carece  igualmente  de 
valor.  En  efecto,  el  contrato,  como  se  acredita  por  los 
documentos  de  fb.  7,  9  y  42,  no  tiene  término  fijo  para 
la  entrega  y  solo  se  estipuló  al  aceptarse  por  Tonelli 
fs.  9,  que  el  guinche  debería  entregarse  d  la  brevedad 
posible,  términos  que  demuestran  expresamente  que  el 
plazo  quedaba  librado  á  los  medios  de  actividad  de  que 
dispusieran  los  demandantes,  pero  nunca  podían  consti- 
tuir una  obligación  á  término  fijo.  Por  otra  parte,  Tonelli 
recibió  el  guinche  el  dieciocho  de  Julio  de  1889,  según 
se  demuestra  por  los  términos  de  su  contestación  á  la 
demanda  fs.  47,  y  por  la  contestación  dada  á  la  cuarta 
posición  de  fs.  60,  no  habiéndose  demostrado  por  él 
en  autos  que  en  el  acto  del  recibo  del  guinche  hiciera 
observación  ni  protesta  alguna  por  falta  de  cumpli- 
miento á  las  cláusulas  del  contrato.  Recién  aparece  recla- 
mando el  21  de  Agosto  de  1890,  cuando  habían  transcu- 
rrido trece  meses  desde  la  entrega  de  la  cosa  motivo 
del  contrato.  Aun  en  la  hipótesis  de  que  el  guinche  no 
hubiera  sido  entregado  en  las  condiciones  y  términos  del 
contrato,  no  dejaría  por  ello  de  carecer  de  fundamento 
legal  el  derecho  invocado  por  Tonelli  en  la  contestación 
á  la  demanda.  El  art.  547  del  Código  de  Comercio  antiguo, 
bajo  cuyo  imperio  se  celebró  el  contrato,  libra  al  ven- 
dedor de  toda  responsabilidad  por  los  vicios  de  la  cosa 
vendida  pasados  seis  meses  de  su  entrega,  disposición 
que  también  ha  sido  incorporada  al  Código  vigente  en  su 
art.  473;  de  manera,  pues,  que  la  reclamación  de  Tonelli, 
fuera  de  los  términos  prefijados  por    la  ley,  es  impro- 
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cedente  y  los  vendedores  han  quedado  libres  de  toda 
responsabilidad  ulterior  por  lo  que  hace  al  contrato 
recordado. 

5**  En  cuanto  al  resto  de  la  prueba  producida  por  los 
actores  carece  de  importancia  en  presencia  de  lo  expuesto 
en  los  considerandos  anteriores  y  también  porque  no  se 
ha  probado  que  el  guinche  en  cuestión  fuera  para  colo- 
carse en  la  chata  á  vapor  «Princesa»  perteneciente  á 
Tonelli. 

6**  Que  no  siendo  atendibles  las  razones  expuestas  por 
Tonelli  en  su  contestación  á  la  demanda,  en  cuanto  á  las 
piezas  de  repuesto  y  demora  en  la  entrega  del  objeto  con- 
tratado, solo  corresponde  averiguar  si  los  demandantes 
han  probado  el  saldo  de  2.372  pesos  50  cts.  oro  sellado  re- 
clamado al  demandado.  Este  aparece  justificado  de  una 
manera  concluyente  en  los  autos.  En  efecto :  Tonelli  absol- 
viendo las  posiciones  de  fs.  60,  reconoce  nuevamente  la 
existencia  del  contrato  y  que  las  condiciones  eran:  1.000 
pesos  al  hacer  el  pedido;  2372  pesos  50  cts.  al  entre- 
garse el  guinche  y  otra  suma  igual  al  plazo  de  tres  meses. 
— Tonelli  no  cumplió  con  entregar  el  pagaré  como  se  había 
convenido  cuando  se  recibió  del  guinche  (5^  posición,  fs. 
60  vta.  contestada  afirmativamente  á  fs.  61 ),  excusando  su 
falta  de  cumplimientoen  la  circunstancia  de  no  habérsele 
entregado  las  piezas  de  repuesto,  la  cual,  como  se  ha  visto, 
no  tiene  razón  de  ser.  No  habiendo  pagado  la  última 
cuota  estipulada  en  el  término  de  los  tres  meses,  como 
explícitamente  lo  declara  al  contestar  la  6^  posición  fs.  61, 
es  deudor  á  la  razón  social  Alexander  Shanks  hijos 
y  C^*  por  la  suma  demandada,  sin  que  pueda  darse  valor 
á  las  razones  con  que  pretende  excusarse  por  su  falta  de 
cumplimiento  al  contrato  celebrado  con  los  demandantes. 

7**  Que  en  cuanto  á  los  intereses  del  diez  y  ocho  por  cien- 
to que  cobran  los  actores  por  ser  esa  su  costumbre,  solo 
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proceden  desde  el  día  de  la  demanda  y  á  estilo  de  Banco, 
de  acuerdo  con  los  arts.  560  y  565  del  Código  de  Comercio, 
en  razón  de  que  no  se  hizo  estipulación  especial  al 
respecto. 

8°  En  cuanto  ala  segunda  cuestión  planteada:  por  las 
razones  expuestas  en  los  considerandos  anteriores  y  por 
no  haberse  justificado  de  ningún  modo  los  perjuicios, 
como  lo  dispone  el  art.  220  del  Código  de  Procedimientos, 
la  reconvención  es  improcedente  y  debe  desecharse. 

Por  estos  fundamentos,  los  concordantes  del  alegato 
de  fs.  87,  y  lo  dispuesto  por  el  art.  221  del  Código  de 
Procedimientos,  fallo:  P  Condenando  á  Don  Antonio 
Tonelli  á  pagar  á  los  demandantes,  dentro  del  término  de 
diez  días,  la  cantidad  de  2.372  pesos  50  cts.  oro  sellado, 
ó  su  equivalente  en  moneda  nacional  y  los  intereses  á 
estilo  de  Banco  desde  el  día  de  la  demanda.  2«  No  ha- 
ciendo lugar  á  la  reconvención  deducida  á  fs.  47  por 
Don  Antonio  Tonelli  é  imponiéndole  silencio  al  respecto. 
3**  Condenando  en  las  costas  del  juicio  al  demandado,  á 
cuyo  efecto  estimo  los  honorarios  del  Doctor  Vaca  Guz- 
mán  en  trescientos  cincuenta  pesos  moneda  nacional  y  en 
doscientos  los  del  procurador  Doyhenard. 

Así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en  la  ciudad  de  Bue- 
nos Aires,  Capital  de  la  República  Argentina,  á  diez  de 
Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno.  —  Regístrese  y 
repónganse  los  sellos.  —  L.  A.  Peyret.  —  Ante  mí :  Carlos 
N.  González. 
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Sumario:  1°  La  excepción  de  compromiso  no  es  procedente  si  la  eje- 
cución se  funda  en  una  letra  de  cambio,  a*  La  excepción  de 
inhabilidad  de  título  es  improcedente  contra  la  ejecución 
fundada  en  una  letra  de  cambio.  3°  La  excepción  de  nuli- 
dad fundada  en  la  inexistencia  de  causa,  es  improcedente. 


(  CONFIRMADO  ) 

Buenos  Aires,  Junio  5  de  1891.— Y  vistos  estos  autos, 
resulta:  Que  don  Oreste  la  Torre  exije  ejecutivamente  de 
los  señores  Mezzieres  y  Bailley  el  pago  de  la  cantidad  de 
3.300  pesos  moneda  nacional  procedentes  del  pagaré  de 
f.  1. 

Librado  el  correspondiente  mandamiento  se  embarga- 
ron los  bienes  que  expresa  la  diligencia  de  fs.  6  y  hecha 
la  citación  de  remate  á  los  ejecutados,  opusieron  á  fs.  28 
las  excepciones  de  compromiso,  falsedad  é  inhabilidad  de 
título  autorizadas  por  el  art.  488  del  Código  de  Procedi- 
mientos. 

Exponen  :  que  el  pagaré  de  f.  1  fué  firmado  al  solo  objeto 
de  hacer  un  servicio  al  ejecutante,  á  quien  no  le  deben  su- 
ma alguna,  estando  obligado  á  devolver  ese  documento: 
que  así  se  convino  por  escritura  pública  otorgada  por 
Escribano  Cruces  en  el  registro  de  don  Albano  Honores 
Conferido  traslado  al  ejecutante,  lo  evacuó  á  fs.32,pidiei 
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do  el  rechazo  de  las  excepciones  opuestas,  por  que  además 
de  no  ser  cierto  el  pretendido  compromiso,  ella  no  puede 
oponerse  á  las  letras  de  cambio,  atento  lo  dispuesto  en  el 
art.  676  del  Código  de  Comercio;  que  los  documentos  á 
que  se  refieren  los  ejecutados  le  fueron  entregados  en  el 
acto  de  otorgarse  ese  instrumento,  no  teniendo  nada  que 
ver  el  pagaré  que  se  ejecuta  con  aquellos;  que  las  otras 
excepciones  se  han  opuesto  inútilmente,  pues  tratan  de 
fundarlas  en  un  servicio  inventado  por  los  demandados. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  se  ha  producido  la  que  ex- 
presa el  certificado  defs.  140. 
Y  considerando: 

1°  Que  contra  la  acción  ejecutiva  de  las  letras  de  cambio 
no  se  admiten  otras  excepciones  que  las  determinadas  en 
el  art.  676  del  Código  de  Comercio,  entre  las  que  no  están 
comprendidas  las  de  compromiso  é  inhabilidad  opuestas 
por  los  ejecutados, 

2^  Que  la  excepción  de  falsedad  se  hace  derivar  del  he- 
cho de  que  el  documento  de  f.  1  fué  firmado  por  compla- 
cencia. 

Entrando  al  análisis  de  la  prueba  producida  y  que  se 
compone  de  las  posiciones  de  fs.  150  á  157  vuelta,  declara- 
ciones de  fs.  143  y  149  y  testimonios  de  escrituras  de 
fs.  158  á  168, resulta:  que  las  posiciones  no  tienen  impor- 
tancia alguna,  por  que  los  hechos  procedentes  de  la  defensa 
han  sido  negados  por  el  ejecutante;  la  prueba  testimonial 
es  inaceptable  por  no  existir  el  principio  de  prueba  escrita 
requerida  por  el  art.  209  del  Código  de  Comercio  para  que 
ello  sea  admisible. 

Los  testimonios  de  escrituras  públicas  no  tienen  rela- 
ción con  la  cuestión  debatida,  ni  prueban  al  respecto. 

3*>  Que  aún  admitiendo  como  legal  la  excepción  de  com- 
promiso opuesta  en  primer  término  por  los  ejecutados, 
tampoco  ha  sido  comprobada. 
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El  testimonio  de  fs.  160,  cuya  agregación  se  ha  solici- 
tado evidentemente  como  prueba  de  ese  hecho,  demuestra 
lo  contrario  de  lo  que  se  pretende  por  los  demandados.  La 
forma  de  dicción  en  la  parte  de  esa  escritura  que  se  rela- 
ciona con  su  aceptación  y  entrega  de  documentos  por  el 
demandante,  demuestra  que  los  pagarés  han  sido  devuel-  . 
tos  en  ese  acto  á  los  señores  Mezzieres  y  Bailley,  y  esto 
mismo  se  afirmó  por  el  escribano  autorizante  en  el  certifi- 
cado de  fs.  142. 

No  cabe,  pues,  la  menor  duda  que  el  documento  de  f.  1, 
no  es  de  los  que  estaba  obligado  á  entregar  el  demandan- 
te, porque,  de  los  hechos  relacionados  por  los  deman- 
dados en  su  escrito  de  fs . . .  aparece  que  no  se  firmó  docu- 
mento alguno  cuyo  importe  fuera  el  que  indica  el  pagaré 
que  se  ejecuta  cuando  se  realizó  la  venta  á  que  se  refieren 
las  escrituras  de  fs.  158  á  161, 

Por  estos  fundamentos,  desecho  las  excepciones  opues- 
tas á  fs.  28,  y  de  acuerdo  con  el  art.498  de  la  Ley  de  Proce- 
dimientos, mando  se  lleve  adelante  la  ejecución  hasta 
hacerse  pago  al  acreedor  del  capital,  intereses  y  costas, 
estimándose  los  honorarios  del  doctor  Diaz  en  trescientos 
pesos  moneda  nacional  y  en  cien  de  igual  moneda  los  del 
procurador  Hardoy.  Repónganse  los  sellos  y  regístrese. — 
L.  A.  Peyret. — Ante  mí :  Eugenio  Blanco. 
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Contrato.  —  En  el  que  se  transfiere  la  propiedad  de  una  cosa 
mueble  por  un  precio  determinado  es  de  compra-venta  y 

no  de  locación  de  servicios 307 
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Contrato  de  compra- venta. — Los  daños  y  perjuicios 
por  falta  de  cumplimiento  á  un  contrato  de  compra- venta 
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obligación  de  dar  la  cosa  materia  del  contrato 307 

Contrato  de  compra-venta.  —  Debe  rechazarse  con  cos- 
tas la  acción  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  de  com- 
pra-venta si  el  actor  no  justifica  su  existencia 111 
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Contrato  de  seguro. — La  omisión  de  circunstancias  que  1 

pudieran  modifícar  las  bases  del  oontrato  de  seguro  im-  * 

porta  reticencias  que  producen  la  nulidad  del  contrato 34 

Contrato  de  seguro.  —  Si  la  reticencia  en  que  se  funda  la  ^ 
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devolver  las  primas  recibidas 34 

Contrato  de  transporte. —  Las  condiciones  impresas  que 
el  acarreador  inserta  en  la  guia,  contrarias  á  las  disposiciones 
del  Código  de  Comercio,  no  importan  un  contrato  obliga- 
torio para  el  cargador  en  tanto  éste  no  i  as  acepte  expresa* 
mente 410 

Contrato  de  transporte.  —  V,  Empresas  de  iranspories. 

Corredor.  —  Y.  Comitente,  Mandante,  Nulidad.  Títulos 
comprados. 

Correo.  —  La  remisión  por  correo  al  endosante  del  aviso  de 
protesto  de  una  letra  de  cambio  hace  improcedente  la 
excepción  de  caducidad  fundada  en  la  falta  de  aviso ....       360 

Cosa  juzgada. — Ejecutoriada  la  sentencia  que  no  resuelve 
sobre  el  pago  de  intereses,  la  acción  que  por  medio  de 
otro  juicio  pretende  modificar  la  cosa  juzgada  debe  dese- 
charse        348 

Costas.  —  Reconocida  la  procedencia  de  la  excepción  de 
incompetencia  de  jurisdicción,  el  ejecutante  debe  ser  conde- 
nado en  costas 104 
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Costas.  —  Y.  Cercería  de  dominio.    Contrato  de  compra-venia. 

Costas. — No  son  á  cargo  del  deudor  los  honorarios  y  costas 
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damiento         194 

Cuenta.  —  La  copia  de  una  cuenta  extraída  de  los  libros  de 
comercio,  sin  citación  de  la  parte  contraria,  carece  de 
fuerza  probatoria,  aun  cuando  se  encuentre  debidamente 
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Cuenta.  —  Heconocida  la  auteaticidad  de  una  cuenta,  así 
como  el  hecho  de  haberla  formulado  y  pasado  un  depen- 
diente de  comercio,  sus  constancias  forman  prueba   plena 

de  las  condiciones  de  la  operación 339 

Cuenta  corriente.  —  V.  Excepción  de  prescripción. 
Culpabilidad.  — La  quiebra  es  culpable:  cuando  el  fallido  no 
se  ha  presentado  en  quiebra  en  el  tiempo  y  forma  estable- 
cido por  el  Código  de  Comercio ;  cuando  con  el  propósito 
de  retardar  la  declaración  de  quiebra  hubiese  recurrido  en 
los  seis  meses  anteriores  á  su  declaración  á  tomar  dinero 
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currido desde  el  último  inventario  hasta  la  declaración  de 
la  quiebra  hubo  época  en  que  estuviere  en  débito  por  sus 
obligaciones  directas  de  una  cantidad  doble  del  haber  que 
le  resultaba  según  el  inventario ;  cuando  no  hubiere 
llevado  los  libros  con  la  regularidad  ordenada  por  el 
Código  de  Comercio 322 


Daños  y  perjuicios, — Al  actor  incumbe  la  prueba  del 
hecho  que  sirve  de  fundamento  á  la  acción  de  daños  y 
perjuicios 18 
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daños  y  perjuicios  que  el  incumplimiento  cause 307 
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sin  causa 238 

Daños  y  perjuicios.  —  El  acarreador  responde  de  la  seguri- 
dad de  los  objetos  que  dan  origen  al  contrato  de  porte  y 
está  obligado  al  pago  de  los  daños  y  perjuicios  que  su 
pérdida  ocasione  al  cargador 247 
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Daños  y  perjuicios.  —  Por  la  falta  de  cumplimiento  á  un 
contrato  de  compra  venta  consiste  en  el  lucro  cesante  para 
la  parte  que  tenga  obligación  de  dar  la  cosa  materia  del 
contrato 

Defecto  legal. — V.  Excepción  de  defecto  legal. 

Dependiente  de  comercio.  —  Y.  Factor. 

Dependiente  de  oficina.  —  Los  de  las  oficinas  autorizadas 
para  otorgar  instrumentos  públicos  no  pueden  ser  testigos 
en  las  escrituras  que  se  otorguen  ante  otro  escribano 

Demanda.  —  Reconocida  la  verdad  de  la  demanda,  procede 
la  condenación  del  demandado 

Demanda.  —  Cuando  se  alega  que  la  compra  de  mercaderías 
se  verificó  á  un  tercero  al  demandado  le  incumbe  la 
prueba  de  su  afirmación. 

Demanda.  —  V.   Bebeldia. 

Defensor  de  ausentes.  —  En  el  juicio  ejecutivo  solo  debe 
intervenir  después  de  trabado  el  embargo 

Despachante  de  aduana.  —  El  despachante  de  aduana  en 
su  carácter  de  comisionista  solo  tiene  acción  contra  el  que 
trató  sus  servicios 

Deuda  notante. — La  Municipalidad  de  la  Capital  puede 
entregar  á  sus  acreedores  en  pago  de  su  deuda,  los  bonos 
emitidos  al  tipo  fijado  por  la  ley  2874 

Diligencia  de  prueba.  —  Las  diligencias  de  prueba,  pedidas 
en  tiempo,  deben  cumplirse  antes  de  alegar 

Documentos.  —  Pueden  agregarse  durante  el  término  de 
prueba  los  que  no  tengan  por  objeto  fundar  el  derecho  que 
se  discute ^ 

Documento  privado.  —  Declarada  la  adulteración  de  un 
documento  privado  que  la  parte  hace  valer  en  juicio,  procede 
su  remisión  alj  uzeado  de  Instrucción  parala  designación 
del  delito 

Domicilio. —  V.  Ausente.  Tercería.  Título.  Notificación. 
Nulidad . 

Domicilio.  —  La  excepción  de  nulidad  de  la  ejecución,  fun- 
dada en  la  falta  de  notificación,  debe  ser  desechada  si  se 


Paginas 


307 


47 
370 

383 

253 

283 

233 

98 

120 
198 


Digitized  by 


Google       H 


—  467  — 

Páginas 

juatifica  que,  al  hacerse  la  primera  de  los  autos,  el  ejecutado 
vivía  en  el  domicilio  indicado 115 
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Edictos.  —  Para  el  reconocimiento  de  la  firma  solo  deben 

publicarse  por  el  término  expresamente   fijado,  no  siendo 

aplicable  lo  dispuesto  para  la  notificación  de  la  demanda 

ordinaria 253 

Embargo.  —  La  falta  de  protesto  por  parte    del  tercerista 

presente  al  embargo  importa  una  presunción  de  que  no 

tenía  la  posesión 228 

Embargo. — V.  Personería. 

Empresa  de  transporte. — La    falta   de    entrega  en  la 

debida  oportunidad  y  en  el  lugar  del  destino  de  los  efectos 

porteados,  obliga  á  las  empresas  á  la  devolución  del  flete 

cobrado 18 

Escritura  pública. — V.  Simulación,  Nulidad, 
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inhábiles 47 

Escritura  pública.  —  El  ejecutante  tiene    personería  para 

pedir  la  nulidad  de    la  escritura    pública    que  sirve    de 

fundamento  á  la  tercería 47 

Escritura  pública.  —  Su  existencia  para  justificar  el  contra- 
to de  compra  venta  de  muebles  no  es  presunción  de  fraude  i 

aunque  el  vendedor  continúe  en  posesión  de  la  cosa  vendida .       400  ^ 

Espera.  —  La  excepción  de  espera  es  improcedente  si  el  docu-  ¡ 

mentó  privado  en  que  se  funda  resulta  adulterado  en  la  ': 

parte  pertinente 198 

Espera.  —  Para  que  la  excepción  de  espera  sea  procedente  el 

documento  en  que  se  funda  debe  comprender  expresamente 

la  obligación  que  se  ejecuta 243 

¿cepción. — Y,  Espera.    Tasación.  Transacción, 
Lcepciones.  —  Cuando  el  ejecutado  no  justifica  las  opuestas 

debe  llevarse  adelante  la  ejecución 208 
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Excep  ción  de  caducidad.  —  Fundada  en  la  falta  de  pro- 
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declaración  no  es  aplicable  al  reconocimiento  de  la  firma 
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